
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1972
Enero

Año 62º

Boletín Judicial Núm. 734



ENERO, 1972 	 No. 734 AÑO LXII 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

Dr. Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Presidente. 

Lic. Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de 
Presidente; 

Lic. Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de 
Presidente; 

JUECES: 

Dr. Manuel D. Bergés Chupani, Lic. Francisco Elpidio Be- 
ras, Lic. Joaquín M. Alvarez Perelló, Lic. Juan Bautista 
Rojas Almánzar, Lic. Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, 

Lic. José A. Paniagua. 

Dr. Juan Arístides Taveras Guzmán. 
Procurador General de la República: 

Señor Ernesto Curiel hijo. 
Secretario General y Director del Boletín Judicial: 

Editora del Caribe, C. por A., Sto. Dgo., D. N. 



ENERO, 1972 AÑO LXII No. 734 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

DIRECTOR: 
SECRETARIO GRAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

SUMARIO: 

Discurso pronunciado por el Lic. Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
•Presidente de la Suprema Corte de Justicia, el día 7 de enero de 
1972, "Día del Poder Judicial", pág. V; Sumario de la jurispruden-
cia correspondiente al año 1971, pág. XXV; Recurso de casación 
interpuesto por Pablo Ramírez, pág. 1; Ingenio Consuelo y Mo-
desto Alcántara, pág. 6; Ozama Trading Company C. por A., pág. 
16; Ozama Trading Company C. por A., pág. 24; René Rohmer, 
pág. 31; Ramón Salado, pág. 39; Faustino Martínez, pág. 46; He-
ráclito E. Alvarez Concepción y compartes, pág. 50; Compañía 
Dominicana de Electricidad y San Rafael, C. por A., pág. 61; Cor-
poración Dominicana de Electricidad, pág. 69; Ramón Emilio Ta-
veras Ureña, pág. 76; Corporación Dominicana de Electricidad, 
pág. 82; Francisco A. Mateo, pág. 88; Pedro Arnaut Sánchez y 
compartes, pág. 91; Pedro Esteban Tolentino, pág. 99; Ramón A. 
García López, pág. 102; Ramón A. Felipe Hiciano, pág. 109; Ing. 
Jorge Rincón R. y San Rafael, C. por A., pág. 114; Caribbean Mo-
tors C. por A., pág. 121; Pedro Ml. Mateo, pág. 129; Ramón de Js. 
Vargas y Seguros Pepín S. A., pág. 134; Ing. Luis Martínez Qui-
roz, pág. 140; José A. Mejía Peguero, pág. 148; Sentencia de fecha 
20 de enero de 1972, que declara la perención del recurso de ca-
sación interpuesto por Olga Jacobo Arbaje, pág. 152; Sentencia de 
fecha 20 de enero de 1972, que declara la perención del recurso de 
casación interpuesto por Motores y Servicios Diesel, C. por A., 
pág. 154; Sentencia de fecha 20 de enero de 1972, que declara la 
perención del recurso de casación interpuesto por el Estado Do- 



minicano, pág. 156; Sentencia de fecha 20 de enero de 1972, que 
declara la perención del recurso de casación interpuesto por La 
Ferretería Read C. por A., pág. 158; Sentencia de fecha 24 de ene-
ro de 1972, que declara la perención del recurso de casación in-
terpuesto por Pedro Ma. Gomera, pág. 160; Sentencia de fecha 25 
de enero de 1972, que declara la perención del recurso de casa-
ción interpuesto por Ramón A. Cepeda, pág. 162; Sentencia de fe-
cha 25 de enero de 1972, que declara la perención del recurso de 
casación interpuesto por Miguel M. Gross Ariza, pág. 164; Senten-
cia de fecha 25 de enero de 1972, que declara la perención del re-
curso de casación interpuesto  por Empacadora Dominicana de 
Carnes C. por A., pág. 166; Sentencia de fecha 25 de enero de 
1972, que declara la perención del recurso de casación interpues-
to por Ana G. Josefa Polanco Vda. Durán, pág. 168; Sentencia de 
fecha 25 de enero de 1972, que declara la perención del recurso 
de casación interpuesto por Milagros Soler de Castro, pág. 170; 
Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes de enero 
de 1972, pág. 172. 

DISCURSO 

DEL 

LIC. MANUEL RAMON RUIZ TEJADA 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia en la audiencia 
de apertura de las labores judiciales el 7 de enero de 1972. 

Señores: 

Cumplimos el voto de la ley al dejar solemnemente 
reanudadas las labores judiciales al iniciarse el año 1972. 

Constituye siempre una oportunidad propicia, la celebra-
ción del día del Poder Judicial, para reafirmar conceptos en 
bien de la justicia y para reiterar propósitos renovadores 
en el difícil arte de la administración de la misma; pues 
aun cuando pueda pensarse no sin cierto fundamento que 
seguimos arando en el mar, cabe alimentar constantemen-
te, con el agua pura de nuestras mejores intenciones, la 
simiente promisora echada un día en el surco con la es-
peranza de que fecundase en breve tiempo en el ánimo del 
legislador constituyente en bien de la colectividad domi-
nicana. 

Por ello insistimos una vez más en la necesidad de 
las reformas constitucionales expuestas en años anteriores 
para garantizar la existencia y el funcionamiento por siem-
pre en nuestro país de un verdadero Poder Judicial, abso-
lutamente libre, independiente, apolítico, respetable y res-
petado. 
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Hecho este breve exordiu vamos a referirnos ahora 
a algunos puntos que estimamos conveniente tocar en este 
día, dada la importancia de los mismos. 

Tribunal de Garantías Constitucionales 

A raíz de haber sido lanzada ia importante iniciativa 
zelativa a la creación del Tribunal de Garantías Const.tu-
cionales, emitimos, requeridos por los reporteros de los 
principales diarios nac.onales, entre otras declaraciones, 
las siguientes; "Conforme a nuestro régimen jurídico tra-
dicional, reconocido expresamente en los debates de la re-
forma constitucional de 1942, la atribución de resolver las 
excepciones que se presenten en los Tribunales fundadas 
en la inconstitucionalidad de las leyes y demás actos ofi-
ciales, compete a los mismos triburaies en que surjan las 
excepciones, correspondiendo la última palabra a la Su-
prema Corte de Justicia, actuando como tribunal de ape-
lación o de casación según sea el caso". 

"La sugerencia que se ha producido últimamente —di-
jimos entonces— para la creación de un Tribunal de Ga-
rantías Constitucionales representaría, pues, un cambio fun-
damental de sistema, de uno esencialmente judicial que es 
el que predomina en .las Democracias del Nuevo Mundo, 
por otro que es propio de la vieja Europa". 

Hoy queremos completar esas ideas, asegurando que a 
nuestro modesto entender el propósito perseguido podría 
lograrse, sin necesidad de tal cre.ic:ón, si se aprovechan 
las reformas constitucionales y legales que varias veces 
hemos propuesto en bien del Poder Judicial, para ampliar 
en cuanto sea dable hacerlo, las facultades o el radio de 
acción de la Suprema Corte de Ju-;ticia, a fin de que pue-
da funcionar con toda la fuerza y la rapidez necesarias en 
los casos en que se trate de amparar por las vías legales, 
los derechos y las prerrogativas que concede a la persona 

VI  

humana nuestra Constitución, en la Sección I del Título 
II, bajo la genérica denominación "De los Derechos Indi-
viduales y Sociales". 

Nos parece mejor esa solución porque estimamos que 
los pueblos no se redimen ni se salvan con abundancia de 
leyes y de instituciones. Los pueblos se salvan a base de 
trabajo, de dignidad y de responsabilidad. Se salvan cuan-
do los hombres que hacen las leyes, los que las aplican e 
interpretan, y los que la ejecutan, actúan pensando en el 
bien común. 

Sería inconcebible una superestructura sobre cual-
quiera de cada uno de los tres poderes del Estado. Un Tri-
bunal de Garantías Constitucionales vendría a ser espe-
cialmente dentro de nuestra organización institucional, al-
go así como una superestructura sobre el Poder Judicial. 

Por tanto, y sin desdeñar la importancia de la noble 
iniciativa que hemos venido comentando, y el interés pa-
triótico que ella revela, dejamos expuestas nuestras ideas, 
ya que ellas no fueron requeridas desde el primer mo-
mento en razón de nuestra posición en el más alto Tribunal 
de Justicia del país. 

Queremos un Tribunal de Garantías Constitucionales? 
Pues rodeemos de todas las prerrogativas y facultades que 
ha menester a la Suprema Corte de Justicia, y no sólo a 
ella, sino al Poder Judicial entero. Démosle los atributos 
de un verdadero Poder del Estado, a fin de asegurar como 
dije en años anteriores una "esmerada selección de los 
Jueces; para mantener su inamovilidad; para establecer la 
personalidad presupuestal, o autonc mía económica de los 
Tribunales; la organización de la carrera judicial; la po-
testad de las Cortes y Tribunales para nombrar su per-
sonal subalterno, y el derecho al retiro y a la jubilación, 
lo que debe incluir también a los miembros del ministerio 
público y a todos los funcionarios y empleados judiciales". 
A esto habría que agregar la condición de vitalicia a la 

VII 
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función del Juez, a la cual se refirió recientemente uno 
de nuestros compañeros en importante conferencia por él 
dictada. 

Perfeccionemos nuestras leye.; y nuestras institucio-
nes actuales, sin proliferarlas, procurando que cada fun-
cionario de la justicia se encuentre protegido y garantiza-
cio y que experimente el íntimo placer de saberse respe-
tado y de sentirse obedecido. 

La misión del juez y el respaldo que debe merecer 

En mayo de 1969, al dejar clausurada la IV Conferen-
cia Judicial de las Américas, hicimos un recuento de las 
actividades desarrolladas, y al hablar del mensaje que sur-
gía de aquel valiosísimo intercambio de ideas, dijimos lo 
siguiente: 

"En efecto, el mensaje es prninisor y podríamos es-
tructurarlo aún más pensando siempre en el hombre que 
Lace justicia; en ese compromisario de honor con la alta 
investidura que ostenta. Debemos pensar que el mensaje 
que nace de esta Conferenc:a nos presenta la figura de un 
juez capaz, honesto, responsable, libre, independiente, a 
quien la ira no perturba, el enojo no ciega, las pasiones 
no le debilitan ni nada ni nadie le corrompe; dispuesto a 
dejar la toga antes que envilecerla y resuelto a jugarse el 
todo por el todo antes que hacer traición a su conciencia 
y al estricto cumplimiento del deber". 

Ese es el juez que sentirnos en el alma. Esa es la 
imagen que todos nosotros en la Suprema Corte de Justi-
cia hemos querido presentar en todas nuestras actuaciones. 
Nuestro cri cerio jurídico podrá a veces estar en'tivocado, y 
puede, doctrinariamente ser objets de debate, pues solo 
Dios es infalible, pero todo el pueblo dominicano, puede 
tener la seguridad más absoluta de que así hemos actua-
do, y de que así seguiremos actuando, pues no hay poder ni  

persona alguna que pueda doblegarnos, y porque todo el 
oro del mundo no es capaz de comprar ni de corrompre 
nuestras conciencias. 

Pero no son suficiente los esfuerzos de un hombre o 
de un grupo por bien inspirado que esté, si no se le respal-
da. Ese respaldo debe venir no soló de la Constitución y 
de la ley, sino también del pueblo, muy especialmente de 
la prensa nacional, escrita, radial y televisada, pues ella 
es voz de orientación que emana de la conciencia misma de 
ese pueblo. Ahora mismo, recientemente, hemos recibido 
los Jueces de la Suprema Corte de Justicia con satisfacción 
ese respaldo en un momento oportuno; y vayan pública-
mente nuestras gracias más sentidas para todos. 

No obstante, es bueno fijar algunos conceptos al res-
pecto, porque somos fervientes admiradores de la labor de 
la prensa, y ésta no pocas veces es sorprendida en su bue-
na fe. 

En primer término cuando un asunto cualquiera es 
iniciado en la justicia, es práctica muy socorrida de al-
gunos litigantes, el ofrecer no sólo la noticia del hecho 
—a lo cual tienen derecho— sino exponer públicamente la 
tesis que le favorece, y sugerir, por tanto, que esa ha de 
ser la solución, "si es que hay justicia en el país", pues de 
lo contrario se violarían, a su juicio, inclusive los derechos 
humanos. Algunos en sus exposiciones han llegado a pin-
tar un macabro desenlace si no triunfan sus propósitos . 
Eso es sencillamente desalentador. Esa es una forma inno-
ble de presionar al Juez. La presión no es sólo la que 
puede venir de arriba, de los que están colocados en po-
siciones oficiales, si es que se atreven (y conste, especial-
mente como un justo y reiterado reconocimiento al go-
bierno nacional, que con la Suprema Corte de Justicia na-
die jamás lo ha hecho), sino que es también la que pueden 
ejercer las partes interesadas con stis amenazas, sean éstas 

públicas o no. 
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Pero, si censurable es ese hecho, lo es aún más, que 
una vez resuelto el caso, se juzguen autorizados —los de-
fensores o las partes— no solameni e a hacer la crítica ju-
rídica del fallo dictado, lo que nadie puede prohibirles, 
siempre que manifiesten sus ideas con un lenguaje de al-
tura, sino que la imaginación, alimentada quizás por ne-
gativos sentimientos, les lleva, si han perdido la litis, al 
terreno de la mentira y de absoluto irrespeto a los jueces, 
comprometiendo, quienes tal cosa hacen, su responsabili-
dad penal en una serie de delitos, inclusive el ultraje a la 
judicatura. 

Por regla elemental de ética eso no debería ocurrir. 
Por respeto al derecho ajeno, por el respeto a la buena 
fama, que es también uno de los derechos humanos, en un 
país en donde todos vivimos abogando por esos derechos, 
pero de donde algunos parecen que excluyen al que aca-
bo de citar: la buena fama. 

Puede un día alguien colocarse en esa insensata posi-
sición delictuosa; pero lo que no debería suceder jamás, 
porque ello carece de justificación, es que un órgano serio 
de la prensa nacional, en manos de personas reconocidas 
como respetables, se deje sorprender, en franco olvido con 
ello no solo de las disposiciones de la Ley sobre Expresión 
y Difusión del Pensamiento, sino también de las más ele-
mentales reglas de la ética periodística. 

Desacatos 

En el discurso del año pasado, (primera clarinada en 
relación con los desacatos) dijimos lo siguiente: "Un país 
en donde la sentencia de un juez, no se respete, jamás ha-
brá de lograr la paz y no podrá merecer el calificativo de 
ser un verdadero estado de derecho". 

Esa situación, gracias a Dios, parece estar ya total-
mente superada, en lo que concierne a la ejecución de las 
sentencias judiciales por las autoridades competentes; pero 
ahora debemos agregar lo siguiente: 

Si un desacato es lamentable porque significa que un 
juez no es obedecido y fácil es advertir que donde eso 
ocurra habitualmente no habrá gobierno sino anarquía, el 
hecho ofensivo a que precedentemente nos hemos referido 
es aún más grave. Lo primero (el desacato) puede resol-
verse con medidas oportunas y eficaces como las que se 
han dictado; pero lo segundo, graba indiscutiblemente con 
el sello de lo irreparable al daño moral que al hacer la 
publicación se ha engendrado. 

Los que quieran en sus pendencias seguir esa línea de 
conducta, no deben penetrar jamás en una sala de audien-
cia, ni nunca deben llevar una toga. Deben simplemente 
quedarse con sus primitivos sentimientos en el atrio del 
Templo de la Justicia. 

Fórmula para el Nombramiento de los Jueces 

Tradicionalmente en nuestro país el Senado ha ele-
gido a los Jueces. En ocasiones lo ha hecho, de ternas so-
metidas por la Cámara de Diputados. Y en oportunidad 
más o menos resiente fueron nombrados por la Suprema 
Corte de Justicia. 

En la conferencia del compañero a quien antes me 
referí, éste, después de referirse al régimen de la vitalici-
dad, expresó "que una vez establee.do ese régimen no ha-
bría que hacer designaciones colectivas cada cuatro años 
como ocurre hasta ahora. No habría vacancia de judica-
turas sino cada vez que un determinado juez falleciera, re-
nunciara, o fuera jubilado o inhabilitado en el juicio po-
lítico o judicial correspondiente. Así las cosas, la cuestión 
de la designación del juez sucesor se simplicaría y esa de-
signación podría mantenerse en la forma actual, reserván-
dose a la Suprema Corte de Justicia la atribución de pre-
sentar al cuerpo designante una lista de tres o más candi-
datos que respondan a los requisitos correspondientes para 
cada cargo". 
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Cual que sea la fórmula que se adopte, habra que pro-
ceder a elegir la primera Suprema Corte de Justicia vita-
licia, o los primeros jueces vitalicios de la República, lo 
cual podría hacerlo esa primera vez el Senado de una lista 
preparada al efecto por un organismo que podría crearse 
para que funcionara en esa oportunidad y de manera ho-
norífica lo que significa que no se aumentaría la burocra-
cia nacional, ni tampoco el número de nuestras insitucio-
nes. 

Ese organismo transitorio funcionaría como "Consejo 
Nacional de la Judicatura". 

En Francia existe de manera permanente en virtud de 
la . Constitución, y su funcionamiento se rige por una ley 
orgánica dictada al efecto, y por la Ordenanza No. 58-1270 
de 1958. 

Ese Consejo que tendría una única oportunidad para 
actuar, o sea, como hemos dicho en ocasión de las prime-
ras designaciones, podría estar integrado en la forma que 
se estime más conveniente, pero dando representación en 
él a los distintos colegios o asociaciones de abogados que 
existan en el país; a fin de que la selección se haga del 
modo más democrático y cuidadoso posible, y con un com-
pleto carácter de apoliticidad. Preparadas las listas, el 
Senado escogería de ellas y procedería a hacer las desig-
naciones. Así quedaría instaurada la primera Suprema Cor-
te de Justicia con carácter vitalicio de la República. La 
forma de elegir los otros jueces, vitalicios también, sería 
organizada previamente por la ley. 

Conviene declarar públicamente, y para que conste con 
absoluta claridad, que el sistema a que aspiramos no es 
para favorecer a los que estamos actualmente en funciones, 
es decir, que no abogados por nuestro particular beneficio, 
sino para que en bien de la organización judicial en abs-
tracto, aproveche a los futuros jueces. 
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Iniciativa en la formación de las leyes 

La Suprema Corte de Justicia tiene iniciativa en la 
formación de las leyes únicamente "en asuntos judiciales", 
según el artículo 38, inciso 1ro., letra c, de la Constitu-

ción. 
No la tenemos pues para lograr una reforma de la 

Constitución. De ahí que nos hayamos limitado a exponer 
esa imperiosa necesidad en nuestros discursos. 

Por otra parte, en una ocasión, una estación radial 
haciendo en forma constructiva la crítica de una sugeren-
cia nuestra de que se aumentaran las Cámaras Civiles y 
Penales, y el número de Jueces de algunas Cortes de Ape-
lación, aunque aplaudía la sugerencia, opinaba que como 
la Suprema Corte de Justicia tiene derecho de iniciativa 
en la formación de las leyes, bien podríamos nosotros in-
troducir al Congreso Nacional el proyecto de ley corres-
pondiente, y no quedarnos en simples declaraciones públi-
cas al respecto. 

Empero resulta que la misma Consitución en su ar-
tículo 115, Párrafo II prohibe votar válidamente ninguna 
erogación, a menos que esté incluida en el proyecto de Ley 
de Gastos Públicos sometido por el Poder Ejecutivo, o se 
satisfagan ciertos requisitos. 

Tenemos pues iniciativa en la formación de las leyes 
en cuestiones judiciales, pero como no la tenemos en ma-
teria fiscal para crear impuestos, eso explica por qué en 
ciertos casos como el señalado, que implican erogaciones, 
nos hemos concretado a hacer una simple sugerencia pú-
blica. 

Orientación Jurisprudencial 

En el año que acaba de transcurrir hemos sentado ju-
risprudencia en varios casos. Coma no es posible hacer la 
exágesis de todos los fallos dictados, hemos escogido al- 
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gunos que nos han parecido importantes y novedosos, para 
que de ese modo el pueblo pueda apreciar cual es el pen-
samiento de la Suprema Corte de Justicia. 

1 9  CASACION. Convencidos de que es de buena jus-
ticia el facilitar los recursos establecidos por la ley, deci-
dimos en relación con un recurso de casación lo siguiente: 

"Nada se opone a que un recurrente que haya omitido 
emplazar al recurrido dentro del término de 30 días del 
auto que le autorizó a emplazar, solicite un nuevo auto y 
emplace, siempre que tal solicitud la haga dentro de los 
dos meses a que se refiere el artículo 5, y sin que tenga 
que esperar que la Suprema Corte de Justicia decida la ca-
ducidad del primer recurso. (B. J. 725, Abril de 1971, 
pág. 909). 

2° CESION DE CREL)ITO: Con respecto a esta figura 
jurídica, y teniendo en cuenta la posición de los terceros, 
la Suprema Corte de Justicia dijo lo siguiente: 

"Si bien en principio, por aplicación de la máxima 
`Res Inter Alios Acta', que tiene su base en el artículo 1165 
ael Código Civil, los terceros no pueden impugnar por vi-
cio de formas o de fondo una convención, es claro que cuan-
do se trata de una cesión de crédito, la que puede poner al 
cesionario en aptitud legal de accionar a fines de pago, 
puesto que tiene derecho como deudor a querer liberarse 
solamente en las manos de un verdadero acreedor, o de un 
cesionario regular de éste, bien puede impugnar la de-
manda que le haya sido notificada, en base a que la cesión 
no le es oponible por no generar frente a él --por las irre-
gularidades de que adolezca— los derechos que se le re-
claman". B. J. No. 725, pág. 939. 

39  Sobre la partición de la comunidad matrimonial, y 
los efectos de la hipoteca judicial de la mujer casada, ci-
tamos una importante sentencia que dice al respecto: 

"Si ciertamente el acto de requerir la inscripción de 
una hipoteca cualquiera es en principio de carácter con-
servatorio, es también cierto que ías hipotecas que nacen 
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de la ley (como la de la mujer casada) sólo necesitan ser 
inscritas para tomar rango frente a los terceros; que, por 
tanto, cuando la mujer casada se decide a hacer pública la 
hipoteca con que le favorece la ley, requiriendo su ins-
cripción, está efectuando con ello una manifestación for-
mal, expresa y ostensible de su voluntad en un acto pú-

blico, acto al cual es preciso atribuirle efectos jurídicos a 
los fines ulteriores de la partición que ella tiene derecho a 
demandar; que esa actuación suya, así realizada, se rela-
ciona directa e íntimamente con la situación que ha que-
rido prever y resolver el legislador en el artículo 1463 del 
Código Civil, al darle un plazo imperativo para que mani-
fieste su voluntad en relación con los bienes de la comu-
nidad matrimonial; que, por consiguiente, cuando una mu-
jer casada ha requerido la inscripción de la hipoteca legal 
que le acuerda la ley, no se trata ya de un simple indicio 
que obligaría a los jueces a actuar dentro del campo de las 
presunciones, y que quedaría descartado —como indicio—
por la disposición contenida en la parte final del artículo 
1463 citado cuando dice 'esta presunción no admite prueba 
en contrario', sino que se trata, obviamente, de una decisión 
tomada ya por anticipado y en forma expresa por la mujer, 
lo que hace innecesario (salvo que haya actos ulteriores en 
contrario) que ella reitere su aceptación a la comunidad 
matrimonial dentro del plazo del artículo 1463 del Código 
Civil". B. J. 727, pág. 2006. 

4° Sobre el valor jurídico de las acciones de una Com-
pañía de Comercio dijimos lo que sigue; 

"Las acciones de una compañía de comercio, no consti-
tuyen un crédito contra la compañía, sino que son la cons-
tancia o representación de cómo está dividido el capital 
social; pero si esas acciones producen dividendos, tales be-
neficios si constituyen ya un crédito de cada persona ti-
tular de las acciones; y , por tanto, es esa. persona la que 
tiene derecho a ese crédito y puede ejercer todas las ac-
ciones que la ley autoriza, para lograr el pago correspon- 
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diente; que si la persona titular de las acciones muere, 
cbviamente éstas pasan a sus herejeros; y si como ocurrió 
en la especie hay una sola reredera y ésta es casada bajo 
el régimen de la comunidad, caen en la comunidad matri-
monial por su carácter mobiliario; y caen también los di-
videndos que tales acciones hayan producido hasta el mo-
mento de disolverse la comunidad; los dividendos produ-
cidos constituyen un crédito de ambos esposos; pero no de 
uno solo de ellos; por lo cual si se pretende cobrar los ci-
tados dividendos deben hacerlo conjuntamente, pero no ca-
da uno por su parte, a menos que ya se haya operado la 
partición de la comunidad y las aciones hayan sido atri-
buídas a uno de ellos en su lote". B. J. No. 723, pág. 
No. 444. 

5Q Un estudio combinado del Código Penal y de la Ley 
sobre Expresión y Difusión del Pensamiento, acerca de la 
difamación, nos condujo en un caso presentado, a sentar la 
siguiente jurisprudencia": 

"El propósito de dicha ley en todo su contexto, es el 
de reglamentar el libre uso de la expresión y difusión de 
las ideas, etc., y el de sancionar el mal uso que se haga 
áe ese derecho; que, al definir de nuevo, en el artículo 29 
de dicha ley, con casi los mismos términos usados por el 
artículo 367 del Código Penal la difamación, no se puede 
de ello deducir que el legislador tuvo el propósito de abro-
gar este último texto legal, puesto Que el objeto de la re-
ferida ley no abarca la difamación y la injuria ya sancio-
nada por el Código Penal, en el párrafo II, Sección 7ma., 
de dicho Código, las que se refieren específicamente a aque-
llas cometidas en las circunstancias previstas en el Código 
y no en las que resultan del ejercicio del derecho de ex-
presar el pensamiento sin sujeción a censura previa, con-
sagrado por la Constitución; que de todo lo expuesto re-
sulta evidente que la Ley 6132 de Expresión y Difusión del 
Pensamiento, del 15 de diciembre del 1962, no ha abrogado 
el artículo 367 del Código Penal". B. J. 723, pág. 317. 

XVI 

Sobre la filiación natural, dictamos una sentencia 
de la cual extractamos lo siguiente: 

"Reconocimiento hecho cuando regía el artículo 335 
al Código Civil por un padre que estaba casado. Validez 
de los mismos. Variación de la jurisprudencia dominicana 

al respecto. 

"En la especie, la Corte a-qua rechazó esa demanda 
sobre la base de que estos recurrentes no podían ser repu-
tados como hijos reconocidos en razón de que para el 3 de 
noviembre de 1938, fecha de los alegados reconocimientos, 
regía el artículo 335 del Código Civil que prohibía los re-
conocimientos de los hijos adulterinos; que no obstante ser 
esa la interpretación seguida por la jurisprudencia, un es-
tudio más detenido de los 'propósitos perseguidos por la ley 
985 de 1945, en el estado actual de la conciencia jurídica, 
conduce a esta Suprema Corte de Justicia a variar dicha 
interpretación en el sentido de dar efecto jurídico al reco-
nocimiento de paternidad de un hito natural aún cuando 
en la época en que lo hubiera hecho, estuviese casado; que 
esa interpretación queda robustecida por la circunstancia 
de que el legislador al dictar la ley 985 de 1945, sobre fi-
liación natural quiso darle al progenitor la oportunidad de 
reconocer a sus hijos aunque fuesen adulterinos en relación 
co nel padre; que en ese mismo orden de ideas, esa inter-
pretación está robustecida también por el hecho de haber 
suprimido la Ley No. 985 la facultad que había conferido 
a los padres la Ley anterior sobre la materia —la No. 357 
de 1940— de mejorar las cuotas hereditarias de los hijos 
reconocidos antes de la ley No. 357, como si hubieran sido 
después de esa ley; expresión que no se explicaría sino por 
la intención del legislador de que la Ley No. 985 aprove-
charía tanto a los hijos reconocidas antes de la fecha de 
esa ley, como a los reconocidos después; que, por otra par 
te, la interpretación que se acaba de dar no vulnera nin-
gún derecho adquirido de la parte adversa, y está además, 
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diente; que si la persona titular de las acciones muere, 
obviamente éstas pasan a sus herederos; y si como ocurrió 
en la especie hay una sola reredera y ésta es casada bajo 
el régimen de la comunidad, caen en la comunidad matri-
monial por su carácter mobiliario; y caen también los di-
videndos que tales acciones hayan producido hasta el mo-
mento de disolverse la comunidad; los dividendos produ-
cidos constituyen un crédito de ambos esposos; pero no de 
uno solo de ellos; por lo cual si se pretende cobrar los ci-
tados dividendos deben hacerlo conjuntamente, pero no ca-
da uno por su parte, a menos que ya se haya operado la 
partición de la comunidad y las aciones hayan sido atri-
buídas a uno de ellos en su lote". B. J. No. 723, pág. 
No. 444. 

59  Un estudio combinado del Código Penal y de la Ley 
sobre Expresión y Difusión del Pensamiento, acerca de la 
difamación, nos condujo en un caso presentado, a sentar la 
siguiente jurisprudencia": 

"El propósito de dicha ley en todo su contexto, es el 
de reglamentar el libre uso de la expresión y difusión de 
las ideas, etc., y el de sancionar el mal uso que se haga 
de ese derecho; que, al definir de nuevo, en el artículo 29 
de dicha ley, con casi los mismos términos usados por el 
artículo 367 del Código Penal la difamación, no se puede 
de ello deducir que el legislador tuvo el propósito de abro-
gar este último texto legal, puesto aue el objeto de la re-
ferida ley no abarca la difamación y la injuria ya sancio-
nada por el Código Penal, en el párrafo II, Sección 7ma., 
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presar el pensamiento sin sujeción a censura previa, con-
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Pensamiento, del 15 de diciembre del 1962, no ha abrogado 
el artículo 367 del Código Penal". B. J. N9  723, pág. 317. 
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69  Sobre la filiación natural, dictamos una sentencia 
de la cual extractamos lo siguiente: 

"Reconocimiento hecho cuando regía el artículo 335 
e:el Código Civil por un padre que estaba casado. Validez 
cie los mismos. Variación de la jurisprudencia dominicana 

al respecto. 

"En la especie, la Corte a-qua rechazó esa demanda 
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tudio más detenido de los propósitos perseguidos por la ley 
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nocimiento de paternidad de un ni jo natural aún cuando 
en la época en que lo hubiera heci.o, estuviese casado; que 
esa interpretación queda robustecida por la circunstancia 
de que el legislador al dictar la ley 985 de 1945, sobre fi-
liación natural quiso darle al progenitor la oportunidad de 
reconocer a sus hijos aunque fuesen adulterinos en relación 
co nel padre; que en ese mismo orden de ideas, esa inter-
pretación está robustecida también por el hecho de haber 
suprimido la Ley No. 985 la facultad que había confer'do 
a los padres la Ley anterior sobre la materia —la No. 357 
de 1940— de mejorar las cuotas hereditarias de los hijos 
reconocidos antes de la ley No. 357, como si hubieran sido 
después de esa ley; expresión que no se explicaría sino por 
la intención del legislador de que la Ley No. 985 aprove-
charía tanto a los hijos reconocidos antes de la fecha de 
esa ley, como a los reconocidos después; que, por otra par 
te, la interpretación que se acaba de dar no vulnera nin-
gún derecho adquirido de la parte adversa, y está además, 
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acorde con los principios relativos a la ley vigente cuando 
se abrió la sucesión". B. J. No. 725, pág. 1064. 

79  En materia laboral, y acerca de las actuaciones de 
ciertos funcionarios, nos expresamos así: 

"Las decisiones de los funcionarios del Departamento 
de Trabajo en las materias en que su actuación o su me-
diación está prevista en el Código de Trabajo y en otras 
leyes, cuando de ellas resulta un perjuicio o un agravio par-
ticular, sea a los trabajadores o a los patronos, no pueden 
ser últimas y definitivas, ya que de serlo, estarían actuan-
do como jueces; que, por tanto, esas decisiones, cuando se 
refieren a casos en controversia, deben ser susceptibles de 
una depuración contradictoria que asegure el imperio de la 
justicia en las relaciones obrero-patronales; que siendo en 
tales casos las partes en conflicto personas que defienden 
intereses privados, como lo son los trabajadores y los pa-
tronos, es incuestionable que esa depuración contradicto-
ria, debe estar a cargo de los tribunales laborales". B. J. 
724, pág. 598. 

8' Sobre el funcionamiento de una cuenta bancaria, 
y el valor del cheque, dijimos lo siguiente: 

Cuenta de cheques. Artículo 1293 del Código Civil, 
20 de la Ley 708 de 1965 y 32 de la Ley 285 de 1951, so-
bre cheques. 

"De esas disposiciones legales iesulta, que cuando una 
persona abre una cuenta de cheques con un banco, éste se 
compromete a hacer los pagos correspondientes de esos che-
ques hasta el momento de la provisión de fondos; que si el 
Banco, que se ha comprometido a pagar los cheques que 
se expiden a cargo de esa cuenta, es acreedor de dicho 
cliente, por .una causa distinta al funcionamiento de dicha 
cuenta, él no puede cobrar su crédito de esa cuenta sin 
estar debidamente, autorizado, pues tal cuenta constituye 
un depósito afectado a la expedicién de cheques; que ese 
criterio se reafirma aún más, no sólo por la circunstancia  

de la terminología empleada en la ley de Bancos, sino por 
el hecho de que el cliente, desconociendo que se ha ope-
rado una compensación que ha reducido su provisión de 
fondos en el Banco, ha podido expedir cheques por una su-
ma que excede la provisión, situación que, eventualmente 
podría acarrear inconvenientes y trastornos al buen nom-
bre de dicho cliente.— B. J. 723, pág. 46. 

99  Sobre el carácter del informativo en materia labo-
ral, nos expresamos de la manera siguiente: 

"De conformidad con el artículo 51 de la Ley No. 
637 sobre Contratos de Trabajo, los asuntos sometidos a 
los tribunales laborales son considerados como materia su-
maria, y, por tanto, están regulados por los artículos 407 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil; y aunque 
los hechos cuya prueba pretenda establecerse no tienen que 
ser articulados, y basta que el fallo correspondiente con-
tenga la enunciación de los mismos y la fijación del día y 
la hora en que los testigos serán oídos, no es menos cierto 
que el derecho de defensa debe quedar siempre protegido, 
y que el equilibrio entre las partes en el proceso debe man-
tenerse, para lo cual es necesario que se dé a la parte con 
interés contrario los nombres de los testigos cuya audición 
se propone, de acuerdo con el artículo 413 del Código de 
Procedimiento Civil que rige precisamente para la mate-
ria sumaria". B. J. 722, pág. 218. 

109  Sobre la intervención en casación en materia pe-
nal, sentamos la siguiente jurisprudencia: 

"En la especie, las conclusiones del interviniente en-
caminadas a obtener que se case el fallo impugnado en 
cuanto a su interés, para que la indemnización acordada 
sea aumentada, no pueden ser admitidas, en razón de que 
él no recurrió en casación dentro oel plazo que establece 
la ley; y sería lesionador del derecho de defensa de la otra 
parte, que el interviniente pudiese por medio de simples 
conclusiones, obtener la casación c.el fallo impugnado en 
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un depósito afectado a la expedicién de cheques; que ese 
criterio se reafirma aún más, no sólo por la circunstancia  
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el hecho de que el cliente, desconociendo que se ha ope-
rado una compensación que ha reducido su provisión de 
fondos en el Banco, ha podido expedir cheques por una su-
ma que excede la provisión, situación que, eventualmente 
podría acarrear inconvenientes y trastornos al buen nom-
bre de dicho cliente.— B. J. 723, pág. 46. 

99  Sobre el carácter del informativo en materia labo-
ral, nos expresamos de la manera siguiente: 

"De conformidad con el artículo 51 de la Ley No. 
637 sobre Contratos de Trabajo, los asuntos sometidos a 
los tribunales laborales son considerados como materia su-
maria, y, por tanto, están regulados por los artículos 407 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil; y aunque 
los hechos cuya prueba pretenda establecerse no tienen que 
ser articulados, y basta que el fallo correspondiente con-
tenga la enunciación de los mismos y la fijación del día y 
la hora en que los testigos serán oídos, no es menos cierto 
que el derecho de defensa debe quedar siempre protegido, 
y que el equilibrio entre las partes en el proceso debe man-
tenerse, para lo cual es necesario que se dé a la parte con 
interés contrario los nombres de los testigos cuya audición 
se propone, de acuerdo con el artículo 413 del Código de 
Procedimiento Civil que rige precisamente para la mate-
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109  Sobre la intervención en casación en materia pe-
nal, sentamos la siguiente jurisprudencia: 

"En la especie, las conclusiones del interviniente en-
caminadas a obtener que se case el fallo impugnado en 
cuanto a su interés, para que la indemnización acordada 
sea aumentada, no pueden ser admitidas, en razón de que 
él no recurrió en casación dentro oel plazo que establece 
la ley; y sería lesionador del derecho de defensa de la otra 
parte, que el interviniente pudiese por medio de simples 
conclusiones, obtener la casación cel fallo impugnado en 
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el punto que le interesa, pues es preciso admitir, dentro de 
nuestro régimen jurídico, que en materia penal el intervi-
niente en casación, debe limitarse a solicitar que se man-
tenga el fallo impugnado. B. J. 723, pág. 501. 

110 Sobre la oposición en materia civil, dijimos lo que 
sigue: 

- F.8  de rigor según resulta de los artículos 161 y 162 
del Código de Procedimiento Civil y de las reglas que ri-
gen la materia, que la oposición a una sentencia en defec-
to por falta de comparecer debe, como la oposición a un 
fallo en defecto por falta de concluir contener, a pena de 
nulidad, los medios en que se funda, a fin de que la otra 
parte pueda contestar los agravios oel oponente, pues ad-
mitir lo contrario sería lesionar su derecho de defensa; que 
puesto que se trata de una nulidad. de forma, debe pro-
ponerse, como ocurrió en la especie, antes de toda defensa 
del fondo, pues de lo contrario gradaría cubierta". B. J. 
727, pág. 1799. 

129  Sobre la Ley de Minas, y los poderes del Presi-
dente de la República, la Suprema Corte de Justicia dictó 
una sentencia de la cual copiamos lo siguiente: 

"Si los yacimientos mineros son propiedad del Es-
tado, mientras su explotación por particulares no haya 
culminado en una concesión formal o en un contrato for-
mal, en determinada extensión o respecto de determinados 
yacimientos, su explotación puede ser asumida por el Es-
tado, como antes se ha dicho; que es incuestionable, por la 
interpretación tradicional de la Constitución de la Repú-
blica, que la decisión de que se proceda así corresponde al 
Presidente de la República, por no tratarse, en el caso de 
una decisión normativa de carácter general, sino de una 
decisión para un caso particular, netamente administra-
tiva; que es incuestionable, igualmente, que cada vez que 
el Poder Ejecutivo dicta una medida cualquiera, válida en 
sí mismo y propia de sus atribuciones explícitas o implí- 
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cdtas, puede expresar esa decisión en forma de Decreto, si 
considera que esa forma de manifestar su voluntad del Es-
tado, por su notoriedad y publicidad, es la más convenien-
te en el caso de que se trata; que, de no considerarse exis-
tente en la Ley Minera la reserva implícita en beneficio 
del Estado que ya se ha expuesto en las motivaciones an-
teriores, se podría llegar al caso que todas las riquezas 
mineras del país, por el solo hecho de ser solicitadas en la 
misma forma en que lo ha hecho el actual recurrente, tu-
vieran que ser concedidas a los pa! titulares, quedando así 
sin todos sus alcances la chsposicion fundamental del ar-
tículo 103 de la Constitución". B. J. 723, pág. 267. 

139  En relación con el carácter del servicio que presta 
el chofer de un vehículo, dijimos lo que sigue: 

"La persona que conduce su propio automóvil, aunque 
lo destine al transporte de pasajeros, no puede calificarse 
comerciante al tenor de las disposiciones del Código de 
Comercio, pues si bien realiza un trabajo remunerado, co-
mo lo que predomina no es la idea del lucro, no puede verse 
la profesión de comerciante en esta actividad humana aun-
que produzca beneficios; pues también los profesionales 
ofrecen sus servicios y obtienen una remuneración y por 
ello no pueden ser calficados como comerciantes; que si del 
transporte se hace una empresa organizada y se emplean 
s arias personas y vehículos hay entonces una verdadera 
actividad lucrativa, y quien organiza y dirige esa actividad 
se convierte en un comerciante". B. J. 725, oág. 863. 

14° Finalmente, en relación con la venta condicional 
c'.e inmuebles y la competencia del Tribunal de Tierras, 
dijimos lo siguiente: 

"El Tribunal de Tierras es en principio competente 
sólo para acciones de carácter real; y, excepcionalmente, 
para acciones de carácter personal cuando la ley le da ex-
presamente esa competencia; que, en la' especie es eviden-
te que el caso que se plantea es una demanda de carácter 
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vieran que ser concedidas a los particulares, quedando así 
sin todos sus alcances la disposicion fundamental del ar-
tículo 103 de la Constitución". B. J. 723, pág. 267. 

139  En relación con el carácter del servicio que presta 
el chofer de un vehículo, dijimos lo que sigue: 

"La persona que conduce su propio automóvil, aunque 
lo destine al transporte de pasajeros, no puede calificarse 
comerciante al tenor de las disposiciones del Código de 
Comercio, pues si bien realiza un trabajo remunerado, co-
mo lo que predomina no es la idea del lucro, no puede verse 
la profesión de comerciante en esta actividad humana aun-
que produzca beneficios; pues también los profesionales 
ofrecen sus servicios y obtienen una remuneración y por 
ello no pueden ser calficados como comerciantes; que si del 
transporte se hace una empresa organizada y se emplean 
s arias personas y vehículos hay entonces una verdadera 
actividad lucrativa, y quien organiza y dirige esa actividad 
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14° Finalmente, en relación con la venta condicional 
ee inmuebles y la competencia del Tribunal de Tierras, 
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presamente esa competencia; que, en especie es eviden-
te que el caso que se plantea es una demanda de carácter 

XXI 

  

  

  

  

  

  

  

    



personal, puesto que solicita la resolución de un contrato 
de venta condicional, hecha en virtud ae la Ley No. 596, 
de 1941, para obtener en base a la resolución de ese con-
trato, una indemnización, y otras condenaciones pecunia-
rias; que en la especie no se trata ae la reivindicacion del 
inmueble objeto ctel contrato; que, por otra parte, el ar-
tículo 18 de la Ley No. 596 de 1941, citada dice así: "El 
Tribunal de Tierras será competente para conocer de to-
das las dificultades que surjan con motivo de los contratos 
de venta condicional, y resolverá de manera equitativa 
cualquier situación que no esté prevista en la presente ley 
o en los contratos correspondientes"; que, obviamente, al 
dictar esa disposición, el legislador tuvo en cuenta que, en 
esa especie de dificultades de que se trata, puede hacerse 
necesario, para los jueces, disponer de datos y antecedentes 
que sólo están al alcance del Tribunal de Tierras, ya que 
los contratos de venta condicional de inmuebles sólo pue-
den efectuarse con inmuebles registrados". B. J. 722, 
pág. 64. 

He ahí, Señores, algunas de nuestras más importantes 
decisiones. Ha sido sostenido empeño de la Suprema Cor-
te, que sus decisiones, aun en los casos en que ellas sean 
escasamente conflictivas, tengan, en su elaboración, un má-
ximo de reverencia por las Leyes y principios del Dere- 
cho. 

Esta dedicación ha sido y es tanto más ponderada, 
cuando las soluciones a adoptar lo son en relación con ca-
sos verdaderamente complejos y problemáticos, en los cua-
les lo que se decida, por lo general, está llamado a afectar 
sensibles intereses personales y sociales, de todo orden. 

Esta labor nuestra, muchas veces angustiosa, absorve, 
por lo común, no solamente las horas que pertenecen a la 
mesa de deliberaciones, sino también las del hogar, inclu-
sive en los días feriados; particularidad ésta que toma in-
sensiblemente carácter de regularidad, según se aumenta el 
volumen de asuntos a decidir, corro realmente acontece . 
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Sabemos, repetimos, que nuestro trabajo no es per-

fecto; pero estamos seguros de que ayudaría a su mejora-
'men to, dentro del especial contexto de aplicación de las 
normas jurídicas que pautan la administración de justicia, 
con areglo a peculiaridades nacionales, si una doctrina se-
ria, sensata y constantemente viva, se adelantara, como 
ocurre en otros países, a trazar nuevas rutas con sus opi-
niones en materias verdaderamente importantes. 

También contribuiría al perfeccionamiento del dere-
cho nacional, una crítica razonable y bien fundada a nues-
tros fallos en aspectos que tengan realmente entidad, pues 
ello podría hacer posible que futurrls sentencias pronuncia-
das dentro de igual o asimilable orden de ieas, absorban, 
en plan correctivo, las reflexiones de juristas calificados. 

Lo dicho anteriormente significa que los criterios dis-
pares a nuestras tesis jurídicas, cuando se oponen con al-
tura, no nos provocan molestias . Muy al contrario: esti-
mulamos a que se manifiesten dentro de un ámbito de 
dignidad y de respeto, como corresponde al decoro de la 
institución a la cual servimos, tal como en efecto ha solido 
ocurrir, salvo lamentables oportunidades en que la discre-
ción no ha sido la consejera al recurrirse a ese legítimo 
derecho. 

SEÑORES: 

Os dije el año pasado que la justicia es la paz. Ha-
gamos pdz haciendo que en nuestro país haya de modo 
permanente una justicia a la -altura de la felicidad que 
todos soñamos para esta tierra que nos vio nacer; pero 
sobre todo, a la altura de los sentimientos que deben ani-
dar en nuestros corazones en defensa de la dignidad hu-
mana, en el realce de los bienes morales y de los valores 
del espíritu y en el fortalecimiento de los más caros prin-
cipios de fraternidad universal. 
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personal, puesto que solicita la resolución de un contrato 
ae venta concucional, hecna en virtud ae la Ley No. 596, 
de 1941, para obtener en base a la resolución ae ese con-
trato, una indemnización, y otras conaenaciones pecunia-
rias; que en la especie no se trata ae la reivindicacion del 
inmueble objeto del contrato; que, por otra parte, el ar-
tículo 18 de la Ley No. 596 de 1941, citada dice así: "El 
Tribunal de Tierras será competente para conocer de to-
das las dificultades que surjan con motivo de los contratos 
de venta condicional, y resolverá de manera equitativa 
cualquier situación que no esté prevista en la presente ley 
o en los contratos correspondientes"; que, obviamente, al 
dictar esa disposición, el leg:slador tuvo en cuenta que, en 
esa especie de dificultades de que se trata, puede hacerse 
necesario, para los jueces, disponer de datos y antecedentes 
que sólo están al alcance del Tribunal de Tierras, ya que 
los contratos de venta condicional de inmuebles sólo pue-
den efectuarse con inmuebles registrados". B. J. 722, 
pág. 64. 

He ahí, Señores, algunas de nuestras más importantes 
decisiones. Ha sido sostenido empeño de la Suprema Cor-
te, que sus decisiones, aun en los casos en que ellas sean 
escasamente conflictivas, tengan, en su elaboración, un má-
ximo de reverencia por las Leyes y principios del Dere-
cho. 

Esta dedicación ha sido y es tanto más ponderada, 
cuando las soluciones a adoptar lo son en relación con ca-
sos verdaderamente complejos y problemáticos, en los cua-
les lo que se decida, por lo general, está llamado a afectar 
sensibles intereses personales y sociales, de todo orden. 

Esta labor nuestra, muchas veces angustiosa, absorve, 
por lo común, no solamente las horas que pertenecen a la 
mesa de deliberaciones, sino también las del hogar, inclu-
sive en los días feriados; particularidad ésta que toma in-
sensiblemente carácter de regularidad, según se aumenta el 
volumen de asuntos a decidir, como realmente acontece. 
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• Sabemos, repetimos, que nuestro trabajo no es per-
fecto; pero estamos seguros de que ayudaría a su mejora-
miento, dentro del especial contexto de aplicación de las 
normas jurídicas que pautan la administración de justicia, 
con areglo a peculiaridades nacionales, si una doctrina se-

ria, sensata y constantemente viva, se adelantara, como 
ocurre en otros países, a trazar nuevas rutas con sus opi-
niones en materias verdaderamente importantes. 

También contribuiría al perfeccionamiento del dere-
cho nacional, una crítica razonable y bien fundada a nues-
tros fallos en aspectos que tengan realmente entidad, pues 
ello podría hacer posible que futurf.s sentencias pronuncia-
das dentro de igual o asimilable orden de ieas, absorban, 
en plan correctivo, las reflexiones de juristas calificados. 

Lo dicho anteriormente significa que los criterios dis-
pares a nuestras tesis jurídicas, cuando se oponen con al-
tura, no nos provocan molestias. Muy al contrario: esti-
mulamos a que se manifiesten dentro de un ámbito de 
dignidad y de respeto, como corresponde al decoro de la 
institución a la cual servimos, tal como en efecto ha solido 
ocurrir, salvo lamentables oportunidades en que la discre-
ción no ha sido la consejera al recurrirse a ese legítimo 
derecho. 

SEÑORES: 

Os dije el año pasado que la ,usticia es la paz. Ha-
gamos pdz haciendo que en nuestro país haya de modo 
permanente una justicia a la 'altura de la felicidad que 
todos soñamos para esta tierra que nos vio nacer; pero 
sobre todo, a la altura de los sentimientos que deben ani-
dar en nuestros corazones en defensa de la dignidad hu-
mana, en el realce de los bienes inorales y de los valores 
del espíritu y en el fortalecimiento de los más caros prin-
cipios de fraternidad universal. 
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Con esos pensamientos, e invocando a Dios Nuestro 
Señor, para que nos depare a todos un año feliz e ilumine 
nuestros actos para que sean siempre diáfanos y rectos, y 
nuestra palabra para que vaya encaminada a prodigar sin 
eservas el perdón para quienes puedan ofendernos, termi-

namos este discurso, extendiendo las más sinceras felici- 
taciones para Jueces, Procuradores, Abogados, Notarios, 	 JURISPRUDENCIA 
Ministeriales, Funcionarios, Empleados, Prensa y Público 
en General. 	 A 

Manuel Ramón Ruiz Tejada. 	 AÑO 1971 

JURISPRUDENCIA CORRESPONDIENTE AL AÑO 1971 

Santo Domingo, D. N., 
7 de enero de 1972. 

ABOGADO.— Acción disciplinaria.— Querella de dos colegas 
por violación a la ley 302 de 1964 sobre Honorarios de los aboga-
dos.— Descargado por no haber cometido el hecho.— B. J. No. 
730, setiembre de 1971, Pág. No. 2600. 

ABOGADO.— Exequátur.— Ley 111 de 1942.— Sanción por su 
incumplimiento.— Si bien es cierto que el artículo 1 de la Ley 111 
de 1942 exige que el abogado que vaya a ejercer su profesión ten-
ga el correspondiente Exequátur del Poder Ejecutivo, también es 
verdad que el artículo 7 de dicha ley castiga el incumplimiento 
de la misma, con una multa para el profesional, y no con la nuli-
dad de las sentencias que se hayan obtenido mediante ese ejerci-. 
cio irregular. B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 794. 

ABUSO DE CONFIANZA NO PROBADO.— Vendedor de un 
res para ser entregados a sus legítimos dueños y se los apropia:—
B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3467. 

ABUSO DE CONFIANZA NO PROBADO.— Vendedor de un 
camión que se lo lleva para repararlo.--- B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 932. 

ACCIDENTE AUTOMOVIL.— Acta de la Policía.— Prueba.—
Informativos.— En la Ley No. 241, de 1967, está previsto en oca-
sión de la posible ocurrencia de accidentes automovilísticos, el le-
vantamiento de un acta por las autoridades policiales correspon-
dientes, documento al que debe atribuirse el valor de un elemen-
to de juicio en el proceso; pero, si tal actuación no se realiza, o 
no se prueba que se haya realizado, ello no puede constituir un 
obstáculo insuperable para que los tribunales de justicia, civiles 
o comerciales, a quienes se haya apoderado de una demanda en 
reparación de daños y perjuicios (no de la sanción penal del he-
cho) puedan acudir —sin necesidad de sobreseimiento— a los me-
dios de prueba del derecho común para establecer si la demanda 
es bien fundada o no; y entre esos medios de prueba figuran los 
informativos, bien a petición de parte, como ocurrió en la especie, 
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Con esos pensamientos, e invocando a Dios Nuestro 
Señor, para que nos depare a todos un año feliz e ilumine 
nuestros actos para que sean siempre diáfanos y rectos, y 
nuestra palabra para que vaya encaminada a prodigar sin 
ieservas el perdón para quienes puedan ofendernos, termi-
namos este discurso, extendiendo las más sinceras felici-
taciones para Jueces, Procuradores, Abogados, Notarios, 
Ministeriales, Funcionarios, Empleados, Prensa y Público 
en General. 

Manuel. Ramón Ruiz Tejada. 

Santo Domingo, D. N., 
7 de enero de 1972. 
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AÑO 1971 

JURISPRUDENCIA CORRESPONDIENTE AL AÑO 1971 

ABOGADO.— Acción disciplinaria.— Querella de dos colegas 
por violación a la ley 302 de 1964 sobre Honorarios de los aboga-
dos.— Descargado por no haber cometido el hecho.— B. J. No. 
730, setiembre de 1971, Pág. No. 2600. 

ABOGADO.— Exequátur.— Ley 111 de 1942.— Sanción por su 
incumplimiento.— Si bien es cierto que el artículo 1 de la Ley 111 
de 1942 exige que el abogado que vaya a ejercer su profesión ten-
ga el correspondiente Exequátur del Poder Ejecutivo, también es 
verdad que el artículo 7 de dicha ley castiga el incumplimiento 
de la misma, con una multa para el profesional, y no con la nuli-
dad de las sentencias que se hayan obtenido mediante ese ejerci, 
cio irregular. B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 794. 

ABUSO DE CONFIANZA NO PROBADO.— Vendedor de un 
res para ser entregados a sus legítimos dueños y se los apropia:—
B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3467. 

ABUSO DE CONFIANZA NO PROBADO.— Vendedor de un 
camión que se lo lleva para repararlo.— B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 932. 

ACCIDENTE AUTOMOVIL.— Acta de la Policía.— Prueba.—
Informativos.— En la Ley No. 241, de 19(37, está previsto en oca-
sión de la posible ocurrencia de accidentes automovilísticos, el le-
vantamiento de un acta por las autoridades policiales correspon-
dientes, documento al que debe atribuirse el valor de un elemen-
to de juicio en el proceso; pero, si tal actuación no se realiza, o 
no se prueba que se haya realizado, ello no puede constituir un 
obstáculo insuperable para que los tribunales de justicia, civiles 
o comerciales, a quienes se haya apoderado de una demanda en 
reparación de daños y perjuicios (no de la sanción penal del he-
cho) puedan acudir —sin necesidad de sobreseimiento— a los me-
dios de prueba del derecho común para establecer si la demanda 
es bien fundada o no; y entre esos medios de prueba figuran los 
informativos, bien a petición de parte, como ocurrió en la especie, 
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o aún de oficio, pues lo contrario podría conducir a una denega-
ción de justicia; que, en resumen, y tal como en definitiva lo ad-
mitió la Corte a-qua, el hecho de que el legislador en la Ley No. 
241 haya adoptado previsiones especiales en la investigación, prue-
ba y persecución de los accidentes automovilísticos, no puede sig-
nificar que haya instituido un sistema especial y único de pruo-
ba para tales hechos, en sustitución o desplazamiento del derecho 
común.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2973. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.—Alegato de caso fortuito.—
Roturas de la varilla del guía.— Solicitud de que se le permita 
probar ese hecho. Rechazamiento.— Lesión al derecho de defen-
sa.— El prevenido solicitó a la Corte que se le diera la oportuni-
dad de probar que el accidente se debió a la rotura de la varilla 
del guía de su automóvil, v para ello pidió que se oyera un testi-
go; que este pedimento fue rechazado nor estimar la Corte que al 
ser el testigo propuesto el mecánico que arregló el automóvil 
testimonio sería interesado, es decir, se juzgó por anticipado sobre 
la sinceridad del testigo sin oirlo; y luego en la sentencia del fon-
do se condenó al prevenido porque éste no probó la causa de fuer-
za mayor que alegaba; que obviamente entre ambos fallos hay una 
incongruencia manifiesta, pues no se podía afirmar para condenar-
lo que el prevenido no probó su alegato cuando precisamente sc 
le había negado el derecho a hacerlo; que, por consiguiente, am-
bos fallos deben ser casados por falta de base legal y por haberse 
lesionado el derecho de defensa.— 13. J. No 728, Julio de 1971, Pág. 
No. 2092. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Caso fortuito.— Influencia 
en lo civil. 	B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2794. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conductor que va a doblar.—
Motociclista que maneja sin licencia.— Causa eficiente del acci-
dente.— Si bien todo conductor mira hacia adelante, también está 
obligado a observar cuando va a doblar todas las precauciones ne-
cesarias para proteger la seguridad de las que vengan detrás, que 
fue en definitiva lo apreciado por los jueces del fondo; que el he-
cho de que se condenara al conductor de la motocicleta a una mul-
ta por manejar sin licencia no puede 4ener la influencia que le 
atribuyen los recurrentes para disminuir su responsabilidad pe-
nal y civil o para descartarla totalmente, si los juces del fondo de-
terminaron que eso no influyó para nada en el accidente y que 
éste se debió a falta exclusiva del prevenido B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2351. 

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO.— Descargo de los chofe-
res.— Sentencia con motivos contradictorios.— Casación.— En la 
especie, si los jueces del fondo estimaron que las declaraciones de 
los testigos J. M. y M. J. eran complacientes porque se apartaban 
"de la verdad de los hechos", debieron indicar en su sentencia có-
mo ocurrió el accidente, y no lo hicieron; aue si dichos jueces ha-
bían formado su convicción en cuanto a la forma como sucedie-
ron los hechos, (lo que se infiere al exnresarse en la sentencia que.  

las declaraciones de estos testigos eran complacientes por no confor-
marse a dichos hechos) no podían luego en la misma sentencia, 
so pena de incurrir en una contradicción, declarar que no se ha-
bían "podido encontrar los suficientes elementos de juicio para 
declarar culpable a ninguno de los co-prevenidos de la violación 
de la Ley No. 241 que se les imputa';, ya que de haberse estable-
cido esos hechos el juez hubiera podido dictar un fallo positivo, 
esto es, establecer la responsabilidad en los hechos de uno de los 
dos prevenidos, o de ambos si había concur: .encia de faltas.- - B. J. 
No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 3034. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Faltas de los coprevenidos. –  
Penas.— Gravedad de dichas faltas.— Incidencia del daño.— Pro-
porción.— El hecho de que la Cámara a-qua, aplicara al preveni-
do R. H., una pena inferior que la que impuso al prevenido H. P., 
no significa necesariamente que la falta cometida por el último 
prevenido, constituido en parte civil, influyera más que la del otro 
coprevenido en la comisión del hecho por el que han sido enjui-
ciados ambos, ya que las eircunstanclas atenuantes tenidas en 
cuenta por la Corte a-qua en favor de H. P., pudieron referirse a 
condiciones vinculadas a la persona del prevenido mismo; que así, 
la Corte a-qua pudo correctamente imponer en favor de la parte 
civil constituida, la indemnización que acordó de RD$2,500.00, des-
pués de haber hecho el avalúo total del daño en la suma de 
RD$4,000.00, que es como debe entenderse la sentencia impugna-
da, cuando en ella se expresa que "se modifica la sentencia apela-
da en el sentido de reducir la indemnización acordada a la parte 
civil constituida, y a cargo del prevenido y del E. D., de cuatro 
mil pesos oro a dos mil quinientos pesos '; que en cuanto al mon-
to de la indemnización impuesta a cargo del prevenido R. H., la 
Corte estima que la cantidad de dos mil quinientos pesos oro es 
una indemnización justa y equitativa y que guarda relación con 
el daño sufrido por la víctima y teniendo también en cuenta la 
participación de éste, por su falta, a la ocurrencia del accidente.--
B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. N .). 3371. 

ACCIDENTES DE AUTOMOVIL.—  Persona que paga los gas-

tos de enfermedad de la víctima.— El hecho de que alguien pague 
los gastos de enfermedad de la víctima de un accidente de automó-
vil, no significa necesariamente que esa persona sea la responsable 
del perjuicio causado.— B. 3 No 726, Mayo de 1971, pág No. 1229. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.—  Prevenido que alega que no 
hubo lesionados.— Deber del juez.— En la especie, el juez de pri-
mer grado no hace alusión alguna en ninguna parte de su senten-
cia a las lesiones que alega la parte civil constituída haber reci-
bido; que, por todo ello, y como inicialmente se hizo constar en el 
acto policial "que no hubo lesionados", es claro que debió sustan-
ciarse mejor ese punto del proceso, si el acta policial no merecía 
crédito; que al no ofrecer ningún dato al respecto el fallo impug-
nado, esta Suprema Corte de Justicia na puede, al ejercer sus fa-
cultades de control, determinar si la ley fue bien aplicada, por lo 
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o aún .de oficio, pues lo contrario podría conducir a una denega-
ción de justicia; que, en resumen, y tal como en definitiva lo ad-
mitió la Corte a-qua, el hecho de que el legislador en la Ley No. 
241 haya adoptado previsiones especiales en la investigación, prue-
ba y persecución de los accidentes automovilísticos, no puede sig-
nificar que haya instituido un sistema especial y único de prua-
ba para tales hechos, en sustitución o desplazamiento del derecho 
común.• B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2973. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.—Alegato de caso fortuito.—
Roturas de la varilla del guía.— Solicitud de que se le permita 
probar ese hecho. Rechazamiento.— Lesión al derecho de defen-
sa.— El prevenido solicitó a la Corte que se le diera la oportuni-
dad de probar que el accidente se debió a la rotura de la varilla 
del guía de su automóvil, y para ello pidió que se oyera un testi-
go; que este pedimento fue rechazado mor estimar la Corte que .11 
ser el testigo propuesto el mecánico que arregló el automóvil su 
testimonio sería interesado, es decir, se juzgó por anticipado sobre 
la sinceridad del testigo sin oirlo; y luego en la sentencia del fon-
do se condenó al prevenido porque éste no probó la causa de fuer-
za mayor que alegaba; que obviamente entre ambos fallos hay una 
incongruencia manifiesta, pues no se podía afirmar para condenar-
lo que el prevenido no probó su alegato cuando precisamente sc 
le había negado el derecho a hacerlo; que, por consiguiente, am-
bos fallos deben ser casados por falta de base legal y por haberse 
lesionado el derecho de defensa.— B. J. No 728, Julio de 1971, Pág. 
No. 2092. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Caso fortuito.— Influencia 
en lo civil. 	B. J. No. 731, octubre de 1911, Pág. No. 2794. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conductor que va a doblar.—
Motociclista que maneja sin licencia.— Causa eficiente del acci-dente.— Si bien todo conductor mira hacia adelante, también está 
obligado a observar cuando va a doblar todas las precauciones ne-
cesarias para proteger la seguridad de los que vengan detrás, que 
fue en definitiva lo apreciado por los jueces del fondo; que el he-
cho de que se condenara al conductor de la motocicleta a una mul-
ta por manejar sin licencia no puede 'ener la influencia que le 
atribuyen los recurrentes para disminuir su responsabilidad pe-
nal y civil o para descartarla totalmente, si los juces del fondo de-
terminaron que eso no influyó para nada en el accidente y que 
éste se debió a falta exclusiva del prevenido K.-- B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2351. 

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO.— Descargo de los chofe-
res.— Sentencia con motivos contradictorios.— Casación.— En la 
especie, si los jueces del fondo estimaron que las declaraciones de 
los testigos J. M. y M. J. eran complacientes porque se apartaban 
"de la verdad de los hechos", debieron indicar en su sentencia có-
mo ocurrió el accidente, y no lo hicieron; aue si dichos jueces ha-
bían formado su convicción en cuanto a la forma como sucedie-
ron los hechos, (lo que se infiere al expresarse en la sentencia que 
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las declaraciones de estos testigos eran complacientes por no confor-
marse a dichos hechos) no podían luego en la misma sentencia. 
so  pena de incurrir en una contradicción, declarar que no se ha-
bían "podido encontrar los suficientes elementos de juicio para 
declarar culpable a ninguno de los co-prevenidos de la violación 
de la Ley No. 241 que se les imputa' ya que de haberse estable-
cido esos hechos el juez hubiera podido dictar un fallo positivo, 
esto es, establecer la responsabilidad en los hechos de uno de los 
dos prevenidos, o de ambos si había concurrencia de faltas.- B. J. 
No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 3034. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Faltas de los coprevenidos.-- 
Penas.— Gravedad de dichas faltas.— Incidencia del daño.— Pro-
porción.— El hecho de que la Cámara a-qua, aplicara al preveni-
do R. H., una pena inferior que la que impuso al prevenido H. P., 
no significa necesariamente que la falta cometida por el último 
prevenido, constituido en parte civil, influyera más que la del otra 
coprevenido en la comisión del hecho por el que han sido enjui-
ciados ambos, ya que las circunstancias atenuantes tenidas en 
cuenta por la Corte a-qua en favor de H. P., pudieron referirse a 
condiciones vinculadas a la persona del pres , enido mismo; que así, 
la Corte a-qua pudo correctamente imponer en favor de la parte 
civil constituida, la indemnización que acordó de RD$2,500.00, des-
pués de haber hecho el avalúo total del daño en la suma de 
RD$4,000.00, que es como debe entenderse la sentencia impugna-
da, cuando en ella se expresa que "se modifica la sentencia apela-
da en el sentido de reducir la indemniza"ión acordada a la parte 
civil constituída, y a cargo del prevenido y del E. D., de cuatro 
mil pesos oro a dos mil quinientos pesos '; que en cuanto al mon-
to de la indemnización impuesta a cargo del prevenido R. H., la 
Corte estima que la cantidad de dos mil quinientos pesos oro es 
una indemnización justa y equitativa y que guarda relación con 
el daño sufrido por la víctima y teniendo también en cuenta la 
participación de éste, por su falta, a la ocurrencia del accidente.--
B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. N. 3371. • 

ACCIDENTES DE AUTOMOVIL.— Persona que paga los gas-
tos de enfermedad de la víctima.— El hecho de que alguien pague 
los gastos de enfermedad de la víctima de un accidente de automó-
vil. no significa necesariamente que esa persona sea la responsable 
del perjuicio causado.— B..1 No 726, Mayo de 1971, pág No. 1229. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.—  Prevenido que alega que no 
hubo lesionados.— Deber del juez.— En la especie, el juez de pri-
mer grado no hace alusión alguna en ninguna parte de su senten-
cia a las lesiones que alega la parte civil constituida haber reci-
bido; que, por todo ello, y como inicialmerte se hizo constar en el 
acto policial "que no hubo lesionados", es claro que debió sustan-
ciarse mejor ese punto del proceso, si el acta policial no merecía 
crédito; que al no ofrecer ningún dato al respecto el fallo impug-
nado, esta Suprema Corte de Justicia no puede, al ejercer sus fa-
cultades de control, determinar si la ley fue bien aplicada, por lo 
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cual la sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a los in-
tereses civiles por falta de base legal.— B. J. No. 733, diciembre 
de 1971, Pág. No. 3356. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Prevenido condenado por ho-
micidio por imprudencia, sin dar motivos acerca de que la víctima 
murió de tétanos a los 16 días del accidente.— En la especie, tan-
to la sentencia de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, en su fallo del 1ro. de 
abril de 1970, como la de la Corte a-qua, carecen de motivos res-
pecto de la relación de causalidad entre las lesiones sufridas por 
J. G. M. y el hecho de su muerte, el 24 de agosto de 1969, de téta-
nos; que, como lo alegan los recurrentes, la Corte a-qua, debió, y 
no lo hizo, dar motivos pertinentes que justificasen que la muer-
te por tétanos ocurrió como consecuencia de los golpes y lesiones 
sufridos por el occiso, puesto que el pm; (nido, no podía respon-
der del descuido o negligencia no imputable a él.--- B. J. No. 133, 
diciembre de 1971, Pág. No. 3349. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.—Sentencia que carece de base 
legal.— En la especie, el Juez a-quo na relata los hechos de la 
prevención; que, en efecto, en los considerandos del fallo dictado 
se limita a decir dicho juez que el prevenido cometió una falta "al 
conducir el referido vehículo de manera descuidada y temeraria", 
sin expresar de dónde infiere tal falta, ni relatar cuándo ocurrió 
el hecho, cómo se produjo y cuáles fueeon las lesiones sufridas 
por la agraviada, a la cual acordó una indemnización; que tampo-
co se señalaban en el fallo impugnado los textos legales aplica-
dos, todo en franca violación del artículo 163 del Código de Proce-
dimiento Criminal.--- B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. - 229. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Falta exclusiva del conduc-
tor que resultó muerto. Reparación civil infundada.— B. .1. N•. 
726, Mayo de 1971, Pág. No. 1608. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Alegato de caso fortuito.—
Picadura de una avispa.— Rechazamiento de ese alegato.— En la 
especie, el hecho ocurrió porque el vehículo corría a exceso de ve-
locidad y en ese momento le picó una avispa en una pierna al chó-
fer, pero éste en vez de detener el vehículo cuando advirtió la pre-
sencia del insecto, para ahuyentarlo o matarlo, continuó la mar-
cha yéndose a estrellar contra el indicado poste.— B. J. No. 726. 
Mayo de 1971, pág. No. 1582. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Falta exclusiva de la vícti-
ma.— Reparación civil infundada.— La falta arriba enunciada, co-
metida por la víctima M. S., constituye un acontecimiento impre-
visible e inevitable, que escapó al control del prevenido, señor F., 
G. y fue determinante, al excluir, como causa eficiente del acci-
dente, cualquiera otra falta que presuntamente podría retenérseie 
al prevenido, ya que éste al momento del accidente realizó todo 
cuanto la prudencia, leyes y reglamentos le exigían para evitar el 
accidente. B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1637. 
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ACCION CIVIL LLEVADA ACCESORIAMENTE A LA AC-
CION PUBLICA.— Daño a la cosa.— Competencia de la jurisdic-
ción represiva.— Es un principio general que la acción civil se. 
puede perseguir al mismo tiempo y ante los mismos jueces que la 
acción pública; que basta para ello que la reclamación tenga por 
base el daño producido por los hechos de la prevención; que si en 
virtud de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, el 
Juzgado de Paz era en la especie competente para conocer de la in-
fracción puesta a cargo del prevenido recurrente de haber violado 
dicha ley, nada se oponía a que juzgara ccnjuntamente con la ac-
ción penal, la reclamación civil que formulaba en la especie A. F., 
parte civil constituida, quien resultó perjudicado como consecuen-
cia de la infracción cometida por el prevenido, al ocasionarle con 
ese hecho, la muerte de una vaca de su propiedad; que era sufi-
ciente establecer, como ocurrió en el presente caso, que ese mismo 
hecho había originado el daño a reparar y que había relación de 
causa a efecto entre el daño y la falta cometida; que todo esto en 
necesariamente así, puesto que es obvio que, en tales circunstan-
cias, la acción en reclamación de daños v perjuicios no se basaba 
según resulta del examen del fallo impugnado, en circunstancias 
extrañas a la prevención.-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. 925. 

ACTA DE AUDIENCIA.— Autoridad de cosa juzgada.— Asunto 
del Tribunal de Tierras.— Suspensión de trabajos.— La autoridad 
de la cosa juzgada se refiere a las sentencias dictadas por los Tri-
bunales de Justicia, que las actas de aud;encia no tienen ese ca-
rácter, a menos que en ellas conste algún fallo dictado sobre al-
gún fallo dictado sobre algún incidente del proceso, fallo que de 
todos modos, tratándose de un caso ventilado en el Tribunal de 
Tierras hubiera tenido que ser aprobado por el Tribunal Superior 
de Tierras, ya que las sentencias de Jurisdicción Original no ad-
quieren la autoridad de la cosa juzgada mientras no han sido re-
visadas y aprobadas por el Tribunal Superior de Tierras; y en 
cuanto a la sentencia de suspensión de trabajos es claro que ellos 
tienen la autoridad de la cosa juzgada en cuanto ordenan dicha 
suspensión, pero de ningún modo pueden tenerla en cuanto al fon-
do del derecho.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2766. 

ACTAS DE AUDIENCIA.— Su contenido puede suplir alguna 
omisión de la sentencia.— En materia correccional si el dictamen 
del ministerio público o las conclusiones de las partes no han s'-
do mencionados en el contexto de la sentencia, como ocurre en 
la especie, según resulta del examen del fallo impugnado, nada 
se opone a que puedan ser suplidas con las notas tomadas por el 
secretario del Tribunal en las actas de audiencias, sobre todo cuan-
do éstas tienen el carácter de documentos auténticos.- B. J. No. 
733, dicienibre de 1971, Pág. No. 3407. 

ACTA DE NACIMIENTO.—  Declaración hecha por la persona 
que tiene el mismo nombre de la persona que se atribuye la pa-
ternidad.— Reconocimiento, artículo 46 kle la Ley 659 de 1944.—
Dicho artículo revela que cuando un hombre comparece ante el 
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cual la sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a los in-
tereses civiles por falta de base legal.— B. J. No. 733, diciembre 
de 1971, Pág. No. 3356. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Prevenido condenado por ho-
micidio por imprudencia, sin dar motivos acerca de que la víctima 
murió de tétanos a los 16 días del accidente.— En la especie, tan-
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metida por la víctima M. S., constituye un acontecimiento impre-
visible e inevitable, que escapó al control del prevenido, señor F., 
G. y fue determinante, al excluir, como causa eficiente del acci-
dente, cualquiera otra falta que presuntamente podría retenérseie 
al prevenido, ya que éste al momento del accidente realizó todo 
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puede perseguir al mismo tiempo y ante los mismos jueces que la 
acción pública; que basta para ello que la reclamación tenga por 
base el daño producido por los hechos de la prevención; que si en 
virtud de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, el 
Juzgado de Paz era en la especie competente para conocer de la in-
fracción puesta a cargo del prevenido recurrente de haber violado 
dicha ley, nada se oponía a que juzgara ccnjuntamente con la az-
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parte civil constituída, quien resultó perjudicado como consecuen-
cia de la infracción cometida por el prevenido, al ocasionarle con 
ese hecho, la muerte de una vaca de su propiedad; que era sufi-
ciente establecer, como ocurrió en el presente caso, que ese mismo 
hecho había originado el daño a reparar y que había relación de 
causa a efecto entre el daño y la falta cometida; que todo esto es 
necesariamente así, puesto que es obvio que, en tales circunstan-
cias, la acción en reclamación de daños v perjuicios no se basaba 
según resulta del examen del fallo impugnado, en circunstancias 
extrañas a la prevención.-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. 925. 

ACTA DE AUDIENCIA.— Autoridad de cosa juzgada.— Asunto 
del Tribunal de Tierras.— Suspensión de trabajos.— La autoridad 
de la cosa juzgada se refiere a las sentencias dictadas por los Tri-
bunales de Justicia, que las actas de audiencia no tienen ese ca-
rácter, a menos que en ellas conste algún fallo dictado sobre al-
gún fallo dictado sobre algún incidente del proceso, fallo que de 
todos modos, tratándose de un caso ventilado en el Tribunal de 
Tierras hubiera tenido que ser aprobado por el Tribunal Superior 
de Tierras, ya que las sentencias de Jurisdicción Original no ad-
quieren la autoridad de la cosa juzgada mientras no han sido re-
visadas y aprobadas por el Tribunal Superior de Tierras; y en 
cuanto a la sentencia de suspensión de trabajos es claro que ellos 
tienen la autoridad de la cosa juzgada en cuanto ordenan dicha 
suspensión, pero de ningún modo pueden tenerla en cuanto al fon-
do del derecho.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2766. 

ACTAS DE AUDIENCIA.— Su contenido puede suplir alguna 
omisión de la sentencia.— En materia correccional si el dictamen 
del ministerio público o las conclusiones de las partes no han 
do mencionados en el contexto de la sentencia, como ocurre en 
la especie, según resulta del examen del fallo impugnado, nada 
se opone a que puedan ser suplidas con las notas tomadas por el 
secretario del Tribunal en las actas de audiencias, sobre todo cuan-
do éstas tienen el carácter de documentos auténticos.— B. J. No. 
733, diciembre de 1971, Pág. No. 3407. 

ACTA DE NACIMIENTO.— Declaración hecha por la persona 
que tiene el mismo nombre de la persona que se atribuye la pa-
ternidad.— Reconocimiento, artículo 46 ele la Ley 659 de 1944.—
Dicho artículo revela que cuando un hombre comparece ante el 
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Oficial del Estado Civil y declara el nacimiento de una criatura, 
y al propio tiempo que esa criatura es hija natural de la perso-
na que tiene el mismo nombre del declarante, con ello lo está re-
conociendo como su hija, salvo los problemas de identidad que pu-
diesen surgir tanto en relación con el declarante como con la cria-
tura declarada.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1064. 

ACTO RECORDATORIO.— Nulidad.— Máxima "no hay nuli-
dad sin agravio".— Aplicación.— B. J. No. 730, setiembre de 1971. 
Pág. No. 2581. 

ACTO RECORDATORIO.— Leyes 362 de 1932 y 1015 de 1935.__ 
Una correcta aplicación de las leyes 362 de 1932 y 1015 de 1935, 
conduce a admitir que ningún litigante puede pretender en buena 
lógica jurídica, obtener condenaciones o liberarse de ellas, (cual 
que sea la materia y salvo citación de fecha fija), después de ha-
ber abogado constistuído, si no le ha dado avenir a dicho abogado 
para que comparezca a discutir el caso en la audiencia que haya 
diligenciado.-- B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 125. 

AGENTE EXCLUSIVO.— Ley 173 de 1966.— Persona que puede 
invocarla, si hay cesión de crédito, ésta debe ser regular.— La pro-
tección que brinda la Ley No. 173, de 1966 a quien se encuentre 
defraudado en sus derechos frente a una compañía extranjera, ob-
viamente no puede invocarla quien no p riente la calidad necesa-
ria para ello por ser inoponible al deudor la cesión de derechas 
que se invoca.— Ver: Cesión de Crédito, Máxima res...-- B. J. No. 
725, Abril de 1971, Pág. No. 939. 

ALQUILERES DE CASA.— Demanda en desalojo por falta de 
pago.— Deber de los jueces del fondo.— Er la especie, la Cámara 
a-qua debió, de acuerdo con las pruebas sometidas y ponderando 
los alegatos de ambas partes, hacer también relación del importe 
de los alquileres adeudados, y del monto de las mensualidades 
atrasadas, para determinar si el inquilino estaba o no en falta al 
momento de la última demanda, pues de no estarlo no podía el juez 
de apelación dejar subsistentes los demás ordinales del fallo ape-
lado, por medio de los cuales se había pronunciado la rescisión del 
contrato de inquilinato intervenido entre las partes y se había or-
denado el desalojo del inquilino; que, en consecuencia, al no ha-
cer esa ponderación la Suprema Corte de Justicia no está en con-
diciones de verificar si se hizo o no en el caso una correcta apli-
cación de la ley.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2436. 

ALQUILER DE UNA CASA.—Demanda reconvencional.— Com-
petencia del Juzgado de Paz.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. 
No. 145. 

APELACION.— Parte civil constituida en primera instancia, en 
materia criminal, que no concluyó al fondo.— Validez de la ape-
lación.— La Corte a-qua para admitir la apelación de M. R., parte 
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civil constituida, expuso en resumen, que ella se había constitukio 
en la audiencia del primer grado, de fecha 24 de febrero de 1969, 
Y que si dicha parte civil no concluyó al fondo eso no invalidaba 
su recurso de apelación; que como ese ciiterio es correcto, ya que 
el hecho de no haber concluido en primera instancia solicitando 
una indemnización, no le sustrae su calidad de parte en el proce-
so, adquirida al declarar su constitución en parte civil, procede re-
chazar el recurso de casación interpuesto por el acusado.--- B. J 
No. 729, Agosto de 1971. Pág. No. 2590. 

APELACION DE LA PARTE CIVIL EXCLUSIVAMENTE.— De-
ber del tribunal de alzada.— Para examinar la propia recldmación 
del recurrente como parte civil constituida la Corte a-qua tenía 
que examinar los hechos de la prevención, aún cuando no pudie-
ra aplicar sanción penal alguna por no existir recurso del Minis-
tero Público.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1906. 

APELACION EN MATERIA CIVIL.— Muerte de una de las 
partes.— Suspensión del plazo para apelar.— Artículo 447 del Có-
digo de Procedimiento Civil.— De conformidad con lo que dispo-
ne el artículo 447 del Código de Procedimiento Civil "Los térmi-
nos para interponer apelación se suspenderán por la muerte del 
litigante condenado. Volverán a contarse desde la notificación de la 
sentencia hecha como se prescribe en los artículos 61 y 68, en el 
domicilio de la persona fallecida"; de donde resulta que la sus-
pensión del plazo se produce de pleno derecho sin que el falleci-
miento haya sido notificado a la parte adversa o aún sea conoci-
do de ella; por lo que no debe confundirse este caso con el de la 
renovación de instancia en que la muerte de una parte no la in-
terrumpe a no ser que dicha muerte haya sido notificada a la 
te adversa, según dispone el artículo 344 del indicado Código.---
B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. 663. . 

APELACION DE LA PARTE CIVIL.— Prevenido descargado.—
Deber del tribunal de alzada.— En la especie, el juez a-quo frente 
a la apelación de la parte civil, estaba en el deber de examinar les 
hechos y determinar si, para los efectos civiles, el prevenido des-
cargado E. R., había cometido o no alguna falta generadora de da- • 
fios a la parte civil constituida, todo con las consecuencias corres-
pondientes; que en esas condiciones, la sentencia impugnada debe 
ser casada por violación del artículo 1351 del Código Civil relati-
vo a la autor,da de cosa juzgada.-- B. .T. No. 722, Enero de 1971, 
Pág. No. 163. 

APELACIIN EN MATERIA CO1RECCIONAL.— En la espe-
cie, indepentientemente de los alegatos de la recurrente, esta Cor-
te ha comp ►obado lo siguiente: que, según los documentos del ex-
pediente, la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro de Maoris fue dictada, en audiencia, en presencia de las par-
tes, el 5 ch agosto del 1968; que la actual recurrente interpuso 
curso de apelación contra dicho fallo, el 26 de agosto del mismo 
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Oficial del Estado Civil y declara el nacimiento de una criatura, 
y al propio tiempo que esa criatura es hija natural de la perso-
na que tiene el mismo nombre del declarante, con ello lo está re-
conociendo como su hija, salvo los problemas de identidad que pu-
diesen surgir tanto en relación con el declarante como con la cria-
tura declarada.-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1064. 

ACTO RECORDATORIO.— Nulidad.— Máxima "no hay nuli-
dad sin agravio".— Aplicación.— B. J. No. 730, setiembre de 1971. 
Pág. No. 2581. 

ACTO RECORDATORIO.— Leyes 362 de 1932 y 1015 de 1935.__ 
Una correcta aplicación de las leyes 362 de 1932 y 1015 de 1935. 
conduce a admitir que ningún litigante puede pretender en buena 
lógica jurídica, obtener condenaciones o liberarse de ellas, (cual 
que sea la materia y salvo citación de fecha fija), después de ha-
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atrasadas, para determinar si el inquilino estaba o no en falta al 
momento de la última demanda, pues de no estarlo no podía el juez 
de apelación dejar subsistentes los demás ordinales del fallo ape-
lado, por medio de los cuales se había pronunciado la rescisión del 
contrato de inquilinato intervenido entre las partes y se había or-
denado el desalojo del inquilino; que, en consecuencia, al no ha-
cer esa ponderación la Suprema Corte de Justicia no está en con-
diciones de verificar si se hizo o no en el caso una correcta apli-
cación de la ley.- • B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2436. 
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civil constituida, expuso en resumen, que ella se había constituíóo 
en la audiencia del primer grado, de fecha 24 de febrero de 1969, 
y que si dicha parte civil no concluyó al fondo eso no invalidaba 
sir recurso de apelación; que como ese criterio es correcto, ya que 
el hecho de no haber concluido en primera instancia solicitando 
una indemnización, no le sustrae su calidad de parte en el proce-
so, adquirida al declarar su constitución en parte civil, procede re-
chazar el recurso de casación interpuesto por el acusado.— B. J 
No. 729. Agosto de 1971. Pág. No. 2590. 

APELACION DE LA PARTE CIVIL EXCLUSIVAMENTE.— De-
ber del tribunal de alzada.— Para examinar la propia reclamación 
del recurrente como parte civil constituida la Corte a-qua tenía 
que examinar los hechos de la prevención, aún cuando no pudie-
ra aplicar sanción penal alguna por no existir recurso del Minis-
tero Público.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1906. 

APELACION EN MATERIA CIVIL.— Muerte de una de las 
partes.— Suspensión del plazo para apelar.— Artículo 447 del Có-
digo de Procedimiento Civil.— De conformidad con lo que dispo-
ne el artículo 447 del Código de Prwedimiento Civil "Los térmi-
nos para interponer apelación se suspenderán por la muerte del 
litigante condenado. Volverán a contarse desde la notificación de la 
sentencia hecha como se prescribe en los artículos 61 y 68, en el 
domicilio de la persona fallecida"; de donde resulta que la sus-
pensión del plazo se produce de pleno derecho sin que el falleci-
miento haya sido notificado a la parte adversa o aún sea conoci-
do de ella; por lo que no debe confundirse este caso con el de la 
renovación de instancia en que la muerte de una parte no la in-
terrumpe a no ser que dicha muerte haya sido notificada a la par-
te adversa, según dispone el artículo 344 del indicado Código. -
B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. 663. . 

APELACION DE LA PARTE CIVIL.— Prevenido descargado.—
Deber del tribtmal de alzada.— En la especie, el juez a-quo frente 
a la apelación de la parte civil, estaba en el deber de examinar 1( s 
hechos y determinar si, para los efectos civiles, el prevenido des-
cargado E. R., había cometido o no alguna taita generadora de da- • 
rios a la parte civil constituida, todo con las consecuencias corres-
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ser casada por violación del artículo 1351 del Código Civil relati-
vo a la autor,daci/de cosa juzgada.-- B. J. No. 722. Enero de 1971, 
Pág. No. 163. 

APELACION EN MATERIA CORRECCIONAL.— En la espe-
cie, indepentientemente de los alegatos de la recurrente, esta Cor-
te ha comprobado lo siguiente: que, según los documentos del ex-
pediente, la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro de Maoris fue dictada, en audiencia, en presencia de las par-
tes, el 5 dé agosto del 1968; que la actual recurrente interpuso ni-
curso de apelación contra dicho fallo, el 26 de agosto del mismo 
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año, o sea, después de vencido el plazo de diez días que acuerda 
la ley para interponerlo; por lo cual dicho recurso era nulo.--
B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 828. 

ARMAS DE GUERRA.— Artículo 435 del Código Penal, niod. 
por la ley 38 del 30 de octubre de 1963.— B. J. 733, diciembre de 
1971, Pág. No. 3344. 

ASERRADEROS.— Cierre.— Responsabilidad de la empresa 
frente a sus empleados.— Decreto 728 de 1966 y ley 211 de 1967.-- 
Sentencia casada por falta de base legal.— B. J. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2171. 

ASISTENCIA OBLIGATORIA DE MENORES DE EDAD.— Ley 
2402 de 1950.— Prueba.— Sentencia carente de motivos y de base 
legal.— El Juez a-quo frente a la negativa que había hecho siem-
pre el prevenido de ser el padre del niño, se limitó a dar como 
fundamento a su fallo que "el prevenido no pudo demostrar no, 
ser el padre del niño" y que el menor nresenta gran parecido físi-
co ron dicho prevenido; que, esa motivación no es suficiente para 
justificar el fallo dictado, pues toda persona se presume inocente 
hasta prueba en contrario, y no era el prevenido quien tenía que 
probar que no era culpable :  sino que correspondía a la madre oue-
rellante y al ministerio público hacer :a prueba de su culpabi:i-
dad.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 979. 

AUDIENCIA LABORAL.— Alguacil.— Presencia.— Alguacil no 
presente en tina audiencia en que se dieta una sentencia.— No 
anula la sentencia.— Ese hecho no puede, por su intrascendencia, 
invalidar por sí solo el fallo dictado.-- 13. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No 2078. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.— Empleado Que se dice co-
mete un robo estando su fidelidad asegurada.— Influencia de la 
sentencia penal sobre la Compañía aseguradora.— En la especie 
la calidad de empleado atribuída a C. en la jurisdicción represiva 
no es oponible simplemente porque lo diga la sentencia penal, a 
la compañía aseguradora de la fidelidad cb- ese acusado, en razón 
de que dicha compañía no figuró como parte en el proceso crimi-
nal y además, porque ha venido sosteniendo en el presente liti-
gio civil, con aportación de documentos, que dicho acusado cuando 
cometió ese hecho, no era empleado de la S. D. M.; que, en conse-
cuencia, la sentencia impugnada debe ser casada sin que sea ne-
cesario ponderar el otro medio del recurso.— D. J. No. 730, setiem-
bre de 1971, Pág. No. 2611. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.— Sentencia de descargo pe-
nal.— Influencia en lo civil.— Caso fortuito.— Sentencitt penal en 
dispositivo.— Deber de los jueces que conocen de la demanda ci 
vil.— En la especie, la Corte a-qua, puesto que no podía poner ep 
duda la existencia de la sentencia penal -lel 25 de octubr. de 1968, 
para hacer una buena administración de justicia, no debió pronun-
ciar una sentencia condenatoria, sin haber dado un p azo pe- 

rentorio para que la parte más diligente aportada la sentencia 
completa, a fin de identificar los hechos soberanamente estableci-
dos por el juez penal, o comprobar la ninguna exposición de esos 
hechos, juzgando luego en consecuencia; que la disposición de la 
medida de instrucción a que se ha hecho referencia no tepresen-
taba un abandono del papel pasivo de los jueces en los litigios ci-
viles, ya que existía la seguridad de la existencia de una sentencia 
penal previa, y lo único pendiente de comprobar era si ella esta-
ba completa o incompleta, cuestión de interés para las dos partes 
litigantes, y por tanto para una buena administración de justicia; 
que, por lo expuesto, se configura en particular caso ocurrente 
un vicio asimilable a la falta de base legal en relación con una se-
ria cuestión de hecho que impone la casación de la sentencia im-
pugnada.-- B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2794. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.— Estado de embriae -uez no 
ponderado por el juez represivo.— Influencia de esa situación pa-
ra los efectos civiles.— En la especie, se fundó el Juzgado a-quo 
para resolver al fondo del caso, no se habla del estado de embria-
guez, ya que la condenación penal que se impuso al recurrido por 
ese accidente se apoyó en otros elementos de juicio; que, al no 
poder haber cosa juzgada acerca de ese 'unto determinado, el cual 
quedaba por tanto en todos sus posibles efectos para los fines ci-
viles, era deber del Juzgado a-quo ponderar todo lo relativo a 
hubo o no estado de embriaguez. como podía resultar de certifi-
cado médico-legal.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 987. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.-- Violación del artículo 
1351.— Apelación de la parte civil.— Descargo del preveni"o ene 
no adquirió la autoridad de la cosa juzgada.— B. J. No. 722, Ene-
ro de 1971, Pág. No. 163. 

AVOCACION.— Violación de reglas procesales en primera ins-
tancia.— Deber del tribunal de segundo grado.— En la esrecie hu-
bo una irregularidad en primera instancia y con ello se lesionó en 
esa jurisdicción el derecho de defensa al reabrir el juez los deba-
tes en las condiciones denunciadas por loe recurrentes; pero las 
conclusiones por ellos presentadas tenían nor objeto indudable ob-
tener la nulidad en apelación del fallo de primera instancia por 
violación de reglas procesales que debió observar dicho juez, a fin 
de que la Corte avocara el fondo y decidiera regularmente sobre 
la causa; qué eso fue en definitiva lo que hizo la Corte a-qua, 
aunque no empleara la palabra avocación, puesto que juzgó de 
nuevo el caso al fondo, de tal manera que modificó su dispositi-
vo en uno de sus ordinales en cuanto a la pena, y luego también 
en cuanto a la indemnización, aunque acogiendo en ese aspecto 
las conclusiones de una de las personas constituidas en parte ci-
vil, quien también había apelado; que, por consiguiente, carece-

• ría de objeto casar el fallo impugnado por ese motivo, ya que la 
Corte de envío, aunque acoja esas conclusiones expresamente lle-
garía a la misma solución: fallar el fondo del proceso.- ,– B. J. No. 
723, Febrero de 1971, Pág. No. 394. 
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año, o sea, después de vencido el plazo de diez días que acuerda 
la ley para interponerlo; por lo cual dicho recurso era nulo.— 
B. J: No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 828. 

ARMAS DE GUERRA.— Artículo 435 del Código Penal, mod. 
por la ley 38 del 30 de octubre de 1963.— B. J. 733, diciembre de 
1971, Pág. No. 3344. 

ASERRADEROS.— Cierre.-- Responsabilidad de la empresa 
frente a sus empleados.— Decreto 728 de 1966 y ley 211 de 1967.—
Sentencia casada por falta de base legal.— B. J. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2171. 

ASISTENCIA OBLIGATORIA DE MENORES DE EDAD.— Ley 
2402 de 1950.— Prueba.— Sentencia carente de motivos y de base 
legal.— El Juez a-que frente a la negativa que había hecho siem-
pre el prevenido de ser el padre del niño, se limitó a dar como 
fundamento a su fallo que "el prevenido no pudo demostrar nc 
ser el padre del niño" y que el menor presenta gran parecido físi-
co con dicho prevenido; que, esa motivación no es suficiente para 
justificar el fallo dictado, pues toda persona se presume inocente 
hasta prueba en contrario, y no era el prevenido quien tenía que 
probar que no era culpable, sino que correspondía a la madre oue-
rellante y al ministerio público hacer :a prueba de su culpabili-
dad.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 979. 

AUDIENCIA LABORAL.— Alguacil.— Presencia.— Alguacil no 
presente en una audiencia en que se dicta una sentencia.— No 
anula la sentencia.— Ese hecho no puede, por su intrascendencia, 
invalidar por sí solo el fallo dictado.-- 13. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2078. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.— Empleado que se dice co-
mete un robo estando su fidelidad asegurada.— Influencia de la 
sentencia penal sobre la Compañía aseguradora.— En la especie 
la calidad de empleado atribuida a C. en la jurisdicción represiva 
no es oponible simplemente porque lo diga la sentencia penal, a 
la compañía aseguradora de la fidelidad de ese acusado, en razón 
de que dicha compañía no figuró como parte en el proceso crimi-
nal y además, porque ha venido sosteniendo en el presente liti-
gio civil, con aportación de documentos, que dicho acusado cuando 
cometió ese hecho, no era empleado de la S. D. M.; que, en conse-
cuencia, la sentencia impugnada debe ser casada sin que sea ne-
cesario ponderar el otro medio del recurso. — D. J. No. 730, setiem-
bre de 1971, Pág. No. 2611. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.— Sentencia de ~cargo pe-
nal.— Influencia en lo civil.— Caso fortuito.— Sentencih penal en 
dispositivo.— Deber de los jueces que conocen de la demanda ci 
vil.— En la especie, la Corte a-qua, puesto que no podía ,  poner ep 
duda la existencia de la sentencia penal del 25 de octubr. de 1968, \ 
para hacer una buena administración de justicia. no debió pronun- 
ciar una sentencia condenatoria, sin haber dado un p azo pe- 
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rentorio para que la parte más diligente aportada la sentencia 
completa, a fin de identificar los hechos soberanamente estableci-
dos por el juez penal, o comprobar la ninguna exposición de esos 
hechos, juzgando luego en consecuencia; que la disposición de la 
medida de instrucción a que se ha hecho referencia no tepresen-
taba un abandono del papel pasivo de los jueces en los litigios ci. 
viles, ya que existía la seguridad de la existencia de una sentencia 
penal previa, y lo único pendiente de comprobar era si ella esta-
ba completa o incompleta, cuestión de interés para las dos partes 
litigantes, y por tanto para una buena administración de justicia: 
que, por lo expuesto, se configura en J. particular caso ocurrente 
un vicio asimilable a la falta de base legal en relación con una se-
ria cuestión de hecho que impone la casación de la sentencia im-
pugnada.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2794. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.— Estado de embriaeuez no 
ponderado por el juez represivo.— Influencia de esa situación pa-
ra los efectos civiles.— En la especie, se fundó el Juzgado a-quo 
para resolver al fondo del caso, no se habla del estado de embria-
guez, ya que la condenación penal que se impuso al recurrido por 
ese accidente se apoyó en otros elementos de juicio; que, al no 
poder haber cosa juzgada acerca de ese nunto determinado, el cual 
quedaba por tanto en todos sus posibles efectos para los fines ci-
viles, era deber del Juzgado a-quo ponderar todo lo relativo a si 
hubo o no estado de embriaguez, como podía resultar de certifi-
cado médico-legal.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 987. 

AUTORIDAD DE COSA JUZGADA.-- Violación del artículo 
1351.— Anelación de la parte civil.— Descargo del prevengo ene 
no adquirió la autoridad de la cosa juzgada.— B. J. No. 722, Ene-
ro de 1971, Pág. No. 163. 

AVOCACION.— Violación de reglas procesales en primera bis-
tancia.— Deber del tribunal de segundo grado.— En la especie hu-
bo una irregularidad en primera instancia y con ello se lesionó en 
esa jurisdicción el derecho de defensa al reabrir el juez los deba-
tes en las condiciones denunciadas por Inc recurrentes; pero las 
conclusiones por ellos presentadas tenían por objeto indudable ob-
tener la nulidad en apelación del fallo de primera instancia por 
violación de reglas procesales que debió observar dicho juez, a fin 
de que la Corte evocara el fondo y decidiera regularmente sobre 
la causa; que eso fue en definitiva lo que hizo la Corte a-qua, 
aunque no empleara la palabra evocación. puesto que juzgó de 
nuevo el caso al fondo, de tal manera quo modificó su dispositi-
vo en uno de sus ordinales en cuanto a la pena, y luego también 
en cuanto a la indemnización, aunque acogiendo en ese aspecto 
las conclusiones de una de las personas constituidas en parte ci-
vil, quien también había apelado; que, por consiguiente, carece-

*ría de objeto casar el fallo impugnado por ese motivo, ya aue la 
Corte de envío, aunque acola esas conclusiones expresamente lle-
garía a la misma solución: fallar el fondo del proceso.— B. J. No. 
723, Febrero de 1971, Pág. No. 394. 
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AVOCACION.— Materia civil.— Daños causados en un acciden-
te de automóvil.— Asunto en estado.— Oportunidad a las partes 
de producir conclusiones al fondo.— La avocación o facultad atri-
buida a un tribunal de segundo grado, apoderado de la apelación 
de un fallo incidental, (y lo que constituye una derogación a la 
regla del doble grado de jurisdicción), es sólo posible cuando e] 
recurso de alzada es intentado antes de decidirse el fondo y siem-
pre que la sentencia apelada sea avocada y que el asunto se ha-
lle en estado de recibir fallo; que, paca que esto último ocurra 
(que es el punto objeto del medio que se examina), no es preci-
so en principio que ambas partes hayan concluido al fondo en ape-
lación sino que basta que en el primer III ado se hayan producido 
esas conclusiones, sea por las dos partes c solamente por una de 
ellas; pero queda desde luego a cargo del poder soberano de los 
jueces de apelación el apreciar si la cuestión litigiosa ha sido de-
bidamente planteada y delucidada, todo, en razón de que la ley 
no ha determinado las condiciones en que un asunto debe repu-
tarse en estado; que en la especie, si es cierto que los jueces po-
dían apreciar libremente en su fuero interno, la circunstancia an-
tes dicha, y que por ello podían, como la hicieron, avocar el caso, 
debieron tener en cuenta que en la liti3 que se les planteaba, que 
era una reparación civil basada en los desperfectos sufridos por un 
vehículo de motor en una colisión con otro vehículo, la Ley No. 
432, de 1964, que modificó la Ley No. 4117, de 1955, ha dispuesto, 
que en esa materia no ha lugar a la oposición cuando la compa-
ñía aseguradora del vehículo ha sido puesta en causa, circuns-
tancia que hace contradictoria la sentencia dictada no obstante la 
no comparecencia de una de las partes; per lo cual, en tales con-
diciones, para la administración de una Quena justicia, era nece-
sario ,aunque los jueces de apelación se decidieran a ejercer la 
avocación, el darle la oportunidad a todas las partes de producir 
sus conclusiones al fondo, antes de fallar definitivamente el caso, 
a cuyos fines debieron fijar una nueva audiencia, pues lo contra-
rio implicaba una violación al derecho de defensa, que, par consi-
guiente, en ese aspecto, debe ser casado el fallo impugnado.—
B. J. No. 725, abril de 1971, Pág. 86. 

—B— 

BANCO.— Caja de seguridad alquilada a un cliente.— Falleci-
miento de éste.— Derecho de los herederos de tener acceso a esa 
Caja.— Medidas conservatorias.— Referinlientos.— Deber del Ban-
co.— En la especie, el medio fundamental de la C. ahora recurren-
te consistió en la falta de una representación completa y regular 
de todos los herederos el día que se le requirió la apertura de la 
caja de seguridad el 30 de mayo de 1969; que, no obstante ello, 
para decidir que todos los herederos estaban representados, con-
trariamente a lo que alegó la C. apelante. la  Corte a-qua. se  limi-
tó a declararlo en forma simplemente afirmativa, sin referirse a 
ningún documento que comprobara la regularidad de la represen-
tación, en la parte que estaba controvertida, con lo cual incurrió 
en una desnaturalización de los hechos, o en todo caso, en una fal- 
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ta de base legal si el poder necesario existía y no fue examinado 
ni ponderado; que, por razón de ese vicio, la sentencia impugnada 
debe ser casada en todas las partes de la misma que se funden en 
el hecho de nue la C. recurrente incurrió ,e1 30 de mayo de 1969, 
en una negativa que comprometía su respcnsabilidad.— B. J. No. 
733, diciembre de 1971, Pág. No. 3293. 

BANCO AGRICOLA.— Crédito garantizado.— Ley 6186 de 
1962.—Embargo inmobiliario.— Como cuestión fundamental en el 
presente caso, que las disposiciones de la Ley de Fomento Agrí-
cola que prohiben a los que obtienen préstamos del Banco Agríco-
la consentir nuevos gravámenes en provecho de particulares so-
bre los bienes que ya hayan dado en hipoteca al Banco, son impe-
rativas y de orden público, puesto que ella .; tienden a la seguridad 
del patrimonio de una entidad crediticia t'el Estado cuya solidez 
económica interesa al público en general; que esas disposiciones 
contenidas en los artículos 142 y 143 de la Ley de Fomento Agrí-
cola, están ampliadas por la Ley No. 659 del 12 de marzo de 1965, 
según la cual "los bienes dados en garantía al Banco en razón .le 
un préstamo, no serán embarados por créditos personales poste-
riores a la constitución de la hipoteca, a menos que no haya habi-
do previo consentimiento del Banco Agrícola"; que, por tanto, en e.1 
caso ocurrente existía la prohibición en que se apoyó la Corte 
a-qua, aún cuando el embargo trabado por la recurrente no tuvie-
ra como base una hipoteca, sino otro tipo de título ejecutorio.--
B. J. No. 730, Setiembre de 1971, Pág. No. 2676. 

BIENES.— Devolución.— Ley 6087 de 1962.— Expropiación.—
Constitucionalidad de esa ley.— Acto t'e derecho público.— B. J. 
No. 730. setiembre de 1971, Pág. No. 2544. 

—C— 

CALIDADES DE EMPLEADO Y DE COMITENTE NO DISCU-
TIDAS ANTE LOS JUECES DEL FONDO.— Alegatos que no pue-
den proponerse válidamente en casación.— B. J. No. 730, setiem-
bre de 1971, Pág. No. 2665. 

CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DE LA SEGUNDA CIRCUNS-
CRIPCION.— Jurisdicción.— Artículos 43 de la ley de Organiza-
cién Judicial y 1 de la ley 313 de 1968.— B. J. No. 727, Junio de 
1971, Pág. 1889. 

CASACION.— Aouiescencia táctica a una sentencia sobre un in-
cidente.— Casación inadmisible.— En la especie, si la A. C. por A., 
no había impugnado en casación dicha decisión, que resolvió ese 
incidente, y por el contrario concurrió a la audiencia en que se 
discutió el fondo de la litis sin hacer ninguna clase de reservas 
y aceptó el debate, pura y simplemente puesto aue presentó con-
clusiones al fondo, ello es implicativo, como lo alegan las recurri-
das, de una aquiescencia o asentimiento del fallo supra-dicho, y en 

     

     

     

     

     

     

     

     

       

       



       

       

   

AVOCACION.— Materia civil.— Daños causados en un acciden-
te de automóvil.— Asunto en estado.— Oportunidad a las partes 
de producir conclusiones al fondo.— La avocación o facultad atri-
buida a un tribunal de segundo grado, apoderado de la apelación 
de un fallo incidental, (y lo que constituye una derogación a la 
regla del doble grado de jurisdicción), es sólo posible cuando e] 
recurso de alzada es intentado antes de decidirse el fondo y siem-
pre que la sentencia apelada sea avocada y que el asunto se ha-
lle en estado de recibir fallo; que, para que esto último ocurra 
(que es el punto objeto del medio que se examina), no es preci-
so en principio que ambas partes hayan concluido al fondo en ape-
lación sino que basta que en el primer gi ado se hayan producido 
esas conclusiones, sea por las dos partes c solamente por una de 
ellas; pero queda desde luego a cargo dei poder soberano de las 
jueces de apelación el apreciar si la cuestión litigiosa ha sido de-
bidamente planteada y delucidada, todo, en razón de que la ley 
no ha determinado las condiciones en que un asunto debe repu-
tarse en estado; que en la especie, si es cierto que los jueces po-
dían apreciar libremente en su fuero interno, la circunstancia an-
tes dicha, y que por ello podían, como 13 hicieron, evocar el caso, 
debieron tener en cuenta que en la litis que se les planteaba, que 
era una reparación civil basada en los desperfectos sufridos por un 
vehículo de motor en una colisión con otro vehículo, la Ley No. 
432, de 1964, que modificó la Ley No. 4117, de 1955, ha dispuesto, 
que en esa materia no ha lugar a la oposición cuando la compa-
ñía aseguradora del vehículo ha sido puesta en causa, circuns-
tancia que hace contradictoria la sentencia dictada no obstante la 
no comparecencia de una de las partes; per lo cual, en tales coa-
diciones, para la administración de una buena justicia, era nece-
sario ,aunque los jueces de apelación se decidieran a ejercer la 
avocación, el darle la oportunidad a todas las partes de producir 
sus conclusiones al fondo, antes de fallar definitivamente el caso, 
a cuyos fines debieron fijar una nueva audiencia, pues lo contra-
rio implicaba una violación al derecho de defensa, que, por consi-
guiente, en ese aspecto, debe ser casado el fallo impugnado.—
B. J. No. 725, abril de 1971, Pág. 86. 

—B— 

BANCO.— Caja de seguridad alquilada a un cliente.— Falleci-
miento de éste.— Derecho de los herederos de tener acceso a esa 
Caja.— Medidas conservatorias.— Referimientos.— Deber del Ban-
•o.— En la especie, el medio fundamental de la C. ahora recurren-
te consistió en la falta de una representación completa y regular 
de todos los herederos el día que se le renuirió la apertura de la 
caja de seguridad el 30 de mayo de 1969; que, no obstante ello, 
para decidir que todos los herederos estaban representados, con-
trariamente a lo que alegó la C. apelante, la Corte a-qua. se  limi-
tó a declararlo en forma simplemente afirmativa, sin referirse a 
ningún documento que comprobara la regularidad de la represen-
tación, en la parte que estaba controvertida, con lo cual incurrió 
en una desnaturalización de los hechos, o en todo caso, en una fal- 
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ta de base legal si el poder necesario existía y no fue examinado 
ni ponderado; que, por razón de ese vicio, la sentencia impugnada 
debe ser casada en todas las partes de la misma que se funden en 
el hecho de oue la C. recurrente incurrió ,el 30 de mayo de 1963, 
en una negativa que comprometía su respcnsabilidad.— B. J. No. 
733, diciembre de 1971, Pág. No. 3293. 

BANCO AGRICOLA.—  Crédito garantizado.— Ley 6186 de 
1962.—Embargo inmobiliario.— Como cuestión fundamental en el 
presente caso, que las disposiciones de la Ley de Fomento Agrí-
cola que prohiben a los que obtienen préstamos del Banco Agríco-
la consentir nuevos gravámenes en provecho de particulares so-
bre los bienes que ya hayan dado en hipoteca al Banco, son impe-
rativas y de orden público, puesto que eilal tienden a la seguridad 
del patrimonio de una entidad crediticia del Estado cuya solidez 
económica interesa al público en general; que esas disposiciones 
contenidas en los artículos 142 y 143 de la Ley de Fomento Agrí-
cola, están ampliadas por la Ley No. 659 del 12 de marzo de 1965, 
según la cual "los bienes dados en garantía al Banco en razón le 
un préstamo, no serán embarados por créditos personales poste-
riores a la constitución de la hipoteca, a menos que no haya habi-
do previo consentimiento del Banco Agrícola"; que, por tanto, en el 
caso ocurrente existía la prohibición en aue se apoyó la Corte 
a-qua, aún cuando el embargo trabado por la recurrente no tuvie-
ra como base una hipoteca, sino otro tipg de título ejecutorio.--
B. J. No. 730, Setiembre de 1971, Pág. No. 2676. 

BIENES.— Devolución.— Ley 6087 de 1962.— Expropiación.—
Constitucionalidad de esa ley.— Acto de derecho público.— B. .T. 
No. 730. setiembre de 1971, Pág. No. 2544. 

—C— 

CALIDADES DE EMPLEADO Y DE COMITENTE NO DISCU-
TIDAS ANTE LOS JUECES DEL FONDO.— Alegatos que no pue-
den proponerse válidamente en casación.—• B. J. No. 730, setiem-
bre de 1971, Pág. No. 2665. 

CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DE LA SEGUNDA CIRCUNS-
CRIPCION.— Jurisdicción.— Artículos 43 de la ley de Organiza-
ciesn Judicial y 1 de la ley 313 de 1968.— B. J. No. 727, Junio de 
1971, Pág. 1889. 

CASACION.— Aquiescencia táctica a una sentencia sobre un in-
cidente.— Casación inadmisible.— En la especie, si la A. C. por A., 
no había impugnado en casación dicha decisión, que resolvió ese 
incidente, y por el contrario concurrió a la audiencia en que se 
discutió el fondo de la litis sin hacer ninguna clase de reservas 
y aceptó el debate, pura y simplemente puesto aue presentó con-
clusiones al fondo, ello es implicativo, como lo alegan las recurri-
das, de una aquiescencia o asentimiento del fallo supra-dicho, y en 

   

   

   

     

     

     

     

     

     

     

       

       



• 

consecuencia, el recurso de casación interpuesto por la actual re-
currente contra dicho fallo incidental es inadmisible.— B. J. No. 
729, Agosto de 1971, Pág. No. 2428. 

CASACION.— Calidad.— Recurso interpuesto contra un fallo 
dictado en Referimiento.— En la especie, se trataba, en las juris-
dicciones agostadas, de la petición de que se ordenaran medidas 
provisionales que no podrán afectar el fondo del caso; que el fon-
do constituía o constituirla ulteriormente, precisamente esa cues-
tión de calidad discutida entre los recurrentes y los recurridos; 
que, estando así pendiente ese esclarecimiento al fondo de la cues-
tión de calidad, constituiría en la instancia de casación un prejui-
cio indebido fundar cualquier decisión sobre ese punto, siendo lo 
procedente que se examine y pondere d ►  ecurso en el solo ámbito 
del Referimiento, que ha sido el único agotado hasta ahora.--
B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3448. 

CASACION CONTRA UNA SENTENCIA SUSCEPTIBLE DE 
APELACION.— Inadmisible.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. 
No. 2954. 

CASACION.— Crítica a un juez.— El aecir que un tribunal 
aprecia "parcialmente" una declaración, no es más que una críti-
ca al criterio del juez, pero no configura vicio alguno.--- B. J. No. 
725, Abril de 1971, Pág. No. 1086. 

CASACION.— Copia del memorial notificado en que se omite 
decir que es "copia certificada".— No hay nulidad sin agravio.—
Esa simple omisión no ha causado lesión alguna al derecho de de-
fensa de los recurridos, puesto que ellos han presentado un me-
morial respondiendo a todos los medios de casación contenidos en 
el memorial que fue depositado en esta Suprema Corte de Justicia 
que, por tanto, la nulidad propuesta carece de fundamento.— 8 
J. No. 726, Mayo de 1971, pág. No. 1220. 

4'CASACION.— Emplazamiento notificado en el estudio del abo-
gado, domicilio de elección del litigio en otra fase.— No hay nuli-
dad sin agravio.— En el caso ocurrente. cl  abogado en cuyo estu-
dio fue notificado el emplazamiento de los recurridos ha sido man-
tenido por éstos; que, mediante esa notificación, los recurridos han 
conocido, según resulta de su propio memorial, todas las circuns-
tancias del recurso, y han presentado en dicho memorial sus me-
dios de defensa al fondo; que, por tanto la forma de notificación 
del emplazamiento del recurso no ha causado ninguna lesión a su 
derecho de defensa.- B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 786. 

CASACION.— Incompetencia.— Referimiento.— Como en la es-
pecie se trata de la casación de uno senl cncia que declaró mal 
apoderada la vía del referimiento de la Cámara Civil y Comer-
cial de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, y como 
la sentencia apelada había declarado la incompetencia de dicha 
vía, preciso es admitir que la presente casación debe asimilarse a 
un caso de incompetencia, por lo cual esta Suprema Corte de Jus- 

ticia declara que la vía del Referimierfto estuvo regularmente uti-
lizada y que en consecuencia, designa a la Cámara Civil y Comer-
cial de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, para que 
conozca del asunto en su totalidad, esto es, tanto en lo relativo a 
la demanda en validez, si no se hubiese decidido, como en lo con-
cerniente al presente envío.— R. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág.  
No. 2341. 

CASACION.— Informativo.— Sentencias dictadas "invoce", 
pero' que figuran en acta de audiencia y cuyos dispositivos están 
motivados.— El acta del informativo certificado por el secretario 
es suficiente para dejar satisfecho el voto de la ley en el Artículo 
6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.— B. J. No. 728, Ju-
lio do 1971, Pág. No. 2078. 

CASACION.— Intervención en materia penal.— Su finalidad.—/ _- 
En la especie, las ccnclusicnes del interv ir. lente encaminadas a ob- 
tener que se case el fallo impugnado en cuanto a su interés, para 
que la indemnización acordada sea aumentada, no pueden ser ad-
mitidas, en razón de que él no recurrió en casación dentro del pla-
zo que establece la Ley; y sería lesionadc: del derecho de defensa 
de la otra parte, que el interviniente pudiese por medio de sim-
ples conclusiones, obtener la casación del fallo impugnado en el 
punto que le interese, pues es preciso admitir, dentro de nuestro 
régimen, júrídico, que en materia penal el interviniente en casa-
ción, debe limitarse a solicitar que se mantenga el fallo impugna-
do.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 501. 

CASACION.— Materia correccional.-- Plazo.— Cuándo comien-
za.— Sentencia aplazada para dictarse en fecha fija.— Cuando un 
tribunal aplaza contradictoriamente el fallo de un asunto correc-
cional, para una audiencia a fecha determinada, el plazo para re-
currir en casación corre a partir de esa fecha predeterminada, aun-
que el prevenido no haya estado presente, porque él tuvo conoci-
miento de que ese día sería dictada la sentencia.— B. J. No. 133, 
diciembre de 1971, Pág. No. 3415. 

CASACION.— Materia civil.— Plazo.— Recurso tardío.— En la 
especie habiéndose hecho la notificación de la sentencia el 22 de 
noviembre, cálculo en el cual va eliminado ya el día de la noti-
ficación, pero al ser franco el plazo, según se dijo antes, se pro-
rrogaba hasta el 23 de noviembre, último ala hábil; que, en con-
secuencia habiéndose hecho el depósito del memorial el día 24 de 
noviembre de 1970, lo fue fuera de plazo.— 13. J. No. 727, Junio de 
1971, Págs. Nos. 1846 y 1851.. 

CASACION.— Materia civil.— Suspensión de la ejecución de la 
sentencia impugnada.— Fianza en efectivo.— No puede ser poner-
se de otro modo.— Según el artículo 12 de la ley sobre Procedi-
miento de Casación, la fianza que deberá prestarse para obtener 
la suspensión de la ejecución de una sentencia será en efectivo, 



    

consecuencia, el recurso de casación interpuesto por la actual re-
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diciembre de 1971, Pág. No. 3415. 
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sin que la Ley permita en ningún caso que dicha fianza puede po-
nerse de otro modo.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, Pág. 
No. 3255. 

CASACION.— Materia Civil.— Personas que pueden recurrir.—
Artículo 4 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.— Persona 
que no fue parte en el litigio)—Indamisible su recurso.— Corno en la especie el recurrente H. M. B., no figuró en el juicio que dio 
origen a la sentencia impugnada, ni como demandante, ni como 
demandado, ni como tercero interviniente, procede acoger la inad-
misión propuesta, sin que sea necesario ponderar los medios del 
recurso.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 800. 

CASACION.— Materia laboral.— Plazo.— En la especie, habién-
dose hecho la notificación de la sentencia el 12 de mayo de 1970, 
los dos meses se vencieron el 12 de junio de ese mismo año, cálcu-
lo en el cual va eliminado-ya el día de la notificación; pero al ser 
franco el plazo, según se dijo antes, se prorrogaba hasta el día 13 
de julio, último día hábil; que en consecuencia, habiéndose hecho 
la notificación el día 14 de julio de 1970, lc fue fuera de plazo.- B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2415. 

CASACION EN MATERIA PENAL.— Intervención.— Hijo de 
la persona que figuró como parte civil que interviene en casa-ción.— Deber de ese interviniente.— En la especie, el Lic. J. S. M. 
ha intervenido sin haber figurado como parte civil en el proceso, 
alegando en su escrito de fecha 21 de diciembre de 1970 que lo 
hace "en virtud de poder auténtico otorgado por su extinta ma-
dre C. M. Vda. L."; que esta señora era la persona constituida en 
parte civil, según consta en el fallo impugnado; y si ella ha fa-
llecido, según se afirma, sus herederos evidentemente podrían in-
tervenir notificando su intervención previamente a la otra parte, 
antes de la audiencia, para ponerla en condición de discutirle o no 
las calidades, lo que en la especie no se sa probado que ha sido 
hecho anexando ante esta Suprema corte de Justicia los docu-
Mentos correspondientes; par tanto, la intervención que se exa-
mina, de acuerdo con el Art. 62 de la Ley sobre Procedimiento de' 
Casación, no puede ser admitida.— B. J. No. 722, Enero de 1971, 
pág. No. 248. 

CASACION.— Materia penal.— Recurso interpuesto contra una 
sentencia que no hizo agravio al recurrente.— B. J. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1978. 

CASACION.— Materia penal.— Recurso de la parte civil contra 
una sentencia que declara la incompetencia del tribunal— Apode-
ramiento de la Suprema Corte de Justicia para conocer del caso.—
Juicio al fondo.— Inadmisible el recurso de casación de la parte 
civil.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1774. 

CASACION.— Materia Penal.— Persona que sin ser parte en un 
proceso sufre un agravio con la sentencia.— Casación por vía de 
supresión y sin envío. Articulo 22 de la ley sobre Procedimiento 
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de Casación.— Si bien de conformidad con el artículo 22 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, sólo pueden pedir la casación de 
una sentencia, el condenado, el Ministerio Público ,la parte civil y 
las personas civilmente responsables, en el presente caso, aunque 
el recurrente no tenla esas calidades, y en principio no podía re-
currir en casación, es lo cierto que en los motivos del fallo im-
pugnado se hizo la afirmación de que quedó establecido que 11 
era quien venía manejando el vehículo con el cual se produjo el 
accidente, afirmación que era innecesaria para descargar a E. E . 
que era la persona a cuyo cargo se había puesto la prevención; 
que, en tales condiciones, y aún cuando el recurrente no había si-
do parte en el proceso, según se ha expresado, por lo cual la men-
ción antes dicha no puede adquirir autoridad de cosa juzgada fren-
te a él, procede en vista del agravio que con ella se le ha produ-
cido, acoger su recurso únicamente para casar por vía de supre-
sión y sin envío tal mención.--- B. J. No. 731, octubre de 1971, pág. 
No. 2791., 

CASACION.—  Medios no tomados en cuenta.— En la especie, el 
recurrente en cuanto a sus dos últimos medios se limita a enun-
ciarlos, sin hacer su desarrollo, aún en forma sucinta por lo que 
pueden ser tomados en cuenta.-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. 
No. 887. 

CASACION.— Medíos que pudieron ser invocados en la oposi-
ción.— En la especie, es evidente que ella recurrión en casación 
después de vencido el plazo de la oposición, pues la sentencia fue 
dada el 23 de abril de 1970, y notificada cl dia. 27 de mayo de 1970, 
por lo cual cuando se recurrió en casación el 16 de julio de 1970, 
ya se había transcurrido el plazo para la oposición; que, en esas 
condiciones la recurrente tenía calidad para proponer en su re-
curso de casación, todos los medios dirigidos contra la sentencia 
impugnada.— B. J. No. 126, Mayo de 1971, Pág. No. 1672. 

CASACION.— Medios.— Nulidad que se alega fueron consentidas 
en primer grado.— Apelación.— Efecto.— Es de principio que nc 
pueden ser propuestos como medios de casación las nulidades co-
metidas en primera instancia, si no hubiesen sido alegadas en ape-
lación; que si el recurso declarado por el actual recurrente contra la 
sentencia de la Primera Cámara Civil y Comercial, de fecha 7 de dc-
tubre de 1965, como consecuencia del efecto devolutivo propio de 
apelación, facultaba a la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
para proceder al examen y ponderación de lo decidido por el pri-
mer juez, tal examen y ponderación solamente podía efectuarlo, 
en interés del apelante, en la medida de las conclusiones que pre-
sentara ante la jurisdicción de segundo grado; que como dicho 
apelante, (actual recurrente) hizo defecto por falta de concluir 
ante la jurisdicción de apelación y tampoco concurrió a sostener 
su oposición ante la misma, no puede pretender ahora que la sen-
tencia impugnada haya violado su derecho de defensa.--- 13. J. No. 
730, setiembre de 1971, Pág. No. 2534. 
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de Casación.— Si bien de conformidad con el artículo 22 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, sólo pueden pedir la casación de 
una sentencia, el condenado, el Ministerio Público ,la parte civil y 
las personas civilmente responsables, en el presente caso, aunque 
el recurrente no tenía esas calidades, y en principio no podía re-
currir en casación, es lo cierto que en los motivos del fallo im-
pugnado se hizo la afirmación de que quedó establecido que Ll 
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que, en tales condiciones, y aún cuando el recurrente no había si-
do parte en el proceso, según se ha expresado, por lo cual la men-
ción antes dicha no puede adquirir autoridad de cosa juzgada fren-
te a él, procede en vista del agravio que con ella se le ha produ-
cido, acoger su recurso únicamente para casar por vía de supre-
sión y sin envío tal mención.--- B. J. No. 731, octubre de 1971, pág. 
No. 2791., 

CASACION.— Medios no tomados en cuenta.— En la especie, el 
recurrente en cuanto a sus dos últimos medios se limita a enun-
ciarlos, sin hacer su desarrollo, aún en forma sucinta por lo que 
pueden ser tomados en cuenta.-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. 
No. 887. 

CASACION.— Medios que pudieron ser invocados en la oposi-
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dada el 23 de abril de 1970, y notificada el día 2'7 de mayo de 1970, 
por lo cual cuando se recurrió en casación el 16 de julio de 1970, 
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curso de casación, todos los medios dirigidos contra la sentencia 
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pueden ser propuestos como medíos de casación las nulidades co-
metidas en primera instancia, si no hubiesen sido alegadas en ape-
lación; que si el recurso declarado por el actual recurrente contra la 
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apelación, facultaba a la Corte de Apelar-V.1n de Santo Domingo, 
para proceder al examen y ponderación de lo decidido por el pri-
mer juez, tal examen y ponderación solamente podía efectuarlo, 
en interés del apelante, en la medida de las conclusiones que pre-
sentara ante la jurisdicción de segundo grado; que como dicho 
apelante, (actual recurrente) hizo defecto por falta de concluir 
ante la jurisdicción de apelación y tampoco concurrió a sostener 
su oposición ante la misma, no puede pretender ahora que la sen-
tencia impugnada haya violado su derecho de defensa.— B. J. No. 
730, setiembre de 1971, Pág. No. 2534. 
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CASACION.— Tribunal ya apoderado de otros aspectos de la 
litis.— Facultad de la Suprema Corte de Justicia para ordenar que 
un solo tribunal conozca de todos los asuntos pendientes.— En la 
especie, al disponerse la casación del fallo impugnado por medio 
de esta sentencia, conviene, en interés de una más rápida adminis-
tración de justicia, y puesto que en el Octavo Medio la parte re-
currente sostiene que aún hay pendiente de solución, ante otros 
tribunales, otros aspectos de esta litis, en virtud de los envíos or-
denados por esta Suprema Corte de Justicia, según sus sentencias 
de fecha 31 de mayo de 1966, y 19 de julio de 1968, procede dis-
poner en virtud del artículo 29 de la Ley de Organización judi-
cial, que el Tribunal designado por este fallo como tribunal de 
envío, tendrá capacidad para resolver todos los asuntos en rela-
ción con la litis, que se encuentren aún pendientes de solución an-
te otros tribunales, que quedan respectivamente desapoderados. 
B. J. No. 726, Mayo de 1971, pág. No. 1199 

CASACION.— Prevenido que se constituye en parte civil con-
tra el coprevenido.— Descargo.— Si la casación se hace en su ca-
lidad de parte civil debe motivarla.— R. J. No. 722, Enero de 1971, 
Pág. No. 236. 

CASACION POR CAUSA DE INCOMPETENCIA.— Medios de 
inadmisión del recurso.— No hay necesidad de ponderarlos, pues 
siendo de carácter absoluto la incompetencia que se proclama por 
esta sentencia, ella produce efectos necesariamente frente a to-
das las partes, pues lo contrario sería admitir la posibilidad de que 
la jurisdicción ordinaria fuese incompetente frente a uno y no fren-
te a otros lo que sería contrario a la indivisibilidad de la litis pen-
diente.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1051. 

CASACION.— Recurso.— Emplazamiento que no contiene las 
frases "cita y emplaza", pero si todos los requisitos exigidos por 
la ley.— Validez.— Si es cierto que en el acto de alguacil de fe-
cha 22 de octubre de 1970, mediante el cual se notificó al recurri-
do el memorial de casación del recurrente, y el Auto del Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, autorizando a emplazar, 
no se •dice expresamente que el recurrente "cita y emplaza" al re-
currido a los fines de su recurso, no es menos cierto que por di-
cho acto se le notificó el memorial de casación contentivo de su 
recurso, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia, en fecha 23 de setiembre de 1970, y también, según se con-
signa en el mismo acto, "Uh auto autorizando a emplazar a la 
parte contra quien se deduce el presente recurso", lo que era su-
ficiente para que el recurrido entendiera que la notificación que 
se le hacía era para que tomara conocimiento de la existencia del 
recurso y, a  su vez, para que constituyera abogado y notificara su 
memorial de defensa, como efectivamente lo hizo, mediante acto 
de fecha 22 de enero de 1971, del alguacil ae estrados de la Su-
prema Corte de Justicia, L. A. M.; que, por otra parte, el examen 
del memorial de casación notificado al recurrente, como el del ac-' 
to de alguacil mediante el cual se hizo dicha notificación, reve- 

lan que en ellos figuran todos los datos exigidos por el artículo 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad. 
para los emplazamientos ante ella, tal como el nombre y calidad 
del recurrente, la fecha, el lugar de la notificación, la sentencia 
contra la cual se recurrió, la constitución de abogados, 1 a elec-
ción de domicilio, etc.; que si bien en el acto de notificación' se 
expresa que el alguacil actúa a requerimiento del Dr. C. hijo, 
abogado del recurrente, obviamente se i.rata de un lapsus que 
aclaren tanto las conclusiones del Memorial como el Auto del 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia autorizando a empla-
zar, que en su parte decisoria expresa: "Autorizamos al recu-
rrente L. A. P., a emplazar a la parte contra quien se dirige el 
recurso; que en tales condicione, y habiéndose además hecho la 
notificación correspondiente dentro del plazo de 30 días de la au-
torización para emplazar, es obvio cito:, el voto de la ley quedó 
cumplido en la especie.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. 
No. 2534. 

CASACION.— Recursos contra una misma sentencia.— Pedi-
mento de fusión— Condición necesaria para poder fusionarlos.—
En la especie, el Lic. L. E. H. C. ha interpuesto un recurso de ta-
sación contra la misma sentencia impugnada por el presente re-
curso; que como aquel recurso no está en estado de ser fallado no 
puede ser fusionado con el que se falla ahora por lo que no -s 
posible acoger esta solicitud del recurrente.— B. J. No. 731, octu-
bre de 1971, Pág. No. 2766. 

CASACION.— Recurso en que se invocan errores procesales an-
te los jueces del fondo.— Deber del recurrente.— En la especie, 
el recurrente no ha señalado en qué consisten los errores procesa-
les que denuncia, por lo cual no ha puesto a la Suprema Corte de 
Justicia en condiciones de apreciar el motivo de sus alegátos al 
respecto.— B. J. No. 731. octubre de 1971, Pág. No. 2891. 

CASACION.— Recurso de la Componía aseguradora que en 
virtud del artículo 10 de la ley 4117 de 1955, haya sido puesta en 
causa.— Alcance.— Por aplicación del artículo 10 de la Ley No. 
4117 de 1955 resulta que la Compañía aseguradora tiene calidad 
para proponer cualquier alegato de forma o de fondo en relación 
con la infracción que ha generado la responsabilidad civil, toda 
ello aún cuando el recurso de la persona asegurada que ha sido 
puesta en causa como civilmente responsable, haya sido declara-
da inadmisible como ha ocurrido en la especie; que, por tanto, 
procede examinar en todo su alcance, los: medios de casación pro-
puestos.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. 2896. 

CASACION.— Recursos fundados en los mismos medios, contra 
una misma sentencia y contra los mismos recurridos.— Fusión (te 
los recursos para decidirlos por una sola sentencia.— B. J. No. 727, 

• Junio de 1971, Pág. No. 1943. 
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CASACION.— Tribunal ya apoderado de otros aspectos de la 
litis.— Facultad de la Suprema Corte de Justicia para ordenar que 
un solo tribunal conozca de todos los asuntos pendientes.— En la 
especie, al disponerse la casación del fallo impugnado por medio 
de esta sentencia, conviene, en interés de una más rápida adminis-
tración de justicia, y puesto que en el Octavo Medio la parte re-
currente sostiene que aún hay pendiente de solución, ante otros 
tribunales, otros aspectos de esta litis, en virtud de los envíos or-
denados por esta Suprema Corte de Justicia, según sus sentencias 
de fecha 31 de mayo de 1966, y 19 de julio de 1968, procede dis-
poner en virtud del artículo 29 de la Ley de Organización Judi-
cial. que el Tribunal designado por este fallo como tribunal de 
envío, tendrá capacidad para resolver todos los asuntos en rela-
ción con la litis, que se encuentren aún pendientes de solución an-
te otros tribunales, que quedan respectivamente desapoderados.  
B. J. No. 726, Mayo de 1971, pág. No. 1199 

CASACION.— Prevenido que se constituye en parte civil con-
tra el coprevenido.— Descargo.— Si la casación se hace en su ca-
lidad de parte civil debe motivarla.— B. J. No. 722, Enero de 1971, 
Pág. No. 236. 

CASACION POR CAUSA DE INCOMPETENCIA.— Medios de 
inadmisión del recurso.— No hay necesidad de ponderarlos, pues 
siendo de carácter absoluto la incompetencia que se proclama por 
esta sentencia, ella produce efectos necesariamente frente a to-
das las partes, pues lo contrario sería admitir la posibilidad de que 
la jurisdicción ordinaria fuese incompetente frente a uno y no fren-
te a otros lo que sería contrario a la indivisibilidad de la litis pen-
diente.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1051. 

CASACION.— Recurso.— Emplazamiento que no contiene las 
frases "cita y emplaza", pero si todos los requisitos exigidos por 
la ley.— Validez.— Si es cierto que en el acto de alguacil de fe-
cha 22 de octubre de 1970, mediante el cual se notificó al recurri-
do el memorial de casación del recurrente, y el Auto del Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, autorizando a emplazar, 
no se •  dice expresamente que el recurrente "cita y emplaza" al re-
currido a los fines de su recurso, no es menos cierto que por di-
cho acto se le notificó el memorial ele casación contentivo de su 
recurso, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia, en fecha 23 de setiembre de 1970, y también, según se con-
signa en el mismo acto, "Un auto autorizando a emplazar a la 
parte contra quien se deduce el presente recurso", lo que era su-
ficiente para que el recurrido entendiera que la notificación que 
se le hacía era para que tomara conocimiento de la existencia del 
recurso y, a  su vez, para que constituyera abogado y notificara su 
memorial de defensa, como efectivamente lo hizo, mediante acto 
de fecha 22 de enero de 1971, del alguacil ae estrados de la Su-
prema Corte de Justicia, L. A. M.; que, por otra parte, el examen 
del memorial de casación notificado al recurrente, como el del acj 
to de alguacil mediante el cual se hizo dIcha notificación, reví- 

Ian que en ellos figuran todos los datos exigidos por el artículo 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad. 
para los emplazamientos ante ella, tal como el nombre y calidad 
del recurrente, la fecha, el lugar de la notificación, la sentencia 
contra la cual se recurrió, la constitución de abogados, 1 a elec-
ción de domicilio, etc.; que si bien en el acto de notificación' se 
expresa que el alguacil actúa a requerimiento del Dr. C. hijo, 
abogado del recurrente, obviamente se trata de un lapsus que 
aclaren tanto las conclusiones del Memorial como el Auto del 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia autorizando a empla-
zar, que en su parte decisoria expresa: "Autorizamos al recu-
rrente L. A. P., a emplazar a la parte contra quien se dirige el 
recurso; que en tales condicione, y habiéndose además hecho la 
notificación correspondiente dentro del plazo de 30 días de la au-
torización para emplazar, es obvio que el voto de la ley quedó 
cumplido en la especie.— B. J. No. 73a, setiembre de 1971, Pág. 
No. 2534. 

CASACION.— Recursos contra una misma sentencia.— Pedi-
mento de fusión— Condición necesaria para poder fusionarlos.—
En la especie, el Lic. L. E. H. C. ha interpuesto un recurso de ta-
sación contra la misma sentencia impugnada por el presente fe-

: curso; que como aquel recurso no está en estado de ser fallado no 
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causa.— Alcance.— Por aplicación del artículo 10 de la Ley No. 
4117 de 1955 resulta que la Compañía aseguradora tiene calidad 
para proponer cualquier alegato de forma o de fondo en relación 
con la infracción que ha generado la responsabilidad civil, toda 
ello aún cuando el recurso de la persona asegurada que ha sido 
puesta en causa como civilmente responsable, haya sido declara-
da inadmisible como ha ocurrido en la especie; que, por tanto, 
procede examinar en todo su alcance, lar medios de casación pro-
puestos.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. 2896. 

CASACION.— Recursos fundados en los mismos medios, contra 
una misma sentencia y contra los mismos recurridos.— Fusión de 
los recursos para decidirlos por una sola sentencia.— B..1. No. 727, 
Junio de 1971, Pág. No. 1943. 

ecurso en ue se invocan errores procesales an-
te los jueces del fondo.— Deber del recurrente.— En la especie, 
el recurrente no ha señalado en qué consisten los errores procesa-
les que denuncia, por lo cual no ha puesto a la Suprema Corte de 
Justicia en condiciones de apreciar el motivo de sus alegátos al 
respecto.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2891. 
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CASACION.— Recurso de la Compañía Aseguradora en mate-
ria de accidente de automóvil.— Desistimiento del recurso de ape-
lación del prevenido.— Consecuencias sobre el recurso de casa-
ción de la Compañía aseguradora:— Si ciertamente la sentencia 
impugnada no tomó en cuenta el desistimiento alegado, ello no le 
hace agravio alguno a la compañía aseguradora, pues para de-
clarar la responsabilidad del asegurado, la Corte a-qua tenía de 
todos modos, (aceptara o no el desistimiento de manera expresa) 
que analizar y establecer los hechos de la prevención para poder 
resolver la situación de la persona puesta en causa como civil-
mente responsable y para decidir el recurso de la propia compa-
ñía aseguradora. B. J. No. 726, Mayo (ic 1971, pág. 1130. 

CASACION.— Recurso interpuesto contra autos de los Presi-
dentes de la Corte de Apelación y de la Cámara de Calificación.— 
Inadmisible.— Los Autos contra los cuales está dirigido el pre-
sente recurso de casación, no son de los comprendidos en el texto 
legal copiado precedentemente, pues se trata de simples autos de 
Administración Judicial; que por tanto, el recurso de casación que 
se examina resulta inadmisible al tenor del artículo 1ro. de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación.. - 13. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 1006. 

CASACION.— Recurrente que no emplaza dentro de los 30 días 
del Auto de autorización.— Solicitud de un nuevo Auto seguido 
de emplazamiento dentro del término de los 2 meses para recu-rrir en casación.— Validez.— Nada se opone a que un recurrente 
que haya omitido emplazar al recurrido dentro del término de 30 
días del auto que le autorizó a emplazar, solicite un nuevo auto y 
emplace, siempre que tal solicitud la haga dentro de los dos me-
ses a que se refiere el Art. 5, y sin que tenga que esperar que la 
Suprema Corte de Justicia decida La caducidad del primer recur-
so. - B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 909. 

CASACION.— Recurrente que no había apelado.— Casación li-
mitada a las costas.— Casación por vía de supresión y sin envío.—
En la especie, la recurrente H. K. no apeló contra el fallo iel 
Juez de Paz del Municipio de Villa Vásquez que la condenó, en 
defecto, por el delito de violación a la Ley No. 6186 de 1963, re-
formada por la Ley No. 659 de 1965, es obvio que ella no puede 
recurrir en casación contra la sentencia dictada por el Juez a-quo, en cuanto mantuvo, sobre apelación del Ministerio Público, las 
condenaciones pronunciadas por dich o Juez de Paz; que, por tan-
to, en lo que concierne a las condenaciones al fondo, el recurso 
de casación que se examina es inadmisible; que dentro de ese or-
den de ideas, ella no debió ser condenada en costas por el Tribu-
nal que juzgó la apelación del Procurador Fiscal; que en lo que 
respecta a ese punto, el fallo del Tribunal dictado le hizo agra-
vio, y, por ello ,su recurso es admisible en lo que atañe a tal pun-
to, por lo que procede que el mencionado fallo sea casado, en lo 
que toca a ese único aspecto, por vía de supresión y sin envio, ya 
que no quede nada por juzgar.— 13. J. No 723, Febrero de 1971, 
Pág. No. 542. 

XLII 

CESION DE CREDITO.— Máxima "res inter alios acta".— Ter-
cero demandado en justicia.— Derechos de este demandado.—
Si bien en principio, por aplicación de la máxima "Res inter Alios 
Acta", que tiene su base en el artículo 1165 del Código Civil, los ter-
ceros no pueden impugnar por vicio de formas o de fondo una 
convención, es claro que cuando se trata una cesión de crédi-
to, la que puede poner al cesionario en aptitud legal de accionar 
al d eudor cedido, éste al ser demandado en justicia a fines de pa-
go, puesto que tiene derecho como deudor a querer liberarse sola-

mente en las manos de un verdadero au eudor, o de un cesiona-
rio regular de éste, bien puede impugnar la demanda que le ha-
ya sido notificada, en base a que la cesión no le es oponible por 
no generar frente a él —por las irregularidades de que adolezca --- 
los derechos que se le reclaman; que el cerrarle las posibilidades 
de alegar esa onoponibilidad podría eventualmente exponer al deu-
dor a que ulteriormente tuviera que responder también frente al 
yerdadero acreedor si éste decidiere más tarde impugnar el con-

' trato de cesión por configurar, al carecer de precio, un enriqueci-
miento sin causa; pues evidentemente lo que no puede hacer un 
tercero por aplicación de la regla "Res inter Alios Acta", es to-
mar la iniciativa de impugnar una convención ,en la cual no inter-

, vino; pero, si en virtud de esa convención, el tercero es acciona-
do en justicia, entonces se crea una situacion distinta, y ese terce-
ro, haciendo uso de su derecho de defensa puede indudablemente 
proponer todo cuanto en derecho juzgue útil para evitar la opo-
nibilidad de dicha convención; que además, la cesión de un cré-
dito por medio de un simple acto que no contenga los elementos 
esenciales de una convención, equivald”ia a litigar por medio de 
interpósita persona, lo que implica en formá indirecta el autori-
zar a que se litigue por procuración, lo que no está permitido en 
nuestro derecho; que en ese orden de ideas, si bien el juez de pri-
mer grado no necesitaba llegar hasta declarar, como lo hizo, que 
la coñvención pactada era nula por haber degenerado en una do-
nación al parecer de precio, si debió acoger las conclusiones que 
le hizo la parte demandada de que el contrato en virtud del cual 
se le accionaba contenía "un mandato para litigar por procura-
ción", y en base a ello debió declarar no oponible ese contrato al 
deudor demandado a fin de situar a las partes en plano de igual-
dad y colocar las cosas en su verdadero y real estado; sobre todo 
que esa solución, no implicaba en modo alguno el negarle el de-
recho a la Compañía cedente de accionar ella posteriormente y en 
forma directa a su deudor, o a que lo hiciera un cesionario regu-
lar suyo; facultad que tenía también la Corte a-qua, en virtud del 
recurso de alzada, puesto que las conclusiones producidas ante 
ella situaban el debate en definitiva en la misma forma en que 
había sido presentado en primera instancia.— 13. J. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. No. 939. 

CESION DE CREDITO.— Máxima "res alios acta 	Ter- 
cero demandado en justicia.— Derecho de este demandado.—
B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 939. 
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CASACION.— Recurso de la Compañía Aseguradora en mate-
ria de accidente de automóvil.— Desistimiento del recurso de ape-
lación del prevenido.— Consecuencias sobre el recurso de casa-
ción de la Compañia aseguradora.— Si ciertamente la sentencia 
impugnada no tomó en cuenta el desistimiento alegado, ello no le 
hace agravio alguno a la compañía aseguradora, pues para de-
clarar la responsabilidad del asegurado, la •Corte a-qua tenía de 
todos modos, (aceptara o no el desistirnierto de manera expresa) 
que analizar y establecer los hechos de la prevención para poder 
resolver la situación de la persona puesta en causa como civil-
mente responsable y para decidir el recurso de la propia compa-
ñía aseguradora.-- B. J. No. 726, Mayo fic 1971, pág. 1130. 

CASACION.— Recurso interpuesto contra autos de los Presi-
dentes de la Corte de Apelación y de la Cámara de Calificación.— 
Inadmisible.— Los Autos contra los cuales está dirigido el pre-
sente recurso de casación, no son de los comprendidos en el texto 
legal copiado precedentemente, pues se trata de simples autos de 
Administración Judicial; que por tanto, el recurso de casación qne 
se examina resulta inadmisible al tenor del artículo 1ro. de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación.-- B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 1006. 

CASACION.— Recurrente que no emplaza dentro de los 30 días 
del Auto de autorización.— Solicitud de un nuevo Auto seguido 
de emplazamiento dentro del término de los 2 meses para recu-
rrir en casación.— Validez.— Nada se opone a que un recurrente 
que haya omitido emplazar al recurrido dentro del término de 30 
días del auto que le autorizó a emplazar, solicite un nuevo auto y 
emplace, siempre que tal solicitud la haga dentro de los dos me-
ses a que se refiere el Art. 5, y sin que tenga que esperar que la 
Suprema Corte de Justicia decida la caducidad del primer recur-
so.- - B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 909. 

CASACION.— Recurrente que no había apelado.— Casación li-
mitada a las costas.— Casación por vía de supresión y sin envio.—
En la especie, la recurrente H. K. no apeló contra el fallo id 
Juez de Paz del Municipio de Villa Vásquez que la condenó, en 
defecto, por el delito de violación a la Ley No. 6186 de 1963, re-
formada por la Ley No. 659 de 1965, es obvio que ella no puede 
recurrir en casación contra la sentencia dictada por el Juez a-quo, 
en cuanto mantuvo, sobre apelación del Ministerio Público, las 
condenaciones pronunciadas por dich o Juez de Paz; que, por tan-
to, en lo que concierne a las condenaciones al fondo, el recurso 
de casación que se examina es inadmisible; que dentro de ese or-
den de ideas, ella no debió ser condenada en costas por el Tribu-
nal que juzgó la apelación del Procurador Fiscal; que en lo que 
respecta a ese punto, el fallo del Tribunal dictado le hizo agra-
vio, y, por ello ,su recurso es admisible en lo que atañe a tal pun-
to, por lo que procede que el mencionado fallo sea casado, en le 
que toca a ese único aspecto, por vía de supresión y sin envío, ya 
que no queda nada por juzgar. - B. J. No 723, Febrero de 1971, 
Pág. No. 542. 
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CESION DE CREDITO.— Máxima "res inter albas acta".— Ter-
cero demandado en justicia.— Derechos de este demandado.—
Si bien en principio, por aplicación de la máxima "Res inter Alios 
Acta", que tiene su base en el artículo 1165 del Código Civil, los ter-
ceros no pueden impugnar por vicio de formas o de fondo una 
convención, es claro que cuando se trata de una cesión de crédi-
to, la que puede poner al cesionario en aptitud legal de accionar 
al d eudor cedido, éste al ser demandado en justicia a fines de pa-
go, puesto que tiene derecho como deudor a querer liberarse sola-
mente en las manos de un verdadero acieedoi, o de un cesiona-
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no generar frente a él —por las irregularidades de que adolezca--
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de alegar esa onoponibilidad podría eventualmente exponer al deu-
dor a que ulteriormente tuviera que responder también frente al 
yerdadero acreedor si éste decidiere más tarde impugnar el con-

' trato de cesión por configurar, al carecer de precio, un enriqueci-
miento sin causa; pues evidentemente lo que no puede hacer un 
tercero por aplicación de la regla "Res inter Alios Acta", es to-
mar la iniciativa de impugnar una convención .en la cual no inter-

, vino; pero, si en virtud de esa convención, el tercero es acciona-
do en justicia, entonces se crea una situacion distinta, y ese terce-
ro, .haciendo uso de su derecho de defensa puede indudablemente 
proponer todo cuanto en derecho juzgue útil para evitar la opo-
nibilidad de dicha convención; que además, la cesión de un cré-
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esenciales de una convención, equivaldría a litigar por medio de 
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zar a que se litigue por procuración, lo que no está permitido en 
nuestro derecho; que en ese orden de ideas, si bien el juez de pri-
mer grado no necesitaba llegar hasta declarar, como lo hizo, que 
la convención pactada era nula por haber degenerado en una do-
nación al parecer de precio, si debió acoger las conclusiones que 
le hizo la parte demandada de que el contrato en virtud del cual 
se le accionaba contenía "un mandato para litigar por procura-
ción", y en base a ello debió declarar no oponible ese contrato al 
deudor demandado a fin de situar a las partes en plano de igual-
dad y colocar las cosas en su verdadero y real estado; sobre todo 
que esa solución, no implicaba en modo alguno el negarle el de-
recho a la Compañía cedente de accionar ella posteriormente y en 
forma directa a su deudor, o a que lo hiciera un cesionario regu-
lar suyo; facultad que tenía también la Corte a-qua, en virtud del 
recurso de alzada, puesto que las conclusiones producidas ante 
ella situaban el debate en definitiva en la misma forma en que 
había sido presentado en primera instancia.— B. J. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. No. 939. 
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CESION DE CREDITO.— Monto de una reparación.— Conclu-
siones rechazadas sin dar motivo.— 13. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2604. 

CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES EN UN ACUSADO DE 
CRIMEN CASTIGADO CON TRABAJOS  PUBLICOS.— En la es-
pecie, estando castigado uno de los hechos antes mencionados con 
la pena de trabajos públicos que no es el máximo, aún aplicando 
como lo fue la regla del no cúmulo de penas, el Consejo a-qua 
debió tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 463 del Código 
Penal, párrafo 3o., modificado, según el cual si se admiten cir-
cunstancias atenuantes, cuando la ley imponga la pena de traba-
jos públicos que no sea el máximo ,los tribunales podrán rebajar la 
pena hasta prisión correccional cuya duración no podrá ser menos 
de un año; que, en consecuencia, al aplicarle el Consejo a-quo só-
lo seis meses de prisión correccional, violó por desconocimiento el 
texto antes citado, por lo cual el fallo impugnado debe ser casa-
do, a los fines a que está limitado el recurso interpuesto.— B. J. 
No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3434. 

COMITENCIA.— Presunción.— B. J. N). 723, Febrero de 1971, 
Pág. No. 292. 

COMITENCIA.— Prueba.— Presunciones.— B. J. No. 724, Mar-
zo de 1971, No. 633. 

COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Demanda en devolución de 
bienes.— Sentencia carente de base legal.— En la especie, los jur- . 

 ces del fondo debieron investigar, y no lo hicieron, antes de or-
denar la devolución de los bienes, en parte, a C. J. S. Vda. de E. C.. 
en su calidad de esposa común en bienes del Dr. E. C., si los bienes 
devueltos habían sido o no adquiridos durante dicho matrimonio, 
y, por tanto, formaban parte de la comunidad de bienes existentes 
entre ellos, investigación que se hacía necesaria sobre todo, por 
revelar el expediente la existencia de otro matrimonio celebrado 
con anterioridad por el Dr. E. C., o si, por el contrario se trataba de 
bienes propios por haber sido adquiridos antes de la celebración 
de esos matrimonios.-- B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. 427. 

COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Inmueble que se afirma ad-
quirió el esposo antes del matrimonio.-- Prueba no aportada.-
13. J. No. 723, Febrero de 1971. No. 340. 

COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Disolución por divorcio.—
Renuncia de la esposa a la comunidad.— Bienes reservados de la 
esposa.— Prueba.— Testimonio.— B. .J. No. 724, Marzo de 1971, 
Pág. No. 669. 

COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Partición.— Bienes propios.— 
Reempleo.— Prueba.— Artículo 1434 del Código Civil.— Inmue-
ble adquirido por la esposa con dinero proveniente de su matri- 
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monio anterior.— Ese inmueble entra en la comunidad.— Los jue-
ces del fondo para declarar que esta porción de terreno, que as-
ciende a 88 Has., 05 As., y 80 Cas., constituía un bien propio de la 
compradora, y, por tanto, no había formado parte del patrimonio 
de la comunidad de bienes que existía entre ella y su finado es-
poso, L. M. H., se basaron en que en el acto de venta se hizo cons-
tar que el precio lo pagó la compradora con dinero que había ad-
quirido durante un matrimonio anterior con M. M.; que conforme 
al artículo 1434 del Código Civil, para que exista el reempleo es 
necesario que se establezca que la adquisición se ha hecho con 
el i mporte proveniente de la venta del inmueble que era de la 
propiedad personal del cónyuge adquiriente, y con el fin de reem-
plazarlo; que como en la sentencia impugnada no consta que se 
haya probado que esta porción de la Purrela No. 5 fue adquirida 
con dinero proveniente de la venta de un bien propio de A. M. S. 
Vda. H., ni se ha establecido, como en el resto de la parcela, que 
ella tuviera la posesión real de esa porción con anterioridad a su 
segundo matrimonio, en la sentencia impugnada se ha descono-
cido el artículo 1434 del Código Civil, y el artículo 1404 del mis-
mo Código, por tanto, debe ser ,casada en cuanto se refiere a esta 
porción de la Parcela No. 5.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. 
No. 1592. 

COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Partición.— Documentos.—
Abogado que lee las conclusiones de un Colega.— En la especie, 
los documentos fueron depositados y de ello fue advertida la re-
currente por acto notificado en su domicilio de eleccióná que ella 
no pudo solicitar al juez de Primera Instancia, y no lo hizo, que 
no se tomaran en cuenta los documentos que entendía habían sido 
depositados fuera de plazo, sin que fuera un obstáculo para ello 
que otro abogado representara al abogado constituido, puesto que 
debe suponerse al representante con los mismos poderes y facul-
tades que el abogado representado.-- B. J. No. 727, Junio de 1971, 
Pag. No. 2006. 

COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Partición.— Hipoteca 'legal 
de la mujer casada.— Inscripción.— Consecuencias.— Articulo 
1463 del Código Civil.— Si ciertamente el acto de requerir la ins-
cripción de una hipoteca cualquiera es un principio de carácter 
conservatorio, es también cierto que las hipotecas que nacen de la 
ley (como la de la mujer casada) sólo necesitan ser inscritas pa-
ra tomar rango frente a los terceros; que, por tanto, cuando la mu-
jer casada se decide a hacer pública la hipoteca con que le favo-
rece la ley, requiriendo su inscripción, está efectuando con ello 
una manifestación formal, expresa y ostensible de su voluntad en 
un acto público, acto al cual es preciso atribuirle efectos jurídicos 
mandar; que esa actuación suya, así realizada, se relaciona directa 
e íntimamente con la situación que ha querido prever y resolver 
rectamente con la situación que ha querido prever y resolver 
el legislador en el artículo 1463 del Código Civil, al darle 
un plazo conminatorio y fatal para que manifieste su volun- 
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ciende a 88 Has., 05 As., y 80 Cas., constituía un bien propio de la 
compraddra, y, por tanto, no había formado parte del patrimonio 
de la comunidad de bienes que existía entre ella y su finado es-
poso, L. M. H., se basaron en que en el acto de venta se hizo cons-
tar que el precio lo 'pagó la compradora con dinero que había ad-
quirido durante un matrimonio anterior con M. M.; que conforme 
al artículo 1434 del Código Civil, para que exista el reempleo es 
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Pag. No. 2006. 
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1463 del Código Civil.— Si ciertamente el acto de requerir la ins-
cripción de una hipoteca cualquiera es un principio de carácter 
conservatorio, es también cierto que las hipotecas que nacen de la 
ley (como la de la mujer casada) sólo necesitan ser inscritas pa-
ra tomar rango frente a los terceros; que, por tanto, cuando la mu-
jer casada se decide a hacer pública la hipoteca con que le favo-
rece la ley, requiriendo su inscripción, está efectuando con ello 
una manifestación formal, expresa y ostensible de su voluntad en 
un acto público, acto al cual es preciso atribuirle efectos jurídicos 
mandar; que esa actuación suya, así realizada, se relaciona directa 
e íntimamente con la situación que ha querido prever y resolver 
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el legislador en el artículo 1463 del Código Civil, al darle 
un plazo conminatorio y fatal para que manifieste su volun- 
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tad en relación con los bienes de la comunidad matrimonial; 
que, por consiguiente, cuando una mujer casada ha requerido la 
inscripción de la hipoteca legal que le acuerda la ley, no se trata 
ya de un simple indicio que obligaría a les jueces a actuar dentro 
del campo de las presunciones, y que quedaría descartado —como 

indicio-- por la disposición contenida en la parte final del artículo 
1463 citado cuando dice "esta presunción no admite prueba en con-
trario", sino que se trata obviamente, de una decisión tomada ya 
por anticipado y en forma expresa por la mujer, lo que ha-
ce innecesario (salvo que haya actos ulteriores en contra-
rio) que ella reitere su aceptación a la comunidad matri-
monial dentro del plazo del artículo 1463 del Código Civil; 
que decidir lo contrario sería negarle efectos útiles a una ma-
nifestación de voluntad hecha en el acto jurídico que implica 
el requerimiento de ella de que se inscriba la hipoteca legal, que 
la beneficia; manifestación de voluntad que quedó ra'b.ustecida en 
la especie, cuando la recurrente otorgó poder para que demanda-
ra la partición, al abogado que la iba a representar en el divor-
cio, según consta en el documento precedentemente enumerado, el 
cual fue legalizado ante un Notario Púhlicc; que por otra parte 
si bien el legislador dominicano según la ley No. 937, de 1935, mo-
dificó el texto original del artículo 1463 del Código Civil, para 
darle el carácter de "jure et de jure" a la presunción que resul-
taba del hecho de que la mujer no hubiese manifestado su volun-
tad de aceptar la comunidad dentro del nlazo que ese texto esta-
blece, es necesario tener en cuenta que al dictarse la Ley No. 390, 
de 1940, que es una ley posterior a la que modificó el artículo 1463 
del Código Civil, el mismo legislador dominicano expresó en el 
preámbulo de dicha ley No. 390, su propósito de brindar protec-
ción a la mujer para "amparar a la esposa cuando tenga que re-
clamar en su favor el cumplimiento de los deberes que la ley im-
pone al marido", todo ello con la finalidad indiscutible de poner-
la en igualdad de condiciones que al hombre, que es el que admi-
nistra la comunidad; lo que en buena lógica jurídica la mujer 
en condiciones de inferioridad, es decir, de no discriminar, por 
lo cual cuando haya un texto anterior ciscriminatorio, como ocu-
rre con el artículo 1463 modificado del Código Civill. aue nada 
exige al hombre, es necesario interpretarlo en el sentido de lo 
justo al tenor de los avances legislativos ya logrados; y esa in-
terpretación conduce razonablemente a admitir, como se hace en 
la presente, que el plazo que establece el citado artículo 1463 del 
Código Civil no es un plazo único, sino un plazo f;nal, y que por 
tanto si ya ha habido una manifestación expresa de voluntad de 
la mujer casada de aceptar la comunidad matrimonial, (y eso re-
sulta de un acto jurídico hecho público) =10 es la inscripción de 
la hipoteca legal, cuando ella ulteriormente demanda la parti-
ción de la misma, su demanda no puede ser juzgada irrecibible 
porque no haya vuelto a reiterar su voluntad dentro del plazo del 
artículo 1463, puesto que ya no hay dudas del sentido y del al-
cance de su manifestación de voluntad.-- B. J. No. 727, Junio de 
1971, No. 2006. 
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COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Disolución.— Partición entre 
el cónyuge superviviente y sus hijos.— 13. J. No. 733, diciembre de 
1971, Pág. 3271_ 

COMUNIDAD CONYUGAL.— Partición de esa comunidad de 
bienes.— Dificultades.—  Artículo 977 del Código Civil.— Envio del 
asunto ante el juez de primera instancia.— Apelación.— Deber de 
la Corte.— B. J. No. 729, Agosto de 1911, Pág. No. 2451. 

COMPAÑIA DE COMERCIO.— Acciones — Dividendos.— Co-
munidad matrimonial.— Embargo retentivo.— Demanda en vali-
dez.— Partición de la comunidad sobreseimiento de la demanda 
en validez hasta que s e realice la partición.— Las acciones de una 
compañía de comercio, no constituyen un crédito contra la com-
pañía, sino que son la constancia o representación de cómo está 
dividido el capital social; pero si esas aciones producen dividen-
dos, tales beneficios sí constituyen ya un crédito de cada persona 
titular de las acciones; y, por tanto, ,?.s esa persona la que tiene 
derecho a ese crédito y puede ejercer trIclas las acciones que la 
ley autoriza, para lograr el pago correspondiente; que si la perso-
na titular de las acciones muere, obviamente éstas pasan a sus he-
rederos; y si como ocurrió en la especie hay una sola heredera 
y ésta es casada bajo el régimen de la comunidad, caen en la co-
munidad matrimonial por su carácter mobiliario; . y caen tam-
bién los dividendos que tales acciones hayan producido hasta k. I 
momento de disolverse la comunidad; los dividendos constituyen 
un crédito de ambos esposos; pero no de uno solo de ellos; por lo 
cual si se pretende cobrar los citados dividendos deben ha erío 
conjuntamente, pero no cada uno por su parte, a menos que §a se 
haya operado la partición de la comunidad y las acciones hayan 
sido atribuídas a uno de ellos en su lote, lo que es aplicable tam-
bién a los dividendos de esas acciones, no sólo porque ellos siguen 
con las características de indivisibilidad de las acciones que los 
han producido, sino porque ninguno de los dos esposos, mientras 
no se presente como un copartícipe ya liquidado, puede perseguir 
el pago; todo lo cual significa que tampoco puede embargar re-
tentivamente por el monto d e los beneficios (que es una forma de 
lograr el pago); y si un tal embargo se practica como medida pu-
ramente precautoria no puede ser validado, pues la validación ce 
un embargo retentivo, necesariamente supone la existencia de una 
deuda cierta, líquida y exigible; y, en la hipótesis que se plan-
tea no puede haber exigibilidad de uno soloLde los dos esposos 
interesados, en cuanto a los créditos que figuran 'en el activo de 
la comunidad, aún no dividida entre ellos aos por medio de una 
partición; pues si bien los artículos 1220 y siguientes del Código 
Civil se refieren a herederos, sus disposiciones son aplicables tam-
bién al caso de una comunidad matrimonial aún en curso de par-
tición, ya que el legislador ha querido proteger una situación de 
hecho, en donde siempre hay la posibilidad de crédito y de obli-
gaciones o deudas, y carecería de lógica hacer divisibles los pri-
meros, (los créditos) anticipándose a la partición mientras las se- 
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tad en relación con los bienes de la comunidad matrimonial; 
que, por consiguiente, cuando una mujer casada ha requerido la 
inscripción de la hipoteca legal que le acuerda la ley, no se trata 
ya de un simple indicio que obligaría a les jueces a actuar dentro 
del campo de las presunciones, y que quedaría descartado —como 

indicio—. por la disposición contenida en la parte final del artículo 
1463 citado cuando dice "esta presunción no admite prueba en con-
trario", sino que se trata obviamente, de una decisión tomada ya 
por anticipado y en forma expresa por la mujer, lo que ha-
ce innecesario (salvo que haya actos ulteriores en contra-
rio) que ella reitere su acentación a la comunidad matri-
monial dentro del plazo del 'artículo 1463 del Código Civil; 
que decidir lo contrario sería negarle efectos útiles a una ma-
nifestación de voluntad hecha en el acto jurídico que implica 
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ra la partición, al abogado que la iba a representar en el divor-
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cual fue legalizado ante un Notario Púhlicc; que por otra parte 
si bien el legislador dominicano según la ley No. 937, de 1935, mo-
dificó el texto original del artículo 1463 del Código Civil, para 
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clamar en su favor el cumplimiento de los deberes que la ley im-
pone al marido", todo ello con la finalidad indiscutible de poner-
la en igualdad de condiciones que al hombre, que es el que admi-
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justo al tenor de los avances legislativos ya logrados; y esa in-
terpretación conduce razonablemente a admitir, como se hace en 
la presente, que el plazo que establece el citado artículo 1463 del 
Código Civil no es un plazo único, sino un plazo final, y que por 
tanto si ya ha habido una manifestación expresa de voluntad de 
la mujer casada de aceptar la comunidad matrimonial, (y eso re-
sulta de un acto jurídico hecho público) Como es la inscripción de 
la hipoteca legal, cuando ella ulteriormente demanda la parti-
ción de la misma, su demanda no puede ser juzgada irrecibible 
porque no haya vuelto a reiterar su voluntad dentro del plazo del 
artículo 1463, puesto que ya no hay dudas del sentido y del al-
cance de su manifestación de voluntad.- - B. J. No. 727, Junio de 
1971, No. 2006. 

XLVI 

COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Disolución.— Partición entre 
el cónyuge superviviente y sus hijos.— 13. J. No. 733, diciembre de 
1971, Pág. 3270._ 

COMUNIDAD CONYUGAL.— Partición de esa comunidad de 
bienes.— Dificultades.—  Artículo 977 del Código Civil.— Envío del 
asunto ante el juez de primera instancia.— Apelación.— Deber de 
la Corte.— B. J. No. 729, Agosto de 1911, Pág. No. 2451. 

COMPAÑIA DE COMERCIO.— Acciones — Dividendos.— Co-
munidad matrimonial.— Embargo retentivo.— Demanda en vali-
dez.— Partición de la comunidad sobreseimiento de la demanda 
en validez hasta que s e realice la partición.— Las acciones de una 
compañía de comercio, no constituyen un crédito contra la com-
pañía, sino que son la constancia o representación de cómo está 
dividido el capital social; pero si esas aciones producen dividea-
dos, tales beneficios sí constituyen ya un crédito de cada persona 
titular de las acciones; y, por tanto, z›.s esa persona la que tiene 
derecho a ese crédito y puede ejercer Indas las acciones que la 
ley autoriza, para lograr el pago correspondiente; que si la perso-
na titular de las acciones muere, obviamente éstas pasan a sus he-
rederos; y si como ocurrió en la especie hay una sola heredera 
y ésta es casada bajo el régimen de la comunidad, caen en la co-
munidad matrimonial por su carácter mobiliario; . y caen tam-
bién los dividendos que tales acciones hayan producido hasta el 
momento de disolverse la comunidad; los dividendos constituyen 
un crédito de ambos esposos; pero no de uno solo de ellos; por lo 
cual si se pretende cobrar los citados dividendos deben hacerlo 
conjuntamente, pero no cada uno por su parte, a menos que la se 
haya operado la partición de la comunidad y las acciones hayan 
sido atribuídas a uno de ellos en su lote, lo que es aplicable tam-
bién a los dividendos de esas acciones, no sólo porque ellos siguen 
con las características de indivisibilidad de las acciones que los 
han producido, sino porque ninguno de los dos esposos, mientras 
no se presente como un copartícipe ya liquidado, puede perseguir 
el pago; todo lo cual significa que tampoco puede embargar re-
tentivamente por el monto d e los beneficios (que es una forma de 
lograr el pago); y si un tal embargo se practica como medida pu-
ramente precautoria no puede ser validado, pues la validación de 
un embargo retentivo, necesariamente supone la existencia de una 
deuda cierta, líquida y exigible; y, en la hipótesis que se plan-
tea no puede haber exigibilidad de uno solotde los dos esposos 
interesados, en cuanto a los créditos que figuran 'en el activo de 
la comunidad, aún no dividida entre ellos dos por medio de una 
partición; pues si bien los artículos 1220 y siguientes del Código 
Civil se refieren a herederos, sus disposiciones son aplicables tam-
bién al caso de una comunidad matrimonial aún en curso de par-
tición, ya que el legislador ha querido proteger una situación de 
hecho, en donde siempre hay la posibilidad de crédito y de obli-
gaciones o deudas, y carecería de lógica hacer divisibles los pri-
meros, (los créditos) anticipándose a la partición mientras las se- 
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gundas, (las deudas) no lo son; que, en la especie, puesto que era 
esa la situación planteada (uná comunidad matrimonial en curso 
de partición) lo procedente era, en buen de ,-echo, sobreseer la va-
lidación del embargo retentivo practcado hasta tanto se realizara 
la partición, y el embargante pudiera establecer que a él le habían 
correspondido esas acciones y que tenía derecho a ellas y a los be-
neficios que se hubieren producido.— B. J. No. 723, Febrero de 
1971, Pág. No. 444. 

COMPETENCIA.— Auto dictado por el Presidente de un tribu-
, nal colegiado.— Impugnación.— Tribunal competente.— Cuando el 

Presidente de un Tribunal Colegiado dicta un auto que cause agra-
vio a alguna de las partes, la vía que tiene ese interesado para 
hacer caer ese auto es el de la impugnación ante el mismo tribu-
nal en pleno; que como en la especie se trata de un recurso inter-
puesto contra el auto No. 125 del Presidente de la Cámara de 
Cuentas de la República, en funciones de Tribunal Superior Admi-
nistrativo, es claro que la Suprema Corte de Justicia no es el Tri-
bunal competente para conocer de esa impugnación, sino el Tri-
bunal Contencioso Administrativo en pleno.— B. J. No. 731, octu-
bre de 1971, Pág. No. 2880. 

CONCLUSIONES PRINCIPALES Y SUBSIDIARIAS.— Acogí,- 
miento de las subsidiarias sin dar motivos para el rechazamiento 
de las principales.— Sentencia que ordena una medida de instruc-
ción para ser realizada por un tribunal extranjero.— Sentencia ca-

rente de motivos.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. 469. 

CONTRABANDO.— Capitán de barco que trae mercancías sin do-
cumentación y sin pagar los derechos que ascendían a más de 26 
mil pesos.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 625. 

CONTRABANDO DE CIGARRILLOS.—.— Prisión y multa.—
Artículo 167 de la ley 3489 de 1953, modificado por la ley 302 de 
1966.— B. J. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1811. 

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA.— Jurisdicción.— Partido 
Político.— Cierre de un Programa radiofónico.— Plazo para ape-
lar.— Apelación tardía.— Cierre del programa es hecho notorio.—
Puesto que el recurrente reconoce "n tu memorial, el hecho del 
cierre de su programa, como efecto de la Resolución del Director 
General de Comunicaciones, es preciso admitir que tuvo conoci-
miento de la Resolución ya indicada en la fecha en que se produ-
jo, que tuvo que ser la misma que la del cierre del programa; que, 
el cierre de un programa radiofónico es un hecho tan notorio pa-
ra quien lo sostiene, sobre todo si se trata de un programa políti-
co, que el interesado en ese programa no puede dejar de darse 
cuenta de ese hecho, el mismo día que ocurre la suspensión.— B. 
J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 334. 

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.—  Jurisdicción.— Revisión 
contra una sentencia de esa jurisdicción.— Dictamen del Magistra- 
do Procurador General Administrativo.— En la especie, resulta in- 
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cuestionable que el Tribunal a-quo ha tratado el caso que se le 
planteó en la revisión como si se tratara de un litigio puramente 
civil entre particulares, cuya solución, por los Jueces, no puede 
exceder del marco de las conclusiones finales de las partes inte-
resadas que en las soluciones de los recursos cuyo conocimiento 
corresponde al Tribunal Superior Administrativo, por tratarse siem-
pre de cuestiones en las que está interesado el orden público, con-
trariamente a lo que ha dicho el Tribunal a-quo, en su sentencia, si 
bien deben tenerse en cuenta los alegatos y conclusiones de los par-
ticulares interesados y del Procurador General Administrativo pa-
ra fines de pura edificación, no pueden apartarse de las disposicio-
nes legales que conciernen a cada caso en las materias adminis-
trativas; que este criterio está claro y xpresamente consagrado 
en el artículo 29 de la Ley que instituye la Jurisdicción Contencio-
sa Administrativa No. 1494 de 1947 que dice así: "La sentencia 
podrá decidir el fondo del asunto o disponer las medidas de ins-
trucción que hubieren pedido las partes, :A el Tribunal las consi-
derare de lugar para el esclarecimiento asunto. Si tal fuere el 
caso, el Tribunal celebrará las audiencias que fueren necesarias, 
con asistencia o representación de las partes, hasta dictar senten-
cia definitiva.— Todas las sentencias del Tribunal Superior Ad-
ministrativo se fundamentarán en los preceptos dé carácter admi-
nistrativo que rijan el caso controvertido y en los principios que 
de ellos se deriven, y en caso de falta o insuficiencia de aquellos, 
en los preceptos adecuados de la legislación civil. Se redactarán en 
la misma forma de las sentencias de los Tribunales del Orden Ju-
dicial"; texto que representa la disposición sustantiva y funda-
mental de la citada Ley, puesto que el objeto de ella es asegurar 
el imperio de la legalidad en las actuaciones administrativas, im-
perio por el cual el Tribunal a-quo debe velar de un modo activo 
en todo caso sometido a su conocimiento y decisión.— B. J. No. 
725, Abril de 1971, Pág. No. 872. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo sumario.— Nombres 
de los testigos.— Aplicación del Artículo 413 del Código de Pro-
cedimiento Civil a la materia laboral.— De conformidad con el 
artículo 51 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, los asun-
tos sometidos a los tribunales laborales son considerados como ma-
teria sumaria, y, por tanto, están regulados por los artículos 407 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil; y aunque los he-
chos cuya prueba pretenda establecerse no tienen que ser articu-
lados, y basta que el fallo correspondiente contenga la enuncia-
ción de los mismos y la fijación del día y la hora en que los tes-
tigos serán oídos, no es menos cierto que el derecho de defensa 
debe quedar siempre protegido, y que el equilibrio entre las par-
tes en el proceso debe mantenerse, para io cual es necesario que 
se dé a la parte con interés contrario los nombres de los testigos 
cuya audición se propone, de acuerdo van el articulo 413 del Có-
digo de Procedimiento Civil que rige precisamente para la mate-
ria sumaria.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 218. 
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planteó en la revisión como si se tratara de un litigio puramente 
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exceder del marco de las conclusiones finales de las partes inte-
resadas que en las soluciones de los recursos cuyo conocimiento 
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cedimiento Civil a la materia laboral.— De conformidad con el 
artículo 51 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, los asun-
tos sometidos a los tribunales laborales son considerados como ma-
teria sumaria, y, por tanto, están regulados por los artículos 407 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil; y aunque los he-
chos cuya prueba pretenda establecerse no tienen que ser articu-
lados, y basta que el fallo correspondiente contenga la enuncia-
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digo de Procedimiento Civil que rige precisamente para la mate-
ria sumaria.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 218. 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Jus variandi.— Perjuicio moral. 
--Peón de camión que lo cambian a "sacar arroz".— Derecho del 
del trabajador a dimitir.— En la especie, puesto que la misma em-
presa recurrente admite que le había impuesto ur. castigo a los 
trabajadores demandantes de 15 días de suspensión y que luego, 
cuando ellos se reintegraron (al terminar el castigo) la empresa 
les dijo que "no iban en el camión sino a sacar arroz", sin estable-
cer que se trataba de un cambio temporal y por una emergencia, 
es claro que les impuso un cambio en sus labores habituales desem-
peñadas según el fallo impugnado durante un lapso de diez a on-
ce años, que implicaba por lo menos un perjuicio moral, por la 
humillación sufrida, lo cual fue en definitiva lo apreciado por el 
Juez a-quo aunque no lo dijera expresamente, y ello hacía inne-
cesario determinar si el cambio implicaba una disminución de sa-
larios o de jerarquía pues ya había iugar a aplicar el Art. 86, pá-
rrafo 8 del Código de Trabajo; y a considerar la dimisión justifi-
cada por la actitud del patrono, pues si bien el patrono tiene de-
recho excepcionalmente al "jus varian•i", esto no puede exten-
derse hasta darle una facultad caprichosa; nues la variación de :1- 
bores debe ser a condición de que no resulte para los trabajado-
res una situación más penosa, en lo cual preciso tener en cuen-
ta su habilidad habitual y que, por tanto, no sea vejatoria para el 
trabajador.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 208. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prueba.— La expre-
sión "Yo lo dejé de ver en ese tiempo" respuesta a la pregunta 
de si el reclamante, ahora recurrente "ft:ie despedido en 1967", no 
constituye prueba del despido, puesto que ese hecho debe ser pro-
bado de una manera clara y debe ser la manifestación de la vo-
luntad unilateral del patrono de poner fin al contrato".— B. J. No. 
723, Febrero de 1971, Pág. No. 419. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba.— Testimonios.— Diver-
gencias en los testimonios.— Deber de los jueces.— Cuando haya 
divergencias de detalle en las declaraciones de los testigos, pero 
en cambio, en esas declaraciones haya congruencia en relación con 
la cuestión esencial que se procura aclarar ,los jueces deben aten-
der más lo esencial y congruente de la declaración, que las diver-
gencias de detalle que pueda haber en ellas.— B. J. No. 723, Fe-
brero de 1971, Pág. No. 278. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Comparecencia personal de las 
partes sin asistencia de abogados.— Sentencia que decide el fondo 
sin darle oportunidad a la otra parte de concluir al fondo.— Casa-
ción.— El simple examen del fallo impugnado revela que los he-
chos sucedieron tal como lo expone el recurrente, y como constan 
en la certificación pretranscrita, o sea que las partes no fueron 
invitadas a concluir el fondo después de la medida ordenada, ni se 
celebró ninguna audiencia para debatir el caso; que el abogado 
de la demandante sometió su escrito el día siguiente de efectua-
da la comparecencia personal de ambas partes, y en él concluyó 
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al fondo; que ese escrito no le fue notificado a la contraparte, o 
sea al demandado' (hoy recurrente en casación), quien sólo ha-
bla tenido oportunidad en la primera audiencia de pedir que se 
ordenara la medida a que se ha venido haciendo referencia; que, 
en tales condiciones es obvio que se alteró la reglo de la igual-
dad en el debate y se lesionó el derecho de defensa.— B. J. No. 
724, Marzo de 1971, Pág. No. 840. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba.— Testimonio.— Relación 
de trabajadores.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 725. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Salario promedio.— Sentencia ca-
rente de base legal.— B .J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 717. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que ordena medidas de 
instrucción.— Casación.— Pedimento de suspensión de la ejecu-
ción de esa sentencia.— Conclusiones al fondo.— Lesión al dere-
cho de defensa.— En la especie si bien es cierto que la recurren-
te fue quien solicitó la fijación de la audiencia para la realización 
del contrainformativo y que ésta se fijó para el día 28 de julio de 
1970, también es verdad que la indicada recurrente notificó a los 
recurridos que habla pedido a la Suprema Corte de Justicia la sus-
pensión de la sentencia que había ordenado la información testi-
monial, lo que incuestionablemente significaba que la recurrente 
no iba a hacer uso en la indicada audiencia del contrainformati-
vo a que tenía derecho; que en esas condiciones, y como se trata-
ba de la materia laboral en que no hay cposición, es claro que 'os 
recurridos no podían .aprovechar esa audiencia para concluir al 
fondo sin antes darle a la recurrente la oportunidad de concluir 
también al fondo y presentar en tal ocasion sus medios de defen-
sa; que la Cámara a-qua al acoger la demanda de los trabajado-
res, no obstante la situación procesal antes apuntada, incurrió en 
la sentencia impugnada en las violaciones denunciadas.— B. J. N9 
724, Marzo de 1971, Pág. No. 678. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Autoridades laborales.— Asuntos 
en controversia.— Depuración.— Misión de los tribunales labora-
les.— Las decisiones de los funcionarios del Departamento de Tra-
bajo en las materias en que su actuación o su mediación está pre-
vista en el Código de Trabajo y en otras leyes, cuando de ellas 
resulte un perjuicio o un agravio particular, sea a los trabajado-
res o a los patrones, no pueden ser últimas y definitivas, ya que 
de serlo, estarían actuando como jueces; que, por tanto, esas de-
cisiones, cuando se refieran a casos en controversia, deben ser sus-
ceptibles de una depuración contradictoria que asegure el impe-
rio de la justicia en las relaciones obrero-patronales; que siendo 
en tales casos las partes en conflicto per:mas que defienden in-
tereses privados, como lo son los trabajadores y los patronos, es 
incuestionable que esa depuración contradictoria debe estar a car-
go de los tribunales laborales.— B. d. No. 724, Marzo de 1971, Pág. 
598. 
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da la comparecencia personal de ambas partes, y en él concluyó 
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al fondo; que ese escrito no le fue notificado a la contraparte, o 
sea al demandado (hoy recurrente en casación), quien sólo ha-
bla tenido oportunidad en la primera audiencia de pedir que se 
ordenara la medida a que se ha venido haciendo referencia; que, 
en tales condiciones es obvio que se alteró la regla de la igual-
dad en el debate y se lesionó el derecho de defensa.— B. J. No. 
724, Marzo de 1971, Pág. No. 840. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba.— Testimonio.— Relación 
de trabajadores.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 725. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Salario promedio.— Sentencia ca-
rente de base legal.— B .J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 717. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que ordena medidas de 
instrucción.— Casación.— Pedimento dé suspensión de la ejecu-
ción de esa sentencia.— Conclusiones al fondo.— Lesión al dere-
cho de defensa.— En la especie si bien es cierto que la recurren-
te fue quien solicitó la fijación de la audiencia para la realización 
del contrainformativo y que ésta se fijó para el día 28 de julio de 
1970, también es verdad que la indicada recurrente notificó a los 
recurridos que había pedido a la Suprema Corte de Justicia la sus-
pensión de la sentencia que había ordenado la información testi-
monial, lo que incuestionablemente significaba que la recurrente 
no iba a hacer uso en la indicada audiencia del contrainformati-
vo a que tenía derecho; que en esas condiciones, y como se trata-
ba de la materia laboral en que no hay oposición, es claro que `os 
recurridos no podían ,aprovechar esa audiencia para concluir al 
fondo sin antes darle a la recurrente la oportunidad de concluir 
también al fondo y presentar en tal ocasion sus medios de defen-
sa; que la Cámara a-qua al acoger la demanda de los trabajado-
res, no obstante la situación procesal antes apuntada, incurrió en 
la sentencia impugnada en las violaciones denunciadas.— B. J. N9 
724, Marzo de 1971, Pág. No. 678. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Autoridades laborales.— Asuntos 
en controversia.— Depuración.— Misión de los tribunales labora-
les.— Las decisiones de los funcionarios del Departamento de Tra-
bajo en las materias en que su actuación o su mediación está pre-
vista en el Código de Trabajo y en otras leyes, cuando de ellas 
resulte un perjuicio o un agravio particular, sea a los trabajado-
res o a los patrones, no pueden ser últimas y definitivas, ya que 
de serlo, estarían actuando como jueces; que, por tanto, esas de-
cisiones, cuando se refieran a casos en controversia, deben ser sus-
ceptibles de una depuración contradictoria que asegure el impe-
rio de la justicia en las relaciones obrero-patronales; que siendo 
en tales casos las partes en conflicto per5onas que defienden in-
tereses privados, como lo son los trabajadores y los patronos, es 
incuestionable que esa depuración contradictoria debe estar a car-
go de los tribunales laborales.— B. J. No. 724, Marze de 1971, Pág. 
598. 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Despido y no reducción de Per-
sonal.— Después de disponer y realizar las medidas informativas 
de lugar, el juzgado a-quo llegó a la convicción, como cuestión de 
hecho, de que las labores de carpintería en que laboran los tra-
bajadores ahora recurridos no se habían terminado y que reque-
rían trabajadores por tres meses más; que, en tales condiciones, no 
se trataba de una reducción permitida, sino de un despido.— B. J. 
No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono que no objeta el monto 
de las prestaciones sino que se defiende alegando que no debe na-
da.— En la especie, las prestaciones concedidas fueron fijadas por 
el juzgado a-quo en base a pedimentos precisos y determinados de 
los trabajadores, que fueron conocidos en la instrucción del caso 
por la recurrente; que, en esa ocasión no objetó la cuantía de esas 
prestaciones, como pudo hacerlo subsidiariamente, pues se limitó 
a postular la tesis global de aue la Resolución del Secretario del 
Trabajo No. 21-66 había puesto fin al caso; que, en tales condicio-
nes, sus alegatos en cuanto a este punto no pueden ser admitidos 
en casación.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que no asiste a sus 
labores, no obstante ser ligera su enfermedad.— Despido justifica-
do.— En la especie, se ha comprobado, que el médico actuante, Dr. 
Inñiguez, certificó que el trabajador "se encontraba padeciendo 
de ligeros quebrantos de salud", lo que unido al hecho comproba-
do por el juez a-quo de que él hizo un viaje al Cibao sin inconve-
nientes después de la expedición de ese Certificado Médico, pudo 
servirle de base, como le sirvió, para formar su convicción en el 
sentido de que ninguna causa grave justificaba el abandono que 
hizo el demandante de su trabajo durante varios días.— B. J. No. 
723, Febrero de 1971, Pág. No. 510. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción no invocada ante 
los jueces del fondo.— Medio nuevo en casación.— Inadmisible.—
Si bien las leyes laborales son en su conjunto de interés social, 
no todas sus disposiciones son de orden público, y las relativas a 
la prescripción no tienen ese carácter; que en consecuencia al no 
haber sido alegada dicha prescripción por ante los jueces del fon-
do, se trata de un medio nuevo que no puede ser propuesto por 
primera vez en casación.— B. J. No. 722, Enero de 1971, pág. No. 
223.. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Salarios adeudados.— Intereses.—
En el presente caso, los intereses legales concedidos no se refie-
ren sino al total de la demanda relativa a los salarios adeudados, 
caso en el cual nada se opone a la concesión de intereses a título 
indemnisatorio si son expresamente pedidos, como ocurrió en la 
especie.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Salarios adeudados.— Concilia-
ción no ejecutada en ese punto.— En la especie, el alegato que 
acaba de exponerse no fue expresamente propuesto al juzgado de  

fondo, para que se aclarase el alcance de la tentativa de concilia-
ción, por lo cual no puede ser admitido en casación, a menos que 
se alegue, con las debidas pruebas, que se ha incurrido en una des-
naturalización; debiendo añadirse, por ser conveniente, que, no 
obstante haberse debatido el caso en tres instancias de fondo, ese 
alegato en ningún monento fue expresamente formulado; siendo 
notorio que la recurrente, no obstante la importancia económica 
de esos salarios, no hace en su memorial ningún hincapié para de-
negar la existencia de esa deuda.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, 
Pág. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Reducción de personal.— Deci-
sión del Secretario de Estado de Trabajo.— Conflicto entre par-
tes.— Separación de Poderes.— Misión de los tribunales labora-
les.— En todo caso o situación en que haya controversia o conflic-
to entre partes en relación con intereses privados, el principio de 
la separación de poderes impone la actuación de los Tribunales del 
orden Judicial; que, en el caso ocurrente, esa actuación era la 
pertinente por tratarse de una controversia obrera-patronal tí-
pica; que el hecho de que el Código de Trabajo por conveniencia 
práctica le haya reservado una actuación previa al Secretario de 
Trabajo no le quita a esos casos su carácter de controversia obre-
ro-patronal; que, como de esa actuación preliminar pueden resul-
tar soluciones injustas y sin una debida defensa de todas las par-
tes en causa, nada más justo y lógico que la solución final ,sea re-
conocida a los Tribunales Judiciales, en esta materia, a los de ca-
rácter laboral. —B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo.— Obligación de dar 
a la parte adversa la lista de los testigos.— Articulo 413 del Códi-
go de Procedimiento Civil.— De conformidad con el artículo 51 de 
la Ley No. 637 sobre C•ntratos de Trabajo, los asuntos sometidos 
a los tribunales laborales son considerados como materia suma-
ria, es decir, reguladas por los artículos 407 y siguientes del Có-
digo de Procedimiento Civil; y aunque los hechos cuya prueba 
pretenda establecer no tienen aue ser articulados, y basta que el 
fallo correspondiente contenga la enunciación de los mismos y la 
fijación del día y la hora en que los testigos serán oídos, no es me-
nos cierto que el derecho de defensa deba quedar siempre prote-
gido y que el equilibrio entre las partes en el proceso debe man-
tenerse, para lo cual es necesario que se dé a la parte con interés 
contrario los nombres de los testigos cuya audición se propone de 
acuerdo con.el artículo 413 del Código de Procedimiento Civil que 
rige precisamente para la materia sumaria.— B. J. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. Nos. 1045 y 1080. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Certificación del acta de no com-
parecencia en conciliación.— Este documento es común a las partes 
y no requiere una sentencia que ordene su comunicación.— En la 
especie, al mencionar el fallo impugnado como pieza por éste 
aportada la Certificación le su no comparecencia a la conciliación, 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Despido y no reducción de Per-
sonal.— Después de disponer y realizar las medidas informativas 
de lugar, el juzgado a-quo llegó a la convicción, como cuestión de 
hecho, de que las labores de carpintería en que laboran los tra-
bajadores ahora recurridos no se habían terminado y que reque-
rían trabajadores por tres meses más; que, en tales condiciones, no 
se trataba de una reducción permitida, sino de un despido.— B. J. 
No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono que no objeta el monto 
de las prestaciones sino que se defiende alegando que no debe na-
da.— En la especie, las prestaciones concedidas fueron fijadas por 
el juzgado a-quo en base a pedimentos precisos y determinados de 
los trabajadores, que fueron conocidos en la instrucción del caso 
por la recurrente; que, en esa ocasión no objetó la cuantía de esas 
prestaciones, como pudo hacerlo subsidiariamente, pues se limitó 
a postular la tesis global de que la Resolución del Secretario del 
Trabajo No. 21-66 había puesto fin al caso; que, en tales condicio-
nes, sus alegatos en cuanto a este punto no pueden ser admitidos 
en casación.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que no asiste a sus 
labores, no obstante ser ligera su enfermedad.— Despido justifica-
do.— En la especie, se ha comprobado, que el médico actuante, Dr. 
Inñiguez, certificó Que el trabajador "se encontraba padeciendo 
de ligeros quebrantos de salud", lo que unido al hecho comproba-
do por el juez a-quo de que él hizo un viaje al Cibao sin inconve-
nientes después de la expedición de ese Certificado Médico, pudo 
servirle de base, como le sirvió, para formar su convicción en el 
sentido de que ninguna causa grave justificaba el abandono que 
hizo el demandante de su trabajo durante varios días.— B. J. No. 
723, Febrero de 1971, Pág. No. 510. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción no invocada ante 
los jueces del fondo.— Medio nuevo en casación.— Inadmisible.—
Si bien las leyes laborales son en su conjunto de interés social, 
no todas sus disposiciones son de orden público, y las relativas a 
la prescripción no tienen ese carácter; que en consecuencia al no 
haber sido alegada dicha prescripción por ante los jueces del fon-
do, se trata de un medio nuevo que no puede ser propuesto por 
primera vez en casación.— B. J. No. 722, Enero de 1971, pág. No. 
223.. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Salarios adeudados.— Intereses.—
En el presente caso, los intereses legales concedidos no se refie-
ren sino al total de la demanda relativa a los salarios adeudados, 
caso en el cual nada se opone a la concesión de intereses a título 
indemnisatorio si son expresamente pedidos, como ocurrió en la 
especie.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Salarios adeudados.— Concilia-
ción no ejecutada en ese punto.— En la especie, el alegato que 
acaba de exponerse no fue expresamente propuesto al juzgado de  

fondo, para que se aclarase el alcance de la tentativa de concilia-
ción, por lo cual no puede ser admitido en casación, a menos que 
se alegue, con las debidas pruebas, que se ha incurrido en una des-
naturalización; debiendo añadirse, por ser conveniente, que, no 
obstante haberse debatido el caso en tres instancias de fondo, ese 
alegato en ningún moinento fue expresamente formulado; siendo 
notorio que la recurrente, no obstante la importancia económica 
de esos salarios, no hace en su memorial ningún hincapié para de-
negar la existencia de esa deuda.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, 
Pág. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Reducción de personal.— Deci-
sión del Secretario de Estado de Trabajo.— Conflicto entre par-
tes.— Separación de Poderes.— Misión de los tribunales labora-
les.— En todo caso o situación en que haya controversia o conflic-
to entré partes en relación con intereses privados, el principio de 
la separación de poderes impone la actuación de los Tribunales del 
orden Judicial; que, en el caso ocurrente, esa actuación era la 
pertinente por tratarse de una controversia obrera-patronal tí-
pica; que el hecho de que el Código de Trabajo por conveniencia 
práctica le haya reservado una actuación previa al Secretario de 
Trabajo no le quita a esos casos su carácter de controversia obre-
ro-patronal; que, como de esa actuación preliminar pueden resul-
tar soluciones injustas y sin una debida defensa de todas las par-
tes en causa, nada más justo y lógico que la solución final ,sea re-
conocida a los Tribunales Judiciales, en esta materia, a los de ca-
rácter laboral. —B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 598. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo.— Obligación de dar 
a la parte adversa la lista de los testigos.— Artículo 413 del Códi-
go de Procedimiento Civil.— De conformidad con el artículo 51 de 
la Ley No. 637 sobre Cintratos de Trabajo, los asuntos sometidos 
a los tribunales laborales son considerados como materia suma-
ria, es decir, reguladas por los artículos 407 y siguientes del Có-
digo de Procedimiento Civil; y aunque los hechos cuya prueba 
pretenda establecer no tienen que ser articulados, y basta que el 
fallo correspondiente contenga la enunciación de los mismos y la 
fijación del día y la hora en Que los testigos serán oídos, no es me-
nos cierto que el derecho de defensa deba quedar siempre prote-
gido y que el equilibrio entre las partes en el proceso debe man-
tenerse, para lo cual es necesario que se dé a la parte con interés 
contrario los nombres de los testigos cuya audición se propone de 
acuerdo con_ el artículo 413 del Código de Procedimiento Civil que 
rige precisamente para la materia sumaria.— B. J. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. Nos. 1045 y 1080. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Certificación del acta de no com-
parecencia en conciliación.— Este documento es común a las partes 
y no requiere una sentencia que ordene su comtmicación.— En la 
especie, al mencionar el fallo impugnado como pieza por éste 
aportada la Certificación le su no comparecencia a la conciliación, 
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el recurrente pretende de ello que la sentencia recurrida atenta 
a su derecho de defensa y violó el Articulo 188 del Código de Pro-
cedimiento Civil; pero lo, cierto es, que la solución dada al caso 
por el Juez a-quo fue correcta, ya que dicha pieza, al formar par-
te del proceso, era común, y tenía que reputarse conocida por las 
partes en litis; que a mayor abundamiento, en la materia de que 
se trata, no existen nulidades de procedimiento a menos que no 
se trate de faltas graves que imposibiliten la solución del caso; lo 
que no ha sucedido en la especie.— B. J. No. 725, Abril de 1971, 
Pág. No. 1024. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido comunicado por carta.—
Fecha del depósito de la carta.— Artículo 19 del Reglamento 7676 
de 1951.— El articulo 19 del Reglamento No. 7676, del 1951, invo-
cado por la recurrente, dispone lo siguiente: "Cuando se ejerce el 
derecho al despido o a la dimisión, el patrono o el trabajador, se-
gún el caso lo comunicará personalmente o por carta al Departa-
mento de Trabajo o a la autoridad local que lo represente, donde 
se llevará un registro cronológico de las declaraciones, con indi-
cación de nombre y dirección exacta de la parte a quien se hará 
la denuncia. Si la declaración es por carta, enviada por correo, 
se transcribirán las menciones esenciales, tomándose como fecha 
de la declaración la del depósito de la carta en la oficina postal"; 
que no está controvertido que el depósito de la carta comunicando 
el despido se operó el 23 de octubre; que, por tanto, habiendo ocu-
rrido los hechos considerados como faltivos por la recurrente el 
15 de octubre, no había caducado el plazo de 15 días señalado por 
el articulo 80 del Código de Trabajo para que el patrono ejercie-
ra su derecho al despido, naturalmente quedando a su cargo la 
justificación del mismo; que al decidir el punto de que se trata 
en sentido contrario, el Juzgado a-quo violó por desconocimiento 
el.artículo 19 del Reglamento No. 7676.— B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 987. 

CONTRATOS.— Calificación.— Cuestión de derecho sujeto al 
control de la casación.— La calificación de los contratos interve-
nidos entre las partes en litigio es una cuestión de derecho sujeta 
al control de la casación; que, en la especie, la determinación de 
la clase de contrato convenido entre éstos es necesario, pues de 
ello depende la solución del caso.— B. J. No. 725, Abril de 1971, 
Pág. No. 994. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testigo.— Tacha.— Testigo que 
rindió un informe conocido por el trabajador.— Artículo 282 del 
Código de Procedimiento Civil.— En la especie el documento en 
que se basó el juez a-quo para estimar que la tacha propuesta tar-
díamente estaba justificada por escrito, había sido presentado 
cuando se discutió el caso ante el juez de primer grado, lo que sig-
nifica que los trabajadores demandantes conocían ese documento. 
que sirvió de base precisamente al primer juez para declarar jus-
tificado el despido; y es necesario admitir para una buena admi-
nistración de justicia, que especialmente en la materia laboral en 
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donde nada se opone a que sean presentados como testigos los pro-
pios compañeros de labor, la aportación al debate de un reporte 
o un informe a un superior, no descalifica por si solo a quien lo 
afirma para que pueda ser aportado como testigo, por cualquiera 
de las dos partes, quedando desde luego dentro de las facultades 
soberanas del juez el apreciar la sinceridad o no de ese testimo-
nio; pero, el descartarlo -,juzgándole tachable, por ese solo hecho, 
y cuando el documento era del conocimiento de ambas partes y 
la tacha no fue propuesta antes de su juramentapión y declara-
ción, lo que implica una aceptación tácita a que declarara, confi-
gura, en la especie una errónea aplicación del artículo 282 del Có-
digo de Procedimiento Civil; sobre todo que habiendo sometido el 
documento o informe que sirve de base a la tacha tadíamente pro-
puesta, y presentado como prueba documental, la audición del 
testigo en apelación podía conducir a robustecer o no el ca-
so que él había presenciado y que había sido reportado como 
falta; a lo cual se agrega que si el juez estimaba insuficiente 
lo declarado por los otros testigos que. interrogó en el informa-
tivo, según lo revela el fallo' dictado, bien pudo, y no lo hizo, or-
denar cualquier otra medida de instrucción, en virtud del papel 
activo que tienen los tribunales en la materia laboral. —B. J. No. 
725, Abril de 1971, Pág. No. 878. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba.— Renuncia al contrain-
formativo.— En la especie, habiendo la Cámara a-qua ordenado un 
informativo para esclarecer los hechos de la demanda, el recu-
rrente tenia la oportunidad del contrainformativo para probar su3 
alegatos, a lo cual renunció lo que dejaba al Juez a-quo en condi-
ciones de edificarse en base al testigo oído en el informativo, sin 
incurrir con ello en vicio alguno.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, 
Pág. No. 1722. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono aparente.— En la espe-
cie, se establece que el almacén donde el demandante trabajaba era 
propiedad P. P. A., pues "todo el mundo lo conoce como dueño, 
pues él lo representa y administra", por lo que aún en la hipóte-
sis —dice el fallo impugnado— de que existiera la alegada com-
pañía por acciones, A. es que tiene "la apariencia de dueño y fue 
correctamente demandado"; que, además el cheque de RD$20.00 a 
que se refiere el recurrente fue ponderado por la Cámara a-qua, 
declarando que ese cheque no era suficiente para establecer la 
existencia de lá compañía; como tampoco el acta presentada, pues 
por el informativo ordenado quedó claramente evidenciado que P. 
P. A. tenía frente al trabajador toda la apariencia de duefio", se-
gún se dijo antes.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1722. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Huelga.— Abandono del trabajo 
sin dar cumplimiento a las formalidades señaladas en los artícu-
los 368 al 379 del Código de Trabajo.— Con el fin de conciliar el 
derecho de huelga de los trabajadores con la necesidad de inte-
rés social de que las actividades productivas a cargo, a la vez, de 
patronos y obreros, no sufran interrupciones injustificadas e in- 
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el recurrente pretende de ello que la sentencia recurrida atenta 
a su derecho de defensa y violó el Artículo 188 del Código de Pro-
cedimiento Civil; pero lo, cierto es, que la solución dada al caso 
por el Juez a-quo fue correcta, ya que dicha pieza, al formar par-
te del proceso, era común, y tenía que reputarse conocida por las 
partes en litis; que a mayor abundamiento, en la materia de que 
se trata, no existen nulidades de procedimiento a menos que ae 
se trate de faltas graves que imposibiliten la solución del caso; lo 
que no ha sucedido en la especie.— B. J. No. 725, Abril de 1971. 
Pág. No. 1024. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido comunicado por carta.—
Fecha del depósito de la carta.— Artículo 19 del Reglamento 7676 
de 1951.— El artículo 19 del Reglamento No. 7676, del 1951, invo-
cado por la recurrente, dispone lo siguiente: "Cuando se ejerce el 
derecho al despido o a la dimisión, el patrono o el trabajador, se-
gún el caso lo comunicará personalmente o por carta al Departa-
mento de Trabajo o a la autoridad local que lo represente, donde 
se llevará un registro cronológico de las declaraciones, con indi-
cación de nombre y dirección exacta de la parte a quien se hará 
la denuncia. Si la declaración es por carta, enviada por correo, 
se transcribirán las menciones esenciales, tomándose como fecha 
de la declaración la del depósito de la carta en la oficina postal"; 
que no está controvertido que el depósito de la carta comunicando 
el despido se operó el 23 de octubre; que, por tanto, habiendo ocu-
rrido los hechos considerados como faltivos por la recurrente el 
15 de octubre, no había caducado el plazo de 15 días señalado por 
el artículo 80 del Código de Trabajo para que el patrono ejercie-
ra su derecho al despido, naturalmente quedando a su cargo la 
justificación del mismo; que al decidir el punto de que se trata 
en sentido contrario, el Juzgado a-quo violó por desconocimiento 
el-artículo 19 del Reglamento No. 7676.— B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 987. 

CONTRATOS.— Calificación.— Cuestión de derecho sujeto al 
control de la casación.— La calificación de los contratos interve-
nidos entre las partes en litigio es una cuestión de derecho sujeta 
al control de la casación; que, en la especie, la determinación de 
la clase de contrato convenido entre éstos es necesario, pues de 
ello depende la solución del caso.— B. J. No. 725, Abril de 1971, 
Pág. No. 994. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testigo.— Tacha.— Testigo que 
rindió un informe conocido por el trabajador.— Artículo 282 del 
Código de Procedimiento Civil.— En la especie el documento en 
que se basó el juez a-quo para estimar que la tacha propuesta tar-
díamente estaba justificada por escrito, había sido presentado 
cuando se discutió el caso ante el juez de primer grado, lo que sig-
nifica que los trabajadores demandantes conocían ese documento. 
que sirvió de base precisamente al primer juez para declarar jus-
tificado el despido; y es necesario admitir para una buena admi-
nistración de justicia, que especialmente en la materia laboral en 
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donde nada se opone a que sean presentados como testigos los pro-
pios compañeros de labor, la aportación al debate de un reporte 
o un informe a un superior, no descalifica por sí solo a quien lo 
afirma para que pueda ser aportado como testigo, por cualquiera 
de las dos partes, quedando desde luego dentro de las facultades 
soberanas del juez el apreciar la sinceridad o no de ese testimo-
nio; pero, el descartarlo •,juzgándole tachable, por ese solo hecho, 
y cuando el documento era del conocimiento de ambas partes y 
la tacha no fue propuesta antes de su juramentapión y declara-
ción, lo que implica una aceptación tácita a que declarara, confi-
gura, en la especie una errónea aplicación del artículo 282 del Có-
digo de Procedimiento Civil; sobre todo que habiendo sometido el 
documento o informe que sirve de base a la tacha tadíamente pro-
puesta, y presentado como prueba documental, la audición del 
testigo en apelación podía conducir a robustecer o no el ca-
so que él había presenciado y que había sido reportado como 
falta; a lo cual se agrega que si el juez estimaba insuficiente 
lo declarado por los otros testigos que.interrogó en el informa-
tivo, según lo revela el fallo dictado, bien pudo, y no lo hizo, or-
denar cualquier otra medida de instrucción, en virtud del papel 
activo que tienen los tribunales en la materia laboral. —B. J. No. 
725, Abril de 1971, Pág. No. 878. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba.— Renuncia al contrain-
formativo.— En la especie, habiendo la Cámara a-qua ordenado un 
informativo para esclarecer los hechos de la demanda, el recu-
rrente tenía la oportunidad del contrainformativo para probar SL13 

alegatos, a lo cual renunció lo que dejaba al Juez a-quo en condi-
ciones de edificarse en base al testigo oído en el informativo, sin 
incurrir con ello en vicio alguno.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, 
Pág. No. 1722. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono aparente.— En la espe-
cie, se establece que el almacén donde el demandante trabajaba era 
propiedad P. P. A., pues "todo el mundo lo conoce como dueño, 
pues él lo representa y administra", por lo que aún en la hipóte-
sis —dice el fallo impugnado— de que existiera la alegada com-
pañía por acciones, A. es que tiene "la apariencia de dueño y fue 
correctamente demandado"; que, además el cheque de RD$20.00 a 
que se refiere el recurrente fue ponderado por la Cámara a•qua, 
declarando que ese cheque no era suficiente para establecer la 
existencia de la compañía; como tampoco el acta presentada, pues 
por el informativo ordenado quedó claramente evidenciado que P. 
P. A. tenía frente al trabajador toda la apariencia de dueño", se-
gún se dijo antes.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1722. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Huelga.— Abandono del trabajo 
sin dar cumplimiento a las formalidades señaladas en los artícu-
los 368 al 379 del Código de Trabajo.— Con el fin de conciliar el 
derecho de huelga de los trabajadores con la necesidad de inte-
rés social de que las actividades productivas a cargo, a la vez, de 
patronos y obreros, no sufran interrupciones injustificadas e in- 
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tempestivas, el Código de Trabajo somete a una regulación meti-
culosa el ejercicio de aquel derecho, contenida en los artículos 
368 al 379 de dicho Código; que, el artículo 374 de ese Código pau-
ta clara y explícitamente todas y cada una de las formalidades que 
deben cumplir los trabajadores que proyecten paralizar su traba-
jo, para declararse materialmente en huelga, o sea para convertir 
el proyecto de huelga en una huelga efectiva y material ,parali-
zándose en su trabajo; que, aún cumplidas todas las formalida-
des, la paralización material del trabajo no puede efectuarse líci-
tamente sino después de quince días de la exposición que se ha-
ya hecho, con todas las anunciaciones detalladas en el artículo 374 
ya citado, a la Secretaría de Estado de Trabajo; que, conforme al 
artículo 375 del mismo Código ,sólo después de cumplidas por los 
trabajadores las formalidades del artículo 374, quedan suspendi-
dos de pleno derecho los contratos de los trabajadores en huelga 
e imposibilitados los despidos; que, en la especie, fue establecido, 
como cuestión de hecho, que los trabajadores recurrentes parali-
zaron sus trabajos sorpresivamente, sin cumplir las formalidades 
del artículo 374, que ese abandono efectivo del trabajo antes de 
declararse regularmente el estado de huelga quedó finalmente 
comprobado, según la sentencia impugnada ,por la sentencia que 
dictó la Corte de Apelación declarando la huelga ilegal, declara-
toria que se fundó en incumplimiento, por parte de los trabaja-
dores, de las formalidades del artículo 374; que el Juzgado a-quo 
pudo tomar, según lo hizo, como prueba corroborativa del abando-
no del trabajo sin las debidas formalidades, lo decidido por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo que le fue aportado por la 
actual recurrente, sin que ello representara el darle a esa decisión 
un efecto retroactivo, pues en cuanto al abandono sin formalida-
des del trabajo, el fallo de la Corte de Apelación, no representaba 
sino el reconocimiento de hechos e incumplimientos de formalida-
des ocurridas precisamente con anterioridad a dicho fallo; que, 
por todo lo expuesto, resulta evidente que los trabajadores de la 
Fábrica de Cemento, en el caso ocurrente, si dicron motivos de 
ser despedidos por abandono del trabajo antes de encontrarse en 
el estado de inmunidad que surge de una huelga regularmente de-
clarada y a los quince días de ello, como ha sido establecido por el 
Juzgado a-quo en la especie, no podían reclamar válidamente las 
prestaciones que prevé el Código de Trabajo para el caso de des-
pido injustificado; que, finalmente, la tesis de los recurrentes se-
gún la cual desde que los trabajadores, cual que sea la situación 
o actuación de ellos, paralizan el trabajo, están a salvo de despi-
do hasta la declaratoria de la Corte de Apelación y que sólo des-
pués de la declaratoria de ilegalidad de la huelga es permitido el 
despido de los trabajadores, representa una insuficiente compren-
sión del sistema del Código de Trabajo acerca de este punto; des-
pués de la declaración de la ilegalidad de una huelga por la Cor-
te de Apelación por un fallo que no representa sino la constancia 
de que no se han cumplido determinadas formalidades, hasta el 
punto de que ese fallo no está sujeto a recurso alguno, lo que ocu-
rre no es la recuperación por el patrono del derecho de despido 
que estaba suspendido por la huelga declarada —si lo estaba 
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regularmente, según se ha analizado antes—, sino una situación 
completamente distinta, según el artículo 379 del Código de Tra-
bajo, que consiste en la terminación de los contratos de los tra-
bajadores en huelga sin responsabilidad para el patrono, dispo-
niendo ese texto que, para las relaciones entre el patrono y sus tra-
bajadores en retiro surjan de nuevo, se hace necesario que inter-
vengan nuevos contratos.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Págs. 1643 
y 1657. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.—  Demanda 
en pago de esas oras.— Las demandas de los trabajadores por ho-
ras extras trabajadas y no pagadas, no están de ningún modo vin-
culadas a la suerte de las demandas fundadas en despido alegada-
mente injustificados, aunque en la práctica dicho pago general-
mente se persigue al mismo tiempo que el de las prestaciones a 
que dan lugar las acciones por despidos no justificados.— B. J. No. 
726, Mayo de 1971, Pág. No. 1576. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Reclamación de salario por ho-
ras extraordinarias.— Prescripción no alegada ante los jueces del 
londo.— El medio de la prescripción en materia laboral no es de 
orden público; que, por lo tanto, cuando no ha sido propuesto por 
ante los jueces del fondo, como es el caso, no puede ser suscitado 
por primera vez ante la Suprema Corte de Justicia, (en sus fun-
ciones de Corte de Casación); que, por, lo tanto, el presente medio, 
dirigido contra el ordinal cuarto del dispositivo de la sentencia im-
pugnada, debe ser desestimado.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, 
pág. No. 1576.   

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio no ponderado en todo 
su alcance.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1576. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Conciliación.— Poder.— Cuándo 
debe ser presentado.— Omisión de la presentación de esos docu-
mentos cuando el patrono lo exigió.— La existencia de dichos do-
cumentos, por sí misma, al momento de la tentativa de la conci-
liación, no bastaba para que el voto de la ley se considerara cum-
plido; que era necesario además. que los expresados documentos 
contentivos de la alegada procuración, hubies 	sido presentados 
al abogado que representó a la E. C. C. por 	e uando éste lo re- 
quirió a S., y que éste no lo hizo, según se consigna en el acta co-
rrespondiente; que esta omisión frustró, pues la oportunidad de 
un posible entendimiento entre las partes, ya que, en esta parti-
cular circunstancia, la E. carecía de las seguridades necesarias pa-
ra avenirse a un entendimiento válido con los demandantes; que 
en tales circunstancias es preciso admitir que la demanda de los 
trabajadores era inadmisible. Y así debió declararlo en su deci-
sión el juez a-quo, aunque ello no le hubiese sido propuesto, pues 
tratándose de una cuestión de orden público, el Juzgado de que se 
trata debió suscitarlo de oficio.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, 
pág. No. 1199. 
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tempestivas, el Código de Trabajo somete a una regulación meti-
culosa el ejercicio de aquel derecho, contenida en los artículos 
368 al 379 de dicho Código; que, el artículo 374 de ese Código pau-
ta clara y explícitamente todas y cada una de las formalidades que 
deben cumplir los trabajadores que proyecten paralizar su traba-
jo, para declararse materialmente en huelga, o sea para convertir 
el proyecto de huelga en una huelga efectiva y material ,parali-
zándose en su trabajo; que, aún cumplidas todas las formalida-
des, la paralización material del trabajo no puede efectuarse líci-
tamente sino después de quince días de la exposición que se ha-
ya hecho, con todas las anunciaciones detalladas en el artículo 374 
ya citado, a la Secretaría de Estado de Trabajo; que, conforme al 
artículo 375 del mismo Código ,sólo después de cumplidas por los 
trabajadores las formalidades del artículo 374, quedan suspendi-
dos de pleno derecho los contratos de los trabajadores en huelga 
e imposibilitados los despidos; que, en la especie, fue establecido, 
como cuestión de hecho, que los trabajadores recurrentes parali-
zaron sus trabajos sorpresivamente, sin cumplir las formalidades 
del artículo 374, que ese abandono efectivo del trabajo antes de 
declararse regularmente el estado de huelga quedó finalmente 
comprobado, según la sentencia impugnada ,por la sentencia que 
dictó la Corte de Apelación declarando la huelga ilegal, declara-
toria que se fundó en incumplimiento, por parte de los trabaja-
dores, de las formalidades del artículo 374; que el Juzgado a-quo 
pudo tomar, según lo hizo, como prueba corroborativa del abando-
no del trabajo sin las debidas formalidades, lo decidido por l 
Corte de Apelación de Santo Domingo que le fue aportado por la 
actual recurrente, sin que ello representara el darle a esa decisión 
un efecto retroactivo, pues en cuanto al abandono sin formalida-
des del trabajo, el fallo de la Corte de Apelación, no representaba 
sino el reconocimiento de hechos e incumplimientos de formalida-
des ocurridas precisamente con anterioridad a dicho fallo; que, 
por todo lo expuesto, resulta evidente que los trabajadores de la 
Fábrica de Cemento, en el caso ocurrente, si dieron motivos de 
ser despedidos por abandono del trabajo antes de encontrarse en 
el estado de inmunidad que surge de una huelga regularmente de-
clarada y a los quince días de ello, como ha sido establecido por el 
Juzgado a-quo en la especie, no podían reclamar válidamente las 
prestaciones que prevé el Código de Trabajo para el caso de des-
pido injustificado; que, finalmente, la tesis de los recurrentes se-
gún la cual desde que los trabajadores, cual que sea la situación 
o actuación de ellos, paralizan el trabajo, están a salvo de despi-
do hasta la declaratoria de la Corte de Apelación y que sólo des-
pués de la declaratoria de ilegalidad de la huelga es permitido el 
despido de los trabajadores, representa una insuficiente compren-
sión del sistema del Código de Trabajo acerca de este punto; des-
pués de la declaración de la ilegalidad de una huelga por la Cor-
te de Apelación por un fallo que no representa sino la constancia 
de que no se han cumplido determinadas formalidades, hasta el 
punto de que ese fallo no está sujeto a recurso alguno, lo que ocu-
rre no es la recuperación por el patrono del derecho de despido 
que estaba suspendido por la huelga declarada —si lo estaba 
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regularmente, según se ha analizado antes—, sino una situación 
completamente distinta, según el artículo 379 del Código de Tra-
bajo, que consiste en la terminación de los contratos de los tra-
bajadores en huelga sin responsabilidad para el patrono, dispo-
niendo ese texto que, para las relaciones entre el patrono y sus tra-
bajadores en retiro surjan de nuevo, se hace necesario que inter-
vengan nuevos Contratos.-- 13. J. No. 726, Mayo de 1971, Págs. 1643 

1657. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.— Demanda 
en pago de esas oras.— Las demandas de los trabajadores por ho-
ras extras trabajadas y no pagadas, no están de ningún modo vin-
culadas a la suerte de las demandas fundadas en despido alegada-
mente injustificados, aunque en la práctica dicho pago general-
mente se persigue al mismo tiempo que el de las prestaciones a 
que dan lugar las acciones por despidos no justificados.— B. J. No. 
726, Mayo de 1971, Pág. No. 1576. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Reclamación de salario por ho-
ras extraordinarias.— Prescripción no alegada ante los jueces del 
fondo.— El medio de la prescripción en materia laboral no es de 
orden público; que, por lo tanto, cuando no ha sido propuesto por 
ante los jueces del fondo, como es el caso, no puede ser suscitado 
por primera vez ante la Suprema Corte de Justicia, (en sus fun-
ciones de Corte de ('asación); que, por, lo tanto, el presente medio, 
dirigido contra el ordinal cuarto del dispositivo de la sentencia im-
pugnada, debe ser desestimado.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, 
pág. No. 1576. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio no ponderado en todo 
su alcance.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1576. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Conciliación.— Poder.— Cuándo 
debe ser presentado.— Omisión de la presentación de esos docu-
mentos cuando el patrono lo exigió.— La existencia de dichos do-
cumentos, por sí misma, al momento de la tentativa de la conci-
liación, no bastaba para que el voto de la ley se considerara cum-
plido; que era necesario además, que los expresados documentos 
contentivos de la alegada procuración, hubies sido presentados 
al abogado que representó a la E. C. C. por . uando éste lo re-
quirió a S., y que éste no lo hizo, según se consigna en el acta co-
rrespondiente; que esta omisión frustró, pues la oportunidad de 
un posible entendimiento entre las partes, ya que, en esta parti-
cular circunstancia, la E. carecía de las seguridades necesarias pa-
ra avenirse a un entendimiento válido con los demandantes; que 
en tales circunstancias es preciso admitir que la demanda de los 
trabajadores era inadmisible. Y así debió declararlo en su deci-
sión el juez a-quo, aunque ello no le hubiese sido propuesto, pues 
tratándose de una cuestión, de orden público, el Juzgado de que se 
trata debió suscitarlo de oficio.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, 
pág. No. 1199. 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Preliminar de conciliación.— 
Apoderados.— Obligación de presentar el poder si se lo requie-
ren.— El tenor de lo que dispone el artículo 47 de la Ley No. 637 
de 1944, sobre Contratos de Trabajos, "toda controversia surgida 
corno consecuencia de un contrato de trabajo, deberá ser someti-
da previamente al Departamento de Trabajo, que actuará como 
amigable componer entre las partes"; que al dictar dicha dis-
posición, que está en todo conforme con lo que al respecto pro-
clama el principio VIII del Código de Trabajo, lo que el legisla-
dor ha perseguido, esencialmente, es que las relaciones obrero-
patronales se efectúen dentro de un clima de buen entendimien-
to, y se prevengan, en cuanto ello sea posible, cualesquiera clases 
de contestaciones cuyas consecuencias pueden reflejarse negati-
vamente sobre la economía nacional ,v también, de las partes sus-
ceptibles de ser envueltas en tales conflictos; que para que la ten-
tativa de conciliación agote todas sus posibilidades, es necesario 
que cuando las partes interesadas, o alguna de ellas, no concurran 
personalmente a su celebración. sino que se hacen representar por 
medio de apoderados, éstos, si no son abogados, están obligados 
a presentar, en el momento mismo del intento conciliatorio, si les 
es requerido, el escrito que acredite válidamente su representa-
ción, pues la falta de exhibición de tal documento podría consti-
tuir, eventualmente, un obstáculo insuperable para la satisfacción 
de los propósitos del legislador al instituir en la materia laboral, 
como formalidad previa a cualquier acción judicial, el preliminar 
de conciliación.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, pjg. No. 1199. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleado de comercio que tra-
bajó en las Matas de Farfán y en Santo Domingo, en el mismo es-
tablecimiento, cuando dicho negocio se instaló en la capital.—
B. J. No. 726, Mayo de 1971, pág. No. 1123. 

CONTRATO DE TRABAJO.—Formularios o planillas.— Prue-
ba.— Artículo 23 del Reglamento No. 7676 de 1951.— Es un prin-
cipio establecido que el artículo 57 de la Ley No. 637, de 1944 so-
bre Contratos de Trabajo que todos los medios de prueba serán 
admisibles con motivo de un contrato de trabajo; que en tal vir-
tud, deben ser admitidos como medios de prueba los libros, libre-
tas,, registros y otros documentos que las leyes o los reglamentos 
de trabajo exijan a patronos o trabajadores, mencionados en el 
artículo 509 del Código de Trabajo, para que sean públicos en el 
Centro de Trabajo, particularmente si su contenido está sujeto a 
la comprobación de las autoridades laborales ,como lo están las 
planillas o formularios de referencia por expresa disposición del 
artículo 23 del Reglamento No. 7676, del año 1951; que en conse-
cuencia, la Cámara a-qua al desestimar en el presente caso dichos 
medios de prueba como lo hizo, violó el artículo 57 de la Ley 637, 
de 1944, sobre Contratos de Trabajo.— B. J. No. 732, noviembre de 
1971, Pág. No. 3085. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Desnaturalización de los he-
chos.— Falta de base legal.— Casación de la sentencia.— B. J. N9 
732, noviembre de 1971, Pág. No. 3051. 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción.— Acta de desacuer-
do.— Desnaturalización.— B. J. Na. 732, noviembre de 1971, Pág. 
No. 3183. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testigos.— Persona que ha opi-
nado acerca de un asunto, y que no ha sido tachada como testi-
go.— El hecho de que una persona haya opinado acerca de algún 
asunto de su conocimiento por lo que haya visto u oído, no lo ex-
cluye de su condición de testigo máxime, si, como ha ocurrido en 
la especie, esa persona no fue tachada como testigo; que, por otra 
parte, tampoco podría dejarse de tomar en cuenta un testimonio 
por el hecho de que el deponente tenga relaciones con la empre-
sa o sea compañero de los trabajadores, a menos que se haya pro-
puesto contra él una tacha legalmente atendible.— B. J. No. 732, 
noviembre de 1971, Pág. 3221. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadora doméstica y no em-
pleada protegida por las leyes laborales.— Despido.— Ponderación 
superabundante.— En la especie, si se estableció que era una tra-
bajadora doméstica, toda ponderación sobre el despido, era super-
abundante.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1761. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba de la terminación de una 
obra determinada.— Documentos aportados.— En la especie, na-
da se oponía a que el juez robusteciera su criterio, después de oir 
al testigo del informativo, en lo que constaba en la Certificación 
del Asesor de la Presidencia de la República en la Sección co-
rrespondiente, ni en lo que dice la Resolución del Departamento 
de Trabajo, sin que ello sea darle efectos retroactivos a esta últi-
ma, pues bien puede un documento de esa clase presentarse al 
debate como elemento de juicio si él da constancia de un hecho 
anterior, denunciado por el patrono, aunque la Resolución sea da-
da después.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Págs. 1767 y 1935. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Calidad de patrono que se dis-
cute.— Sentencia carente de base legal.— Deber del juez en su 
papel activo.— En la especie, frente a esas dudas, el caso debió 
ser objeto. en virtud del papel activo del Juez en esta materia, de 
alguna nueva medida de instrucción, como la comparecencia per-
sonal de las partes, para aclarar los hechos, los cuales en la for-
ma como figuran expuestos no permiten a esta Suprema Corte de 
Justicia apreciar si la ley fue bien aplicada, y conduce a casar el 
fallo dictado por falta de base legal, lo cual puede suscitar cíe 
oficio esta Suprema Corte de Justicia, independientemente de los 
alegatos del recurrente.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. 1793. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Juramento decisorio.— Para la 
abstención de una parte a prestar el juramento decisorio puede 
ser calificado una negativa, esa abstención o denegación debe pro-
ducirse por la parte misma o por su apoderado especial a esos fi-
nes, en una audiencia especial que se fije para ello; que, si en el 
curso de la instrucción o de los debates de un caso se producen 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Preliminar de conciliación.— 
Apoderados.— Obligación de presentar el poder si se lo requie-
ren.— El tenor de lo que dispone el artículo 47 de la Ley No. 637 
de 1944, sobre Contratos de Trabajos, "'toda controversia surgida 
como consecuencia de un contrato de trabajo, deberá ser someti-
da previamente al Departamento de Trabajo, que actuará como 
amigable componer entre las partes"; que al dictar dicha dis-
posición, que está en todo conforme con lo que al respecto pro-
clama el principio VIII del Código de Trabajo, lo que el legisla-
dor ha perseguido, esencialmente, es que las relaciones obrero-
patronales se efectúen dentro de un clima de buen entendimien-
to, y se prevengan, en cuanto ello sea posible, cualesquiera clases 
de contestaciones cuyas consecuencias pueden reflejarse negati-
vamente sobre la economía nacional ,y también, de las partes sus-
ceptibles de ser envueltas en tales conflictos; que para que la ten-
tativa de conciliación agote todas sus posibilidades, es necesario 
que cuando las partes interesadas, o alguna de ellas, no concurran 
personalmente a su celebración. sino que se hacen representar por 
medio de apoderados, éstos, si no son abogados, están obligados 
a presentar, en el momento mismo del intento conciliatorio, si les 
es requerido, el escrito que acredite válidamente su representa-
ción, pues la falta de exhibición de tal documento podría consti-
tuir, eventualmente, un obstáculo insuperable para la satisfacción 
de los propósitos del legislador al instituir en la materia laboral, 
como formalidad previa a cualquier acción judicial, el preliminar 
de conciliación.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, pjg. No. 1199. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleado de comercio que tra-
bajó en las Matas de Farfán y en Santo Domingo, en el mismo es-
tablecimiento, cuando dicho negocio se instaló en la capital.—
B. J. No. 726, Mayo de 1971, pág. No. 1123. 

CONTRATO DE TRABAJO.—Formularios o planillas.— Prue-
ba.— Artículo 23 del Reglamento No. 7676 de 1951.— Es un prin-
cipio establecido que el artículo 57 de la Ley No. 637, de 1944 so-
bre Contratos de Trabajo que todos los medios de prueba serán 
admisibles con motivo de un contrato de trabajo; que en tal vir-
tud, deben ser admitidos como medios de prueba los libros, libre-
tas,, registros y otros documentos que las leyes o los reglamentos 
de trabajo exijan a patronos o trabajadores, mencionados en el 
artículo 509 del Código de Trabajo, para que sean públicos en el 
Centro de Trabajo, particularmente si su contenido está sujeto a 
la comprobación de las autoridades laborales ,como lo están las 
planillas o formularios de referencia por expresa disposición del 
articulo 23 del Reglamento No. 7676, del año 1951; que en conse-
cuencia, la Cámara a-qua al desestimar en el presente caso dichos 
medios de prueba como lo hizo, violó el artículo 57 de la Ley 637, 
de 1944, sobre Contratos de Trabajo.— B. J. No. 732, noviembre de 
1971, Pág. No. 3085. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Desnaturalización de los he-
chos.— Falta de base legal.— Casación de la sentencia.— B. J. N9 
732, noviembre de 1971, Pág. No. 3051. 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción.— Acta de desacuer-
do.— Desnaturalización.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, Pág. 
No. 3183. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testigos.— Persona que ha opi-
nado acerca de un asunto, y que no ha sido tachada como testi-
go.— El hecho de que una persona haya opinado acerca de algún 
asunto de su conocimiento por lo que haya visto u oído, no lo ex-
cluye de su condición de testigo máxime, si, como ha ocurrido en 
la especie, esa persona no fue tachada como testigo; que, por otra 
parte, tampoco podría dejarse de tomar en cuenta un testimonio 
por el hecho de que el deponente tenga relaciones con la empre-
sa o sea compañero de los trabajadores, a menos que se haya pro-
puesto contra él una tacha legalmente atendible.— B. J. No. 732, 
noviembre de 1971, Pág. 3221. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadora doméstica y no em-
pleada protegida por las leyes laborales.— Despido.— Ponderación 
superabundante.— En la especie, si se estableció que era una tra-
bajadora doméstica, toda ponderación sobre el despido, era super-
abundante.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1761. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba de la terminación de una 
obra determinada.— Documentos aportados.— En la especie, na-
da se oponía a que el juez robusteciera su criterio, después de oir 
al testigo del informativo, en lo que constaba en la Certificación 
del Asesor de la Presidencia de la República en la Sección co-
rrespondiente, ni en lo que dice la Resolución del Departamento 
de Trabajo, sin que ello sea darle efectos retroactivos a esta últi-
ma, pues bien puede un documento de esa clase presentarse al 
debate como elemento de juicio si él da constancia de un hecho 
anterior, denunciado por el patrono, aunque la Resolución sea da-
da después.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Págs. 1767 y 1935. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Calidad de patrono que se dis-
cute.— Sentencia carente de base legal.— Deber del juez en su 
papel activo.— En la especie, frente a esas dudas, el caso debió 
ser objeto. en virtud del papel activo del Juez en esta materia, de 
alguna nueva medida de instrucción, como la comparecencia per-
sonal de las partes, para aclarar los hechos, los cuales en la for-
ma como figuran expuestos no permiten a esta Suprema Corte de 
Justicia apreciar si la ley fue bien aplicada, y conduce a casar el 
fallo dictado por falta de base legal, lo cual puede suscitar de 
oficio esta Suprema Corte de Justicia, independientemente de los 
alegatos del recurrente.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. 1793. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Juramento decisorio.— Para la 
abstención de una parte a prestar el juramento decisorio puede 
ser calificado una negativa, esa abstención o denegación debe pro-
ducirse por la parte misma o por su apoderado especial a esos fi-
nes, en una audiencia especial que se fije para ello; que, si en el 
curso de la instrucción o de los debates de un caso se producen 
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alegaciones, de cualquiera clase que sea, tales alegaciones no pue-
den ser equiparadas a la negativa del juramento y los jueces, co-
mo lo hizo el de primer grado correctamente hasta ese momento, 
pueden, finalmente, cumplir la voluntad soberana de la parte que 
defirió el juramento decisorio, y fijar una audiencia para oir a 
la parte a quien se defirió el juramento, para que esa parte deci-
da libremente si se niega a prestar el juramento, o a la parte 
contraria, para que sea esa otra parte la que decida el litigio; 
que, por tanto, la Cámara a-qua decidió este punto correctamente 
al estimar que el juramento prestado por la actual recurrida ante 
el juez de primer grado tenía el carácter de decisorio que tenía 
en el momento en que fue deferido, por haberse prestado en la 
comparecencia personal que se fijó para ese efecto y en la cual 
la C. ahora recurrida compareció en la persona de su apoderado 
especial a esos fines, comparencia que no podía ser obstruccio-
nada por efectos de la audiencia que precedió a esa compare-
cencia; que, por otra parte, en esa comparecencia el juramento 
fue deferido por el Juez de Paz como un simple portavoz de la 
parte que lo defirió y en los mismos términos de ésta, por lo cual 
no emanaba del Juez mismo, sino del demandante y era, por ello, 
incuestionablemente decisorio.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. 
No. 1898. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Juramento.— Deudas preconsti-
tuídas y exigibles.— En la especie, la demanda del actual recu-
rrente era doble, una tendiente al cobro de salarios que él consi-
deraba no pagados, y otra para pedir prestaciones, sobre su alega-
to de que había sido despedido sin justificación; que ,así las cosas, 
si se produjo la delación o deferimiento de un juramento deciso-
rios, aunque se planteara en términos poco precisos, no podía re-
ferirse a ese juramento sino a la parte de la deuda que se seña-
laba como preconstituida y exigible, o sea los salarios atrasados, 
pero no a una deuda eventual, que sólo resulta si se prueban el 
hecho del despido y su no justificación, pruebas que están a car-
go, la primera, del trabajador, y la de la justificación, del patro-
no; que, por ese carácter eventual de la obligación de pago no 
puede depender del juramento decisorio, y que, si, por error, éste 
ha sido deferido, sus efectos deben ser limitados a las deudas pre-
constituidas y exigibles pero no extendidos a lo eventual.— B. J. 
No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1898. 

CONTRATO DE TRABAJO.—Contrato de carga y descarga del 
Puerto de Había, entre el sindicato y la empresa.— B. J. No. 727, 
Junio de 1971, Pág. No. 1956. 

CONTRATO DE TRABAJO POR TIEMPO INDEFINIDO.— La-
bor sujeta con frecuencia a suspensiones e interrupciones.— Monto 
de las prestaciones calculado a base del tiempo efectivamente tra-
bajado por cada uno de ellos.— El examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua después de estable-
cer que el contrato de trabajo era por tiempo indefinido, y que esa 
labor estaba sujeta con frecuencia a suspensiones e interrupcio- 
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nes, condenó sin embargo al patrono a pagar a los trabajadores, 
en forma global, y por toda la duración del contrato, los valores 
que señalan en el dispositivo de la sentencia impugnada, sin pre-
cisar como era su deber en la especie, para hacer los cálculos re-
rativos al salario promedio devengado por cada trabajador duran-
te la vigencia de su contrato, el tiempo efectivamente trabajado 
por cada uno de ellos; que tal imprecisión en ese punto importan-
te de la litis impide a la Suprema Corte de Jusitcia verificar si en 
la especie se hizo o no en el punto que se examina, una correcta 
aplicación de la ley.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1989. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.= Prueba.— El despido 
es una cuestión de hechos, de la soberana apreciación de los jue-
ces. que no pueden ser censurada en casación y que puede ser 
probado por todos los medios, incluso por presunciones, ya que es-
ta prueba puede ser suministrada en todos los casos en la que 
puede serlo la prueba testimonial; que, por tanto, en la especie, 
los Jueces pudieron, legalmente, establecer el despido de la en-
fermera L. B., fundándose en las declaraciones de los testigos an-
tes indicados.-- B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1981. 

, CONTRATO DE CAPACITACION EN EL EXTERIOR.— In-
cumplimiento de sus cláusulas.— Competencia de la jurisdicción 
civil ordinaria y no de la laboral,— En la especie, el objeto del con-
trato no fue que C. V. realizara un trabajo para el CEA y en su 
provecho exclusivo, sino el de que aquél se capacitara en una ac-
tividad, que aparte de beneficiar a éste, pudiera ulteriormente 
aprovechar a la E., por un tiempo mínimo, según lo convenido: 
que, también es erróneo considerar que los informes bimensuales 
que C. V. debía rendir relativamente al desarrollo y progreso de 
su entrenamiento, son implicativos de una situación de subordina-
ción con respecto al patrono, en la especie al CEA, la cual se ca-
racteriza por el derecho de éste de instruir al trabajador acerca 
del modo y condiciones con sujeción a las cuales debe efectuar su 
labor, lo que no ocurrió en la especie; que no es menos erróneo 
el criterio sustentado por la Corte a-qua, en su fallo y según el 
cual la subvención que recibía o debiera recibir C. V., constituía 
un salario, pues como resulta de los términos del contrato del 2 
de marzo de 1966, y de su carácter, se trataba de "un subsidio" pa-
ra cubrir sus gastos de permanencia en Estados Unidos, limita-
ción que no es típica del contrato de trabajo, ya que éste el tra-
bajador tiene la libre determinación de sus ganancias; que como 
se advierte de lo anteriormente expresado, la Corte a-qua ha in-
currido en la desnaturalización del contrato del 2 de marzo de 1966, 
al atribuirle el carácter de trabajo que por su naturaleza no le 
corresponde.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3439. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio descartado.— Deber 
del juez.— En la especie, el juez a-quo negó sinceridad a lo de-
clarado por los testigos D. R. y R. C., que aportó el trabajador, en 
base, entre otras cosas, de que "éstos nunca afirmaron que iban 
en carro como testigos sino como pasajeros", (frase que consta 
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alegaciones, de cualquiera clase que sea, tales alegaciones no pue-
den ser equiparadas a la negativa del juramento y los jueces, co-
mo lo hizo el de primer grado correctamente hasta ese momento, 
pueden, finalmente, cumplir la voluntad soberana de la parte que 
defirió el juramento decisorio, y fijar una audiencia para oir a 
la parte a quien se defirió el juramento, para que esa parte deci-
da libremente si se niega a prestar el juramento, o a la parte 
contraria, para que sea esa otra parte la que decida el litigio; 
que, por tanto, la Cámara a-qua decidió este punto correctamente 
al estimar que el juramento prestado por la actual recurrida ante 
el juez de primer grado tenía el carácter de decisorio que tenía 
en el momento en que fue deferido, por haberse prestado en la 
comparecencia personal que se fijó para ese efecto y en la cual 
la C. ahora recurrida compareció en la persona de su apoderado 
especial a esos fines, comparencia que no podía ser obstruccio-
nada por efectos de la audiencia que precedió a esa compare-
cencia; que, por otra parte, en esa comparecencia el juramento 
fue deferido por el Juez de Paz como un simple portavoz de la 
parte que lo defirió y en los mismos términos de ésta, por lo cual 
no emanaba del Juez mismo, sino del demandante y era, por ello, 
incuestionablemente decisorio.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. 
No. 1898. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Juramento.— Deudas preconsti-
tuídas y exigibles.— En la especie, la demanda del actual recu-
rrente era doble, una tendiente al cobro de salarios que él consi-
deraba no pagados, y otra para pedir prestaciones, sobre su alega-
to de que había sido despedido sin justificación; que ,así las cosas, 
si se produjo la delación o deferimiento de un juramento deciso-
rios, aunque se planteara en términos poco precisos, no podía re-
ferirse a ese juramento sino a la parte de la deuda que se seña-
laba como preconstituída y exigible, o sea los salarios atrasados, 
pero no a una deuda eventual, que sólo resulta si se prueban el 
hecho del despido y su no justificación, pruebas que están a car-
go, la primera, del trabajador, y la de la justificación, del patro-
no; que, por ese carácter eventual de la obligación de pago no 
puede depender del juramento decisorio, y que, si, por error, éste 
ha sido deferido, sus efectos deben ser limitados a las deudas pre-
constituidas y exigibles pero no extendidos a lo eventual.— B. J. 
No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1898. 

CONTRATO DE TRABAJO.—Contrato de carga y descarga del 
Puerto de Haina, entre el sindicato y la empresa.— B. J. No. 727, 
Junio de 1971, Pág. No. 1956. 
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un salario, pues como resulta de los términos del contrato del 2 
de marzo de 1966, y de su carácter, se trataba de "un subsidio" pa-
ra cubrir sus gastos de permanencia en Estados Unidos, limita-
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en la página 9 del fallo impugnado); pero, obviamente, esa cir-
cunstancia no le privaba de ser testigos si presenciaron los he-
chos comprobatorios del despido el día en que el trabajador 
se dispuso, según su alegato, a reintegrarse a sus labores; que 
en tales condiciones, si el Juez tenía dudas sobre tal hecho, no 
debió por esa circunstancia descartar a los testigos R. y C., sino, 
que en uso de su papel activo, debió dictar cualquier medida de 
instrucción que condujera a un mejor esclarecimiento de los he-
chos.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3323. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Vendedor de una empresa y no 
comisionista.— Trabajador fijo.— Derecho a prestaciones por des-
pido injustificado.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3308. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Naturaleza.— Prueba.— Elemen-
tos de juicio.— El Código de Trabajo, teniendo en cuenta sin du-
da alguna que la casi totalidad de los contratos de trabajo se pac-
tan sin escritos y sin testigos iniciales, permite que a los litigios 
laborales puedan aportarse todos los medios de prueba, incluso los 
indicios, que pueden ser, por supuesto, hechos y documentos apa-
rentemente extraños concretamente a la causa que se ventile, pe-
ro que, a pesar de ello, puedan ser capaces de ser tomados como 
punto de apoyo para el esclarecimiento de la verdad en el litigio 
de que se trate.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2933. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— No comunicación.-- 
Artículo 82 del Código de Trabajo.— Presunción irrefragable.—
Cuando el artículo 82 de dicho Código dispone que "el despido que 
no haya sido comunicado a la autoridad del trabajo correspondien-
te en el término indicado en el artículo 81 con indicación de su 
causa, (48 horas), se reputa que carece de justa causa, ha queri-
do establecer una sanción definitiva sobre ese punto; que esta 
Suprema Corte, en la presente ocasión, mantiene esa misma tesis, 
que coincide con la tradicional; que ese criterio se afirma si se 
toma en cuenta que el Código de Trabajo, cada vez que quiere que 
una determinada presunción quede sujeta a la prueba contraria, 
lo que indica expresamente, como lo hace, por ejemplo, en el ar-
tículo 16 relativo a las relaciones de trabajo; que, contrariamen-
te a lo que parece decir la recurrente, la ocurrencia de la situa-
ción creada por la falta de la comunicación de que se trata, no 
resuelva en totalidad las controversias laborales que nacen de 
despidos, ya que, a pesar de ello, los patronos tienen el derecho, 
si no arreglan amigablemente la controversia, de alegar ante la 
Jurisdicción Judicial todo lo relativo a la naturaleza del contrato, 
el tiempo trabajado por el rectamente, el monto del salario, y a 
todo cuanto pueda tender a su descargo o a la reducción de las 
prestaciones, con la única excepción de la justificación del despi-
do, que ya se ha resuelto por efecto del artículo 82; que el mismo 
caso ocurrente en esta ocasión demuestra el reconocimiento de ese 
derecho remanente de los patronos, puesto que la Cámara a-qua 
para solucionar el litigio en provecho del trabajador demandante 
no ha aplicado el artículo 82 sino en lo relativo a la carencia de 
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justa causa del despido, pero con respecto a los demás aspectos del 
litigio los ha examinado y ponderado totalmente, resolviéndolos 
por el valor de los elementos de juicio que le fueron aportados 
en el debate.-- B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2933. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia en que no se pondera 
el resultado del informativo celebrado.— Casación por falta de ba-
se legal.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2942. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prestaciones.— Monto.— Ofreci-
mientos reales.— Sentencias carentes de motivos.— B. J. No. 731, 
octubre de 1971, Pág. No. 2997. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Vacaciones y Regalía Pascual.-
13. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2997 . 

CONTRATO DE TRABAJO.— TRABAJADOR que bloqueó el 
dispositivo electrónico de una máquina de hacer tela a fin de que 
indicara una producción mayor.— Despido justificado.— B. J. No. 
729, Agosto de 1971, Pág. No..2421. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadores que sostienen un 
altercado en plena labor.— Despido.— Precisiones que debe hacer 
el juez del fondo.— El Juez debió, y no lo hizo, precisar si en el 
momento de la riña se quebrantó el orden y se interrumpió la la-
bor en el centro de trabajo; que en tales circunstancias ,es eviden-
te, que la sentencia impugnada carece de base legal y debe ser 
casada.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. 2428. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Directivos del Sindicato.— Pacto 
lectivo de condiciones de trabajo.— Inamovilidad de esos Direc-

tivos.— Desahucio.— Prestaciones extraordinarias según el Pacto.— 
Al reconocer la empresa la inamovilidad de los miembros de la 
Directiva se comprometió a no desahuciarlos, salvo en caso de co-
misión de las faltas graves a que la Cláusula antes transcrita se re-
fiere; lo que significa que si la empresa se decidía, no obstante 

1 ese compromiso, a desahuciar, tenía inevitablemente que asumir 
:la responsabilidad de pagar a título de indemnización extraordi-
naria el tiempo que le faltase al trabajador desahuciado en el 
ejercicio de sus funciones de dirigente sindical; y también un año 
Imás, según el Pacto; que esa interpretación que es la dada al ca-
>so por el juez a-quo en el fallo impugnado es necesario admitir 
Aue es la correcta por ser la que se ajusta a la intención de las 
,partes al pactar, que no podía ser otra que asegurar como lo re-
'conoció el Juez del fondo la permanencia de los directivos del sin-

,rdicato al frente de su gestión sindical; que puesto que el ejercicio 
e! lel derecho de Desahucio no puede prohibírsele al patrono, éste 
t queda, sin embargo, si opera el desahucio, obligado a hacer efecti-
1 vas las prestaciones extraordinarias resultantes del Pacto, pues de 
, lo contrario el propósito de inamovilidad vendría a ser frustrado. —  

13. J. No. 729, Agosto de 1971, Págs. 2470, 2478 y 2486. 
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en la página 9 del fallo impugnado); pero, obviamente, esa cir-
cunstancia no le privaba de ser testigos si presenciaron los he-
chos comprobatorios del despido el día en que el trabajador 
se dispuso, según su alegato, a reintegrarse a sus labores; que 
en tales condiciones, si el Juez tenía dudas sobre tal hecho, no 
debió por esa circunstancia descartar a los testigos R. y C., sino, 
que en uso de su papel activo, debió dictar cualquier medida de 
instrucción que condujera a un mejor esclarecimiento de los he-
chos.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3323. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Vendedor de una empresa y no 
comisionista.— Trabajador fijo.— Derecho a prestaciones por des-
pido injustificado.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 33G8. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Naturaleza.— Prueba.— Elemen-
tos de juicio.— El Código de Trabajo, teniendo en cuenta sin du-
da alguna que la casi totalidad de los contratos de trabajo se pac-
tan sin escritos y sin testigos iniciales, permite que a los litigios 
laborales puedan aportarse todos los medios de prueba, incluso los 
indicios, que pueden ser, por supuesto, hechos y documentos apa-
rentemente extraños concretamente a la causa que se ventile, pe-
ro que, a pesar de ello, puedan ser capaces de ser tomados corno 
punto de apoyo para el esclarecimiento de la verdad en el litigio 
de que se trate.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2933. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— No comunicación.-- 
Artículo 82 del Código de Trabajo.— Presunción irrefragable.—
Cuando el artículo 82 de dicho Código dispone que "el despido que 
no haya sido comunicado a la autoridad del trabajo correspondien-
te en el término indicado en el artículo 81 con indicación de su 
causa, (48 horas), se reputa que carece de justa causa, ha queri-
do establecer una sanción definitiva sobre ese punto; que esta 
Suprema Corte, en la presente ocasión, mantiene esa misma tesis, 
que coincide con la tradicional; que ese criterio se afirma si se 
toma en cuenta que el Código de Trabajo, cada vez que quiere que 
una determinada presunción quede sujeta a la prueba contraria, 
lo que indica expresamente, como lo hace, por ejemplo, en el ar-
tículo 16 relativo a las relaciones de trabajo; que, contrariamen-
te a lo que parece decir la recurrente, la ocurrencia de la situa-
ción creada por la falta de la comunicación de que se trata, no 
resuelva en totalidad las controversias laborales que nacen de 
despidos, ya que, a pesar de ello, los patronos tienen el derecho, 
si no arreglan amigablemente la controversia, de alegar ante la 
Jurisdicción Judicial todo lo relativo a la naturaleza del contrato, 
el tiempo trabajado por el rectamente, el monto del salario, y a 
todo cuanto pueda tender a su descargo o a la reducción de las 
prestaciones, con la única excepción de la justificación del despi-
do, que ya se ha resuelto por efecto del artículo 82; que el mismo 
caso ocurrente en esta ocasión demuestra el reconocimiento de ese 
derecho remanente de los patronos, puesto que la Cámara a-qua 
para solucionar el litigio en provecho del trabajador demandante 
no ha aplicado el artículo 82 sino en lo relativo a la carencia de 
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justa causa del despido, pero con respecto a los demás aspectos del 
litigio los ha examinado y ponderado totalmente, resolviéndolos 
por el valor de los elementos de juicio que le fueron aportados 
en el debate.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2933. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia en que no se pondera 
el resultado del informativo celebrado.— Casación por falta de ba-
se legal.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2942. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prestaciones.— Monto.— Ofreci-
mientos reales.— Sentencias carentes de motivos.— B. J. No. 731, 
octubre de 1971, Pág. No. 2997. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Vacaciones y Regalía Pascual.—
B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2997 . 

CONTRATO DE TRABAJO.— TRABAJADOR que bloqueó el 
dispositivo electrónico de una máquina de hacer tela a fin de que 
indicara una producción mayor.— Despido justificado.— B. J. No. 
729, Agosto de 1971, Pág. No., 2421. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadores que sostienen un 
altercado en plena labor.— Despido.— Precisiones que debe hacer 
el juez del fondo.— El Juez debió, y no lo hizo, precisar si en el 
momento de la riña se quebrantó el orden y se interrumpió la la-
bor en el centro de trabajo; que en tales circunstancias ,es eviden-
te, que la sentencia impugnada carece de base legal y debe ser 
casada.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. 2428. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Directivos del Sindicato.— Pacto 
lectivo de condiciones de trabajo.— Inamovilidad de esos Direc-

tivos.— Desahucio.— Prestaciones extraordinarias según el Pacto.—
Al reconocer la empresa la inamovilidad de los miembros de la 
Directiva se comprometió a no desahuciarlos, salvo en caso de co-
misión de las faltas graves a que la Cláusula antes transcrita se re-

1 fiere; lo que significa que si la empresa se decidía, no obstante 
1 ese compromiso, a desahuciar, tenía inevitablemente que asumir 
:la rIsponsabilidad de pagar a título de indemnización extraordi-
naria el tiempo que le faltase al trabajador desahuciado en el 
ejercicio de sus funciones de dirigente sindical; y también un año 
Imás, según el Pacto; que esa interpretación que es la dada al ca-
lo por el juez a-quo en el fallo impugnado es necesario admitir 
.que es la correcta por ser la que se ajusta a la intención de las 
,partes al pactar, que no podía ser otra que asegurar como lo re-
¡conoció el Juez del fondo la permanencia de los directivos del sin-

,rdicato al frente de su gestión sindical; que puesto que el ejercicio 
el  lel derecho de Desahucio no puede prohibírsele al patrono, éste 
t queda, sin embargo, si opera el desahucio, obligado a hacer efecti-
) vas las prestaciones extraordinarias resultantes del Pacto, pues de 

/ , lo contrario el propósito de inamovilidad vendría a ser frustrado. — 
/ , B. J. No. 729, Agosto de 1971, Págs. 2470, 2478 y 2486. 

L XIII 



CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que carece de moti-
vos.— No aportación de la sentencia de primer grado que fue con-
firmada.— En la especie, la sentencia carece también, tal como lo 
expone la recurrente, de todo asidero desde el punto de vista de 
la prueba para dar por fundamentadas las afirmaciones a que lle-
gó el Juez a-quo, pues aún cuando se confirma el fallo del juez 
del primer grado, lo que permite suponer que se hizo en apelación 
una adopción de sus motivos, como tales motivos no se reproducen 
y corno el recurrido no ha aportado en casación una copia certifi-
cada de esa primera sentencia para ver en cuáles medios de prue-
ba se apoyó el juez de primer grado para decidir el caso, no es po-
sible comprobar si el primer juez dio motivos que puedan suplir 
los que debió dar y no dio el Juez de la alzada.— B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2324. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Preliminar de conciliación.— Po-
der especial para representar a una parte en ese preliminar.— 
El preliminar de la conciliación es una formalidad obligatoria nn 
toda litis laboral, por lo cual la persona que hace una reclama-
ción de este tipo debe comparecer personalmente o por medio de 
una persona provista de un noder especial y expreso, que esté en 
condiciones de poder válidamente conciliarse, propósito éste de la 
conciliación que quedaría frustrado si el compareciente no es el 
reclamante, o no exhibe los poderes necesarios.— B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2306. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Bonificaciones.— Volumen de las 
venlig.— Cálculo.— Exhibición de libros.— Medio de prueba fun-
damental.— Cuando surge un litigio entre patronos y empleados 
por razón de bonificaciones reclamadas por los últimos que deban 
calcularse sobre el volumen de las ventas o los beneficios, y en 
principio la obligación del pago de esas bonificaciones no sea dis-
cutida como ocurre en el presente caso, la exhibición de los libros 
de cuentas y operaciones del patrono en caso de litigio formal 
constituye un medio de prueba fundamental que no puede negar-
se, si se pide formalmente, sin que esa denegación configure una 
lesión al derecho de defensa del empleado; que, si bien es cierto 
que los jueces, al instruir y decidir un litigio tienen la facultad 
de denegar una medida de instrucción cuando declaren y den fe en 
sus sentencias, que disponían ya de elementos de juicio suficientes 
para la solución del caso, esa facultad no puede extenderse hasta 
la de denegaf los medios de prueba que, en cada materia, son ob-
viamente y sin necesidad de que la ley lo declare, los más natu-; 
rales y pertinentes, come es el caso de reclamo de bonificaciones, 
contraactualmente estipuladas, cuyo monto dependa del monto deí 
las ventas o de los beneficios.— B. J. N9 729, Agosto de 1971, 3  Pág. No. 2291. 

CONTRATO DE TRABAJO POR CIERTO TIEMPO.— Desahu-
cio.— Prestaciones como si se tratara de despido injustificado.— 
En la especie, el examen de las descripciones del contrato de tra-
bajo existente entre el recurrente y la Compañía recurrida, que 
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se hacen en la sentencia impugnada, pone de manifiesto que di-

cho contrato en cada período debía durar un año ay se reconducia 

por otro año si al vencimiento de cada periodo cualquiera de %s 
partes no lo daba por terminado; que esta Suprema Corte esti-

ma que este tipo de contrato es, por cierto tiempo, en beneficio 
tanto de los patronos como de los empleados y obreros, puesto que 

por medio de esa estipulación las dos partes renuncian al dere-
cho a la ruptura unilateral del contrato, so pena de incurrir en la 
obligación de pagar las prestaciones que el Código de Trabajo fi-

je para el caso de despido, todo, por supuesto, salvo el caso de 
que haya una causa justificativa del despido o de la dimisión; 
que esa protección contra el desahucio sin indemnización es, pre-
cisamente, el efecto fundamental de los contratos por tiempo de-
terminado; que la circunstancia de jue los contratos por tiempo 
determinado incluyeran una cláusula de reconducción por el mis-
mo tiempo, aunque de hecho produzca una larga duración de las 
relaciones de trabajo entre los empleadores y los empleados, no 
los priva de su carácter inicial ,y sobre todo de su efecto de no 
permitir los desahucios con prestaciones reducidas durante la vi-
gencia del contrato, que es, como se ha dicho ,su efecto fundamen-
tal.— B. J. No. 729, Agosto 'de 1971, Pág. No. 2291. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que no rinde la labor 
que se le encomendó.— Despido justificado.— B. J. No. 729, Agos- 
to de 1971, Pág. No. 2383. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Marinero despedido.— No comu-
nicación del despido a la autoridad laboral.— Injustificado el des-
pido.— B. J. No. '728, Julio de 1971, Pág. 2270. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato de que se trataba de un 
trabajador ocasional.— Documentos no ponderados por el Juez.— , 
Casación por falta de base legal.— B. J. 728, Julio de 1971, Pág. 

No. 2193. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Planchador de una lavandería 
que obtiene permiso para internarse en un hospital para fines de 
cirugía.— Despido injustificado.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2254. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Documentos.— Comunicación:—
Obligación del juez.— En el curso del proceso el juez puede ad-
mitir documentos y medios de prueba aportados por las partes, 
siempre que lo juzgue conveniente, conforme al artículo 59 de la 
Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, sin que sea óbice para 
ello que exista una sentencia anterior que haya ordenado una co-
municación de documentos, la cual se había ejecutado; que la úni-
ca obligación del juez en tal hipótesis, lo que implica una reaper-
tura de debates, es comunicarlo a la otra parte, y así ocurrió en 
la especie, pues el fallo impugnado revela que la parte intimante 
(que lo era en apelación el trabajador) depositó en la audiencia 
del 12 de noviembre de 1969 1,a certificación a que se refiere la 
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CONTRATO DE TRABAJO.-- Sentencia que carece de moti-
vos.— No aportación de la sentencia de primer grado que fue con-
firmada.— En la especie, la sentencia carece también, tal como lo 
expone la recurrente, de todo asidero desde el punto de vista de 
la prueba para dar por fundamentadas las afirmaciones a que lla-gó el Juez a-quo, pues aún cuando se confirma el fallo del juez 
del primer grado, lo que permite suponer que se hizo en apelación 
una adopción de sus motivos, como tales motivos no se reproducen 
y como el recurrido no ha aportado en casación una copia certifi-
cada de esa primera sentencia para ver en cuáles medios de prue-
ba se apoyó el juez de primer grado para decidir el caso, no es po-
sible comprobar si el primer juez dio motivos que puedan suplir 
los que debió dar y no dio el Juez de la alzada.— B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2324. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Preliminar de conciliación.— Po-
der especial para representar a una parte en ese preliminar.-- 
El preliminar de la conciliación es una formalidad obligatoria rm 
toda litis laboral, por lo cual la persona que hace una reclama-
ción de este tipo debe comparecer personalmente o por medio de 
una persona provista de un poder especial y expreso, que esté en 
condiciones de poder válidamente conciliarse, propósito éste de Ja 
conciliación que quedaría frustrado si el compareciente no es el 
reclamante, o no exhibe los poderes necesarios.— B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2306. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Bonificaciones.— Volumen de las 
venfas.— Cálculo.— Exhibición de libros.— Medio de prueba fun-
damental.— Cuando surge un litigio entre patronos y empleados 
por razón de bonificaciones reclamadas por los últimos que deban 
calcularse sobre el volumen de las ventas o los beneficios, y en 
principio la obligación del pago de esas bonificaciones no sea dis-
cutida como ocurre en el presente caso, la exhibición de los libros 
de cuentas y operaciones del patrono en caso de litigio formal 
constituye un medio de prueba fundamental que no puede negar-
se, si se pide formalmente, sin que esa denegación configure una 
lesión al derecho de defensa del empleado; que, si bien es cierto 
que los jueces, al instruir y decidir un litigio tienen la facultad 
de denegar una medida de instrucción cuando declaren y den fe en 
sus sentencias, que disponían ya de elementos de juicio suficientes 
para la solución del caso, esa facultad no puede extenderse hasta 
la de denegar-  los medios de prueba que, en cada materia, son ob-
viamente y sin necesidad de que la ley lo declare, los más natu-¿ 
rales y pertinentes, como es el caso de reclamo de bonificaciones, 
contraactualmente estipuladas, cuyo monto dependa del monto dei 
las ventas o de los beneficios.— B. J. N° 729, Agosto de 1971,. Pág. No. 2291. 

CONTRATO DE TRABAJO POR CIERTO TIEMPO.— Desahu-
cio.— Prestaciones como si se tratara de despido injustificado.— 
En la especie, el examen de las descripciones del contrato de tra-
bajo existente entre el recurrente y la Compañía recurrida, que 
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se hacen en la sentencia impugnada, pone de manifiesto que di-
cho contrato en cada período debía durar un año y se reconducía 
por otro año si al vencimiento de cada período cualquiera de 
partes no lo daba por terminado; que esta Suprema Corte esti-
ma que este tipo de contrato es, por cierto tiempo, en beneficio 
tanto de los patronos como de los empleados y obreros, puesto que 
por medio de esa estipulación las dos partes renuncian al dere-
cho a la ruptura unilateral del contrato, so pena de incurrir en la 
obligación de pagar las prestaciones que el Código de Trabajo fi-
je para el caso de despido, todo, por supuesto, salvo el caso de 
que haya una causa justificativa del despido o de la dimisión; 
que esa protección contra el desahucio sin indemnización es, pre-
cisamente, el efecto fundamental de los contratos por tiempo de-
terminado; que la circunstancia de jue los contratos por tiempo 
determinado incluyeran una cláusula de reconducción por el mis-
mo tiempo, aunque de hecho produzca una larga duración de las 
relaciones de trabajo entre los empleadores y los empleados, no 
los priva de su carácter inicial ,y sobre todo de su efecto de no 
permitir los desahucios con prestaciones reducidas durante la vi-
gencia del contrato, que es, como se ha dicho ,su efecto fundamen-
tal.— B. J. No. 729, Agosto "de 1971, Pág. No. 2291. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que no rinde la labor 
que se le encomendó.— Despido justificado.— B. J. No. 729, Agos- 
to de 1971, Pág. No. 2383. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Marinero despedido.— No comu-
nicación del despido a la autoridad laboral.— Injustificado el des-
pido.— B. J. No. '728, Julio de 1971, Pág. 2270. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato de que se trataba de un 
trabajador ocasional.— Documentos no ponderados por el Juez.—  
Casación por falta de base legal.— B. J. 728, Julio de 1971, Pág. ; 
No. 2193. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Planchador de una lavandería 
que obtiene permiso para internarse en un hospital para fines de 
cirugía.— Despido injustificado.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2254. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Documentos.— Comunicación.—
Obligación del juez.— En el curso del proceso el juez puede ad-
mitir documentos y medios de prueba aportados por las partes, 
siempre que lo juzgue conveniente, conforme al artículo 59 de la 
Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, sin que sea óbice para 
ello que exista una sentencia anterior que haya ordenado una co-
municación de documentos, la cual se había ejecutado; que la úni-
ca obligación del juez en tal hipótesis, lo que implica una reaper-
tura de debates, es comunicarlo a la otra parte, y así ocurrió en 
la especie, pues el fallo impugnado revela que la parte intimante 
(que lo era en apelación el trabajador) depositó en la audiencia 
del 12 de noviembre de 1969 ta. certificación a que se refiere la 
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empresa hoy recurrente en casación y que el Dr. M., abogado de 
la empresa, declaró que "no tenía interés de tomar comunicación 
del documento depositado por el recurrente en razón de que ya 
se había ordenado una formal comunicación  de documento por 
sentencia", lo que significa que al abogado de la empresa se le 
ofreció la oportunidad de enterarse del contenido de ese docu-
mento, lo que equivale a hacerle contradictorio, y no la aprove-
chó, aduciendo razones no valederas.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2246. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Facultad de los 
jueces del fondo.— Prescripción.— Los jueces del fondo tienen po-
der soberano para apreciar el valor probatorio de los elementos 
de juicio que se les someten, y cuando dan más crédito a un tes-
timonio que a otro por estimarlo más verosímil y sincero, no in-
curren con ello en falta alguna: que en la especie el juez no cre-
yó en lo declarado por el testigo B. porque a su juicio incurrió en 
contradicciones lo que señala e nla sentencia impugnada; que el 
hecho de que la recurrente estime vagos e imprecisos los infor-
mes y datos aportados por el testigo S., no constituye una desna-
turalización, sino que ese es el criterio de la recurrente sobre ese 
testimonio, mientras el del juez fue diferente, e inclusive da en el 
fallo impugnado la versión de su testimonio, el cual juzgó no sólo 
sincero sino convincente; que, en cuanto a que ese testimonio no se-
ñaló cuándo ocurrieron los hechos, y que ello era indispensable 
para que la empresa pudiera deducir de ello si legal, es claro 
que como la recurrente no planteó ante los jueces del fondo ni la 
prescripción ni la caducidad, no puede criticar por ese motivo la 
sentencia impugnada, pues ni la prescripción, ni la caducidad po-
día proponerlos por primera vez en la casacción.— B. J. N9 278, Ju-
lio de 1971, Pág. N9 2246. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debates.— Medida 
denegada mediante motivos valederos.— B. J. No. 728, Julio de 
1971, Pág. No. 2238. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleados de los aserraderos ce-
rrados por disposición gubernamental.— Ver aserraderos...— B. J. 
No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2171. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato de despido.— Prueba.—
La expresión "si no quieres trabajar firma tu renuncia", no puede 
ser aceptada como un despido, como inversamente no podría ser 
interpretada como una renuncia de un trabajador a su empleo el 
hecho de que diga que si no se le ofrecen tales o cuales mejoras 
o concesiones se retira del trabajo, pues de ser así quedaría redu-
cida a la nada la estabilidad de los contratos de trabajo, en contra 
de uno de los propósitos esenciales de la legislación laboral, que 
es, precisamente, el mantenimiento de esos contratos, como garan-
tía de la economía nacional; que, si a las expresiones del patrono 
C. F., que se han reproducido no pueden atribuirsele la significa-
ción que le ha dado el Juzgado a-quo, no puede decirse válida- 
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mente, como se dice en -la sentencia impugnada, que ellas han si-
no robustecidas por las declaraciones testimoniales, declaraciones 
testimoniales, declaraciones que, como se ha decidido antes, no son 
testigos directos, sino de personas que repiten lo que dijo el em-
pleado interesado; que, por lo expuesto, la sentencia impugnada 
debe ser casada en cuanto al despido.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2164. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono aparente.— Cuando un 
agente o representante de otra empresa, sobre todo si esa empre-
sa tiene su asiento en otra localidad, contrata un trabajador, lo di-
rige en su actividad y le paga su salario en efectivo o en cheque 
suscrito por el agente o representante contratante, esas circuns-
tancias le comunican toda la apariencia de patrono en relación 
con el o los trabajadores que así se contraten, para los fines labo-
rales; que, en los casos en que los agentes o representantes ten-
gan razón seria para sustraerse a esa calidad, pueden poner en 
causa a la persona o empresa que ellos tengan por verdadero pa-
trono, a fin de que los jueces decidan el caso en el sentido más 
conforme con las pruebas que se aporten; que, de no admitirse 
así, se crearía para los trabajadores una causa de desorientación 
contraria a los intereses de la justicia social, puesto que los tra-
bajadores, salvo los de alta categoría, desconocen generalmente les 
documentos y las situaciones exactas de las personas con quienes 
laboran.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2164. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción de la acción.— Sen-
tencia que nada dice acerca de la prescripción propuesta.— Casa-
ción.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2100. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión y no despido.— B. J. 
No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2085. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba en materia laboral.—
En la especie el juez era competente para ordenar cualquiera me-
dida de instrucción que juzgase útil para su edificación, y aún po-
día proceder a interpretar el contrato y su contenido, al fallar el 
fondo; Que si la hoy recurrente entendía que el testigo era parte 
interesada, bien podía simplemente proponer su tacha para que el 
juez la decidiera.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2078. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Contrato para obra determina-
da.— Terminación.— Artículo 65 del Código de Trabajo.— Prue-
ba.— Nada se oponía en la especie, que después de ponderar lo de-
clarado por los testigos el juez hiciera uso como prueba corrobo-
rativa de las certificaciones del Asesor del Presidente de la Re-
pública a que se refiere el recurrente y de la Resolución del De-
partamento de Trabajo a que también se refiere, y nada se opo-
nía a que tales documentos se hicieran valer como elementos de 
juicio en el proceso; que el hecho de que una Resolución del De-
pariaMento de Trabajo tenga fecha posterior al hecho de que da 

LXVIC 



empresa hoy recurrente en casación y que el Dr. M., abogado de 
la empresa, declaró que "no tenía interés de tomar comunicación 
del documento depositado por el recurrente en razón de que ya 
se había ordenado una formal comunicación  de documento por 
sentencia", lo que significa que al abogado de la empresa se le 
ofreció la oportunidad de enterarse del contenido de ese docu-
mento, lo que equivale a hacerle contradictorio, y no la aprove-
chó, aduciendo razones no valederas.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2246. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Facultad de los 
jueces del fondo.— Prescripción.— Los jueces del fondo tienen po-
der soberano para apreciar el valor probatorio de los elementos 
de juicio que se les someten, y cuando dan más crédito a un tes-
timonio que a otro por estimarlo más verosímil y sincero, no in-
curren con ello en falta alguna; que en la especie el juez no cre-
yó en lo declarado por el testigo B. porque a su juicio incurrió en 
contradicciones lo que señala e nla sentencia impugnada; que el 
hecho de que la recurrente estime vagos e imprecisos los infor-
mes y datos aportados por el testigo S., no constituye una desna-
turalización, sino que ese es el criterio de la recurrente sobre ese 
testimonio, mientras el del juez fue diferente, e inclusive da en el 
fallo impugnado la versión de su testimonio, el cual juzgó no sólo 
sincero sino convincente; que, en cuanto a que ese testimonio no se-
ñaló cuándo ocurrieron los hechos, y que ello era indispensable 
para que la empresa pudiera deducir de ello si legal, es claro 
que como la recurrente no planteó ante los jueces del fondo ni la 
prescripción ni la caducidad, no puede criticar por ese motivo la 
sentencia impugnada, pues ni la prescripción, ni la caducidad po-
día proponerlos por primera vez en la casacción.— B. J. N'? 278, Ju-
lio de 1971, Pág. NO 2246. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debates.— Medida 
denegada mediante motivos valederos.— B. J. No. 728, Julio de 
1971, Pág. No. 2238. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleados de los aserraderos ce-
rrados por disposición gubernamental.— Ver aserraderos...— B. J. 
No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2171. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato de despido.— Prueba.—
La expresión "si no quieres trabajar firma tu renuncia", no puede 
ser aceptada como un despido, como inversamente no podría ser 
interpretada como una renuncia de un trabajador a su empleo el 
hecho de que diga que si no se le ofrecen tales o cuales mejoras 
o concesiones se retira del trabajo, pues de ser así quedaría redu-
cida a la nada la estabilidad de los contratos de trabajo, en contra 
de uno de los propósitos esenciales de la legislación laboral, que 
es, precisamente, el mantenimiento de esos contratos, como garan-
tía de la economía nacional; que, si a las expresiones del patrono 
C. F., que se han reproducido no pueden atribuirsele la significa-
ción que le ha dado el Juzgado a-quo, no puede decirse válida- 
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mente, como se dice en -la sentencia impugnada, que ellas han d-
uo robustecidas por las declaraciones testimoniales, declaraciones 
testimoniales, declaraciones que, como se ha decidido antes, no son 
testigos directos, sino de personas que repiten lo que dijo el em-
pleado interesado; que, por lo expuesto, la sentencia impugnada 
debe ser casada en cuanto al despido.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2164. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono aparente.— Cuando un 
agente o representante de otra empresa, sobre todo si esa empre-
sa tiene su asiento en otra localidad, contrata un trabajador, lo di-
rige en su actividad y le paga su salario en efectivo o en cheque 
suscrito por el agente o representante contratante, esas circuns-
tancias le comunican toda la apariencia de patrono en relación 
con el o los trabajadores que así se contraten, para los fines labo-
rales; que, en los casos en que los agentes o representantes ten-
gan razón seria para sustraerse a esa calidad, pueden poner en 
causa a la persona o empresa que ellos tengan por verdadero pa-
trono, a fin de que los jueces decidan el caso en el sentido más 
conforme con las pruebas que se aporten; que, de no admitirse 
así, se crearía para los trabajadores una causa de desorientación 
contraria a los intereses de la justicia social, puesto que los tra-
bajadores, salvo los de alta categoría, desconocen generalmente los 
documentos y las situaciones exactas de las personas con quienes 
laboran.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2164. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción de la acción.— Sen-
tencia que nada dice acerca de la prescripción propuesta.— Casa-
ción, B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2100. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión y no despido.— B. J. 
No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2085. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba en materia laboral.—
En la especie el juez era competente para ordenar cualquiera me-
dida de instrucción que juzgase útil para su edificación, y aún po-
día proceder a interpretar el contrato y su contenido, al fallar el 
fondo; Que si la hoy recurrente entendía que el testigo era parte 
interesada, bien podía simplemente proponer su tacha para que el 
juez la decidiera.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2078. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Contrato para obra determina-
da.— Terminación.— Artículo 65 del Código de Trabajo.— Prue-
ba.— Nada se oponía en la especie, que después de ponderar lo de-
clarado por los testigos el juez hiciera uso como prueba corrobo-
rativa de las certificaciones del Asesor del Presidente de la Re-
pública a que se refiere el recurrente y de la Resolución del De-
partamento de Trabajo a que también se refiere, y nada se opo-
nía a que tales documentos se hicieran valer como elementos de 
juicio en el proceso; que el hecho de que una Resolución del De-
partaMento de Trabajo tenga fecha posterior al hecho de que da 
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constancia, no es hacer producir efectos retroactivos, sino ofre-
cerla como elemento de convicción sobre la veracidad del hecho 
que se alega.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2042. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido  injustificado. Frase que 
no constituye injuria Laboral.— Articulo 78 inciso 3 del Código de 
Trabajo.—Una justa interpretación del inciso 39 del artículo 78 del 
Código de Trabajo, conduce a admitir que "los actos o intentos de 
violencia, injuria o malos tratamientos  contra el patrono o sus 
parientes", deben ser actos graves, y en principio, de la propia ini-
ciativa del trabajador, lo que no quedaría caracterizado como cau-
sa de despido sin responsabilidad para el patrono, cuando se esta-
blezca, como en la especie, que el trabajador P. no provocó esa si-
tuación, la cual tenía conexión en el presente caso, con un inci-
dente anterior ocurrido en la casa de M.; siendo éste quien, en el 
centro de trabajo, recordó dicho incidente para pedirle explica-
ciones al trabajador, lo que indujo al Juez del fondo a dudar de 
la sinceridad de lo declarado por el testigo D. la C., según consta 
en la sentencia impugnada, y como consecuencia de ello a admi-
tir que no se había probado que el trabajador hubiese cometido 
el hecho grave puesto a su cargo como causa de despido.— B. J. 
No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2071. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Naturaleza.— Actividad indus-
trial permanente de una empresa.— Fabricación de productos de 
belleza.— Naturaleza indefinida y no ocasional.— En la especie, 
para dar por establecido la naturaleza del contrato de trabajo que 
ligaba a las partes, la Cámara a-quia ponderó, según resulta del 
examen del fallo impugnado, la actividad industrial permanente 
a que la empresa se dedicaba, o sea, la fabricación de productos 
de belleza, así como el hecho no desmentido de que utilizaba a las 
trabajadoras demandantes "cada vez que necesitaba realizar sus 
actividades de producción, y que eran ellas las únicas que pres-
taban esos servicios", y que, además se les decía cuándo debían 
volver y se les mandaba a buscar, llegando a la conclusión de que 
en esas condiciones quedaba caracterizado un contrato de natu-
raleza indefinida. y no ocasional.— B. J. No. 730, septiembre de 
1971, Pág. No. 2527. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prueba.— Testigo no 
tachado.— En la especie, el juez declaró estar edificado en base 
a lo declarado por la testigo J. G., y nada se oponía a que así lo 
hiciera puesto que dicha testigo no hay constancia de que fuera 
objeto de tacha en razón a que ella originalmente había hecho 
también una reclamación similar, tacha que nada impedía a la 
empresa proponer.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 
252/. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prueba. 
—Desnaturalización de ciertas frases de un testimonio.— Testimo-
nio insuficiente.— Deber del juez.— En la especie, el Juez ha de-
clarado en el fallo impugnado no probado lo justificado del des- 

pido porque estimó contradictoria la declaración del testigo A. 
de la C.; limitándose a transcribir en dicho fallo varias partes de 
esa declaración cuando hay frases que ponderadas en todo su sen-
tido y alcance hubieran podido conducir eventualmente a una so-
lución distinta; y cuando el testigo concluyó diciendo que ratifi-
caba lo que había dicho a la empresa en el memorándum que le 
dirigió, el cual memorándum se cita en el fallo impugnado, y se 
afirma que en él consta que el trabajador G. había recibido ins-
trucciones "de no hacer nada sin su autorización" que, además, 
si el testimonio no dejaba satisfecho al Juez en un sentido o en 
otro, debió, haciendo uso de su papel activo, y en interés de una 
buena administración de justicia, ordenar cualquier otra medida 
de instrucción para esclarecer los hechos; que al no hacerlo así 
el fallo dictado no permite a esta Suprema Corte de Justicia, al 
ejercer sus facultades de control, determinar si la ley fue bien o 
mal aplicada, por lo cual el fallo impugnado debe ser casado.-- 
B. J. No. 730, Setiembre de 1971, Pág. No. 2560. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión.— Comunicación.— Art. 
89 del Código de Trabajo.— Indicación de la causa de la dimisión.—
El simple examen de esa disposición legal lleva a la convicción de 
despido, mutatis mutandi el artículo 81) no es una simple forma-
lidad que pueda quedar cubierta por actuaciones ulteriores, sino 
una categórica reintegración de voluntad que demuestra la serie-
dad del caso; que, además, esa formalidad no se limita, como cla-
ramente lo indica el texto, a comunicar la dimisión, sino que re-
quiere la indicación de la causa de la dimisión, obviamente con 
la finalidad de que la actuación conciliadora que debe subseguir 
tanto a las dimisiones como a los despidos, pueda ejercitarse con 
un conocimiento previo y definido de la situación anormal surgi-
da entre los trabajadores y los patronos.— B. J. No. 730, setiem-
bre de 1971, Pág. No. 2636. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión justificada.— Prueba.—
Patrono que no hizo uso del derecho al contrainformativo para 
probar su alegato de que el dimitente era un comisionista y no un 
empleado.— En justicia no basta alegar los hechos, sino que es 
necesario probarlos, y no obstante haber sido reservado el contra-
informativo en favor de la Empresa O. C. por A., ésta no hizo uso 
de dicha medida de instrucción, para establecer la prueba contra-
ria, es decir. que el demandante, R. E. P., no era un trabajador 
a sueldo en la Empresa sino un verdadero comisionista, que como 
tal trabajaba independientemente según ésta lo ha venido soste-
niendo; que tampoco revela la sentencia impugnada que la Em-
presa hiciera la prueba antes dicha, por ningún otro medio; que 
en tales circunstancias, siendo éste el único punto en discusión 
entre las partes ,al no haber ésta hecho la prueba de su alegato 
y existiendo la presunción legal, de que todo el que mantiene una 
relación de trabajo al servicio de otro está ligado a ésta por un 
Contrato de Trabajo es preciso admitir, que los alegatos de la re-
currente carecen de fundamento y deben ser desestimados.— B. J. 
No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2657. 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Naturaleza.— Actividad indus-
trial permanente de una empresa.— Fabricación de productos de 
belleza.— Naturaleza indefinida y no ocasional.— En la especie, 
para dar por establecido la naturaleza del contrato de trabajo que 
ligaba a las partes, la Cámara a-qua ponderó, según resulta del 
examen del fallo impugnado, la actividad industrial permanente 
a que la empresa se dedicaba, o sea, la fabricación de productos 
de belleza, así como el hecho no desmentido de que utilizaba a las 
trabajadoras demandantes "cada vez que necesitaba realizar sus 
actividades de producción, y que eran ellas las únicas que pres-
taban esos servicios", y que, además se les decía cuándo debían 
volver y se les mandaba a buscar, llegando a la conclusión de que 
en esas condiciones quedaba caracterizado un contrato de natu-
raleza indefinida. y no ocasional.— B. J. No. 730, septiembre de 
1971, Pág. No. 2527. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prueba.— Testigo no 
tachado.— En la especie, el juez declaró estar edificado en base 
a lo declarado por la testigo J. G., y nada se oponía a que así lo 
hiciera puesto que dicha testigo no hay constancia de que fuera 
objeto de tacha en razón a que ella originalmente había hecho 
también una reclamación similar, tacha que nada impedía a la 
empresa proponer.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 
2527. 
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CONTRATO DE TRABAJO.— Mis varlandi.— Del contrato es-
crito.— Se advierte claramente que el trabajador había admitido 
el cambio de posición en la empresa, aunque con la seguridad de 
que se le reconocerían los derechos y beneficios que derivaría de 
su primer contrato; que la Cámara a-qua al entender que en la 
especie se trataba de un caso de despido del trabajador por el he-
cho de haberse operado una suspensión de las mismas labores que 
él aceptó, le dio a dicha cláusula un alcance que no tiene, y al ha-
cerlo así incurrió en el vicio denunciado.— B. J. No. 730, setiembre 
de 1971, Pág. No. 2683. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Conclusiones formales del abo-
gado.— Medida de instrucción.— Documento depositado y no pon-
derado.— Si bien los jueces son soberanos para apreciar la conve-
niencia o no de la admisión de las pruebas que se les someten, y 
pueden desestimar cualquier pedimento al respecto que no resul-
te justificado, deben dar los motivos en que basan su decisión, 
si el pedimento ha sido hecho por conclusiones formales como ocu-
rrió en la especie.-- B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 
2730. 

COSECHA.— Devastación.— Articulo 444 del Código Penal.— 
Indemnización.— B. J. No. 832, noviembre de 1971, pág. No. 3165. 

COSTAS.— Partes que sucumben en algunos puntos.— Com-
pensación facultativa.— Artículo 131 del Código de Procedimien-
to Civil.— El Juez tiene, la facultad en caso de sucumbencia en 
parte, de compensar las costas: por lo que, si no usa de esa fa-
cultad y condena a pagar todas las costas, a una parte a la que 
sólo se le acordó una mínima porción de sus conclusiones, no in-
curre en violación del artículo arriba citado.— B. J. No. 723, Fe-
brero de 1971, Pág. No. 358. 

COSTAS.— Demandante que no obtiene todo lo que aspira.— 
Compensación de costas facultativa.— Cuando una parte civil pide 
en sus conclusiones que se le conceda una indemnización de una 
suma determinada y el Tribunal le fija una suma menor, aunque 
ha sucumbido parcialmente en su demanda, las costas si bien pue-
den ser compensadas, el hecho de que no lo sean no invalida el fa-
llo impugnado porque la compensación es facultativa para los Jue-
ces del fondo.— B. J. No. '725, Abril de 1971, Pág. No. 897. 

CUENTAS DE CHEQUES.— Artículo 1293 del Código Civil, 20 
de la ley 708 de 1965 y 32 de la ley 285 de 1951, sobre cheques:—
De esas disposiciones legales resulta, que cuando una persona 
abre una cuenta de cheques con un banco ésta se compromete a 
hacer los pagos correspondientes de esos cheques hasta el monto 
de la provisión de fondos; que si el Banco, que se ha comprometi-
do a pagar los cheques que se expidan a cargo de esa cuenta, es 
acreedor de dicho cliente, por una causa distinta al funcionamien-
to de dicha cuenta, él no puede cobrar su. crédito de esa cuenta 
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sin estar debidamente autorizado, pues tal cuenta constituye un 
depósito efectuado a la expedición de cheques; que ese criterio se 
reafirma aún más, no sólo por la circunstancia de la terminolo-
gía empleada en la Ley de Bancos, sino por el hecho de que el 
cliente, desconociendo que se ha operado una compensación que ha 
reducido su provisión de fondos en el Banco, ha podido expedir 
cheques per una simia que exceda la provisión, situación que, 
eventualmente podría acarrear inconvenientes y trastornos al buen 
nombre de dicho cliente.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 
461. 

CORTE DE APELACION QUE AL FALLAR UN ASUNTO ES-
TUVO IRREGULARMENTE CONSTITUIDA.— Cuestión de or-
den público.— En materia penal únicamente pueden tomar parte 
en la deliberación y fallo de un caso dado, los Jueces que hubie-
sen asistido a todas las audiencias celebradas para la instrucción 
de la causa; que esta formalidad es de orden público y está con-
sagrada en el inciso 3ro. del artículo 23 de la lev sobre Procedi-
miento de Casación.— B. J. No. 726, Mayó de 1971, Pág. No. 1692. 

CORRETAJE.— Operaciones de corretaje.— En qué consis-
ten.— Servicios prestados.— Remuneración.— Sentencia carente de 
base legal.— Las operaciones de corretaje consisten en relacionar 
o acercar a las partes contratantes a fin de que éstas realicen di-
rectamente el negocio de que se trata, mientras que, en el man-
dato, la misión del mandatario es realizar en nombre y represen-
tación del mandante, cerca de otra persona ,lo encomendado por 
su mandatario; que, a este caso último, se aplican los artículos 
1998 y 1999 del Código Civil, pero en caso de corretaje no pueden 
ser aplicados; que, tratándose de corretaje, si la operación proyec-
tada no se realiza procede determinar las causas que impidieron 
llevar a cabo el negocio para determinar si de eso surgía alguna 
obligación para la persona que utilizó los servicios del corredor, 
en virtud del derecho común, en base a los servicios prestados; 
que, en la especie no se dan motivos de hecho que expliquen por 
qué la A. y H. no realizó la compra de 10 camionetas que dice R. 
V. haberle conseguido en P. M. C. por A., y si esa compra no tu-
vo efecto por capricho de la compradora o por razones justifica-
das.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No, 994. 

—CH- 

CHEQUES.— Banco que no paga cheques no obstante existir 
provisión de fondo.— Intereses a título de indemnización comple-
mentaria.— En la especie, al acoger los jueces del fondo ese pe-
dimento y pronunciar la condenación, lo hicieron en ese concep-
to; que, en esas condiciones, el cuarto y último medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado.— B. J. No. 732, no-
viembre de 1971, Pág. No. 3189. 

CHEQUE.— Cuenta Corriente.— Tenedor de un cheque que lo 
deposita a su cuenta.— Si bien el tenedor de un cheque no puede 
considerarse como propietario del valor de la provisión del ex- 



CONTRATO DE TRABAJO.— Jus variandi.— Del contrato es-
crito.— Se advierte claramente que el trabajador había admitido 
el cambio de posición en la empresa, aunque con la seguridad de 
que se le reconocerían los derechos y beneficios que derivaría de 
su primer contrato; que la Cámara a-qua al entender que en la 
especie se trataba de un caso de despido del trabajador por el he-
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CORTE DE APELACION QUE AL FALLAR UN ASUNTO ES-
TUVO IRREGULARMENTE CONSTITUIDA.— Cuestión de or-
den público.— En materia penal únicamente pueden tomar parte 
en la deliberación y fallo de un caso dado, los Jueces que hubie-
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pedidor que al cheque represente por el mero hecho de la tenen-
cia material del cheque, la situación resulta distinta cuando, co-
mo en el caso ocurrente, el cheque es correcto en la forma, el 
Banco girado tiene suficiente provisión del expedidor y la tenen-
cia del cheque ha pasado del poder del beneficiario al poder del 
Banco girado, con conocimiento de ambas entidades, en las manos 
de cualquiera de sus Sucursales, con el conocimiento del Banco 
girado; situación que debe considerarse para un correcto y efi-
caz funcionamiento de las operaciones bancarias, equivalente a la 
directa presentación del cheque en la Sucursal girada, todo salvo 
las actuaciones dolosas del beneficiario del cheque aue no consta 
que haya ocurrido en el presente caso.— B. J. No. 732, noviembre 
de 1971, Pág. No. 3189. 

—D— 

DAÑOS A UN AUTOMOVIL.— Prueba de la propiedad del au-
tomóvil.—. Conclusiones del adversario.— En la especie, la Corte 
a-qua debió ponderar las conclusiones del adversario, a fin de pre-
cisar por sus fundamentos, o por sus propios términos, si ellas im-
plicaban o no un reconocimiento del demandado en cuanto a que 
los dueños del automóvil dañado eran los demandantes, pues si es-
to no había sido negado, y como el demandado en la litis C. D. se 
había concretado a solicitar una medida de instrucción, al fondo, 
la prueba, en tal hipótesis, de la propiedad alegada, era innecesa-
ria; que esa ponderación de haber sido hecha hubiera podido even-
tualmente conducir a otra solución.— B. J. No. 723, Febrero de 
1971, No. 527. 

DAÑOS.— Apreciación.— Falta de la víctima.— Incidencias.—
Cuando en la comisión de un daño concurra la falta víctima, 
los jueces del fondo están obligados a tomar en cuenta la inciden-
cia de dicha falta sobre la responsabilidad civil y reducir el mon-
to de la indemnización en cuanto al perjuicio a reparar en la pro-
porción de la gravedad respectiva de las faltas; y cuando hay va-
rios demandantes actuando en la misma calidad, es deber de los 
jueces del fondo en interés de una buena administración de justi-
cia, ponderar en cada caso el grado de perjuicio sufrido por cada 
uno de ellos y dar los motivos pertinentes, a fin de que las indem-
nizaciones correspondan razonablemente al perjuicio que cada uno 
ha sufrido.— B. J. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 394. 

DANOS.— Apreciación.— Facultad de los jueces.— Los jueces 
del fondo gozan de un poder soberano para apreciar la magnitud 
de dichos daños y perjuicios, y en consecuencia el monto de la in-
demnización, y sólo cuando los jueces hagan una apreciación 
irrazonable de los daños, puede ser de lugar la exigencia de mo-
tivos particulares para justificar esa apreciación, lo que no ocu-
rre en la especie.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. 367. 

DAÑO A UN CONUCO DE YUCA, REALIZADO POR GALLI-
NAS.— Ese hecho no constituye una infracción penal.— Sin em-
bargo el dueño de las gallinas debe la reparación del daño.— Ar- 
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títulos 475 (inciso 11 del Código Penal y 159 del Código de Pro-
cedimiento Criminal).— El hecho así establecido no configura in-
fracción alguna de carácter penal, pues las gallinas no pueden ser 
consideradas animales dañinos al tenor del inciso 11 del artículo 
475 del Código Penal; que, por consiguiente, no constituyendo el 
hecho una infracción no debió imponerse al prevenido condena, 
ción penal alguna, por lo cual en cuanto a la pena de cinco pe-
sos de multa que fue pronunciada, la sentencia impugnada debe 
ser casada por vía de supresión y sin envío; sin embargo, el hecho 
podía ser retenido para acordar la indemnización solicitada por la 
parte civil constituida, de acuerdo con el artículo (159) del Códi-
go de Procedimiento Criminal.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. 
No. 983. 

DAÑOS.— Indemnización por lesiones corporales.— Motivos jus-
tificativos.— Cuando, como ocurre en la especie, se trata de indem-
nizaciones por lesiones corporales comprobadas, basta que los jue-
ces del fondo den constancia de la ocurrencia de esas lesiones pa-
ra que sus sentencias se consideren motivadas en ese aspecto, si, 
como sucede en la presente especie, las indemnizaciones no son 
obviamente irrazonables y evidentemente apartadas de los niveles 
seguidos por los jueces prudentes; que, sólo para justificar indem-
nizaciones excesivas a primera vista, se requiere que las senten-
cias, en los casos de lesiones corporales, las que por su propia 
naturaleza, suponen a la vez sufrimientos no solamente físicos si-
no morales se hace preciso que en los motivos de las sentencias 
de los jueces del fondo se especifiquen las lesiones, a más del 
tiempo de su curación, bien sea como resultado de nuevo certifi-
cado médico o de medidas de instrucción de carácter más directo, 
que los jueces pueden ordenar y celebrar a ese efecto.— B. J. No. 
72, Marzo de 1971, Pág. No. 697. 

DAÑOS OCASIONADOS CON MOTIVO DE UNA COLISION 
DE VEHICULOS.— Compañía de seguro que demanda en recobro 
contra el causante de la colisión.— Si el hoy recurrente J. G. fue 
condenado penalmente por estimársele culpable del accidente, tal 
sentencia se imponía a la jurisdicción civil apoderada de la ac-
ción que en recobro de los $750.00 que pagó la compañía asegura-
dora U. de S. C. por A., a su asegurado S. S. y bastaba para el éxi-
to de esa demanda el hecho no negado de que J. G. (condenado 
penalmente) era el conductor del vehículo de su propiedad con que 
se produjo el daño, pues esa propiedad le daba necesariamente la 
condición inevitable de guardián de su propio vehículo, sin que hu-
biera necesidad de dar otros motivos particulares al respecto, pues 
desde el momento en que el vehículo de su propiedad produjo el 
daño, la responsabilidad de su propietario y guardián quedó com-
prometida aunque produjera ese daño chocando primero a otro 
vehículo, ya que no era necesario que se pusiera en contacto di-
recto o inmediato con la cosa dañada; y la compañía aseguradora 
del automóvil dañado, al pagar a su asegurado S., quedó subroga-
da en los derechos y acciones que tenía dicho asegurado de recia- 
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mar el pago al propietario y guardián del automóvil con el cual 
se produjeron los perjuicios sufridos; que no era preciso que la 
Corte para edificarse al respecto tuviera como entiende el recu-
rrente que atenerse a lo que dice el acta policial, sino como lo ex-
presa el fallo impugnado por el conjunto de los medios de prue-
ba aportados al debate.— B. J. No. 730, setiembre de 1971.— Pág. 
No. 2641. . 

DAÑOS.— Lucro cesante y daño emergente. —  Deber de los 
jueces al acordarlos.— En la especie, era indudablemente deber de 
la Corte de envío no sólo referirse como lo hizo "al lucro cesante 
y el daño emergente", sino ofrecer los cálculos pertinentes, en for-
ma clara y precisa, lo que no hizo, para justificar el aumento a mil 
pesos por el "uso cesante" acordado, es decir debió fijar el nú-
mero de días que ella estuvo privada de su automóvil mientras se 
reparaba y la suma a pagar por cada día; que a este respecto nada 
dice en forma precisa el fallo impugnado, según resulta de su exa-
men, y la sentencia- de primera instancia tampoco ofrece ningún 
dato preciso que permita a esta Suprema Corte de Justicia al ejer-
cer sus facultades de control sobre el punto que se examina, de-
terminar si la ley fue bien aplicada.— B. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2714. 

DAÑOS OCASIONADOS POR LESIONES.— Daños morales y 
materiales.— Gravedad.— Monto de la reparación.— Motivos.—
Obviamente dado el carácter grave de las lesiones recibidas por 
ambas personas constituidas en partes civiles, unido al hecho de 
que junto a los daños materiales se apreciaren daños morales, los 
cuales son consecuencia de las lesiones corporales recibidas, y en 
lo cual tienen los jueces poder de apreciación, hacía necesario pa-
ra los jueces del Sondo entrar en otros detalles en lo que concier-
ne a evaluar partida por partida los daños materiales antes des-
critos; que, por tanto, es evidente que nada conduce a admitir que 
las indemnizaciones acordadas sean irrazonables por no guardar 
la debida proporción con los perjuicios recibidos; y lo que obliga-
ría a la casación del fallo impugnado en el punto que se exami-
na; que, en consecuencia, los jueces del fondo hicieron al respec-
to un uso normal de sus poderes de apreciación.— B. J. No. 730, 
setiembre de 1971, Pág.. No. 2665. 

DAÑOS CAUSADOS POR HERIDAS Y LESIONES CORPORA-
LES.— Gravedad.— Monto de la indemnización.— En el caso par-
ticular de los daños causados por heridas y lesiones corporales de 
las víctimas, la misma ley en su aspecto represivo gradúa las pe-
nas, en el caso de las heridas y lesiones, por la duración de sus 
efectos, sean ellos enfermedad o incapacidad para el trabajo, de 
modo que su gravedad se mide finalmente por su duración; que, 
por tanto, en la especie que se examina, si la curación de las le-
siones requería un plazo mínimo de 120 días, como se estableció 
que duraría sin que ese punto se pusiera en controversia ante los 
jueces del fondo, la incapacidad para el trabajo productivo, los 
gastos de curación y recuperación, y el sufrimiento físico y mo- 

ral que necesariamente aquejan a un lesionado por ese tiempo, 
constituyen; a juicio de esta Suprema Corte, daños suficientes para 
que el monto de la reparación acordada en este caso no resulte 
irrazonable.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2628. 

DEFECTO.— Acumulación improcedente.— Demanda contra 
una Compañía aseguradora en materia de accidentes de automó-
vil.— Materia Civil.— Aplicación de la ley 432 de 1964.— Las ale-
gadas irregularidades procesales de primera instancia ,si no se re-
pitieron en apelación, podían y debían ser resueltas y reparadas 
como lo fueron ante la Corte a-qua, teniendo en cuenta la regla 
procesal básica qué regía en la especie, o sea, la de un procedi-
miento -en donde por no haber la posibilidad de la oposición era 
inoperante la sentencia pronunciando defecto en primera instan-
cia; y como el hoy recurrente apeló de ese fallo y del de fecha 27 
de setiembre de 1966 que ratificó el defecto contra el reasignado 
y ordenó comunicación de documentos y apeló también contra el 
fallo dictado sobre el fondo, a fin de descargarse de las condena-
ciones contra él pronunciadas, es claro que estuvo en aptitud de 
defenderse de esas tres sentencias; y que, por consiguiente, tal 
situación no le perjudicó; pues habiendo podido ser juzgado en de-
fecto, sin derecho a oposición, se le dio esa oportunidad a que se-
gún la ley no tenía derecho.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, 
Pág. No. 2641. 

DEMANDA COMERCIAL INTENTADA POR UNA PERSONA 
EN SU CALIDAD DE PRESIDENTE DE UNA COMPAÑIA DI-
SUELTA.— Inadmsible.— Gestión de negocios.— Liquidador:—
La condición de gestor de negocios, que supone una actuación es-
pontánea de terceras personas, es por su naturaleza irreducible a 
la de liquidador de una sociedad disuelta; que esta calidad, que 
implica, con exclusividad, el poder de efectuar todas aquellas ope-
raciones jurídicas que culminan en la liquidación y partición del 
patrimonio de una sociedad comercial disuelta, y cuya personali-
dad jurídica, en tal condición no existe para otros fines distintos 
que los mencionados, no puede resultar sino de lo que reglamenten 
la ley y los estatutos de la sociedad de que se trata.— B. J. No. 
731, octubre de 1971, Pág. No. 2840. 

DEMANDAS NUEVAS EN GRADO DE APELACION.— Articu-
lo 464 del Código de Procedimiento Civil.— Indamisibles.— En la 
especie, el demandante dio, como fundamento de su demanda, an-
te el Juzgado de Primera Instancia "la falta generada en la viola-
ción contractual" en que ,a su juicio, "incurrió la empresa de se-
guros supradicha", o sea la Compañía ahora recurrida; que al fun-
dar sus pedimentos ante la Corte a-qua, como consta que lo hizo 
para mantener a su favor la sentencia de primera instancia que 
había obtenido como demandante, en la afirmación de que la Com-
pañía ahora recurrida había incurrido en un abuso de derecho y en 
un enriquecimiento sin causa, es evidente que produjo una de-
manda nueva, ya que según ha sido siempre interpretado, debe te- 
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mar el pago al propietario y guardián del automóvil con el cual 
se produjeron los perjuicios sufridos; que no era preciso que la 
Corte para edificarse al respecto tuviera como entiende el recu-
rrente que atenerse a lo que dice el acta policial, sino como lo ex-
presa el fallo impugnado por el conjunto de los medios de prue-
ba aportados al debate.— B. J. No. 730, setiembre de 1971.— Pág. 
No. 2641. 

DAÑOS.— Lucro cesante y daño emergente.—  Deber de los 
jueces al acordarlos.— En la especie, era indudablemente deber de 
la Corte de envío no sólo referirse como lo hizo "al lucro cesante 
y el daño emergente", sino ofrecer los cálculos pertinentes, en for-
ma clara y precisa, lo que no hizo, para justificar el aumento a mil 
pesos por el "uso cesante" acordado, es decir debió fijar el nú-
mero de días que ella estuvo privada de su automóvil mientras se 
reparaba y la suma a pagar por cada día; que a este respecto nada 
dice en forma precisa el fallo impugnado, según resulta de su exa-
men, y la sentencia- de primera instancia tampoco ofrece ningún 
dato preciso que permita a esta Suprema Corte de Justicia al ejer-
cer sus facultades de control sobre el punto que se examina, de-
terminar si la ley fue bien aplicada.— B. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2714. 

DAÑOS OCASIONADOS POR LESIONES.— Daños morales y 
materiales.— Gravedad.— Monto de la reparación.— Motivos.—
Obviamente dado el carácter grave de las lesiones recibidas por 
ambas personas constituidas en partes civiles, unido al hecho de 
que junto a los daños materiales se apreciaren daños morales, los 
cuales son consecuencia de las lesiones corporales recibidas, y en 
lo cual tienen los jueces poder de apreciación, hacía necesario pa-
ra los jueces del Londo entrar en otros detalles en lo que concier-
ne a evaluar partida por partida los daños materiales antes des-
critos; que, por tanto, es evidente que nada conduce a admitir que 
las indemnizaciones acordadas sean irrazonables por no guardar 
la debida proporción con los perjuicios recibidos; y lo que obliga-
ría a la casación del fallo impugnado en el punto que se exami-
na; que, en consecuencia, los jueces del fondo hicieron al respec-
to un uso normal de sus poderes de apreciación.— B. J. No. 730, 
setiembre de 1971, Pág. No. 2665. 

DAÑOS CAUSADOS POR HERIDAS Y LESIONES CORPORA-
LES.— Gravedad.— Monto de la indemnización.— En el caso par-
ticular de los daños causados por heridas y lesiones corporales de 
las víctimas, la misma ley en su aspecto represivo gradúa las pe-
nas, en el caso de las heridas y lesiones, por la duración de sus 
efectos, sean ellos enfermedad o incapacidad para el trabajo, de 
modo que su gravedad se mide finalmente por su duración; que, 
por tanto, en la especie que se examina, si la curación de las le-
siones requería un plazo mínimo de 120 días, como se estableció 
que duraría sin que ese punto se pusiera en controversia ante los 
jueces del fondo, la incapacidad para el trabajo productivo, los 
gastos de curación y recuperación, y el sufrimiento físico y mo- 
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ral que necesariamente aquejan a un lesionado por ese tiempo, 
constituye»; a juicio de esta Suprema Corte, daños suficientes para 
que el monto de la reparación acordada en este caso no resulte 
irrazonable.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2628. 

DEFECTO.— Acumulación improcedente.— Demanda contra 
una Compañía aseguradora en materia de accidentes de automó-
vil.— Materia Civil.— Aplicación de la ley 432 de 1964.— Las ale-
gadas irregularidades procesales de primera instancia ,si no se re-
pitieron en apelación, podían y debían ser resueltas y reparadas 
como lo fueren ante la Corte a-qua, teniendo en cuenta la regla 
procesal básica qué regía en la especie, o sea, la de un procedi 
miento •en donde por no haber la posibilidad de la oposición era 
inoperante la sentencia pronunciando defecto en primera instan-
cia; y como el hoy recurrente apeló de ese fallo y del de fecha 27 
de setiembre de 1966 que ratificó el defecto contra el reasignado 
y ordenó comunicación de documentos y apeló también contra el 
fallo dictado sobre el fondo, a fin de descargarse de las condena-
ciones contra él pronunciadas, es claro que estuvo en aptitud de 
defenderse de esas tres sentencias; y que, por consiguiente, tal 
situación no le perjudicó; pues habiendo podido ser juzgado en de-
fecto, sin derecho a oposición, se le dio esa oportunidad a que se-
gún la ley no tenía derecho.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, 
Pág. No. 2641. 

DEMANDA COMERCIAL INTENTADA POR UNA PERSONA 
EN SU CALIDAD DE PRESIDENTE DE UNA COMPAÑIA DI-
SUELTA.— Inadmsible.— Gestión de negocios.— Liquidador:—
La condición de gestor de negocios, que supone una actuación es-
pontánea de terceras personas, es por su naturaleza irreducible a 
la de liquidador de una sociedad disuelta; que esta calidad, que 
implica, con exclusividad, el poder de efectuar todas aquellas ope-
raciones jurídicas que culminan en la liquidación y partición del 
patrimonio de una sociedad comercial disuelta, y cuya personali-
dad jurídica, en tal condición no existe para otros fines distintos 
que los mencionados, no puede resultar sino de lo que reglamenten 
la ley y los estatutos de la sociedad de que se trata.— B. J. No. 
731, octubre de 1971, Pág. No. 2840. 

DEMANDAS NUEVAS EN GRADO DE APELACION.— Articu-
lo 464 del Código de Procedimiento Civil.— Indamisibles.— En la 
especie, el demandante dio, como fundamento de su demanda, an-
te el Juzgado de Primera Instancia "la falta generada en la viola-
ción contractual" en que ,a su juicio, "incurrió la empresa de se-
guros supradicha", o sea la Compañía ahora recurrida; que al fun-
dar sus pedimentos ante la Corte a-qua, como consta que lo hizo 
para mantener a su favor la sentencia de primera instancia que 
había obtenido como demandante, en la afirmación de que la Com-
pañía ahora recurrida había incurrido en un abuso de derecho y en 
un enriquecimiento sin causa, es evidente que produjo una de-
manda nueva, ya que según ha sido siempre interpretado, debe te- 
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nerse siempre por demanda nueva no sólo el caso del cambio del 
objeto de la demanda sino el cambio en la causa o fundamento ju-
rídico de la misma, como ocurrió en este caso.— B. J. No. 724, 
Marzo de 1971, Pág. No. 848. 

DESNTURALIZACION DE LOS HECHOS.—  Acta de la Poli-
cia.— Declaraciones de las partes.— Conformidad de éstos.— Sig-
nificado.— Si bien al final del acta citada se expresa que ésta fue 
laída a los comparecientes y que dieron su conformidad, es obvia-
mente la conformidad con lo que cada uno declaró pero no im-
plica una aceptación o confesión del demandado J. A. A. F. de 
que estaba ebrio y de que cometió la falta generadora del choque, 
por lo cual a dicho documento se le dio obviamente un alcance y 
un sentido que no tiene.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 
805. 

DIFAMACION. —INJURIA.— Hechos imputados a un Banco.— 
Frases que no constituyen esos hechos. —Banco que cierra una 
cuenta de cheques de un cliente.— Si bien es cierto que una car-
ta privada, contentivo de términos difamatorios e injuriosos, pue-
de general una acción en reclamación de una reparación civil, es 
siempre que se establezca de un modo claro y preciso la intención 
delictuosa; que, en la especie, y tal como lo sostiene el recurren-
te la intención, y con ello la falta, debió quedar claramente esta-
blecida, para lo cual los jueces del fondo debieron ponderar, y no 
lo hicieron, en su verdadero sentido y alcance la carta referida, 
base de la demanda, en todo su contexto, y determinar y distin-
guir si la intención del Banco fue cerrar la cuenta, como lo sostie-
ne, hecho normal en las operaciones bancarias cuando una cuenta 
corriente no tiene actividad, o si por el contrario la intención fue la 
de dañar el crédito y la reputación del demandante; que ello era 
esencial en el litigio ,pues era preciso configura' los elementos que 
caracterizaban la acción en reclamación de daños y perjuicios que 
se había puesto en movimiento, con motivo de la demanda.— B. J. 
No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 101. 

DIFAMACION.— SENTENCIA DE DESCARGO.— La Corte 
a-qua no estaba obligada a hacer un análisis de palabras no di-
chas en el plenario; que, por último, la sentencia impugnada, con-
trariamente a lo afirmado por el recurrente, contiene motivos su-
ficiente y pertinentes y una exposición completa de los hechos re-
velados en el plenario que justifican el dispositivo, ya que, en de-
finitiva a una sentencia de descargo, como en la especie, a los 
jueces les basta con comprobar que los hechos de la prevención 
imputados al prevenido, no han sido establecidos.— B. J. No. 723, 
Febrero de 1971, Pág. No. 317. 

DIVORCIO.— APELACION.— MOTIVOS.— Nada se opone a 
que u ntribunal de alzada adopte expresamente como ocurrió en 
la especie los motivos del fallo apelado, si no se ha producido en 
apelación la necesidad de complementar la instrucción de primer 
grado; que ,además, si la recurrente entendía que algunos de esos 
testimonios, o todos, no eran sinceros, debió proponerlo ante la 
Corte a-qua, y no lo hizo.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. 2158. 

„DIVORCIO.— Guarda de hijos mayores de 4 años pero meno- 
res de 18.— Sentencia con motivo puramente de orden . afectivo 
casación en ese punto.— B. .T. No. 724. Marzo de 1971, Pág. No. 657. 

DIVORCIO.— Emplazamiento.— Esposa con domicilio descono-
cido.— Publicación de los avisos.— Si bien es cierto que según re-
sulta del Art. 4 de la Ley No. 1306-bis, de 1937, sobre Divorcio, en 
combinación con el Art. 6 de dicba ley, el plazo en materia de di-
vorcio debe ser el de la octava franca, establecido en el Art. 72 
del Código de Procedimiento Civil, es evidenté ,que en la espe-
cie, al apelar la esposa demandada, pudo 'proponer a la Corte 
a-qua, y no lo hizo, ese alegato; pues el examen del fallo impug-
nado revela que ella se limitó a concluir al fondo, pidiendo el re-
chazamiento de la demanda, por lo cual ella cubrió esa nulidad en 

        

        

DFSNATURALIZACION DE LOS HECHOS.— Accidente de 
automóvil.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 184. 

DESALOJO.— Posesión.— Persona que se cree heredera 
del esposo y entra a ocupar la casa de la comunidad matrimonial.— 
Referimiento.— Medida provisional.— Habiendo dado por estable-
cido los jueces del referimiento que N. Vda. M. tenia la posesión 
del inmueble cuando la recurrente, invocando una calidad aún no 
establecida judicialmente, se introdujo en dicho inmueble, podían, 
apreciando la urgencia de la medida solicitada, ordenar la expul-
sión de los lugares de la hoy recurrente en casación, sin necesi-
dad de hacer ponderaciones sobre el fondo de los derechos invoca-
dos respectivamente por las partes en causa, pues se trataba de una 
medida provisional la cual no podía comprometer el fondo de la 
litis.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3332. 

DIFAMACION.— INJURIA.— Artículo 367 del Código Penal y 
29 de la ley 6132 de 1962 sobre Expresión y Difusión del Pensa-
miento.— El propósito de dicha Ley en todo su contexto, es el de 
reglamentar el libre uso de la expresión y difusión de las ideas 
etc. y el de sancionar el mal uso que se haga de ese derecho; que, 
al definir de nuevo, en el artículo 29 de dicha Ley, con casi los 
mismos términos usados por el artículo 367 del Código Penal al 
definir la difamación no se puede de ello deducir que el Legisla-
dor tuvo el propósito de abrogar este último texto legal, puesto 
que el objeto de la referida Ley no abarca la difamación y la in-
juria ya sancionadas por el Código Penal, en el PáHalo II, Sec-
ción 7ma. de dicho Código, las que se refieren específicamente a 
aquellas cometidas en las circunstancias previstas en dicho Códi-
go y no en las que resulten del ejercicio del "derecho de expre-
sar el pensamiento sin sujeción a censura previa" consagra-
do por la Constitución; que de todo lo expuesto resulta evidente 
que la Ley 6132 de Expresión y Difusión del Pensamiento, del 15 
de diciembre de 1962, no ha abroga el artículo 367 del Código Pe-
nal.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 317. 
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nerse siempre por demanda nueva no sólo el caso del cambio del 
objeto de la demanda sino el cambio en la causa o fundamento ju-
rídico de la misma, como ocurrió en este caso.— B. J. No. 724, 
Marzo de 1971, Pág. No. 848. 

DESNTURALIZACION DE LOS HECHOS.—  Acta de la Poli-
cía.— Declaraciones de las partes.— Conformidad de éstos.— Sig-
nificado.— Si bien al final del acta citada se expresa que ésta fue 
laida a los comparecientes y que dieron su conformidad, es obvia-
mente la conformidad con lo que cada uno declaró pero no im-
plica una aceptación o confesión del demandado J. A. A. F. de 
que estaba ebrio y de que cometió la falta generadora del choque, 
por lo cual a dicho documento se le dio obviamente un alcance y 
un sentido que no tiene.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 
805. 

DESNATURALIZACION DE LOS HECHOS.— Accidente de 
automóvil.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 184. 

DESALOJO.— Posesión.— Persona que se cree heredera 
del esposo y entra a ocupar la casa de la comunidad matrimonial.— 
Referimiento.— Medida provisional.— Habiendo dado por estable-
cido los jueces del referimiento que N. Vda. M. tenía la posesión 
del inmueble cuando la recurrente, invocando una calidad aún no 
establecida judicialmente, se introdujo en dicho inmueble, podían, 
apreciando la urgencia de la medida solicitada, ordenar la expul-
sión de los lugares de la hoy recurrente en casación, sin necesi-
dad de hacer ponderaciones sobre el fondo de los derechos invoca-
dos respectivamente por las partes en causa, pues se trataba de una 
medida provisional la cual no podía comprometer el fondo de la 
litis.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3332. 

DIFAMACION.— INJURIA.— Artículo 367 del Código Penal y 
29 de la ley 6132 de 1962 sobre Exprelión y Difusión del Pensa-
miento.— El propósito de dicha Ley en todo su contexto, es el de 
reglamentar el libre uso de la expresión y difusión de las ideas 
etc. y el de sancionar el mal uso que se haga de ese derecho; que, 
al definir de nuevo, en el artículo 29 de dicha Ley, con casi los 
mismos términos usados por el artículo 367 del Código Penal al 
definir la difamación no se puede de ello deducir que el Legisla-
dor tuvo el propósito de abrogar este último texto legal, puesto 
que el objeto de la referida Ley no abarca la difamación y la in-
juria ya sancionadas por el Código Penal, en el Párrafo II, Sec-
ción 7ma. de dicho Código, las que se refieren específicamente a 
aquellas cometidas en las circunstancias previstas en dicho Códi-
go y no en las que resulten del ejercicio del "derecho de expre-
sar el pensamiento sin sujeción a censura previa" consagra-
do por la Constitución; que de todo lo expuesto resulta evidente 
que la Ley 6132 de Expresión y Difusión del Pensamiento, del 15 
de diciembre de 1962, no ha abroga el artículb 367 del Código Pe-
nal.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 317. 
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DIFAMACION. —INJURIA.— Hechos imputados a un Banco.—
Frases que no constituyen esos hechos. —Banco que cierra una 
cuenta de cheques de un cliente.— Si bien es cierto que una car-
ta privada, contentivo de términos difamatorios e injuriosos, pue-
de general una acción en reclamación de una reparación civil, es 
siempre que se establezca de un modo claro y preciso la intención 
delictuosa; que, en la especie, y tal como lo sostiene el recurren-
te la intención, y con ello la falta, debió quedar claramente esta-
blecida, para lo cual los jueces del fondo debieron ponderar, y no 
lo hicieron;  en su verdadero sentido y alcance la carta referida, 
base de la demanda, en todo su contexto, y determinar y distin-
guir si la intención del Banco fue cerrar la cuenta, como lo sostie-
ne, hecho normal en las operaciones bancarias cuando una cuenta 
corriente no tiene actividad, o si por el contrario la intención fue la 
de dañar el crédito y la reputación del demandante; que ello era 
esencial en el litigio ,pues era preciso configurar los elementos que 
caracterizaban la acción en reclamación de daños y perjuicios que 
se había puesto en movimiento, con motivo de la demanda.— B. J. 
No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 101. 

DIFAMACION.— SENTENCIA DE DESCARGO.— La Corte 
a-qua no estaba obligada a hacer un análisis de palabras no di-
chas en el plenario; que, por último, la sentencia impugnada, con-
trariamente a lo afirmado por el recurrente, contiene motivos su-
ficiente y pertinentes y una exposición completa de los hechos re-
velados en el plenario que justifican el dispositivo, ya que, en de-
finitiva a una sentencia de descargo, como en la especie, a los 
jueces les basta con comprobar que los hechos de la prevención 
imputados al prevenido, no han sido establecidos.— B. J. No. 723, 
Febrero de 1971, Pág. No. 317. 

DIVORCIO.— APELACION.— MOTIVOS.— Nada se opone a 
que u ntribunal de alzada adopte expresamente como ocurrió en 
la especie los motivos del fallo apelado, si no se ha producido en 
apelación la necesidad de complementar la instrucción de primer 
grado; que .además, si la recurrente eritendia que algunos de esos 
testimonios, o todos, no eran sinceros, debió proponerlo ante la 
Corte a-qua, y no lo hizo.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. 2158. 

.. DIVORCIO.— Guarda de hijos mayores de 4 años pero meno- 
res de 18.— Sentencia con motivo puramente de orden . afectivo 
casación en ese punto.— B. .T. No. 724. Marzo de 1971, Pág. No. 657. 

DIVORCIO.— Emplazamiento.— Esposa con domicilio descono-
cido.— Publicación de los avisos.— Si bien es cierto que según re-
sulta del Art. 4 de la Ley No. 1306-bis, de 1937, sobre Divorcio, en 
combinación con el Art. 6 de dicha ley, el plazo en materia de di-
vorcio debe ser el de la octava franca, establecido en el Art. 72 
del Código de Procedimiento Civil, es evidenté ,que en la espe-
cie, al apelar la esposa demandada, pudo proponer a la Corte 
a-qua, y no lo hizo, ese alegato; pues el examen del fallo impug-
nado revela que ella se limitó a concluir al fondo, pidiendo el re-
chazamiento de la dem •/Ida, por lo cual ella cubrió esa nulidad en 
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apelación, pues la misma no tiene 'el carácter que le atribuye la 
recurrente, por lo cual si la parte interesada no la propuso, los 
jueces del fondo no tenían el deber de suscitarla de oficio; que. 
además, los avisos que requiere el Art. 22 de la Ley de Divorcio, 
No. 1306-Bis, de 1937, modificado ese texto por la Ley No. 112, de 
1967, pueden ser publicados en cualquier periódico de circulación 
nacional, y no necesariamente en un periódico de Santo Domin; 
go; y en la espécie lo fueron en el periódico "La Información" de 
Santiago, según lo revela el fallo impugnado.— B. J. No. 728, Ju-
lio de 1971, Pág. No. 2158. 

DIVORCIO.— Incompatibilidad de caracteres.—  Prueba.— Acta 
del informativo del prim'er grado.— Deber de los jueces de la al-
zada.— En la especie, la Corte a-qua después de comprobar que 
en la sentencia de primer grado, se hacía mención de un acta en 
que figuraban las declaraciones de un testigo que sirvió para que 
el juez del primer grado acogiera la demanda, no debió, tratándo-
se de una materia que interesa al orden público como es el divor-
cio, limitarse a rechazar la demanda sobre la única base de que 
no - se aportó ese documento, sino que estaba en el deber de orde-
nar cualquier medida de instrucción para formar su íntima con-
vicción acerca del fundamento o no de la desmanda de que esta-
ba apoderada.— B. J. No, 724, Marzo de 1971, Pág. No. 652. 

DOCUMENTOS.— Comunicación.— Referimiento.— Seriedad de 
la demanda de secuestro.— Es de principio que la comunicación 
de documentos puede pedirse en toda clase de contestaciones, por 
aplicación del artículo 188 del Código de Procedimiento Civil, ]o 
que no excluye la materia de los referimientos, pues esa medida, 
como es obvio, tiende a proteger el derecho de defensa; que si 
bien los tribunales tienen cierta facultad para apreciar la utilidad 
de esta medida, ella sólo debe ser denegada cuando se trata de 
piezas que habían estado anteriormente en manos del que solici-
ta la comunicación, y habían sido objeto de observaciones de su 
parte; o cuando una comunicación de documentos habla sido antes 
ordenada entre las partes, lo que podría convertir la segunda so-
licitud en una medida dilatoria; hipótesis que son distintas al ca-
so que ahora 'se examina; que, por consiguiente al decidir la Cor-
te a-qua que no era competente para resolver sobre el pedimento 
de comunicación de documentos, dicha Corte incurrió en la viola-
ción del artículo 188 del Código de Procedimiento Civil y lesionó 
con ello el derecho de defensa de la apelante, hoy recurrente en 
casación, al privarle de la oportunidad de examinar los documen-
tos de la otra parte y de, en base a ellos y de las demás circuns-
tancias de la causa, formar criterio sobre la seriedad de la deman-
da de secuestro.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, No. 328. 

DOCUMENTOS.— Comunicación.— Sanción.— Consecuencias 
jurídicas.— Cuando se solicita a un tribunal una comunicación de 
documentos, y la otra parte sostiene aue no hará uso de él, a lo 
cual tiene perfecto derecho, esa actitud, la única consecuencia ju-
rídica razonable que produce, es que ulteriormente no podría pre- 
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tender derivar de tal documento (si es que realmente existe), nin-
guna consecuencia, pero frente a su actitud los tribunales no po-
dían sobreseeer el caso hasta tanto se presente el documento del 
cual se ha declarado que no se hará uso, ni tampoco constreñirlo, 
como parece entenderlo la recurrente, a que presente el documen-
to, son pena de que sólo por ello su demanda sería rechazada; ya 
que si el documento es público, y realmente existe, el que ha soli-
citado una comunicación sin lograrlo, bien podía producirlo si es 
que contiene enunciaciones que la favorezcan, para en base a ello, 
hacer caer la demanda; pero, si tal no es su línea de conducta, na-
da se opone a que los tribunales en interés de hacer justicia, y 
frente a la solicitud que se le haya formulado, de un informati-
vo para probar los hechos, ordenen esa medida de instrucción que-
dando en capacidad la parte demandada de hacer la contra-prue-
ba en el contra-informativo, y aún de proponer, al fondo, que ese 
medio de prueba no ha sido suficiente, a su juicio, para dejar jus-
tificada la demanda.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2973. 

DOCUMENTOS.— Comunicación.— Supuestas irregularidades 
en la demanda.— El hecho de que un litigante solicite comunica-
ción de documentos, no implica que está admitiendo la irregula-
ridad de la demanda, si como ha ocurrido en al especie, dicha co-
municación tiende a verificar esa regularidad.— B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2341. 

DOCUMENTOS.— Comunicación.— Alegato hecho en casación.—
No señalamiento de los documentos omitidos.— La recurrente no 
señala en su memorial los documentos que dice no le comunica-
ron, a fin de apreciar la importancia de la no comunicación que 
alega, en lo atinente a su defensa; que, por otra parte, como se 
verá más adelante, la solución que dio al caso la Corte a-qua no 
se fundó en pruebas documentales no debatidas, sino en otros ele-
mentos de juicio.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2035. 

DONACION CON CARGO.— Plazo al donatario para que ejecu-
te la carga.— Facultad del Tribunal de Tierras.— Nuevo juicio.—
En la especie, el decidir si procedía o no otorgarle un plazo al 
donatario del inmueble objeto de la litis para que ejecutara 
las cargas impuestas por el donante, era indudablemente un pun-
to de derecho, ya resuelto por la Suprema Corte de Justicia por 
su sentencia del 7 de septiembre de 1970 que casó en parte la del* 
Tribunal Superior de Tierras de fecha 12 de diciembre de 1969; 
que, sin embargo, el determinar cuál ha de ser el plazo razonable, 
en lo que debe entrar la apreciación de diversas circunstancias 
es una cuestión de hecho sobre la cual el Tribunal Superior de 
Tierras sí podía, como lo hizo, ordenar cualquier medida de ins-
trucción, entre ella un nuevo juicio, pues en realidad éste tiene 
carácter, ya que las sentencias de jurisdicción original no ad-
quieren én aquella jurisdicción autoridad de cosa juzgada, sino 
cuando las aprueba el Tribunal Superior de Tierras; que en el 
caso que nos ocupa el Tribunal a-quo dejó claramente establecido 
en el fallo dictado, según resulta de su examen, que se atenía al 
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apelación, pues la misma no tiene 'el carácter que le atribuye la 
recurrente, por lo cual si la parte interesada no la propuso, los 
jueces del fondo no tenían el deber de suscitarla de oficio; que, 
además, los avisos que requiere el Art. 22 de la Ley de Divorcio, 
No. 1306-Bis, de 1937, modificado ese texto por la Ley No. 112, de 
1967, pueden ser publicados en cualquier periódico de circulación 
nacional, y no necesariamente en un periódico de Santo Domin; 
go; y en la espécie lo fueron en el periódico "La Información" de 
Santiago, según lo revela el, fallo impugnado.— B. J. No. 728, Ju-
lio de 1971, Pág. No. 2158. 

• 
DIVORCIO.— Incompatibilidad de caracteres.—  Prueba.— Acta 

del informativo del prim.er grado.— Deber de los jueces de la al-
zada.— En la especie, la Corte a-qua después de comprobar que 
en la sentencia de primer grado, se hacía mención de un acta en 
que figuraban las declaraciones de un testigo que sirvió para que 
el juez del primer grado acogiera la demanda, no debió, tratándo-
se de una materia que interesa al orden público como es el divor-
cio, limitarse a rechazar la demanda sobre la única base de que 
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nar cualquier medida de instrucción para formar su íntima con-
vicción acerca del fundamento o no de la desmanda de que esta-
ba apoderada.— B. J. No ∎  724, Marzo de 1971, Pág. No. 652. 

DOCUMENTOS.— Comunicación.— Referimiento.— Seriedad de 
la demanda de secuestro.— Es de principio que la comunicación 
de documentos puede pedirse en toda clase de contestaciones, por 
aplicación del artículo 188 del Código de Procedimiento Civil, lo 
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bien los tribunales tienen cierta facultad para apreciar la utilidad 
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DOCUMENTOS.— Comunicación.— Sanción.— Consecuencias 
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caso que nos ocupa el Tribunal a-quo dejó claramente establecido 
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criterio jurídico de la Suprema Corte de Justicia, es decir, que di-
cho Tribunal no ha negado la procedencia  del plazo, y si agregó 
en cuanto el mismo que estimaba "prudente y necesario" orde-
nar un nuevo juicio es preciso convenir que era únicamente para 
que se discutieran y apreciaran las diversas circunstancias que 
habrían de influir en la duración del plazo, y se oyera al Distrito 
Nacional, a cuyos fines el fallo impugnado no necesitaba más am-
plia motivación que, por otra parte, si el Tribunal a-quo después 
de hacer sus razonamientos, (los que no contradicen lo decidido en 
derecho por la Suprema Corte de Justicia) agregó que dicho 
nuevo juicio era "general y amplio", es obvio que se refería el 
Tribunal Superior de Tierras únicamente a que la medida dispues-
ta tenía ese carácter- en cuanto al punto que era objeto del nue-
vo juicio (la duración del plazo), a cuyos fines también única-
mente puede y debe considerarse revocada la sentencia de juris-
dicción original de cuya apelación estaba originalmente apodera-
do, y no en los demás puntos del fallo objeto de la casación.— B. 
J. No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3059. 

EMBARGO CONSERVATORIO.— Demanda en tercería.— B. J. 
No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 3027. 

—E— 

EMBARGO CONSERVATORIO.— Auto que lo autoriza.— Refe-
rimiento.— Facultad del juez de los Referimientos.— Artículos 48 
y 50 del Código de Procedimiento Civil.— De las disposiciones de 
los artículos b8 y 50 del Código de Procedimiento Civil, tal como 
han quedado redactados después de la ley 5119 resulta, que el le-
gislador dominicano ha conferido al juez de Primera Instancia, en 
sus atribuciones excepcionales de referimiento, la facultad de po-
der reexaminar, a pedimento de parte interesada, los motivos que 
lo indujeron a dictar el Auto autorizando las medidas conservato-
rias; que igualmente tiene facultad para ordenar la cancelación, 
la reducción o la limitación del embargo si a su juicio hay moti-
bos serios y legítimos que lo justifiquen; que esa facultad excep-
cional que el legislador dominicano ha conferido al juez de Pri-
mera Instancia, en atribuciones de referimiento, para hacer can-
celar, reducir o limitar los embargos que se realicen en virtud te 
la ley 5119 de 1959, no está sujeta a que sea ejercida antes de que 
se introduzca la demanda en validez del embargo, pues el propó-
sito del legislador dominicano ha sido, en esta materia, relativa a 
las medidas conservatorias facultativas y previas a la demanda, 
que constituye el Titulo I del Libro II de la Primera Parte del 
Código de Procedimiento Civil, que el embargado pueda aprove-
charse del procedimiento rápido y expedito del referimiento, para 
discutir las medidas conservatorias dictadas contra él, sobre ins-
tancia , y sus consecuencias, sin que esté obligado a esperar el 
apoderamiento al fondo del litigio o la audiencia en que se vaya 
a conocer de la validez del embargo; que este criterio se reafir-
ma por la circunstancia de que en el referimiento, podría orde-
narse, no la cancelación total del embargo ,sino una reducción o  

una limitación, que responda al interés de los litigantes, situación 
que aunque eventualmente podría influir en la demanda en vali-
dez es una consecuencia necesaria de nuestro sistema judicial en 
que el mismo juez que conoce del referimiento es el que va a de-
cidir el fondo del litigio, y además, porque es el legislador que en 
esta materia ha otorgado esas facultades al juez de Primera Ins-
tancia en sus atribuciones de referimiento, facultades que no pue-
den ser coartadas por el embargante en perjuicio del embargado, 
si éste desea como ha ocurrido en la especie, aprovecharse de la 
vía del referimiento.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2341. 

EMBARGO EJECUTIVO DE UN AUTOMOVIL BASADO EN 
UNA SENTENCIA PENAL EN DEFECTO.— Artículo 551 del 
Código de Procedimiento Civil.— Nulidad del embargo.— El ai-
tículo que acaba de citarse dice así en su primera parte. "No po-
drá procederse a ningún embargo de bienes mobiliario o inmobi-
liario sino en virtud de un título ejecutorio y por cosas liquidas y 
ciertas.. ;— B. .1. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 518. 

EMBARGO INMOBILIARIO.— Nulidad.— Recurso de casación 
contra una sentencia que había decidido el fondo del asunto y que 
ya había sido objeto de un recurso de casación que fue rechazado.—
Habiendo la Suprema Corte de Justicia fallado ya el fondo de la 
litis, carecería de objeto el' ponderar lás alegatos del Banco for-
mulados con motivo de este recurso, relativos a nulidades del pro-
cedimiento, preliminares a la discusión del fondo; que, en tales 
condiciones, el presente recurso carece de interés; y no ha lugar 
a estatuir sobre el mismo; y, por esa circunstancia, procede com-
pensar las costas.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2761. 

EMBARGO INMOBILIARIO.— Hipoteca.— Ejecución.— Ver 
garantía real — B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1824. 

EMBARGO INMOBILIARIO.— Nulidad.— Demanda intentada 
por el Banco Agrícola.— Ley 6186 de 1963.— Por tratarse en el 
caso ocurrente de la preservación de un patrimonio fundada en un 
canon de orden público, la Corte a-qua aplicó correctamente los 
principios juridicos relativos al orden público al admitir y acoger 
la demanda del Banco Agrícola, no obstante haber sido intentada 
más allá del momento que fija el artículo 728 del Código de Pro-
cedimiento Civil, obviamente concebido para la protección de in-
tereses puramente privados y principalmente para prevenir ma-
niobras dilatorias de los embargados, pero no para la intervención 
de terceros en el embargo investido de derechos proteeidos por 
razones de orden público.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. 
No. 2676. 

EMBARGO RETENTIVO.— Apelación.— Oposición.— B. J. No. 
728, Julio de 1971, Pág. No. 2064. 

EMPRESAS ESTATALES.— Corporación.— Status jurídico.— 
Patrimonio embargable.— La recurrente es una Corporación crea-
da para realizar por sí misma y a través de las entidades que de 
ella dependen, no servicios públicos, sino actividades industriales 
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criterio jurídico de la Suprema Corte de Justicia, es decir, que di-
cho Tribunal no ha negado la procedencia del plazo, y si agregó 
en cuanto el mismo que estimaba "prudente y necesario" orde-
nar un nuevo juicio es preciso convenir que era únicamente para 
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der reexaminar, a pedimento de parte interesada, los motivos que 
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a conocer de la validez del embargo; que este criterio se reafir-
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de terceros en el embargo investido de derechos protegidos por 
razones de orden público.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. 
No. 2676. 

EMBARGO RETENTIVO.— Apelación.— Oposición.— B. J. No. 
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y comerciales, por lo que es susceptible de todo tipo de vías de 
ejecución en el mismo plano de igualdad que las empresas de pro-
piedad privada; que la circunstancia de que la ley 289 de 1966 que 
creó la referida entidad, le haya dado el carácter de entidad públi-
ca, no significa que tal empresa esté destinada a servicios públicos, 
que es, lo que en definitiva hace que una entidad de esa índole 
no pueda sufrir las consecuencias de las vías de ejecución, que de 
ordinario, conduciría a  paralizaciones o entorpecimientos de los 
servicios públicos, que es lo que se desea impedir; que, además, 
la inembargabilidad del patrimonio de la Corporación, conduciría 
no sólo a establecer un privilegio en el círculo de las actividades 
económicas del país, sino que iría en perjuicio del propio crédito 
de la empresa, pues a los posibles acreedores de ella se les haría 
imposible cobrar sus acreencias.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, 
Pág. No. 3211. 

ESTUPRO DE DOS MENORES DE EDAD.— Artículo 332 del 
Código Penal.— Se le aplicaron 4 años de trabajos públicos.—
B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1734. 

ESTADO DE GASTOS Y HONORARIOS.— Impugnación.— Ci-
tación por acto de alguacil.— Validez.— En la especie, esa citación 
no era una demanda introductiva de instancia del Dr. S., sino la 
llamada de dicho abogado para que el Impugnante del Estado de 
Costas, que lo era el citado C. M., tuviera conocimiento de que ese 
día se iba a discutir el asunto entre las partes; que si el impug-
nante se limitó a concluir en la referida audiencia, sobre una ex-
cepción, no obstante haber concluido al fondo el Abogado cuyo Es-
tado de Costas se impugna, ello no podría significar que se lesio-
nó su derecho de defensa, ni que se hubiera sustituido el procedi-
miento instituido en la ley 302, pues lo que la ley exige es que se 
cite a lOs litigantes, citación que puede hacerse, no sólo por carta 
cartificada del Secretario, sino también por acto de alguacil, coma 
ha ocurrido en la especie.-- B. J. No. 728. Julio de 1971, Pág. No. 
2188. 

EXTRANJEROS.— Adquisición de inmuebles.— Decreto 2543 de 
1945.— Medidas puramente conservatorias.— Las disposiciones del 
Decreto No. 2543 del 1945 que impone a los extranjeros la obliga-
ción de obtener un permiso del Poder Ejecutivo cuando se propo-
nen invertir fondos para adquirir inmuebles en el país, tienen un 
carácter administrativo, y no pueden constituir un obstáculo para 
la realización de una medida puramente conservatoria de carác-
ter provisional; si bien es verdad que el Art. 1 del Decreto del Po-
der Ejecutivo No. 2543, del año 1945, expresa qüe toda persona, 
física o moral, de nacionalidad no dominicana, que desee inver-
tir fondos en inmuebles urbanos o rurales en la República, debe-
rá, sin lo cual la operación de que se trata no será válida, obtener 
previamente una autorización del Poder Ejecutivo, no es menos 
cierto que una persona de nacionalidad extranjera con fines de 
resguardar sus intereses puede inscribir sobre determinados in-
muebles una hipoteca judicial o definitiva", "que los intimados han  

depositado la copia de un permiso de fecha 21 de Marzo de 1966, 
expedida en cumplimiento de las previsiones del Decreto 2543 del 
22 de Marzo del 1945, para que R. S. Vda. del R. y J. del R. S., es-
pañoles, debidamente representados por el señor C. del R. S., pu-
dieran subastar los inmuebles embargados en atención a la hipo-
teca judicial que fuera inscrita conforme a la ley y en virtud de 
las sentencias antes mencionadas, para el caso en que no concu-
rran otros subastadores".— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 
2442. 

EXPROPIACION.— indemnización previa.— Tiempos calamito-
sos.— Ver: Tribunal de Tierras.— Expropiación — B. J-. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 238(1. 

FIANZA.— Abuso de Confianw.— Apelación de la Compañía 
Aseguradora.— Vencimiento de la fianza.— En la especie, cuando 
la Corte a-qua negó el pedimento de sobreseimiento, su decisión 
al respecto no puede ser objeto de crítica, lo que no obsta para que 
la Compañía, puesto que la causa fue pospuesta para conocer del 
fondo de la apelación que ella había interpuesto, haga comparecer 
al prevenido para que dé las explicaciones que sean de lugar sobre 
su incompetencia, y la Corte pueda apreciar si hubo o no qna ex-
cusa legítima, resolviendo sobre el caso lo que sea de derecho– - 
B. J. No. 726, mayo de 1971, pág. No. 1571. 

FIANZA.— Libertad Provisional.— Vencimiento de la fianza.—
La Corte apoderada por un envío de casación.— Esa corte es la 
competente para declarar el vencimiento de la fianza, si procede.—
Si bien las fianzas cuando un asunto está en casación, le corres-
ponde fijarla a la Suprema Corte de Justicia, cuando se trata de 
decidir acerca del vencimiento de la misma, lo que configura una 
cuestión contenciosa, se hace preciso establecer en juicio si se han 
dado o no las condiciones que justifican dicho vencimiento; y en 
caso afirmativo, si hay o no motivos de excusa que lo justifiquen, 
todo lo cual supone cuestiones de hecho cuya apreciación es de la 
incumbencia de los tribunales de fondo; lo que evidentemente re-
sulta del contexto de las leyes que rigen la materia; pedimento 
que bien puede ser hecho tanto en la etapa de instrucción de la 
causa, como después de dictadas las condenaciones por la Corte 
de envío; que, esa es la interpretación que resulta del estudio com-
binado del artículo 10 de la Ley No. 5439, de 1915, y del artículo 71 
de la Ley No. 126, de 1971, conforme al cual el legislador exige 
el otorgamiento previo de los plazos que la última ley citada es-
tabece; que, por consiguiente, el pedimento de que se trata corres-
ponde resolverlo en hecho y en derecho a la Corte de Apelación 
de San Cristóbal que juzgó el caso como Corte de envío.— B. J. 
No 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3246. 

FIANZA.— Libertad . Provisional.— Vencimiento.— Pedimento 
hecho por la parte civil constituida y accrrido por los jueces del 
fondo.— Casación rechazada.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. 
No. 1784. 
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y comerciales, por lo que es susceptible de todo tipo de vías de 
ejecución en el mismo plano de igualdad que las empresas de pro-
piedad privada; que la circunstancia de que la ley 289 de 1966 que 
creó la referida entidad, le haya dado el carácter de entidad públi-
ca, no significa que tal empresa esté destinada a servicios públicos, 
que es, lo que en definitiva hace que una entidad de esa índole 
no pueda sufrir las consecuencias de las vías cíe ejecución, que de 
ordinario, conduciría a  paralizaciones o entorpecimientos de los 
servicios públicos, que es lo que se desea impedir; que, además, 
la inembargabilidad del patrimonio de la Corporación, conduciría 
no sólo a establecer un privilegio en el círculo de las actividades 
económicas del país, sino que iría en perjuicio del propio crédito 
de la empresa, pues a los posibles acreedores de ella se les haría 
imposible cobrar sus acreencias.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, 
Pág. No. 3211. 

ESTUPRO DE DOS MENORES DE EDAD.— Artículo 332 del 
Código Penal.— Se le aplicaron 4 años de trabajos públicos.—
B. J. No. 726, Mayo de 1971. Pág. No. 1734. 

ESTADO DE GASTOS Y HONORARIOS.— Impugnación.— Ci-
tación por acto de alguacil.— Validez.— En la especie, esa citación 
no era una demanda introductiva de instancia del Dr. S., sino la 
llamada de dicho abogado para que el Impugnante del Estado de 
Costas, que lo era el citado C. M., tuviera conocimiento de que ese 
día se iba a discutir el asunto entre las partes; que si el impug-
nante se limitó a concluir en la referida audiencia, sobre una ex-
cepción, no obstante haber concluido al fondo el Abogado cuyo Es-
tado de Costas se impugna, ello no podría significar que se lesio-
nó su derecho de defensa, ni que se hubiera sustituido el procedi-
miento instituido en la ley 302, pues lo que la ley exige es que se 
cite a lós litigantes, citación que puede hacerse, no sólo por carta 
cartificada del Secretario, sino también por acto de alguacil, como 
ha ocurrido en la especie.--- R. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 
2188. 

EXTRANJEROS.— Adquisición de inmuebles.— Decreto 2543 de 
1945.— Medidas puramente conservatorias.— Las disposiciones del 
Decreto No. 2543 del 1945 que impone a los extranjeros la obliga-
ción de obtener un permiso del Poder Ejecutivo cuando se propo-
nen invertir fondos para adquirir inmuebles en el país, tienen un 
carácter administrativo, y no pueden constituir un obstáculo para 
la realización de una medida puramente conservatoria de carác-
ter provisional; si bien es verdad que el Art. 1 del Decreto del Po-
der Ejecutivo No. 2543, del año 1945, expresa que toda persona, 
física o moral, de nacionalidad no dominicana, que desee inver-
tir fondos en inmuebles urbanos o rurales en la República, debe-
rá, sin lo cual la operación de que se trata no será válida, obtener 
previamente una autorización del Poder Ejecutivo, no es menos 
cierto que una persona de nacionalidad extranjera con fines de 
resguardar sus intereses puede inscribir sobre determinados in-
muebles una hipoteca judicial o definitiva", "que los intimados han 
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depositado la copia de un permiso de fecha 21 de Marzo de 1966, 
expedida en cumplimiento de las previsiones del Decreto 2543 del 
22 de Marzo del 1945, para que R. S. Vda. del R. y J. del R. S., es-
pañoles, debidamente representados por el señor C. del R. S., pu-
dieran subastar los inmuebles embargados en atención a la hipo-
teca judicial que fuera inscrita conforme a la ley y en virtud de 
las sentencias antes mencionadas, para el caso en que no concu-
rran otros subastadores". B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 
2442. 

EXPROPIACION.— indemnización previa.— Tiempos calamito-
sos.— Ver: Tribunal de Tierras.— Expropiación — B. J No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2380. 
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FIANZA.— Abuso de Confianza.— Apelación de la Compañía 
Aseguradora.— Vencimiento de la fianza.— En la especie, cuando 
la Corte a-qua negó el pedimento de sobreseimiento, su decisión 
al respecto no puede ser objeto de crítica, lo que no obsta para que 
la Compañía, puesto que la causa fue pospuesta para conocer del 
fondo de la apelación que ella había interpuesto, haga comparecer 
al prevenido para que dé las explicaciones que sean de lugar sobre 
su incompetencia, y la Corte pueda apreciar si hubo o no tpla ex-
cusa legítima, resolviendo sobre el caso lo que sea de derecho. 
B. J. No. 726, mayo de 1971, pág. No. 1571. 

FIANZA.— Libertad Provisional.— Vencimiento de la fianza.—
La Corte apoderada por un envío de casación.— Esa corte es la 
competente para declarar el vencimiento de la fianza, si procede.—
Si bien las fianzas cuando un asunto está en casación, le corres-
ponde fijarla a la Suprema Corte de Justicia, cuando se trata de 
decidir acerca del vencimiento de la misma, lo que configura una 
cuestión contenciosa, se hace preciso establecer en juicio si se han 
dado o no las condiciones que justifican dicho vencimiento; y en 
caso afirmativo, si hay o no motivos de excusa que lo justifiquen, 
todo lo cual supone cuestiones de hecho cuya apreciación es de la 
incumbencia de los tribunales de fondo; lo que evidentemente re-
sulta del contexto de las leyes que rigen la materia; pedimento 
que bien puede ser hecho tanto en la etapa de instrucción de la 
causa, como después de dictadas las condenaciones por la Corte 
de envío; que, esa es la interpretación que resulta del estudio com-
binado del artículo 10 de la Ley No. 5439, de 1915, y del artículo 71 
de la Ley No. 126, de 1971, conforme al cual el legislador exige 
el otorgamiento previo de los plazos que la última ley citada es-
tabece; que, por consiguiente, el pedimento de que se trata corres-
ponde resolverlo en hecho y en derecho a la Corte de Apelación 
de San Cristóbal que juzgó el caso como Corte de envío.— B. J. 
No 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3246. 

FIANZA.— Libertad . Provisional.— Vencimiento.— Pedimento 
hecho por la parte civil constituida y aco'ido por los jueces del 
fondo.— Casación rechazada.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. 
No. 1784. 



FIANZA.— Vencimiento.— Distribución.— Alegato de fraude 
entre el prevenido y la parte civil.— Documento no ponderado.—
Casación por falta de base legal.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, 
Pág. No. 546. 

FILIACION NATURAL.— Acta de nacimiento donde consta el 
nombre de la madre.— Identidad de la madre no discutida ante los 
jueces de fondo.— En la especie, los recurrentes no plantearon en 
dichas conclusiones a los jueces del fondo un problema de identi-
dad de la persona constituida en parte civil en base a negar que 
ella fuera la madre, o lo que es lo mismo sosteniendo que fuera 
una impostora, sino que claramente lo que ellos plantearon fue la 
falta de prueba de "su condición de madre, pariente o afín de la 
víctima"; y la Corte a-qua le respondió adecuadamente en los mo-
tivos del fallo dictado, que con el acta de nacimiento presentada 
había quedado establecida la calidad de la reclamante, criterio ju-
rídico éste, que es evidentemente correcto; que por otra parte, si 
se hubiera planteado a los jueces del fondo el problema de la iden-
tidad (que es una cuestión de hecho) correspondia a quien lo plan-
teaba, el probar su alegato, prueba que no hicieron los hoy recu-
rrentes en casación; que, por tanto, el alegato relativo a la iden-
tidad resulta inadmisible por ser nuevo en casación.— B. J. No. 722, 
Enero de 1971, pág. No. 241. 

FILIACION NATURAL.— Maternidad natural.— Prueba.— Ar-
tículo 2 de la Ley 985 de 1945.— Sobrinos naturales.— Representa-
ción.— Derecho a heredar por representación.— De conformidad 
con el Art. 2 de la Ley No. 985, de 1945, la filiación de los hijos 
naturales se establece con respecto de la madre por el solo hecho 
del nacimiento y es aplicable aún a los hijos naturales nacidos an-
tes; que en esa virtud tienen derecho a la representación que, en 
tales condiciones los recurrentes podían sostener que ellos eran 
hijos de E. V. (a) V.; y que su madre era hermana del hoy fina-
do R. V., por ser ambos hijos de M. V.; que, como en todos esos 
casos se trataba de la filiación frente a la madre, el reconocimien-
to resultaba del nacimiento; que, por tanto, los hoy recurrentes 
podían pretender derechos por representación de su madre en las 
bienes de su tío R. V. al morir éste sin descendencia legítima y 
sin dejar ascendientes vivos; que al no entenderlo así por estimar 
el Tribunal a-quo, según resulta del examen del fallo impugnado 
que R. V. era un tercero frente a los que alegaban la calidad de 
sobrinos de él, y al adjudicar, en virtud de ese concepto erróneo, 
toda la herencia a la cónyuge superviviente, el Tribunal a-quo in-
currió en la violación de la Ley No. 985 y en las reglas relativas 
a la representación.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1930. 

FILIACION NATURAL.— Actas de nacimiento con" enunciacio-
nes no ponderadas por los jueces del fondo.— B. J. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. No. 1064. 

FILIACION NATURAL.— Reconocimientos hechos cuando re-
gía el articulo 335 del Código Civil por un padre que estaba casa-
do.— Validez de los mismos.— Variación de la jurisprudencia do- 
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minicana al respecto.— En la especie, la Corte a-qua rechazó esa 
demanda sobre la base de que estos recurrentes no podían ser re-
putados como hijos reconocidos en razón de que para el 3 de no-
viembre de 1938, fecha de los alegados reconocimientos, regía el 
artículo 335 del Código Civil que prohibía los reconocimientos de 
los hijos adulterinos; que no obstante ser esa la interpretación se-
guida por la jurisprudencia, un estudio más detenido de los pro-
pósitos perseguidos por la ley 985 de 1945, en el estado actual de 
la conciencia jurídica, conduce a esta Suprema Corte de Justicia 
a variar dicha interpretación en el sentido de dar efecto jurídico 
al reconocimiento de paternidad de un hijo natural, aún cuando 
en la época en que lo hubiere heého, estuviese casado; que esa in-
terpretación queda robustecida por la circunstancia de que el le-
gislador al dictar la ley 985 de 1945, sobre filiación natural quiso 
darle al progenitor la oportunidad de reconocer a sus hijos aun-
que fuese adulterinos en relación con el padre; que en ese mismo 
orden de ideas, esa interpretación está robustecida también por el 
hecho de haber suprimido la Ley No. 985 la facultad que había 
conferido a los padres la Ley anterior sobre la materia —la No. 
357 de 1940— de mejorar las cuotas hereditarias de los hijos reco-
nocidos antes de la Ley No. 357, como si lo hubieran sido después 
de esa Ley; expresión que no se explicarla sino por la intención 
del Legislador de que la Ley No. 985 aprovecharía tanto a los hi-
jos reconocidos antes de la fecha de esa ley, como a los reconoci-
dos después que, por otra parte, la interpretación que se acaba de 
dar no vulnera ningún derecho adquirido de la parte adversa, y 
está además, acorde con los principios relativos a la ley vigente 
cuando se abrió la sucesión, pues la ley 985 es del 1945 y la muer-
te de R. V. ocurrió en el 1959; esto es, estando vigente la referida 
ley 985; que, por consiguiente, la Corte a-qua al declarar que los 
recurrentes no podían ser legalmente reconocidos por M. A. R. V., 
aunque éste fuese en verdad, su padre, incurrió en la sentencia 
impugnada en una errónea interpretación de la Ley 985 de 1945, 
por lo cual dicha sentencia debe ser casada en ese punto.— B. J. 
No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1064. 

FILIACION.— Sentencia que adquirió la autoridad de la cosa 
juzgada.— En la especie el 'punto relativo a las calidades contra-
riamente a lo alegado por las recurrentes había sido resuelto por 
el Tribunal Superior de Tierras por su sentencia de fecha 14 de 
agosto de 1959, según consta en el fallo impugnado; que tal deci-
sión tiene la autoridad de cosa irrevocablemente juzgada por tra-
tarse de una cuestión de filiación entre las mismas partes; que en 
ese aspecto no ha podido violarse el artículo 1351 del Código Civil.— 
13. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3392. 

FORESTAL.— Ley.— Sometimiento por violación a la ley Fo-
restal.— Descargo.— Recurso de casación del Procurador Fiscal.—
Rechazado.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3281. 

—G- 

GARANTIA REAL.— Plazo de cinco años.— Fianza.— Contra-
to. —Hipoteca.— Ejecución.— Embargo inmobiliario.— En la eq- 

1.,300CV 



FIANZA.— Vencimiento.— Distribución.— Alegato de fraude 
entre el prevenido y la parte civil.— Documento no ponderado.—
Casación por falta de base legal.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, 
Pág. No. 546. 

FILIACION NATURAL.— Acta de nacimiento donde consta el 
nombre de la madre.— Identidad de la madre no discutida ante los 
jueces de fondo.— En la especie, los recurrentes no plantearon en 
dichas conclusiones a los jueces del fondo un problema de identi-
dad de la persona constituida en parte civil en base a negar que 
ella fuera la madre, o lo que es lo mismo sosteniendo que fuera 
una impostora, sino que claramente lo que ellos plantearon fue la 
falta de prueba de "su condición de madre, pariente o afín de la 
víctima"; y la Corte a-qua le respondió adecuadamente en los mo-
tivos del fallo dictado, que con el acta de nacimiento presentada 
había quedado establecida la calidad de la reclamante, criterio ju-
rídico éste, que es evidentemente correcto; que por otra parte, si 
se hubiera planteado a los jueces del fondo el problema de la iden-
tidad (que es una cuestión de hecho) correspondía a quien lo plan-
teaba, el probar su alegato, prueba que no hicieron los hoy recu-
rrentes en casación; que, por tanto, el alegato relativo a la iden-
tidad resulta inadmisible por ser nuevo en casación.— B. J. No. 722, 
Enero de 1971, pág. No. 241. 

FILIACION NATURAL.— Maternidad natural.— Prueba.— Ar-
tículo 2 de la Ley 985 de 1945.— Sobrinos naturales.— Representa-
ción.— Derecho a heredar por representación.— De conformidad 
con el Art. 2 de la Ley No. 985, de 1945, la filiación de los hijos 
naturales se establece con respecto de la madre por el solo hecho 
del nacimiento y es aplicable aún a los hijos naturales nacidos an-
tes; que en esa virtud tienen derecho a la representación que, en 
tales condiciones los recurrentes podían sostener que ellos eran 
hijos de E. V. (a) V.; y que su madre era hermana del hoy fina-
do R. V., por ser ambos hijos de M. V.; que, como en todos esos 
casos se trataba de la filiación frente a la madre, el reconocimien-
to resultaba del nacimiento; que, por tanto, los hoy recurrentes 
podían pretender derechos por representación de su madre en los 
bienes de su tío R. V. al morir éste sin descendencia legítima y 
sin dejar ascendientes vivos; que al no entenderlo así por estimar 
el Tribunal a-quo, según resulta del examen del fallo impugnado 
que R. V. era un tercero frente a los que alegaban la calidad de 
sobrinos de él, y al adjudicar, en virtud de ese concepto erróneo, 
toda la herencia a la cónyuge superviviente, el Tribunal a-quo in-
currió en la violación de la Ley No. 985 y en' las reglas relativas 
a la representación.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1930. 

FILIACION NATURAL.— Actas de nacimiento cod' enunciacio-
nes no ponderadas por los jueces del fondo.— B. J. No. 725, Abril 
de 1971. Pág. No. 1064. 

FILIACION NATURAL.— Reconocimientos hechos cuando re-
gía el articulo 335 del Código Civil por un padre que estaba casa-
do.— Validez de los mismos.— Variación de la jurisprudencia do- 
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minicana al respecto.— En la especie, la Corte a-qua rechazó esa 
demanda sobre la base .de que estos recurrentes no podían ser re-
putados como hijos reconocidos en razón de que para el 3 de no-
viembre de 1938, fecha de los alegados reconocimientos, regía el 
artículo 335 del Código Civil que prohibía los reconocimientos de 
los hijos adulterinos; que no obstante ser esa la interpretación se-
guida por la jurisprudencia, un estudio más detenido de los pro-
pósitos perseguidos por la ley 985 de 1945, en el estado actual de 
la conciencia jurídica, conduce a esta Suprema Corte de Justicia 
a variar dicha interpretación en el sentido de dar efecto jurídico 
al reconocimiento de paternidad de un hijo natural, aún cuando 
en la época en que lo hubiere heého, estuviese casado; que esa in-
terpretación queda robustecida por la circunstancia de que el le-
gislador al dictar la ley 985 de 1945, sobre filiación natural quiso 
darle al progenitor la oportunidad de reconocer a sus hijos aun-
que fuese adulterinos en relación con el padre; que en ese mismo 
orden de ideas, esa interpretación está robustecida también por el 
hecho de haber suprimido la Ley No. 985 la facultad que había 
conferido a los padres la Ley anterior sobre la materia —la No. 
357 de 1940— de mejorar las cuotas hereditarias de los hijos reco-
nocidos antes de la Ley No. 357, como si lo hubieran sido después 
de esa Ley; expresión que no se explicaría sino por la intención 
del Legislador de que la Ley No. 985 aprovecharía tanto a los hi-
jos reconocidos antes de la fecha de esa ley, como a los reconoci-
dos después que, por otra parte, la interpretación que se acaba de 
dar no vulnera ningún derecho adquirido de la parte adversa, y 
está además, acorde con los principios relativos a la ley vigente 
cuando se abrió la sucesión, pues la ley 985 es del 1945 y la muer-
te de R. V. ocurrió en el 1959; esto es, estando vigente la referida 
ley 985; que, por consiguiente, la Corte a-qua al declarar que los 
recurrentes no podían ser legalmente reconocidos por M. A. R. V., 
aunque éste fuese en verdad, su padre, incurrió en la sentencia 
impugnada en una errónea interpretación de la Ley 985 de 1945, 
por lo cual dicha sentencia debe ser casada en ese punto.- B. J. 
No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1064. 

FILIACION.— Sentencia que adquirió la autoridad de la cosa 
juzgada.— En la especie el 'punto relativo a las calidades contra-
riamente a lo alegado por las recurrentes había sido resuelto por 
el Tribunal Superior de Tierras por su sentencia de fecha 14 de 
agosto de 1959, según consta en el fallo impugnado; que tal deci-
sión tiene la autoridad de cosa irrevocablemente juzgada por tra-
tarse do una cuestión de filiación entre las mismas partes; que en 
ese aspecto no ha podido violarse el artículo 1351 del Código Civil.-- 
B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3392. 

FORESTAL.— Ley.— Sometimiento por violación a la ley Fo-
restal.— Descargo.— Recurso de casación del Procurador Fiscal.—
Rechazado.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3281. 

GARANTIA REAL.— Plazo de cinco años.— Fianza.— Contra-
to. —Hipoteca.— Ejecución.— Embargo inmobiliario.— En la es- 
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Pede, el término de cinco años para la duración de la fianza, n) 
podía tener otro propósito que el de que esa seguridad real que-
dara sin efecto de pleno derecho al pasar ese término a contar del 
31 de octubre de 1956, pero no liberar a la fiadora del riesgo de 
ejecución dentro de ese período de cinco años; que. como antes 
se ha dicho, el propio riesgo del acreedor de que cesara la seguri-
dad real que se había estipulado por el paso de cinco años, es una 
indicación de que, dentro de ese período, esa seguridad real se hi-
ciera operante en protección de su acreencia, si el deudor afian-
zado dejaba de pagar su deuda en el plazo especial que se convi-
no en el Contrato para esos efectos; que los textos legales men-
cionados en este medio por la recurrente no han podido ser viola-
do§ por la sentencia impugnada, puesto que todo lo relativo a los 
plazos fue objeto de un Contrato concreto y explícito, y para re-
solver el caso, la Corte a-qua se ha ajustado con un criterio co-
rrecto a las estipulaciones de ese Contrato.--- B. J. No. 727, Junio 
de 1971, Pág. No. 1824. 

GOLPES POR IMPRUDENCIA.— Artículo 319 y 320 del Códi-
go Penal.— Individuo que ayuda a empujar un camión y una rueda 
le aprisiona un pie.— Hecho ocurrido en un garage.— No hay vio-
lación a la ley de Tránsito No. 241 de 1967.— B. .1. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. No. 1103. 

—H— 

HABEAS CORPUS.— Mantenimiento en prisión.— Motivos.—
Basta para decidir el mantenimiento en prisión de la persona quo 
ha obtenido mandamiento de habeas corpus, que los jueces apre-
cien como ocurrió en la especie "que hay fundamento para presu-
mir que dicha persona pueda resultar culpable"; es decir, que no 
le corresponde al juez de habeas corpus, como parece entenderlo 
el recurrente, fallar sobre la culpabilidad o no del impetrante; 
pues eso le corresponde hacerlo ulteriormente cuando el proceso 
se conoce al fondo; que en cuanto a que la Corte a-gua mantuvo 
al recurrente en prisión, y no a los demás, esa decisión en cuanto 
a los demás no le ha hecho agravio al recurrente, y además, no 
hay recurso alguno del Ministerio Público que permita ponderar 
el caso en cuanto a los otros acusados.— B. J. No. 729. Agosto de 
1971, Pág. No. 2551. 

HABEAS CORPUS.— Motivos para el mantenimiento de la pri-
sión.— Indicios serios.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 
3339.. 

HABEAS CORPUS.— Sentencia que ordena el mantenimiento 
en prisión del impetrante.— Motivos adecuados.— B. J. No. 731, 
octubre de 1971, Pág. No. 3008. 

HERIDAS QUE CAUSARON LA MUERTE Y TENTATIVA DE 
HOMICIDIO CONTRA OTRA PERSONA.— Crimen seguido de 
otro crimen.— Articulo 304 del Código Penal.— Pena de 30 años  

t. p.— En la especie al culpable se le impuso una sanción inferior a la que establece la ley; que sin embargo ese error no puede con-ducir a la casación en razón de que como el acusado fue el único 
que apeló, su situación no podía ser agravada sobre su solo recur-
so; situación que se presenta también en esta instancia donde él es 
el único recurrente.-- B. J. No. 726. Mayo de 1971, Pág. No. 1631. 

HIPOTECA.— Ejecución.— Embargo inmobiliario.— B. J. No. 
727, Junio de 1971, Pág. No. 1821. 

HIPOTECA.— Inscripción.— Convenciones, Interpretación.-- 
Inscripción no renovada.— Efectos.— Artículo 2154 Código Civil.— 
Los .juces del fondo son soberanos en la interpretación de las con-
venciones, y, por tanto, sus fallos en esos casos no pueden ser cen-
surados en casación, salvo desnaturalización, lo que no ha ocurri-
rrido en la especie; y en cuanto a la insripción de la hipoteca, que 
si dicha inscripción no ha sido renovada, lo que pierde es el ran-
go; pero el crédito no desaparece, sino que se mantiene con todas 
sus caracteristicas, de tal modo que el acreedor puede requerir 
una nueva inscripción para que ocupe entonces el rango que le co-
rresponde, si otro acreedor se ha adelantado y ha tomado otra ins-
cripción.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2766. 

HOMICIDIO.— Excusa de la Provocación.— Condiciones para su 
admisión.— En la especie, del examen del fallo impugnado no re-sultan claramente establecidas las circunstancias que caracterizan 
la excusa, pues dicho fallo simplemente consigna, en ese aspecto, 
como ya se ha indicado, que las injurias proferidas por C. F., "da-
generaron en vías de hecho entre el acusado y la víctima", sin que 
se determine que las vías de hechos que no fueron descritas, fue-
ran iniciadas por la víctima del homicidio, condición necesaria pa-
ra que la excusa legal de la provocación hubiese sido acogida en 
beneficio del acusado; que sin embargo, esta circunstancia no ha-
ce anulable el fallo impugnado, toda vez que el acusado es el úni-
co recurrente, y su condición no puede ser agravada como conse-
cuencia de su recurso.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1972. 

HOMICIDIO INVOLUSTARIO.— Ciclista que se estrella contra 
un camión coñducido a velocidad moderada.— Falta exclusiva del 
ciclista.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 308. 

IMPUESTOS.— Liquidación.— Facultad de los recaudadores.— 
Recurso contecioso-administrativo.— Facultad del Tribunal Con-
tencioso.— En lo que respecta a la liquidación de los impuestos, 
contribuciones y regalías debidas al Fisco, por disposiciones lega-
les o por estipulaciones contenidas en las concesiones o contratos, 
que la apreciación de las bases de hecho de esa liquidación corres-
ponde, en principio, a los recaudadores fiscales correspondientes; 
que esa liquidación es ejecutoria, salvo cuando sea objeto, de par-
te del contribuyente o del obligado, de los recursos que las leyes 
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pede, el término de cinco años para la duración de la fianza, no 
podía tener otro propósito que el de que esa seguridad real que-
dara sin efecto de pleno derecho al pasar ese término a contar del 
31 de octubre de 1956, pero no liberar a la fiadora del riesgo de 
ejecución dentro de ese período de cinco años; que. como antes 
se ha dicho, el propio riesgo del acreedor de que cesara la seguri-
dad real que se había estipulado por el paso de cinco años, es una 
indicación de que, dentro de ese período, esa seguridad real se hi-
ciera operante en protección de su acreencia, si el deudor afian-
zado dejaba de pagar su deuda en el plazo especial que se convi-
no en el Contrato para esos efectos; que los textos legales men-
cionados en este medio por la recurrente no han podido ser viola-
dol por la sentencia impugnada, puesto que todo lo relativo a los 
plazos fue objeto de un Contrato concreto y explícito, y para re-
solver el caso, la Corte a-qua se ha ajustado con un criterio co-
rrecto a las estipulaciones de ese Contrato.- B. J. No. 727, Junio 
de 1971, Pág. No. 1824. 

GOLPES POR IMPRUDENCIA.— Artículo 319 y 320 del Códi-
go Penal.— Individuo que ayuda a empujar un camión y una rueda 
le aprisiona un pie.— Hecho ocurrido en un garage.— No hay vio-
lación a la ley de Tránsito No. 241 de 1967.— B. .T. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. No. 1103. 

—H— 

HABEAS CORPUS.— Mantenimiento en prisión.— Motivos.—
Basta para decidir el mantenimiento en prisión de la persona que 
ha obtenido mandamiento de habeas corpus, que los jueces apre-
cien como ocurrió en la especie "que hay fundamento para presu-
mir que dicha persona pueda resultar culpable"; es decir, que no 
le corresponde al juez de habeas corpus. como parece entenderlo 
el recurrente, fallar sobre la culpabilidad o no del impetrante; 
pues eso le corresponde hacerlo ulteriormente cuando el proceso 
se conoce al fondo; que en cuanto a que la Corte a-qua mantuvo 
al recurrente en prisión, y no a los demás, esa decisión en cuanto 
a los demás no le ha hecho agravio al recurrente, y además, no 
hay recurso alguno del Ministerio Público que permita ponderar 
el caso en cuanto a los otros acusados.— B. J. No. 729, Agosto de 
1971, Pág. No. 2551. 

HABEAS CORPUS.— Motivos para el mantenimiento de la pri-
sión.— Indicios serios.— B. .1. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 
3339.. 

HABEAS CORPUS.— Sentencia que ordena el mantenimiento 
en prisión del impetrante.— Motivos adecuados.— B. J. No. 731, 
octubre de 1971, Pág. No. 3008. 

HERIDAS QUE CAUSARON LA MUERTE Y TENTATIVA DE 
HOMICIDIO CONTRA OTRA PERSONA.— Crimen seguido de 
otro crimen.— Articulo 304 del Código Penal.— Pena de 30 años 
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t. p.— En la especie al culpable se le impuso una sanción inferior 
a la que establece la ley; que sin embargo ese error no puede con-
ducir a la casación en razón de que como el acusado fue el único 
que apeló, su situación no podía ser agravada sobre su solo recur-
so; situación que se presenta también en esta instancia donde él es 
el único recurrente.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1631. 

HIPOAECA.— Ejecución.— Embargo inmobiliario.— B. J. No. 
727, Junio de 1971, Pág. No. 1821. 

HIPOTECA.— Inscripción.— Convenciones.— Interpretación:— 
Inscripción no renovada.— Efectos.— Artículo 2154 Código Civil.—
Los juces del fondo son soberanos en la interpretación de las con-
venciones, y, por tanto, sus fallos en esos casos no pueden ser cen-
surados en casación, salvo desnaturalización, lo que no ha ocurri-
rrido en la especie; y en cuanto a la insripción de la hipoteca, que 
si dicha inscripción no ha sido renovada, lo que pierde es el ran-
go; pero el crédito no desaparece, sino que se mantiene con todas 
sus caracteristicas, de tal modo que el acreedor puede requerir 
una nueva inscripción para que ocupe entonces el rango que le co-
rresponde, si otro acreedor se ha adelantado y ha tomado otra ins-
cripción.— B. J. No. 731. octubre de 1971, Pág. No. 2766. 

HOMICIDIO.— Excusa de la Provocación.— Condiciones para su 
admisión.— En la especie, del examen del fallo impugnado no re-
sultan claramente establecidas las circunstancias que caracterizan 
la excusa, pues dicho fallo simplemente consigna, en ese aspecto, 
como ya se ha indicado, que las injurias proferidas por C. F., "de-
generaron en vías de hecho entre el acusado y la víctima", sin que 
se determine que las vías de hechos que no fueron descritas, fue-
ran iniciadas por la víctima del homicidio, condición necesaria pa-
ra que la excusa legal de la provocación hubiese sido acogida en 
beneficio del acusado; que sin embargo, esta circunstancia no ha-
ce anulable el fallo impugnado, toda vez que el acusado es el úni-
co recurrente, y su condición no puede ser agravada como conse-
cuencia de su recurso.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1972. 

HOMICIDIO INVOLUSTARIO.— Ciclista que se estrella contra 
un camión cotiducido a velocidad moderada.— Falta exclusiva del 
ciclista.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 308. 

IMPUESTOS.— Liquidación.— Facultad de los recaudadores.-- 
Recurso contecloso-administrativo.— Facultad del Tribunal Con-
tencioso.— En lo que respecta a la liquidación de los impuestos, 
contribuciones y regalías debidas al Fisco, por disposiciones lega-
les o por estipulaciones contenidas en las concesiones o contratos, 
que la apreciación de las bases de hecho de esa liquidación corres-
ponde, en principio, a los recaudadores fiscales correspondientes; 
que esa liquidación es ejecutoria, salvo cuando sea objeto, de par-
te del contribuyente o del obligado, de los recursos que las leyes 
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permiten, caso en el cual el pago definitivo se sustituye por un pa-
go provisional cuya suerte dependerá del resultado final del re-
curso; que, sin embargo, cuando se interpone un recurso conten-
cioso-administrativo que no verse, exclusivamente, sobre una cues-
tión de derecho, sino a la vez sobre cuestiones de hecho, el Tri-
bunal Superior Administrativo  no puede limitarse a resolver la 
cuestión de hecho ateniéndose, sin propio examen, al criterio de 
los funcionarios fiscales, como tampo al criterio del contribuyen-
te, o de los técnicos a su servicio, sino que debe hacer su propia 
investigación, bien sea por la obra directa de sus Jueces, o sea, 
cuando la consideración del asunto requiera conocimiento técnico 
o especiales que ellos no posean suficientemente, con la ayuda de 
expertos o peritos juramentados que designe el Tribunal, o por 
cualquier otro modo de instrucción que se considere adecuado; que, 
en el caso ocurrente, puesto que en la fase puramente adminis-
trativa se había considerado la conveniencia de someter la cues-
tión de hecho al dictamen de tres expertos, nada se oponía a que 
el Tribunal dispusiera y formalizara ese tipo de instrucción pre-
cisando únicamente que se trataría de un experticio y no de ar-
bitraje, que parecía ser el más indicado para el caso, repitiéndolo 
si era necesario, hasta que el Tribunal se sintiera suficientemente 
edificado para tomar una decisión propia sobre el caso, en el sen-
tido que, soberanamente, estimara correcto, o justo, conforme a 
los poderes que reconoce a los Jueces el Derecho Común para los 
casos no expresamente previstos.— B. J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2883. 

INCENDIO CAUSADO POR UN CORTO-CIRCUITO PRODUCI-
DO EN LAS REDES EXTERIORES DE LA CASA.— Responsabi-
lidad civil de la Corporación Dominicana de Electricidad.— En la 
especie, quedó plenamente establecida la prueba de que el hecho 
causante del incendio, fue el cortocircuito que se produjo en los 
cables del tendido eléctrico exterior, desde los cuales se propagó 
el fuego a la parte alta de la casa No. 54 de la calle San Luis; que 
en base a esas comprobaciones, pudo en buen derecho la Corte 
a-qua, declarar como lo hizo, que había quedado comprometida la 
responsabilidad de la Corporación Dominicana de Electricidad a 
cargo del guardián de una cosa inanimada, salvo el caso fortuito 
de la falta de la víctima de un tercero, que no probó la recurren-
te, prueba que le correspondía hacer en tales hipótesis, para des-
truir la presunción juris et de jure de responsabilidad a su cargo.—
L. J. No. 726, Mayo cle 1971, Págs. 1672 y 1729. 

INCENDIO PROVOCADO POR LOS ALAMBRES EXTERIO-
RES DEL TENDIDO ELECTRICO.— Responsabilidad de la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad.— B. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2723. 

INDEMNIZACION FIJADA EN MONEDA EXTRANJERA.-- 
Cálculos que debe hacer el juez dominicano.— Equivalencias.—
Para hacer los cálculos relativos a esa equivalencia los jueces del 
fondo pueden emplear cualquier medio de interpretación extraído 
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bien sea de nuestra propia legislación interna o de las leyes mone-
tarias; que, además, como la recurrente no ha aportado la prue-
ba de que esos mil francos oro franceses, de la referida especifi-
cación, es obvio que sus agravios en ese sentido no están justifi-
cados; que, además, por la transcrivción que se ha hecho de la 
cláusula d) del contrato de transporte se advierte que tal cláusu-
la no se ha desnaturalizado, pues en ella se señala la suma en 
francos o "su equivalente".-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 
909. 

INQUILINATO.— Casa vendida.— Contrato con el nuevo pro-
pietario.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1117. 

INSTITUTO NACIONAL DE AGUAS POTABLES Y ALCAN-
TARILLADO.— No es una empresa comercial.— B. J. No. 722, Ene-
ro de 1971, Pág. No. 93. 

INSTRUCCION CORRECCIONAL.— Visita a los lugares.— Au-
dición de un testigo.— Rechazamiento.— Facultades del Juez.-- 
En definitiva lo ocurrido en la especie fue que el juez de primer 
grado después de realizado el traslado a los lugares, estimó inne-
cesario para su edificación disponer una nueva audición del testi-
go que había sido propuesto, lo cual estaba dentro de sus faculta-
des soberanas de apreciación; que al decidirlo así, y al confirmar 
la Corte a-qua ese criterio no ha incurrido en vicio alguno que in-
valide el fallo dictado, ya que éste, no obstante los motivos dados, 
está justificado.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3198. 

INSTRUCCION.— Medida de instrucción solicitada pero dene-
gada por una Corte de Apelación.— Sentencia que adquirió auto-
ridad de cosa juzgada.— En la especie, como los recurrentes no in-
tentaron ningún recurso contra la decisión de la Corte que negó 
la fijación de una nueva audiencia para oir esos testigos, dicha 
sentencia adquirió la autoridad de la cosa juzgada; que, además, 
los actuales recurrentes, presentaron conclusiones al fondo, con lo 
cual quedó cubierta cualquiera irregularidad en que se hubiera in-
currido al rechazar dicho pedimento.— B. J. No. 722, Enero de 1971, 
Pág. No. 175. 

INTERVENCION DE UN PREVENIDO EN CASACION.— B. J. 
No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3165. 

—J— 

JURAMENTO EN MATERIA CORRECCIONAL.— Basta que el 
Juez deje constancia de que se presentó, para que quede cumplido el 
voto de la ley.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2207. 

JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.— Notifi-
cación de la sentencia.— Recurso jerárquico declarado tardío.—
Casación de ese fallo.— Envío al mismo Tribunal Superior Admi-
nistrativo.— Para los fines del ejercicio de los recursos que las le- 
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permiten, caso en el cual el pago definitivo se sustituye por un pa-
go provisional cuya suerte dependerá del resultado final del re-
curso; que, sin embargo, cuando se interpone un recurso conten-
cioso-administrativo cioso-administrativo que no verse, exclusivamente, sobre una cues-
tión de derecho, sino a la vez sobre cuestiones de hecho, el Tri-
bunal Superior Administrativo no puede limitarse a resolver la 
cuestión de hecho ateniéndose, sin propio examen, al criterio de 
los funcionarios fiscales, como tempo al criterio del contribuyen-
te, o de los técnicos a su servicio, sino que debe hacer su propia 
investigación, bien sea por la obra directa de sus Jueces, o sea, 
cuando la consideración del asunto requiera conocimiento técnico 
o especiales que ellos no posean suficientemente, con la ayuda de 
expertos o peritos juramentados que designe el Tribunal, o por 
cualquier otro modo de instrucción que se considere adecuado; que, 
en el caso ocurrente, puesto que en la fase puramente adminis-
trativa se había considerado la conveniencia de someter la cues-
tión de hecho al dictamen de tres expertos, nada se oponía a que 
el Tribunal dispusiera y formalizara ese tipo de instrucción pre-
cisando únicamente que se trataría de un experticio y no de ar-
bitraje, que parecía ser el más indicado para el caso, repitiéndolo 
si era necesario, hasta que el Tribunal se sintiera suficientemente 
edificado para tomar una decisión propia sobre el caso, en el sen-
tido que, soberanamente, estimara correcto, o justo, conforme a 
los poderes que reconoce a los Jueces el Derecho Común para los 
casos no expresamente previstos.— B. J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2883. 

INCENDIO CAUSADO POR UN CORTO-CIRCUITO PRODUCI-
DO EN LAS REDES EXTERIORES DE LA CASA.— Responsabi-
lidad civil de la Corporación Dominicana de Electricidad.— En la 
especie, quedó plenamente establecida la prueba de que el hecho 
causante del incendio, fue el cortocircuito que se produjo en los 
cables del tendido eléctrico exterior, desde los cuales se propagó 
el fuego a la parte alta de la casa No. 54 de la calle San Luis; que 
en base a esas comprobaciones, pudo en buen derecho la Corte 
a-qua, declarar como lo hizo, que había quedado comprometida la 
responsabilidad de la Corporación Dominicana de Electricidad a 
cargo del guardián .de una cosa inanimada, salvo el caso fortuito 
de la falta de la víctima de un tercero, que no probó la recurren-
te, prueba que le correspondía hacer en tales hipótesis, para des-
truir la presunción juris et de jure de responsabilidad a su cargo.—
L. J. No. 726, Mayo de 1971, Págs. 1672 y 1729. 

INCENDIO PROVOCADO POR LOS ALAMBRES EXTERIO-
RES DEL TENDIDO ELECTRICO.— Responsabilidad de la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad.— B. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2723. 

INDEMNIZACION FIJADA EN MONEDA EXTRANJERA.-- 
Cálculos que debe hacer el juez dominicano.— Equivalencias.—
Para hacer los cálculos relativos a esa equivalencia los jueces del 
fondo pueden emplear cualquier medio de interpretación extraído 
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bien sea de nuestra propia legislación interna o de las leyes mone-
tarias; que, además, como la recurrente no ha aportado la prue-
ba de que esos mil francos oro franceses, de la referida especifi-
cación, es obvio que sus agravios en ese sentido no están justifi-
cados; que, además, por la transcrivción que se ha hecho de la 
cláusula d) del contrato de transporte se advierte que tal cláusu-
la no se ha desnaturalizado, pues en ella se señala la suma en 
francos o "su equivalente".-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 
909. 

INQUILINATO.— Casa vendida.— Contrato con el nuevo pro-
pietario.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1117. 

INSTITUTO NACIONAL DE AGUAS POTABLES Y ALCAN-
TARILLADO.— No es una empresa comercial.— B. J. No. 722, Ene-
ro de 1971, Pág. No. 93. 

INSTRUCCION CORRECCIONAL.— Visita a los lugares.— Au-
dición de un testigo.— Rechazamiento.— Facultades del Juez.— 
En definitiva lo ocurrido en la especie fue que el juez de primer 
grado después de realizado el traslado a los lugares, estimó inne-
cesario para su edificación disponer una nueva audición del testi-
go que había sido propuesto, lo cual estaba dentro de sus faculta-
des soberanas de apreciación; que al decidirlo así, y al confirmar 
la Corte a-qua ese criterio no ha incurrido en vició alguno que in-
valide el fallo dictado, ya que éste, no obstante los motivos dados, 
está justificado.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3198. 

INSTRUCCION.— Medida de instrucción solicitada pero dene-
gada por una Corte de Apelación.— Sentencia que adquirió auto-
ridad de cosa juzgada.— En la especie, como los recurrentes no in-
tentaron ningún recurso contra la decisión de la Corte que negó 
la fijación de una nueva audiencia para oir esos testigos, dicha 
sentencia adquirió la autoridad de la cosa juzgada; que, además, 
los actuales recurrentes, presentaron conclusiones al fondo, con lo 
cual quedó cubierta cualquiera irregularidad en que se hubiera in-
currido al rechazar dicho pedimento.— B. J. No. 722, Enero de 1971, 
Pág. No. 175. 

INTERVENCION DE UN PREVENIDO EN CASACION.— B. .1. 
No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3165. 

—J— 

JURAMENTO EN MATERIA CORRECCIONAL.— Basta que el 
Juez deje constancia de que se presentó, para que quede cumplido el 
voto de la ley.— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2207. 

JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.— Notifi-
cación de la sentencia.— Recurso jerárquico declarado tardío.—
Casación de ese fallo.— Envío al mismo Tribunal Superior Admi-
nistrativo.— Para los fines del ejercicio de los recursos que las le- 
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yes establecen para la defensa de sus derechos a las personas en 
general, es de principio que los plazos no corran sino a partir de 
la notificación formal que reciban de la parte con interés contrario, 
pues nadie puede racionalmente cerrarse  a sí mismo un recurso 
en su defensa; que, por tanto, en el caso que se examina la noti-
ficación regular que se hizo a la recurrente de la cancelación de 
su contrato dispuesta el 12 de enero de 1968, no se produjo sino 
el 26 de noviembre de 1968; que, por tanto, como, según el propio 
texto del fallo de la Secretaría de Estado de Industria y Comer-
cio, ocurrió el 12 de septiembre de 1968, lo fue antes de la noti-
ficación del 26 de noviembre de 1968, y era de consiguiente ad-
misible en lo relativo al plazo, para cuyo cálculo no podía ser 
óbice el hecho de que la decisión administrativa que se impugna-
ba hubiera sido dada 8 meses antes. o sea, el 12 de enero de 1968; 
que, por todo lo expuesto precedentemente y como en el caso ocu-
rrente, en la decisión de la Secretaría de Industria y Comercio 
del 14 de noviembre de 1968 contra la cual se recurrió al Tribunal 
a-quo se concretó a declarar inadmisible el recurso, según resul-
ta del texto de su dispositivo que se ha transcrito en parte ante-
rior de la presente sentencia, el Tribunal a-qua incurrió en error 
al declarar que ese recurso era inadmisible por agotamiento de 
plazo, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada y el 
asunto enviado ante el mismo tribunal, para que ella decida el 
solo punto que se ha examinado, y reenvíe el caso a la Secretaría 
de Estado de Industria y Comercio para un examen extensivo del 
fondo del litigio. -- B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 1. 

JUZGADO DE PAZ.— Competencia.— Asistencia de menores.—
B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 436. 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO FIANZA.— Acusado de cri-
men.— Ley No. 20 de 1970.— De conformidad con la ley No. 20 de 
1970 que reformó el artículo 1 ro. de la ley sobre Libertad Provi-
sional bajo fianza, dicha libertad ha sido suprimida en casos de 
crimen.- B. J. No. 733, diciembre de 1971. Pág. No. 3460. 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO FIANZA.— Vencimiento de 
la fianza.— Prevenido que no comparece a la audiencia.— Una vez 
registradas las incomparecencias y afirmada la culpabilidad pe-
nel del afianzado, la sentencia queda justificante de la ejecución 
de la fianza, si ello se solicita y la entidad afianzadora no presen-
ta una excusa que los jueces del fondo estimen como legitima, con 
la cooperación del afianzado, si la entidad aseguradora obtiene es I 

,cooperación.-- B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2565. 

LITIGANTE TEMERARIO.— Ley 378 de 1919 (Art. 1.— Para 
una recta interpretación de ese artículo, es preciso admitir que la 
temeridad o mala fe a que él se refiere, se caracterizan cuando el 
litigante o el abogado intenten demandas, interpongan recursos o 
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presenten excepciones, obviamente irrecibibles, susceptibles de re-
tardar la solución de los procesos— B. J. No. 729, Agosto de 1971. 
Pág. No. 2442. 

LITISPENDENCIA.— Demnadas con identidad de objeto, de 
causa y de partes.— En la especie, se evidencia que cuando se apo-
deró del caso al Juzgado de Paz de Puerto Plata, ya estaba apo-
derado el Juez de Jurisdicción Original Residente en dicha ciudad, . 
en virtud de la orden de nuevo juicio que había dado el Tribunal 
Superior de Tierras; que por consiguiente, se está frente a un caso 
de litispendencia porque tal como lo sostiene el recurrente no se 
trata de dos demandas diferentes ,sino de la misma demanda con 
identidad de objeto, de causa y de partes.-- B. J. No. 731, octubre 
de 1971, Pág. No. 2755. 

—M— 

MANDAMIENTO DE PAGO A FINE DE EMBARGO INMO-
BILIARIO.— Oposición.— Cámara Civil competente. —Ley 313 de 
1968.— El Paraje de Herrera, de la sección de Manoguayabo, del 
Distrito Nacional, corresponde al Juzgado de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional, por tanto, lo relativo a la 
oposición a un mandamiento de pago tendiente a un embargo in-
mobiliario de una Parcela en ese Paraje, corresponde a la Cáma-
ra Civil de la Segunda Circunscripción. -- B. .T. No. 727, Junio de 
1971. Pág. No. 1889. 

MANUTENCION DE MENOR.— Paternidad negada.— Prueúa 
de que el prevenido es el padre del menor cuya manutención se 
persigue.— Honestidad de la madre y parecido físico del menor 
con el prevenido.— Frente a la negativa hecha por el prevenido 
L. V. E. de ser el padre del menor cuya paternidad le imputaba la 
querellante, M. B. S., contrariamente a lo admitido por el Juez 
a-quo, era a dicha querellante y al Ministerio Público, y no al pre-
venido, a quienes correspondía establecer dicha paternidad, por 
todos los medios de prueba, cosa que no fue debidamente estable-
cida por los jueces del fondo, según resulta del examen del falle 
impugnado; pues si bien, en dicho fallo se expresa, que no se pu-
do establecer que la madre querellante fuese de mala reputación 
y del parecido del hijo con el padre; haya que admitir, que la ho-
nestidad de la madre, y los rasgos fisonómicos de un menor de ocho 
meses, sin ninguna otra motivación supletoria, no bastaba para 
que los hechos relatados pudieran servir de base legal a la senten-
cia impugnada.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, pág. No. 1191. 

MANUTENCION DE MENOR.— Recurso de la madre quere-
llante.— Pensión.— Monto. —Motivos.— En la especie, el Juez 
a-quo no explica las razones que tuvo para reducir la pensión ali-
menticia de RD$15.00 que había sido fijada en el Juzgado de Paz 
a sólo Ocho Pesos; que era su deber ponderar cuánto ganaba el 
padre, si la madre produce o no y si el padre tiene o no otros hi- 
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res establecen para la defensa de sus derechos a las personas en 
general, es de principio que los plazos no corran sino a partir de 
la notificación formal que reciban de la parte con interés contrario, 
pues nadie puede racionalmente cerrarse a sí mismo un recurso 
en su defensa; que, por tanto, en el caso que se examina la noti-
ficación regular que se hizo a la recurrente de la cancelación de 
su contrato dispuesta el 12 de enero de 1968, no se produjo sino 
el 26 de noviembre de 1968; que, por tanto, como, según el propio 
texto del fallo de la Secretaría de Estado de Industria y Comer-
cio, ocurrió el 12 de septiembre de 1968, lo fue antes de la noti-
ficación del 26 de noviembre de 1968, y era de consiguiente ad-
misible en lo relativo al plazo, para cuyo cálculo no podía ser 
óbice el hecho de que la decisión administrativa que se impugna-
ba hubiera sido dada 8 meses antes, o sea, el 12 de enero de 1968; 
que, por todo lo expuesto precedentemente y corno en el caso ocu-
rrente, en la decisión de la Secretaría de Industria y Comercio 
del 14 de noviembre de 1968 contra la cual se recurrió al Tribunal 
a-quo se concretó a declarar inadmisible el recurso, según resul-
ta del texto de su dispositivo que se ha transcrito en parte ante-
rior de la presente sentencia, el Tribunal a-qua incurrió en error 
al declarar que ese recurso era inadmisible por agotamiento de 
plazo, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada y el 
asunto enviado ante el mismo tribunal, para que ella decida el 
solo punto que se ha examinado, y reenvíe el caso a la Secretaría 
de Estado de Industria y Comercio para un examen extensivo del 
fondo del litigio.-- 13. J. No. 722, Enerc de 1971, Pág. No. 1. 

JUZGADO DE PAZ.— Competencia.— Asistencia de menores.—
B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 436. 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO FIANZA.— Acusado de cri-
men.— Ley No. 20 de 1970.— De conformidad con la ley No. 20 de 
1970 que reformó el artículo 1ro. de la ley sobre Libertad Provi-
sional bajo fianza, dicha libertad ha sido suprimida en casos de 
crimen.- B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3460. 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO FIANZA.— Vencimiento de 
la fianza.— Prevenido que no comparece a la audiencia.— Una vez 
registradas las incomparecencias y afirmada la culpabilidad pe-
nel del afianzado, la sentencia queda justificante de la ejecución 
de la fianza, si ello se solicita y la entidad afianzadora no presen-
ta una excusa que los jueces del fondo estimen como legítima, con 
la cooperación del afianzado, si la entidad aseguradora obtiene es t 
cooperación.--- B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2565. 

LITIGANTE TEMERARIO.— Ley 378 de 1919 (Art. 1.— Para 
una recta interpretación de ese artículo, es preciso admitir que la 
temeridad o mala fe a que él se refiere, se caracterizan cuando el 
litigante o el abogado intenten demandas, interpongan recursos o 
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presenten excepciones, obviamente irrecibibles, susceptibles de re-
tardar la solución de los procesos. -- B. J. No. 729, Agosto de 1971, 
Pág. No. 2442. 

LITISPENDENCIA.— Demnadas con identidad de objeto, de 
causa y de partes.— En la especie, se evidencia que cuando se apo-
deró del caso al Juzgado de Paz de Puerto Plata, ya estaba apo-
derado el Juez de Jurisdicción Original Residente en dicha ciudad, . 
en virtud de la orden de nuevo juicio que había dado el Tribunal 
Superior de Tierras; que por consiguiente, se está frente a un caso 
de litispendencia porque tal como lo sostiene el recurrente no se 
trata de dos demandas diferentes ,sino de la misma demanda con 
identidad de objeto, de causa y de partes.-.- B. J. No. 731, octubre 
de 1971, Pág. No. 2755. 

—M— 

MANDAMIENTO DE PAGO A FINES DE EMBARGO INMO-
BILIARIO.— Oposición.— Cámara Civil competente. —Ley 313 de 
1968.— El Paraje de Herrera, de la sección de Manoguayabo, del 
Distrito Nacional, corresponde al Juzgado de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional, por tanto, lo relativo a la 
oposición a un mandamiento de pago tendiente a un embargo in-
mobiliario de una Parcela en ese Paraje, corresponde a la Cáma-
ra Civil de la Segunda Circunscripción. • 13. J. No. 727. Junio de 
1971. Pág. No. 1889. 

MANUTENCION DE MENOR.— Paternidad negada.— Pruena 
de que el prevenido es el padre del menor cuya manutención se 
persigue.— Honestidad de la madre y parecido físico del menor 
con el prevenido.— Frente a la negativa hecha por el prevenido 
L. V. E. de ser el padre del menor cuya paternidad le imputaba la 
querellante, M. B. S., contrariamente a lo admitido por el Juez 
a-quo, era a dicha querellante y al Ministerio Público, y no al pre-
venido, a quienes correspondía establecer dicha paternidad, por 
todos los medios de prueba, cosa que no fue debidamente estable-
cida por los jueces del fondo, según resulta del examen del fallo 
impugnado; pues si bien, en dicho fallo se expresa, que no se pu-
do establecer que la madre querellante fuese de mala reputación 
y del parecido del hijo con el padre; haya que admitir, que la ho-
nestidad de la madre, y los rasgos fisonómicos de un menor de ocho 
meses, sin ninguna otra motivación supletoria, no bastaba para 
que los hechos relatados pudieran servir de base legal a la senten-
cia impugnada.— 13. J. No. 726, Mayo de 1971, pág. No. 1191. 

3IANUTENCION DE MENOR.— Recurso de la madre quere-
llante.— Pensión.— Monto. —Motivos.— En la especie, el Juez 
a-quo no explica las razones que tuvo para reducir la pensión ali-
menticia de RD$15.00 que había sido fijada en el Juzgado de Paz 
a sólo Ocho Pesos; que era su deber ponderar cuánto ganaba el 
padre, si la madre produce o no y si el padre tiene o no otros Iii- 
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jos, ponderación tanto más necesaria en el caso puesto que la ma-
dre querellante había también apelado; que además ,e1 caso fue 
resuelto en apelación sin oir a la madre querellante y sin que ha-
ya constancia en el expediente de que fue regularmente citada, por 
lo cual se violó su derecho de defensa.— B. J. No. 726, Mayo de 
1971, pág. No. 1140. 

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Madre que entrega bis 
hijos al padre.— Persecución penal.— Sobreseimiento improceden-
te.— Apelación del inculpado.— Deber del juez.— En la especie, 
frente al hecho de que la madre querellante entregó al inculpado 
los menores cuya manutención perseguía, según resulta del fallo 
impugnado, el juez a-quo, habida cuenta de que existía un recur-
so de apelación pendiente interpuesto por dicho inculpado, quien 
había sido condenado por el tribunal de primer grado, debió juz-
gar el fondo de dicho recurso y no limitarse, como lo hizo, a so• 
breseer el expediente relativo al caso ocurrente; que, en conse-
cuencia, es obvio que el indicado juez ha dejado de estatuir sobre 
el fondo relativo al recurso de alzada de que estaba apoderado, 
por lo cual el fallo impugnado debe ser casado.— B. J. No. 732, no-
viemtre de 1971, Pág. No. 3235. 

MENORES.— Manutención.— Sometimiento hecho a un Dipu-
tado.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2689. 

MENOR.— Manutención.— Prevenido de violación a la ley 
2402 de 1950.— Prueba de ese delito.— En la especie, al poner el 
tribunal a-quo la prueba del hecho únicamente a cargo de la que-
rellante, cuando el ministerio público estaba también en el deber 
de aportarla por tratarse de materia delictual y de interés social, 
es claro que se vició con ello la regla de la prueba.— B. J. No. 727, 
Junio de 1971, Pág. No. 1996. 

MENORES DE EDAD.— Manutención.— Competencia de los 
Juzgados de Paz para conocer de las demandas de asistencia de 
menores.— De acuerdo con el artículo 1 de la Ley 2402 de 1950, 
la obligación de los padres de atender a sus hijos menores de 18 
años, es de orden público y de interés social. En consecuencia, el 
padre en primer término y la madre, después, están obligados a ali-
mentar, vestir, sostener, educar y procurar albergue a sus hijos 
menores de 18 años que hayan nacido o no dentro del matrimonio, 
de acuerdo con las necesidades de los menores y en relación con 
los medios de que puedan disponer los padres; que esa ley sobre 
asistencia obligatoria de los hijos menores de 18 años, ha sido mo-
dificada por la ley 335 de 1964, en el sentido de atribuir competen-
cia exclusiva a los Juzgados de Paz para conocer de los casos rela-
tivos a la ley No. 2402, y asignar a los Fiscalizadores de los Juz-
gados de Paz las funciones de conciliadores en esa materia; que 
el legislador dominicano al atribuir esa competencia excepcional a 
los Juzgados de Paz ha querido instituir el procedimiento unifor-
me y sumario de esa jurisdicción para la materia de que se tra- 
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ta, a fin de que quien tenga la necesidad de reclamar la asistencia 
obligatoria de los hijos menores de edad, sean éstos legítimos e 
naturales, puede obtenerla con el mínimo de gastos y formalida-
des; que ese criterio se reafirma si se advierte que el Art. 214 del 
Código Civil atribuye competencia a los Juzgados de Paz para 
entender en todo lo relativo a las divergencias que pueden surgir 
entre los esposos con motivo de sus obligaciones en el hogar ,lo 
que evidencia que el legislador dominicano no ha querido hacer 
una distinción entre las distintas categorías de hijos para que se 
pueda reclamar el cumplimiento de esa obligación, ante los Juz-
gados de Paz, bien sea para perseguir la aplicación de la sanción 
penal si el progenitor persiste en su negativa, o 'bien para obtener 
exclusivamente, la fijación de la pensión correspondiente; que el 
único caso en que, en esta materia, son competentes los Juzgados 
de Primera Instancia para conocer en primer grado, ocurre cuan-
do la demanda de pensión se formula en un procedimiento de di-
vorcio o de separación de cuerpos, por tratarse, entonces, de una 
cuestión accesoria.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 436. 

MEDIDA DE 1NSTRUCCION NEGADA.— Sentencia definitiva 
sobre un incidente y no preparatoria.— En la especie, la senten-
cia del Juzgado a-quo no dispuso la medida que le fue solicitada 
por el ahora recurrente, y no fue, por tanto, una medida de ins-
trucción, sino que, por el contrario negó lo solicitado, por estimar 
que ello era innecesario; que, por tanto, se trató de una sentencia 
definitiva sobre un incidente susceptible de recurso de casación 
para depurar si estaba justificado o no.-- B. J. No. 733, diciembre • 
de 1971, Pág. No. 3364. 

MINAS.— Propiedad de los yacimientos mineros.— Artículo 103 
de la Constitución.— Prioridad para el otorgamiento de una conce-
sión.— Articulo 66 de la ley 4550 de 1956.— Espectativa y no de-
recho adquirido.— Facultad del Estado. En la especie, si al recu-
rrente le hubiera sido otorgada una concesión o un contrato según 
los términos, ya transcritos, del artículo 103 de la Constitución, sil 
alegato sería válido en el caso de que se le hubiera retirado la con-
cesión o el contrato, sin causa legalmente justificante de esa me-
dida; que, en el caso ocurrente, si bien el recurrente, como él afir-
ma, tenia en virtud de lo correcto de su solicitud, un derecho de 
prioridad y preferencia para el otorgamiento de la concesión que 
le interesaba, ello era, únicamente, y tal como lo expresa el ar-
tículo 66 de la Ley Minera, "respecto a las solicitudes posteriores", 
esto es, cuando estuviera en situación de concurrencia con otros 
particulares solicitantes; que, no obstante lo ventajoso de esa si-
tuación con respecto a los demás particulares, ella no podía ser 
óbice a que el Estado, antes de resolver en definitiva esa situación, 
dispusiera hacer uso de su derecho eminente y decidir la explota-
ción, por sus propios medios, de los yacimientos cuya explotación, 
se solicitaba; que es en ese sentido y teniendo en cuenta esa fa-
cultad del Estado, que se ha decidido que en el caso ocurrente se 
trataba de una espectativa y no de un derecho adquirido.— B. J. 
No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 267. 
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jos, ponderación tanto más necesaria en el caso puesto que la ma-
dre querellante había también apelado; que además ,e1 caso fue 
resuelto en apelación sin oir a la madre querellante y sin que ha-
ya constancia en el expediente de que fue regularmente citada, por 
lo cual se violó su derecho de defensa.-- B. J. No. 726, Mayo de 
1971, pág. No. 1140. 

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Madre que entrega los 
hijos al padre.— Persecución penal.— Sobreseimiento improceden-
te.— Apelación del inculpado.— Deber del juez.— En la especi,-, 
frente al hecho de que la madre querellante entregó al inculpado 
los menores cuya manutención perseguía, según resulta del fallo 
impugnado, el juez a-quo, habida cuenta de que existía un recur-
so de apelación pendiente interpuesto por dicho inculpado, quien 
había sido condenado por el tribunal de primer grado, debió juz-

gar el fondo de dicho recurso y no limitarse, como lo hizo, a so 
breseer el expediente relativo al caso ocurrente; que, en conse-
cuencia, es obvio que el indicado juez ha dejado de estatuir sobre 
el fondo relativo al recurso de alzada de que estaba apoderado, 
por lo cual el fallo impugnado debe ser casado.-- B. J. No. 732, no-
vierntre de 1971, Pág. No. 3235. 

MENORES.— Manutención.— Sometimiento hecho a un Dipu-
tado.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2689. 

MENOR.— Manutención.— Prevenido de violación a la ley 
2402 de 1950.— Prueba de ese delito.— En la especie, al poner el 

tribur•1 a-quo la prueba del hecho únicamente a cargo de la que-
rellante, cuando el ministerio público estaba también en el deber 
de aportarla por tratarse de materia delictual y de interés social, 
es claro que se vició con ello la regla de la prueba. - B. J. No. 727. 
Junio de 1971, Pág. No. 1996. 

MENORES DE EDAD.— Manutención.— Competencia de los 
Juzgados de Paz para conocer de las demandas de asistencia de 
menores.— De acuerdo con el articulo 1 de la Ley 2402 de 1950, 
la obligación de los padres de atender a sus hijos menores de 18 
años, es de orden público y de interés social. En consecuencia, el 
padre en primer término y la madre, después, están obligados a ali-
mentar, vestir, sostener, educar y procurar albergue a sus hijos 
menores de 18 años que hayan nacido o no dentro del matrimonio, 
de acuerdo con las necesidades de los menores y en relación con 
los medios de que puedan disponer los padres; que esa ley sobre 
asistencia obligatoria de los hijos menores de 18 años, ha sido mo-
dificada por la ley 335 de 1964, en el sentido de atribuir competen-
cia exclusiva a los Juzgados de Paz para conocer de los casos rela-
tivos a la ley No. 2402, y asignar a los Fiscalizadores de los Juz-
gados de Paz las funciones de conciliadores en esa materia; que 
el legislador dominicano al atribuir esa competencia excepcional a 
los Juzgados de Paz ha querido instituir el procedimiento unifor-
me y sumario de esa jurisdicción para la materia de que se tra- 
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ta, a fin de que quien tenga la necesidad de reclamar la asistencia 
obligatoria de los hijos menores de edad, sean éstos legítimos o 
naturales, puede obtenerla con el mínimo de gastos y formalida-
des; que ese criterio se reafirma si se advierte que el Art. 214 del 
Código Civil atribuye competencia a los Juzgados de Paz para 
entender en todo lo relativo a las divergencias que pueden surgir 
entre los esposos con motivo de sus obligaciones en el hogar ,lo 
que evidencia que el legislador dominicano no ha querido hacer 
una distinción entre las distintas categorías de hijos para que se 
pueda reclamar el cumplimiento de esa obligación, ante los Juz-
gados de Paz, bien sea para perseguir la aplicación de la sanción 
penal si el progenitor persiste en su negativa, o bien para obtener 
exclusivamente, la fijación de la pensión correspondiente; que e] 
único caso en que, en esta materia, son competentes los Juzgados 
de Primera Instancia para conocer en primer grado, ocurre cuan-
do la demanda de pensión se formula en un procedimiento de di-
vorcio o de separación de cuerpos, por tratarse, entonces, de una 
cuestión accesoria.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 436. 

MEDIDA DE INSTRUCCION NEGADA.— Sentencia definitiva 
sobre un incidente y no preparatoria.— En la especie, la senten-
cia del Juzgado a-quo no dispuso la medida que le fue solicitada 
por el ahora recurrente, y no fue, por tanto, una medida de ins-
trucción, sino que, por el contrario negó lo solicitado, por estimar 
que ello era innecesario; que, por tanto, se trató de una sentencia 
definitiva sobre un incidente susceptible de recurso de casación 
para depurar si estaba justificado o no.— B. J. No. 733, diciembre • 
de 1971, Pág. No. 3364. 

MINAS.— Propiedad de los yacimientos mineros.— Artículo 103 
de la Constitución.— Prioridad para el otorgamiento de una conce-
sión.— Articulo 66 de la ley 4550 de 1956.— Espectativa y no de-
recho adquirido.— Facultad del Estado. En la especie, si al recu-
rrente le hubiera sido otorgada una concesión o un contrato según 
los términos, ya transcritos, del artículo 103 de la Constitución, su 
alegato sería válido en el caso de que se le hubiera retirado la con-
cesión o el contrato, sin causa legalmente justificante de esa me-
dida; que, en el caso ocurrente, si bien el recurrente, como él afir-
ma, tenía en virtud de lo correcto de su solicitud, un derecho de 
prioridad y preferencia para el otorgamiento de la concesión que 
le interesaba, ello era, únicamente, y tal como lo expresa el ar-
ticulo 66 de la Ley Minera, "respecto a las solicitudes posteriores", 
esto es, cuando estuviera en situación de concurrencia con otros 
particulares solicitantes; que, no obstante lo ventajoso de esa si-
tuación con respecto a los demás particulares, ella no podía ser 
óbice a que el Estado, antes de resolver en definitiva esa situación, 
dispusiera hacer uso de su derecho eminente y decidir la explota-
ción, por sus propios medios, de los yacimientos cuya explotación. 
se  solicitaba; que es en ese sentido y teniendo en cuenta esa fa-
cultad del Estado, que se ha decidido que en el caso ocurrente se 
trataba de una espectativa y no de un derecho adquirido.— B. J. 
No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 267. 
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MINAS.— Poderes del Presidente de la República.— Manifes-
tación de voluntad hecha por Decreto.— Validez.— Si los yaci-
mientos mineros son propiedad del Estado, mientras su explota-
ción por particulares no haya culminado en una concesión formal 
o en un contrato formal, en determinada extensión o respecto de 
determinados yacimientos, su explotación puede ser asumida por 
el Estado, como antes se ha dicho; que es incuestionable, por la in-

terpretación tradicional de la Constitución de la República, que la 
decisión de que se proceda así corresponde al Presidente de la Re-
pública, por no tratarse, en el caso de una decisión normativa de 

carácter general sino de una decisión para un caso particular, ne-

tamente administrativa; que es incuestionable, igualmente, que ca-
da vez que el Poder Ejecutivo dicta una medida cualquiera, válida 
en sí mismo y propia de sus atribuciones explícitas o implícitas, 
puede expresar esa decisión en forma de Decreto, si considera que 
esa forma de manifestar la voluntad del Estado, por su notoriedad 
y publicitdad, es la más conveniente en el caso de que se trata; 
que, de no considerarse existente en la Ley Minera la reserva im-
plícita en beneficio del Estado que ya se ha expuesto en las moti-
vaciones anteriores, se podría llegar al caso de que todas las ri-
quezas mineras del país, por el solo hecho de ser solicitadas en la 
misma forma en que lo hn hecho el actual recurrente, tuvieran que 
ser concedidas a los particulares, quedando así sin todos sus al-
cances la disposición fundamental del artículo 103 de la Consti-
tución.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 267. 

MONEDA NACIONAL.— Exportación.— Tentativa.— Ley 146 

de 1964.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2948. 

—O— 

OBLIGACIONES.—  Pagaré cuya firma y contenido niega el deu-
dor.— Comparecencia personal.— Comparación de las firmas.—
En la especie, en vista de que V. negaba el contenido y la firma 
de ese documento, dicho Juez, ordenó la comparecencia personal 
de las partes, y como resultado de esa medida de instrucción lle-
gó, como pudo hacerlo dentro de sus facultades soberanas en esa 
materia, a la convicción de que existía a cargo de V., esa obliga-
ción, y -que la firma que figura al pie .  del referido documento es 

igual a la aue V., estampó, al firmar el acta de comparecencia an-
te la referida Cámara; que todo eso podía hacerlo la indicada Juez 
sin tener que recurrir al procedimiento de verificación de escritu-
ra solicitado por el abogado de V. y sin que dicho Juez tuviese ne-
cesidad de dar motivos adicionales a los que dio acerca de la na-
turaleza de la ohli'ación contraída.— B. J. No. 730. setiembre de 
1971, Pág. No. 2708. 

OBLIGACION COMERCIAL.— Prueba.— Comparecencia per-
. 

sonal de las partes e informativo.— La condición de comerciante, 
nun'a ha sido objeto de controversia entre ambas partes en litis, 
y ello impone admitir, hasta prueba en contrario, que no se ha he- 
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cho en el presente caso, que las obligaciones existentes, o que pue-
dan existir, mientras conserven sus calidades respectivas, entre el 
demandante J. A. Ll. y la demandada La R. & M. C. por A., tie-
nen el carácter comercial, y por lo mismo están regidas por el Có-
digo de Comercio, que admite todo género de pruebas; que en con-
secuencia, el alegato de la recurrente de que frente a su negativa 
de la existencia de una deuda de que se trata, no se podía orde-
nar la comparecencia personal y un informativo testimonial, care-
ce de fundamento.-- B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2498. 

OFRECIMIENTOS REALES.— Consignación.-- Monto.— En la 
especie, si la parte demandada deseaba desinteresar a la deman-
dante debió hacerlo ofreciendo pagar y luego consignando el mon-
to completo de lo adeudado.-- B. J. No. 730, setiembre de 1971, 
Pág. No. 2714. 

OPOSICION, EN MATERIA CIVIL.— Sentencia en defecto por 
no comparecer.— Motivación de la oposición.— Artículos 161 y 162 
del Código de Procedimiento Civil.— Implicación de la máxima no 
hay nulidad sin agravio.— Es de rigor según resulta de los artícu-
los 161 y 162 del Código de Procedimiento Civil y de las reglas qu.° 
rigen la materia, que la oposición a una sentencia en defecto por 
falta de comparecer debe, como la oposición a un fallo en defecta 
por falta de concluir contener, a pena de nulidad, los medios en 
que se funda, a fin de que la otra parte pueda contestar los agra-
vios del oponente, pues admitir lo contrario sería lesionar su de-
1 -echo de defensa; que puesto que se trata de una nulidad de for-
ma, debe proponerse, como ocurrió en la especie, antes de toda 
defensa al fondo, pues de lo contrario quedaría cubierta; que al nc 
decidirlo así la Corte a-qua y aplicar en la especie la máxima no hay 
nulidad sin agravio, hizo una errónea aplicación de los artículos 
161 y 162 del Código de Procedimiento Civil y lesionó el derecho 
de defensa.— B. J. No. 727. Junio de 1971, Pág. No. 1799. 

DOPOSICION EN MATERIA REPRESIVA.— Causa seguida a un 
funcionario con rango de Secretario de Estado.— Oponente, cons-
tituido en parte civil, que no comparece a sostener su oposición.— 
Nulidad.— Articulo 188 del Código de Procedimiento Criminal.-
13..l. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3328. 

PARTE CIVIL CONSTITUIDA.— Recurso de casación.— Efec-tos.— Influencia en las costas.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 201. 

PARTE CIVIL CONSTITUIDA.— Víctima de un accidente.—
Articulo 3 del Código de Procedimiento Criminal.— De ese texto 
legal resulta que para que un lesionado como consecuencia de una 
infracción penal, se le tenga como parte civil en el proceso con 
derecho a obtener las reparaciones correspondientes ante la juris-
dicción represiva, es preciso que dicho lesionado se haya constituí- 
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MINAS.— Poderes del Presidente de la República.— Manifes-
tación de voluntad hecha por Decreto.— Validez.— Si los yaci-
mientos mineros son propiedad del Estado, mientras su explota-
ción por particulares no haya culminado en una concesión formal 
o en un contrato formal, en determinada extensión o respecto de 
determinados yacimientos, su explotación puede ser asumida por 
el Estado, como antes se ha dicho; que es incuestionable, por la in-

terpretación tradicional de la Constitución de la República, que la 
decisión de que se proceda así corresponde al Presidente de la Re-
pública, por no tratarse, en el caso de una decisión normativa de 
carácter general sino de una decisión para un caso particular, ne-
tamente administrativa; que es incuestionable, igualmente, que ca-
da vez que el Poder Ejecutivo dicta una medida cualquiera, válida 
en sí mismo y propia de sus atribuciones explícitas o implícitas, 
puede expresar esa decisión en forma de Decreto, si considera que 
esa forma de manifestar la voluntad del Estado, por su notoriedad 
y publicitdad, es la más conveniente en el caso de que se trata; 
que, de no considerarse existente en la Ley Minera la reserva im-
plícita en beneficio del Estado que ya se ha expuesto en las moti-
vaciones anteriores, se podría llegar al caso de que todas las ri-
quezas mineras del país, por el solo hecho de ser solicitadas en la 
misma forma en que lo ha hecho el actual recurrente, tuvieran que 
ser concedidas a los particulares, quedando así sin todos sus al-
cances la disposición fundamental del articulo 103 de la Consti-
tución.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 267. 

MONEDA NACIONAL.— Exportación.— Tentativa.— Ley 146 
de 1964.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2948. 

—O— 

OBLIGACIONES.— Pagaré cuya firma y contenido niega el deu-
dor.— Comparecencia personal.— Comparación de las firmas.—
En la especie, en vista de que V. negaba el contenido y la firma 
de ese documento, dicho Juez, ordenó la comparecencia personal 
de las partes, y como resultado de esa medida de instrucción lle-
gó, como pudo hacerlo dentro de sus facultades soberanas en esa 
materia, a la convicción de que existía a cargo de V., esa obliga-
ción, y •que la firma que figura al pie .  del referído documento es 
igual a la nue V., estampó, al firmar el acta de comparecencia an-
te la referida Cámara; que todo eso podía hacerlo la indicada Juez 
sin tener que recurrir al procedimiento de verificación de escritu-
ra solicitado por el abogado de V. y sin que dicho Juez tuviese ne-
cesidad de dar motivos adicionales a los que dio acerca de la na-
turaleza de la obligación contraída.— B. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2708. 

OBLIGACION COMERCIAL.— Prueba.— Comparecencia per-
sonal de las partes e informativo.— La condición de comerciante, 
nun"a ha sido objeto de controversia entre ambas partes en litis, 
y ello impone admitir, hasta prueba en contrario, que no se ha he- 
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cho en el presente caso, que las obligaciones existentes, o que pue-
dan existir, mientras conserven sus calidades respectivas, entre el 
demandante J. A. Ll. y la demandada La R. & M. C. por A., tie-
nen el carácter comercial, y por lo mismo están regidas por el Có-
digo de Comercio, que admite todo género de pruebas; que en con-
secuencia, el alegato de la recurrente de que frente a su negativa 
de la existencia de una deuda de' que se trata, no se podía orde-
nar la comparecencia personal y un informativo testimonial, care-
ce de fundamento.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2498. 

OFRECIMIENTOS REALES.— Consignación, Monto.— En la 
especie, si la parte demandada deseaba desinteresar a la deman- 
dante debió hacerlo ofreciendo pagar y luego consignando el mon 
to completo de lo adeudado.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, 
Pág. No. 2714. 

OPOSICION. EN MATERIA CIVIL.— Sentencia en defecto por 
no comparecer.— Motivación de la oposición.— Artículos 161 y 162 
del Código de Procedimiento Civil.— Implicación de la máxima no 
hay nulidad sin agravio.— Es de rigor según resulta de los artícu-
los 161 y 162 del Código de Procedimiento Civil y de las reglas que 
rigen la materia, que la oposición a una sentencia en defecto por 
falta de comparecer debe, como la oposición a un fallo en defecto 
por falta de concluir contener, a pena de nulidad, los medios en 
que se funda, a fin de que la otra parte pueda contestar los agra-
vios del oponente, pues admitir lo contrario sería lesionar su de-
recho de defensa; que puesto que se trata de una nulidad de for-
ma, debe proponerse, como ocurrió en la especie, antes de toda 
defensa al fondo, pues de lo contrario quedaría cubierta; que al no 
decidirlo así la Corte a-qua y aplicar en la especie la máxima no hay 
nulidad sin agravio, hizo una errónea aplicación de los artículos 
161 y 162 del Código de Procedimiento Civil y lesionó el derecho 
de defensa.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1799. 

DOPOSICION EN MATERIA REPRESIVA.— Causa seguida a un 
funcionario con rango de Secretario de Estado.— Oponente, cons-
tituido en parte civil, que no comparece a sostener su oposición.— 
Nulidad.— Artículo 188 del Código de Procedimiento Criminal.—
B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3328. 

—P— 

PARTE CIVIL CONSTITUIDA.— Recurso de casación.— Efec- 
tos.— Influencia en las costas.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 201. 

PARTE CIVIL CONSTITUIDA.— Víctima de un accidente.—
Articulo 3 del Código de Procedimiento Criminal.— De ese texto 
legal resulta que para que un lesionado como consecuencia de una 
infracción penal, se le tenga como parte civil en el proceso con 
derecho a obtener las reparaciones correspondientes ante la juris-
dicción represiva, es preciso que dicho lesionado se haya constituí- 
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dei 

do en parte civil antes de la audiencia penal, o haya hecho su pe-
dimento de reparación en la audiencia penal para la cual le ha-
yan citado regularmente; que ese pedimento puede hacerlo el le-
sionado tanto personalmente como representado por un abogado; 
que, además cuando en una audiencia penal haya dos copreveni-
dos siendo uno de ellos condenado en defecto y el otro descarga-
do contradictorialmente, la oposición que haga el condenado en 
defecto no reabre la acción pública contra el descargado, pues la 
oposición sólo tiende a aniquilar la sentencia condenatoria en pro-
vecho del oponente; que, en esas condiciones, si un lesionado que 
haya sido citado regularmente a comparecer a la audiencia penal 
en que se va a conocer del hecho punible generador del daño, no 
comparece a esa audiencia y no se hace representar tampoco co-
mo parte civil constituida, no puede hacerlo válidamente contra 
el coprevenido descargado y su comitente, en la audiencia en que 
se vaya a conocer de la oposición del coprevenido condenado, pues 
la acción pública contra el primero ha quedado extinguida con el 
descargo, siempre que no haya habido apelación del ministerio pú-
blico o de la parte civil constituida; que ello es así, en razón de 
que la oposición del coprevenido condenado no reabre la acción pú-
blica contra el coprevenido descargado, y por tanto la finalidad de 
ese recurso no puede ser aprovechada por los lesionados para cons-
tituirse en parte civil y pedir reparación contra el prevenido des-
cargado y su supuesto Comitente.— B. J. No. 722, Enero de 1971, 
Pág. No. 12. 

PARTICION DE UN INMUEBLE REGISTRADO.— Competencia 
de la jurisdicción civil ordinaria y no del Tribunal de Tierras.—
Articulo 214 de la ley de Registro de Tierras.— B. J. No. 731. octu-
bre de 1971, Pág. No. 2966. 

PARTICION.— Demanda.— Defecto.— Oposición.— B. J. No . 

730, septiembre de 1971, Pág. No. 2581. 

PARTICION DE UNA COMUNIDAD MATRIMONIAL.—  Reno-
vación de instancia.— La renovación de instancia por fallecimien-
to de un litigante es el procedimiento instituido por la ley para 
darle oportunidad a los sucesores de ese litigante, de decidir si es 
o no de su interés, el continuar el litigio que su causante había 
juzgado útil o conveniente; que ese procedimiento de interés pri-
vado, ha sido creado en beneficio de los herederos.— B. J. No. 726, 
Mayo de 1971, Pág. No. 1220. 

PRESCRIPCION.—  Acción pública y acción civil.— Arts. 454 y 
455 del Código de Procedimiento Criminal.— Interrupción.— Efec-
to.— Si bien por el efecto de la indivisibilidad entre la acción pú-
blica y la acción civil, regla derivada de los artículos 454 y 455 del 
Código de Procedimiento Criminal, cuando ocurre un hecho delic-
tuoso, la prescripción corre al mismo tiempo para la acción penal 
y para la acción civil; y si bien es cierto que las causas que inte-
rrumpen una de esas dos acciones, producen el mismo efecto in- 
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terruptivo con respecto a la otra, ese efecto sólo se produce frente 
a las personas contra quienes la acción civil haya sido puesta en 
movimiento; por lo cual, en la especie, si en la primera audiencia 
ocurrida después del suceso acaecido el 2 de marzo de 1965, la per-
sona lesionada (F. M.) no se constituyó en parte civil contra 3. 
del C. G., dueño del vehículo, ni accionó a la Compañía Asegura-
dora, estas personas quedaron extrañas al proceso, ignorando sus 
incidencias, hasta los días 25 y 30 de abril de 1969 (más de cuatro 
años después) en que fueron citados, según lo revela el fallo im-
pugnado; y como ellos podían o no ser accionados por la persona 
que tenía derecho a reclamar, es claro que cuando esa persona vi-
no a ejercer su acción frente a ellos. (más de cuatro años después 
del suceso) ya la prescripción había extinguido ese derecho: nue 
esto es necesariamente así puesto que si bien un hecho delictuoso 
genera le derecho a reclamar tanto contra el inculpado como con-
tra la persona que debe responder por él, no existe una solidari-
dad entre esos dos posibles deudores frente al lesionado, va que 
este último tiene dos acciones que aunque pueden ejercitarse jun-
tas, son independientes: una contra el inculpado y otra contra su 
comitente, siendo de su exclusivo interés y potestad al ejercerlas 
las dos, a una sola, y aún ninguna, que, en resumen los actos de 
procedimiento interrumpen, sin dudas, ambas acciones, pe-
ro es frente a quienes esas acciones han sido ya ejercidas; por lo 
cual, si como ocurrió en la especie, sólo se ejecutaron actos e:e 
procedimiento (citaciones y reenvíos) frente al prevenido, fue só-
lo frente a éste, y nada más, que esos actos de procedimiento pro-
dujeron su doble efecto interruptivo.-- B. 3. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2199. 

PRESCRIPCION.— Aplicación de la ley 57 de 1965 que prorro-
gó los plazos con motivo de la guerra civil de 1965, a las Acciones 
basadas en cuasi delitos.— No es cierto que la ley No. 57 dejara 
fuera de sus previsiones aquellas acciones que tienen por base un 
hecho cuasi-delictual, por lo cual todos los alegatos formulados al 
respecto, carecen de fundamento.— B. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2641. 

PROVOCACION Y NO LEGITIMA DEFENSA.— B. J. No. 733, 
diciembre de 1971, Pág. No. 3419. 

PRUEBA.— Declaraciones de la parte civil constituida. No pue-
den servir por sí solas para la edificación del Juez.— En la esne-
cie, la única prueba que adujo la Corte a-qua para dar por estable-
cido ese hecho esencial del proceso, (fundamento de la falta atri-
buida al chofer de la C.), fue lo declarado por las personas cons-
tituidas en parte civil; que como esas declaraciones nrovienen de 
portes interesadas en la suerte del proceso, constituidas en parte 
civil, y no fueron cotejados con los demás hechos y circunstan-
cias, es obvio que por sí solas no pueden justificar la solución Que 
a ese punto le han dado los jueces del fondo, máxime en esta ma-
teria en que los jueces deben realizar todas las medidas de ins- 
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do en parte civil antes de la audiencia penal, o haya hecho su pe-
dimento de reparación en la audiencia penal para la cual le ha-
yan citado regularmente; que ese pedimento puede hacerlo el le-
sionado tanto personalmente como representado por un abogado; 
que, además cuando en una audiencia penal haya dos copreveni-
dos siendo uno de ellos condenado en defecto y el otro descarga-
do contradictorialmente, la oposición que haga el condenado en 
defecto no reabre la acción pública contra el descargado, pues la 
oposición sólo tiende a aniquilar la sentencia condenatoria en pro-
vecho del oponente; que, en esas condiciones, si un lesionado que 
haya sido citado regularmente a comparecer a la audiencia penal 
en que se va a conocer del hecho punible generador del daño, no 
comparece .a esa audiencia y no se hace representar tampoco co-
mo parte civil constituida, no puede hacerlo válidamente contra 
el coprevenido descargado y su comitente, en la audiencia en que 
se vaya a conocer de la oposición del coprevenido condenado, pues 
la acción pública contra el primero ha quedado extinguida con el 
descargo, siempre que no haya habido apelación del ministerio pú-
blico o de la parte civil constituida; que ello es así, en razón de 
que la oposición del coprevenido condenado no reabre la acción pú-
blica contra el coprevenido descargado, y por tanto la finalidad de 
ese recurso no puede ser aprovechada por los lesionados para cons-
tituirse en parte civil y pedir reparación contra el prevenido des-
cargado y su supuesto Comitente.— B. J. No. 722, Enero de 1971, 
Pág. No. 12. 

PARTICION DE UN INMUEBLE REGISTRADO.— Competencia 
de la jurisdicción civil ordinaria y no del Tribunal de Tierras:—
Artículo 214 de la ley de Registro de Tierras.— B. J. No. 731. octu-
bre de 1971, Pág. No. 2966. 

PARTICION.— Demanda.— Defecto.— Oposición.— B. J. No 
730, septiembre de 1971, Pág. No. 2581. 

PARTICION DE UNA COMUNIDAD MATRIMONIAL.— Reno-
vación de instancia.— La renovación de instancia por fallecimien-
to de un litigante es el procedimiento instituido por la ley para 
darle oportunidad a los sucesores de ese litigante, de decidir si es 
o no de su interés, el continuar el litigio que su causante había 
juzgado útil o conveniente; que ese procedimiento de interés pri-
vado, ha sido creado en beneficio de los herederos.— B. J. No. 726, 
Mayo de 1971. Pág. No. 1220. 

PRESCRIPCION.—  Acción pública y acción civil.— Arts. 454 y 
455 del Código de Procedimiento Criminal.— Interrupción.— Efec-
to.— Si bien por el efecto de la indivisibilidad entre la acción pú-
blica y la acción civil, regla derivada de los artículos 454 y 455 del 
Código de Procedimiento Criminal, cuando ocurre un hecho delic-
tuoso, la prescripción corre al mismo tiempo para la acción penal 
y para la acción civil; y si bien es cierto que las causas que inte-
rrumpen una de esas dos acciones, producen el mismo efecto in- 

terruptivo con respecto a la otra, ese efecto sólo se produce frente 
a las personas contra quienes la acción civil haya sido puesta en 
movimiento; por lo cual, en la especie, si en la primera audiencia 
ocurrida después del suceso acaecido el 2 de marzo de 1965, la per-
sona lesionada (F. M.) no se constituyó en parte civil contra J. 
del C. G., dueño del vehículo, ni accionó a la Compañía Asegura-
dora, estas personas quedaron extrañas al proceso, ignorando sus 
incidencias, hasta los días 25 y 30 de abril de 1969 (más de cuatro 
años después) en que fueron citados, según lo revela el fallo im-
pugnado; y como ellos podían o no ser accionados por la persona 
que tenía derecho a reclamar, es claro que cuando esa persona vi-
no a ejercer su acción frente a ellos. (más de cuatro años después 
del suceso) ya la prescripción había extinguido ese derecho: nue 
esto es necesariamente así puesto que si bien un hecho delictuoso 
genera le derecho a reclamar tanto contra el inculpado como con-
tra la persona que debe responder por él, no existe una solidari-
dad entre esos dos posibles deudores frente al lesionado, ya que 
este último tiene dos acciones que aunque pueden ejercitarse jun-
tas, son independientes: una contra el inculpado y otra contra su 
comitente, siendo de su exclusivo interés y potestad al ejercerlas 
las dos, a una sola, y aún ninguna, que, en resumen los actos de 
procedimiento interrumpen, sin dudas, ambas acciones, pe-
ro es frente a quienes esas acciones han sido ya ejercidas; por lo 
cual, si como ocurrió en la especie, sólo se ejecutaron actos Ce 
procedimiento (citaciones y reenvíos) frente al prevenido, fue .36- 
lo frente a éste, y nada más, que esos actos de procedimiento pro-
dujeron su doble efecto interruptivo.- B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2199. 

PRFSCRIPCION.— Aplicación de la ley 57 de 1965 que prorro-
gó los plazos con motivo de la guerra civil de 1965, a las Acciones 
basadas en cuasi delitos.— No es cierto que la ley No. 57 dejara 
fuera de sus previsiones aquellas acciones que tienen por base un 
hecho cuasi-delictual, nor lo cual todos los alegatos formulados al 
respecto, carecen de fundamento.— B. J. No. 730, setiembre de 
1971, Pág. No. 2641. 

PROVOCACION Y NO LEGITIMA DEFENSA.— B. J. No. 733, 
diciembre de 1971, Pág. No. 3419. 

PRUEBA.— Declaracionfys de la parte civil constituida. No pue-
den servir por sí solas para la edificación del Juez.— En la esne-
cie. la  única prueba que adujo la Corte a-qua para ciar por estable-
cido ese hecho esencial del proceso, (fundamento de la falta atri-
buida al chofer de la C.), fue lo declarado por las personas cons-
tituidas en parte civil; que como esas declaraciones nrovienen de 
partes interesadas en la suerte del proceso, constituidas en parte 
civil, y no fueron cotejados con los demás hechos y circunstan-
cias, es obvio que por sí solas no pueden justificar la solución oue 
a ese punto le han dado los jueces del fondo, máxime en esta ma-
teria en que los jueces deben realizar todas las medidas de ins- 
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trucción que conduzcan a la mejor descripción del hecho.-- B. J. 
No. 732, noviembre "e 1971, Pág. No. 3104. 

—N— 

RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO NATURAL.– 
Persecución contra otro individuo por violación a la ley 2402 de 
1950, sobre asistencia obligatoria de los hijos menores de edad.—
Los reconocimientos de hijos naturales hechos por los padres, de-
ben surtir todos sus efectos legales, mientras no sean impugnados 
por los interesados, lo que no ha ocurrido en la especie; que, con-
secuentemente, la Cámara a-qua al pronunciar el descargo de F. 
C. como autor del delito de violación a la Ley 2402 en perjuicio 
de las referidas menores, por no ser el progenitor de éstas, satis-
fizo el voto de la Ley.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1604. 

REFERIMIENTO.— Caja de Seguridad de un Banco alquilada 
por un cliente.— Derecho de los herederos de ese cliente a tener 
acceso a esa Caja, para los fines de invntario mediante Notario.— 
(ver . Banco.— Caja de Seguridad... 1-- 13. J. No. 733, diciembre 
de 1971, Pág. No. 3293. 

REFERIMIENTO.— Propósito.— Litigio entre asociaciones de 
choferes.— Decisión discrecional de la Corte a qua.— Los artículos 
806 a 811 del Código de Procedimiento•Civil, que establecen el pro-
cedimiento llamado de Referimiento ha sido concebido, no para 
resolver definitivamente litigios, sino para obtener de los Jueces 
medidas ejecutoras urgentes de carácter provisional cuando dichos 
Jueces consideren prudente dictar esas medidas; que en el caso 
ocurrente, la medida que podía considerarse como urgente se li-
mitaba al nombramiento de un Tesorero Provisional para la S. de 
Ch., que debía durar en su efectividad hasta que se resolviera el 
fondo del litigio, y se estableciera si el recurrente R. C. continua-
ba como Presidente de la Asociación y si lo había sucedido A.; que, 
en la especie sin embargo, la Corte a-qua, para decidir el caso en 
uno u otro sentido como era su misión y su deber, tenía que apre-
ciar aunque fuera prima facie los elementos de juicio que se le 
presentaron, uno de los cuales fue el que según un criterio provi-
sional, indicaba que R. C. había dejado de pertenecer a la Asocia-
ción por decisión de un Tribunal Disciplinario; que, en tales cir-
cunstancias, no era pertinente conceder, por obra de su solicitud, 
la medida que había solicitado, por lo cual se trata de una decisión 
de la Corte a-qua de carácter discrecional que no puede ser obje-
tada en casación.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3448. 

REPARTICION DE UNA COMUNIDAD DE BIENES.— No co-
municación del asunto al Ministerio Público.—Consecuencias.-
El examen del expediente muestra que ni en la jurisdicción de 
primer grado, ni en apelación se comunicó el asunto al ministerio 
público. pero que tampoco hay constancia de que ninguna de las 
partes pidiera que se ordenara esa comunicación; que si bien es 
cierto que la omisión de tal formalidad podría dar lugar a esa re- 
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visión en virtud del Art. 480 inciso 80. del Código ed Procedimien-
to Civil, también es verdad que en el estado actual de nuestro de-
recho y en las condiciones antes señaladas, tal omisión no po-
dría, por si solo, invalidar la  sentencia impugnada, que, co-
mo se dirá más adelante, decidió correctamente, acerca de la 
cuestión de competencia que se discutía; que, por tanto, el medio 
propuesto debe ser desestimado.— B. J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2966. 

RESPONSABILIDAD CIVIL COMO CONSECUENCIA DE UN 
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Intereses a titulo de indemniza-
ción suplementaria.— Procedimiento.— En la especie, el pago de 
intereses se ordenó a título de indemnización suplementaria, co-
mo fue pedida por los interesados en primera instancia, por lo 
que el medio propuesto carece de fundamento y debe ser desesti-
mado.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. 2907. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Comitencia.— Presunción.—
B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 535. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Comitencia no probada.— Mecá-
nico que causa un daño con el vehículo que le dieron a reparar.—
B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1144. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Chofer dueño de un carro de 
"concho".— No es comerciante.— Procedimiento no comercial.— 
Avocación.— Deber de los jueces de la alzada.— Derecho de de-
fensa asegurado.— La persona que conduce su propio automóvil, 
aunque lo destine al transporte de pasajeros, no puede calificar-
aunque lo destine al transporte de pasajeros, no puede calificarse 
comerciante al tenor de las disposiciones del Código de Comercio, 
pues si bien realiza un trabajo remunerado, como lo que predomi-
na no es la idea de lucro, no puede verse la profesión de comercian-
te en esa actividad humana aunque produzca beneficios; pues tam-
bién los profesionales ofrecen sus servicios y obtienen una remune-
ción y por ello no pueden ser calificados como comerciantes: que 
si del transoorte se hace una empresa organizada y se emplean 
varias personas y vehículos hay entonces una verdadera actividad 
lucrativa, y quien organiza y dirige esa actividad se convierte en 
un comerciante; pero, la simple presentación del servicio público 
por una persona que conduce como se dijo antes su propio auto-
móvil, evidentemente no configura la actividad de un comercian-
te, sino de un trabajador independiente; que este criterio ya l•a 
sido externado por el legislador dominicano a propósito de la ma-
teria relativa al Seguro Social, en donde el artículo lo. de la Ley 
1896 de 1948 consigna como trabajadores independientes, entre 
otros, a los choferes; que dicho criterio ya convertido en regla ju-
rídica por el legislador, debe aplicarse en la especie; que, por tan-
to, al darle el carácter de comerciante a la actividad personal que 
en la especie realizaba el chofer demandado, se incurrió en una 
errónea interpretación de los principios que rigen la materia y 
de las provisiones del Código de Comercio al respecto; y, al revo- 
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trucción que conduzcan a la mejor descripción del hecho.— B. J. 
No. 732, noviembre le 1971, Pág. No. 3104. 

—N--- 
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ciar aunque fuera prima facie los elementos de juicio que se le 
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partes pidiera que se ordenara esa comunicación; que si bien es 
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varias personas y vehículos hay entonces una verdadera actividad 
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un comerciante; pero, la simple presentación del servicio público 
por una persona que conduce como se dijo antes su propio auto-
móvil, evidentemente no configura la actividad de un comercian-
te, sino de un trabajador independiente; que este criterio ya lea 
sido externado por el legislador dominicano a propósito de la ma-
teria relativa al Seguro Social, en donde el artículo lo. de la Ley 
1896 de 1948 consigna como trabajadores independientes, entre 
otros, a los choferes; que dicho criterio ya convertido en regla ju-
rídica por el legislador, debe aplicarse en la especie; que, por tan-
to, al darle el carácter de comerciante a la actividad personal que 
en la especie realizaba el chofer demandado, se incurrió en una 
errónea interpretación de los principios que rigen la materia y 
de las provisiones del Código de Comercio al respecto; y, al revo- 
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car el fallo de primera instancia que había proclamado que el de-
mandado rio era comerciante, y en base a esa revocación declarar 
a la jurisdicción comercial regularmente apoderada, sustituyó un 
procedimiento por otro; que, sin embargo, es evidente que en nues-
tro país, teniendo en cuenta la unidad de jurisdicción, sólo debe 
anularse un procedimiento por irregularidad en el apoderamiento, 
cuando ello haya resultado un perjuicio para la parte que in-
voca esa irregularidad; por ejemplo, porque se le haya citado sin 
la observancia de los plazos que exige el Código de Procedimien-
to Civil para los asuntos civiles, lesionandt,  su derecho de defen-
sa; que, al no haber probado el demandado que el emplazamiento 
que se le hizo hubiera lesionado en realidad su derecho de defen-
sa porque se le hubiera compelido a comparecer y a defenderse 
en un plazo más corto que el de la octava franca, sino, por el con-
trario, el fallo impugnado revela que él tuvo oportunidad de com-
parecer y de defenderse, es claro que, en tales condiciones, no pro-
cedía, como lo hizo el juez del primer grado, anular el emplaza-
miento, y con ello el procedimiento, por lo cual la decisión dicta-
da en apelación resulta justificada, no por los motivos en que se 
basa, sino por los que acaban de exponerse, y los cuales, por ser de 
puro derecho suple esta Suprema Corte de Justicia.— B. J. No. 
725, Abril cíe 1971, Pág. No. 863. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Daños.— Reparación.— Poder de 
los Jueces del fondo.— Motivos.— Recurso de la parte civil.—
En la especie, la Corte a-qua podía en virtud de ese recurso y en 
uso de sus poderes soberanos de apreciación, estimar cuál era la 
Indemnización adecuada, sobre todo que ella ponderó la existen-
cia de los daños morales objeto de la reclamación, y los que ne• 
cesariamente es lógico suponer que se pueden producir también 
en los padres de un menor, cuando hay lesiones corporales las que 
producen innegablemente un dolor y un sufrimiento justificados 
sin que sea preciso exigirle a los jueces del fondo que se extien-
dan en motivar ampliamente el caso; apreciación de los jueces 
del fondo que sólo podría ser censurada en casación, cuando la in-
demnización acordada no resulte razonable, lo que ni se ha de-
mostrado, ni ocurre en la especie.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2134. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Dueño de vehículo que llama por 
su propia cuenta a un mecánico para que le pruebe el vehículo re-
cién reparado.— No hay responsabilidad contra la empresa donde 
trabaja el mecánico.— Inaplicación de los artículos 1787, 1797 del 
Código Civil.— Al quedar establecido que en el momento del ac-
cidente el mecánico utilizado por el dueño del carro no era para 
esos fines su preposé, no podía quedar comprometida la responsa-
bilidad de la compañía, según se expuso precedentemente, aún 
cuando el texto señalado tuviera la extensión a que se refiere el 
recurrente, y aún cuando por extensión o por analogía se aplica-
ran a los muebles los principios de derecho en que se basan los ar-
tículos 1787 y 1799.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1833. 

ESPONSABILIDAD CIVIL.— Empleado que se excede en sus 
unciones.— Alegato de que las víctimas se asociaron a ese exce-

so.— Sentencia que no pondera esos alegatos.— B. J. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. No. 1031. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Empleado que, manejando una 
máquina llamada Tournapull, alquilada por la empresa, causa da-
ños.— En la especie quedó establecido, que la máquina Tourna-
pull que ocasionó el daño de que se trata, si bien era de la pro-
piedad de "Equipo y Construcciones, C. por A., estaba en pose- ' 
sión de la Constructora Elmhurst, C. por A., en virtud de la 
ejecución de un Contrato de Arrendamiento que existía entre ellos; 
y además quedó establecido, que quien manejaba dicho aparato al 
momento del hecho, R. A. de los S., era empleado de la Elmhurst 
y no de la otra compañía, según la propia confesión de dicho pre-
venido de los S., y una certificación de la Oficina de Trabajo, que 
así lo hace constar, y la cual obra en el expediente; que en conse-
cuencia, la relación de comitencia entre la Compañía demandada 
en responsabilidad civil, arrendataria y poseedora del aparto que 
ocasionó el daño, y el prevenido condenado, empleado de dicha 
Compañía, al resultar de los hechos así establecidos, el alegazo 
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.---
B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1713. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Explosión de un cilindro de gas 
propano.— Deber de los jueces del fondo para determinar la res-
ponsabilidad en la reparación del daño sufrido.— En la .  especie. 
la  Corte a-qua no determinó como era su deber, si la explosión 
que produjo el daño que se alega, ocurrió de modo espontáneo en 
el cilindro de gas, por algún defecto estructural del mismo; o por 
defecto de fábrica; o si fue por defecto de instalación, o por una 
descuidada manipulación de dicho cilindro; que sobre esos hechos 
no ofrece el fallo impugnado una relación suficiente que permita 
apreciar si la ley fue bien aplicada, por lo cual dicho fallo debe 
ser casado por falta de base legal, sin necesidad de ponderar los 
otros medios y alegatos del recurso.— B. J. No. 725, Abril de 1971, 
Pág. No. 1018. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Guardián de la cosa inanimada 
que produce el daño.— Incendio.— Presunción de responsabili-
dad.— Artículo 1384 del Código Civil.— En la especie, al no pro-
bar la C. un caso de fuerza mayor o un caso fortuito o una causa 
extraña que no le fuera imputable, la presunción de responsabili-
dad en virtud del artículo 1384 del Código Civil que compromete 
al guardián de toda cosa inanimada que ha producido un daño, era 
aplicable; que siendo la C. la dueña del fluido eléctrico, cosa no 
negada, y al iniciarse éste en los alambres situados fuera de la re-
sidencia, la intervención activa del guardián no necesitaba otros 
desarrollos o motivos, como tampoco acerca de los elementos de 
la responsabilidad a que alude la recurrente, ya que el daño que-
dó comprobado, y la condición de propietario, y por ende de guar-
dián del fluido, no estuvo en controversia, y la relación de causa 
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car el fallo de primera instancia que había proclamado que el de-
mandado rio era comerciante, y en base a esa revocación declarar 
a la jurisdicción comercial regularmente  apoderada, sustituyó un 
procedimiento por otro; que, sin embargo, es evidente que en nues-
tro país, teniendo en cuenta la unidad de jurisdicción, sólo debe 
anularse un procedimiento por irregularidad en el apoderamiento, 
cuando ello haya resultado un perjuicio para la parte que in-
voca esa irregularidad; por ejemplo, porque se le haya citado sin 
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sa; que, al no háber probado el demandado que el emplazamiento 
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da en apelación resulta justificada, no por los motivos en que se 
basa, sino por los que acaban de exponerse, y los cuales, por ser de 
puro derecho suple esta Suprema Corte de Justicia.— B. J. No. 
725, Abril de 1971, Pág. No. 863. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Daños.— Reparación.— Poder de 
los Jueces del fondo.— Motivos.— Recurso de la parte civil.—
En la especie, la Corte a-qua podía en virtud de ese recurso y en 
uso de sus poderes soberanos de apreciación, estimar cuál era la 
Indemnización adecuada, sobre todo que ella ponderó la existen-
cia de los daños morales objeto de la reclamación, y los que ne-
cesariamente es lógico suponer que se pueden producir también 
en los padres de un menor, cuando hay lesiones corporales las que 
producen innegablemente un dolor y un sufrimiento justificados 
sin que sea preciso exigirle a los jueces del fondo que se extien-
dan en motivar ampliamente el caso; apreciación de los jueces 
del fondo que sólo podría ser censurada en casación, cuando la in-
demnización acordada no resulte razonable, lo que ni se ha de-
mostrado, ni ocurre en la especie.— B. J. No. 728, Julio de 1971, 
Pág. No. 2134. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Dueño de vehículo que llama por 
su propia cuenta a un mecánico para que le pruebe el vehículo re-
cién reparado.— No hay responsabilidad contra la empresa donde 
trabaja el mecánico.— Inaplicación de los artículos 1787, 1797 del 
Código Civil.— Al quedar establecido que en el momento del ac-
cidente el mecánico utilizado por el dueño del carro no era para 
esos fines su preposé, no podía quedar comprometida la responsa-
bilidad de la compañía, según se expuso precedentemente, aún 
cuando el texto señalado tuviera la extensión a que se refiere el 
recurrente, y aún cuando por extensión o por analogía se aplica-
ran a los muebles los principios de derecho en que se basan los ar-
tículos 1787 y 1799.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1833. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Empleado que se excede en sus 
unciones.— Alegato de que las víctimas se asociaron a ese exce-

so.— Sentencia que no pondera esos alegatos.— B. J. No. 725, Abril 
de 1971, Pág. No. 1031. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Empleado que, manejando una 
máquina llamada Tournapull, alquilada por la empresa, causa da-
ños.— En la especie quedó establecido, que la máquina Tourna-
pull que ocasionó el daño de que se trata, si bien era de la pro-
piedad de "Equipo y Construcciones, C. por A., estaba en pose-
sión de la Constructora Elmhurst, C. por A., en virtud de la 
ejecución de un Contrato de Arrendamiento que existía entre ellos; 
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sidencia, la intervención activa del guardián no necesitaba otros 
desarrollos o motivos, como tampoco acerca de los elementos de 
la responsabilidad a que alude la recurrente, ya que el daño que-
dó comprobado, y la condición de propietario, y por ende de guar-
dián del fluido, no estuvo en controversia, y la relación de causa 
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a efecto entre la falta presumida y el daño causado era una con-
secuencia lógica de los hechos, salvo las excepciones existentes de 
su responsabilidad que la C. no probó ni trató de hacerlo.— B. J. 
No. 733, diciembre de 1971, Pág. No. 3286. 

RESPONSABILIDAD 
Corte de Casación.— En 
demnización, único caso 
zeda soberanamente por 
da en casación, procede 
mina, por improcedente 
1971, Pág. 1553. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Muerte de una persona.— Daño 
evidente a la madre de esa persona que reclama la reparación.—
B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 3017. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Reparación de daños ocasiona-
dos a varias personas con motivo de un accidente.— Deber de los 
jueces del fondo para la determinación del monto de cada indem-
nización.— En la especie, en la sentencia impugnada se condena 
a V. G. a pagar dichas sumas de dinero en provecho de las perso-
nas constituidas en parte civil sin indicar las lesiones que sufrió 
cada una de las víctimas, ni determinar la duración de esas lesio-
nes; que por tanto la sentencia impugnada debe ser casada por 
falta de base legal en lo relativo al monto y distribución de las 
condenaciones pronunciadas.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Págs. 
Nos. 1582 y 1706. 

REVISION PENAL.— Acogida.— B. .J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2959. 

—S— 

SECUESTRO DE UN CARNET PARA LA ASIGNACION DE 
BILLETES Y QUINIELAS DE LA LOTERIA.— Asunto de carácter 
administrativo.— Un Carnet de la Lotería Nacional que autoriza 
a su titular a retirar semanalmente de la Administración de la Lo-
tería un determinado número de billetes y quinielas, es un título 
nominativo, sujeto a los reglamentos establecidos por dicha Ad-
ministración; que el sistema organizado para la expedición de los 
Carnets citados, tiende obviamente a evitar el monopolio en la dis-
tribución y venta de los billetes y quinielas, lo que atañe el inte-
rés público; que al presentarse un conflicto de intereses en recla-
mación con un carnet expedido, dicho conflicto tiene un carácter 
puramente administrativo, para cuya solución debe acudirse en 
primer término a la Administración de la Lotería Nacional, que es 
la que lleva incuestionablemente el control necesario al respecto; 
que si una de las partes no queda satisfecha con la decisión que 
adopte la Administración de la Lotería Nacional, debe entonces 
recurrir a las autoridades superiores del ramo; y agotado ese re-
curso jerárquico, está en aptitud si aún no está satisfecha, de apo- 
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derar a la jurisdicción contencioso-administrativa para dirimir el 
caso; toda vez que el carácter de los conflictos de intereses que 
surgen entre las partes, y al objeto que se persigue al poner en 
movimiento una acción, son los que determinan la competencia de 
la jurisdicción que ha de resolverlo; que la Ley No. 5158 de 1958, 
al establecer una renta pública bajo la denominación de Lotería 
Nacional, ha hecho depender su organización y fundamento de la 
Secretaría de Estado de Finanzas; que sus atribuciones adminis-
trativas resultan de la misma naturaleza de la renta así institui-
da, y del propósito perseguido en la ley que la establece; que en 
tales condiciones la jurisdicción civil ordinaria no es la competen-
te para resolver el conflicto planteado, dado su carácter, y dada 
la posibilidad de poder ser resuelto administrativamente aún sin 
necesidad de agotar los recursos establecidos por la Ley No. 1494 
de 1947, que estableció la jurisdicción contencioso-administrativa; 
que, por consiguiente, la Corte a-qua debió aún de oficio recono-
cer y proclamar no sólo su incompetencia sino la del Juéz de los 
Referimientos; que al no hacerlo así violó las reglas de su com-
petencia y el fallo impugnado debe ser casado por ese motivo; 
que por vía de consecuencia debe casarse también por incompe-
tencia la sentencia del Juez de Primera Instancia que había falla-
do el caso en materia de referimiento.-- B. J. No. 727, Junio de 
1971, Pág. No. 2000. 

SECUESTRO.— Litis sobre terrenos registrados.— Competencia 
del Tribunal de Tierras y no de la jurisdicción de reierimiento.— 
En la especie, el fallo impugnado da constancia (página 9) de que 
la hoy recurrida en casación en fecha 17 de octubre de 1967 ha-
bía introducido ante la jurisdicción de tierras una instancia apo-
derándola de una litis sobre terreno registrado en relación con el 
solar No. 2-Reformado de la manzana No. 66-B del D. C. No. 1 
del Distrito Nacional y sus mejoras, a fin de que se declarara 'la 
nulidad de las ventas intervenidas entre el B. de C. y A. C. por A., 
y la I. C. y entre esta última y N. C. M., L. M. A. Vda. A., A. P. 
de S., y A. M. de O. que evidentemente esa demanda así planteada 
configura una litis sobre terreno registrado, pues se trata de obte-
ner —sí prospera. la  nulidad alegada— que se cancelen los Certi-
ficados de Título sucesivamente expedidos sobre ese inmueble pa-
ra que se registre el derecho de propiedad del inmueble en favor 
de la demandante; es decir, que contrariamente a como lo apre-
ció la Corte a-qua la demanda en nulidad pendiente desde el 17 de 
octubre de 1967 ante el Tribunal de Tierras si implica "una con-
testación" relativa a los derechos sobre la propiedad objeto de esa 
litis; por lo cual, cuando en fecha ulterior a su demanda (24 de 
octubre de 1967) la demandante decidió solicitar que se pusiera ba-
jo secuestro ese mismo inmueble, obviamente no debía llevar ese 
pedimento ante el Juez de los Referimientos sino ante el Tribu-
nal de Tierras apoderado de la demanda antes mencionada; que, 
por consiguiente, la Corte a-qua no sólo debió declarar su propia 
incompetencia sino también la del Juez Presidente de la Cámara Ci-
vil y Comercial que dictó en materia de Referimientos la Orde- 
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CIVIL.— Indemnización.— Facultad de la 
la especie, al no ser irrazonable dicha in-
en que dicha apreciación de hecho, reali-
la Corte a-qua pudo haber sido censura-
el rechazamiento del medio que se exa-
y mal fundado.— B. J. No. 726, Mayo de 



a efecto entre la falta presumida y el daño causado era una con-
secuencia lógica de los hechos, salvo las excepciones existentes de 
su responsabilidad que la C. no probó ni trató de hacerlo.— B. J. 
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BILLETES Y QUINIELAS DE LA LOTERIA.— Asunto de carácter 
administrativo.— Un Carnet de la Lotería Nacional que autoriza 
a su titular a retirar semanalmente de la Administración de la Lo-
tería un determinado número de billetes y quinielas, es un título 
nominativo, sujeto a los reglamentos establecidos por dicha Ad-
ministración; que el sistema organizado para la expedición de los 
Carnets citados, tiende obviamente a evitar el monopolio en la dis-
tribución y venta de los billetes y quinielas, lo que atañe el inte-
rés público; que al presentarse un conflicto de intereses en recla-
mación con un carnet expedido, dicho conflicto tiene un carácter 
puramente administrativo, para cuya solución debe acudirse en 
primer término a la Administración de la Lotería Nacional, que es 
la que lleva incuestionablemente el control necesario al respecto; 
que si una de las partes no queda satisfecha con la decisión que 
adopte la Administración de la Lotería Nacional, debe entonces 
recurrir a las autoridades superiores del ramo; y agotado ese re-
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derar a la jurisdicción contencioso-administrativa para dirimir el 
caso; toda vez que el carácter de los conflictos de intereses que 
surgen entre las partes, y al objeto que se persigue al poner en 
movimiento una acción, son los que determinan la competencia de 
la jurisdicción que ha de resolverlo; que la Ley No. 5158 de 1958, 
al establecer una renta pública bajo la denominación de Lotería 
Nacional, ha hecho depender su organización y fundamento de la 
Secretaría de Estado de Finanzas; que sus atribuciones adminis-
trativas resultan de la misma naturaleza de la renta así institui-
da, y del propósito perseguido en la ley que la establece; que en 
tales condiciones la jurisdicción civil ordinaria no es la competen-
te para resolver el conflicto planteado, dado su carácter, y dada 
la posibilidad de poder ser resuelto administrativamente aún sin 
necesidad de agotar los recursos establecidos por la Ley No. 1494 
de 1947, que estableció la jurisdicción contencioso-administrativa; 
que, por consiguiente, la Corte a-qua debió aún de oficio recono-
cer y proclamar no sólo su incompetencia sino la del Juéz de los 
Referimientos; que al no hacerlo así violó las reglas de su com-
petencia y el fallo impugnado debe ser casado por ese motivo; 
que por vía de consecuencia debe casarse también por incompe-
tencia la sentencia del Juez de Primera Instancia que había falla-
do el caso en materia de referimiento.— B. J. No. 727, Junio de 
1971, Pág. No. 2000. 

SECUESTRO.— Litis sobre terrenos registrados.— Competencia 
del Tribunal de Tierras y no de la jurisdicción de referimiento.-
En la especie, el fallo impugnado da constancia (página 9) de que 
la hoy recurrida en casación en fecha 17 de octubre de 1967 ha-
bía introducido ante la jurisdicción de tierras una instancia apo-
derándola de una litis sobre terreno registrado en relación con el 
solar No. 2-Reformado de la manzana No. 66-B del D. C. No. 1 
del Distrito Nacional y sus mejoras, a fin de que se declarara 'la 
nulidad de las ventas intervenidas entre el B. de C. y A. C. por A., 
y la I. C. y entre esta última y N. C. M., L. M. A. Vda. A., A. P. 
de S., y A. M. de O. que evidentemente esa demanda así planteada 
configura una litis sobre terreno registrado, pues se trata de obte-
ner —si prospera. la  nulidad alegada— que se cancelen los Certi-
ficados de Título sucesivamente expedidos sobre ese inmueble pa-
ra que se registre el derecho de propiedad del inmueble en favor 
de la demandante; es decir, que contrariamente a como lo apre-
ció la Corte a-qua la demanda en nulidad pendiente desde el 17 de 
octubre de 1967 ante el Tribunal de Tierras si implica "una con-
testación" relativa a los derechos sobre la propiedad objeto de esa 
litis; por lo cual, cuando en fecha ulterior a su demanda (24 de 
octubre de 1967) la demandante decidió solicitar que se pusiera ba-
jo secuestro ese mismo inmueble, obviamente no debía llevar ese 
pedimento ante el Juez de los Referimientos sino ante el Tribu-
nal de Tierras apoderado de la demanda antes mencionada; que, 
por consiguiente, la Corte a-qua no sólo debió declarar su propia 
incompetencia sino también la del Juez Presidente de la Cámara Ci-
vil y Comercial que dictó en materia de Referimientos la Orde- 
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RESPONSABILIDAD 
Corte de Casación.— En 
demnización, único caso 
zada soberanamente por 
da en casación, procede 
mina, por improcedente 
1971, Pág. 1553. 



nanza apelada; que, al no hacerlo así la Corte a-qua violó el ar-
tículo 7 de la Ley de Registro de Tierras y las reglas de su com-
petencia.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1051. 

SECUESTRO.— Medida grave.— Cuándo debe ordenarse.—
Siendo el secuestro una medida grave, aunque de carácter provi-
sional, el juez debe ordenarla sólo después de ponderar su serie-
dad y conveniencia.-- B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 328 

SEGURO DE VEHICULOS.— Asegurado que maneja en estado 
de embriaguez.— No responsabilidad de la Compañía asegurado-
ra.— Evidentemente las disposiciones de la Ley No. 4117, de 1955. 
son de orden público y de interés social, y el alcance y la aplica-
ción de esa ley debe conducir a proteger a los terceros contra los 
delitos que se producen con el manejo de un vehículo de motor, 
pues ese y no otro es el propósito de dicha ley según resulta no 
sólo de su contexto sino de la exposición de motivos de la misma; 
pero, la finalidad de proteger a los terceros, perseguida por el le-
gislador, no es posible llevarla hasta admitir que las compañías 
aseguradoras al otorgar una póliza. están cubriendo al asegurado 
con el riesgo que se produce cuando el vehículo es manejado por 
su propietario en estado de embriaguez, (como en la especie) o por 
una persona en ese estado con el consentimiento del propietario, 
si se ha insertado en la póliza una cláusula excluyente de la res-
ponsabilidad de la compañía, por esa causa como ocurre en la es-
pecie; pues obviamente si se ha estipulado ese tipo de exclusión 
la cláusula que la consagra no sólo es válida, sino que debe pro-
ducir el efecto jurídico que se ha previsto al contratar, y que no 
es otro que hacer inoponibles a la compañía aseguradora las re-
paraciones civiles que el asegurado puede ser condenado como 
consecuencia de esa falta grave por él cometida; que, al no en-
tenderlo así, la Corte a-qua, y fallar en sentido contrario, desco-
noció la citada cláusula contractual, e hizo una errónea interpre-
tación de las previsiones de la Ley No. 4117, de 1955— B. J. No. 
728, Julio de 1971, Pág. No. 2127. 

SEGURO DE VEHICULOS.— Compañía aseguradora que paga 
los daños y se subroga en los derechos de su asegurado.— B. J. No. 
722. Enero de 1971, Pág. No. 125. 

SEGURO DE VEHICULOS.— Daños.— Acción en recobro inten-
tada por la aseguradora contra el responsable de la colisión.—
B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2641. 

SEGURO DE VIDA.— Enfermedades anteriores de la asegura-
da.— Reticencia.— Influencia en la validez de la póliza.— B. J. No. 
733, diciembre de 1971, Pág. No. 3399. 

SEGURO DE VEHICULO.— Pasajero excluido.— Ley 359 de 
1968.— Alegato presentado por primera vez en casación.— En la 
especie, tal como lo sostienen los intervinientes, la compañía ase-
guradora aceptó el debate al fondo. sin proponer la exclusión que 
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ahora por primera vez suscita en casación según resulta del exa-
men de sus conclusiones, contenidas en el fallo impugnado; que, 
por tanto, se trata de un medio nuevo, en relación con una dispo-
sición de dicha ley que en tal aspecto es de interés privado, por io 
cual resulta inadmisible.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. 954. 

SEGURO.— Póliza que cubre la infidelidad de un empleado.—
Ver: Autoridad de cosa juzgada.— Empleado — 13. J. No. 730, 
setiembre de 1971, Pág. No. 2611. 

SEGURO DE VEHICULO.— Póliza vencida.— Parte civil consti-
tuida que no hace la prueba de una nueva póliza.— B. J. No. 729, 
Agosto de 1971, Pág. No. 2361. 

SEGURO DE VEHICULOS.— Recurso de casación de la Compa-
ñía Aseguradora.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1130. 

SEGURO DE VEHICULO.— Recurso de la Compañía asegu-
radora.— Alcance.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. Nc 2896. 

SEGURO DE VEHICULO.— Riesgo de pasajeros.— Ley 359 de 
1968.— Basta la lectura de dicha ley para entender claramente que 
lo que el legislador prohibió en el Art. lo. de la misma, mientras 
durare la Ley de Austeridad fue aumentar la tarifa para seguro 
obligatorio de Vehículos de Motor, pero no puede darse esos mis-
mos efectos limitados o transitorios al criterio legal externado en 
dicha ley, cuando al referirse a la tarifa dice que, sin embargo, 
ella podrá ser aumentada "para el caso en que previo acuerdo en-
tre las partes se incluyan expresamente en la póliza correspon-
diente, el riesgo de los pasajeros que ocupan los vehículos"; lo 
que no ocurrió en la especie, según resulta del examen del falle 
impugnado y del examen de la propia póliza de seguros, que se-
ñala, que ella rige desde el 13 de noviembre de 1968 hasta el 13 
de noviembre de 1969; que por ello, es obvio, que los recurrentes, 
quienes se basan en ese contrato de seguro para entender que las 
condenaciones civiles por ellos logradas, deben ser oponibles a la 
Compañía, no pueden alegar ahora en casación que el tal docu-
mento (la póliza)' ellos no tuvieron oportunidad de rebatirlo, por-
que carecería de toda lógica ampararse en la póliza a los fines de 
la oportunidad que persiguen y negar dicha póliza en el aspecto 
en que no favorece ese interés.— B. J. No. 723, Febrero de 1971., 
Pág. No. 493. 

SENTENCIA DE ADJUDICACION DE UN INMUEBLE SUBAS-
TADO COMO CONSECUENCIA DE UN EMBARGO.— Apelación 
inadmisible si no hay incidente.— Las sentencias de adjudicación 
que son la consecuencia de un procedimiento de embargo, no son 
susceptibles de dicho recurso cuando, como en el caso que nos 
ocupa "no versan sobre ninguna contestación"; que este razona-
miento no es más que la consecuencia lógica de que el procedi-
miento de embargo puede ser objeto de incidentes dentro de los 
plazos y en la forma que prevé el Código de Procedimiento Civil, 
y si no lo es, dicho procedimiento culmina en un título ejecutorio 
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nanza apelada; que, al no hacerlo así la Corte a-qua violó el ar-
tículo 7 de la Ley de Registro de Tierras y las reglas de su com-
petencia.-- B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 1051. 
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es otro que hacer inoponibles a la compañía aseguradora las re-
paraciones civiles que el asegurado puede ser condenado como 
consecuencia de esa falta grave por él cometida; que, al no en-
tenderlo así, la Corte a-qua, y fallar en sentido contrario, desco-
noció la citada cláusula contractual, e hizo una errónea interpre-
tación de las previsiones de la Ley No. 4117, de 1955.— B. J. No. 
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tada por la aseguradora contra el responsable de la colisión.—
B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2641. 

SEGURO DE VIDA.— Enfermedades anteriores de la asegura-
da.— Reticencia.— Influencia en la validez de la póliza.— B. J. No. 
733, diciembre de 1971, Pág. No. 3399. 
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ahora por primera vez suscita en casación según resulta del exa-
men de sus conclusiones, contenidas en el fallo impugnado; que, 
por tanto, se trata de un medio nuevo, en relación con una dispo-
sición de dicha ley que en tal aspecto es de interés privado, por io 
cual resulta inadmisible.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. 954. 

SEGURO.— Póliza que cubre la infidelidad de un empleado.—
Ver: Autoridad de cosa juzgada.— Empleado — B. J. No. 730, 
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SEGURO DE VEIHCULO.— Póliza vencida.— Parte civil consti-
tuida que no hace la prueba de una nueva póliza.— B. J. No. 729, 
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SEGURO DE VOIICULOS.— Recurso de casación de la Compa-
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SEGURO DE VEHICULO.— Riesgo de pasajeros.— Ley 359 de 
1968.— Basta la lectura de dicha ley para entender claramente que 
lo que el legislador prohibió en el Art. lo. de la misma, mientras 
durare la Ley de Austeridad fue aumentar la tarifa para seguro 
obligatorio de Vehículos de Motor, pero no puede darse esos mis-
mos efectos limitados o transitorios al criterio legal externado en 
dicha ley, cuando al referirse a la tarifa dice que, sin embargo, 
ella podrá ser aumentada "para el caso en que previo acuerdo en-
tre las partes se incluyan expresamente en la póliza correspon-
diente, el riesgo de los pasajeros que ocupan los vehículos"; lo 
que no ocurrió en la especie, según resulta del examen del falle 
impugnado y del examen de la propia póliza de seguros, que se-
ñala, que ella rige desde el 13 de noviembre de 1968 hasta el 13 
de noviembre de 1969; que por ello, es obvio, que los recurrentes, 
quienes se basan en ese contrato de seguro para entender que las 
condenaciones civiles por ellos logradas, deben ser oponibles a la 
Compañía, no pueden alegar ahora en casación que el tal docu-
mento (la póliza) ellos no tuvieron oportunidad de rebatirlo, por-
que carecería de toda lógica ampararse en la póliza a los fines de 
la oportunidad que persiguen y negar dicha póliza en el aspecto 
en que no favorece ese interés.— B. J. No. 723. Febrero de 1971., 
Pág. No. 493. 

SENTENCIA DE ADJUDICACION DE UN INMUEBLE SUBAS-
TADO COMO CONSECUENCIA DE UN EMBARGO.— Apelación 
inadmisible si no hay incidente.— Las sentencias de adjudicación 
que son la consecuencia de un procedimiento de embargo, no son 
susceptibles de dicho recurso cuando, como en el caso que nos 
ocupa "no versan sobre ninguna contestación"; que este razona-
miento no es más que la consecuencia lógica de que el procedi-
miento de embargo puede ser objeto de incidentes dentro de los 
plazos y en la forma que prevé el Código de Procedimiento Civil, 
y si no lo es, dicho procedimiento culmina en un título ejecutorio 
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según el artículo 712 del Código de Procedimiento Civil; que, ade-
más, es de principio que aún cuando la sentencia de adjudicación 
está revestida de la forma ordinaria de toda sentencia si ella no 
estatuye sobre ningún incidente, sino que se reduce, corno ocurrió 
en la especie, a dar acta de la regularidad del procedimiento se-
guido, ella no es susceptible de apelación; y el adjudicatario que 
lo que ha hecho es ocmprar el inmueble en una subasta pública, no 
puede ser accionado como apelado, puesto que en relación con él 
no se ha dictado fallo alguno que ponga fin a un litigio; que, por 
tanto, en la especie, al declarar inadmisible la apelación inter-
puesta no se violó el artículo 443 del Código de Procedimiento Ci-
vil ni regla alguna en base a ese texto; que, por otra parte, con 
esa interpretación, que es correcta, no se desnaturalizan los he-
chos.— B. J. No. 722, Enero 1971, Pág. No. 119. 

INSUFICIENTES.— Materia Penal.— Casación.— B. J. No. 726, 
Mayo de 1971, Pág. No. 1158. 

SENTENCIA.— Interpretación.— Tribunal a que corresponde la 
capacidad para interpretar las sentencias.— En la especie, obvia-
mente la C. D. de S. C. por A., solicita la interpretación de la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 8 de ju-
nio de 1970, que fue la que falló el fondo del caso a que ella .  se  
refiere, por lo cual le corresponde a la impetrente dirigirse a di-
cha Corte, ya que la Jurisdicción que ha dado el fallo es la que 
tiene capacidad para hacer la interpretación del mismo en caso 
de oscuridad o ambigüedad.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. 
No. 1751. 

SENTENCIAS PENALES.— Medidas de instrucción denegadas 
sin dar ningún motivo.— Casación tanto de esas sentencias como 
de las del fondo.— Como resultado de la casación de las senten-
cias del 12 de noviembre de 1969, que rechazaron las medidas de 
instrucción solicitadas por el recurrente, se impone, como vía de 
consecuencia, la casación de la sentencia al fondo por ser el resul-
tado de la violación al derecho de defensa las dos primeras.—
B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 303. 

SENTENCIAS PENALES.— Motivación.— Plazo para moti-
var.— Jueces que la dictaron.— Firmas de esos jueces. —Artícu-
lo 15 de la ley 1014 de 1935.— Si bien el artículo 15 de la Ley No. 
1014 dispone, cuando las sentencias fueren dictadas en dispositi-
vo en materia represiva, que se proceda a motivarlas en ún plazo 
de 15 días, a partir de su pronunciamiento, tal plazo no es fatal 
sino meramente conminatorio; que, por otra parte, la sentencia es 
regularmente pronunciada si está firmada por todos los jueces que 
la dictaron en dispositivo, siendo indiferente que al ser motivada 
posteriormente dichos jueces, o alguno de ellos no formen parte 
ya del tribunal o juzgado que la pronunció, siempre que lleve sus 
firmas.--- B. J. No. 723, Febrero de 1971, Pág. No. 292. 
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SENTENCIA PENAL DICTADA EN DISPOSITIVO, CARENTF 
DE MOTIVOS Y DE RELACION DE HECHOS.— Casación.—
B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1155. 

SENTENCIA PENAL.— Motivación.— Convicción del Juez.—
Declaraciones divergentes.— Facultad de los jueces del fondo.—
Cuando en un proceso penal aparecen declaraciones testimoniales 
divergentes los Jueces del fondo al dictar sus fallos pueden fun-
darse en aquellas declaraciones testimoniales que ellos crean más 
sinceras y verosímiles, y cuando ocurran las mismas divergencias 
entre otros elementos de juicio, pueden. fundarse en aquellas que 
estimen más conforme con la realidad, sin que al proceder de este 
modo incurran en la desnaturalización de los hechos.-- B. J. No. 
727, Junio de 1971, Pág. No. 1816. 

SENTENCIA PENAL.— Copia. —Error en la fecha.— Certifi-
cación del Secretario.— Valor de esa certificación.— Inscripción 
en falsedad innecesaria.— Apelación de la parte civil declarada 
tardía.— Casación en ese punto.— Las copias de los documentos 
auténticos, como lo son las sentencias, sólo hacen fe de lo que di-
cen sus originales; y cuando en las primeras, o sea en las copias, 
se haya deslizado cualquier errata, como parece haber sucedido, 
respecto a la fecha, en el presente caso, para enmendar dicha 
errata, no hay que recurrir, como lo ha entendido erróneamente la 
Corte a-qua a un procedimiento de Inscripción en Falsedad, sino 
que bastaba, como lo hizo la actual recurrente, recurrir al funcio-
nario a cuyo celo y cuidado se encontraba el original de la mis-
ma que en el caso lo era el Secretario del Juzgado a-quo, para 
que éste Certificara la exactitud de la fecha de dicha sentencia; 
que en consecuencia al depender de dicha certificación, cuyo valor 
probatorio desconoció la Corte a-qua, amparada en motivos erró-
neos, si la apelación interpuesta por la actual recurrente era o no 
extemporánea procede acoger este medio de la recurrente —y—
Casar el presente fallo, en su aspecto civil.-- B. J. No. 728, Julio 
de 1971, Pág. 2264. • 

SENTENCIAS.— Originales manuscritos.— Artículo 97 de la 
ley de Organización Judicial, mod. por la ley 4467 de 1956.— Des-
de la votación de la Ley No. 4467, del 5 de junio de 1956, se ha con-
siderado sin effecto la disposición del artículo 97 de la Ley de Or-
ganización Judicial del 1928 que exigía que las sentencias de los 
tribunales se hicieran necesariamente manuscritas, pues del con-
texto de esa Ley de 1956 resulta incuestionablemente que el anti-
guo sistema de libros contentivos de las sentencias sueltas por du-
plicado que deben ser protocolizados y encuadernadas por años 
calendarios, por lo cual los originales de las sentencias, desde esa 
ley no pueden ser otros que las versiones mecanografiadas de las 
decisiones acordadas firmadas por los Jueces y Secretarios; que, 
cuando las partes en las causas y litigios consideren de su inte-
rés el estudio o el examen de una sentencia cualquiera o de cual-
quier otro documento perteneciente al archivo de los Tribunales, 
lo que procede es que el interesado obtenga una copia certifica- 
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da de esos documentos, pero no que sea el Tribunal donde actúe 
quien proporcione esa copia, a menos que se trate de un expedien-
te cuya formación esté a cargo de los Secretarios o de otros fun-
cionarios; que, finalmente, en el caso  ocurrente, con motivo del 
recurso de casación, el recurrente no ha señalado específicamen-
te ningún punto en los cuales las copias o menciones que figura-
ban en el expediente en manos del Juzgado a-quo tenían incon-
gruencias o contradicciones con los documentos originales de que 
se derivaban, para hacer el pedimento que hizo.-- B. J. No. 733, 
diciembre de 1971, Pág. No. 3364. 

—T— 

TESTAMENTO.— Captación de la voluntad del testador.— Fa-
cultad de los jueces del fondo.— En la especie, los jueces del fon-
do estimaron "que ese estado de captación, que es factible en las 
personas de edad avanzada (el señor A. de los S. murió a la edad 
de 80 años, según el acto de defunción depositado en el expedien-
te), por la disminución de las facultades mentales, muchas veces 
surge por la concurrencia de determinados factores que sintomá-
ticamente pueden ser revelados, tales como: causas de renuncia-
ción, que se manifiesta en la tendencia a prescindir de todo cuan-
to se desarrolla a su alrededor; incapacidad física o mental, pro-
ducida por la presencia constante de un conflicto emocional o fa-
miliar o de cualquiera otra índole, que oblitera su voluntad para 
tomar resoluciones por propia iniciativa; atonía física, como con-
secuencia del trauma emocional, atrofiando la capacidad produc-
tiva, por el ausentismo de las labores habitales; que tales situa-
ciones degeneran en un estado de sumisión parcial o total, que 
hace que la persona afectada piense y actúe a través del dominio y 
voluntad de otra, sin importarle cuáles sean sus sentimientos per-
sonales, ni su opinión sobre lo que se debe'o no se debe hacer"; 
que, por tanto, se trata en el caso de una cuestión de hecho, de 
la soberana apreciación de los jueves del fondo, que no puede ser 
censurada en casación, salvo desnaturalización que no ha sido es-
tablecida.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1175. 

TESTAMENTO.— Locura.— Captación de la voluntad.— Situa-
ciones y estados anímicos diferentes.— El examen de la sentencia 
impugnada ni los documentos del expediente revelan que ante los 
jueces del fondo se alegara un estado de locura en A. de los S., 
sino que éste fue objeto de actuaciones de parte de su hijo O. que 
captaron su voluntad al extremo de hacerle testar en provecho de 
los hijos de éste, y de otorgar los traspasos en provecho de O., si-
tuación diferente del estado de insania, ya que para que se pro-
duzca la captación no es necesario que el que haya sido obleto de 
ella esté sufriendo de enajenación mental.--- B. J. No. 726, Mayo 
de 1971, Pág. No. 1162. 

TESTAMENTO.— Hijos adulterinos.— Porción disponible.—
Sentencia que carece de base legal.— En la especie, las actuales 
recurrentes sometieron al debate un testamento otorgado por E. 
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G., según el cual se hicieron legales a dichas recurrentes; que es-
ta disposición testamentaria la ha desconocido el Tribunal Supe-
rior de Tierras en el fallo que se examina sobre el fundamento de 
que las legatarias por ser hijas adulterinas no pueden recibir por 
vía• indirecta lo que no pueden recibir como herederas; pero no se 
ponderó la posibilidad de que fueran otorgados esos legados den-
tro de la porción disponible; a menos que el testamento haya si-
do precedentemente 'declarado nulo entre las mismas paftes por 
sentencia anterior del Tribunal de Tierras, u otro Tribunal de la 
jurisdicción ordinaria, que tenga ya la autoridad de la cosa juz-
gada, alegato éste que aunque resulta hecho en uno de los escri-
tos, no fue formalmente planteado, al Tribunal a-quo, ni éste )o 
analizó en virtud de su papel activo; pues, en la hipótesis de no 
estar ya resuelto el caso, habría entonces que precisar los efectos 
que debe producir el testamento si fue otorgado dentro de la por-
ción disponible, como se dijo antes.— B. J. No. 733, diciembre de 
1971, Pág. No. 3392. 

TESTAMENTO.— Nulidad.— Captación de la voluntad del tes-
tador.— Facultad de los jueces del fondo.— El dolo, y, por tanto, 
las actuaciones para captar la voluntad de una persona con el fin 
de obtener su consentimiento para la realización de cualquier ac-
to jurídico, es una cuestión de hecho de la soberana apreciación 
de los jueces, que, por lo mismo, no puede ser censurada en casa-
ción, salvo que se incurra en desnaturalización; que en la especie, 
los jueces que dictaron la sentencia impugnada, pudieron, hacien-
do uso de ese poder, llegar a la conclusión, basándose en el con-
junto de los hechos y circunstancias antes señalados, de que tan-
to el testamento otorgado por A. de los S. en favor de sus nietos, 
como los traspasos hechos en favor de su hijo O. de los S. A., sino 
de la influencia decisiva que su hijo O. ejercía sobre su padre.--
B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1162. 

TRANSPORTEO DE PERSONAS.— Ticket de pasaje.— Obliga-
ción de presentarlo para poder ser embarcado.— Demanda en 
apreciación de daños, rechazada.— En cuanto al rechazo de la re-
paración, se fundamenta la sentencia en el hecho de que los agen-
tes de la compañía recurrida no incurrieron en falta alguna en 
Puerto Rico el 9 de octubre de 1966, cuando se negaron a embar-
car a la recurrente por no presentar el ticket de pasaje, sino una 
envoltura de tickets, que es otra cosa; que para que la falta im-
putada a la Caribair se configurase, era preciso que la recurrente 
la probara, lo que no hizo, limitándose a afirmaciones y a apo-
yarse en el contrato, cuya existencia, según estimó correctamente 
la Corte a-qua, no basta para el embarque de los pasajes si no se 
materializa en la expedición de tickets de pasaje para presentar-
los en cada embarque de partida o de regreso.— B. J. No. 728, Ju-
lio de 1971, No. 2035. 

TRASPASO AEREO.— Pasajero que sufre lesiones en el viaje.—
Prueba.— Alegato de prescripción.— Sentencia carente de moti-
vos.— En la especie, la Corte a-qua se limitó a ordenar el infor- 
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do uso de ese poder, llegar a la conclusión, basándose en el con-
junto de los hechos y circunstancias antes señalados, de que tan-
to el testamento otorgado por A. de los S. en favor de sus nietos, 
como los traspasos hechos en favor de su hijo O. de los S. A., sino 
de la influencia decisiva que su hijo O. ejercía sobre su padre.--
B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1162. 

TRANSPORTEO DE PERSONAS.— Ticket de pasaje.— Obliga-
ción de presentarlo para poder ser embarcado.— Demanda en 
apreciación de daños, rechazada.— En cuanto al rechazo de la re-
paración, se fundamenta la sentencia en el hecho de que los agen-
tes de la compañía recurrida no incurrieron en falta alguna en 
Puerto Rico el 9 de octubre de 1966, cuando se negaron a embar-
car a la recurrente por no presentar el ticket de pasaje, sino un.' 
envoltura de tickets, que es otra cosa; que para que la falta im-
putada a la Caribair se configurase, era preciso que la recurrente 
la probara, lo que no hizo, limitándose a afirmaciones y a apo-
yarse en el contrato, cuya existencia, según estimó correctamente 
la Corte a-qua, no basta para el embarque de los pasajes si no se 
materializa en la expedición de tickets de pasaje para presentar-
los en cada embarque de partida o de regreso.— B. J. No. 728, Ju-
lio de 1971, No. 2035. 

TRASPASO AEREO.— Pasajero que sufre lesiones en el viaje.—
Prueba.— Alegato de prescripción.— Sentencia carente de moti-
vos.— En la especie, la Corte a-qua se limitó a ordenar el infor- 
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mativo solicitado en las conclusiones subsidiarias, sin dar ningún 
motivo acerca de los medios de defensa de la recurrente, invoca-
dos en las conclusiones principales, medios que tendían a obte-
ner no sólo la prescripción de la acción, sino a establecer, median-
te la interpretación de esa cláusula del contrato de transporte, que 
la carga de la prueba en el caso le correspondía al pasajero de-
mandante, y no a la Compañía aérea recurrente; que en esas con-
diciones, la Corte a-qua estaba en el deber de ponderar esos me-
dios esenciales de defensa, antes de decidir acerca de las conclu-
siones subsidiarias; que, por tanto la referida Córte al fallar de 
ese modo incurrió en la violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, por lo cual la sentencia impugnada debe ser 
casada, sin que sea necesario ponderar el recurso incidental, ten-
diente a que se anule el ordinal tercero de dicho fallo, relativo 
a la audición de testigos en el extranjero, pues ese ordinal ha que-, 
dado anulado por vía de consecuencia.— B. J. No. 723, Febrero de 
1971, Pág. No. 469. 

..TRANSPORTE AEREO.— Obligación del transportista.— Da-
ños y perjuicios.— Indemnización fijada en moneda extranjera.—
Deber del Juez dominicano.— Todo transportista aéreo está obli-
gado a indemnizar los daños y rejuicios resultantes de la pérdi-
da, destrucción, avería o retraso del equipaje facturado, si el he-
cho que causó los daños, tuvo lugar durante el período de trans-
porte. Este período se cuenta desde el momento en que el trans-
portista recibe el equipaje facturado, hasta el momento de entre-
ga al interesado; cuando a los jueces del fondo les corresponda 
fijar el monto "de la indemnización estipuladas en monedas ex-
tranjera, ellos deben hacer la equivalencia en nuestra moneda 
de curso legal.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 909. 

TRIBUNAL COLEGIADO.— Jurisdicción represiva.— Incapaci-
dad de un juez.— Reemplazo.— Reinicio de la instrucción del ca-
so.— En la especie, se trataba de un asunto penal, según consta 
en la sentencia impugnada, y en todo el expediente; que, aunque 
el aspecto enviado se concretara a la reclamación civil, esa cir-
cunstancia no le restaba su carácter penal; que. en tales condi-
ciones, si durante la instrucción del caso por la Corte a-qua se in-
capacitaba un Juez y era reemplazado por otro, era preciso, como 
cuestión de orden público, que se recomendara la instrucción del 
caso, cuando menos con la lectura de los documentos esenciales, 
de modo que pudieran de'hatirse entre las partes; que al no pro-
ceder así la Corte a-qua, al dictar su sentencia. ha violado por des-
conocimiento una regla esencial del procedimiento penal para 
asegurar principalmente a los inculpados el derecho de defensa.—
B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2117. 

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Abuso de poder.— Enri-
quecimiento ilícito.— Prueba.— Personas que desempeñaron car-
gos durante el régimen que imperó desde el 1930 al 1961.— Es to-
talmente erróneo el criterio del recurrente según el cual en las. 
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demandas en restitución de bienes sobre el alegato de enriqueci-
miento ilícito mediante abuso del Poder, la prueba, cuando la de-
manda vaya contra personas que desempeñaron cargos durante el. 
régimen que gobernó el país de 1930 a 1961, esté a cargo del de-
mandado, pues la presunción a que se refiere el recurrente sólo 
opera en el sentido de posibilitar las demandas aunque los plazos 
de derecho común hayan pasado y para superar el escollo de la 
cosa juzgada; todo en consideración a los propósitos de suprema 
justicia que ha querido lograr, para los casos pertinentes, la Ley 
No. 5924 de 1962.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. Np. 2573. 

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Abuso de poder, com-
probación hecha por los jueces del fondo.— B. J. No. 727, Junio de 
1971, Pág. No. 1943. 

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Casación tardía.— B. J. 
No. 731, octubre de 1971, Págs. 2989 y 2993. 

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Competencia en mate-
ria civil.— Al tenor del artículo 18 apartado G de la Ley 5924 de 
1962, en materia civil, el Tribunal de Confiscaciones será compe-
tente de una manera exclusiva para conocer de las acciones inten-
tadas por personas perjudicadas por el abuso o usurpación del Po-
der, contra los detentadores o adquirientes; que de ese texto legal 
resulta que para que la jurisdicción de confiscación sea competen-
te para el conocimiento de una demanda, basta que los hechos in-
vocados como fundamento 'de la misma, tengan su base en actua-
ciones arbitrarias imputadas a miembros de la fuerza pública o a 
personeros del Régimen imperante durante la pasada tiranía; que 
esa competencia del Tribunal de Confiscaciones no desaparece por 
el hecho de que el demandado sea el Estado Dominicano, así, como 
ha ocurrido en la especie, los demandantes han sostenido que en 
el año 1932, los miembros de la fuerza pública los hicieron desalo-
jar de esas minas, esto es, que ellos invocan que fueron arbitraria-
mente desposeídos por abuso de autoridad.— B. J. No. 729, Agos-
to de 1971, Pág. No. 2369. 

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES. —Materia Civil.— Pres-
cripción.— Asunto de interés privado.— En la especie, no consta 
en la sentencia impugnada que los actuales recurridos, para hacer 
rechazar la demanda a fondo, formularan ante la Corte a-qua con-
clusiones fundadas en la prescripción, por lo que siendo de inte-
rés privado las cuestiones de prescripción en materia civil el me-
dio de que se trata no es admisible en la instancia de casación.—
B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2573. 

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Hipoteca.— Ejecución.—
Validez de la adjudicación.— Crédito de x suma obtenido por abu-
so de poder.— B. J. No. 727, Junio de 1971, Pág. No. 1943. 

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Oposición en materia ci-
vil.— Plazo en razón de la distancia.— El aumento de los plazos 
de procedimiento civil por razón de la distancia no está prohibido 
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ni regulado de otra manera a la común en la Ley No. 5924 de 
1962; que por tanto, en lo relativo a este punto, deben seguir las 
disposiciones del derecho Procesal Común; que, en la especie, se-
gún consta en el expediente, la notificación que hicieron lo fue 
al Secretario de Estado de Finanzas, en esta capital, circunstancia 
por la cual el plazo para una posible oposición arrancaba del día 
de esa notificación; que, en la especie, no está controvertido, y se 
da por establecido, como cuestión de hecho, que la notificación se 
efectuó el 21 de abril del mismo año; que, por tanto, siendo un 
hecho reconocido y notorio que la distancia entre la ciudad de San-
tiago, asiento de la Corte a-qua, y esta capital, es de 164 kilóme-
tros, después de la construcción de la autopista entre las dos ciu-
dades, el aumento del plazo hábil para la oposición, en esta mate-
ria de 5 días, debió extenderse a más allá del 28 de abril de 1969 
en el presente caso.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 786. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Alegato de minoridad no proba-
do.— Prescripción del artículo 1304 del Código Civil.— B. J. No. 
726, Mayo de 1971, Pág. No. 1211. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Autoridad de cosa juzgada.— Acta 
de Audiencia.— Suspensión de trabajos.— B. J. No. 731, Octubre 
de 1971 ;  Pág. No. 2766. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Autoridad de cosa juzgada.—
B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. 49. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Demanda en garantía intentada 
dentro de una litis.— Demanda incidental.— En la especie, el Tri-
bunal de Tierras pudo resolver la demanda en garantía en el mis-
mo proceso, puesto que dicha demanda era de carácter incidental, 
pero si separó ese aspecto del asunto de la litis que inicialmente 
se había planteado, para que recorriera los dos grados, el fallo dic-
tado no puede ser casado por ese motivo, puesto que en definitiva 
la citada demanda en garantía, está aún pendiente de ser resuel-
to.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2824. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Desalojo de un solar.— Reclama-
ción de pago de mejoras.— Competencia del Tribunal de Tierra 

 pendencia.— De la lectura del artículo 7 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, se infiere la competencia exclusiva del Tribunal 
de Tierras para conocer de todas las cuestiones que surjan con mo-
tivo de las acciones que estén dentro de su competencia general; 
de todas las cuestiones que se suciten con motivo de tales accio-
nes o que sea necesario ventilar para la correcta aplicación de di-
cha ley: así como también de las demandas cuyas acciones pueden 
implicar la modifiación de los derechos consagrados en el certifi-
cado de título, caso como en el de la presente litis, en que se tra-
ta inclusive de reclamación y justiprecio de mejoras.— B. J. No. 
731. de octubre de 1971, Pág. No. 2755. 

‘CXII 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Diferencias en la extensión lineal 
de los linderos, pero no en la contenencia de la superficie.— Caso 
no previsto en la ley.— Solución de equidad.— Artículo 4 del Có-
digo Civil.— Si bien el Código Civil ha previsto las acciones que 
pueden originarse con motivo de un acto de venta de un terreno 
cuando hay diferencias en la contenencia, y no ha previsto expre-
samente el caso en que haya diferencias en la extensión lineal de 
los linderos, si al hacerse la subdivisión en el terreno, se comprue-
ba, como ocurrió en la especie, que se han respetado los linderos 
naturales conforme a los cuales fue otorgada la venta, y que el 
perímetro deslindado tiene el área señalada en dicha venta, es pre-
ciso, en interés de no dejar de administrar justicia guiarse por las 
reglas que señala el artículo 4 del Código Civil cuando se plantea 
un caso no previsto expresamente en la ley, el tribunal debe guiar-
se por la razón y la equidad, regla ésta que se impone aún más 
cuando, como en la especie, el comprador no resulta lesionado en 
cuanto a la extensión superficial comprada: ni en cuanto al te-
rreno que en hecho ocupó al comprador, ni el colindante resulta 
tampoco beneficiado; que como consecuencia de lo que acaba de 
exponerse la solución dada por el Tribunal a-quo en el caso, resul-
ta justificada por la equidad.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. 
No. 2298. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Error material en una sentencia.—
Competencia del Tribunal de Tierras.— Error en las equivalencias 
a gracias.— Cuando el Tribunal de Tierras ordena la transferen-
cia de un derecho de propiedad, en base a un documento entre par-
tes, o en base a una sentencia de otro Tribunal, si en tales docu-
mentos se ha deslizado un error material en el área del derecho 
transferido, que ha dado a su vez lugar al mismo error material 
al registrarse el derecho, es incuestionable que el único tribunal 
competente para corregir dicho error es el Tribunal de Tierras 
pues la enmienda va a reflejarse necesariamente en el Certificado 
de Título; competencia que resulta de los Arts. 7,143 y 205 de la 
Ley de Registro de Tierras.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, 
Pág. No. 2552. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Expropiación.— Indemnización 
previa.-0 Tiempos calamitosos.-- Si bien la Constitución de la Re-
pública y las leyes dadas al respecto establecen que en caso de 
expropiación el pago de la indemnización debe ser previo, tal co-
mo lo alegan los recurrentes, dispone también que "en casos de 
calamidad pública podrá no ser previo", y es preciso para la solu-
ción justa del caso tener en cuenta el hecho notorio de que inme-
diatamente después de dictada la sentencia de expropiación el país 
cayó en un estado calamitoso desde el punto de vista financiero 
que se fue agravando que se caracterizó por períodos de agitación 
y de conmoción social, además de los fenómenos de la naturaleza 
que han azotado al país, todo lo cual induce a reconocer que el pa-
go ha tenido que ser forzosamente diferido, sin que ello implique 
una violación del derecho del expropiado, sino la admisión del es-
tado excepcional en que según la Constitución se justifica que el 
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exponerse la solución dada por el Tribunal .a-quo en el caso, resul-
ta justificada por la equidad.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. 
No. 2298. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Error material en una sentencia.—
Competencia del Tribunal de Tierras.— Error en las equivalencias 
a gracias.— Cuando el Tribunal de Tierras ordena la transferen-
cia de un derecho de propiedad, en base a un documento entre par-
tes, o en base a una sentencia de otro Tribunal, si en tales docu-
mentos se ha deslizado un error material en el área del derecho 
transferido, que ha dado a su vez lugar al mismo error material 
al registrarse el derecho, es incuestionable que el único tribunal 
competente para corregir dicho error es el Tribunal de Tierras 
pues la enmienda va a reflejarse necesariamente en el Certificado 
de Título; competencia que resulta de los Arts. 7,143 y 205 de la 
Ley de Registro de Tierras.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, 
Pág. No. 2552. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Expropiación.— Indemnización 
previa.--,  Tiempos calamitosos.— Si bien la Constitución de la Re-
pública y las leyes dadas al respecto establecen que en caso de 
expropiación el pago de la indemnización debe ser previo, tal co-
mo lo alegan los recurrentes, dispone también que "en casos de 
calamidad pública podrá no ser previo", y es preciso para la solu-
ción justa del caso tener en cuenta el hecho notorio de que inme-
diatamente después de dictada la sentencia de expropiación el país 
cayó en un estado calamitoso desde el punto de vista financiero 
que se fue agravando que se caracterizó por períodos de agitación 
y de conmoción social, además de los fenómenos de la naturaleza 
que han azotado al país, todo lo cual induce a reconocer que el pa-
go ha tenido que ser forzosamente diferido, sin que ello implique 
una violación del derecho del expropiado, sino la admisión del es-
tado excepcional en que según la Constitución se justifica que el 
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:)ago no sea previo, pues obviamente el legislador constituyente ha 
contemplado el estado de penuria en que se sume el erario públi-
co en todo período calamitoso, lo que obliga al Estado a posponer 
el pago aún de aquellas obligaciones que por imperativo manda-
to de la misma Constitución ha debido  hacerse; que esto no im-
plica corno lo sostienen los recurrentes que por el fallo impugna-
do se haya creado un plazo indefinido para pagar, que pueda dar 
lugar a que se extinga el crédito por la prescripción, pues nada se 
opone a que el expropiado demande al Estado a fines de pago; que, 
por consiguiente, además de los razonamientos del Tribunal Su-
perior de Tierras dados en la sentencia impugnada esta Suprema 
Corte de Justicia ha suplido, por ser una cuestión de derecho, 19 
que acaba de exponerse.— B. J: No. 729, Agosto de 1971, Pág. 2330.  

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Herederos que reclaman terrenos 
registrados,— Calidades.— Filiación natural.— Deber de los jue-
,•es.— Sentencia carente de base legal.— Como en nuestro derecho 
la cuestión de las calidades de los herederos cuando se abre una su-
cesión es un problema de interés privado, nada se opone a que esa 
regla impere en la jurisdicción de Tierras, porque aún cuando el 
Art. 193 de la Ley de Registro de Tierras requiere que las perso-
nas que se pretenden con derecho a los bienes registrados de una 
persona fallecida aporte las pruebas de sus calidades, una buena 
administración de justicia determina la necesidad, cuando se pre, 
sentan varias personas a reclamar como herederos un terreno re-
gistrado, si uno de ellos no ha depositado la prueba de su calidad, 
pero ésta no le es formalmente discutida, el Tribunal de Tierras 
debe en virtud de su papel activo indagar si los demás le niegan 
o no esa calidad, pues sólo en caso de negativa, es decir de plan-
tearse el litigio, es que el Tribunal de Tierras puede proceder a 
desestimar por falta de prueba su reclamación, pues de lo contra-
rio podría conducir a una exclusión que quizás los otros no han 
pretendido; que, como en la especie los demás interesados no fue-
ron cuestionados de si negaban o no a la recurrente la calidad que 
invocaba, y como además, no se hizo ninguna ponderación útil al 
respecto, el fallo impugnado debe ser casado por falta de base le-
gal.—, B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 611. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Instancias.— Notificación puesta 
en mora.— Si es cierto que las instancias al Trib.unal ele Tierras 
no están sujetas a notificación a la parte contraria, como las de-
mandas o emplazamientos por ante los tribunales ordinarios, cri-
terio externado por el Tribunal a-quo, el que estima correcto es-
ta Suprema Corte de Justicia.— B. J. No. 731. octubre de 1971, Pág. 
No. 2824. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Medidas de instrucción solicitada.—
Superposición de planos.— Rechazada.— Motivos adecuados.— B. 
No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3203. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Partición de hecho.— Secuestro.—
Ponderación del juez.— Un secuestro oue es una medida provisio-
nal, generalmente gravosa para las partes, no debe ser ordenada 
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sino cuando hay causas serias que lo justifiquen, y que no basta 
que haya surgido un litigio, sino que es necesario que los intere-
ses de las partes se encuentren seriamente amenazados, lo que a 
su juicio no ocurría en la especie, por haber quedado demostrado 
que "se encuentran en posesión de lo que les fue asignado.— B. J. 
No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 918. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Pedimento de una parte no ponde-
rados por los jueces.— Casación por falta de base legal.— B. J. No.  
731, octubre de 1971, Pág. No. 2981. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Poder para vender.— Facultades 
del Registrador de Títulos.— Ciertamente de acuerdo con la Ley 
de Registro de Tierras, el Registrador de Título tiene el deber, an-
tes de registrar un derecho, de comprobar la regularidad de la do-
cumentación que se le somete, pero esto no descarta la posibili-
dad de que como consecuencia de su actuación puede surgir una 
litis entre las partes; y, en ese caso, el registro debe hacerse de 
acuerdo a lo que jurisdiccionalmente decida el Tribunal de Tie-
rras; que, por otra parte el Tribunal a-quo comprobó que el po-
der otorgado por la recurrida al Dr. G. C. no le autorizaba a éste 
a vender la propiedad de la parcela en litis, sino que se limitaba 
a autorizar a reclamar una suma de dinero al I. recurrente, por 
la ocupación y disfrute del inmueble señalado; por lo que al de-
clarar nula la venta así consentida, no incurrió en los vicios ale-
gados por el recurrente.— B, J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 
2921. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Posesión de un solar del Ejido de 
Higüey.— Prescripción.— Aún cuando el Municipio de Higüey 
es dueño tradicional de los terrenos que comprende su ejido, entre 
los cuales se encuentra el solar en discusión, nada impedía que I. 
B. adquiriera, por prescripción dicho inmueble; que en el expe-
diente no consta, se expresa también en el fallo impugnado, que 
el A. de Higüey se opusiera a la posesión que mantenía en el te-
rreno el mencionado I. B., ni que la interrumpiera por algunos de 
los medios previstos por la Ley.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, 
Pág. No. 3302. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Prescripción incoada por primera 
vez en casación.— Medio nuevo.— Inadmisible.— Aunque se trata 
de una decisión del Tribunal de Tierras las partes no pueden pre-
valerse en casación del medio deducido de la prescripción cuando 
ésta sea de carácter extintiva si no. lo han propuesto a los Jueces 
del fondo, que como en la especie los recurrentes no alegaron la 
prescripción de la acción intentada por los Sucesores de B. U. 
ante el Tribunal a-quo, el proponerla ahora por primera vez 
en casación resulta un medio nuevo, y, por tanto, inadmisible.---
B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2766. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Prescripción adquisitiva.— Pose-
sión útiles Cuestión de hecho.— B. J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2914. 
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;•ago no sea previo, pues obviamente el legislador constituyente ha 
contemplado el estado de penuria en que se sume el erario públi-
co en todo período calamitoso, lo que obliga al Estado a posponer 
el pago aún de aquellas obligaciones que por imperativo manda-
to de la misma Constitución ha debido hacerse; que esto no im-
plica como lo sostienen los recurrentes que por el fallo impugna-
do se haya creado un plazo indefinido para pagar, que pueda dar 
lugar a que se extinga el crédito por la prescripción, pues nada se 
opone a que el expropiado demande al Estado a fines de pago; que, 
por consiguiente, además de los razonamientos del Tribunal Su-
perior de Tierras dados en la sentencia impugnada esta Suprema 
Corte de Justicia ha suplido, por ser una cuestión de derecho, lo 
que acaba de exponerse.— B. J: No. 729, Agosto de 1971, Pág. 2330 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Herederos que reclaman terrenos 
registrados.— Calidades.— Filiación natural.— Deber de los jue-
^es.— Sentencia carente de base legal.— Como en nuestro derecho 
la cuestión de las calidades de los herederos cuando se abre una su-
cesión es un problema de interés privado, nada se opone a que esa 
regla impere en la jurisdicción de Tierras, porque aún cuando el 
Art. 193 de la Ley de Registro de Tierras requiere que las perso-
nas que se pretenden con derecho a los bienes registrados de una 
persona fallecida aporte las pruebas de sus calidades, una buena 
administración de justicia determina la necesidad, cuando se pre-, 
rentan varias personas a reclamar como herederos un terreno re-
gistrado, si uno de ellos no ha depositado la prueba de su calidad, 
pero ésta no le es formalmente discutida, el Tribunal de Tierras 
debe en virtud de su papel activo indagar si los demás le niegan 
o no esa calidad, pues sólo en caso de negativa, es decir de plan-
tearse el litigio, es que el Tribunal de Tierras puede proceder a 
desestimar por falta de prueba su reclamación, pues de lo contra-
rio podría conducir a una exclusión que quizás los otros no han 
pretendido; que, como en la especie los demás interesados no fue-
ron cuestionados de si negaban o no a la recurrente la calidad que 
invocaba, y como además, no se hizo ninguna ponderación útil al 
respecto, el fallo impugnado debe ser casado por falta de base le-
gal. -4 B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 611. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Instancias.— Notificación puesta 
en mora.— Si es cierto que las instancias al Tribunal de Tierras 
no están sujetas a notificación a la parte contraria, como las de-
mandas o emplaiamientos por ante los tribunales ordinarios, cri-
terio externado por el Tribunal a-quo, el que estima correcto es-
ta Suprema Corte de Justicia.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. 
No. 2824. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Medidas de instrucción solicitada.—
Superposición de planos.— Rechazada.— Motivos adecuados.— B. J. 
No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3203. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Partición de hecho.— Secuestro.—
Ponderación del juez.— Un secuestro (me es una medida provisio-
nal, generalmente gravosa para las partes, no debe ser ordenada 
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sino cuando hay causas serias que lo justifiquen, y que no basta 
que haya surgido un litigio, sino que es necesario que los intere-
ses de las partes se encuentren seriamente amenazados, lo que a 
su juicio no ocurría en la especie, por haber quedado demostrado 
que "se encuentran en posesión de lo que les fue asignado.— B. J. 
No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 918. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Pedimento de una parte no ponde-
rados por los jueces.— Casación por falta de base legal.— B. J. No 
731, octubre de 1971, Pág. No. 2981. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Poder para vender.— Facultades 
del Registrador de Títulos.— Ciertamente de acuerdo con la Ley 
de Registro de Tierras, el Registrador de Titulo tiene el deber, an-
tes de registrar un derecho, de comprobar la regularidad de la do-
cumentación que se le somete, pero esto no descarta la posibili-
dad de que como consecuencia de su actuación puede surgir una 
litis entre las partes; y, en ese caso, el registro debe hacerse de 
acuerdo a lo que jurisdiccionalmente decida el Tribunal de Tie-
rras; que, por otra parte el Tribunal a-quo comprobó que el po-
der otorgado por la recurrida al Dr. G. C. no le autorizaba a éste 
a vender la propiedad de la parcela en litis, sino que se limitaba 
a autorizar a reclamar una suma de dinero al I. recurrente, por 
la ocupación y disfrute del inmueble señalado; por lo que al de-
clarar nula la venta así consentida, no incurrió en los vicios ale-
gados por el recurrente.— B, J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 
2921. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Posesión de un solar del Ejido de 
Higiiey.— Prescripción.— Aún cuando el Municipio de Higüey 
es dueño tradicional de los terrenos que comprende su ejido, entre 
los cuales se encuentra el solar en discusión, nada impedía que I. 
B. adquiriera, por prescripción dicho inmueble; que en el expe-
diente no consta, se expresa también en el fallo impugnado, que 
el A. de Higüey se opusiera a la posesión que mantenía en el te-
rreno el mencionado I. B., ni que la interrumpiera por algunos de 
los medios previstos por la Ley.— B. J. No. 733, diciembre de 1971, 
Pág. No. 3302. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Prescripción incoada por primera 
vez en casación.— Medio nuevo.— Inadmisible.— Aunque se trata 
de una decisión del Tribunal de Tierras las partes no pueden pre-
valerse en casación del medio deducido de la prescripción cuando 
ésta sea de carácter extintiva si ne..lo han propuesto a los Jueces 
del fondo, que como en la especie los recurrentes no alegaron la 
prescripción de la acción intentada por los Sucesores de B. U. 
ante el Tribunal a-quo, el proponerla ahora por primera vez 
en casación resulta un medio nuevo, y, por tanto, inadmisible.- - 
E. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2766. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Prescripción adquisitiva.— Pose-
sión útil,— Cuestión de hecho.— B. J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2914. 
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TRIBUNAL" DE TIERRAS.— Recursos de Casación.— Fusión 
de ellos para decidirlos por una sola sentencia.— Ciertamente los 
indicados - recursos se refieren a una misma sentencia; que han si-
do por las mismas personas:, que el interés de ambos recursos es 
el mismo por tener igual causa y tratar del mismo inmueble, y los 
medios invocados en los dos memoriales  contra la sentencia im-
pugnada son sustancialmente los mismos; que si la solución de los 
casos conexos por una misma sentencia está permitido por la Ley, 
como consecuencia del artículo 171 del Código de Procedimiento 
Civil, con mayor razón procede esa unidad de solución, cuando, co-
mo en la especie, se trata de la misma sentencia, y de los mismos 
recurrentes.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2330. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Registro de mejoras.— Saneamien-
to.— Artículos 127 y 151 de la Ley de Registro de Tierras.— Como 
en la especie, según consta en la sentencia impugnada, la Parcela 
objeto del litigio se encvientra registrada en favor de Armando 
Aybar Zorrilla y las mejoras cuyo registro persigue el recurrente 
Anastasio Rijo no fueron reclamadas en el saneamiento, ni en nin-
gún momento antes de operarse el registro de esa Parcela, ni lue-
go por medio de una revisión por fraude, dentro del año que esta-
blece la ley, es obvio que el Tribunal a-quo, al rechazar el pedi-
mento de este último tendiente a obtener dicho registro, hizo una 
correcta aplicación de los textos legales antes transcritos ,lo que 
hacía innecesario para el Tribunal Superior de Tierras la ponde-
ración de los documentos a que se refiere el hoy recurrente en ca-
sación.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 593. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Recursos interpuestos 
contra una misma sentencia y contra una misma recurrida.— Fu-
sión de ambos recursos.— Los recursos del I. de A. y V. y del B. 
A. tienen una misma causa y un mismo objeto; que han sido inter-
puestos contra la misma sentencia; que en sus memoriales se ha-
cen los mismos alegatos con los mismos fundamentos, contra la 
misma recurrida; que, por tales motivos deben fallarse ambos re-
cursos por una misma sentencia, por lo que se procede a fusionar 
los expedientes correspondientes.— B. J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2824. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Plazo.— Notificación 
de la sentencia hecha en virtud del articulo 119 de la ley de re-
gistro de Tierras.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2859. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación con envío.— Facultades 
del Tribunal en las cuestiones de hecho.— Artículo 136 de la Ley 
de Registro de Tierras.— La correcta interpretación de ese texto 
conduce a admitir que ciertamente el Tribunal Superior de Tierras 
tiene que atenerse a los puntos de derecho, en caso de casación 
con envio, a lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia, de don-
de es necesarios inferir que én relación con esos puntos no pue-
de ordenar un nuevo juicio; pero esa facultad sí la conserva para 
las cuestiones de hecho, pues la ley no se la ha vedada— B. J. 
No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3059. 
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TRIBUNAL DE TIERRAS.— Competencia.— Secuestro.— La ju-
risdicción de Tierras es competente para decidir cualquier pedi-
mento que se le someta en relación con inmuebles y sus mejoras 
en curso de saneamiento, o ya registrados; que si bien el secues-
tro es una medida provisional que supone en principio una litis 
en curso en la cual se ha puesto en discusión la propiedad o la 
posesión de un inmueble, o los derechos ya registrados, en la es-
pecie, los argumentos expuestos por los peticionarios del secues-
tro al solicitar esa medida, según resulta del examen del fallo 
impugnado, plantean una situación litigiosa en cuanto a la ubi-
cación de las mejoras adjudicadas; que, en esas circunstancias el 
Tribunal de Tierras es competente para decidir al fondo si esa me-
dida es o no procedente, pedimento que necesariamente debe re-
correr los dos grados de jurisdicción.— B. J. No. 727, Junio de 
1971, Pág. No. 1881. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento.— Apelante que no 
comparece al Tribunal Superior.— Facultad de revisión del Tribu-
nal.— En la especie, el apelante P. B. P. no compareció a la au-
diencia celebrada por el Tribunal Superior de Tierras para cono-
cer de la alzada por él interpuesta, no obstante haber sido legal-
mente citado; que en esa circunstancia el Tribunal desconoce los 
agravios que el citado recurrente pueda tener contra el fallo dic-
tado en primer grado, pero, por el efecto devolutivo de la apela-
ción y por la facultad de revisión que la ley le atribuye a este Tri-
bunal Superior, se procederá al examen amplio y exhaustivo de la 
decisión recurrida y de todas las pruebas aportadas por los recla-
mantes en apoyo dé sus respectivas reclamaciones"; B. J. No. 272, 
Junio de 1971, Pág. No. 1922. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Secuestro.— Articulo 1961 del Có-
digo Civil.— Ese texto establece el secuestro judicial como facul-
tativo para los jueces del fondo, y no como una medida imperati-
va, por lo cual entra dentro de los poderes soberanos de los jueces 
del fondo el apreciar la utilidad y la conveniencia o no de esa me-
dida; bastando que ofrezcan motivos suficientes y pertinentes al 
respecto, como ocurrió en la especie, según resulta del examen del 
fallo impugnado; que, además, dicho examen revela que el Tribu-
nal a-quo lejos de incurrir en desnaturalización de los hechos le dio 
a los documentos que cita, su verdadero sentido y alcance, y a esos 
fines no tenía que proceder a interrogar a las partes, como lo en-
tienden los recurrentes, pues se trataba de pruebas preestableci-
das.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 918. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Secuestro.— Competencia del Tri-
bunal de Tierras para ordenar esa medida.— Terrenos registra-
dos.— Mejoras.— Como el Tribunal de Tierras tiene competencia 
exclusiva para las litis sobre terrenos registrados, si en el curso 
de una litis de esa naturaleza, se suscita un pedimento de secues-
tro, el Tribunal de Tierras tiene competencia para resolverlo, pues 
la ley no ha señalado el procedimiento de derecho común para esa 
clase de litigio, lo que significa que puede hacer uso de todas las 
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TRIBUNAL-  DE TIERRAS.— Recursos de Casación.— Fusión 
de ellos para decidirlos por una sola sentencia.— Ciertamente los 
indicados recursos se refieren a una misma sentencia; que han si-
do por las mismas personas; que el interés de ambos recursos es 
el mismo por tener igual causa y tratar del mismo inmueble, y los 
medios invocados en los dos memoriales  contra la sentencia im-
pugnada son sustancialmente los mismos; que si la solución de los 
casos conexos por una misma sentencia está permitido por la Ley, 
como consecuencia del artículo 171 del Código de Procedimiento 
Civil, con mayor razón procede esa unidad de solución, cuando, co-
mo en la especie, se trata de la misma sentencia, y de los mismos 
recurrentes.— B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2330. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Registro de mejoras.— Saneamien-
to.— Artículos 127 y 151 de la Ley de Registro de Tierras.— Como 
en la especie, según consta en la sentencia impugnada, la Parcela 
objeto del litigio se encuentra registrada en favor de Armando 
Aybar Zorrilla y las mejoras cuyo registro persigue el recurrente 
Anastasio Rijo no fueron reclamadas en el saneamiento, ni en nin-
gún momento antes de operarse el registro de esa Parcela, ni lue-
go por medio de una revisión por fraude, dentro del año que esta-
blece la ley, es obvio que el Tribunal a-quo, al rechazar el pedi-
mento de este último tendiente a obtener dicho registro, hizo una 
correcta aplicación de los textos legales antes transcritos ,lo que 
hacía innecesario para el Tribunal Superior de Tierras la ponde-
ración de los documentos a que se refiere el hoy recurrente en ca-
sación.— B. J. No. 724, Marzo de 1971, Pág. No. 593. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Recursos interpuestos 
contra una misma sentencia y contra una misma recurrida.— Fu-
sión de ambos recursos.— Los recursos del I. de A. y V. y del B. 
A. tienen una misma causa y un mismo objeto; que han sido inter-
puestos contra la misma sentencia; que en sus memoriales se ha-
cen los mismos alegatos con los mismos fundamentos, contra la 
misma recurrida; que, por tales motivos deben fallarse ambos re-
cursos por una misma sentencia, por lo que se procede a fusionar 
los expedientes correspondientes.— B. J. No. 731, octubre de 1971, 
Pág. No. 2824. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Plazo.— Notificación 
de la sentencia hecha en virtud del artículo 119 de la ley de re-
gistro de Tierras.— B. J. No. 731, octubre de 1971, Pág. No. 2859. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación con envío.— Facultades 
del Tribunal en las cuestiones de hecho.— Artículo 136 de la Ley 
de Registro de Tierras.— La correcta interpretación de ese texto 
conduce a admitir que ciertamente el Tribunal Superior de Tierras 
tiene que atenerse a los puntos de derecho, en caso de casación 
con envío, a lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia, de don-
de es necesarios inferir que en relación con esos puntos no pue-
de ordenar un nuevo juicio; pero esa facultad sí la conserva para 
las cuestiones de hecho, pues la ley no se la ha vedada— B. J. 
No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 3059. 

CXVI 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Competencia.— Secuestro.— La ju-
risdicción de Tierras es competente para decidir cualquier pedi-
mento que se le someta en relación con inmuebles y sus mejoras 
en curso de saneamiento, o ya registrados; que si bien el secues-
tro es una medida provisional que supone en principio una litis 
en curso en la cual se ha puesto en discusión la propiedad o la 
posesión de un inmueble, o los derechos ya registrados, en la es-
pecie, los argumentos expuestos por los peticionarios del secues-
tro al solicitar esa medida, según resulta del examen del fallo 
impugnado, plantean una situación litigiosa en cuanto a la ubi-
cación de las mejoras adjudicadas; que, en esas circunstancias el 
Tribunal de Tierras es competente para decidir al fondo si esa me-
dida es o no procedente, pedimento que necesariamente debe re-
correr los dos grados de jurisdicción.— B. J. No. 727, Junio de 
1971, Pág. No. 1881. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento.— Apelante que no 
comparece al Tribunal Superior.— Facultad de revisión del Tribu-
nal.— En la especie, el apelante P. B. P. no compareció a la au-
diencia celebrada por el Tribunal Superior de Tierras para cono-
cer de la alzada por él interpuesta, no obstante haber sido legal-
mente citado; que en esa circunstancia el Tribunal desconoce los 
agravios que el citado recurrente pueda tener contra el fallo dic-
tado en primer grado, pero, por el efecto devolutivo de la apela-
ción y por la facultad de revisión que la ley le atribuye a este Tri-
bunal Superior, se procederá al examen amplio y exhaustivo de la 
decisión recurrida y de todas las pruebas aportadas por los recla-
mantes en apoyo dé sus respectivas reclamaciones"; B. J. No. 272, 
Junio de 1971, Pág. No. 1922. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Secuestro.— Artículo 1961 del Có-
digo Civil.— Ese texto establece el secuestro judicial como facul-
tativo para los jueces del fondo, y no como una medida imperati-
va, por lo cual entra dentro de los poderes soberanos de los jueces 
del fondo el apreciar la utilidad y la conveniencia o no de esa me-
dida; bastando que ofrezcan motivos suficientes y pertinentes al 
respecto, como ocurrió en la especie, según resulta del examen del 
fallo impugnado; que, además, dicho examen revela que el Tribu-
nal a-quo lejos de incurrir en desnaturalización de los hechos le dio 
a los documentos que cita, su verdadero sentido y alcance, y a esos 
fines no tenía que proceder a interrogar a las partes, como lo en-
tienden los recurrentes, pues se trataba de pruebas preestableci-
das.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 918. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Secuestro.— Competencia del Tri-
bunal de Tierras para ordenar esa medida.— Terrenos registra-
dos.— Mejoras.— Como el Tribunal de Tierras tiene competencia 
exclusiva para las litis sobre terrenos registrados, si en el curso 
de una litis de esa naturaleza, se suscita un pedimento de secues-
tro, el Tribunal de Tierras tiene competencia para resolverlo, pues 
la ley no ha señalado el procedimiento de derecho común para esa 
clase de litigio, lo que significa que puede hacer uso de todas las 
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facultades que tiene en el saneamiento, inclusive las medidas pro-
visionales previstas en el artículo 9 de la ley; que en la especie, 
al existir una litis sobre las mejoras, la medida provisional solici-
tada ha podido ser ordenada.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. 
No. 1150. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Sentencias administrativas.— Pue-
den ser siempre revocables previa la realización del procedimiento 
legal correspondiente.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1175. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Subdivisión ajustada a las posesio-
nes existentes en el terreno.— Los agrimensores al proceder a la 
subdivisión deben, de modo principal, levantar el plano ajustán-
dose a las posesiones existentes en el terreno en el momento en 
que practican la mensura, que esto es precisamente lo que apre-
ciaron los jueces del fondo al aprobar la 'subdivisión del solar No. 
3 de la Manzana 128, proceso del cual resultaron los solares 4-A 
y 4-B.-- B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2298. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Terreno enclavado dentro de una 
parcela registrada.-«– Reclamación que debió hacerse durante el 
saneamiento de esa parcela.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. 
No. 2593. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Traspaso de derechos registrados.—
Promesa de venta hecha por ún Administrador.— Poder especial.—
Para traspasar un derecho registrado es preciso ajustarse a las 
formalidades del Art. 189 de la Ley de Registro de Tierras; que de 
acuerdo con el Art. 203 de la misma ley para traspasar un derecho 
registrado por medio de un apoderado, es preciso que se presente 
un poder que en . 1a especie no existía, pues un administrador ge-
neral no tiene capacidad para otorgar un acto de disposición; que 
si con motivo de los debates sobre el caso el Tribunal Superior es-
timó que la recurrente había otorgado el poder que negaba, dedu-
ciéndolo de las declaraciones del acto de Alguacil que la intimó 
a otorgar la venta, es claro que ese acto le fue notificado fuera 
del plazo de dos años estipulado en el discutido poder, por lo cual, 
aún admitiendo por hipótesis que su declaración al Alguacil con-
validara el poder, esa convalidación era dentro de sus estipulacio-
nes, y entre esas estipulaciones se consignaba un término que ya 
estaba ampliamente vencido cuando se le notificó el acto de algua-
cil antes citado; que, finalmente, no se ha probado que ocurriera 
dentro de los dos años ninguna manifestación de voluntad de la 
recurrente, que pueda conducir a una interpretación diferente a la 
que acaba de exponerse; y si el apoderado dio declaraciones no au-
torizadas, ellas no pueden ligar a dicha recurrente.— B. J. No. 728, 
Julio de 1971, Pág. No. 2179. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta de inmuebles a personas ex-
tranjeras en la que figura un dominicano como adquiriente.— Per-
sona interpuesta.— Prueba de venta simulada en favor del domi-
nicano.— Contraescrito.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 
1617. 

CXV1TI 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta por error de Contenencia de 
un terreno registrado.— Caducidad de esa acción, artículo 1622 del 
Código Civil.— Ver: Venta por error de contenencia...— B. J. No. 
729, Agosto de 1971, Pág. No. 2404. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta.— Posesión precaria.—
Prueba.— Declaraciones de partes interesadas, por tener parentes-
co.— Deber de los jueces.— En la especie, los jueces del fondo pa-
ra declarar que B. Q. P. poseía precariamente la Parcela 498 se ba-
saron, únicamente, en las declaraciones del propio vendedor, Q. 
P. y de su hermanó S. M. Q. P., hijos ambos de B. Q. T., esto es, 
en informaciones de personas que estaban interesadas por las ra-
zones de parentesco ya dichas; que teniendo el Tribunal de Tie-
rras un papel activo en el procedimiento debió en virtud de esas 
circunstancias. de parentesco ordenar cualquiera medida de ins-
trucción encaminados a esclarecer los hechos; que al no hacerlo 
así en la sentencia impugnada no se han aplicado de una manera 
adecuada las reglas de la prueba.-- B. J. No. 732, noviembre de 
1971, Pág. No. 3228. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta otorgada por una ascendien-
te.— Alegato de que se trata de un bien propio que no entra en la 
comunidad matrimonial.— Sentencia sin base legal.— En la espe-
cie, la recurrente ha venido sosteniendo, sin contradicción de par-
te de los recurridos, que P. G. Vda. S., otorgante del acto de ven-
ta objeto del litigio, era la madre de la recurrente, P. S. de O., y. 
abuela de los otros adquirientes del terreno que figuran en el acto 
ue venta, es eventualmente posible qué este documento pudiera 
no constituir en realidad una venta, sino una donación, o una par-
tición de ascendiente, y, en este caso, el inmueble traspasado no 
hubiera entrado a formar parte del patrimonio de la comunidad 
S. C., y, en consecuencia, constituiría un bien propio de la recu-
rrente; que, por tanto, los jueces del fondo debieron, dentro del 
papel activo de que están investidos en virtud de la Ley, realizar 
una investigación más a fondo del caso, sobre todo que la recu-
rrente no había comparecido al juicio celebrado por dicho Tribu-
nal; que en estas condiciones la sentencia impugnada carece de 
base legal suficiente.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 
3075. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta.— Nulidad.— Capacitación 
de la voluntad de la vendedora.— Prueba.— Poder de los jueces 
del fondo.— El dolo, por consiguiente, las actuaciones puestas en 
práctica con el fin de captar la voluntad de una persona para ob-
tener su consentimiento en la realización de cualquier acto jurídi-
co, es una cuestión de hecho de la soberana apreciación de los jue-
ces del fondo, que, por lo mismo, no puede ser censurada en casa-
ción, salvo que se incurra en desnaturalización; que, además, co-
mo se trata de la prueba sobre los hechos de captación, es admi-
sible la prueba testimonial; que, por consiguiente los jueces pu-
dieron, dentro de sus poderes soberanos de apreciación, fundándose 
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facultades que tiene en el saneamiento, inclusive las medidas pro-
visionales previstas en el articulo 9 de la ley; que en la especie, 
al existir una litis sobre las mejoras, la medida provisional solici-
tada ha podido ser ordenada.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. 
No. 1150. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Sentencias  administrativas.— Pue-
den ser siempre revocables previa la realización del procedimiento 
legal correspondiente.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 1175. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Subdivisión ajustada a las posesio-
nes existentes en el terreno.— Los agrimensores al proceder a la 
subdivisión deben, de modo principal, levantar el plano ajustán-
dose a las posesiones existentes en el terreno en el momento en 
que practican la mensura, que esto es precisamente lo que apre-
ciaron los jueces del fondo al aprobar la 'subdivisión del solar No. 
3 de la Manzana 128, proceso del cual resultaron los solares 4-A 
y 4-B.--- B. J. No. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2298. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Terreno enclavado dentro de una 
parcela registrada: ,– Reclamación que debió hacerse durante el 
saneamiento de esa parcela.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. 
No. 2593. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Traspaso de derechos registrados.—
Promesa de venta hecha por ún Administrador.— Poder especial.—
Para traspasar un derecho registrado es preciso ajustarse a las 
formalidades del Art. 189 de la Ley de Registro de Tierras; que de 
acuerdo con el Art. 203 de la misma ley para traspasar un derecho 
registrado por medio de un apoderado, es preciso que se presente 
un poder que en la especie no existía, pues un administrador ge-
neral no tiene capacidad para otorgar un acto de disposición; que 
si con motivo de los debates sobre el caso el Tribunal Superior es-
timó que la recurrente había otorgado el poder que negaba, dedu-
ciéndolo de las declaraciones del acto de Alguacil que la intimó 
a otorgar la venta, es claro que ese acto le fue notificado fuera 
del plazo de dos años estipulado en el discutido poder, por lo cual, 
aún admitiendo por hipótesis que su declaración al Alguacil con-
validara el poder, esa convalidación era dentro de sus estipulacio-
nes, y entre esas estipulaciones se consignaba un término que ya 
estaba ampliamente vencido cuando se le notificó el acto de algua-
cil antes citado; que, finalmente, no se ha probado que ocurriera 
dentro de los dos años ninguna manifestación de voluntad de la 
recurrente, que pueda conducir a una interpretación diferente a la 
que acaba de exponerse; y si el apoderado dio declaraciones no au-
torizadas, ellas no pueden ligar a dicha recurrente.— B. J. No. 728, 
Julio de 1971, Pág. No. 2179. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta de inmuebles a personas ex-
tranjeras en la que figura un dominicano como adquiriente.— Per-
sona interpuesta.— Prueba de venta simulada en favor del domi-
nicano.— Contraescrito.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág. No. 
1617. 

CXVIII 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta por error de Contenencia de 
un terreno registrado.— Caducidad de esa acción, articulo 1622 del 
Código Civil.— Ver: Venta por error de contenencia...— B. J. No. 
729, Agosto de 1971, Pág. No. 2404. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta.— Posesión precaria.—
Prueba.— Declaraciones de partes interesadas, por tener parentes-
co.— Deber de los jueces.— En la especie, los jueces del fondo pa-
ra declarar que B. Q. P. poseía precariamente la Parcela 498 se ba-
saron, únicamente, en las declaraciones del propio vendedor, Q. 
P. y de su hermanó S. M. Q. P., hijos ambos de B. Q. T., esto es, 
en informaciones de personas que estaban interesadas por las ra-
zones de parentesco ya dichas; que teniendo el Tribunal de Tie-
rras un papel activo en el procedimiento debió en virtud de esas 
circunstancias. de parentesco ordenar cualquiera medida de ins-
trucción encaminados a esclarecer los hechos; que al no hacerlo 
así en la sentencia impugnada no se han aplicado de una manera 
adecuada las reglas de la prueba.— B. J. No. 732, noviembre de 
1971, Pág. No. 3228. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta otorgada por una ascendien-
te.— Alegato de que se trata de un bien propio que no entra en la 
comunidad matrimonial.— Sentencia sin base legal.— En la espe-
cie, la recurrente ha venido sosteniendo, sin contradicción de par-
te de los recurridos, que P. G. Vda. S., otorgante del acto de ven-
ta objeto del litigio, era la madre de la recurrente, P. S. de O., y. 
abuela de los otros adquirientes del terreno que figuran en el acto 
(le venta, es eventualmente posible que este documento pudiera 
no constituir en realidad una venta, sino una donación, o una par-
tición de ascendiente, y, en este caso, el inmuetde traspasado no 
hubiera entrado a formar parte del patrimonio de la comunidad 
S. C., y, en consecuencia, constituiría un bien propio de la recu-
rrente; que, por tanto, los jueces del fondo debieron, dentro del 
papel activo de que están investidos en virtud de la Ley, realizar 
una investigación más a fondo del caso, sobre todo que la recu-
rrente no había comparecido al juicio celebrado por dicho Tribu-
nal; que en estas condiciones la sentencia impugnada carece de 
base legal suficiente.— B. J. No. 732, noviembre de 1971, Pág. No. 
3075. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta.— Nulidad.— Capacitación 
de la voluntad de la vendedora.— Prueba.— Poder de los jueces 
del fondo.— El dolo, por consjguiente, las actuaciones puestas en 
práctica con el fin de captar la voluntad de una persona para ob-
tener su consentimiento en la realización de cualquier acto jurídi-
co, es una cuestión de hecho de la soberana apreciación de los jue-
ces del fondo, que, por lo mismo, no puede ser censurada en casa-
ción, salvo que se incurra en desnaturalización; que, además, co-
mo se trata de la prueba sobre los hechos de captación, es admi-
sible la prueba testimonial; que, por consiguiente los jueces pu-
dieron, dentro de sus poderes soberanos de apreciación, fundándose 

OCIX 



én los hechos y circunstancias antes señalados, declarar, válida-
mente, en la especie, la nulidad de esos actos.—' B. J. No. 728, Julio 
de 1971, Pág. No. 2021. 

VEHICULO DE MOTOR.— Traspaso de matrícula no realizado 
de acuerdo con la ley.— Prueba de esa venta por todos los medios 
para los fines de la reparación civil de los daños causados con el 
vehículo traspasado.— Al decir la Corte a-qua que los requisitos 
que exigen los artículos 17 y 18 de la Ley No. 241 de 1967, "son 
requeridos a los fines de dicha ley", no tenía que explicar cuáles 
eran esos fines, pues obviamente se refería a fines fiscales y a la 
publicidad que ello significa, pero el traspaso, según se dijo an-
tes, que se prueba la venta aún cuando no se haya operado el 
traspaso de la matrícula en el momento del accidente; que, por 
último, y en lo que respecta al alegato sobre la comitencia, basta-
ba probar, como ocurrió, que el conductor del vehículo era em-
pleado o trabajador por cuenta y bajo la dirección del nuevo ad-
quiriente, para comprometer la responsabilidad civil de éste, y ha-
cer oponible la condenación a la Compañía, sin que fuera preciso 
establecer, como pretende la recurrente, que era preposé del pri-
mer propietario, puesto que el traspaso ya habla quedado admiti-
do por la Corte a-qua conforme a los medios de prueba aportados. 
—Ver: Vehículo de Motor.— Traspaso.— Artículos 17 y 18 de la 
Ley 241 de 1967...— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 964. 

VEHICULOS DE MOTOR.— . Traspaso.— Artículos 17 y 18 de la 
ley 241 de 1967 sobre Tránsito de Vehículos.— Prueba.— Parte ci-
vil constituída.— Plazo.— Oponibilidad a la Compañía asegurado-
ra del vehículo.— El, hecho de que los artículos 17 y 18 de la Ley 
No. 241 organicen la forma de la matrícula en la Oficina (je Ren-
tas Internas, no es absoluto, ya que el traspaso tiene necesaria-
mente que operarse primero entre el vendedor y el comprador, y 
realizarse luego el traspaso de la matrícula; que si en ese lapso 
ocurre un accidente y la persona lesionada, constituida en parte 
civil, pone en causa al nuevo propietario y emplaza a la Compa-
ñía aseguradora, bien puede demostrarse —como ocurrió en la es-
pecie-- que hubo el traspaso, a cuyos fines es posible tener en 
cuenta el hecho de que el vehículo ya esté inscrito en la Dirección 
del Transporte Urbano a nombre del adquiriente; que, en segun-
do término, si bien la póliza de seguro la gestiona el que es pro-
pietario en ese momento, el, segundo es para proteger a las perso-
nas víctimas del accidente, y el no haber cumplido las formalida-
des del traspaso de la matrícula no puede ser óbice, frente a una 
ley que es de orden público por el interés social que ella protege, 
para que a la Compaífia, llamada al juicio, le sea oponible la conde-
n.,ción civil que pueda pronunciarse; que una interpretación dis-
tinta conduciría a frustrar los propósitos del seguro obligatorio de 
los vehículos de motor.— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 964. 

CXX 

VEHICULOS DE MOTOR.— Seguro Obligatorio.— Ley 4117 de 
1955.— Propósitos.— Ver: Vehículos de motor.— Traspaso.— Ar-
tículos 17 y 18 de la Ley 241 de 1967...— B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 964. 

VENTA.— Contrato desnaturalizado.— B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 1093. 

VENTA CONDICIONAL DE MUEBLES.— Registro.— Artícu-
los 1 y 2 de la Ley 83 de 1934, modificado el último por la ley 42 
de 1969.— De esos textos legales resulta que para que una venta 
condicional de muebles quede protegida en la forma excepcional 
que establece la Ley No. 483, de 1964, antes citada, se requiere que 
el vendedor haya registrado esa venta y haya pagado los impues-
tos correspondientes, obligación que la ley pone a cargo, en forma 
imperativa, de dicho vendedor, pues tales requisitos le dan la au-
toridad y la publicidad requeridas para que el vendedor pueda 
prevalecerse de todas las prerrogativas excepcionales que ella es-
tablece.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2697. 

VENTA CONDICIONAL, DE INMUEBLES.— Resolución sin in-
tervención judicial.— Requisitos.— Artículo 11 de la ley 596 de 
1947.— Notificación irregular.— De acuerdo con lo que dispone el 
artículo arriba citado, si el vendedor de un inmueble sujeto a las 
reglamentaciones de dicha Ley, quiere resolver el contrato sin la 
intervención judicial, está en la obligación de hacer la intimación 
de pago o de cumplir la condición en un término no menor de 30 
días, para poder "reivindicar la cosa vendida"; por lo que, hay que 
concluir que la resolución del contrato de venta condicional de In-
muebles, conforme la Ley 596 mencionada, supone en el caso antes 
dicho, la puesta en mora previa a dicha resolución; que, en la es-
pecie, la interpretación que de la palabra 'podrá" en el articulo 
octavo del contrato intervenido entre las partes, en el sentido de 
que esa puesta en mora, era facultativa, está en contra del propó-
sito de la Ley citada y no resulta de la cláusula octava del contra-
to citado por el recurrente (B. A.), puesto que, no obstante el tér-
mino usado, (podrá) subordina la resolución del contrato al he-
cho de que el "Instituto notifique al comprador" intimación de 
efectuar el pago en un término de 10 días; que, por otra parte, el 
B. A., creyendo ajustarse a esa disposición, notificó irregularmen-
te al comprador por acto de alguacil de fecha 18 de marzo de 1960, 
en manos del C. A. del D. N., cuyo acto, como lo decidió el Tribu-
nal a-qua, es nulo por no habérsele notificado al comprador a per-
sona o domicilio y en su ausencia a sus sucesores.— B. J. No. 731, 
octubre de 1971, Pág. No. 2824. 

VENTA DE INMUEBLE A EXTRANJEROS.— Decreto 2543 de 
1945.— La disposición de que el Registrador de Títulos expidiera 
el Certificado Duplicado del dueño a los recurridos "tan pronto co-
mo éstos presenten el permiso previsto en el Decreto No. 2543", 
implica su acatamiento al citado Decreto, lo que no era óbice pa- 
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en los hechos y circunstancias antes señalados, declarar, válida-
mente, en la especie, la nulidad de esos actos,' B. J. No. 728, Julio 
de 1971, Pág. No. 2021. 

VEHICULO DE MOTOR.— Traspaso de matrícula no realizado 
de acuerdo con la ley.— Prueba de esa venta por todos los medios 
para los fines de la reparación civil de los daños causados con el 
vehículo traspasado.— Al decir la Corte a-qua que los requisitos 
que exigen los artículos 17 y 18 de la Ley No. 241 de 1967, "son 
requeridos a los fines de dicha ley", no tenía que explicar cuáles 
eran esos fines, pues obviamente se refería a fines fiscales y a la 
publicidad que ello significa, pero el traspaso, según se dijo an-
tes, que se prueba la venta aún cuando no se haya operado el 
traspaso de la matrícula en el momento del accidente; que, por 
último, y en lo que respecta al alegato sobre la comitencia, basta-
ba probar, como ocurrió, que el conductor del vehículo era em-
pleado o trabajador por cuenta y bajo la dirección del nuevo ad-
quiriente, para comprometer la responsabilidad civil de éste, y ha-
cer oponible la condenación a la Compañía, sin que fuera preciso 
establecer, como pretende la recurrente, que era preposé del pri-
mer propietario, puesto que el traspaso ya había quedado admiti-
do por la Corte a-qua conforme a los medios de prueba aportados. 
—Ver: Vehículo de Motor.— Traspaso.— Artículos 17 y 18 de la 
Ley 241 de 1967...— B. J. No. 725, Abril de 1971, Pág. No. 964. 

VEHICULOS DE MOTOR.— • Traspaso.— Artículos 17 y 18 de la 
ley 241 de 1967 sobre Tránsito de Vehículos.— Prueba.— Parte ci-
vil constituída.— Plazo.— Oponibilidad a la Compañía asegurado-
ra del vehículo.— El, hecho de que los artículos 17 y 18 de la Ley 
No. 241 organicen la forma de la matrícula en la Oficina (je Ren-
tas Internas, no es absoluto, ya que el traspaso tiene necesaria-
mente que operarse primero entre el vendedor y el comprador, y 
realizarse luego el traspaso de la matrícula; que si en ese lapso 
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civil, pone en causa al nuevo propietario y emplaza a la Compa-
ñía aseguradora, bien puede demostrarse —como ocurrió en la es-
pecie-- que hubo el traspaso, a cuyos fines es posible tener en 
cuenta el hecho de que el vehículo ya esté inscrito en la Dirección 
del Transporte Urbano a nombre del adquiriente; que, en segun-
do término, si bien la póliza de seguro la gestiona el que es pro-
pietario en ese momento, el<  segundo es para proteger a las perso-
nas víctimas del accidente, y el no haber cumplido las formalida-
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VEHICULOS DE MOTOR.— Seguro Obligatorio.— Ley 4117 de 
1955.— Propósitos.— Ver: Vehículos de motor.— Traspaso.— Ar-
tículos 17 y 18 de la Ley 241 de 1967...— B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 964. 

VENTA.— Contrato desnaturalizado.— B. J. No. 725, Abril de 
1971, Pág. No. 1093. 

VENTA CONDICIONAL DE MUEBLES, Registro.— Artícu-
los 1 y 2 de la Ley 83 de 1934, modificado el último por la ley 42 
de 1969.— De esos textos legales resulta que para que una venta 
condicional de muebles quede protegida en la forma excepcional 
que establece la Ley No. 483, de 1964, antes citada, se requiere que 
el vendedor haya registrado esa venta y haya pagado los impues-
tos correspondientes, obligación que la ley pone a cargo, en forma 
imperativa, de dicho vendedor, pues tales requisitos le dan la au-
toridad y la publicidad requeridas para que el vendedor pueda 
prevalecerse de todas las prerrogativas excepcionales que ella es-
tablece.— B. J. No. 730, setiembre de 1971, Pág. No. 2697. 

VENTA CONDICIONAL, DE INMUEBLES.— Resolución sin in-
tervención judicial.— Requisitos.— Artículo 11 de la ley 596 de 
1947.— Notificación irregular.— De acuerdo con lo que dispone el 
artículo arriba citado, si el vendedor de un inmueble sujeto a las 
reglamentaciones de dicha Ley, quiere resolver el contrato sin la 
intervención judicial, está en la obligación de hacer la intimación 
de pago o de cumplir la condición en un término no menor de 30 
días, para poder "reivindicar la cosa vendida"; por lo que, hay que 
concluir que la resolución del contrato de venta condicional de In-
muebles, conforme la Ley 596 mencionada, supone en el caso antes 
dicho, la puesta en mora previa a dicha resolución; que, en la es-
pecie, la interpretación que de la palabra "podrá" en el artículo 
octavo del contrato intervenido entre las partes, en el sentido de 
que esa puesta en mora, era facultativa, está en contra del propó-
sito de la Ley citada y no resulta de la cláusula octava del contra-
to citado por el recurrente (B. A.), puesto que, no obstante el tér-
mino usado, (podrá) subordina la resolución del contrato al he-
cho de que el "Instituto notifique al comprador" intimación de 
efectuar el pago en un término de 10 días; que, por otra parte, el 
B. A., creyendo ajustarse a esa disposición, notificó irregularmen-
te al comprador por acto de alguacil de fecha 18 de marzo de 1960, 
en manos del C. A. del D. N., cuyo acto, como lo decidió el Tribu-
nal a-qua, es nulo por no habérsele notificado al comprador a per-
sona o domicilio y en su ausencia a sus sucesores.— B. J. No. 731, 
octubre de 1971, Pág. No. 2824. 

VENTA DE INMUEBLE A EXTRANJEROS.— Decreto 2543 de 
1945.— La disposición de que el Registrador de Títulos expidiera 
el Certificado Duplicado del dueño a los recurridos "tan pronto co-
mo éstos presenten el permiso previsto en el Decreto No. 2543", 
implica su acatamiento al citado Decreto, lo que no era óbice pa- 
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ra resolver la litis planteada entre las partes, y a lo que no podía 
oponerse el recurrente, pues el control que al respecto deben lle-
var las .autoridades administrativas del Estado (en este caso el Re-
gistrador de Títulos) de que se cumpla con el Decreto No. 2543. 
quedaba astisfecho con la previsión del Tribunal a-quo; que eso, le-
jos de quitarle valor al fallo como sóstiene el recurrente, sitúa lo 
decidido dentro de las previsiones del antes mencionado Decreto; 
y coloca esa decisión dentro de las previsionés del artículo 4 del 
Código Civil, pues precisamente de ese texto resulta .que los jue-
ces no pueden dejar de decidir un caso pretextando silencio u os-
curidad de la ley, sino que cuando no esté específicamente previs-
to, lo decidirán guiándose por las reglas que señalen la razón y 
la equidad,' que es en definitiva lo que ha hecho el Tribunal de 
tierras en relación con la aplicación al caso planteado del Decre-
to No. 2543.— B. J. No. 726, Mayo de 1971, Pág....No. 1617. 

VENTA CONDICIONAL DE MUEBLES.— Ley 482 de 1964.—
Sentencia que carece de motivos.— B. J. No. 723, Febrero de 1971, 
Pág. No. 478. 

VENTA CONDICIONAL DE INMUEBLES.— Dificultades.—
Competencia del Tiibunal de Tierras.— Artículo 18 de la ley 596 
de 1941.— El Tribunal de Tierras es en principio competente sólo 
para acciones de carácter real; y, excepcionalmente, para acciones 
de carácter personal cuando la ley le da expresamente esa compe-
tencia; que, en la especie es evidente que el caso que se plantea es 
una demanda de carácter personal, puesto que se solicita la reso-
lución de un contrato de venta condicional, hecha en virtud de la 
Ley No. 596 de 1941, para obtener en base a la resolución de ese 
contrato, una indemnización, y otras condenaciones pecuniarias; 
que en la especie no se trata de la reivindicación del inmueble ob-
jeto del contrato; que, por otra parte, el artículo 18 de la Ley No 
596 de 1941, citada dice así: "El Tribunal de Tierras será compe-
tente para conocer de todas las dificultades que surjan con moti-
vo de los contratos de venta condicional, y resolverá de manera 
equitativa cualquier situación que no esté prevista en la presente 
ley o en los contratos correspondientes"; que, obviamente, al dic-
tar esa disposición el legislador tuvo en cuenta que, en esa espe-
cie de dificultades de que se trata, puede hacerse necesario, para 
los jueces, disponer de datos y antecedentes que sólo están al al-
cance del Tribunal de Tierras, ya que los contratos de venta con-
dicional de inmuebles sólo pueden efectuarse con inmuebles re-
gistrados.— B. J. No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 64.  

es el Tribunal de Tierras, puesto que, la solución del asunto pue-
de afectar el registro del terreno objeto del litigio; por lo que, la 
sentencia impugnada no incurre en contradicciones de motivos y 
falta de base legal, como alega el recurrente, cuando declara su 
competencia para solucionar el caso y al mismo tiempo, y apli-
cando el artículo 1622 del Código Civil, concluye en que la acción 
ya está caduca por haberse intentado después del año del día del 
contrato.— B. J. 14q. 729, Agosto de 1971, Pág. No. 2404. 

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Excepción prejudicial.— Pe-
dimento de•sobreseimiento de la acción penal.— Seriedad del pe-
dimento.— Ciertamente los jueces del fondo en materia penal 
cuando se les propone una excepción prejudicial tienen facultad 
para apreciar la seriedad o no del pedimento; que para ello basta 
que se estableza  que hay pendiente de solución ante otro trifb.u-
nal alguna luís que pueda influir en la solución del caso penal; 
que en la especie la Corte a-qua no se limitó como era su deber, 
a apreciar si era serio el alegato del prevenido de que con anterio-
ridad a la audiencia él había sometido una instancia al Tribunal 
de Tierras en reclamación de los derechos que pretendía, sino que 
la Corte a-qua juzgó los fundamentos de la instancia misma, se-
gún se lee en el fallo impugnado, lo que sólo correspondía al Tri-
bunal de Tierrl— B. J. No. 728, Julio de 1971, Pág. No. 2148. 

VI OLACION DE PROPIEDAD.— Sentencia carente de base le-
gal.— Propietario de una finca que la da en arrendamiento.— B. J. 
No. 722, Enero de 1971, Pág. No. 139. 

VENTA POR ERROR DE CONTENENCIA DE UN TERRENO 
REGISTRADO.— Competencia del Tribunal de Tierras.— Acción 
intentada después del año indicado en el artículo 1622 del Código 
Civil.— El Tribunal Superior de Tierras es competente para cono-
cer de la acción de que se trata, porque, para su solución, tratán-
dose de una venta por error de contenencia de un terreno registra-
do, que ha dado lugar a una reclamación, el Tribunal competente 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 4 de febrero de 1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Pablo Ramírez. 
Abogado: Dr. Bienvenido Canto y Ro3ario. 

Recurrido. José Antonio Polanco García. 
Abogado: Julio Aníbal Suárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 12 de Enero del año 1972, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo Ra-
mírez, dominicano, mayor de edad, comerciante, portador 
de la cédula personal de identidad No. 16612, serie 28, do-
miciliado y residente, en San Lorenzo de Los Minas, Ave-
nida Seccional casa No. 29, ensanche de esta ciudad, con-
tra la sentencia de fecha 4 de febrero de 1971, dictada por 
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la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr . Bienvenido Canto Rosario, cédula No. 

16776, serie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. Rafael de Moya en representación del Dr 
Julio Aníbal Suárez, abogado del recurrido José Antonio 
Polanco García, dominicano, mayor de edad, soltero, obre-
ro, portador de la cédula personal de identidad No. 122273, 
serie 1ra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 28 de julio 
de 1971, y suscrito por el abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de Defensa del recurrido, de fecha 
18 de agosto de 1971, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29, 184 y 191 del Có 
digo de Trabajo; 51 y 57 de la Ley No. 637, de 1944, sobre 
contratos de trabajo; y 1, 5 y 69 de la Ley sobre Proce-
dimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
hecha por el actual recurrido contra el recurrente, el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fe-
cha 16 de junio de 1969, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: Primero: Ratifica el defecto pronuncia-
do en audiencia contra el demandado, por no haber compa-
recido, no obstante haber sido legalmente citado; Segundo: 

Se condena al señor Pablo Ramírez, parte demandada a 
pagar en favor de José Antonio Polanco García, parte de-
mandante, la suma de ochocientos ochentidos pesos con 
veintisiete centavos (RD$882 .77) per concepto de diferen-
cia de salarios, más los interese legales a partir de la fecha 
de la demanda; Tercero: Se condena a la parte demandada 
al pago de las costas, y se ordena lu distracción en favor 
del Dr. Amaury Justo Duarte, abogado de la parte deman-
dante que afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) 
Que sobre apelación del demandado la Cámara a-qua dictó 
en fecha 4 de febrero de 1971, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "FALLA; PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por Pablo Ramírez, contra sentencia del Juzgado de 
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 16 de junio 
del 1969, dictada en favor de José Antonio Polanco García, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta 
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, re-
forma el ordinal segundo del dispositivo de la sentencia 
apelada, en el sentido de que reduce a solo doscientos 
ochentitrés pesos con veintisiete centavos, los valores a pa-
gar por Pablo Ramírez en favor de José Antonio Polanco 
García; 'TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Pa-
blo Ramírez, al pago de las costas del procedimiento de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 
del 18 de junio del 1964 y 691 del Código de Trabajo, or-
denando su distracción en favor del Dr. Amaury Justo 
Duarte, que afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación a la regla de las pruebas, artículo 1315 del Código 
Civil Dominicano; Segundo Medio: Ausencia absoluta de 
motivos, desnaturalización de los lechos. Tercer Medio: 
Desnaturalización de los hechos y falta de base legal. 
Cuarto Medio: Desnaturalización y violación a la máxima: 
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Lo penal pone en estado lo civil. Quinto Medio: Violación 
al artículo 691, 16, última parte del artículo 6 y 141 del 
Código de Procedimiento Civil, violación a los artículos 
184 y siguientes 'nulo V. Sexto Medito: Violación a la 
máxima electa una vía; 

Considerando que a su vez el recurrido ha propuesto 
en su memorial de Defensa, la inadmisión del recurso de 
casación; 

En cuanto a la inadmisión del recurso: 

Considerando que el recurrido sostiene en definitiva 
que el recurso de casación es inadmisible por tardío en 
razón de que la sentencia impugnada le fue notificada el 
día 24 de marzo de 1971 y el recurso fue interpuesto el 
29 de julio de ese mismo año, o sea, fuera del plazo de 2 
meses establecido por la ley; 

Considerando que según el Art. 5 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación el recurso de casación en materia 
civil se interpondrá con el depósito en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia de un memorial contentivo de 
los medios en que se funda, depósito que deberá ser hecho 
en los dos meses de la notificación de la sentencia que se 
impugna; 

Considerando que en la especie la sentencia de la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional dictada en fecha 4 
de febrero de 1971, objeto del recurso, fue notificada a re-
querimiento del hoy recurrido al recurrente Pablo Ramí-
rez, el 24 de marzo de 1971, por acto que diligenció el mi-
nisterial Rafael A. Chevalier, Alguacil de Estrados de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, acto que en original 
ha sometido el recurrido junto a su memorial de Defensa; 
que como el memorial de casación 4ntroductivo del recurso 
fue depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia en fecha 29 de julio de 1971, según ha sido com- 

probado, es claro que dicho recurso fue interpuesto a los 4 
meses y 5 días después de la notificación del fallo im-
pugnado, o sea, obviamente fuera del plazo de dos meses 
que establece el Art. 5 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación precedentemente citado; que, por consiguiente, 
dicho recurso resulta inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Pablo Ramírez contra la 
sentencia de fecha 4 de febrero de 1971, por la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción en 
favor del Dr . Julio Aníbal Suárez, por haberlas avanzado 
en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada por mí, Secretario General, que certifico. (Fdo.) 
Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
Macorís de fechas 9 de mayo de 1969 y 24 de Julio de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ingenio Consuelo y Modesto Alcántara. 

Abogados: Dres. Eduardo Martí Guzmán y Manuel Enrique Bello 
Cairo. 

Interviniente: Ingenio Consuelo. 

Abogados: Dres. Bienvenido A. Mejía Acevedo y Juan E. Ariza 
Mendoza. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani Francisco Elpidio Beras -Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 12 del mes de Enero del año 1972, años 128' de la 
Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el In-
genio Consuelo, División del Consejo Estatal del Azúcar, 
con oficina principal en el Centro de los Héroes, de esta 
ciudad, y Modesto Alcántara, dominicano, mayor de edad, 
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casado, domiciliado y residente en el Ingenio Consuelo, de la 
jurisdicción -de San Pedro de Macorís, cédula No. 4752, 
serie 24, contra las sentencias dictadas en fechas 9 de ma-
yo de 1969 y 24 de julio de 1970, respectivamente, en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, cuyos dispositit es se copian más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura de los roles; 
Oído al Dr . Eduardo Martí Guzmán, cédula No. 17191, 

serie 23, por sí y en representación del Dr. Manuel Enri-
que Bello Cairo, cédula No. 7406, serie 23, abogados del 
recurrente Modesto Alcántara, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Bienvenido A. Mejía Acevedo, por sí y en 
representación del Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 
No. 47326, serie lra., abogados del interviniente Ingenio 
Consuelo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído los dictámenes del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de junio de 
1969, a requerimiento del Dr. Juan E. Ariza Mendoza, a 
nombre y representación del Ingenio Consuelo, persona 
puesta en causa como civilmente responsable, y 28 de ju-
lio de 1970, a requerimiento del Dr. Luis Eduardo Martí 
Guzmán, a nombre y representación de Modesto Alcántara, 
parte civil constituída, en las cuales no se expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el memorial suscrito en fecha 1ro. de noviem-
bre de 1971, por el abogado del Ingenio Consuelo recurren-
te contra la sentencia de fecha 9 de mayo de 1969 y en el 
cual se proponen los medios que se indican más adelante; 
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casado, domiciliado y residente en el Ingenio Consuelo, de la 
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serie 24, contra las sentencias dictadas en fechas 9 de ma-
yo de 1969 y 24 de julio de 1970, respectivamente, en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
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serie 23, por sí y en representación del Dr. Manuel Enri-
que Bello Cairo, cédula No. 7406, serie 23, abogados del 
recurrente Modesto Alcántara, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani Francisco Elpidio Beras Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 12 del mes de Enero del año 1972, años 128' de la 
Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el In-
genio Consuelo, División del Consejo Estatal del Azúcar, 
con oficina principal en el Centro de los Héroes, de esta 
ciudad, y Modesto Alcántara, dominicano, mayor de edad, 

Oído al Dr. Bienvenido A. Mejía Acevedo, por sí y en 
representación del Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 
No. 47326, serie lra., abogados del interviniente Ingenio 
Consuelo, en la lectura de sus conclusiones; 

• Oído los dictámenes del Magistrado Procurador Gene- 
' ral de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de junio de 
1969, a requerimiento del Dr. Juan E. Ariza Mendoza, a 
nombre y representación del Ingenio Consuelo, persona 
puesta en causa como civilmente responsable, y 28 de ju-
lio de 1970, a requerimiento del Dr. Luis Eduardo Martí 
Guzmán, a nombre y representación de Modesto Alcántara, 
parte civil constituida, en las cuales no se expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el memorial suscrito en fecha lro. de noviem-
bre de 1971, por el abogado del Ingenio Consuelo recurren-
te contra la sentencia de fecha 9 de mayo de 1569 y en el 
cual se proponen los medios que se indican más adelante; 
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Visto el memorial suscrito en fecha 17 de septiembre 
de 1971, por los abogados de Modesto Alcántara, recu-
rrente, contra la sentencia de fecha 24 de julio de 1970, 
y en el cual se proponen los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 17 de 
septiembre de 1971, por los abogados del Ingenio Consue-
lo, parte interviniente; en el recurso interpuesto por Mo-
desto Alcántara; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por las partes 
recurrentes, y 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que como en la especie se trata de dos 
expedientes formados con motivo de los recursos de ca-
sación interpuestos por el Ingenio Consuelo y por Modes-
to Alcántara, contra las sentencias incidentales de fechas 
9 de mayo de 1969 y 24 de julio de 1970, dictadas, res-
pectivamente, por la misma Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en relación con una misma litis sostenida 
entre las mismas partes, procede fusionar ambos expedien-
tes a fin de que la Suprema Corte de Justicia los resuelva 
por una sola sentencia; 

Considerando que en las sentencias impugnadas y en 
los documentos a que ellas se refieren, consta: a) que en 
fecha 10 de junio de 1968, Modesto Alcántara (a) Paisito, 
presentó formal querella contra Enrique de León, Jesús 
Díaz Ventura, empleados del Ingenio Consuelo, y los Guar-
dacampestres Antonio Hernández Suárez y León García, 
por el hecho de "éstos haberse introducido en su casa, y 
no obstante su oposición, rompiendo todas las tuberías del 
agua inodoro y fregadero, con amenazas y violencia, así 
como cortándole la luz de la casa" autorizados por el Ad-
ministrador de dicho Ingenio; b) que apoderado del caso 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

San Pedro de Macorís, después de haber realizado un des- 
, censo a los lugares, lo resolvió por su sentencia de 'echa 

5 de agosto de 1968, cuyo dispositivo dice: "Fama: Primero: 
Que Debe declarar como en efecto Declara regular y vá-
lida la constitución por haber sido incoada en tiempo há-
bil, para perseguir accesoriamente a la accion publica, la 
justa equitativa de los danos y perjuicios, moiaies y ma-
teriaies sumaos por el Sr. iviuuesto Aicantara tu) raislio. 
Segunao: Que aebe Declarar como en electo Declara, a los 
nombrados Enrique de León, Jesús Díaz Ventura, Antonio 
Hernández Suárez y León García, culpables del hecho pues-
to a su cargo y en consecuencia los condena a RDliza.u0 
pesos de multa c/u. Tercero: Que debe Acoger como en 
efecto Acoge las conclusiones de la parte civil hecha por 
el Sr. Modesto Alcántara, en contra de los Sres. Enrique 
de León, Jesús Díaz Ventura, Antonio Hernández Suárez 
y León García, y la persona puesi.a en causa civilmente 
responsable, el Consejo Estatal del Azúcar, División del 
Ingenio Consuelo, y varía el monto de la indemnización 
solicitada por los concluyentes y fija una indemnización de 
RD$5,000 .00 (cinco mil pesos) . Cuarto: Que debe Decla-
rar como en efecto Declara al Ingenio Consuelo, depen-
dencia del Consejo Estatal del Azúcar en su condición de 
comitente al pago solidario las reparaciones civiles. Quin-

to: Que debe Condenar como en efecto Condena a los acu-
sados el Ingenio Consuelo, dependencia del Consejo Es- • 
tatal del Azúcar, persona civilmente responsable, al pago 
de las costas civiles, ordenando la distracción de las mis-
mas en provecho de los abogados concluyentes Dres. Ma-
nuel Enrique B. Cairo y Luis Eduardo Martí Guzmán, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; c) 
oue sobre las apelaciones interpuestas, la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 9 de mayo 
de 1969, la primera sentencia impugnada cuyo dispositivo 
dice textualmente: "Falla: Primero. Admite como regula-

res y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apela- 
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Visto el memorial suscrito en fecha 17 de septiembre 
de 1971, por los abogados de Modesto Alcántara, recu-
rrente, contra la sentencia de fecha 24 de julio de 1970, 
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dro de Macorís, en relación con una misma litis sostenida 
entre las mismas partes, procede fusionar ambos expedien-
tes a fin de que la Suprema Corte de Justicia los resuelva 
por una sola sentencia; 

Considerando que en las sentencias impugnadas y en 
los documentos a que ellas se refieren, consta: a) que en 
fecha 10 de junio de 1968, Modesto Alcántara (a) Paisito, 
presentó formal queralla contra Enrique de León, Jesús 
Díaz Ventura, empleados del Ingenio Consuelo, y los Guar-
dacampestres Antonio Hernández Suárez y León García, 
por el hecho de "éstos haberse introducido en su casa, y 
no obstante su oposición, rompiendo todas las tuberías del 
agua inodoro y fregadero, con amenazas y violencia, así 
como cortándole la luz de la casa" autorizados por el Ad-
ministrador de dicho Ingenio; b) que apoderado del caso 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

San Pedro de Macorís, después de haber realizado un des-
censo a los lugares, lo resolvió por su sentencia de techa 
5 de agosto de 1968, cuyo dispositivo dice: "Fasta: Primero: 
Que Debe declarar como en efecto Declara regular y vá-
lida la constitución por haber sido incoada en tiempo há-
bil, para perseguir accesoriamente a la accion puolica, la 
justa equitativa de los danos y perjuicios, morales y Illtl-

teriales siuriaos por el Sr. bluuesto Alcanzara k ra..S1‘1.). 

Segunao: Que tupe Declarar como en electo Declara, a los 
nombrados Enrique de León, Jesús Díaz Ventura, Antonio 
Hernández Suárez y León García, culpables del hecho pues-
to a su cargo y en consecuencia los condena a 
pesos de multa c/u. Tercero: Que debe Acoger como en 
efecto Acoge las conclusiones de la parte civil hecha por 
el Sr. Modesto Alcántara, en contra de los Sres. Enrique 
de León, Jesús Díaz Ventura, Antonio Hernández Suárez 
y León García, y la persona puesta en causa civilmente 
responsable, el Consejo Estatal del Azúcar, División del 
Ingenio Consuelo, y varía el monto de la indemnización 
solicitada por los concluyentes y fija una indemnización de 
RD$5,000. 00 (cinco mil pesos) . Cuarto: Que debe DeCia-
rar como en efecto Declara al Ingenio Consuelo, depen-
dencia del Consejo Estatal del Azúcar en su condición de 
comitente al pago solidario las reparaciones civiles. Quin-
to: Que debe Condenar como en efecto Condena a los acu-
sados el Ingenio Consuelo, dependencia del Consejo Es-
tatal del Azúcar, persona civilmente responsable, al pago 
de las costas civiles, ordenando la distracción de las mis-
mas en provecho de los abogados concluyentes Dres. Ma-
nuel Enrique B. Cairo y Luis Eduardo Martí Guzmán, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; c) 
oue sobre las apelaciones interpuestas, la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 9 de mayo 
de 1969, la primera sentencia impugnada cuyo dispositivo 
dice textualmente: "Falla: Primero. Admite como regula-
res y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apela- 
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ción interpuestos por los inculpados Enrique de León, Je-
sús Díaz Ventura, Antonio Hernández Suarez y Arturo de 
Leon García, y el Doctor Juan Esteban Ariza Mendoza, 
abogado, a nombre y en representación del Consejo Es-
tatal del Azúcar (CEA), División Ingenio Consuelo, parte 
civilmente responsable puesta en causa, contra sentencia 
dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 5 de 
agosto de 1968, por el 'Juzgado de Primera Instancia de 
este Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que con-
denó a los referidos inculpados, a pagar una multa de 
veinticinco pesos oro (RD$25.00), cada uno, por el delito 
de violación al artículo 184 del Código Penal (violación de 
domicilio), en perjuicio de Modesto Alcántara (a) Paisito; 
condenó al Consejo Estatal del Azúcar (CEA), División In-
genio Consuelo, en su calidad de parte civilmente respon-
sable, conjuntamente con dichos inculpados Enrique de 
León, Jesús Díaz Ventura, Antonio Hernández Suárez y 
Arturo de León García, a pagar la suma de cinco mil pe-
sos oro (RD$5,000.00) de indemnización, en beneficio de 
Modesto Alcántara (a) Paisito, parte civil constituida, co-
mo justa reparación del hecho cometido por los aludidos 
inculpados; condenó a la repetida entidad, a pagar solida-
riamente dichas reparaciones civiles mencionada preceden-
temente; y condenó además, a los inculpados y al Consejo 
Estatal del Azúcar (CEA), División Ingenio Consuelo, par-
te civilmente responsable puesta en causa, al pago de las 
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho 
de los Doctores Manuel Enrique Bello Cairo y Luis Eduar-
do Martí Guzmán, por afirmar haberles avanzado en su to-
talidad. Segundo: Rechaza, por improcedente y mal fun-
dado, el pedimento formulado por el Consejo Estatal del 
Azúcar (CEA), División Ingenio Consuelo, por conducto 
de su abogado constituido Doctor Juan Esteban Ariza Men-
doza. Tercero: Ordena la continuación de la vista de la 
presente causa seguida a Enrique de León, Jesús Díaz Ven-
tura, Antonio Hernández Suárez y Arturo de León García, 

inculpados del delito de violación al artículo 184 del Có-
digo Penal (violación de domicilio), en perjuicio de Mo-
desto Alcántara (a) Paisito, y fija para su nuevo conoci-
miento el viernes día seis (6) del mes de junio del año en 
curso, de 1969, a las nueve horas de la mañana. Cuarto: 
Reserva las costas"; d) que posteriormente, en fecha 24 de 
julio de 1970, la indicada Corte de Apelación dictó la se-
gunda sentencia impugnada cuyo dispositivo dice: "Falla: 
Primero: Acoger el pedimento formulado en audiencia por 
el Constjo Estatal del Azúcar (CEA), División Ingenio Con-
suelo, en su calidad de parte civilmente responsable pues-
ta en causa, por mediación de su abogado, constituido 
Doctor Juan Esteban Ariza Mendoza y, en consecuencia, 
sobresee el conocimitnto de la presente causa seguida a En-
rique de León García, Jesús Díaz Ventura, Antonio Her-
nández Suárez y Arturo de León García, inculpados del de-
lito de violación de domicilio (articulo 184 del Código Pe-
nal), en perjuicio de Modesto Alcántara (a) Paisito, hasta 
tanto, el Tribunal de Tierras, resuelva definitivamente el 
caso del cual se encuentra apoderado, relativo a si las me-
joras levantadas por Modesto Alcántara (a) Paisito, son de 
buena fe y propiedad de éste, o si, por el contrario, son 
de mala fe y pertenecen al Ingenio Consuelo, como .pro-
pietario del terreno. Segundo: Reserva las costas para 
que sigan la suerte de lo principal''; 

En cuanto al recurso contra la sentencia 
del 9 de mayo de 1969 

Considerando que la recurrente propone contra esa 
sentencia los siguientes medios: Primer Medio: Violación 

del artículo 231 del Código de Procedimiento Criminal; 
Segundo Medio: Falta de base legal; Tercer Medio: Viola-

ción del derecho de defensa; 

Considerando que en el desarrollo de los agravios in-
vocados por la recurrente, ésta alega en síntesis, que la 
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Corte a-qua ha violado del artículo 231 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, por cuanto dispuso la audición como 
testigo de la parte civil constituido en el proceso seguido 
en atribuciones Correccionales, cuando el poder discrecio-
nal de que se encuentra investido el Presidente del Tribu-
nal penal para oir a título de simple información y sin ju-
ramento a cualquier persona llamada a deponer en juicio, 
es privativo de dicho funcionario en materia criminal; que 
la Corte no da los motivos que le sirviera de base a su sen-
tencia en este aspecto; y además "que lesiona el derecho 
de las partes demandantes al aceptarse como testigo nada 
menos que al autor de la inquina, etc., etc.; que por tanto 
la sentencia impugnada debe ser casada"; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Corte a-qua dispuso la audición de la 
parte civil en el proceso correccional de que se trata, en 
base a que en su calidad de parte en el proceso, puede su-
ministrar en apoyo de su querella todas las justificaciones 
que considere útiles y los jueces por su parte, la facultad 
de solicitar cualquier información o aclaración, para una 
mejor sustanciación de la causa; 

Considerando en este mismo orden de ideas, que si 
bien es cierto que la parte civil constituida en un proceso 
correccional no puede ser oída en calidad de testigo, tam-
bién es verdad que nada se opone a que ella pueda ser oída, 
como agraviada que es, a título de simple informante, ha-
cer sus observaciones y formular personalmente sus pro-
pias conclusiones en audiencia, si así lo desea; de aportar 
a la ponderación de los jueces del fondo cualquier elemen-
to de juicio en el esclarecimiento de de los hechos para la 
manifestación de la verdad, aunque dichas declaraciones 
no puedan servir de fundamento único para la decisión del 
caso; que finalmente por el examen del fallo impugnado se 
advierte que la Corte a-qua, ha dado motivos suficientes y  

pertinentes que justifican su dispositivo; y una exposición 
de los hechos y circunstancias de la causa que han permi-
tido a la Suprema Corte de Justicia, verificar, que en la 
especie, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la 
ley en el punto que se examina, y no incurrió, por tanto, 
en el fallo impugnado en las violaciones denunciadas; que, 
por consiguiente, los medios invocados por el recurrente, 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

En cuanto al recurso contra la, sentencia 
del 24 de julio de 1970 

Considerando que el recurrente propone contra esa 
sentencia el siguiente medio: Unico: Desnaturalización de 
los hechos. Violación del artículo 184 del Código Penal; 

Considerando que en su único medio de casación el 
recurrente alega en síntesis; que "al establecerse la in-
fracción" prevista y castigada por el Artículo 184 del Có-
digo Penal, el legislador ha consagrado "una entidad pro-
hibitoria" contra la comisión del delito de violación de pro-
piedad, disposición ésta que garantiza el principio de la in-
violabilidad del domicilio dentro del derecho constitucio-
nal; que las disposiciones de la Ley de Registro de Tierras, 
"aunque definen y sanean" el derecho de propiedad, no po-
drían ser invocadas para desvirtuar la inviolabilidad del 
domicilio, quedando vigente la acción pública para la "san-
ción de los hechos físicos, realizados mediante violencia y 
Clefinidos, categóricamente por el artículo 184 del Código 
Penal"; que "el demandante", independientemente de la si-
tuación penal planteada" por el hecho de la penetración en 
su domicilio, está legítimamente prevalido de un derecho 
patrimonial que se "ha intentado desconocer" mediante un 
atropello constitutivo de una infracción, en la cual está" 
complicado el "Ingenio Consuelo" como comitente en vir-
tud del artículo 1384 del Código Civil; que por todo lo 
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expuesto precedentemente la sentencia impugnada ha in-
currido en las violaciones del texto legal mencionado, por 
io cual debe ser casada; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que en el caso no se trataba como lo admitió erró-
neamente la Corte a-qua de una cuestión de propiedad, por 
cuanto que en virtud del defecto devolutivo de la apela-
ción la Corte estaba apoderada del recurso contra la sen-
tencia de primer grado de fecha 5 de agosto de 1968, que 
condenó a los actuales recurridos por el delito de violación 
de domicilio, previsto y sancionado por el artículo 184 del 
Código Penal, caso en el cual poco importa para que que-
de configurado ese delito que aquel que ocupa el local vio-
lado sea o no propietario del mismo o que lo habite con 
la tolerancia de éste toda vez que cl título jurídico de la 
ocupación es indiferente y que una de las condiciones in-
dispensables para la admisión de la excepción perjudicial 
cie propiedad es que el derecho alegado sea de tal natura-
leza que quite a la prevención todo carácter delictuoso, lo 
que no ocurre en la especie; 

Considerando que en definitiva, de todo lo anterior-
mente expuesto, se evidencia que la Corte a-qua, al fallar 
como lo hizo y sobreseer el conocimiento del asunto hasta 
tanto el Tribunal de Tierras decidiera sobre el valor de 
las mejoras y el derecho de propiedad de la casa en cues-
tión, incurrió ,  en el fallo impugnado en Íos vicios y viola-
ciones denunciados por el recurrente; por lo cual debe ser 
casado sin que sea necesario ponderar en sus demás as-
pectos el único medio del recurso; 

Considerando que por la naturaleza de la casación or-
denada no procede el envío a otra Corte sino que la misma 
Corte que sobreseyó el caso continúe el conocimiento del 
asunto de que está apoderada; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de acu-
sación interpuesto por el Ingenio Consuelo contra la sen-
tencia de fecha 9 de mayo de 1969, dictada en sus atribu- 

ciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Pedro de 'Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Casa la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís de fecha 24 de julio 
de 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo a fin de que la misma Corte prosiga 
el conocimiento del asunto; Tercero: Condena al Ingenio 
Consuelo, parte que sucumbe al pago de las costas relati-
vas a su recurso de casación; y ordena la distracción de 
ellas en provecho de los Doctores Eduardo Marty Guzmán 
y Manuel Enrique Bello Cairo, abogados de Modesto Alcán-
tara, parte civil constituida. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

<OS 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República, de 

fecha 31 de agosto de 1970. 

Materia: Contencioso Administrativa. 

Recurrente: La Ozama Trading Company, C. por A. 

Abogados: Dres. Luis R. del Castillo M. y Juan Manuel 

Pellerano. 

Recurrido: Estado Dominicano. 

Abogado: Dr. Néstor Caro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de Enero del año 
1972, oños 128' de la Indepeniencia y 109' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Oza-
ma Trading Company, C. por A., con domicilio en la casa 
No. 17 de la calle Juan Alejandro Ibarra, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Cuentas en 
funciones de Tribunal Superior Administrativo, el día 31  

de agosto de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula 

49307, serie 1ra., por sí y por el Dr. Luis R. del Castillo 
Morales, cédula 40583, serie lra , abogados de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Admi-
nistrativo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 21 de septiembre de 1970, 
y en el cual se invocan contra la sentencia impugnada, 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Procu-
rador General Administrativo, doctor Néstor Caro; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante, y el art. 1 de la 
ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo del recurso de reconsideración interpuesto por la Oza-
ma Trading Co., C. por A., contra los ajustes practica-
dos a sus declaraciones de los ejercicios comerciales com-
prendidos entre los años 1956 y 1962, la Dirección Gene-
ral del Impuesto sobre la Renta, dictó el día 4 de octubre 
de 1967, la Resolución No. 567-67, cuyo dispositivo es el 
siguiente: 1.— Declarar, regular y válido en la forma, el 
recurso en reconsideración interpuesto por la Ozama Tra-
ding Co., C. por A. 2.— Anular, el ajuste de la suma de 
RD$679 .90, por concepto de Gastos capitalizables, en el 
año 1956-57; 3.— Anular, el ajuste de la suma de RD-
$1,255.84, por concepto de Gastos de Viajes y Represen- 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por La Oza-
ma Trading Company, C. por A., con domicilio en la casa 
No. 17 de la calle Juan Alejandro Ibarra, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Cuentas en 
funciones de Tribunal Superior Administrativo, el día 31 
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de agosto de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula 

49307, serie lra., por sí y por el Dr. Luis R. del Castillo 
Morales, cédula 40583, serie ira , abogados de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Admi-
nistrativo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 21 de septiembre de 1970, 
y en el cual se invocan contra la sentencia impugnada, 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Procu-
rador General Administrativo, doctor Néstor Caro; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante, y el art. 1 de la 
ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo del recurso de reconsideración interpuesto por la Oza-
ma Trading Co., C. por A., contra los ajustes practica-
dos a sus declaraciones de los ejercicios comerciales com-
prendidos entre los años 1956 y 1962, la Dirección Gene-
ral del Impuesto sobre la Renta, dictó el día 4 de octubre 
de 1967, la Resolución No. 567-67, cuyo dispositivo es el 
siguiente: 1.— Declarar, regular y válido en la forma, el 
recurso en reconsideración interpuesto por la Ozama Tra-
ding Co., C. por A. 2.— Anular, el ajuste de la suma de 
RD$679 .90, por concepto de Gastos capitalizables, en el 
año 1956-57; 3.— Anular, el ajuste de la suma de RD-
$1,255. 84, por concepto de Gastos de Viajes y Represen- 
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taciones no admitidos, en el año 1956-57; 4.- Anular, 
los ajustes de las sumas de RD$9,699 .30, RD$5,259. 83, RD» 
$277.80 y RD$250.05, por concepto de Diferencia en co-
misiones sobre ventas no justificadas, en los ejercicios 1957-
58, 1958-59, 1959-60 y 1960-61, respectivamente; 5.- Re-
ducir, el ajuste de la suma de RD$1,538.52, por concepto 
de Gastos Varios no justificados a la suma de RD$446.69 
en el año 1956-57; 6.- Reducir, los ajustes de las sumas 
de RD$2,354. 47; RD$9,406 . 70; RD$6,920 . 29; RD$6,716 . 1 
30 y RD$ 10,796.86, a las sumas de RD$2,119. 67, RD-
$7,815.69, RD$5,960 .45, RD$5,125 . 86 y RD$9,393 .47, por 
concepto de Gastos Diversos no admitidos por la Ley en 
los años 1957-58, 1958-59, 1959--60, 1960-61 y 1961-
62, respectivamente; 7.- Reducir, el ajuste de la suma de 
RD$1,262 .75 por concepto de compras de bebidas para uso 
ajeno a la empresa, a la suma de RD$1,685.34 por con-
cepto de cuentas malas no justificadas, a la suma de RD-
$1,247.94, en el año 1958-59; 9.- Mantener los demás 
ajustes notificados mediante comunicaciones Nos. 403, 404, 
405, 406, 407 y 408, en fecha 1 9  de julio de 1964, de esta 
Dirección General; 10.- Requer:r. del contribuyente el 
pago de las sumas de RD$9,861 .75, RD$9,825.43; RD-
$18,543 .03, RD$10,500. 47, RD$9,624 .56 y RD$14,396. 64 
por concepto del Impuesto sobre Beneficios correspondien-
te a los ejercicios 1956-57, 1957-58, 1958-59, 1959-60, 
1960-61 y 1961-62, respectivamente; 11.- Conceder, un 
plazo de diez (10) días, a partir de la fecha de notificación 
de la presente Resolución, para el pago de las sumas adeu-
dadas al Fisco; 12.- Remitir, al contribuyente seis for- 
mularios F1-53 Ref . para que efectúe el pago de las refe-
ridas sumas en una de las Colecturías de Rentas Internas'; 
b) que sobre el recurso jerárquico interpuesto por la Com-
pañía contra esa decisión, el Secretario de Estado de Fi-
nanzas dictó el día 18 de septiembre de 1968, la Resolución 
No. 540 68, cuyo dispositivo es el siguiente: "Resuelve: 
Primero: Admitir, como la presente admite, en cuanto a la 

forma, el recurso jerárquico elevado por la firma Ozama 
Trading Company, C. por A., contra la Resolución No. 
567-67, de fecha 4 de octubre del 1967, dictada por la Di-
rección General del Impuesto sobre la Renta;- Segundo: 
Modificar, como por la presente modifica, la indicada Re-
solución No. 567-67, de fecha 4 de octubre del 1967, dic-
tada por la citada Dirección General, en el sentido de re-
cucir las impugnaciones de las sumas de RD$30,000 .00, 
RD$37,000. 00, RD$23,000. 00, RDS17,000 . 00 y RD$27,- 
000.00 correspondientes a los ejercicios de los años 1957-
58, 1958-59, 1959 60, 1960-61 v 1961-62, efectuadas 
por concepto de "Remuneraciones pagadas a Directivos-Ac-
cionistas consideradas excesivas", a las simas de RD26,- 
000.00, RD$34,529 .89, RD$13,362 .30, RD$9,411 .53 y RD-
$19,828 .70, respectivamente; Tercero: Confirmar, como la 
presente confirma, en todas sus demás partes la referida 
Resolución No. 567-67, de fecha 4 de octubre del 1967; 
Cuarto: Comunicar la presente Resolución a la Dirección 
General del Impuesto sobre la Renta y a la parte intere-
sada, para los fines procedentes"; c) que sobre el recurso 
contencioso administrativo interpuesto por la Compañía, 
contra esa Resolución, intervino, la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: UNICO: 
Declara inadmisible el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por la Ozama Trading Company, C. por A., 
contra la Resolución N 9  540-68 de fecha 18 de septiembre 
de 1968, dictada por el Secretario de Estado de Finanzas, 
por no haber cumplido con lo que dispone el artículo 8 de 
Ley N9  1494 del 2 de agosto de 1947 que instituye la juris-
dicción contencioso-administrativa"; 

Considerando que la empresa recurrente invoca en su 
memorial de casación, los siguientes medios: Primer Me-
dio: Falta de base legal y violación del artículo 8, reforma-
do, de la Ley 1494 de 1947.- Segundo Medio: Violación 
del artículo 8, reformado, de la Ley 1494 de 1947 y de la 
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taciones no admitidos, en el año 1956 	57; 4.- Anular, 
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$7,815.69, RD$5,960 .45, RD$5,125 . 86 y RD$9,393 .47, por 
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RD$1,262 .75 por concepto de compras de bebidas para uso 
ajeno a la empresa, a la suma de RD$1,685.34 por con-
cepto de cuentas malas no justificadas, a la suma de RD-
$1,247.94, en el año 195W 59; 9.- Mantener los demás 
ajustes notificados mediante comunicaciones Nos. 403, 404, 
405, 406, 407 y 408, en fecha 1° de julio de 1964, de esta 
Dirección General; 10.- Requer:r. del contribuyente el 
pago de las sumas de RDS9,861 .75, RD$9,825.43; RD-
$18,543.03, RD$10,500 .47, RD$9,624 .56 y RD$14,396. 64 
por concepto del Impuesto sobre Beneficios correspondien-
te a los ejercicios 1956-57, 1957-58, 1958-59, 1959-60, 
1960-61 y 1961-62, respectivamente; 11.- Conceder, un 
plazo de diez (10) días, a partir de la fecha de notificación 
de la presente Resolución, para el pago de las sumas adeu-
dadas al Fisco; 12.- Remitir, al contribuyente seis for-
mularios F1-53 Ref . para que efectúe el pago de las refe-
ridas sumas en una de las Colecturías de Rentas Internas'; 
b) que sobre el recurso jerárquico interpuesto por la Com-
pañía contra esa decisión, el Secretario de Estado de Fi-
nanzas dictó el día 18 de septiembre de 1968, la Resolución 
No. 540 68, cuyo dispositivo es el siguiente: "Resuelve: 
Primero: Admitir, corno la presente admite, en cuanto a la 
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forma, el recurso jerárquico elevado por la firma Ozama 
Trading Company, C. por A., contra la Resolución No. 
567-67, de fecha 4 de octubre del 1967, dictada por la Di-
rección General del Impuesto sobre la Renta;- Segundo: 
Modificar, como por la presente modifica, la indicada Re-
solución No. 567-67, de fecha 4 de octubre del 1967, dic-
tada por la citada Dirección General, en el sentido de re-
cucir las impugnaciones de las sumas de RD$30,000.00, 
RD$37,000 .00, RD$23,000. 00, RD$17,000 .00 y RD$27,- 
000.00 correspondientes a los ejercicios de los años 1957-
58, 1958-59, 1959-60, 1960 61 v 1961-62, efectuadas 
por concepto de "Remuneraciones pagadas a Directivos-Ac-
cionistas consideradas excesivas", a las sumas de RD26,- 
C00 .00, RD$34,529 .89, RD$13,362.30, RD$9,411 .53 y RD-
$19,828.70, respectivamente; Tercero: Confirmar, como la 
presente confirma, en todas sus demás partes la referida 
Resolución No. 567-67, de fecha 4 de octubre del 1967; 
Cuarto: Comunicar la presente Resolución a la Dirección 
General del Impuesto sobre la Renta y a la parte intere-
sada, para los fines procedentes"; cl que sobre el recurso 
contencioso administrativo interpuesto por la Compañía, 
contra esa Resolución, intervino. la  sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: UNICO: 
Declara inadmisible el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por la Ozama Trading Company, C. por A., 
contra la Resolución N° 540-68 de fecha 18 de septiembre 
Ce 1968, dictada por el Secretario de Estado de Finanzas, 
por no haber cumplido con lo que dispone el artículo 8 de 
Ley N9  1494 del 2 de agosto de 1947 que instituye la juris-
dicción contencioso-administrativa"; 

Considerando que la empresa recurrente invoca en su 
memorial de casación, los siguientes medios: Primer Me-
dio: Falta de base legal y violación del artículo 8, reforma-
do, de la Ley 1494 de 1947.- Segundo Medio: Violación 
del artículo 8, reformado, de la Lcy 1494 de 1947 y de la 
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máxima "a lo imposible nadie está obligado". Falta de ba-
se legal.— Tercer Medio: Abuso de poder y violación del 

derecho de defensa. Cuarto Medio: Violación del artículo 
8, Reformado, de la Ley 1494 del 1947 y del 2277 del Có-
digo Civil. Falta de motivos y falta de base iegal; 

Considerando que en sus cuatro medios de casación, 
reunidos, la recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) 
que no pudo pagar los impuestos antes de interponer el 
recurso contencioso, en razón de que no le habían notifica-
do los ajustes, y por tanto, la Compañía ignoraba el "mon-
to" de lo que tenía que pagar, ni había sido autorizada a 
nacer ese pago; que la empresa se vio "obligada" a inter-
poner su recurso sin realizar el pago porque de otro modo 
la negligencia de la Dirección del Impuesto sobre la Renta, 
la habría privado de su derecho a recurrir al Tribunal Su-
perior Administrativo, ya que el plazo para interponerlo 
"se iba agotando"; que la Resolución del 18 de septiembre 
de 1968 se la notificaron por oficio del día 19 de ese mis-
mo mes, pero que la empresa la recibió el día 25; que los 
ajustes se lo llegaron a notificar el día 8 de octubre de 
1968, esto es, al día siguiente del recurso contencioso ad-
ministrativo que había interpuesto el día 7 de octubre de 
1968; b) que la Compañía recurrente concluyó ante los jue-
ces del fondo y en forma principal, solicitando que antes de 
decidir el asunto, se determine si el Secretario de Finanzas 
tiene o no facultad de interpelar, modificar o aún anular 

EU propia decisión, y que si no se acoge este pedimento, se 
le conceda un plazo de 15 días para cumplir con el art. 8 
de la ley 1494 de 1947; que la Cámara a-qua, declaró inad-

misible el recurso contencioso administrativo de la Com-
pañía sobre la base de que no se había pagado el impuesto, 
lo que implica que se rechazó ese pedimento sin dar moti-
vo alguno que justifique ese rechazamiento; e) que es abu-
sivo, arbitrario y lesivo al derecho de defensa, que el fisco 
deje transcurrir más de tres años para realizar los ajustes 

y luego exigir el pago inmediato de los mismos; d) que la 
exigencia del art. 8 de la Ley 1494 es trastornadora al li-
bre ejercicio del derecho de defensa, y no debe aplicarse a 
los casos en que, como ocurre en la especie, se ha invocado 
seriamente la prescripción de la acción y la falta de fun-
damento de la misma; pero, 

Considerando que el art 8 de la ley 1494 de 1947, dice 
así: "No se podrá recurrir al Tribunal Superior Adminis-
trativo contra la aplicación de impuestos u otros tributos 
públicos, multas y recargos, sin la debida prueba de que 
dichos impuestos, multas o recargos han sido satisfechos 
ante las autoridades correspondientes"; que de esa dispo-
sición legal resulta que cuando una persona moral o física, 
no quede conforme con alguna decisión de carácter admi-
nistrativo en relación con la aplicación de impuestos, tasas, 
derechos, multas o recargos, y desee interponer el recurso 
contencioso administrativo, debe realizar los pagos de las 
sumas que se le reclamen, aún cuando dicha persona ale-
gue la prescripción de la acción o la falta de fundamento 
de la misma, pues tales alegatos son cuestiones de fondo 
que solo procede ponderar cuando el recurso es admitido en 
la forma, esto es, después de que se haya pagado el monto 
de lo reclamado; que si el recurrente triunfa en sus ale-
gaciones, él tiene el derecho al reembolso correspondiente; 

Considerando que el plazo de 15 días que señala la ley 
para recurrir ante el Tribunal Administrativo comienza a 
correr a partir de la fecha en que el contribuyente haya 
recibido los formularios en que se autoriza a realizar el 
pago en cualquier Colecturíaá que como ese formulario lo 
recibió la empresa recurrente, el día 8 de octubre de 1968, 
e sea un día después de haber interpuesto el recurso, nada 
se oponía a que dicha entidad pagase el monto de lo que 
le autorizaron a pagar, dentro del plazo que se le concedió, 
si quería que su recurso fuese declarado admisible al tenor 
del art. 8 de la ley ya indicada; 
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deje transcurrir más de tres años para realizar los ajustes  
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bre ejercicio del derecho de defensa, y no debe aplicarse a 
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nistrativo en relación con la aplicación de impuestos, tasas, 
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gue la prescripción de la acción o la falta de fundamento 
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de lo reclamado; que si el recurrente triunfa en sus ale-
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Considerando que como en la especie el Tribunal Su-
perior Administrativo declaró inadmisible el recurso de la 
Ozama Trading Co., C. por A., sobre el fundamento que 
acaba de ser expuesto, interpretó y aplicó correctamente 
el indicado art. 8; por lo cual el medio basado en la vio-
lación de dicho texto carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que por otra parte, tan pronto como los 
jueces del fondo comprobaron que la Compañía no había 
pagado las sumas correspondientes, y como tampoco hay 
constancia en el expediente de que la empresa, (después 
de interpuesto su recurso) depositará las sumas correspon-
dientes a fin de que su pedimento fuese ponderado, es claro 
que en esas condiciones, el Tribunal a-quo no tenía que dar 
otros motivos para justificar su decisión, por lo cual los 
medios que se examinan carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando que en la materia de que se trata, no 
hay lugar a la condenación en costas; 

Por tales motivos, 'Mico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por La Ozama Trading Co., C. por A., 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Cuentas en 
funciones de Tribunal Superior Administrativo, en fecha 
31 de agosto de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1972 

   

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Manuel Petlerano Gomez, cedula 

49307, serie lra., por sí y por el Dr. Luis R. del Castnio 
Morales, cédula 40583, serie lra., abogados de la recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Néstor Caro Procurador General Admi-
nistrativo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 21 de septiembre de 1970, 
y en el cual se invoca contra la sentencia impugnada, el 
medio que luego se indica; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, el Estado 
Dominicano, suscrito por el Procurador General Adminis-
trativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante, y el artículo 1 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo del recurso de reconsideración interpuesto por la Oza-
ma Trading Co., C. por A., contra los ajustes practicados 
a sus declaraciones juradas de los ejercicios Comerciales 
comprendidos entre los años 1956 y 1962, la Dirección Ge-
neral del Impuesto sobre la Renta dictó el día 4 de Octu-
bre de 1967, la Resolución No. 567-67, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "1.—Declarar, reguiar y válido en la for-
ma, el recurso en reconsideración interpuesto por la °za-
rria Trading Co., C. por A.; 2.— Anular, el ajuste de la 
suma de RD$679.90, por concepto de Gastos capitalizables, 
en el ario 1956-57; 3.— Anular, el ajuste de la suma de 

         

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República Domi-

nicana, de fecha 31 de agosto de 1970. 

  

  

Materia: Contencioso-Administrativo. 

     

Recurrente: Ozama Trading Company, C. por A. 

Abogados: Dres. Luis R. del Castillo y Juan Manuel Pellerano. 

  

Recurrido: Estado Dominicano. 

Abogado: Dr. Néstor Caro. 

     

         

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de Enero del año 
1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como recurso de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Oza-
ma Trading Company, C. por A., ron domicilio en la casa 
No. 17 de la calle Juan Alejandro Ibarra, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Cuentas en 
funciones del Tribunal Superior Adminisrativo, en fecha 
31 de Agosto de 1970, cuyo dispositivo se copla más ade-

lante; 

14 
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49307, serie lra., por sí y por el Dr. Luis R. del Castillo 
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te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Néstor Caro Procurador General Admi-
nistrativo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 21 de septiembre de 1970, 
y en el cual se invoca contra la sentencia impugnada, el 
medio que luego se indica; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, el Estado 
Dominicano, suscrito por el Procui ador General Adminis-
trativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante, y el artículo 1 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo del recurso de reconsideración interpuesto por la Oza-
ma Trading Co., C. por A., contra los ajustes practicados 
a sus declaraciones juradas de los ejercicios Comerciales 
comprendidos entre los años 1956 y 1962, la Dirección Ge-
neral del Impuesto sobre la Renta dictó el día 4 de Octu-
bre de 1967, la Resolución No. 567-67, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "1.—Declarar, regu,ar y válido en la for-
ma, el recurso en reconsideración interpuesto por la Oza-
ma Trading Co., C. por A.; 2.— Anular, el ajuste de la 
suma de RD$679 .90, por concepto de Gastos capitalizables, 
en el año 1956-57; 3.— Anular, el ajuste de la suma de 
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RD$1,255.84, por concepto de Gastos de Viajes y Repre-
sentaciones no admitidos, en el ario 1956-57; 4.- Anular, 
los ajustes de las sumas de RD$9,693 .30, RD$5,259 .83, RD-
$277.80 y RD$250 .05, por concepto de Diferencia en co-
misiones sobre ventas no justificadas, en los ejercicios 1957 
--58,1958-59,1959-60 y 1960-61, respectivamente; 5 .- 
Reduclr, el ajuste de la suma de RD$1,538 .52, por con-
cepto de Gastos Varios no justificados a la suma de RD-
$446.69 en el año 1956-57; 6.- Reducir, los ajustes de 
las sumas de RD$2,354. 47, RD$9,406 .70, RD$6,920. 29, RD-
$6,716.30 y RD$10,796.86, a las sumas de RD$2,119 .67, 
RD$7,815.59, RD$5,960 . 45, RD$5,125 . 86 y RD$9,393 .47, 
por concepto de Gastos Diversos no admitidos por la Ley, 
en los años 1957-58, 1958-59, 1959-60, 1960-61 y 1961 
-62, respectivamente; 7.- Reducir, el ajuste de la suma 
ae RD$1,262.75 por concepto de compras de bebidas para 
uso ajeno a la empresa, a la suma de RD$631.38, en el 
año 1957-58; 8.- Reducir, el ajuste de la suma de RD-
$1,685.34 por concepto de cuentas malas no justificadas, 
a la suma de RD$1,247 .94, en el año 1958-59. 9.- Man-
tener, los demás ajustes notificados mediante comunica-
ciones Nos. 403, 404, 405, 406, 407 y 408, en fecha 1ro. de 
julio de 1964, de esta Dirección General. 10.- Requerir, 
del contribuyente el pago de las sumas de RD$9,861 .75, 
RD$9,825 .32, RD$18,543 .03, RD$10,500. 47, RD$9,624.- 
56 y RD$14,396 .64 por concepto del Impuesto sobre Be-
neficios correspondiente a los ejercicios 1956-57, 1957-
58, 1958-59, 1959-60, 1960-61 y 1961-62, respectiva-
mente; 11.- Conceder, un plazo de diez (10) días, a par-
tir de la fecha de notificación de la presente Resolución, 
para el pago de las sumas adeudadas al Fisco; 12.- Re-
mitir, al contribuyente seis formularios F1-53 Ref.  . para 
que efectúe el pago de las referidas sumas en una de las 
Colecturías de Rentas Internas"; b) que sobre el recurso 
jerárquico interpuesto por la Compañía contra esa deci-
sión, el Secretario de Estado de Finanzas dictó el día 18 

cíe septiembre de 1968, la Resolución No. 540 	68, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Resueitve; Primero: Admitir, 
como la presente admite, en cuanto a la forma, el recurso 
jerárquico elevado por la firma Ozama Trading Company, 
C. por A., contra la Resolución No. 567-67, de fecha 4 
de octubre de 1967, dictada por la Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta; Segundo: Modificar, como por la 
presente modifica, la indicada Resolución No. 567-67, de 
fecha 4 de octubre de 1967, dictada por la citada Dirección 
General, en él sentido de reducir las impugnaciones de las 
sumas de RD$30,000 . 00, RD$37,000 .00, RD$23,000. 00, RD-
$17,000.00 y RD$27,000. 00, correspondientes a los ejer-
cicios de los años 1957-58, 1958-59, 1959-60, 1960-61, 
y 1961-.62 efectuadas por concepto de "Remuneraciones 
pagadas a Directivos-Accionistas consideradas excesivas" 
a las sumas de RD$26,000 .00, RD$34,529 .89, RD$13,362. -  
30, RD$9,411 .53 y RD$19,828..A1), respectivamente; Ter-
cero: Confirmar, como la presente confirma, en todas sus 
partes, la referida Resolución No. .167-67 de fecha 4 de 
octubre del 1967; Cuarto: Comunicar la presente Resolu-
ción a la Dirección General del Impuesto sobre la Renta y 
a la parte interesada, para los fines procedentes"; c) que 
el 7 de Octubre de 1968, la Compañía elevó una instancia 
a la Secretaría de Estado de Finanzas, a fin de que dicha 
Secretaría revisara su Resolución No. 540-68 sobre la 
base de que contenía errores y omisiones; d) que en fecha 
8 de Octubre de 1968, la Secretaría de Estado de Finanzas 
dirigió a la Compañía el Oficio No. SJ-14592, que co-
piado textualmente expresa: "Señores: se les acusa recibo 
de su carta de fecha 7 de octubre del 1968, mediante la 
cual solicitan que la Resolución No. 540-68 dada por esta 
Secretaría de Estado, sea revisada, con el objeto de que 
la misma sea modificada en cuanto a los puntos señalados 
en su referida carta. Este Descacho lamenta comunicarles, 
cue la Ley No. 3861, G. O. No. 7713, del 29 de junio de 
1954, bajo cuyo imperio fue decidido el caso a que ustedes 
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uso ajeno a la empresa, a la suma de RD$631 .38, en el 
año 1957-58; 8.- Reducir, el ajuste de la suma de RD-
$1,685.34 por concepto de cuentas malas no justificadas, 
a la suma de RD$1,247.94, en el año 1958-59. 9.- Man-
tener, los demás ajustes notificados mediante comunica-
ciones Nos. 403, 404, 405, 406, 407 y 408, en fecha 1ro. de 
julio de 1964, de esta Dirección General. 10.- Requerir, 
del contribuyente el pago de las sumas de RD$9,861 .75, 
RD$9,825 . 32, RD$18,543 .03, RD$10,500. 47, RD$9,624 
56 y RD$14,396 .64 por concepto del Impuesto sobre Be-
neficios correspondiente a los ejercicios 1956-57, 1957-
58, 1958-59, 1959-60, 1960-61 y 1961-62, respectiva-
mente; 11.- Conceder, un plazo de diez (10) días, a par-
tir de la fecha de notificación de la presente Resolución, 
para el pago de las sumas adeudadas al Fisco; 12.- Re-
mitir, al contribuyente seis formularios F1-53 Ref. para 
que efectúe el pago de las referidas sumas en una de las 
Colecturías de Rentas Internas"; b) que sobre el recurso 
jerárquico interpuesto por la Compañía contra esa deci-
sión, el Secretario de Estado de Finanzas dictó el día 18 

cae septiembre de 1968, la Resolución No. 540-68, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Resueirve; Primero: Admitir, 
como la presente admite, en cuanto a la forma, el recurso 
jerárquico elevado por la firma Ozama Trading Company, 
C. por A., contra la Resolución No. 567-67, de fecha 4 
de octubre de 1967, dictada por la Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta; Segundo: Modificar, como por la 
presente modifica, la indicada Resolución No. 567-67, de 
fecha 4 de octubre de 1967, dictada por la citada Dirección 
General, en el sentido de reducir las impugnaciones de las 
sumas de RD$30,000. 00, RD$37,000 . 00, RD$23,000.00, RD-
$17,000 .00 y RD$27,000. 00, correspondientes a los ejer-
cicios de los años 1957-58, 1958-59, 1959-60, 1960-61, 
y 1961-62 efectuadas por concepto de "Remuneraciones 
pagadas a Directivos-Accionistas consideradas excesivas" 
a las sumas de RD$26,000 .00, RD$34,529 .89, RD$13,362. -  
30, RD$9,411.53 y RD$19,828..iG, respectivamente; Ter-
cero: Confirmar, como la presente confirma, en todas sus 
partes, la referida Resolución No. E67-67 de fecha 4 de 
octubre del 1967; Cuarto: Comunicar la presente Resolu-
ción a la Dirección General del Impuesto sobre la Renta y 
a la parte interesada, para los fines procedentes"; e) que 
el 7 de Octubre de 1968, la Compañía elevó una instancia 
a la Secretaría de Estado de Finanzas, a fin de que dicha 
Secretaría revisara su Resolución No. 540-68 sobre la 
base de que contenía errores y omisiones; d) que en fecha 
8 de Octubre de 1968, la Secretaría de Estado de Finanzas 
dirigió a la Compañía el Oficio No. SJ-14592, que co-
piado textualmente expresa: "Señores: se les acusa recibo 
de su carta de fecha 7 de octubre del 1968, mediante la 
cual solicitan que la Resolución No. 540-68 dada por esta 
Secretaría de Estado, sea revisada, con el objeto de que 
la misma sea modificada en cuanto a los puntos señalados 
en su referida carta. Este Descacho lamenta comunicarles, 
aue la Ley No. 3861, G. O. No. 7713, del 29 de junio de 
1954, bajo cuyo imperio fue decidido el caso a que ustedes 
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aluden, no contempla el procedimiento de revisión inter-
poesto por esa firma, por lo que el mismo debe ser deses-
timado. La Resolución precedentemente citada, únímente 
puede ser recurrida por ante el Tribunal Superior Admi-
nistrativo, de conformidad con lo que establece la Ley No. 
1494, G. O. No. 6673, del 9 de agosto del 1947 y sus mo-
dificaciones"; e) que contra esa decisión la Compañía in-
terpuso el recurso contencioso-administrativo que culminó 
con la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Unico: Declarar inadmisible el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por la Ozama Tra-
ding Company, C. por A., contra h Decisión del Secreta-
rio de Estado de Finanzas, contenida en el Oficio No. SJ-
14592, de fecha 8 de octubre de 1968, por no haber cum-
plido con lo que dispone el artículo 8 reformado por la Ley 
No. 1494 del 2 de agosto de de 1947 que instituye la ju-
risdicción contencioso-administrativa"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial, el siguiente medio de casación: Unico Falta de motivos 
y de base legal. Violación del artículo 8 de la Ley 1494 
del 2 de Agosto de 1947. 

Considerando que en su único medio de casación, la 
recurrente alega en síntesis, que ella presentó ante el Tri-
bunal a•quo, las siguientes conclusiones: "Declarar bueno 
y válido en la forma el presente recurso; Revocar en todas 
sus partes la Decisión contenida en el oficio número SJ-
14592, del señor Secretario de Estado de Finanzas de fecha 
8 de octubre de 1968, y en consecuencia; Disponer que el 
Señor Secretario de Estado de Finanzas está facultado pa-
ra corregir, interpretar o aún anular sus propias Resolu-
ciones cuando en ellas se hayan cometido errores materia-
les u omisiones en la aplicación de la Ley. Disponer que 
la concluyente no está obligada a realizar ningún pago de 
impuesto hasta tanto sea decidido el presente recurso"; 
que como se advierte esas conclusiones tendían a que se 
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estableciera si el Secretario de Finanzas estaba facultado 
o no para "corregir, interpretar o aún anular sus propias 
Resoluciones"; que, sin embargo, el Tribunal a-quo declaró 
inadmisible ese recurso sobre la única base de que no se ha-
bían pagado los impuestos, cuestión ésta que no estaba en 
ese momento en controversia; que el Tribunal a-quo al fa-
llar de ese modo rechazó implícitamente las conclusiones 
de la recurrente sin dar ningún motivo que justifique ese 
rechazamiento, por lo cual, sostiene la recurrente, que el 
fallo impugnado debe ser casado por los vicios y violaciones 
denunciados; Pero, Considerando que en la especie lo que 
se plantea en definitiva es decidir si el Secretario de Es-
tado de Finanzas debe o no reconsiderar una Resolución 
suya dictada con motivo de un recurso jerárquico; que ob-
viamente el Secretario no está obligado a hacer dicha re-
consideración en razón de que la ley no prescribe esa obli-
gatoriedad; que la decisión tomada en este sentido puede 
ser impugnada ante el Tribunal Contencioso-Administra-
tivo sin necesidad de satisfacer impuestos determinados, 
pues lo que está en el debate en ese momento es únicamen-
te la obligación o no de la autoridad jerárquica para pro-
ceder a la reconsideración solicitada, que, por consiguien-
te, en virtud de esos motivos de derecho, que son los per-
tinentes, el recurso de la Ozama Trading Co. debió ser re-
chazado y no simplemente declarado inadmisible; que, por 
tanto, suplidos así por esta Suprema Corte de Justicia los 
motivos antes dichos, por ser de derecho, la sentencia im-
pugnada resulta justificada, y el recurso contra ella inter-
puesto debe ser desestimado; 

Considerando que en la materia de que se trata, no 
procede la condenación en costas; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por la Ozama Trading Company, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Cuentas en fun-
ciones de Tribunal Superior Administrativo en fecha 31 de 
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chazado y no simplemente declarado inadmisible; que, por 
tanto, suplidos así por esta Suprema Corte de Justicia los 
motivos antes dichos, por ser de derecho, la sentencia im-
pugnada resulta justificada, y el recurso contra ella inter-
puesto debe ser desestimado; 

Considerando que en la materia de que se trata, no 
procede la condenación en costas; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por la Ozama Trading Company, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Cuentas en fun-
ciones de Tribunal Superior Administrativo en fecha 31 de 
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Agosto de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo. 

(Firmados': Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— 
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado': Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DE 1972 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 22 de febrero de 1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: René Rohmer. 
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela. 

Recurrido: Jorge de Jesús. 
Abogados: Dres. Manuel Figuereo, Féliz y Julio E. Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de enero del año 
1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por René Roh-
mer, francés, mayor de edad, empresario-empleado priva-
do, casado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
No. 118027, serie lra., contra la sentencia de fecha 22 de 
febrero de 1971, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atri- 
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Agosto de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo. 

(Firmados': Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— 
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado': Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DE 1972 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 22 de febrero de 1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: René Rohmer. 
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela. 

Recurrido: Jorge de Jesús. 
Abogados: Dres. Manuel Figuereo, Féliz y Julio E. Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de enero del año 
1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por René Roh-
mer, francés, mayor de edad, empresario-empleado priva-
do, casado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
No. 118027, serie lra., contra la sentencia de fecha 22 de 
febrero de 1971, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atri- 
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buciones laborales como tribunal de segundo grado, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en /echa 24 de abril 
de 1971, y suscrito por el Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula 
No. 13238, serie 12, abogado del recurrente, en el cual se 
invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de fecha 25 de mayo de 1971, sus-
crito por los Dres. Manuel Figueret, Féla, cédula N 9  3006 
y Julio Eligio Rodríguez, cédula No. 19665, serie 18, res-
pectivamente, abogados del recurrido Dr. Jorge de Jesús 
ó Jorge Jesús, dominicano, mayor de edad, obrero, casado, 
domiciliado y residente en la casa No. 78 de la calle Ma-
ría Mazarelli, de esta ciudad, cédula No. 73543, serie Ira ., 
en la lectura de sus conclusiones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de' haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29, 69, 70, 72, 169 y 
691 del Código de Trabajo; 51, 53 y 57 de la Ley No. 637 
de 1944, sobre Contratos de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en 
fecha 9 de diciembre de 1966, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO. Rechaza en todas sus 
partes las conclusiones de la parte demandada, por impro-
cedente y mal fundadas; SEGUNDO: Acoge en todas sus 
partes las conclusiones del demandante, por ser justas y 
reposar en prueba legal; TERCERO: Declara injustificado 

el despido y resuelto el Contrato que ligaba a las partes por 
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo; 
CUARTO: Condena al patrono José Rohmer, a pagarle al 
sef\or Jorge de Jesús, los valores correspondiente a 24 días 
de salarios por concepto de PreaviF o, 45 días por Auxilio 
de Cesantía, 15 días por Vacaciones no disfrutadas ni pa-
gadas en el año 1965, la proporción de Regalía Pascual 
Obligatoria del mismo año, así como al pago de la indem-
nización establecida en el inciso 3ro. del artículo 84 del 
Código de Trabajo todo a base de un salario de RD$40. 00 
semanales; QUINTO: Condena al patrono demandado al pa-
go de las costas del procedimiento con distracción de éstas 
en favor del Dr. Manuel Figuereo Feliz, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la apela-
ción interpuesta, la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la 
forma como en el fondo el recurso de apelación interpues-
to por el señor René Rohmer, contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 9 de di-
ciembre de 1966, dictada a favor del señor Jorge de Jesús, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta 
misma sentencia y en consecuencia Revoca integramente 
dicha decisión impugnada; SEGUNDO: Rechaza la deman-
da original incoada por el señor Jorge de Jesús contra Re-
né Rohmer por no existir relación de patrono a trabajar 
entre las partes y según los motivos expuestos: TERCERO: 
Condena, a la parte sucumbiente, Torge de Jesús, al pago 
de las costas del procedimiento de conformidad con los ar-
tículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 6 de la Lev No. 302 
del 18 de Junio de 1964, ordenando su distracción en pro-
vecho del Doctor Víctor V. Valenzuela, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; c) que sobre el recurso 
de casación interpuesto por el trabajador demandante, la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 2 de febrero de 1968, 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: Primero: 
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buciones laborales como tribunal de segundo grado, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en techa 24 de abril 
de 1971, y suscrito por el Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula 
No. 13238, serie 12, abogado del recurrente, en el cual se 
invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de fecha 25 de mayo de 1971, sus-
crito por los Dres. Manuel Figuereo Féliz, cédula N9  3006 
y Julio Eligio Rodríguez, cédula No. 19665, serie 18, res-
pectivamente, abogados del recurrido Dr. Jorge de Jesús 
ó Jorge Jesús, dominicano, mayor de edad, obrero, casado, 
domiciliado y residente en la casa No. 78 de la calle Ma-
ría Mazarelli, de esta ciudad, cédula No. 73543, serie ira., 
en la lectura de sus conclusiones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de' haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29, 69, 70, 72, 169 y 
691 del Código de Trabajo; 51, 53 y 57 de la Ley No. 637 
de 1944, sobre Contratos de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en 
fecha 9 de diciembre de 1966, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO. Rechaza en todas sus 
partes las conclusiones de la parte demandada, por impro-
cedente y mal fundadas; SEGUNDO: Acoge en todas sus 
partes las conclusiones del demandante, por ser justas y 
reposar en prueba legal; TERCERO: Declara injustificado 

el despido y resuelto el Contrato que ligaba a las partes por 
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo; 
CUARTO: Condena al patrono José Rohmer, a pagarle al 
señor Jorge de Jesús, los valores correspondiente a 24 días 
de salarios por concepto de Preaviso, 45 días por Auxilio 
de Cesantía, 15 días por Vacaciones no disfrutadas ni pa-
gadas en el año 1965, la proporción de Regalía Pascual 
Obligatoria del mismo año, así como al pago de la indem-
nización establecida en el inciso 3ro. del artículo 84 del 
Código de Trabajo todo a base de un salario de RD$40.00 
semanales; QUINTO: Condena al patrono demandado al pa-
go de las costas del procedimiento con distracción de éstas 
en favor del Dr. Manuel Figuereo Féliz, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la apela-
ción interpuesta, la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la 
forma como en el fondo el recurso de apelación interpues-
to por el señor René Rohmer, contfa sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 9 de di-
ciembre de 1966, dictada a favor del señor Jorge de Jesús, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta 
misma sentencia y en consecuencia Revoca integramente 
dicha decisión impugnada; SEGUNDO: Rechaza la deman-
da original incoada por el señor Jorge de Jesús contra Re-
né Rohmer por no existir relación de patrono a trabajar 
entre las partes y según los motivos expuestos: TERCERO: 
Condena, a la parte sucumbiente, .Torge de Jesús, al pago 
de las costas del procedimiento de conformidad con los ar-
tículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 6 de la Ley No. 302 
del 18 de Junio de 1964, ordenando su distracción en pro-
vecho del Doctor Víctor V. Valenzuela, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; c) que sobre el recurso 
de casación interpuesto por el trabaiador demandante, la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 2 de febrero de 1968, 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: Primero: 
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Casa la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
9 de mayo de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, y envia el conocimiento del 
asunto al Tribunal de Primera. Instancia de San Cristóbal 
en sus funciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado; 
Segundo: Se compensan las costas"; d) que sobre el envío 
ordenado, el Juzgado de Primera Instancia de San Cris-
tóbal, dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bue-

no y válido en cuanto la forma el pi esente recurso de ape-
lación interpuesto por René Rohmer contra sentencia de fe-
cha 9 de diciembre de 1966 dictada por el Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional; SEGUNDO; En cuanto al 
fondo, se rechazan las conclusiones presentadas por el se-
ñor René Rohmer, por improcedentes y faltas de base le-
gal, y en consecuencia se confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 

Primero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de 
la parte demandada por improcedentes y mal fundadas; Se-
gundo: Acoge en todas sus partes las conclusiones del de-
mandante, por ser justas y reposar en prueba legal; TER-

CERO: Declara injustificado el despido y resuelto el Con-
trato que ligaba a las partes por culpa del patrono y con 
responsabilidad para el mismo; CUARTO: Condena al pa-
trono René Rohmer, a pagarle al señor Jorge de Jesús ó 
Jorge Jesús, los valores correspondientes a 24 días de sa-
lario por concepto de preaviso, 45 días por auxilio de ce-
santía, 15 días por vacaciones no disfrutadas ni pagadas en 
el año 1965, la proporción de regalía pascual obligatoria del 
mismo año, así como al pago de la indemnización estable-
cida en el inciso 3ro . del artculo 84 del Código de Trabajo 
todo a base de un salario de Cuarenta Pesos (RD$40 .00) 

semanales; Quinto: Condena al patrono demandado al pa-
go de las costas del procedimiento con distracción de éstas 
en favor del Dr. Manuel Figuereo Féliz, quien afirma ha- 

berlas avanzado en su tolidad"; TERCERO: Se condena a 
la parte que sucumbe, el señor René Rohmer, al pago de 
las costas del procedimiento, según los artículos 691 del 
Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 de fecha 18 
de junio de 1964, y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho de los Dres. Manuel Figuereo Feliz y Julio 
Eligio Rodríguez, abogados que afirman estarlas avanzan-
do en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente propone en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos. Falsa Motivación; Segundo 
Medio: Falta de Base. Errada Interpretación de los hechos; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
propuesto, el recurrente sostiene en síntesis: que no es 
cierto como se afirma en la sentencia impugnada, y en la 
de la Suprema Corte de Justicia de fecha 2 de febrero de 
1968, que en el fallo casado y que dictó la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional el 9 de mayo de 1967, se dejara de 
ponderar la circunstancia de que el hoy recurrente René 
Rohmer había admitido ante el Juez de Paz que él repre-
sentaba a la empresa Manufactura de Cocina y Diversos, 
C. por A., y que fue él quien despidió al hoy recurrido sin 
llenar las formalidades legales, y oue tamuoco es cierto 
que Rohmer actuara siempre en calidad de patrono, de 
todo lo cual en el fallo que ahora se impugna se ha esti-
mado (alega el recurrente), aplicando la teoría de la apa-
riencia, que el recurrente era el patrono del recurrido de 
Jesús; pues si bien, dice el recurrente, él no ha negado ha-
ber sido patrono de Jorge de Jesús. esa situación jurídica 
cesó "cuando ambos reportaron por el cartel de horario a 
la Secretaría de Estado de Trabajo, que mucho antes del 
despido de Jorge de Jesús, ambos pasaron a ser simples 
asalariados del nuevo patrono "Manufactura de Utensilios 
de Cocina, C. por A ."; que como el tribunal de primer gra-
do es apoderado en vista del acta levantada ante las auto- 
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Casa la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
9 de mayo de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, y envia el conocimiento del 
asunto al Tribunal de Primera Instancia de San Cristóbal 
en sus funciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado; 
Segundo: Se compensan las costas"; d) que sobre el envío 
ordenado, el Juzgado de Primera Instancia de San Cris-
tóbal, dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bue-

no y válido en cuanto la forma el ri esente recurso de ape-
lación interpuesto por René Rohmer contra sentencia de fe-
cha 9 de diciembre de 1966 dictada por el Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional; SEGUNDO; En cuanto al 
fondo, se rechazan las conclusiones presentadas por el se-
ñor René Rohmer, por improcedentes y faltas de base le-
gal, y en consecuencia se confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 

Primero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de 
la parte demandada por improcedentes y mal fundadas; SP-

gundo: Acoge en todas sus partes las conclusiones del de-
mandante, por ser justas y reposar en prueba legal; TER-

CERO: Declara injustificado el despido y resuelto el Con-
trato que ligaba a las partes por culpa del patrono y con 
responsabilidad para el mismo; CUARTO: Condena al pa-
trono René Rohmer, a pagarle al señor Jorge de Jesús ó 
Jorge Jesús, los valores correspondientes a 24 días de sa-
lario por concepto de preaviso, 45 días por auxilio de ce-
santía, 15 días por vacaciones no disfrutadas ni pagadas en 
el año 1965, la proporción de regalía pascual obligatoria del 
mismo año, así como al pago de la indemnización estable-
cida en el inciso 3ro. del artculo 84 del Código de Trabajo 
todo a base de un salario de Cuarenta Pesos (RD$40 .00) 

semanales; Quinto: Condena al patrono demandado al pa-
go de las costas del procedimiento con distracción de éstas 
en favor del Dr. Manuel Figuereo Feliz, quien afirma ha- 

berlas avanzado en su tolidad"; TERCERO: Se condena a 
la parte que sucumbe, el señor René Rohmer, al pago de 
las costas del procedimiento, según los artículos 691 del 
Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 de fecha 18 
de junio de 1964, y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho de los Dres. Manuel Figuereo Feliz y Julio 
Eligio Rodríguez, abogados que afirman estarlas avanzan-
do en su totalidad"; 

Considerando que el recurrent e propone en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos. Falsa Motivación; Segundo 
Medio: Falta de Base. Errada Interpretación de los hechos; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
propuesto, el recurrente sostiene en síntesis: que no es 
cierto como se afirma en la sentencia impugnada, y en la 
de la Suprema Corte de Justicia de fecha 2 de febrero de 
1968, que en el fallo casado y que dictó la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional el 9 de mayo de 1967, se dejara de 
ponderar la circunstancia de que el hoy recurrente René 
Eohmer había admitido ante el Juez de Paz que él repre-
sentaba a la empresa Manufactura de Cocina y Diversos, 
C. por A., y que fue él quien despidió al hoy recurrido sin 
llenar las formalidades legales, y aue tan -moco es cierto 
que Rohmer actuara siempre en calidad de patrono, de 
todo lo cual en el fallo que ahora se impugna se ha esti-
mado (alega el recurrente), aplicando la teoría de la apa-
riencia, que el recurrente era el patrono del recurrido de 
Jesús; pues si bien, dice el recurrente, él no ha negado ha-
ber sido patrono de Jorge de Jesús. esa situación jurídica 
cesó "cuando ambos reportaron por el cartel de horario a 
la Secretaría de Estado de Trabajo, que mucho antes del 
despido de Jorge de Jesús, ambos pasaron a ser simples 
asalariados del nuevo patrono "Manufactura de Utensilios 
de Cocina, C. por A. "; que como el tribunal de primer gra-
do es apoderado en vista del acta levantada ante las auto- 
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ridades laborales, cuando se cita en conciliación, basta con 
examinar esa acta para advertir que el recurrente no com-
pareció en conciliación porque no tenía que hacerlo pues 
no era el patrono del trabajador reclamante, y que además 
quien firmó el reporte de despido fue el encargado del per-
sonal de la compañía, por lo cual esa era la realidad jurí-
dica y no debió fallarse por la teoría de las apariencias; 
que Jorge de Jesús bien pudo, si creía que el recurrente 
era su único patrono, hacer oponible la sentencia a la em-
presa, lo que no hizo, pues para dicho señor han valido 
más las apariencias que "la esencia del derecho"; que por 
todo ello en el fallo impugnado se ha incurrido en la des-
naturalización de los hechos y en falta de motivos; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que el tribunal de envío no se basó en lo dicho por 
esta Suprema Corte de Justicia en su sentencia del 2 de 
febrero de 1968, sino que agregó lo siguiente: "Que si el 
señor René Rohmer, acompañado de su abogado se presen-
tó ante el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
como quien había contratado al trabajador Jorge de Jesús 
c Jorge Jesús, y que lo despidió sin henar las formalida-
des requeridas por la ley sobre la materia, es evidente que 
René Rohmer es el patrono del obrero despedido y vana-
mente puede venir a pretender ahora a desvirtuar la tra-
dicional teoría de la apariencia, tratando de decir que el 
patrono no es él sino la empresa "Manufactura de Cocina 
y Diversos, C. por A."; agregando que en virtud del prin-
cipio quinto del Código de Trabajo, las obligaciones deben 
ser ejecutadas según las reglas de la buena fe, y que en la 
especie el demandado "había admitido y reconocido que des-
pidió al obrero"; que de esos hechcs pudo el juez de envío 
inferir como lo hizo, sin desnaturalizar con ello los hechos, 
sino interpretarlos, que se trataba en todo caso de un pa-
trono aparente, a quien en tales circunstancias el trabaja-
dor tenía derecho a hacer sus reclamaciones; que, además, 

en la misma exposición hecha en el memorial de casación 
a proposito cíe este meuio, el recui rente no niega haber 
tenido esa calidad anteriormente, aunque no en el momen-
to dei despido; que el hecho de que él no compareciera en 
conciliacion, lo que según el recurrente se denlo a que él 
no tenía que hacerlo porque no era el patrono del deman-
dado, no constituye un elemento de juicio que pueda im-
plicar una solución distinta por parle del juez a-quo, pues 
éste era soberano para apreciar el valor de los medios de 
prueba sometidos; que finalmente era el patrono deman-
dado, y no al demandante, al que correspondía poner en 
causa a la empresa que él cita, si estimaba que la sentencia 
debía ser oponible a dicha empresa; que, por todo ello es 
claro que no se ha incurrido en el fallo impugnado en el 
vicio de desnaturalización que se alega, ni en falta de mo-
tivos, pues por el Considerando precedentemente transcri-
to, y por todo lo que se ha venido exponiendo, se advierte 
que dicho fallo contiene motivos suficientes y pertinentes 
que lo justifican, por lo cual el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo y último 
medio sostiene el recurrente que la sentencia impugnada 
"se ha bastado a sí misma" al hacer la interpretación y 
crítica del fallo de la Suprema Corte de Justicia del día 2 
ée febrero de 1968 que casó la sentencia anterior de la Cá-
mara de Trabajo, y que "al obrar así ha realizado una 
errada interpretación de los hechos", y ha incurrido en el 
vicio de falta de base legal; pero . 

Considerando que como se advierte el recurrente no 
ha fundamentado el medio propuesto, según lo exige el ar-
tículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ya que 
no basta enunciar los medios de casación, sino que es pre-
ciso desarrollarlos; que, en efecto, el recurrente se limita 
más bien a reiterar los argumentos del primer medio, que 
ya ha sido examinado y desestimado con los motivos per-
tinentes; 



tl 
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ridades laborales, cuando se cita en conciliación, basta con 
examinar esa acta para advertir que el recurrente no com-
pareció en conciliación porque no tenía que hacerlo pues 
no era el patrono del trabajador reclamante, y que además 
quien firmó el reporte de despido fue el encargado del per-
sonal de la compañía, por lo cual esa era la realidad jurí-
dica y no debió fallarse por la teoría de las apariencias; 
que Jorge de Jesús bien pudo, si creía que el recurrente 
era su único patrono, hacer oponible la sentencia a la em-
presa, lo que no hizo, pues para dicho señor han valido 
más las apariencias que "la esencia del derecho"; que por 
todo ello en el fallo impugnado se ha incurrido en la des-
naturalización de los hechos y en falta de motivos; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que el tribunal de envío no se basó en lo dicho por 
esta Suprema Corte de Justicia en su sentencia del 2 de 
febrero de 1968, sino que agregó lo siguiente: "Que si el 
señor René Rohmer, acompañado de su abogado se presen-
tó ante el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
como quien había contratado al trabajador Jorge de Jesús 
c Jorge Jesús, y que lo despidió sin llenar las formalida-
des requeridas por la ley sobre la materia, es evidente que 
René Rohmer es el patrono del obrero despedido y vana-
mente puede venir a pretender ahora a desvirtuar la tra-
dicional teoría de la apariencia, tratando de decir que el 
patrono no es él sino la empresa "Manufactura de Cocina 
y Diversos, C. por A."; agregando que en virtud del prin-
cipio quinto del Código de Trabajo, las obligaciones deben 
ser ejecutadas según las reglas de la buena fe, y que en la 
especie el demandado "había admitido y reconocido que des-
pidió al obrero"; que de esos hechcs pudo el juez de envío 
inferir como lo hizo, sin desnaturalizar con ello los hechos, 
sino interpretarlos, que se trataba en todo caso de un pa-
trono aparente, a quien en tales circunstancias el trabaja-
dor tenía derecho a hacer sus reclamaciones; que, además,  
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en la misma exposición hecha en el memorial de casación 
a proposito ae este meaio, el recurrente no niega hacer 
tenido esa calidad anteriormente, aunque no en el momen-
to del despido; que el hecho de que éi no comoareciera en 
conciliacion, lo que según el rectu-rente se deuró a que él 
no tenía que hacerlo porque no era el patrono del deman-
dado, no constituye un elemento de juicio que pueda im-
plicar una solución distinta por parte del juez a-quo, pues 
éste era soberano para apreciar el valor de los medios de 
prueba sometidos; que finalmente era el patrono deman-
dado, y no al demandante, al que correspondía poner en 
causa a la empresa que él cita, si estimaba que la sentencia 
debía ser oponible a dicha empresa; que, por todo ello es 
claro que no se ha incurrido en el fallo impugnado en el 
vicio de desnaturalización que se alega, ni en falta de mo-
tivos, pues por el Considerando precedentemente transcri-
to, y por todo lo que se ha venido exponiendo, se advierte 
que dicho fallo contiene motivos suficientes y pertinentes 
que lo justifican, por lo cual el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo y último 
medio sostiene el recurrente que la sentencia impugnada 
"se ha bastado a sí misma" al hacer la interpretación y 
crítica del fallo de la Suprema Corte de Justicia del día 2 
de febrero de 1968 que casó la sentencia anterior de la Cá-
mara de Trabajo, y que "al obrar así ha realizado una 
errada interpretación de los hechos", y ha incurrido en el 
vicio de falta de base legal; pero, 

Considerando que como se advierte el recurrente no 
ha fundamentado el medio propuesto, según lo exige el ar-
ticulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ya que 
no basta enunciar los medios de casación, sino que es pre-
ciso desarrollarlos; que, en efecto, el recurrente se limita 
más bien a reiterar los argumentos del primer medio, que 
ya ha sido examinado y desestimada con los motivos per-
tinentes; 



Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por René Rohn&er, contra la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones laborales, 
como tribunal de segundo grado, en fecha 22 de febrero de 
1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho de 
los Dres. Manuel Figuereo Feliz y Julio Eligio Rodríguez, 
abogados del recurrido quienes arrman haberlas avanzado 
en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia . —José A . Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 

de fecha 24 de febrero de 1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ramón Salado. 

Abogado: Dr. Rafael Rodriguez Peguero. 

Recurrido: Defecto. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pania-
gua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de enero 
de 1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Salado (a) Moncho, industrial, cédula No. 24151, serie lra., 
domiciliado y residente en la casa No. 19 de la calle "An-
tonio Maceo", de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 
24 de febrero de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por René Rohnker, contra la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones laborales, 
corno tribunal de segundo grado, en fecha 22 de febrero de 
1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho de 
los Dres. Manuel Figuereo Féliz y Julio Eligio Rodríguez, 
abogados del recurrido quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia . —José A . Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 19'72 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 24 de febrero de 1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ramón Salado. 
Abogado: Dr. Rafael Rodriguez Peguero. 

Recurrido: Defecto. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pania-
gua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de enero 
de 1972, años 128' de la Independencia y 109' de la 11,s-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuestó por Ramón 
Salado (a) Moncho, industrial, cédula No. 24151, serie 1ra., 
domiciliado y residente en la casa No. 19 de la calle "An-
tonio Maceo", de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 
24 de febrero de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula No. 

12935, serie Ira., abogado del recurrente en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 20 de 
abril de 1971, suscrito por el abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justicia 
de fecha 30 de Junio de 1971, cuyo dispositivo dice así: 
"Declarar el defecto de los recurridos José Perón, Rafael 
de Jesús Gutiérrez y Valentín Gutiérrez, en el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Salado, contra sentencia 
pronunciada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal en fecha 24 de febrero de mil novecientos setenta y 
uno"; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, letra J de la Constitución 
de la República; 1315 del Código Civil; 77 y 78 del Código 
de Trabajó; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 
letra b del Reglamento No. 8015 para la liquidación de 
salarios, invocados por el recurrente; y 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
hecha al actual recurrente por los recurridos, el Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 2 
de abril de 1970, una sentencia con el siguiente dispositi-
vo: "Fallas Primero: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia pública contra laparte demandada, por no haber 
comparecido, no obstante citación legal; Segundo: Declara 
injustificados los despidos y resueltos los contratos de tra- 

bajo que ligaban a las partes, por culpa del patrono y con 
responsabilidad para el mismo; Tercero: Condena al patro-
no Ramón Salado (Moncho) a pagarle a los demandantes 
las prestaciones siguientes: a Marcela Baldera, 24 días de' 
salario por concepto de preaviso, 45 días por auxilio de 
cesantía, 14 días por vacaciones no disfrutadas ni pagadas, 
la proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 1969, 
así como a la indemnización establecida por el inciso 3ro. 
del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD-
$50.00 semanales, a Rafael Tobías Díaz, y Juan Antonio 
Daz, 12 y 12 días por preaviso, 10 y 10 días por auxilio de 
cesanta, 9 y 9 días por vacaciones y la proporción de Re-
galía Pascual Obligatoria del año 1969, la indemnización 
establecida por el inciso tercero del artículo 84 del Código 
de Trabajo, todo a base de RD$23 75 mensuales; a Rafael 
de Js. Gutiérrez, 24 días de salario por concepto de pre-
aviso, 15 días por auxilio de cesantía, 14 días por vacacio-
nes y la Proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 
1969, asi como la indemnización establecida por el inciso 
3ro. del artículo 8 del Código de Trabajo, todo a base de 
$23.75 semanales; a José Piron 12 días por preaviso, 10 
días por auxilio de cesantía, 8 días por vacaciones y la 
proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 1969, 
así corno indemnización establecida por el inciso 3ro. del 
artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD$23.75 
semanales, a Apolinar Díaz, 6 días de salario por concepto 
de preaviso, la Proporción de Regalías Pascual Obligatoria 
del abo 1969, así como la indemnización establecida por el 
inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a 
base de $23.75 semanales; y a Valentín Gutiérrez, 25 días 
de salario por concepto de preaviso 45 días por auxilio de 
cesantía, 14 dias por vacaciones, la proporción de Regalía 
Pascual Obligatoria del año 1969, y la indemnización es-
tablecida por el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de 
Trabajo, todo a base de $23.75 semanales; Cuarto: Con-
dena a Ramón Salado (Moncho) al pago de las costas, y 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula No. 

12935, serie lra., abogado del recurrente en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 20 de 
abril de 1971, suscrito por el abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justicia 
de fecha 30 de Junio de 1971, cuyo dispositivo dice así: 
"Declarar el defecto de los recurridos José Perón, Rafael 
de Jesús Gutiérrez y Valentín Gutiérrez, en el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Salado, contra sentencia 
pronunciada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal en fecha 24 de febrero de mil novecientos setenta y 
uno"; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, letra J de la Constitución 
de la República; 1315 del Código Civil; 77 y 78 del Código 
de Trabajo; 141 del Código de Prccedimiento Civil; y 1 
letra b del Reglamento No. 8015 para la liquidación de 
salarios, invocados por el recurrente; y 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
hecha al actual recurrente por lo.; recurridos, el Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 2 
de abril de 1970, una sentencia con el siguiente dispositi-
vo: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia pública contra la parte demandada, por no haber 
comparecido, no obstante citación legal; Segundo: Declara 
injustificados los despidos y resueltos los contratos de tra- 
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bajo que ligaban a las partes, por culpa del patrono y con 
responsabilidad para el mismo; Tercero: Condena al patro-
no Ramón Salado (Mancho) a pagarle a los demandantes 
las prestaciones siguientes: a Marcela Baldera, 24 días de 
salario por concepto de preaviso, 45 días por auxilio de 
cesantía, 14 días por vacaciones no disfrutadas ni pagadas, 
la proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 1969, 
así como a la indemnización establecida por el inciso 3ro. 
del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD-
$50.00 semanales, a Rafael Tobías Díaz, y Juan Antonio 
Daz, 12 y 12 días por preaviso, 10 y 10 días por auxilio de 
cesanta, 9 y 9 días por vacaciones y la proporción de Re-
galía Pascual Obligatoria del año 1969, la indemnización 
establecida por el inciso tercero del artículo 84 del Código 
de Trabajo, todo a base de RD$23 75 mensuales; a Rafael 
de Js. Gutiérrez, 24 días de salario por concepto de pre-
aviso, 15 días por auxilio de cesantía, 14 días por vacacio-
nes y la Proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 
] 969, asi como la indemnización establecida por el inciso 
3ro. del artículo 8 del Código de Trabajo, todo a base de 
$23.75 semanales; a José Piron 12 días por preaviso, 10 
días por auxilio de cesantía, 8 días por vacaciones y la 
proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 1969, 
así como indemnización establecida por el inciso 3ro. del 
artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD$23 .75 
semanales, a Apolinar Díaz, 6 días de salario por concepto 
de preaviso, la Proporción de Regalías Pascual Obligatoria 
del abo 1969, así como la indemnización establecida por el 
inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a 
base de $23.75 semanales; y a Valentín Gutiérrez, 25 días 
de salario por concepto de preavisa 45 días por auxilio de 
cesantía, 14 dias por vacaciones, la proporción de Regalía 
Pascual Obligatoria del año 1969, y la indemnización es-
tablecida por el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de 
Trabajo, todo a base de $23.75 semanales; Cuarto: Con-
dena a Ramón Salado (Moncho) al pago de las costas, y 
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Ordena la distracción de las mismas en provecho del Dr. 
Arnaury Justo Duarte, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; b) Que sobre apelación del demandado, la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 24 
de febrero de 1971, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido tanto en la forma como en el fon-
do el recurso de apelación incoado por Ramón Salado con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 2 de abril de 1970, en favor 
de Marcelino Baldera, Rafael Tobías Díaz, Juan Antonio 
Díaz y Apolinar Díaz, y en consecuencia Revoca en todas 
sus partes dicha sentencia impugnada en lo que a ellos se 
refiere y rechaza la demanda or'ginal incoada por ellos 
contra el señor Ramón Salado; SEGUNDO: Condena a di-
chos señores Marcelino Baldera, Rafael Tobías Díaz, Juan 
Antonio Díaz y Apol:nar Díaz, al pago de las costas del 
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de 
la Ley No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del Código 
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de abril de 
de Trabajo; Tercero: Declara regular y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación incoado por Ramón 
Salado contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 2 de abril de 1970 que 
dio ganancia de causa a Rafael de Jesús Gutiérrez, 
Valentín Gutiérrez y José Piron; CUARTO: Relativ-
vamente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y con-
firma la sentencia impugnada en cuanto a ellos se refiere, 
con excepción de las condenaciones correspondientes a Jo-
sé Piron que reduce a sólo doce días por preaviso, diez de 
cesantía, y ocho de vacaciones, según los motivos expues-
tos; QUINTO: Condena al señor Ramón Salado, parte su-
cumbiente en cuanto a estos últimos tres reclamantes, al 
pago de las costas del procedimiento de conformidad con 
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio del 
1964 y 691 del Código de Trabajo s  ordenando su distrac- 

ción en favor del Dr. Julio Aníbal Suárez y Dr. Amaury 
Justo Duarte, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

       

       

       

       

       

       

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: V lo-
lación de la Primera Parte de la Letra J) del articwo 
de la Constitución del Estado; Segundo Medio: V ioiacion 
del principio que rige la prueba al hacer una errónea apli-
cación del Art. 1315 del Código Civil; Violación de los 
Arts. 77 y 78, incisos 4o. y 13o. del Código de Trabajo; 
Violación del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil 
al existir una notoria contradicción entre los motivos y el 
dispositivo de la sentencia recurrida; Violación de los prin-
cipios que rigen la prueba y con ello, de las disposiciones 
del Art. 1315 del Código Civil: Violación de la Regla eri-
gida por la letra b)— del Reglamento No. 8015 para la 
liquidación de los salarios y prestaéiones causados en las 
labores regidas por un Contrato de Trabajo; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
alega el recurrente que en el Juzgado de Paz se falló el 
caso, sin él haber sido legalmente citado; que en apelación 
se ordenó un informativo el cual se efectuó el 29 de sep-
tiembre de 1970; que ese día su abogado Dr. Adames Félix 
fue llamado a Elías Piña porque su padre estaba agónico, y 
se ausentó creyendo que el abogado de la otra parte pe-
diría un aplazamiento; que estando él (el recurrente) en 
el salón de audiencia el Juez lo llamó y él le dijo que "era 
incierto todo lo que dicen"; que e3az no son —a juicio del 
recurrente— conclusiones que pusieran al juez en condicio-
nes a dirimir la litis; que, además, el juez acordó a su con-
traparte 10 días para depositar documentos y un escrito 
ampliativo, y no al recurrente, lo cual era obligatorio para 
la equidad en el debate; que, por ello estuvo violada la 
Constitución de la República en el artículo 8, inciso J; 
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Ordena la distracción de las mismas en provecho del Dr. 
Amaury Justo Duarte, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; b) Que sobre apelación del demandado, la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 24 
de febrero de 1971, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido tanto en la forma como en el fon-
do el recurso de apelación incoado por Ramón Salado con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 2 de abril de 1970, en favor 
de Marcelino Baldera, Rafael Tobías Díaz, Juan Antonio 
Díaz y Apolinar Díaz, y en consecuencia Revoca en todas 
sus partes dicha sentencia impugnada en lo que a ellos se 
refiere y rechaza la demanda orginal incoada por ellos 
contra el señor Ramón Salado; SEGUNDO: Condena a di-
chos señores Marcelino Baldera, Rafael Tobías Díaz, Juan 
Antonio Díaz y Apolinar Díaz, al pago de las costas del 
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de 
la Ley No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del Código 
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de abril de 
de Trabajo; Tercero: Declara regular y vaádo en cuanto 
a la forma el recurso de apelación incoado por Ramón 
Salado contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 2 de abril de 1970 que 
dio ganancia de causa a Rafael de Jesús Gutiérrez, 
Valentín Gutiérrez y José Piron; CUARTO: Relativ-
vamente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y con-
firma la sentencia impugnada en cuanto a ellos se refiere, 
con excepción de las condenaciones correspondientes a Jo-
sé Piron que reduce a sólo doce días por preaviso, diez de 
cesantía, y ocho de vacaciones, según los motivos expues-
tos; QUINTO: Condena al señor Ramón Salado, parte su-
cumbiente en cuanto a estos últimos tres reclamantes, al 
pago de las costas del procedimiento de conformidad con 
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio del 
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrae- 

ción en favor del Dr. Julio Aníbal Suárez y Dr. Amaury 
Justo Duarte, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: V lo-
lación de la Primera Parte de la Letra J) del articu.o 
de la Constitución del Estado; Segundo Medio: Vioiacion 
del principio que rige la prueba al hacer una errónea apli-
cación del Art. 1315 del Código Civil; Violación de los 
Arts. 77 y 78, incisos 4o. y 13o. del Código de Trabajo; 
Violación del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil 
al existir una notoria contradicción entre los motivos y el 
dispositivo de la sentencia recurrida; Violación de los prin-
cipios que rigen la prueba y con ello, de las disposiciones 
del Art. 1315 del Código Civil: Violación de la Regla eri-
gida por la letra b)— del Reglamento No. 8015 para la 
liquidación de los salarios y prestaCiones causados en las 
labores regidas por un Contrato de Trabajo; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
alega el recurrente que en el Juzgado de Paz se falló el 
caso, sin él haber sido legalmente citado; que en apelación 
se ordenó un informativo el cual se efectuó el 29 de sep-
tiembre de 1970; que ese día su abogado Dr. Adames Félix 
fue llamado a Elías Piña porque su padre estaba agónico, y 
se ausentó creyendo que el abogado de la otra parte pe-
diría un aplazamiento; que estando él (el recurrente) en 
el salón de audiencia el Juez lo llamó y él le dijo que "era 
incierto todo lo que dicen"; que esas no son —a juicio del 
recurrente— conclusiones que pusieran al juez en condicio-
nes a dirimir la litis; que, además, el juez acordó a su con-
traparte 10 días para depositar documentos y un escrito 
ampliativo, y no al recurrente, lo cual era obligatorio para 
la equidad en el debate; que, por ello estuvo violada la 
Constitución de la República en el artículo 8, inciso J; 

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

           

              



Considerando que habiendo el juez concedido diez días 
de plazo a la parte ahora recurrida, la que estaba as_stida 
por su abogado, para que sometiera un escrito de amplia-
ción y documentos, debió concederle igual plazo al ape-
lante, para mantener así el equilibro en los debates; sobre 
todo que el apelante no estaba allí asistido por su abogado, 
lo cual el juez comprobó; y si bien dicho apelante no 
pidió plazo el juez debió para Koreger su defensa, acor-
darle igual oportunidad que a la otra parte, a fin de que 
produjera sus objeciones, si las tenía; que, en tales condi-
ciones se lesionó el derecho de defensa de dicho recurrente 
que es en definitiva lo que él alega; por lo cual el fallo 
impugnado debe ser casado, sin necesidad de ponderar los 
otros medios y alegatos del recurrente; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando un fallo es casado por vioil ción de reglas procesa-
les, cuyo cumplimiento está a cargo de los jueces, de con-
formidad con el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentenci dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
24 de febrero de 1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte nterior del presente fallo; y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, en sus funciones laborales, como' tribunal de se-
gundo grado; Segnmdo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-- Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mi, Secretario General 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que habiendo el juez concedido diez días 
de plazo a la parte ahora recurrida, la que estaba as.stida 
por su abogado, para que sometiera un escrito de amplia-
ción y documentos, debió concederle igual plazo al ape-
lante, para mantener así el equilibrLo en ios debates; sobre 
todo que el apelante no estaba ahí asistido por su abogado, 
lo cual el juez comprobó; y si bien dicho apelante no 
pidió plazo el juez debió para proteger su defensa, acor-
darle igual oportunidad que a la otra parte, a fin de que 
produjera sus objeciones, si las tenía; que, en tales condi-
ciones se lesionó el derecho de defensa de dicho recurrente 
cue es en definitiva lo que él alega; por lo cual el fallo 
impugnado debe ser casado, sin necesidad de ponderar los 
otros medios y alegatos del recurrente; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando un fallo es casado por vioit ción de reglas procesa-
les, cuyo cumplimiento está a cargo de los jueces, de con-
formidad con el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentenci dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
24 de febrero de 1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte nterior del presente fallo; y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, en sus funciones laborales, como tribunal de se-
gundo grado; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvar:z Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mi, Secretario General 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Valverde, 
de lecha 30 de abril de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Faustino Martínez. 
Abogado: Dr. Ramón Octavio Portella. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A . Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audienlias, en la ciudad de Santc Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 14 de enero del año 1972, años 
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Faustino 
Martínez, dominicano, mayor de edad, chofer, casado, do-
miciliado y residente en la calle Alberto Bogaert No. 16, 
de la ciudad de Mao, Provincia de Valverde, cédula No. 
6344, serie 34, contra la sentencia de fecha 30 de abril de 
1971, dictada en sus atribuciones correccionales por el Juz-
gado de Primera Instancia de Valverde, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 30 de abril de 1971, 

a requerimiento del Dr. Ramón Octavio Portella, cédula 
No. 6620, serie 34, abogado del recurrente, y a nombre de 
éste, en la cual no se expone ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 74 y 75 de la Ley No. 241, 
ae 1967; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un choque entre dos vehículos ocurrido el 3 de mar-
zo de 1971, en la ciudad de Mao, Provincia de Valverde, 
el Juzgado de Paz de dicho Municipio, regularmente apo-
derado, dictó en fecha 12 de marzo de 1971, una sentencia 
cuyo dispositivo figura inserto en el del fallo impugnado; 
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Faustino Martínez, el Juzgado de Primera Instancia 
de Valverde, actuando como tribunal de segundo grado, dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA .  PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Ramón Octavio Portela, abogado, a nom-
bre y representación del nombrado Faustino Martínez, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de este Muni-
cipio, en fecha (12) de marzo de (1971), cuya parte dispo-
sitiva dice así: "Primero: Se pronuncia el descargo para el 
nombrado Ramón Antonio Fernández, por el mismo no ha-
ber violado ningún precepto de la Ley No. 241, sobre trán-
sito de vehículos de motor ni ninguna ordenanza Muni-
cipal; Segundo: Se declara culpable de violación a la Ley 

1' 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Valverde, 
de fecha 30 de abril de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Faustino Martínez. 
Abogado: Dr. Ramón Octavio Portella. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audienlias, en la ciudad de Santc Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 14 de enero del año 1972, años 
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Faustino 
Martínez, dominicano, mayor de edad, chofer, casado, do-
miciliado y residente en la calle Alberto Bogaert No. 16, 
de la ciudad de Mao, Provincia de Valverde, cédula No. 
6344, serie 34, contra la sentencia de fecha 30 de abril de 
1971, dictada en sus atribuciones correccionales por el Juz-
gado de Primera Instancia de Valverde, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 30 de abril de 1971, 
a requerimiento del Dr. Ramón Octavio Portella, cédula 
No. 6620, serie 34, abogado del recurrente, y a nombre de 
éste, en la cual no se expone ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 74 y 75 de la Ley No. 241, 
de 1967; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un choque entre dos vehículos ocurrido el 3 de mar-
zo de 1971, en la ciudad de Mao, Provincia de Valverde, 
el Juzgado de Paz de dicho Municipio, regularmente apo-
derado, dictó en fecha 12 de marzo de 1971, una sentencio 
cuyo dispositivo figura inserto en el del fallo impugnado; 
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Faustino Martínez, el Juzgado de Primera Instancia 
de Valverde, actuando como tribunal de segundo grado, dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Ramón Octavio Portela, abogado, a nom-
bre y representación del nombrado Faustino Martínez, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de este Muni-
cipio, en fecha (12) de marzo de (1971), cuya parte dispo-
sitiva dice así: "Primero: Se pronuncia el descargo para el 
nombrado Ramón Antonio Fernández, por el mismo no ha-
ber violado ningún precepto de la Ley No. 241, sobre trán-
sito de vehículos de motor ni ninguna ordenanza Muni-
cipal; Segundo: Se declara culpable de violación a la Ley 
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No. 241 sobre tránsito de vehículos de motor al nombrado 
Faustino Martínez y en consecuencia, se le impone el pago 
de Cinco Pesos Oro (RD$5.00) de multa; y Tercero: Conde-
na además a dicho prevenido al pago de las costas"; SE-
GUNDO: Que, obrando por contrario imperio se confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida; y TERCERO: Que 
debe condenar y condena a dicho recurrente Faustino Mar-
tínez, al pago de las costas"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, el tribunal a-quo dio por establecido: a) 

que el día 3 de marzo de 1971 ocurrió un choque entre dos 
vehículos en la ciudad de Mao, en la intersección de la ca-
lle 19 de Marzo y Sabana Larga, como consecuencia del cual 
sufrió desperfectos el vehículo conducido por Ramón An-
tonio Fernández; b) que Fernández transitaba por la calle 
19 de Marzo que es de preferencia, y el prevenido recu-
rrente por la calle Sabana Larga, admitiendo este último 
que había "talbia fresca y mucha arena y no pudo frenar"; 
e) que Fernández había alcanzado ya la intersección de la 
calle 19 de Marzo, cuando el recurrente con el vehículo 
que manejaba "le dio" al otro automóvil; d) que no observó 
la regla de detenerse o de frenar para evitar el choque; 

Considerondo que los hechos así establecidos configu-
ran la infracción prevista en el artículo 74 de la Ley No . 
241, de 1967, que obliga a ceder el paso a todo vehículo 
que viniere de otra vía pública y cue ya hubiese entrado 
en la intersección; hecho sancionado por el artculo 75 de la 
misma ley, con multa de cinco a veinte y cinco pesos; que, 
en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente a cin-
co pesos de multa, el Juzgado a-quo le aplicó una sanción 
ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que ccncierne el interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Faustino Martínez, contra la senten-
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Valver-
de, en atribuciones correccionales, en fecha 30 de abril de 
1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido recu-
rrente al pago de las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiamo.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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No. 241 sobre tránsito de vehículos de motor al nombrado 
Faustino Martínez y en consecuencia, se le impone el pago 
de Cinco Pesos Oro (RDS5.00) de multa; y Tercero: Conde-
na además a dicho prevenido al pago de las costas"; SE-
GUNDO: Que, obrando por contrario imperio se confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida; y TERCERO: Que 
debe condenar y condena a dicho recurrente Faustino Mar-
tínez, al pago de las costas"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, el tribunal a-quo dio por establecido: a) 
que el día 3 de marzo de 1971 ocurrió un choque entre dos 
vehículos en la ciudad de Mao, en la intersección de la ca-
lle 19 de Marzo y Sabana Larga, como consecuencia del cual 
sufrió desperfectos el vehículo conducido por Ramón An-
tonio Fernández; b) que Fernández transitaba por la calle 
19 de Marzo que es de preferencia, y el prevenido recu-
rr ente por la calle Sabana Larga, admitiendo este último 
que había "talbia fresca y mucha arena y no pudo frenar"; 
e) que Fernández había alcanzado ya la intersección de la 
calle 19 de Marzo, cuando el recurrente con el vehículo 
que manejaba "le dio" al otro automóvil; d) que no observó 
la regla de detenerse o de frenar para evitar el choque; 

Considerondo que los hechos así establecidos configu-
ran la infracción prevista en el artículo 74 de la Ley No. 
241, de 1967, que obliga a ceder el paso a todo vehículo 
que viniere de otra vía pública y cue ya hubiese entrado 
en la intersección; hecho sancionado por el artculo 75 de la 
misma ley, con multa de cinco a veinte y cinco pesos; que, 
en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente a cin-
co pesos de multa, el Juzgado a-quo le aplicó una sanción 
ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que ccncierne el interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Faustino Martínez, contra la senten-
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Valver-
de, en atribuciones correccionales, en fecha 30 de abril de 
1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido recu-
rrente al pago de las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiamo.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— Josá 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 17 

de diciembre de 1970. 

Materia: Tierras. 

Reourente:s: Heráclito Enrique Alvarez Concepción y compartes 

Abogados: Dres. Federico C. Alvarez hijo y Pablo A. Carlo D. y 

Lic. José S. Reynoso Lora. 

Recurrido: Yamil B. Taveras Alvarez. 

Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 17 de Enero de 1972, años 128' de la Independencia 
y 109' de la Restauración, dicta en audiencia púbica, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heráclito 
Enrique Alvarez Concepción, dominicano, soltero, mayor de 
edad, cédula No . 304, serie 1ra. ; Pericles Manuel Alvarez 
Concepción, dominicano, mayor de edad, casado, hacendado, 
cédula NQ 420, serie 41; Plinio Israel Alvarez Concepción, 
aominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, cédula No.  

177616, serie ira., y Juan Luis Alvarez Polanco, domini-
cano, mayor de edad, casado, come: ciante, cédula No. 84, 
serie 41, domiciliados en Montecristi, contra la sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras del 17 de diciembre del 
1970, dictada en relación con las Parcelas Nos. 10, 18 y 37 
del Distrito Catastral No . 4 del Municipio de Dajabón, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fe-

derico C. Alvarez, hijo, por sí y en representación del Dr. 
Pablo Arnulfo Carlo D. y el Lic. José Reinoso Lora, abo-
gados de los recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Clyde 
Eugenio Rosario, cédula 47910, serie 31, abogado del re-
currido, que es, Yamil Boanerges 3 averas Alvarez, domi-
nicano, mayor de edad, casado, empleado público, domici-
liado en Villa Tapia, cédula No. 26822, serie 47; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 11 de 
febrero de 1971, por los abogados de los recurrentes, en el 
cual se proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 9 de 
marzo del 1971 por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula 
No. 47910, serie 31, abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos invocados por los recurrentes, 
los cuales se mencionan más adelante, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) 
que con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Su-
perior dé Tierras en fecha 7 de mayo del 1967 por Yamil 
Boanerges Taveras Alvarez, con el fin de que se le decla- 
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177616, serie  ira., y Juan Luis Alvarez Polanco, domini-
cano, mayor de edad, casado, come: ciante, cédula No. 84, 
serie 41, domiciliados en Montecristi, contra la sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras del 17 de diciembre del 
1970, dictada en relación con las Par celas Nos. 10, 18 y 37 
del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Dajabón, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fe-

derico C. Alvarez, hijo, por sí y en representación del Dr. 
Pablo Arnulfo Carlo D. y el Lic. José Reinoso Lora, abo-
gados de los recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Clyde 
Eugenio Rosario, cédula 47910, serie 31, abogado del re-
currido, que es, Yanail Boanerges 1 avenas Alvarez, domi-
nicano, mayor de edad, casado, empleado público, domici-
liado en Villa Tapia, cédula No. 26322, serie 47; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 11 de 
febrero de 1971, por los abogados de los recurrentes, en el 
cual se proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 9 de 
marzo del 1971 por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula 
No. 47910, serie 31, abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos invocados por los recurrentes, 
los cuales se mencionan más adelante, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo .siguiente: "a) 
que con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Su-
perior de Tierras en fecha 7 de mayo del 1967 por Yamil 
Boanerges Taveras Alvarez, con el fin de que se le decla- 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Damiadeana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuci 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 17 de Enero de 1972, años 128' de la Independencia 
y 109' de la Restauración, dicta en audiencia púbica, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heráclito 
Enrique Alvarez Concepción, dominicano, soltero, mayor de 
edad, cédula No. 304, serie lra. ; Pericles Manuel Alvarez 
Concepción, dominicano, mayor de edad, casado, hacendado, 

cédula N9  420, serie 41; Plinio Israel Alvarez Concepción, 
aominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, cédula No. 
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rara hijo legítimo de los finados esposos Francisco Taveras 
Martínez y Cándida Matilde Alvarez, el Juez de Jurisdic-
ción Original del Tribunal de Tierras designado al efecto, 
dictó una sentencia en fecha 17 de mayo del 1968, por la 
cual acogió el pedimento del actual recurrente tendiente 
a los fines antes indicados; b) qu sobre el recurso de ape-
lación de Heráclito E. Alvarez y compartes intervino la 
sentencia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 1.—
Se admite en la forma y se acoge, en cuanto al fondo, el 
recurso de apelación interpuesto en fecha 27 de mayo de 
1968, por el Lic. Juan Pablo Ramos F., a nombre de los 
señores Heráclito E. Alvarez y Compartes, contra la De-
cisión No. 1 de fecha 17 de mayo del año 1968, dictada 
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en re-
lación con las Parcelas Nos. 10, 11, 18 y 37 del Distrito 
Catastral No. 4, del Municipio de Dajabón, y Parcelas Nos. 
1, 7, 8, 12 y 16 del D. C. No. 21 del Municipio de Monte. 
Cristy; 2. —Se rechaza, por improcedente e infundada, la 
reclamación hecha por el señor Yamil Boanerges Taveras 
Alvarez, en el sentido de que se le declare como hijo le-
gítimo de los finados esposos Francisco Taveras Martínez 
y Cándida Matilde Alvarez, y que en tal virtud se incluya 
en la Sucesión del finado Lic. Luis Israel Alvarez Cabre-
ra, rechazándose por vía de consecuencia sus conclusiones 
de audiencia; 3.— Se revoca en todas sus partes la Deci-
sión recurrida, y se mantiene en todos sus efectos, la Re-
solución de fecha 11 de diciembre del 1962, dictada por es-
te Tribunal Superior la cual determinó los herederos del 
finado Lic. Israel Alvarez Cabrera"; c) que sobre el recur-
so de casación interpuesto contra esta última sentencia, por 
Yamil Boanerges Taveras Alvarez, la Suprema Corte de 
Justicia dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: Pri-
mero: Casa la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, 
del 28 de marzo del 1969, dictada en relación con las Par-
celas Nos. 10, 18 y 37 del Distrito Catastral No. 4 del 
Municipio de Dajabón, cuyo dispositivo se copia en parte 

anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el 
mismo Tribunal Superior de Tierras. Segundo: Compensa 
!as costas"; d) que sobre el envío dispuesto por la Suprema 
Corte de Justicia, intervino la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 1ro. Se acoge en la 
forma y se rechaza en cuanto al fondo, el recurso de ape-
lación interpuesto el 27 de Mayo del 1968, por el Lic. Juan 
Pablo Ramos F. a nombre y en representación de los se-
ñores Heráclito É. Alvarez y compartes, contra la Deci-
sión No. 1 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original el 17 de Mayo del 1968, en relación con 
las Parcelas Nos. 10, 18 y 37 del Distrito Catastral No. 
4 del Municipio de Dajabón, y 1, 7, 8, 12 y 16 del Distrito 
Catastral No. 21 del Municipio de Monte Cristy.— 2do.: 
Se confirma en todas sus partes, la Decisión más arriba 
indicada, cuyo dispositivo dice así: lro.— Que debe aco-
ger y acoge la instancia de fecha 7 de marzo de 1967, di-
rigida al Tribunal Superior de Tierras por el Dr. Clides 
Eugenio Rosario, a nombre del señor Yamil Boanerges Ta-
veras Alvarez; 2do.— Declarar que las únicas personas 
con capacidad legal para recibir los bienes relictos del fi-
nado Luis Israel Alvarez Cabrera, son su cónyuge supervi-
viente, común en bienes señora María del Carmen Bonne-
lly viuda Alvarez, sus hijos legítimos Heráclito Enrique, 
Pericles Manuel, Plinio Israel Alvarez Concepción, Yamil 
Boanerges Taveras Alvarez, en representación de su fina-
da madre Cándida Matilde Alvarez viuda Taveras y su hi-
jo natural reconocido Juan Luis Alvarez, en la proporción 
de un 50% para la primera y el 50% restante en favor de 
los cinco últimos, para que se dividan según sea de dere-
cho; 3ro.— Ordenar al Registrador de Títulos del Depar-
tamento de Santiago, lo siguiente: I. Cancelar los Certi-
ficados de Títulos Nos. 128 relativo a la Parcela No. 10 
del Distrito Catastral No. 4 del Munic ,pio de Dajabón, 86 
y 87, relativos a las Parcelas Nos. 8 y 16 del Distrito Ca-
tastral No. 21 del Municipio de Monte Crísty, (los cuales 
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rara hijo legítimo de los finados esposos Francisco Taveras 
Martínez y Cándida Matilde Alvarez, el Juez de Jurisd,c-
ción Original del Tribunal de Tierras designado al efecto, 
dictó una sentencia en fecha 17 de mayo del 1968, por la 
cual acogió el pedimento del actual recurrente tendiente 
a los fines antes indicados; b) qu sobre el recurso de ape-
lación de Heráclito E. Alvarez y compartes intervino la 
sentencia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 1.—
Se admite en la forma y se acoge, en cuanto al fondo, el 
recurso de apelación interpuesto en fecha 27 de mayo de 
1968, por el Lic. Juan Pablo Ramos F., a nombre de los 
señores Heráclito E. Alvarez y Compartes, contra la De-
cisión No. 1 de fecha 17 de mayo del año 1968, dictada 
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en re-
lación con las Parcelas Nos. 10, 11, 18 y 37 del Distrito 
Catastral No. 4, del Municipio de Dajabón, y Parcelas Nos. 
1, 7, 8, 12 y 16 del D. C. No. 21 del Municipio de Monte. 
Cristy; 2. —Se rechaza, por improcedente e infundada, la 
reclamación hecha por el señor Yamil Boanerges Taveras 
Alvarez, en el sentido de que se le declare como hijo le-
gítimo de los finados esposos Francisco Taveras Martínez 
y Cándida Matilde Alvarez, y que en tal virtud se incluya 
en la Sucesión del finado Lic. Luis Israel Alvarez Cabre-
ra, rechazándose por vía de consecuencia sus conclusiones 
de audiencia; 3.— Se revoca en todas sus partes la Deci-
sión recurrida, y se mantiene en todos sus efectos, la Re-
solución de fecha 11 de diciembre del 1962, dictada por es-
te Tribunal Superior la cual determinó los herederos del 
finado Lic. Israel Alvarez Cabrera"; c) que sobre el recur-
so de casación interpuesto contra esta última sentencia, por 
Yamil Boanerges Taveras Alvarez, la Suprema Corte de 
Justicia dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: Pri-
mero: Casa la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, 
del 28 de marzo del 1969, dictada en relación con las Par-
celas Nos. 10, 18 y 37 del Distrito Catastral No. 4 del 
Municipio de Dajabón, cuyo dispositivo se copia en parte 
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anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el 
mismo Tribunal Superior de Tierras. Segundo: Compensa 
las costas"; d) que sobre el envío dispuesto por la Suprema 
Corte de Justicia, intervino la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 1ro. Se acoge en la 
forma y se rechaza en cuanto al fondo, el recurso de ape-
lación interpuesto el 27 de Mayo del 1968, por el Lic. Juan 
Pablo Ramos F. a nombre y en representación de los se-
ñores Heráclito É. Alvarez y compartes, contra la Deci-
sión No. 1 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original el 17 de Mayo del 1968, en relación con 
las Parcelas Nos. 10, 18 y 37 del Distrito Catastral No. 
4 del Municipio de Dajabón, y 1, 7, 8, 12 y 16 del Distrito 
Catastral No. 21 del Municipio de Monte Cristy.— 2do. : 
Se confirma en todas sus partes, la Decisión más arriba 
indicada, cuyo dispositivo dice así: lro.— Que debe aco-
ger y acoge la instancia de fecha 7 de marzo de 1967, di-
rigida al Tribunal Superior de Tierras por el Dr. Clides 
Eugenio Rosario, a nombre del señor Yamil Boanerges Ta-
v eras Alvarez; 2do.— Declarar que las únicas personas 
con capacidad legal para recibir los bienes relictos del fi-
nado Luis Israel Alvarez Cabrera, son su cónyuge supervi-
viente, común en bienes señora María del Carmen Bonne-
lly viuda Alvarez, sus hijos legítimos Heráclito Enrique, 
Pericles Manuel, Plinio Israel Alvarez Concepción, Yamil 
Boanerges Taveras Alvarez, en representación de su fina-
da madre Cándida Matilde Alvarez viuda Taveras y su hi-
jo natural reconocido Juan Luis Alvarez, en la proporción 
de un 50% para la primera y el 50% restante en favor de 
los cinco últimos, para que se dividan según sea de dere-
cho; 3ro.— Ordenar al Registrador de Títulos del Depar-
tamento de Santiago, lo siguiente: I. Cancelar los Certi-
ficados de Títulos Nos. 128 relativo a la Parcela No. 10 
del Distrito Catastral No. 4 del Muni&pio de Dajabón, 86 
y 87, relativos a las Parcelas Nos. 8 y 16 del Distrito Ca-
tastral No. 21 del Municipio de Monte Cristy, (los cuales 
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sustituyeron) a los Certificados de Títulos Nos. 58, 52 y 65) 
para que en su lugar expida otros que amparen el derecho 
de propiedad de las mismas en favor de los señores María 
del Carmen Bonnelly viuda Alvarez, Heráclito Enrique Al-
varez Concepción, Pendes Manuel Alvarez Concepción, 
Plinio Israel Alvarez Concepción, Yamil Boanerges Tave-
ras Alvarez y Juan Luis Alvarez, en la proporción de un 
50% para la primera, y el 50% restante en favor de los 
cinco últimos, para que se subdividan según sea de dere-
cho; II.— Cancelar el Certificado de Título No. 126, re-
lativo a la Parcela No. 37 del Distrito Catastral No. 4 
¿I.  el Municipio de Dajabón, que sustituyó al Cert. No. 57) 
para que en su lugar expida otro que ampare el derecho 
de propiedad de la misma, en la siguiente forma y pro-
porción: a) 124 Has., 75 As., 14 Cas., en favor del Estado 
Dominicano; b) El resto y sus mejoras, o sea 112 Has., 20 
As., 64 Cas., en favor de los señores María del Carmen 
Bonnelly Viuda Alvarez, Heráclito Enrique Alvarez Con-
cepción, Pendes Manuel Alvarez Concepción, Plinio Israel 
Alvarez Concepción, Yamil Boanerges Taveras Alvarez y 
Juan Luis Alvarez, en la proporción de un 50% para la 
primera y el 50% restante en favor de los cinco últimos 
para que se dividan según sea de derecho. III. — Cancelar 
el Certiifcado de Título No. 88, relativo a la Parcela No. 
1 del Distrito Catastral No. 21 del Municipio de Monte 
Cristy, (que sustituyó al Cert. No. 86) para que en su lu 
gar expida otro que ampare el derecho de propiedad de la 
misma, en la siguiente forma y proporción; a) 63 Has., 68 
As., 89 Cas., en favor del señor Manuel F. Tavarez; b) 
63 Has., 68 As., 89 Cas., en favor de los señores María 
del Carmen Bonnelly Viuda Alvarez, Heráclito Enrique 
Alvarez Concepción, Pendes Manuel Alvarez Concepción, 
Plinio Israel Alvarez Concepción, Yamil Boanerges Tave-
ras Alvarez y Juan Luis Alvarez, en la proporción de un 
50% para la primera y el 50% restante en favor de los 
cinco últimos, para que se dividan según sea de derecho; 

IV.— Cancelar el Certificado de Título No. 127 relativo 
a la Parcela No. 18 del Distrito Catastral No. 4 del Mu-
nicipio de Dajabón, que sustituyó el Cert. de Título No 
74) y expedir otro en su lugar que ampare el derecho de 
propiedad de la misma, en favor de los señores Heráclito 
Enrique Alvarez Concepción, Pendes Manuel Alvarez Con-
cepción, Plinio Israel Alvarez Concepción, Yamil Boaner-
ges Taveras Alvarez y Juan Luis Alvarez, para que se sub-
dividan según sea de derecho; Haciéndose constar el gra-
vamen hipotecario que figura anotado en el Certificado de 
Título cuya cancelación se ordena; V. Cancelar el Cer-
tificado de Título No. 53, relativo a la Parcela No. 12 del 
Distrito Catastral No. 21 del Municipio de Monte Cristy, 
para que en su lugar expida otro en favor de los señores 
Heráclito Enrique Alvarez Concepción, Perides Manuel 
Alvarez Concepción, Plinio Israel Alvarez Concepción, Ya-
mil Boanerges Taveras Alvarez y Juan Luis Alvarez, para 
que se subdividan según sea de derecho; V. Se hace cons-
tar que según la certificación del Registrador de Títulos. del 
Departamento de Santiago, las parcelas siguientes están 
afectadas de la siguiente manera: a) En la parcela No. 1 
del D. C. 21, de Monte Cristy existe una hipoteca judicial 
a favor de la Compañía Industrial Maderera, C. por A., 
por la suma de RD$10,743 . 61, sobre los derechos de Pe-
rieles Manuel Alvarez Concepción y a favor del Estado 
Dominicano un embargo sobre los derechos de Manuel Ru-
bio Alonso por valor de RD$3,221 .63; b) En la parcela No. 
8, D. C. 21 de Monte Cristy existe una hipoteca judicial 
a favor de la Compañía Industrial Maderera, C. por A., 
por la suma de RD810.743 .61 sobre los derechos de Peri-
eles Manuel Alvarez Concepción; c) En la parcela No. 12 
del D. C. 21, Monte Cristy existe un privilegio apl APri-
mensor Gustavo P. Casanova por la suma de RDIR20.12 
y sobre los derechos de Pendes Manuel Alvarez Concep-
ción una hipoteca judicial a favor de la Comnafl- ía Indus-
trial Maderera, C. por A., por la suma de RD$10,743 . 61 ; 
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IV.— Cancelar el Certificado de Título No. 127 relativo 
a la Parcela No. 18 del Distrito Catastral No. 4 del Mu-
nicipio de Dajabón, que sustituyó el Cert. de Título No 
74) y expedir otro en su lugar que ampare el derecho de 
propiedad de la misma, en favor de los señores Heráclito 
Enrique Alvarez Concepción, Pendes Manuel Alvarez Con-
cepción, Plinio Israel Alvarez Concepción, Yamil Boaner-
ges Taveras Alvarez y Juan Luis Alvarez, para que se sub-
dividan según sea de derecho; Haciéndose constar el gra-
vamen hipotecario que figura anotado en el Certificado de 
Título cuya cancelación se ordena; V. Cancelar el Cer-
tificado de Título No. 53, relativo a la Parcela No. 12 del 
Distrito Catastral No. 21 del Municipio de Monte Cristy, 
para que en su lugar expida otro en favor de los señores 
Heráclito Enrique Alvarez Concepción, Pendes Manuel 
Alvarez Concepción, Plinio Israel Alvarez Concepción, Ya-
mil Boanerges Taveras Alvarez y Juan Luis Alvarez, para 
ciue se subdividan según sea de derecho; V. Se hace cons-
tar que según la certificación del Registrador de Títulos. del 
Departamento de Santiago, las parcelas siguientes están 
afectadas de la siguiente manera: a) En la parcela No. 1 
del D. C. 21, de Monte Cristy existe una hipoteca judicial 
a favor de la Compañía Industrial Maderera, C. por A., 
por la suma de RD$10,743 .61, sobre los derechos de Pe-
rieles Manuel Alvarez Concepción y a favor del Estado 
Dominicano un embargo sobre los derechos de Manuel Ru-
bio Alonso por valor de RD$3,221 .63; b) En la parcela No. 
8, D. C. 21 de Monte Cristy existe una hipoteca judicial 
a favor de la Compañía Industrial Maderera, C. por A., 
por la suma de RD810.743 .61 sobre los derechos de Peri-
eles Manuel Alvarez Concepción; c) En la parcela No. 12 
del D. C. 21, Monte Cristy existe un privileein del Agri-
mensor Gustavo P. Casanova por fa suma de RDIR20.12 
y sobre los derechos de Pendes Manuel Alvarez Concep-
ción una hipoteca judicial a favor de la Comnafiís, Indus-
trial Maderera, C. por A., por la suma de RD$10,743 .61; 
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d) En la parcela No. 16, del D. C. 21, Monte Cristy existe 
una hipoteca judicial a favor de la Compañía Industrial 
Maderera, C. por A ., por la suma de RD$10,743.61; d) En 
la parcela No. 16, del D. C. 21, Monte Cristy' existe una 
hipoteca judicial a favor de la Compañía Industrial Ma-
derera, C. por A.', por la suma de RD$10,743.61 sobre los 
derechos de Pericles Manuel Alvarez Concepción; 4to 
Ordenar al Secretario del Tribunal de Tierras, que una vez 
por él recibido el plano definitivo relativo a la parcela 
No. 7 del Distrito Catastral No. 21 del Municipio de Mon-
te Cristy, proceda a expedir el correspondiente Decreto de 
Registro, en la siguiente forma: Parcela No. 7: Area: 133 
Has., 47 As., 95 Cas.— a) 19 Hectáreas, y sus mejoras, en 
favor de los señores Heráclito Enrique Alvarez Concep-
ción, ,Pericles Manuel Alvarez Concepción, Plinio Israel 
Alvarez Concepción, Yamil Boanerges Táveras Alvarez y 
Juan Luis Alvarez, para que se subdividan según sea de 
derecho; b) El resto, o sea la cantidad de 114 Has., 47 As., 
95 Cas., se declara comunero". 

Considerando, que los recurrentes proponen, en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Contradicción entre el dispositivo de la sentencia recurri-
da y los documentos del expediente, falta de motivos y 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, al no tener en cuenta los documentos transcritos en la 
página número seis de la sentencia del Juez de Jursidic-
&in original de fecha 17 de mayo de 1918: Segundo Medio: 
Violación del artículo 321 del Código Civil y falsa aplica-
ción del artículo 322 del mismo Código. falta de base legal 
y de motivos v violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil al considerar como posesión del estado de 
hilo legítimo la declaración de nacimiento. la  de bautismo, 
la cédula de identidad personal y otros hechos posteriores, 
sin responder las conclusiones de los actuales recurrentes 
sobre el lugar de nacimiento de Yamil Boanerges y sobre el  

nombre de su madre; Tercer Medio: Falta de respuesta a 
las conclusiones de los actuales recurrentes, contradicción 
áe los motivos entre sí y con el dispositivo, falta de motivos 
y violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, al dejar de examinar y decidir los hechos relativos 
al nacimiento de Yamil Boanerges; 

Considerando, que en el primer medio de casación los 
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que no obs-
tante haber ellos apelado contra la sentencia del Juez de 
Jurisdicción Original y haber depositado los documentos 
que aparecen transcritos en la página 6 de dicho fallo, el 
Tribunal Superior no los menciona en su fallo; que esos do-
cumentos consisten en actos en que constan que Alfredo Ca-
breja y Pedro Gómez, declararon lo siguiente: el primero; 
que en el año 1930, su hermana María Ramona Cabreja le 
había conferido la guarda y cuidado de su hijo Yamil Boa-
nerges, cuando a penas tenía 15 días de nacido, a Fran-
cisco Taveras Martínez y a Cándida Matilde Alvarez; y el 
segundo, quien informó, que, más o menos, en el año 1930 
estando de visita en la casa de María Ramona Cabreja, lle-
gó a la casa de ésta Francisco Taveras Martínez, quien dijo 
que había ido en busca del niño que ella le había ofrecido 
a su esposa, para cuidarlo y educarlo como su propio hijo; 
que el Tribunal a-quo, agregan los recurrentes, no dio mo-
tivos erí su sentencia en relación con esos documentos; pero, 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa, en síntesis, lo siguiente: que del conjunto de las 
pruebas sometidas por las partes los jueces comprobaron 
que Yamil Boanerges Taveras Alvarez fue tratado, respe-
tado y tenido como hijo del matrimonio Taveras Alvarez, 
o sea que éste tenía la posesión de estado de hijo legítimo 
de dichos esposos; que, además, su acta de nacimiento está 
conteste con dicha posesión de estado; que, consta tam-
bién en dicha sentencia que conforme al artículo 322 del 
Código Civil nadie puede oponerse al estado del que tiene 
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en su favor una posesión conforme con su acta de naci-
miento; , 

Considerando, que los Jueces del fondo para llegar a 
la conclusion ani.es expresada se basan en el conjunto de 
todos los medios cte prueba que les fueron sometidos; que 
el valor de los elementos de juicio que pueden connwarar 
la posesion de estado de hijo es una cuesuon cte hecho ue la 
soneiana apreciacion de los jueces del fondo que no puede 
ser censurada en casación; que, en cuanto a lo que a,.egan 
los recurrentes de que el Tribunal a-quo no examinó los 
documentos en que constan las declaraciones de Alfredo 
Cabreja y Pedro Gómez, que el contexto de la sentencia no 
deja dudas de que ellas fueron examinadas, ya que en el 
preámbulo de la sentencia consta que la sentencia de juris-
dicción orig.nal, impugnada en apelación en la cual se 
transcribieron esos documentos según alegan los recurren-
tes, fue examinada por el Tribunal a-quo; que, además, los 
recurrentes no han demostrado que ellos presentaran a los 
jueces del fondo algún pedimento específico en ese sentido; 
que en tales condiciones el primer medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en los medios segundo y tercero, re-
unidos, de su memorial los recurrentes alegan, en síntesis, 
lo siguiente: que el Tribunal a-quo no estableció en su sen-
tencia, a pesar de haberse presentado conclusiones al res-
pecto, el lugar en donde nació Yamil Boanerges; que en 
echa sentencia se violaron los artículos 321 *y 322 del Có-
digo Civil y 141 del Código de Procedimiento Civil al con-
siderar como posesión de estado la declaración de nací. 
miento, el acta de bautismo y la cédula personal de iden-
tidad, y otros hechos posteriores; que los testigos presen-
tados por los recurrentes afirmaron que Francisco Tave-
ras Martínez declaró a varias personas, cuando Yamil Boa-
nerges tenía 2 (dos) años de edad, que el niño se lo había 
regalado una mujer de Sabaneta; pero 

Considerando, que para establecer la posesión de es-
tado de hijo no es indispensable que los jueces oeterminen 
el lugar de nacimiento del que reclama su conuicion de 
hijo legitimo; sino comprobar, si existen las circunstan-
cias que demuestran que ia persona que la reclama na re-
cibido el tratamiento de parte de sus padres y del publico 
en general, de hijo de dichos padres; que los jueces del 
formo pudieron, tal como lo hicieron, acoger, para tunda-
mentar su decisión en ese sentido, aquellas declaraciones 
testimoniales que les fueron mas verosímiles y sinceras; 
que, además, dichos jueces para decidir el caso en la forma 
que lo hicieron no se fundaron solamente en las declara-
ciones testimoniales aportadas al debate, sino también en 
la referida acta de nacimiento y los demás documentos del 
expediente, entre los cuales figuran los señalados en sus 
alegatos por los recurrentes, y, del conjunto de esos ele-
mentos de prueba formaron su convicción en el sentido ya 
expuesto; por lo que los medios que se examinan carecen 
de fundamento y deben ser desestimados, también; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal y de 
motivos; que lo expuesto precedentemente y el examen de 
la sentencia impugnada muestran que ésta contiene motivos 
de hecho y de derecho, suficientes, pertinentes y congruen-
tes que justifican su dispositivo; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sació interpuesto por Heráclito Enrique Alvarez Concep-
ción, Pericles Manuel Alvarez Concepción, Plinio Israel Al-
varez Concepción y Juan Luis Alvarez Polanco contra la 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras, del 17 de di-
ciembre del 1970, dictada en relación con las Parcelas Nos. 
10. 18 y 37 del Distrito Catastral No . 4 del Municipio de 
Dajabón, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas, con distracción en provecho del Dr. 
Clyde Eugenio Rosario ,abogado del recurrido, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manual 
D Bergés Chupani— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo .— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresadas y 
fue firmada, leída y nublicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DE 1972 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación. de Santo Domingo de 

fecha 11 de febrero de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Corporación Dominicana de Electricidad y La Sea 

Rafael, C. por A. 

Abogado: Lic. Rafael Rincón hijo. 

Recurrido: Manuel Benitez. 

Abogads: Dres. Carlos M. Romero Butten y José Rodríguez 

Conde. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manu& 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 19 de enero del año 1972, años 128' de la Indepen-
dencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Cor-
poración Dominicana de Electricidad, empresa autónoma 
del Estado, constituída y organizada de acuerdo con la Ley 

LICLIMINT JUDIC/AL 	 61 60 	 BOLETIN JUDICIAL 



HCILIDT/N JUDICIAL 	 61 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DE 1972 

sentencia impugnada: Corte de Apelación. de Santo Domingo de 

fecha 11 de febrero de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Corporación Dominicana de Electricidad y La Saa 

Rafael, C. por A. 

Abogado: Lic. Rafael Rincón hijo. 

Recurrido: Manuel Benitez. 

Abogads: Dres. Carlos M. Romero Butten y José Rodríguez 

Conde. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manue! 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 19 de enero del año 1972, años 128' de la Indepen-
dencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Cor-
poración Dominicana de Electricidad, empresa autónoma 
del Estado, constituida y organizada de acuerdo con la Ley 

60 	 BOLETIN JUDICIAL 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manual 
D Bergés Chupani— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar José A. Paniagua Mateo .— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresadas y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo. 



62 	 BOLETIN JUDICIAL 

N9  4115 de fecha 21 de abril de 1965, con su domicilio y 
oficina principal en la Avenida Independencia (Centro de 
los Héroes, de Constanza, Maimón y Estero Hondo) de esta 
ciudad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A ., 
:sociedad comercial con su domicilio y oficina principal en 
la calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de Ma-
corís, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 11 de 
febrero de 1971, dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Rafael Rincón hijo, cédula No. 87, serie 

47, abogado de las recurrentes en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Carlos P. Romero Butten, cédula No. 
99577, serie lra., por sí y por el Dr. José A. Rodríguez 
Conde, cédula No. 28590, serie 56, abogados del recurrido 
Manuel Benítez, dominicano, mayor de edad, de este do-
micilio y residencia, cédula No. 122435, serie 1ra., en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 24 de 
mayo de 1971, y suscrito por el abogado de las recurren-
tes, en el cual se invocan los medios de casación que se 
i nician más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de agosto de 
1971, suscrito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil, invocados por las recurren-
tes; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda civil en reparacion de danos y perjui-
cios, intentada por Manuel Benítez, contra la Corporación 
Dominicana de Electricidad, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 31 de 
julio de 1969, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Rechaza, por los motivos precedentemen-
te expuestos, la Demanda Civil en Reparación de Daños y 
Perjuicios incoada por Manuel Benítez contra la Corpora-
ción Dominicana de Electricidad, según acto de emplaza-
miento introductivo de instancia instrumentado y notifica-
do por el ministerial Juan Luis Díaz Fontana, Alguacil 
Ordinario de la Segunda Cámara de lo Penal del Distrito 
Nacional, en fecha 15 de abril de 1968; SEGUNDO: Con-
dena a Manuel Benítez, parte demandante que sucumbe, 
al pago de las costas al abogado Licenciado Rafael Rincón 
hijo, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 
b) que sobre el recurso del demandante, la Corte de Ape-
irción de Santo Domingo dictó en fecha 11 de febrero de 
1971, la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por el se-
ñor Manuel Benítez, contra sentencia de la Cámara de lo 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
31 de julio de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado ante-
4.eriormente; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de la in • 
timada, la Corporación Dominicana de Electricidad, así 
corno las formuladas por la Compañía de Seguros "San Ra-
fael, C. por A.", demanda en intervención forzosa, por 
improcedentes e infundadas; TERCERO: Acoge, en su ma-
yor parte, las conclusiones presentadas por el apelante 
Manuel Benítez, y la Corte obrando por contrario imperio 
y autoridad propia, revoca en todas sus partes la senten- 
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N9  4115 de fecha 21 de abril de 1965, con su domicilio y 
oficina principal en la Avenida Independencia (Centro de 
los Héroes, de Constanza, Maimón y Estero Hondo) de esta 
ciudad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A ., 
1.:ociedad comercial con su domicilio y oficina principal en 
la calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de Ma-
corís, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 11 de 
febrero de 1971, dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Rafael Rincón hijo, cédula No. 87, serie 

47, abogado de las recurrentes en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Carlos P. Romero Butten, cédula No. 
99577, serie lra., por sí y por el Dr. José A. Rodríguez 
Conde, cédula No. 28590, serie 56, abogados del recurrido 
Manuel Benítez, dominicano, mayor de edad, de este do-
micilio y residencia, cédula No. 122435, serie 1ra., en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 24 de 
mayo de 1971, y suscrito por el abogado de las recurren-
tes, en el cual se invocan los medios de casación que se 
inician más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de agosto de 
1971, suscrito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil, invocados por las recurren-
tes; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda civil en reparación de danos y perjui-
cios, intentada por Manuel Benítez, contra la Corporación 
Dominicana de Electricidad, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 31 de 
julio de 1969, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Rechaza, por los motivos precedentemen-
te expuestos, la Demanda Civil en Reparación de Daños y 
Perjuicios incoada por Manuel Benítez contra la Corpora-
ción Dominicana de Electricidad, según acto de emplaza-
miento introductivo de instancia instrumentado y notifica-
do por el ministerial Juan Luis Díaz Fontana, Alguacil 
Ordinario de la Segunda Cámara de lo Penal del Distrito 
Nacional, en fecha 15 de abril de 1968; SEGUNDO: Con-
dena a Manuel Benítez, parte demandante que sucumbe, 
al pago de las costas al abogado Licenciado Rafael Rincón 
hijo, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 
b) que sobre el recurso del demandante, la Corte de Ape-
!rción de Santo Domingo dictó en fecha 11 de febrero de 
1971, la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por el se-
ñor Manuel Benítez, contra sentencia de la Cámara de lo 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de feche.
31 de julio de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado ante-
+.eriormente; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de la in 
timada, la Corporación Dominicana de Electricidad, así 
como las formuladas por la Compañía de Seguros "San Ra-
fael, C. por A.", demanda en intervención forzosa, por 
improcedentes e infundadas; TERCERO: Acoge, en su ma-
yor parte, las conclusiones presentadas por el apelante 
Manuel Benítez, y la Corte obrando por contrario imperio 
y autoridad propia, revoca en todas sus partes la senten- 
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cia recurrida, y en consecuencia, Condena a la Corporación 
Dominicana de Electricidad, a pagar en favor del señor 
Manuel Benítez, la suma de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos), 
como justa reparación de los daños morales y materiale3 
por éste sufridos, con, motivo del accidente de que se trata; 
CUARTO: Condena a la intimada al pago de las costas, or 
denando su distracción en favor de los doctores Carlos P . 
Romero Butten y José A. Rodríguez Conde, quienes afir-
nian estarías avanzando en su mayor parte; QUINTO: Or-
dena que la presente sentencia sea oponible a la Compa-
ñía de Seguros "San Rafael, C . por A.", en su condición 
de entidad aseguradora"; 

Considerando que las recurrentes proponen en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Desnaturalización de Documento. Falta de Base Legal. Au-
sencia de Motivos; Segundo Medio: Violación y falsa apli-
cación del artículo 1384, párrafo primero, del Código Civil . 
Desconocimiento del Estado actual de nuestra . jurispruden-
cia y del país de origen de nuestra legislación en relación 
con el artículo violado; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
de su recurso, reunidos, las recurrentes, exponen y alegan 
en síntesis, lo siguiente: que la Corte a-qua desnaturalizó 
la comunicación del 30 de abril de 1968 dei superinten- 
dente de líneas de la Corporación Dominicana de Electri- 
cidad contentiva de las informaciones suministradas acer- 
ca del accidente en que resultó lesionado el obrero Manuel 
Benítez, porque "en esa comunicación se niega en forma 
categórica que se produjera la explosión del transforma- 
dor; y que los fusibles del mismo se quemaron a consecuen- 

i cia de haberse caído sobre las líneas secundarias del ten- 
dido eléctrico el obrero Benítez, que fue la causa de que 
éste sufriera las quemaduras"; que la Corte a-qua al "de- 
sechar las comprobaciones" contenidas en la referida co- 
municación y "pasar su sentencia en simples conjeturas" 

sin dar para ello motivos especiales que las justifiquen no 
sólo incurrió en la desnaturalización de dicho documento, 
sino de además en los vicios de falta de base legal y ausen. 
cia de motivos; que la Corte a-qua incurrió también en el 
fallo impugnado en una falsa aplicación del artículo 1384 
del Código Civil, al referirse a la presunción de responsa-
bilidad a cargo de la Corporación recurrente porque "no 
basta una intervención cualquiera de la cosa ,sino que es 
preciso que esa intervención sea activa, y que la cosa a 
la vez sea la causa generadora del daño"; que en este mis-
mo orden de ideas, la sentencia impugnada" descarta el 
hecho de que el transformador explotara, pero retiene "la 
realidad de la quemazón, de los fusibles de dicho transfor-
mador y que esa quemazón fue la razón de que la víctima 
cayera al suelo desde el poste, lo que constituye una falsa 
aplicación del citado texto legal"; y que finalmente, la cau-
sa del accidente tuvo su origen en la propia imprudencia 
de la víctima porque ésta no tomó las debidas precaucio-
nes al subirse al poste del tendido eléctrico; que por tanto, 
la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifestó, que mediante la ponderación de los docu-. 
mentos y demás elementos de juicios aportados al debate, 
la Corte dio por establecido; a) que en la tarde del día 
de marzo de 1968 se encontraba pintando un poste del 
tendido eléctrico perteneciente a la Corporación Domini-
cana de Electricidad, al obrero Manuel Benítez, por orden 
de su patrona la Oficina de Fiscalización de Obras e In. 
versiones del Estado; b) que en dicho poste situado en la 
Avenida Jiménez Moya, de esta ciudad, se encuentra co-
locado un transformador; e) que mientras Benítez realizaba 
su labor, se produjo la "quemadura" de los fusibles del 
indicado transformador, lo aue provocó que el obrero ca-
yera al suelo desde lo alto del poste; d) que a consecuencia 
de esa caída sufrió las lesiones que constan en el Certificado 
Médico correspondiente y e) que tanto el poste como el 
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cia recurrida, y en consecuencia, Condena a la Corporación 
Dominicana de Electricidad, a pagar en favor del señor 
Manuel Benítez, la suma de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos), 
como justa reparación de los daños morales y materiales 
por éste sufridos, con, motivo del accidente de que se trata; 
CUARTO: Condena a la intimada al pago de las costas, or 
denando su distracción en favor de los doctores Calaos P . 
Romero Butten y José A. Rodríguez Conde, quienes afir-
man estarles avanzando en su mayor parte; QUINTO: Or-
dena que la presente sentencia sea oponible a la Compa-
ñía de Seguros "San Rafael, C . por A.", en su condición 
de entidad aseguradora"; 

Considerando que las recurrentes proponen en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Desnaturalización de Documento. Falta de Base Legal. Au-
sencia de Motivos; Segundo Medio: Violación y falsa apli-
cación del artículo 1384, párrafo primero, del Código Civil . 
Desconocimiento del Estado actual de nuestra jurispruden-
cia y del país de origen de nuestra legislación en relación 
con el artículo violado; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
de su recurso, reunidos, las recurrentes, exponen y alegan 
en síntesis, lo siguiente: que la Corte a-qua, desnaturalizó 
la comunicación del 30 de abril de 1968 del superinten- 
dente de líneas de la Corporación Dominicana de Electri- 
cidad contentiva de las informaciones suministradas acer- 
ca del accidente en que resultó lesionado el obrero Manuel 
Benítez, porque "en esa comunicación se niega en forma 
categórica que se produjera la explosión del transforma- 
dor; y que los fusibles del mismo se quemaron a consecuen- 

• cia de haberse caído sobre las líneas secundarias del ten- 
dido eléctrico el obrero Benítez, que fue la causa de que 
éste sufriera las quemaduras"; que la Corte arqua al "de- 
sechar las comprobaciones" contenidas en la referida co- 
municación y "pasar su sentencia en simples conjeturas" 

sin dar para ello motivos especiales que las justifiquen no 
sólo incurrió en la desnaturalización de dicho documento, 
sino de además en los vicios de falta de base legal y ausen• 
cia de motivos; que la Corte a-qua incurrió también en el 
fallo impugnado en una falsa aplicación del artículo 1384 
del Código Civil, al referirse a la presunción de responsa-
bilidad a cargo de la Corporación recurrente porque "no 
basta una intervención cualquiera de la cosa ,sino que es 
preciso que esa intervención sea activa, y que la cosa a 
la vez sea la causa generadora del daño"; que en este mis-
mo orden de ideas, la sentencia impugnada" descarta el 
hecho de que el transformador explotara, pero retiene "la 
realidad de la quemazón, de los fusibles de dicho transfor-
mador y que esa quemazón fue la razón de que la víctima 
cayera al suelo desde el poste, lo que constituye una falsa 
aplicación del citado texto legal"; y que finalmente, la cau-
sa del accidente tuvo su origen en la propia imprudencia 
de la víctima porque ésta no tomó las debidas precaucio-
nes al subirse al poste del tendido eléctrico; que por tanto, 
la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifestó, que mediante la ponderación de los docu- . 
mentos y demás elementos de juicios aportados al debate, 
la Corte dio por establecido; a) que en la tarde del día 7: 
de marzo de 1968 se encontraba pintando un poste del 
tendido eléctrico perteneciente a la Corporación Domini-
cana de Electricidad, al obrero Manuel Benítez, por orden 
de su patrona la Oficina de Fiscalización de Obras e In-
versiones del Estado; b) que en dicho poste situado en la 
Avenida Jiménez Moya, de esta ciudad, se encuentra co-
locado un transformador; e) que mientras Benítez realizaba 
su labor, se produjo la "quemadura" de los fusibles del 
indicado transformador, lo eme provocó que el obrero ca-
yera al suelo desde lo alto del poste; d) que a consecuencia 
de esa caída sufrió las lesiones que constan en el Certificado 
Médico correspondiente y e) que tanto el poste como el 
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transformador en cuestión, fueron colocados allí por su 
propietaria, la Corporación recurrente; 

Considerando que la Corte a-qua ponderó en los con-
siderandos 3, 5 y 6 del fallo impugnado, el informe del 
técnico de fecha 30 de abril de 1968, y los demás elemen-
tos de prueba sometidos al debate, resumiendo, en la for-
ma siguiente: "que los hechos de la causa revelan que la 
caída sufrida por el obrero Manuel Benítez y la lesión que 
fue su consecuencia tuvo su causa generadora y efic i ente 
en la circunstancia de que se quemaron los fusibles del re-
ferido transformador, lo cual va siempre seguido de chi-
rrido, chispas y humo, lo que ocasionó la caída de la víc-
tima"; que se ha comprobado también por el mismo infoe-
me del técnico al servicio de la Corporación "la realidad 
de que se quemaron dichos fusibles y que ese hecho fue la 
causa de que la víctima cayera desde el poste al suelo" lo 
que evidencia que a una actividad de esa cosa se debió el 
repetido accidente; y que si el accidente hubiera tenido st.t 
origen en una falta imputable a la víctima "la Corpora-
ción no aportó la prueba que confirme esa aseveración, 
limitándose a alegarlo, pero sin probarlo"; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
rada muestra en definitiva, que la Corte a-qua, contraria. 
mente a como alegan las recurrentes, no incurrió en la des-
naturalización del informe técnico de que se trata, sino que 
lo que hizo fue apreciar el valor de su contenido dentro de 
los poderes soberanos de que están investidos los jueces 
del fondo; que al no probar la Corporación un caso fortuito 
a de fuerza mayor, la falta de la víctima o de una causa ex-
traña que no le sea imputable, la presunción de responsa-
bilidad en virtud del artículo 1384 del Código Civil qua 
compromete al guardián de la cosa inanimada que ha pro-
ducido el daño, como en el caso ocurrente, era aplicable; 
que siendo la Corporación dueña del fluído eléctrico, cosa 
ro negada, y al producirse en el transformador la causa  

generadora del accidente al quemarse los fusibles y el suu-
r•ecuente corto-circuito, la intervención activa del guardián 
ro necesitaba otros desarrollos y motivos, corno tampoc3 
acerca de los elementos de la responsabilidad a que aluden 
los recurrentes, ya que el daño quedó comprobado y la 
condición de propietaria y por ende del fluido eléctrico, no 
fue controvertido; que la relación de causa a efecto entre 
la falta presumida y el daño causado era una consecuencia 
lógica de los hechos, salvo las excepciones eximentes de res-
ponsabilidad que la Corporación no probó; que por consi-
guiente, al acordar a la parte recurrida Manuel Benítez, el 
uso de su poder soberano de apreciación, una indemnización 
de RD$3,000.00, como justa reparación por los daños mora-
les y materiales sufridos por éste, y hacer oponible las con-
denaciones pronunciadas a la Compañía aseguradora San 
Rafael, C. por A., puesta en causa, dando para ello motivos 
suficientes y pertinentes en hecho y en derecho, es claro 
que la Corte a-qua en la especie, no incurrió en el fallo 
impugnado en los vicios y violaciones denunciados, por lo 
cual, los medios propuestos por las recurrentes, carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por la Corporación Dominicana de 
Electricidad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
A., contra la sentencia de fecha 11 de febrero de 1971. 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiad') 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a 
las recurrentes al pago de las costas. con distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Carlos P. Romero Butten 
', José A. Rodríeuez Conde, quienes afirman estarlas avan-
zando en su mayor parte. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
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transformador en cuestión, fueron colocados allí por su 
propietaria, la Corporación recurrente; 

Considerando que la Corte a-qua ponderó en los con-
siderandos 3, 5 y 6 del fallo impugnado, el informe del 
técnico de fecha 30 de abril de 1968, y los demás elemen-
tos de prueba sometidos al debate, resumiendo, en la for-
ma siguiente: "que los hechos de la causa revelan que la 
caída sufrida por el obrero Manuel Benítez y la lesión que 
fue su consecuencia tuvo su causa generadora y eficiente 
en la circunstancia de que se quemaron los fusibles del re-
ferido transformador, lo cual va siempre seguido de chi-
rrido, chispas y humo, lo que ocasionó la caída de la víc-
tima"; que se ha comprobado también por el mismo infor-
me del técnico al servicio de la. Corporación "la realidad 
de que se quemaron dichos fusibles y que ese hecho fue la 
causa de que la víctima cayera desde el poste al suelo" lo 
que evidencia que a una actividad de esa cosa se debió el 
epetido accidente; y que si el accidente hubiera tenido su 

origen en una falta imputable a la víctima "la Corpora-
ción no aportó la prueba que confirme esa aseveración, 
limitándose a alegarlo, pero sin probarlo"; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
rada muestra en definitiva, que la Corte a-qua, contraria 
mente a como alegan las recurrentes, no incurrió en la des-
naturalización del informe técnico de que se trata, sino que 
lo que hizo fue apreciar el valor de su contenido dentro de 
los poderes soberanos de que están investidos los jueces 
del fondo; que al no probar la Corporación un caso fortuito 
o de fuerza mayor, la falta de la víctima o de una causa ex-
traña que no le sea imputable, la presunción de responsa-
bilidad en virtud del artículo 1384 del Código Civil qu? 
compromete al guardián de la cosa inanimada que ha pro-
ducido el daño, como en el caso ocurrente, era aplicable; 
que siendo la Corporación dueña del fluido eléctrico, cosa 
ro negada, y al producirse en el transformador la causa  

generadora del accidente al quemarse los fusibles y el sub-
secuente corto-circuito, la intervención activa del guardián 
no necesitaba otros desarrollos y motivos, como tampoco 
acerca de los elementos de la responsabilidad a que aluden 
los recurrentes, ya que el daño quedó comprobado y la 
condición de propietaria y por ende del fluido eléctrico, no 
fue controvertido; que la relación de causa a efecto entre 
la falta presumida y el daño causado era una consecuencia 
lógica de los hechos, salvo las excepciones eximentes de res-
ponsabilidad que la Corporación no probó; que por consi-
guiente, al acordar a la parte recurrida Manuel Benítez, el 
uso de su poder soberano de apreciación, una indemnización 
de RD$3,000.00, como justa reparación por los daños mora-
les y materiales sufridos por éste, y hacer oponible las con-
denaciones pronunciadas a la Compañía aseguradora San 
Rafael, C. por A., puesta en causa, dando para ello motivos 
suficientes y pertinentes en hecho y en derecho, es claro 
que la Corte a-qua en la especie, no incurrió en el fallo 
impugnado en los vicios y violaciones denunciados, por lo 
cual, los medios propuestos por las recurrentes, carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por la Corporación Dominicana de 
Electricidad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
A., contra la sentencia de fecha 11 de febrero de 1971. 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a 
las recurrentes al pago de las costas. con distracción de las 
mismas en nrovecho de los Dres. Carlos P. Romero Butten 
v José A. Rodríguez Conde, quienes afirman estarlas avan-
zando en su mayor parte. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Manuel D. 
Bergés Chupani— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M . 
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Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua .— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publilada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
16 de abril de 1971. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Corporación Dominicana de Electricidad. 
Abogados: Lic. Luis R. Mercado y Dres. Joaquín Ricardo Ba-

laguer y Ramón Tapia Espinal. 

Recurrido: Rafael Matías Cabrera. 
Abogado: Lic. Clyde Eugenio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
re'ló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de enero 
de 1972, años 128' de la Independencia y 108' de la Res-
taudación, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, empresa estatal y au-
tónoma, con su domicilio y establecimiento principal 
en un edificio ubicado en la Avenida Independencia 
(Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hon- 
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Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua.— Er_ 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publilada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

16 de abril de 1971. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Corporación Dominicana de Electricidad. 

Abogados: Lic. Luis R. Mercado y Dres. Joaquín Ricardo Ba-
laguer y Ramón Tapia Espinal. 

Recurrido: Rafael Matías Cabrera. 

Abogado: Lic. Clyde Eugenio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de enero 
de 1972, años 128' de la Independencia y 108' de la Res-
taudación, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, empresa estatal y au•  
t5noma, con su domicilio y establecimiento principal 
en un edificio ubicado en la Avenida Independencia 
(Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hon- 
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do, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 16 de abril 
de 1971, dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
sus atribuciones comerciales, cuyo dispositivo se copia mas 
c delante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón E. Tapia Espinal, cédula No. 

23550, serie 47, por sí y por el Lic. Luis R. Mercado, cé-
dula No. 2119, serie 31, y Dr Joaquín Ricardo Balaguer, 
cédula No 39035, serie 31, abogados de la recurrente, en 
3a lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Clyde E. Rosario, cédula No. 47910, serie 
31, obogado del recurrido Rafael Matías Cabrera, domini-
cano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, cé-
dula No. 9168, serie 31, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 21 de 
Junio de 1971, suscrito por sus abogados, en el cual se in-
‘Tacon los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 16 de Junio de 
1971, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 141 
del Código de Procedimiento Civil, invocados por la recu-
rrente, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo del incendio de tres casas en la Avenida Imbert, 
la ciudad de Santiago, el actual recurrido demandó en re-
paración de daños y perjuicios a la actual recurrente, y 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 

  

12 de febrero de 1970, una sentencia con el siguiente  dis-
positivo: "FALLA: Primero: Acoge la demanda en recia-
aiación de daños y perjuicios intentada por el señor Rafael 
Matías Cabrera contra la Corporación Dominicana de Elec-
tricidad y en consecuencia a) Condena a, la Corporación 
Dominicana de Eigctricidad a pagar al señor Rafael Matías 
Cabrera una indemnización, la cual será fijada por estado 
como justa reparación de los daños y perjuicios materiales 
sufridos por él a consecuencia del incendio ocurrido en fe-
cha 8 de Ago:.to de 1968; y al pago de los intereses legales 
de dicha suma a partir de la fecha de la demanda a título 
de indemnización suplementaria; b) Condena a la Corpora-
ción Dominicana de Electricidad, parte que sucumbe, al pa-
go de las costas de procedimiento, ordenando su distrac-
ción en provecho de los Dres. Clyde Eugenio Rosario y 
Héctor Clyde Mesa, quienes afirman estarlas avanzando en 
su totalidad." b) Que sobre recurso de la Corporación Do-
minicana de Electricidad, la Corte de Apelación de San-
tiago, dictó en fecha 16 de abril de 1971, la sentencia ahora 
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, contra sentencia co-
mercial dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 
doce del mes de febrero del año mil novecientos setenta, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de esta sen-
tencia; SEGUNDO: Rechaza, por improcedentes y mal fun-
dadas las conclusiones de la intimante Corporación Domi-
nicana de Electricidad; TERCERO: Rechaza, por improce -
rientes y mal fundadas, las conclusiones del intimado Ra-
fael Matías Cabrera en cuanto solicitó que la sentencia de 
primer grado fuera modificada en el sentido de condenar a 
la Corporación Dominicana de Electricidad al pago de una 
indemnización de nueve mil pesos oro (RD$9,000.00) y en 
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cuanto solicitó un informativo sumario; CUARTO: Acoge 
las conclusiones del intimado Rafael Matías Cabrera en 
cuanto solicitó que la sentencia de primer grado fuera con-
firmada y en consecuencia Confirma en todas sus partes 
la sentencia recurrida; QUINTO: Condena a la Corporación 
Dominicana de Electricidad al pago de las costas del pro-
cedimiento y ordena su distracción en provecho del Doctor 
Clyde Eugenio Rosario, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Considerando que la Compañía recurrente propone en 
su memorial de casación, los siguientes medios: Primer Me-
dio: Violación por errónea aplicación del artículo 1384 del 
Código Civil, en su primera parte. Falta de base legal, 
Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil por falta de motivo; 

Considerando que en el desarrolo de los dos medios de 
su recurso, reunidos, sostiene en síntesis la recurrente que 
la Corte a-qua al declararla responsable como guardián de 
una cosa inanimada, omitió precisar cuál fue en el sinies-
tro la naturaleza de la intervención de la cosa inanimada 
cuya guarda se le atribuye, pues para que se aplique la 
presunción de responsabilidad al guardián es preciso una 
intervención activa, y la Corte no precisó (repite) que el 
fluido eléctrico del cual es guardiana la Corporación re-
currente tuviera una intervención activa en el daño; que 
con ello se violó el artículo 1384, primera parte, del Código 
Civil; que, además, al pedir la recurrente la revocación del 
fallo apelado sostuvo que los demandantes no habían es-
tablecido que en la especie se hallaban reunidos todos los 
elementos de la responsabilidad civil, y por tanto, la obli-
gación de la recurrente de reparar los daños que se produ-
jeron; que al no consignarsse en el fallo impugnado esos 
elementos, se incurrió en la violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos; pero, 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos ae Juicio apurtaaos en la instruccion ae la causa, y 
segun resulta del examen ael talio impugnado, la corte 
e«-qua dio por estab.ecicto: a) que en la maurugada dei oía 
8 ae agosto de 15t3 se origino un incendio en ei barrio ae-
nominado "Guraoito", ae esta ciudad, que aestruyo total-
mente las casas numeros 217, 219 y 221 de la Avenida im-
bert, donde funcionaban varios establecimientos comercia-
les; b) "que en una de las casas siniestradas dicho serio.• 
Raiael lViauas Cabrera operaba un negocio de Barra y otro 
de fantasías; c) "que ei incendio de que se trata tuvo su 
erigen en un corto-circuito que se produjo en los alambres 
exteriores del tendido eléctrico, propiedad de la Corporación 
Dominicana de Electricidad, los cuales quedaban frente a 
las casas siniestradas; que en una de esas casas, la marca-
da con el N9  217, tenía instalados el intimante Rafael Ma-
tías Cabrera, un negocio de Barra y otro de fantasias, los 
cuales fueron pastos de las llamas"; 

Considerando que la Corte a-qua ponderó en el Con-
siderando inserto en las páginas 17 y 18 del fallo impug-
nado los testimonios de Ceferino Martínez, María Crista-
lina Vda . Acosta y Ciprián Martínez Sánchez, declarando 
la primera que el contador se incendió y sonó un tiro y 
que luego vio que las llamas fueron al almacén y luego a 
los demás negocios, por lo que procedió entonces a ir en 
ayuda de los dueños; y la segunda testigo en forma similar, 
agregando que vio "los alambres del tendido eléctrico chis-
peando, de allí pasó al contador, y el fuego se extendió'; 
y en el mismo sentido declaró el tercer testigo Ciprián 
Martínez Sánchez; 

Considerando que después de establecido esos hechos, 
y al no probar la Corporación un caso de fuerza mayor o 
un caso fortuito o una causa extraña que no le fuera im-
putable, la presunción de responsabilidad en virtud del ar-
tículo 1384 del Código Civil que compromete al guardián 
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de toda cosa inanimada que ha producido un daño, era apli-
cable en la especie; que, sin embargo, los jueces del fondo' 
no se atuvieran a ello, sino que fue ordenado un informa 
tivo como consecuencia del cual los jueces se edificaron 
aún más; que siendo la Corporación la dueña del fluido 
cléctrico,, cosa no negada, y al iniciarse el incendio en los 
alambres situados fuera de la residencia, la alegada inter-
vención activa del fluido no necesitaba otros desarrollos, 
como tampoco los elementos de la responsabilidad a que 
alude la recurrente, ya que el daño quedó comprobado, y 
la condición de propietario y por ende de guardián del flui-
do no estuvo en controversia, y la relación de causa a elec-
to entre la falta presumida y el daño era una consecuencia 
lógica de los hechos, salvo las excepciones eximentes de 
su responsabilidad que la Corporación no probó ni trató de 
hacerlo; que por último, contrariamente a como lo alega 
la recurrente, cuando se produce un incendio a causa de la 
corriente eléctrica como ocurrió en el caso, no hay nece-
sidad de especular sobre la intervención activa del fluido 
porque éste por su propia naturaleza produce daños cuando 
no está normalmente protegido para que ese fenómeno no 
se produzca; que por consiguiente, al acordar una indem-
nización a justificar por estado, y al dar para ello motivos 
suficientes y pertinentes, la Corte a-qua en la especie, no 
incurrió en los vicios y violaciones denunciados, razón por 
la cual los medios propuestos carecen M fundamento y de-
ben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
saci nóinterpuesto por la Corporación Dominicana de Elec-
tricidad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
merciales, por la Corte de Apelación de Santiago en fecha 
16 de abril de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la re-
currente al pago de las costas, con distracción de las mis-
mas en-favor del Dr.  . Clyde Eugenio Rosario, abogado del 
recurrido, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad.  

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernanl, 
. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 

D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar . — 
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La prqsente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada. leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico, (Firmado,: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA. DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
26 de febrero de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Ramón Emilio Taveras Urdía. 
Abogado: Lic. Félix A. Rodríguez R. 

Recurrido: Avícola Nacional, C. por A. 
Abogado: Dra. Rafaela Velázquez de Colón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelió, Juan Bautista Rojas 
Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de Enero 
del 1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Emilio Taveras Ureña, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultour, domiciliado en Licey al Medio, Distrito Mu-
n icipal, Provincia de Santiago, cédula No. 7395, serie 32, 
contra la sentencia de fecha 26 de febrero de 1971, dictada 
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de 
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída a la Dra. Rafaela Velázquez Colón, cédula No. 

6038, serie 2da., abogada de la "Avícola Nacional, C. por 
A., compañía domiciliada en la autopista Duarte, en Santo 
Domingo, Distrito Nacional, parte recurrida en la lectura 
de sus conclusiones; , 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 14 de mayo de 1971, 
suscrito por el Lic. Félix A. Rodríguez R., abogado del 
recurrente, en el cual se proponen los medios que se indi-
can más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 5 de junio de 
1971, firmado por la abogada de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1244 del Código Civil, 141 
del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la ley sobre 
Procediliento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda en cobro de dineros, intentada por la 
actual recurrida, la "Avícola Nacional, C. por A." contra 
Ramón Emilio Taveras, la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
► era Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en 
fecha 12 de diciembre de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Acoge las conclusiones de 
la parte demandante Avícola Nacional, C. por A., por ser 

, - justas y reposar en prueba legal y en consecuencia: a) Con-
' dena al señor Ramón Emilio Taveras al pago inmediato en 

favor de la Avícola Nacional, C. por A., de la suma de 
RD$8,715. 50 (Ocho Mil Setecientos Quince Pesos con Cin-
cuenta Centavos), más los intereses legales de dicha suma 
a partir de la fecha de la demanda;; b) Condena al señor 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

26 de febrero de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Ramón Emilio Taveras Ureña. 
Abogado: Lic. Félix A. Rodríguez R. 

Recurrido: Avícola Nacional, C. por A. 
Abogado: Dra. Rafaela Velázquez de Colón. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelió, Juan Bautista Rojas 
Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de Enero 
del 1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Emilio Taveras Ureña, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultour, domiciliado en Licey al Medio, Distrito Mu-
nicipal, Provincia de Santiago, cédula No. 7395, serie 32, 
contra la sentencia de fecha 26 de febrero de 1971, dictada 
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de 
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída a la Dra. Rafaela Velázquez Colón, cédula No. 

6038, serie 2da., abogada de la "Avícola Nacional, C. por 
compañía domiciliada en la autopista Duarte, en Santo 

Domingo, Distrito Nacional, parte recurrida en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 14 de mayo de 1971, 
suscrito por el Lic. Félix A. Rodríguez R., abogado dei 
recurrente, en el cual se proponen los medios que se indi-
can más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 5 de junio de 
1971, firmado por la abogada de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1244 del Código Civil, 141 
del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la ley sobre 
ProCediliento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda en cobro de dineros, intentada por la 
actual recurrida, la "Avícola Nacional, C. por A." contra 
Ramón Emilio Taveras, la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en 
fecha 12 de diciembre de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Acoge las conclusiones de 
la parte demandante Avícola Nacional, C. por A., por ser 
justas y reposar en prueba legal y en consecuencia: a) Con-
dena al señor Ramón Emilio Taveras al pago inmediato en 
favor de la Avícola Nacional, C. por A., de la suma de 
RD$8,715.50 (Ocho Mil Setecientos Quince Pesos con Cin-
cuenta Centavos), más los intereses legales de dicha suma 
a partir de la fecha de la demanda;; b) Condena al señor 
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Ramón Emilio Taveras al pago de las costas, ordenando su 
distraccion en provecno de la Dra. Itaiaela Veiazquez de 
Colon, quien aiuma esiarias avanzando en su mayor parte; 
y Segundo: Itecnaza las conciusiones de la parte aarnan-
dada, por improcedente y mal tunaaaa"; c) wue sobre re-
curso ue ia parte demandada, la Corte de Apeiacion de San- - 

 tiago, dictó la sentencia ahora impugnada en casacion, con 
El siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y valido, en la forma, el presente recurso de apela-
clon; SEGUNDO: Rechaza la excepción de incompetencia 
propuesta por el señor Ramón Emilio Taveras Ureña en 
sus conclusiones principales, por tener, tanto el Tribunal de 
primer grado como esta Corte, competencia para conocer 
de la presente litis; TERCERO: Rechaza, así mismo, las 
conclusiones subsidiarias del repetido Ramón Emilio Ta-
veras Ureña, tendentes a que le sea concedido un plazo de 
gracia, por improcedentes y mal fundadas; CUARTO: Con-
firma en todas sus partes el fallo apelado, cuyo dispositivo 
se transcribe en otro lugar del presente fallo; QUINTO: 
Condena al recurrente Ramón Emilio Taveras Ureña, al 
pago de las costas de la presente instancia, con distracción 
de las mismas en provecho de la Doctora Rafaela Veláz-
quez de Colón"; 

Considerando que contra el presente recurso de casa-
ción la Compañía recurrida, propone un medio de inadmi-
sión arguyendo, que dicho recurso fue interpuesto después 
de haber transcurrido el plazo de 60 días señalado por la 
Ley, puesto que la sentencia ahora impugnada le fue no-
tificada al actual recurrente, en fecha 16 de marzo de 1961, 
y éste no vino a interponer su recurso sino en fecha 18 de 
mayo del mismo año, es decir cuando habían transcurrido 
63 días; pero, 

Considerando que como el actual recurrente está do-
miciliado en el Distrito Municipal de Licey al Medio, Pro-
vincia de Santiago, distante en 152 kilómetros de la ciudad 

de Santo Domingo, Distrito Nacional, asiento de la Supre-
ma Corte de Justicia, éste- tenía derecho para interponer su 
recurso, además de los- dos meses que prescribe el Art. 5 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación a un aumento 
de cinco 5) días en razón de la distancia, por lo que es 
evidente, que el presente recurso de casación, fue inter-
puesto dentro del plazo establecido por la ley, y en conse-
cuencia el medio de inadmisión que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que el recurrente en su memorial de ca 
sación propone los siguientes medios: Primer Medío: Vio-
lac.ón de las reglas de orden público referentes a la com-
petencia en razón de la materia. Segundo Medio: Viola-
ción art. 141 Cód. de Proc. Civil por desnaturalización . 
Falta de base legal. Tercer Medio: Violación del sagrado 
derecho de la defensa; 

          

          

          

          

          

          

          

          

          

            

          

Considerando que en el desarrollo del primer medio, 
sostiene en síntesis el recurrente, que siendo tanto él, co-
mo la demandante, actual recurrida, comerciantes, la de-
manda en cobro de pesos, de que se trata, debió ser llevada 
ante el Tribunal de Comercio, y no ante el Tribunal Civil, 
como lo fue; que en consecuencia, la Corte a-qua al no aco-
ger la incompetencia por él propuesta, violó la ley, y la 
sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que la sentencia impugnada revela, que 
ia Corte a-qua, para rechazar la excepción de incompeten-
cia que le fue propuesta, fundó su fallo, entre otros moti-
vos, en que al no existir en nuestra organización judicial 
tribunales especiales de comercio, el conocimiento y fallo 
de los asuntos de esta naturaleza han sido confiados a las 
Cámaras Civiles y Comerciales y donde no las hay a los 
Juzgados de Primera Instancia; y que si bien es verdad, 
que el demandado, luego de haber establecido la naturaleza 
comercial de su obligación, hubiese tenido derecho, ún an- 
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Ramón Emilio Taveras al pago de las costas, ordenando su 
distraccion en provecno de la Dra. Itaiaeia Veiazquez de 
Colon, quien mima estarias avanzando en su mayor parte; 
y Segallo:Lo: ktecnaza las conclusiones de la parte aam.an-
daua, por improcedente y mai amauta"; e) i knie sobre re-
curso ue la parte demandada, la Corte de Apeiacion de San: 
tiago, dicto ia sentencia ahora impugnada en casacion, con 
e 1 siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y valido, en la forma, el presente recurso de apeia-
clon; SEGUNDO: Rechaza la excepción de incompetencia 
propuesta por el señor Ramón Emilio Taveras Ureña en 
sus conclusiones principales, por tener, tanto el Tribunal de 
primer grado como esta Corte, competencia para conocer 
de la presente litis; TERCERO: Rechaza, así mismo, las 
conclusiones subsidiarias del repetido Ramón Emilio Ta-
veras Ureña, tendentes a que le sea concedido un plazo de 
gracia, por improcedentes y mal fundadas; CUARTO: Con-
firma en todas sus partes el fallo apelado, cuyo dispositivo 
se transcribe en otro lugar del presente fallo; QUINTO: 
Condena al recurrente Ramón Emilio Taveras Ureña, al 
pago de las costas de la presente instancia, con distracción 
de las mismas en provecho de la Doctora Rafaela Veláz-
quez de Colón"; 

Considerando que contra el presente recurso de casa-
ción la Compañía recurrida, propone un medio de inadmi-
sión arguyendo, que dicho recurso fue interpuesto después 
de haber transcurrido el plazo de 60 días señalado por la 
Ley, puesto que la sentencia ahora impugnada le fue no-
tificada al actual recurrente, en fecha 16 de marzo de 1961, 
y éste no vino a interponer su recurso sino en fecha 18 de 
mayo del mismo año, es decir cuando habían transcurrido 
63 días; pero, 

Considerando que como el actual recurrente está do-
miciliado en el Distrito Municipal de Licey al Medio, Pro-
vincia de Santiago, distante en 152 kilómetros de la ciudad 
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de Santo Domingo, Distrito Nacional, asiento de la Supre-
ma Corte de Justicia, éste- tenía derecho para interponer sa 
recurso, además de los- dos meses que prescribe el Art. 5 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación a un aumento 
de cinco 5) días en razón de la distancia, por lo que es 
evidente, que el presente recurso de casación, fue inter-
puesto dentro del plazo establecido por la ley, y en conse-
cuencia el medio de inadmisión que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que el recurrente en su memorial de ca 
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lac.ón de las reglas de orden público referentes a la com-
petencia en razón de la materia. Segundo Medio: Viola-
ción art. 141 Cód. de Proc. Civil por desnaturalización . 
Falta de base legal. Tercer Medio: Violación del sagrado 
derecho de la defensa; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio, 
sostiene en síntesis el recurrente, que siendo tanto él, co-
mo la demandante, actual recurrida, comerciantes, la de-
manda en cobro de pesos, de que se trata, debió ser llevada 
ante el Tribunal de Comercio, y no ante el Tribunal Civil, 
como lo fue; que en consecuencia, la Corte a-qua al no aco-
ger la incompetencia por él propuesta, violó la ley, y la 
sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando; que la sentencia impugnada revela, que 
la Corte a-qua, para rechazar la excepción de incompeten-
cia que le fue propuesta, fundó su fallo, entre otros moti-
vos, en que al no existir en nuestra organización judicial 
tribunales especiales de comercio, el conocimiento y fallo 
de los asuntos de esta naturaleza han sido confiados a las 
Cámaras Civiles y Comerciales y donde no las hay a los 
Juzgados de Primera Instancia; y que si bien es verdad, 
que el demandado, luego de haber establecido la naturaleza 
comercial de su obligación, hubiese tenido derecho, ún an- 
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te la jurisdicción civil, a ser beneficiado del procedimiento 
comercial, este no probo en ningun momento que ei pro-
cetunnento seguiao contra el ie irrogara ningun perjuicio; 
que como esa mulavacion es correcta procese uesesinnar por 
iniunuauo ei nieulo ae casacion que se examina; 

Consiaeranao que en ei aesarrono ae su segundo me-
dio, el recurrente alega en sintesis, que la Corte a-qua para 
desestimar su peannento de que ie mera acordado un plazo 
de gracia, aesnaturalizo su aeciaracion prestada en com-
parecencia personal verificada por ante el juez de primer 
grado; pero, 

Considerando, que contrariamente a lo alegado por 
el recurrente, la sentencia impugnada revela que la Corte 
a-qua, lejos de incurrir en la aesnaturanzacion que se le 
atribuye, lo que hizo fue ponderar en su verdadero sentido 
y alcance, lo aeclarado por el recurrente en la comparecen-
cha personal aludida, quien dejó entrever en la misma, que 
no tema ninguna ciase de bienes, ni posibilidades electivas 
para cumplir su promesa de pago, en el plazo de gracias por 
él solicitado; que en tales circunstancias tratándose de una 
cuestiós de hecho, de la apreciación discrecional de los jue-
ces de fondo, que escapa a la censura de la casación, la Cor-
te a-qua, no ha podido incurrir al negar la concesión del 
plazo de gracia, en la violación del Art . 1244 del Código 
Civil, como se pretende; por lo que este medio también 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el tercero y último medio del re-
currente se limita a afirmar que la compañía demandante, 
hoy recurrida en casación, no le notificó el documento re-
lativo a la comparecencia personal, violando así su derecho 
de defensa, pero; 

Considerando que no habiéndose quejado el actual re-
currente en cuanto a este punto por ante la Corte a-qua, 
como pudo hacerlo, se trata de un medio nuevo que no pue- 
de ser propuesto por primera vez en casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación interpuesto por Ramón Emilio Taveras Ureña, con-
tra la sentencia dictada en fecha 26 de febrero de 1971, en 
atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de Santiago, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
110; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, 
eistrayéndolas en provecho de la Dra. Rafaela Velázquez 
ae Colón, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 

parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama .— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Cal .- 
buccia — José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 
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te la jurisdicción civil, a ser beneficiado del procedimiento 
coniele.uu, este no prono en ningun momento que ei pro-
ceumiiento seguitto contra ei le irrogara ningun perjuicio; 
que como esa niuuvacion es correcta procese uesestimar por 
iniunuauo ei memo ae casacion que se examina; 

Consiaeranao que en ei desarrollo ae su segundo me-
dio, el recurrente alega en sintesis, que la Corte a-qua, para 
desestimar su pedimento de que le mera acoraado un plazo 
de gracia, desnaturalizó su aectaracion prestada en com-
parecencia personal veriricada por ante el juez de primer 
grado; pero, 

Considerando, que contrariamente a lo alegado por 
el recurrente, la sentencia impugnada revela que la Corte 
a-qua, lejos de incurrir en la aesnaturalizacion que se le 
atribuye, lo que hizo fue ponderar en su verdadero sentido 

alcance, lo aeclarado por el recurrente en la comparecen-
ea personal aludida, quien dejó entrever en la misma, que 
no terna ninguna ciase de bienes, ni posibilidades electivas 
para cumplir su promesa de pago, en el plazo de gracias por 
él solicitado; que en tales circunstancias tratándose de una 
cuestión de hecho, de la apreciación discrecional de los jue-
ces de fondo, que escapa a la censura de la casación, la Cor-
te a-gua, no ha podido incurrir al negar la concesión del 
plazo de gracia, en la violación del Art . 1244 del Código 
Civil, como se pretende; por lo que este medio tambien 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el tercero y último medio del re-
currente se limita a afirmar que la compañía demandante, 
hoy recurrida en casación, no le notificó el documento re-
lativo a la comparecencia personal, violando así su derecha 
de defensa, pero; 

Considerando que no habiéndose quejado el actual re-
currente en cuanto a este punto por ante la Corte a-qua, 
como pudo hacerlo, se trata de un medio nuevo que no pue-
de ser propuesto por primera vez en casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación interpuesto por Ramón Emilio Taveras Ureña, con-
tra la sentencia dictada en fecha 26 de febrero de 1971, en 
Edribuciones civiles, por la Corte de Apelación de Santiago, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-

llo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, 
c:istrayéndolas en provecho de la Dra. Rafaela Velázquez 
ne Colón, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 

parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada. — Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama — Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 



Materia: Comercial. 

Recurrente: Corporación Dominicana de Electricidad. 
AhogadoS: Lic. Luis R. Mercado y Dres. Ramón Tapia Espinal y 

Joaquín Ricardo Balaguer. 

Recurrido: Domingo A. Capellán y compartes. 
Ahogados: Dres. Julián Ramia Yapur, y Elías Wehbe Hadad. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de Enero del 1972, 
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, empresa estatal autó-
noma, con su domicilio principal en la Avenida Indepen-
dencia, Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Es-
tero Hondo, de esta capital, contra la sentencia dictada en 
fecha 17 de marzo de 1971 por la Corte de Apelación de 
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Santiago, en sus atribuciones comerciales, cuyo dispositi-
vo figura más adelante; . 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, cédula 23550, serie 

47, por sí y por el Lic. Luis R. Mercado, cédula 2119, serie 
31, y el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula 39035, serie 
lra., todos abogados de la empresa recurrente, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Plinio Jacobo, en representación de los 
Dres. Elías Wehbe Haddad y Julián Ramia Y., cédulas 
40703, serie 31 y 48547, serie 31, respectivamente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la empresa recurrente, de fecha 
18 de mayo de 1971, suscrito por sus abogados, en el cual -
proponen contra la sentencia que impugnan los medios de 
casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, que 
son: Domingo Antonio Capellán, casado, chofer, portador 
de la cédula personal de identidad No. 5897, serie 32; Ma-
nuel Cruz, soltero, jornalero, portador de la cédula per-
sonal No. 4672, serie 32; José de Jesús Martínez Inoa, agri-
cUltor, casado, portador de la cédula personal No. 8686, se:. 
rie 32; y, Ramón Eladio Escoboza Martínez, soltero, brace-
ro, portador de la cédula personal No. 9894, serie 32; to-
dos dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residen-
tes en el Municipio de Tamboril, Provincia de Santiago; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, .q•e se mencionan más adelante, y los artículos lo. 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjui-
cios intentada por los ahora recurridos contra la Corpo- 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 17 

de marzo de 1971. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972. 

 

Santiago, en sus atribuciones comerciales, cuyo dispositi-
vo figura más adelante; 	. 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
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tes en el Municipio de Tamboril, Provincia de Santiago; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, .que se mencionan más adelante, y los artículos lo. 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjui-
cios intentada por los ahora recurridos contra la Corpo- 
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Materia: Comercial. 

       

            

    

Recurrente: Corporación Dominicana de Electricidad. 
Abogadol: Lic. Luis R. Mercado y Dres. Ramón Tapia Espinal y 

Joaquín Ricardo Balaguer. 

    

Recurrido: Domingo A. Capellán y compartes. 
Abogados: Dres. Julián Ramia Yapur, y Elías Wehbe Hadad. 

 

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de Enero del 1972, 
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, empresa estatal autó-
noma, con su domicilio principal en la Avenida Indepen-
dencia, Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Es-
tero Hondo, de esta capital, contra la sentencia dictada en 
fecha 17 de marzo de 1971 por la Corte de Apelación de 
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ración Dominicana de Electricidad, la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santiago, resolvió el caso por su sen-
tencia del 5 de agosto de 1970 (después de algunas senten-
cias preparatorias), cuyo dispositivo dice así: "Falla; Pri-
mero: Rechaza las conclusiones formuladas en audiencia 
por la parte demandada, por los motivos expuestos ante-
riormente; Segundo: Declara a la Corporación Dominicana 
de Electricidad, responsable en su calidad de propietaria 
y guardiana de los alambres que ocasionaron el incencio 
de que se trata, de los daños y perjuicios sufridos por los 
demandantes a consecuencia del referido incendio; Terce-
ro: Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad 
al pago de una indemnización en provecho de cada uno de 
los demandantes señores Domingo Antonio Capellán; José 
de Jesús Martínez; Ramón Eladio Escobosa Martínez y 
Manuel Cruz, como justa reparación de los daños y perjui-
cios sufridos por ellos a consecuencia del incendio de que 
se trata, ordenando que el monto de dichos daños y per-
juicios se justifique por estado; Cuarto: Condena a la Cor-
poración Dominicana de Electricidad, al pago de los intere-
ses legales de las sumas que fueron acordadas, a partir de 
la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de la pre-
sente sentencia. a título de indemnización suplementaria; 
y Quinto: Condena a la parte que sucumbe Corporación 
Dominicana de Electricidad, al pago de las costas ordenan-
do su distracción en provecho del Dr. Elías Wehbe H., 
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; b) 
que, sobre recurso de la empresa demandada, intervino en 
fecha 17 de marzo de 1971, la sentencia ahora impugnada. 
cuyo dispositivo reza así: "FALLA: PRIMERO: Declara 
bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por la Corporación Dominicana de Elec-
tricidad, contra sentencia comercial dictada por la Cáma-
ra Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, en fecha cinco (5) del mes de agosto del 

año mil novecientos setenta (1970), cuyo dispositivo ha si-
do copiado en otro lugar de esta sentencia;— SEGUNDO: 
Rechaza, por improcedentes y mal fundadas, las conclusio-
nes de la intimante, Corporación Dominicana de Electrici-
dad, y Confirma, en todas sus partes la sentencia apela-
da;— TERCERO: Condena a la Corporación Dominicana de 
Electricidad al pago de las costas del procedimiento y or-
dena su distracción en provecho de los Doctores Elías 
Wehbe Haddad y Julián Ramia Yapur, quienes afirmaron 
haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada la 
empresa recurrente propone los siguientes medios: Primer 
Medio: Violación por errónea aplicación, del artículo 1384 
del Código Civil, en su primera parte. Falta de base legal.—
Segundo Medio: Violación del artículo 141 dei Código del 
Procedimiento Civil por falta de motivo.—; 

Considerando, que,' en el primer medio de su memo-
rial, la empresa recurrente, después de historiar los hechos 
de la causa según su entender, alega, en síntesis, que, la 
Corte a-qua, al aplicarle el artículo 1384 del Código Civil 
que se refiere a la responsabilidad Civil que tiene su fuen-
te en el hecho causado por las cosas inanimadas en su pri-
mera parte, "ha omitido precisar cuál ha sido la naturaleza 
de la intervención de la cosa inanimada cuya guarda ella 
le atribuye a la Corporación Dominicana de Electricidad, 
elemento éste indispensable para que se encuentre caracte-
rizada la responsabilidad del guardián"; que "para que se 
aplique esta presunción contra el guardián de la cosa inani-
mada, no basta una intervención cualquiera de la cosa si-
no que es preciso que la intervención sea activa, esto es. 
que la cosa sea la causa generadora del daño"; que "cuan-
do la cosa ha desempeñado un papel puramente pasivo el 
daño no puede reputarse como causado por el hecho mismo 
de ella en el sentido del referido texto legal"; pero, 

Considerando, que, en los motivos de hecho de la sen-
tencia impugnada se da por establecido que los daños su-
fridos por las pertenencias de los recurridos fueron causa- 
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dos por la combustión determinada por cortocircuitos pro-
vocados por el fluido eléctrico producido por la empresa 
en los alambres exteriores próximos a las cases de los re-
curridos; que esos cortocircuitos constituían un hecho anor-
mal que no podía producirse sino por defectos de protec-
ción o de conexión de esos alambres exteriores, ya que la 
empresa no probó, en la instrucción del caso, que el hecho 
obedeciera a otra causa, ajena a la supervigilancia de la 
empresa; que contrariamente a lo que sostiene la empresa 
en el medio que se examina, el fluido eléctrico, por su pro-
pia naturaleza, constituye un elemento activo cuya fuerza 
y poder se transmite por los alambres conductores, normal-
mente en forma no dañina, pero sí dañina y peligrosa para 
las personas y las cosas cuando llega hasta ellas en forma 
anormal por falta o descuido de las precauciones que debe 
tomar quien maneja o gobierna la producción de ese flui-
do; que, por tanto, el fluido eléctrico es, sobre todo en los 
tiempos modernos, una de las cosas inanimadas cuyos da-
ños deben ser reparados dentro de una interpretación ra-
cional del artículo 1384 del Código Civil; que, por tanto, 
al fundar la responsabilidad de la empresa en la acción de 
un elemento peligroso, como es el fluido eléctrico actuan-
do en alambres no debidamente conectados o protegidos, 
la Corte a,-qua no se ha apartado de los términos y propó-
sitos del artículo 1384 del Código Civil, y ha dado además 
motivos de hecho suficientes para justificar ]a aplicación 
de ese texto legal, por lo cual el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que, en el segundo medio de su recur-
so, la empresa recurrente alega en síntesis, que la senten-
cia impugnada se ha dado en violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, por no contener motivos 
que demuestren el papel activo desempeñado por la cosa de 
que se trata y la relación de causalidad entre la interven-
ción activa de la cosa inanimada y el daño reclamado; pero, 

Considerando, que lo que acaba de ser resumido, del 
segundo medio del recurso, pone de manifiesto que no se 

trata en el mismo sino de una reiteración, con otros térmi-
nos, de !o alegado en el primer medio, por lo cual el ale-
gato de que se trata debe declararse sin fundamento algu-
no, por los motivos ya dados a propósito del primer medio; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Corporación Dominicana de Elec-
tricidad contra la sentencia dictada en fecha 17 de marzo 
de 1971 en sus atribuciones comerciales por la Corte de 
Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se ha transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a la 
empresa recurrente al pago de las costas y ordena su dis-
tracción en provecho de los Dres. Elías Wehbe Hdadad y 
Julián Ramia Yapur, quienes afirman estarlas avanzando 
en su totalidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuarn en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 

Maguana de fecha 6 de Julio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Itez.urrente: Francisco Audón Mateo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de Enero del año 
1972, años 128' de la Independencia y 109' de ]a Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Audón Mateo, dominicano, mayor de edad, casado, Te-
nedor de Libros, cédula No. 8522, serie 11, residente en la 
calle General Cabral No. 5 de San Juan de la Maguana. 
Provincia del mismo nombre, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana de 
fecha 6 de julio de 1971, en sus atribuciones correccionales. 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el doctor Tomás Suzaña Herrera, a nombre 
y representación del señor Francisco Audón Mateo, parte  

civil constituída, de fecha 12 dé abril de 1971. contra sen-
tencia correccional No. 193 de fecha 2 de abril de 1971 del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Juan, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta sen-
tencia, por estar dentro del plazo y demás formalidades le-
gales; Segundo: Se confirma la sentencia apelada en el as-
pecto civil que es de lo que está apoderada esta Corte; Ter-
cero: Se rechazan las conclusiones de los abogados de la 
defensa en el sentido de que solicitan que se desestime la 
constitución en parte civil constituida hecha por Francisco 
Audón Mateo por falta de calidad; por ser improcedente y 
mal fundado dicho pedimento; Cuarto: Se condena a Fran-
cisco Audón Mateo al pago de las costas civiles y penales, 
con distracción de las civiles en favor de los doctores Má-
ximo Heliodoro Piña y César A. Garrido Cuello, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de julio de 1971, 
a requerimiento del Dr. Miguel Tomás Suzaña Herrera, 
abogado del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con 
la exposición de los medios en que se funda, será obligato-
ric a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en 
la declaración correspondiente; 
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nedor de Libros, cédula No. 8522, serie 11, residente en la 
calle General Cabral No. 5 de San Juan de la Maguana, 
Provincia del mismo nombre, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana de 
fecha 6 de julio de 1971, en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el doctor Tomás Suzaña Herrera, a nombre 
y representación del señor Francisco Audón Mateo, parte  

civil constituída, de fecha 12 dé abril de 1971. contra sen-
tencia correccional No. 193 de fecha 2 de abril de 1971 del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Juan, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta sen-
tencia, por estar dentro del plazo y demás formalidades le-
gales; Segundo: Se confirma la sentencia apelada en el as-
pecto civil que es de lo que está apoderada esta Corte; Ter-
cero: Se rechazan las conclusiones de los abogados de la 
defensa en el sentido de que solicitan que se desestime la 
constitución en parte civil constituida hecha por Francisco 
Audón Mateo por falta de calidad; por ser improcedente y 
mal fundado dicho pedimento; Cuarto: Se condena a Fran-
cisco Audón Mateo al pago de las costas civiles y penales, 
con distracción de las civiles en favor de los doctores Má-
ximo Heliodoro Piña y César A. Garrido Cuello, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de julio de 1971, 
a requerimiento del Dr. Miguel Tomás Suzaña Herrera, 
abogado del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida o por ]a persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con 
la exposición de los medios en que se funda, será obligato-
rio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en 
la declaración correspondiente; 
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Considerando que en el presente caso, el recurrente 
no expuso al declarar su recurso de casación los medios que 
le servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memo-
rial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en ta-
les condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo al 
tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Francisco Audón Mateo, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana de fecha 6 de julio de 1971, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas; 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado); Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIAS DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 de 
febrero de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pedro Arnaut Sánchez, Miguel Salvador Pérez y 
Compañía de Seguros Pepín, S. A. 

Abogado: Dr. L. E. Norberto R. 

Interviniente: Leonardo Félix Medina. 
Abogado: Dr. Darío Dorrejo Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Jorguín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 19 de enero del año 1972, años 
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro 
Arnaut Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, domiciliado y residente en la calle Salomé Ureña No. 
63, de la ciudad de San Francisco de Macorís; Miguel Sal-
vador Pérez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y 
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Considerando que en el presente caso, el recurrente 
no expuso al declarar su recurso de casación los medios que 
le servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memo-
rial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en ta-
les condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo al 
tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Francisco Audón Mateo, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana de fecha 6 de julio de 1971, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago.de las costas; 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado); Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA. DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 de 
febrero de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pedro Arnaut Sánchez, Miguel Salvador Pérez y 
Compañía de Seguros Pepín, S. A. 

Abogado: Dr. L. E. Norberto R. 

Interviniente: Leonardo Félix Medina. 
Abogado: Dr. Darlo Dorrejo Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 19 de enero del año 1972, años 
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro 
Arnaut Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, domiciliado y residente en la calle Salomé Ureña No. 
63, de la ciudad de San Francisco de Macorís; Miguel Sal-
vador Pérez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y 
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residente en la calle La Cruz No. 35, de la ciudad de San 
Pedro de Macorís, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
organizada de conformidad con las leyes de la República 
Dominicana y con domicilio principal en esta ciudad, en la 
calle Mercedes esquina Palo Hincado, contra la sentencia 
de fecha 4 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones 
correcionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Félix Brito Mata, en representación del 

Dr. Luis Eduardo Norberto R., cédula No. 21417, serie 2da., 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, cédula No. 4602, 
serie 42, abogado del recurrido Leonardo Féliz Medina, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado y re-
sidente en la casa No. 25 de la calle 5ta. Avenida, Villa 
Duarte, de esta ciudad, cédula No. 126308, serie lra., en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada - en 
la Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 16 de febrero de 
1971, a requerimiento del Dr. Luis Eduardo Norberto Ro-
dríguez, abogado de loS recurrentes, en la cual invoca fal-
ta de base legal, falta de motivos, contradicción de moti-
vos y violación del artículo 1315 del Código Civil; 

Visto el memorial de casación de fecha 12 de noviem-
bre de 1971, suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual señala, en definitiva, como medios d ecasación, los 
que se indican más adelante; 

Visto el escrito de la parte interviniente, de fecha 12 
de noviembre de 1971, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 61 y 139 de la Ley No. 241, 
de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
el 12 de enero de 1970, en el cual resultó lesionado Leonar-
do Féliz Medina, y con desperfectos el carro que éste ma-
nejaba, el Juzgado de Paz de la 3ra. Circunscripción del 
Distrito Nacional, regularmente apoderado del caso, dictó 
en fecha 3 de junio de 1970, una sentencia cuyo dispositi-
vo figura inserto en el del fallo ahora impugnado; b) que 
sobre apelación de los actuales recurrentes, la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en fecha 4 de febrero de 1971, la sen-
tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por el Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, a nombre y repre-
sentación del prevenido Pedro Arnaut Sánchez, la perso-
na civilmente responsable Miguel Salvador Pérez y la Cía. 
de Seguros Pepín, S. A., en fecha 19 del mes de junio del 
año 1970, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz 
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, en fe-
cha 3 de junio del 1970, que contiene el siguiente disposi-
tivo: `Pcrimero: Declara regular y válida en la forma, la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por el nom-
brado Leonardo Félix Medina, en contra del señor Miguel 
Salvador Pérez y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
por mediación a su abogado Dr. Darío Dorrejo Espinal; 
Segundo: Condena al prevenido Pedro Arnaut Sánchez, de 
generales que constan al pago de una multa de RD$6.00 
pesos, por el delito de golpes involuntarios producidos con 
el manejo de vehículo de motor en perjuicio del señor Leo-
dardo Féliz Medina (Violación a los artículos 61, párrafo A, 
49, Párrafo A y 139 de la Ley No. 241), así como al pago de 

   

   

   

   

   

   

   

         

         



92 	 BOLETIN JUDICIAL 

residente en la calle La Cruz No. 35, de la ciudad de San 
Pedro de Macorís, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
organizada de conformidad con las leyes de la República 
Dominicana y can domicilio principal en esta ciudad, en la 
calle Mercedes esquina Palo Hincado, contra la sentencia 
de fecha 4 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones 
correcionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Félix Brito Mata, en representación del 

Dr. Luis Eduardo Norberto R., cédula No. 21417, serie 2da., 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, cédula No. 4602, 
serie 42, abogado del recurrido Leonardo Féliz Medina, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado y re-
sidente en la casa No. 25 de la calle 5ta. Avenida, Villa 
Duarte, de esta ciudad, cédula No. 126308, serie lra., en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 16 de febrero de 
1971, a requerimiento del Dr. Luis Eduardo Norberto Ro-
dríguez, abogado de los recurrentes, en la cual invoca fal-
ta de base legal, falta de motivos, contradicción de moti-
vos y violación del artículo 1315 del Código Civil; 

Visto el memorial de casación de fecha 12 de noviem-
bre de 1971, suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual señala, en definitiva, como medios d ecasación, los 
que se indican más adelante; 

Visto el escrito de la parte interviniente, de fecha 12 
de noviembre de 1971, firmado por su abogado; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 61 y 139 de la Ley No. 241, 
de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
el 12 de enero de 1970, en el cual resultó lesionado Leonar-
do Féliz Medina, y con desperfectos el carro que éste ma-
nejaba, el Juzgado de Paz de la 3ra. Circunscripción del 
Distrito Nacional, regularmente apoderado del caso, dictó 
en fecha 3 de junio de 1970, una sentencia cuyo dispositi-
vo figura inserto en el del fallo ahora impugnado; b) que 
sobre apelación de los actuales recurrentes, la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en fecha 4 de febrero de 1971, la sen-
tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por el Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, a nombre y repre-
sentación del prevenido Pedro Arnaut Sánchez, la perso-
na civilmente responsable Miguel Salvador Pérez y la Cía. 
de Seguros Pepín, S. A., en fecha 19 del mes de junio del 
año 1970, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz 
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, en fe-
cha 3 de junio del 1970, que contiene el siguiente disposi-
tivo: 'Ptrimero: Declara regular y válida en la forma, la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por el nom-
brado Leonardo Félix Medina, en contra del señor Miguel 
Salvador Pérez y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
por mediación a su abogado Dr. Darío Dorrejo Espinal; 
Segundo: Condena al prevenido Pedro Arnaut Sánchez, de 
generales que constan al pago de una multa de RD$6.00 
pesos, por el delito de golpes involuntarios producidos con 
el manejo de vehículo de motor en perjuicio del señor Leo-
dardo Féliz Medina (Violación a los artículos 61, párrafo A, 
49, Párrafo A y 139 de la Ley No. 241), así como al pago de 
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las costas; Tercero: En cuanto al fondo de dicha constitu-
ción en parte civil, condena al señor Miguel Salvador Pé-
rez, al pago de una indemnización de Mil Pesos Oro 
(1,000.00), en favor del señor Leonardo Félix Medina; Cuar-
to: Condena al señor Miguel Salvador Pérez, al pago de las 
costas civiles distraídas en prdvecho del Dr. Darío Dorrejo 
Espinal, quien afirma haberlas avanzado; Quinto: En su 
aspecto declara, esta sentencia ponible a la Compañía de 
Seguros Pepín S. A., de acuerdo al art. 10 de la Ley 4117, 
sobre seguro obligatorio contra daños ocasionados por ve-
hículos de motor; por haber sido interpuesto de acuerdo a 
la Ley de la materia; SEGUNDO: Confirma en todas sus 
partes la antes expresada sentencia; TERCERO: Condena a 
los recurrentes que sucumben, al pago de las costas penales 
y civiles de la presente alzada, ordenando la distracción de 
las últimas en provecho del Dr. Darío Dorrejo Espinal, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Mala apreciación de los hechos o torcido análisis de los mis-

, mos, desnaturalizándolos; Segundo Medio: Falta de moti-
vos y motivos erróneos; Tercer Medio: Falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo de los tres medios 
de casación, reunidos, los recurrentes sostienen en síntesis 
que el accidente se debió exclusivamente al hecho de un 
tercero, circunstancia que los jueces del fondo no analiza-
ron, estimando en cambio que el prevenido recurrente ve-
nía a exceso de velocidad, olvidando que dicho prevenido 
salía de una bomba de gasolina y, a juicio de los recurren-
tes, venía al paso; que 25 ó 30 kms. por hora no constituye 
velocidad; que el juez se apoyó "en sus propias especula-

' ciones, ignorando las declaraciones de los testigos, los cua-
les desnaturalizó"; que el tribunal .  a-quo admitió lo dicho 
por el prevenido acerca de la presencia de otro vehículo 
que venía con la luz alta", por lo que perdió el control; que 
debió decirse en la sentencia qué influencia tuvo ese hecho 
en el accidente; que el juez de apelación hizo suyo los mo- 

tivos del juez de primer grado, cuando este último no ana-
lizó las circunstancias de hecho que caractirizaba el caso, 
el hecho del tercero, y nada dice de la velocidad, por lo 
que el fallo dictado carece de motivos; que esto último uni-
do a la desnaturalización antes alegada, conllevan la falta 
de base legal; que por todo ello estiman los recurrentes 
que el fallo impugnado debe ser casado; pero, 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio aportados en la instrucción de la causa, 
los jueces del fondo dieron por establecido que el día 12 de 
enero de 1970 ocurrió un accidente automovilístico en esta 
ciudad, en la calle Marcos Ruiz en el tramo comprendido 
entre las calles Seybo y Juan Erazo, como consecuencia del 
cual, resultó con heridas curables en menos d'e diez días, 
Leonardo Félix Medina, y con abolladuras y desperfecto 
el carro de éste, que estaba allí estacionado; que el acci-
dente se debió "al exceso de velocidad con que se despla-
zaba" el prevenido Pedro Arnaut Sánchez, "no obstante 
estar cayendo una fuerte lluvia"; 

Considerando que a pesar de la afirmación del preve-
nido, recogida en el cuarto Considerando del fallo impug-
nado, de que el accidente se debió a que en sentido contra-
rio a la dirección que él llevaba transitaba otro carro con 
la luz alta, por lo que perdió el control, su falta la dedu-
jo el juez de la ponderación en conjunto de los hechos y-
circunstancias del caso, especialmente por haberse estable-
cido por "los rebotes de un vehículo hacia el otró y por los 
zig-zags que diera el vehículo conducido por Arnaut-Sán-
chez, el exceso de velocidad con que él se desplazaba, no 
obstante estar cayendo una fuerte lluvia"; que además, de 
esos motivos, el tribunal de alzada adoptó los motivos del 
juez del primer grado y éste dejó también establecido en 
sus motivos que el prevenido "conducía su vehículo a una 
velocidad mayor de la que permite la ley", y que no obser-
vó la regla de reducir 'o para la marcha, a pesar de estar 
lloviendo; 
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las costas; Tercero: En cuanto al fondo de dicha constitu-
ción en parte civil, condena al señor Miguel Salvador Pé-
rez, al pago de una indemnización de Mil Pesos Oro 
(1,000.90), en favor del señor Leonardo Félix Medina; Cuar-
to: Condena al señor Miguel Salvador Pérez, al pago de las 
costas civiles distraídas en prOvecho del Dr. Darío Dorrejo 
Espinal, quien afirma haberlas avanzado; Quinto: En su 
aspecto declara, esta sentencia ponible a la Compañía de 
Seguros Pepín S. A., de acuerdo al art. 10 de la Ley 4117, 
sobre seguro obligatorio contra daños ocasionados por ve-
hículos de motor; por haber sido interpuesto de acuerdo a 
la Ley de la materia; SEGUNDO: Confirma en todas sus 
partes la antes expresada sentencia; TERCERO: Condena a 
los recurrentes que sucumben, al pago de las costas penales 
y civiles de la presente alzada, ordenando la distracción de 
las últimas eh provecho del Dr. Darío Dorrejo Espinal, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Mala apreciación de los hechos o torcido análisis de los mis-

, mos, desnaturalizándolos; Segundo Medio: Falta de moti-
vos y motivos erróneos; Tercer Medio: Falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo de los tres medios 
de casación, reunidos, los recurrentes sostienen en síntesis 
que el accidente se debió exclusivamente al hecho de un 
tercero, circunstancia que los jueces del fondo no analiza-
ron, estimando en cambio que el prevenido recurrente ve-
nía a exceso de velocidad, olvidando que dicho prevenido 
salía de una bomba de gasolina y, a juicio de los recurren-
tes, venía al paso; que 25 ó 30 kms. por hora no constituye 
velocidad; que el juez se apoyó "en sus propias especula-
ciones, ignorando las declaraciones de los testigos, los cua-
les desnaturalizó"; que el tribunal' a-quo admitió lo dicho 
por el prevenido acerca de la presencia de otro vehículo 
que venía con la luz alta", por lo que perdió el control; que 
debió decirse en la sentencia qué influencia tuvo ese hecho 
en el accidente; que el juez de apelación hizo suyo los mo- 

tivos del juez de primer grado, cuando este último no ana-
lizó las circunstancias de hecho que caractirizaba el caso, 
el hecho del tercero, y nada dice de la velocidad, por lo 
que el fallo dictado carece de motivos; que esto último uni-
do a la desnaturalización antes alegada, conllevan la falta 
de base legal; que por todo ello estiman los recurrentes 
que el fallo impugnado debe ser casado; pero, 
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enero de 1970 ocurrió un accidente automovilístico en esta 
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entre las calles Seybo y Juan Erazo, como consecuencia del 
cual, resultó con heridas curables en menos de diez días, 
Leonardo Félix Medina, y con abolladuras y desperfecto 
el carro de éste, que estaba allí estacionado; que el acci-
dente se debió "al exceso de velocidad con que se despla-
zaba" el prevenido Pedro Arnaut Sánchez, "no obstante 
estar cayendo una fuerte lluvia"; 

Considerando que a pesar de la afirmación del preve-
nido, recogida en el cuarto Considerando del fallo impug-
nado, de que el accidente se debió a que en sentido contra-
rio a la dirección que él llevaba transitaba otro carro con 
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jo el juez de la ponderación en conjunto de los hechos y" 
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cido por "los rebotes de un vehículo hacia el otro-  y por los 
zig-zags que diera el vehículo conducido por Arnaut-Sán-
chez, el exceso de velocidad con que él se desplazaba, no 
obstante estar cayendo una fuerte lluvia"; que además, de 
esos motivos, el tribunal de alzada adoptó los motivos del 
juez del primer grado y éste dejó también establecido en 
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velocidad mayor de la que permite la ley", y que no obser-
vó la regla de reducir 'o para la marcha, a pesar de éstar 
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Considerando que por lo antes expuesto se evidencia 
que la versión dada por el prevenido recurrente sí fue pon-
derada, pero el juez, que es soberano en la apreciación de 
los medios de prueba que se le someten se edificó en otro 
sentido, lo cual escapa a la censura de la casación, salvo des-
naturalización de los hechos que no ha sido establecida, 
pues aunque ha sido alegada —como no se puntualiza a 
cuál declaración o a cuál hecho se les dio un alcance dis-
tinto del que tienen, es claro que en definitiva lo que los 
recurrentes denominan desnaturalización no es otra cosa 
que la crítica que a ellos le merece el criterio del juez 
a-quo; que si bien en principio una velocidad de 25 ó 30 
kms. no es excesiva, al estar cayendo una lluvia, lo que los 
recurrentes no niegan, el conductor debió realizar otras me-
didas de prudencia como detener la marcha o reducirla, lo 
que no hizo, según lo apreciaron los jueces del fondo; que 
no es cierto que el tribunal no ponderara lo declarado por 
el prevenido recurrente de que venía otro vehículo en sen-
tido contrario, según él, con luz alta, pero como se dijo 
antes los jueces del fondo apreciaron su falta por otros mo-
tivos, lo que equivalía a descartar su tesis; que si bien el 
juez de apelación, adoptó los motivos del primer juez, lo 
hizo después de dar los suyos en el mismo sentido, y ade-
más, según resulta del examen de ese último fallo, y con-
trariamente a como afirmaron los recurrentes, el juez de 
primer grado sí ponderó los hechos de la causa y apreció 
como se dijo precedentemente también el exceso de velo-
cidad, dadas las circunstancias en que el accidente se pro-
dujo; que, por consiguiente en el fallo impugnado no se ha 
incurrido en los vicios y violaciones denunciados, por lo 
cual los medios propuestos carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados; 

1967, y sancionado por ese mismo texto legal, en su letra 
a, con la pena de seis días a seis meses de prisión y multa 
de seis a ciento ochenta pesos, cuando los golpes y las heri-
das causaren una enfermedad curable en menos de diez 
días como ocurrió en la especie; que, en consecuencia, al 
condenar al prevenido recurrente, a seis pesos de multa, 
después de declararlo culpable y acogiendo circunstancias 
atenuantes el juez a-quo le aplicó una sanción ajustada a 

la ley; 

Considerando que asimismo el Tribunal a-quo dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido le había 
ocasionado a la parte civil constituida, daños morales y ma-
teriales, cuyo monto apreció soberanamente en mil pesos; 
que al condenarlo al pago de esa suma, solidariamente con 
la persona puesta en causa como civilmente responsable, y 
al hacer esa condenación oponible a la compañía asegura-
dora puesta también en causa el tribunal a-quo hizo una 
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código 
Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligato-
rio de los Vehículos de Motor; 

Considerando que examinada la .sentencia en sus de-
más aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido 
recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Leonardo Féliz Medina; Segundo: Rechaza los recur-
sos de casación interpuestos por Pedro Árnaut Sánchez, 
Miguel Salvador Pérez y Seguros Pepín, S. A., contra la 
sentencia dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 4 
de febrero de 1971, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; pereero: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas, con distracción de las mismas en favor del Dr. 
Darío Dorrejo Espinal, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 

  

  

  

  

  

  

Considerando que los hechos precedentemente esta-
blecidos configuran el delito de golpes y heridas por im-
prudencia producidos con el manejo de un vehículo de mo-
tor, hecho previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 
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Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco, Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Pa-
niagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Consejo de Guerra de Apelación de las 
Fuerzas Armadas de fecha 15 de julio de 1971. 

11Interia: Criminal. 

Recurrente: Pedro Esteban Tolentino, E. N., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 19 del mes de enero del 1972, años 128' de 
la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Esteban Tolentino, E. N., dominicano, mayor de edad, re-
sidente en la Fortaleza Ozama, E. N., de esta ciudad, cédu-
la No. 25915, serie 2da., contra la sentencia pronunciada 
por el Consejo de Guerra de Apelación de las Fuerzas Ar-
madas, en fecha 15 de julio de 1971, en sus atribuciones 
criminales, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe acoger y acoge como bueno y válido en cuanto a 
la forma por haber sido intentado en tiempo hábil y con-
forme á la ley, el recurso de apelación interpuesto por el 
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Raso Chofer Pedro Esteban Tolentino, E. N., contra la sen-
tencia de fecha 17-5-71, del Consejo de Guerra de lra. Ins-
tancia, E. N., cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Que ha 
de declarar como al efecto declara al Raso Chófer Pedro 
Esteban Tolentino, Cía. de Camiones del Batallón de Trans-
portación, E. N., no culpable de los delitos de abandono de 
servicio y excederse de permiso por tiempo mayor a las 36 
horas por no haberlo cometido y en consecuencia lo des-
carga de toda responsabilidad penal de estas acusaciones. 
SEGUNDO: Que ha declarar como al efecto declara al 
Raso Chófer Pedro Esteban Tolentino, E. N., culpable del 
crimen de abandonar el revólver No. 2518 propiedad del 
•E. N., que tiene cargado con su organización, con lo que 
violó el Artículo 216 del Código de Justicia de las Fuerzas 
Armadas, y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de 
(2) años de reclusión con la separación por mala conducta 
de las filas del E. N., TERCERO: Se designa la cárcel pú-
blica de la Penitenciaría Nacional de La Victoria para que 
se cumpla la condena impuesta; y SEGUNDO: Que debe 
modificar y modifica la sentencia apelada y al declarar al 
Raso Chófer Pedro Esteban Tolentino, E. N., culpable del 
hecho precedentemente indicado, se le condena a sufrir un 
(1) año de prisión correccional, a cumplirlo en la peniten-
ciaría Nacional de La Victoria, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Consejo a-quo en fecha 20 de julio de 1971, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

Vista el acta de desistimiento levantada en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 10 de enero 
de 1971, a requerimiento del recurrente Pedro Esteban To-
lentino; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 402 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que el recurrente Pedro Esteban Tolen-
tino, ha desistido pura y simplemente, del recurso de ca-
sación de que se trata; 

Por tales motivos, Da acta del desistimiento hecho por 
Pedro Esteban Tolentino, del recurso de casación por él in-
terpuesto contra la sentencia pronunciada por el Consejo 
de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, en sus 
atribuciones criminales, en fecha 15 de Julio de 1971, cu-
yo dispositivo ha sido copiado eri parte anterior del presen-
te fallo, y en consecuencia declara que no ha lugar a esta-
tuir sobre dicho recurso, y ordena que el presente expe-
diente sea archivado. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 14 de agosto de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ramón A. García López. 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Recurrido: Evaristo Abad. 
Abogado: Porfirio L. Balcácer R., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pania-
gua, asistidos del Secretario General ,en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 de enero del año 
1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
A. García López, dominicano, mayor de edad, industrial, 
casado, domiciliado y residente en la calle Federico Enrí-
quez y Carvajal No. 18, de esta ciudad, cédula No. 14046, 
serie 48, contra la sentencia de fecha 14 de agosto de 1970, 
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Moya, cédula No. 89146, serie la., 

en representación del Dr. A. Ballester Hernández, cédula 
No. 141, serie 48, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 21 de octu-
bre de 1970, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante; y el de ampliación de fecha 
31 de octubre de 1971; 

• Visto el memorial de defensa de fecha 18 de agosto 
de 1971, suscrito por el Dr. Porfirio L. Balcácer R., cédu-
la No. 58473, serie la., abogado del recurrido Evaristo 
Abad, dominicano, mayor de edad, obrero, domiciliado y 
residente en la casa No. 19 de la calle Américo Lugo, 
(atrás), de esta ciudad, cédula No. 5226, serie 48, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29, 84, 168, 173 y 691 
del Código de Trabajo; '51, 55 y 57 de la Ley No. 637 de 
1944 sobre Contratos de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 2 de diciembre de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por falta de 
prueba, la demanda laboral intentada por Evaristo Abad 
contra la Industria de Carnes el Torito Dominicano y/o 
Ramón Antonio García; SEGUNDO: Se condena a la parte 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 14 de agosto de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ramón A. García López. 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Recurrido: Evaristo Abad. 
Abogado: Porfirio L. Balcácer R., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29, 84, 168, 173 y 691 
del Código de Trabajo; '51, 55 y 57 de la Ley No. 637 de 
1944 sobre Contratos de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 2 de diciembre de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por falta de 
prueba, la demanda laboral intentada por Evaristo Abad 
contra la Industria de Carnes el Torito Dominicano y/o 
Ramón Antonio García; SEGUNDO: Se condena a la parte 
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demandante al pago de las costas"; b) que sobre apelación 
del demandante la Cámara a-qua dictó en fecha 14 de agos-
to de 1970, la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido tanto en la forma como en el fondo, el recur-
so de apelación interpuesto por Evaristo Abad, contra sen-
tencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 2 de diciembre de 1969, dictada en favor de In-
dustria de Carnes El Torito Dominicano, y/o Ramón Gar-
cía, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Declara injusto el des-
pido y resuelto el contrato con responsabilidad para el pa-
trono Ramón García; TERCERO: Condena al patrono Ra-
món García y/o Industria de Carnes El Torito Dominica-
no, a pagarle al trabajador Evaristo Abad, los valores si-
guientes: veintinueev (29) días de salario por concepto de 
prestaciones; catorce (14) días de vacaciones, la regalía pas-
cual correspondiente al año trabajado, así como a una in-
demnización igual a los salarios que habría recibido el tra-
bajador desde el día de la demanda y hasta la sentencia 
definitiva dictada en última instancia, sin que los mismos 
excedan de los salarios correspondientes a tres meses, to-
do calculado a base de un salario de seis pesos con cuaren-
ta centavos (RD$6.40) diario; CUARTO: Condena al señor 
Ramón García y/o Industria de Carnes El Torito Domini-
cano, a pagarle al trabajador Evaristo Abad, la suma de 
quinientos doce pesos con cuarenta centavos (RD$512.40) 
por concepto de diferencia de salario dejado de pagar, más 
los intereses legales de esa suma a partir de la demanda; 
QUINTO: Condena a la parte que sucumbe Ramón García 
y/o Industria de Carnes El Torito Dominicano, al pago de 
las costas del procedimiento de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la ley 302 del 18 de junio del 1964 y 691 
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor 
del Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente propone en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil; Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, contradicción 
y falta de motivos, falta de base legal, desnaturalización 
de los hechos; Segundo Medio: Violación del artículo 12 
del Código de Trabajo; Violación de la Resolución No. 1/63 
del Comité Nacional de Salarios del 25 de febrero de 1963, 
que fija el salario mínimo para el ramo de carpinteros de 
la industria de construcciones; Tercer Medio: Violación del 
artículo 660 del Código de Trabajo; Violación del artículo 
1153 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos sostiene en síntesis el recurrente, entre otros alega-
tos, que aunque se tratase de una obra determinada, no era 
preciso esperar la terminación de la misma para dar por 
terminado el contrato de un trabajador especializado como 
era el recurrido; que la Tarjeta de inspección final (que la 
Cámara a-qua ponderó en su contra) y que él presentó, fue 
depositada para establecer la naturaleza de la obra, pero 
ella no indica la fecha exacta de la terminación de la mis-
ma, sino que sirve para probar solamente cuándo se hizo la 
inspección final; que el juez se basó para fallar como lo hi-
zo en lo declarado por el testigo de la Cruz, y éste lo que 
dijo fue que después que se terminó el trabajo de carpin-
tería el demandante se quedó haciendo mesetas, y si esto 
fuese cierto entonces sería contradictorio afirmar en el fa-
llo impugnado que fue despedido el 18 de abril de 1969, 
es decir 29 días antes de terminada la obra; que lo cierto 
es que el trabajador no probó el despido ni cuándo ocu-
rrió; que al respecto el testigo de la Cruz lo que dijo fue 
"que se lo oyó decir a Rogelio de la Cruz Berroa", y de esa 
afirmación dedujo la Cámara a-qua falsamente, y sin base, 
no sólo el despido sino su fecha, cuando tal hecho no pue-
de ser "una circunstancia imprecisa"; que el juez modifica 
la Resolución No. 1/63 del comité de salarios del 25 de fe- 
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esta misma sentencia; SEGUNDO: Declara injusto el des-
pido y resuelto el contrato con responsabilidad para el pa-
trono Ramón García; TERCERO: Condena al patrono Ra-
món García y/o Industria de Carnes El Torito Dominica-
no, a pagarle al trabajador Evaristo Abad, los valores si-
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prestaciones; catorce (14) días de vacaciones, la regalía pas-
cual correspondiente al año trabajado, así como a una in-
demnización igual a los salarios que habría recibido el tra-
bajador desde el día de la demanda y hasta la sentencia 
definitiva dictada en última instancia, sin que los mismos 
excedan de los salarios correspondientes a tres meses, to-
do calculado a base de un salario de seis pesos con cuaren-
ta centavos (RD$6.40) diario; CUARTO: Condena al señor 
Ramón García y/o Industria de Carnes El Torito Domini-
cano, a pagarle al trabajador Evaristo Abad, la suma de 
quinientos doce pesos con cuarenta centavos (RD$512.40) 
por concepto de diferencia de salario dejado de pagar, más 
los intereses legales de esa suma a partir de la demanda; 
QUINTO: Condena a la parte que sucumbe Ramón García 
y/o Industria de Carnes El Torito Dominicano, al pago de 
las costas del procedimiento de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la ley 302 del 18 de junio del 1964 y 691 
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor 
del Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 
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Considerando que el recurrente propone en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil; Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, contradicción 
y falta de motivos, falta de base legal, desnaturalización 
de los hechos; Segundo Medio: Violación del artículo 12 
del Código de Trabajo; Violación de la Resolución No. 1/63 
del Comité Nacional de Salarios del 25 de febrero de 1963, 
que fija el salario mínimo para el ramo de carpinteros de 
la industria de construcciones; Tercer Medio: Violación del 
artículo 660 del Código de Trabajo; Violación del artículo 
1153 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos sostiene en síntesis el recurrente, entre otros alega-
tos, que aunque se tratase de una obra determinada, no era 
preciso esperar la terminación de la misma para dar por 
terminado el contrato de un trabajador especializado como 
era el recurrido; que la Tarjeta de inspección final (que la 
Cámara a-qua ponderó en su contra) y que él presentó, fue 
depositada para establecer la naturaleza de la obra, pero 
ella no indica la fecha exacta de la terminación de la mis-
ma, sino que sirve para probar solamente cuándo se hizo la 
inspección final; que el juez se basó para fallar como lo hi-
zo en lo declarado por el testigo de la Cruz, y éste lo que 
dijo fue que después que se terminó el trabajo de carpin-
tería el demandante se quedó haciendo mesetas, y si esto 
fuese cierto entonces sería contradictorio afirmar en el fa-
llo impugnado que fue despedido el 18 de abril de 1969, 
es decir 29 días antes de terminada la obra; que lo cierto 
es que el trabajador no probó el deopido ni cuándo ocu-
rrió; que al respecto el testigo de la Cruz lo que dijo fue 
"que se lo oyó decir a Rogelio de la Cruz Berroa", y de esa 
afirmación dedujo la Cámara a-qua falsamente, y sin base, 
no sólo el despido sino su fecha, cuando tal hecho no pue-
de ser "una circunstancia imprecisa"; que el juez modifica 
la Resolución No. 1/63 del comité de salarios del 25 de fe- 
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brero de 1963, en el fallo impugnado, pues sólo admite dos 
clases de trabajadores en carpinterías: los de primera y los 
de segunda clase, porque según él, el ayudante carpintero 
—que es lo que era el demandante— no es carpintero; es 
decir, entiende el recurrente que el demandante no tenía 
en su trabajo "la clasificación profesional que invocó"; que 
el juez no da motivos suficiente para acoger la demanda; 
que, además, la Cámara a-qua acordó diferencias de sala-
rios durante todo el tiempo que alegó el demandante que 
estuvo trabajando, y para ello hizo "cálculos arbitrarios" 
los que no corresponden a sus alegatos; ni tampoco dio mo-
tivos en cuanto a la prescripción invocada en relación con 
dicha diferencia de salarios; por todo lo cual estima el re-
currente que se ha incurrido en el fallo impugnado en los 
vicios y violaciones denunciados, y que éste debe ser 
casado; 

Considerando que si bien en el Considerando No. 6 se 
pondera la tarjeta de inspección final de la obra es pala 
señalar cuándo ella fue terminada; pero por ese documen-
to no se establece si realmente ocurrió un despido, o si fue 
el trabajo del demandante como obrero especializado cesó 
antes de concluida la obra; y no hay ninguna otra prueba 
corroborativa que permita atribuir a esa declaración el al-
cance que se le ha dado en el fallo que se examina; 

Considerando por otra parte que el juez a-quo no dio 
motivos sobre la prescripción alegada por el patrono des-
de primera instancia en cuanto a la diferencia de salarios 
reclamada durante toda la existencia del contrato; y esa 
motivación era indispensable no solamente para resolver 
esa excepción de prescripción, sino porque tal demanda 
(diferencias de salarios) era independiente de la reclama-
ción de prestaciones, aunque ambas se llevasen conjunta-
mente y podía subsistir en parte aún en el caso de que el 
despido no fuese probado, y siempre que se estableciera 
la clasificación profesional que alegó tener el demandante; 
que, por todo ello, procede admitir que en el fallo impug-
nado se ha incurrido en los vicios de desnaturalización y 
de falta de motivos invocados, por lo cual procede su casa-
ción, sin necesidad de pbnderar los otros medios y alegatos 
del recurrente; 

Considerando que cuando un fallo es casado ipor falta 
de motivos o por desnaturalización de los hechos, las cos-
tas pueden ser compensadas, al tenor del artículo 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 
14 de agosto de 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por an-
te el Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Mi co-

rís, en sus atribuciones laborales como tribunal de trabajo 
de segundo grado; Segundo: Compensa las costas. 

 

     

     

    

Considerando que ciertamente el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto que la Cámara a-qua se 
basó esencialmente para fallar como lo hizo en la declara-
ción del testigo Eleuterio de la Cruz, oído en el informa-
tivo; pero éste, según el análisis que ha hecho esta Supre-
ma Corte de Justicia de ese testimonio en vista de la des-
naturalización denunciada, después de declarar que no sa-
bía por qué el demandante salió de su trabajo en razón 
de que él no estaba presente, dijo que sabía del despide 
porque se lo informó una tercera persona (Rogelio de la 
Cruz Berroa); pero no precisó en ninguna parte de su de-
claración, la fecha del mismo, ni cómo, ni cuándo ocu-
rrió; que, en todo caso, bien que se tratase de una cesación 
de trabajo como alega el patrono, o de un despido como sos-
tiene el trabajador, el carácter y la fecha de ese hecho no 
que precisada ,por el testigo en cuya declaración se ba 
sa la sentencia impugnada; y era necesario en la especie 
determinar el carácter de tal hecho para deducir de él los 
efectos legales pertinentes en un sentido o en otro; 
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sa la sentencia impugnada; y era necesario en la especie 
determinar el carácter de tal hecho para deducir de él los 
efectos legales pertinentes en un sentido o en otro; 

Considerando que si bien en el Considerando No. 6 se 
pondera la tarjeta de inspección final de la obra es para 
señalar cuándo ella fue terminada; pero por ese documen-
to no se establece si realmente ocurrió un despido, o si fue 
el trabajo del demandante como obrero especializado cesó 
antes de concluida la obra; y no hay ninguna otra prueba 
corroborativa que permita atribuir a esa declaración el al-
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motivación era indispensable no solamente para resolver 
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despido no fuese probado, y siempre que se estableciera 
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Considerando que cuando un fallo es casado por falta 
de motivos o por desnaturalización de los hechos, las cos-
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Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en le 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 3 de marzo de 1970. 

Materia: criminal. 

Recurrente: Ramón Apolinar Felipe Hiciano. 

Abogado: Dr. Francisco A. Mendoza Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 24 de Enero del 1972, años 128' de la Independencia y 
109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Apolinar Felipe Hiciano, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, Raso de la Policía Nacional ,residente en la Avenida 
Duarte, casa No. 533, de esta ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, cédula No. 5572, serie 55, contra la sentencia de 
fecha 3 de marzo de 1970, dictada en atribuciones crimina-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo será copiado más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 



Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 3 de marzo de 1970. 

Materia: criminal. 

Recurrente: Ramón Apolinar Felipe Hiciano. 
Abogado: Dr. Francisco A. Mendoza Castillo. 

Dios, Patria y -  Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 24 de Enero del 1972, años 128' de la Independencia y 
109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Apolinar Felipe Hiciano, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, Raso de la Policía Nacional ,residente en la Avenida 
Duarte, casa No. 533, de esta ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, cédula No. 5572, serie 55, contra la sentencia de 
fecha 3 de marzo de 1970, dictada en atribuciones crimina-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo será copiado más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de marzo de 1970 
a requerimiento del Doctor Francisco A. Mendoza Castillo, 
abogado, cédula No. 10178, serie 37, actuando éste a nom-
bre y en representación del acusado Ramón Apolinar Feli-
pe Hiciano; acta en la que no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295, 304, Párrafo II, del 
Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal 
y 1, y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que fue some-
tido a la acción de la justicia, mediante oficio de fecha 20 
de agosto de 1968 que la Policía Nacional dirigió al Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, Ramón Apolinar Felipe 
Hiciano, acusado del crimen de homicidio voluntario en la 
persona de Cirilo Paulino Marte; b) que apoderado del ca-
so por ese funcionario el Juez de Instrucción de la Segun-
da Circunscripción del Distrito Nacional, a los fines de que 
realizara la correspondiente sumaria, dictó en fecha 28 de 
octubre de 1968, su providencia calificativa en la que de-
claró "que hay cargos e indicios suficientemente razonables 
para inculpar al nombrado Ramón Apolinar Felipe Hiciano 
del crimen de homicidio voluntario en la persona de quien 
en vida se llamó Cecilio Paulino Marte, hecho previsto y 
penado por los artículos 295 y 394, párrafo II, del Código 
Penal", y, consecuentemente, lo envió por ante el Tribunal 
Criminal para que allí fuera juzgado con arreglo a la Ley 
por el crimen que se le imputa; e) que apoderada del asun-
to la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, lo resolvió por medio de su 
sentencia de fecha 30 de abril de 1969, cuyo dispositivo es-
tá inserto en el del fallo ahora impugnado; d) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Ramón 
Apolinar Felipe Hiciano, intervino la sentencia que es ob-
jeto de la 'presente impugnación, cuyo dispositivo es el si- 

guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto en fecha dos (2) de Mayo 
de 1969, por el Dr. Francisco Mendoza Castillo, actuando a 
nombre y representación del señor Ramón Apolinar Feli-
pe Hiciano, contra sentencia dictada en fecha 30 de Abril 
de 1969, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo co-
piado textualmente dice así: 'Falla: Primero: Se declara 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Gre-
gorio Paulino, contra el prevenido Ramón Apolinar Felipe 
Hiciano, por ser regular en la forma y justa en el fondo. 
Segundo: Se declara a Ramón Apolinar Felipe Hiciano, cul-
pable del crimen de Homicidio Voluntario, en perjuicio de 
Cirilo Paulino Marte, y en consecuencia se condena a su-
frir diez (10) años de trabajos públicos. Tercero: Se conde-
na al señor Ramón Apolinar Felipe Hiciano, al pago de una 
indemnización de diez mil pesos oro (RD$10,000.(}0) en fa-
vor del señor Gregorio Paulino, parte civil constituida por 
los daños tanto morales como materiales causados por el' 
hecho del cual es personalmente responsable el prevenido 
Ramón Apolinar Hiciano. Cuarto: Se condena además, al 
pago de las costas penales y civiles, con distracción de es-
tas últimas en favor de los Doctores Reyes Vásquez y An-
tonio Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad'.— SEGUNDO: Cdnfirma en todas sus partes la 
sentencia apelada; TERCERO: Condena al acusado al pa-
go de las costas penales"; 

Considerando que la Corte a-qua ha dado por estable-
cidos mediante la ponderación de los elementos de juicio 
regularmente aportados en la instrucción de la causa cri-
minal puesta a cargo del acusado Ramón Apolinar Felipe 
Hiciano, los hechos que son seguidamente anotados: que 
en la tarde del día 28 de julio de 1968 Cirilo Paulino Mar-
te resultó muerto en esta ciudad a consecuencia de un dis-
paro que le hizo voluntariamente dicho acusado con el ar-
ma de reglamento que portaba en su calidad de Raso de la 
Policía Nacional, por lo cual fue dado de baja de esa ins- 
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por el crimen cprie se le imputa; c) que apoderada del asun-
to la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, lo resolvió por medio de su 
sentencia de fecha 30 de abril de 1969, cuyo dispositivo es-
tá inserto en el del fallo ahora impugnado; d) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Ramón 
Apolinar Felipe Hiciano, intervino la sentencia que es ob-
jeto de la presente impugnación, cuyo dispositivo es el si- 

guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto en fecha dos (2) de Mayo 
de 1969, por el Dr. Francisco Mendoza Castillo, actuando a 
nombre y representación del señor Ramón Apolinar Feli-
pe Hiciano, contra sentencia dictada en fecha 30 de Abril 
de 1969, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo co-
piado textualmente dice así: 'Falla: Primero: Se declara 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Gre-
gorio Paulino, contra el prevenido Ramón Apolinar Felipe 
Hiciano, por ser regular en la forma y justa en el fondo. 
Segundo: Se declara a Ramón Apolinar Felipe Hiciano, cul-
pable del crimen de Homicidio Voluntario, en perjuicio de 
Cirilo Paulino Marte, y en consecuencia se condena a su-
frir diez (10) años de trabajos públicos. Tercero: Se conde-
na al señor Ramón Apolinar Felipe Hiciano, al pago de una 
indemnización de diez mil pesos oro (RD$10,000.00) en fa-
vor del señor Gregorio Paulino, parte civil constituida por 
los daños tanto morales como materiales causados por el 
hecho del cual es personalmente responsable el prevenido 
Ramón Apolinar Hiciano. Cuarto: Se condena además, al 
pago de las costas penales y civiles, con distracción de es-
tas últimas en favor de los Doctores Reyes Vásquez y An-
tonio Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad'.— SEGUNDO: Cdnfirma en todas sus partes la 
sentencia apelada; TERCERO: Condena al acusado al pa-
go de las costas penales"; 

Considerando que la Corte a-qua ha dado por estable-
cidos mediante la ponderación de los elementos de juicio 
regularmente aportados en la instrucción de la causa cri-
minal puesta a cargo del acusado Ramón Apolinar Felipe 
Hiciano, los hechos que son seguidamente anotados: que 
en la tarde del día 28 de julio de 1968 Cirilo Paulino Mar-
te resultó muerto en esta ciudad a consecuencia de un dis-
paro que le hizo voluntariamente dicho acusado con el ar-
ma de reglamento que portaba en su calidad de Raso de la 
Policía Nacional, por lo cual fue dado de baja de esa ins- 
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titución y puesto a disposición de la justicia ordinaria pa-
ra que se le instruyera, como ya fue expresado, la suma-
ria correspondiente; que según consta en el certificado ex-
pedido por el Médico-Legista, el occiso Cirilo Paulino Mar-
te presentaba "herida de bala con orificio de entrada en la 
región axilar derecha, que esta herida provocó hemorragia 
interna y muerte inmediata"; 

Considerando que los hechos así establecidos y sobe-
ranamente ponderados por los jueces del fondo, constitu-
yen, a cargo del acusado recurrente, el crimen de homici-
dio voluntario, configurado por todos sus elementos consti-
tutivos y previsto por el artículo 295 del Código Penal que 
lo sanciona con la pena de 3 a 20 años de trabajos públi-
cos, de conformidad con lo estatuido en sus artículos 18 y 
304, párrafo II, por lo que la Corte a-qua, al condenarlo, 
después de declararlo culpable, a sufrir la pena de diez 
años de trabajos públicos, confirmando así la sentencia de 
la Cámara Penal, aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que en virtud de todo cuanto ya fue di-
cho, es obvio que el 'presente recurso de casación carece de 
fundamento, por lo que debe ser rechazado, y habida cuen-
ta de que examinada en sus demás aspectos la sentencia 
impugnada, no contiene, en lo que concierne al interés del 
recurrente, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Apolinar Felipe Hiciano 
contra la sentencia de fecha 3 de marzo de 1970, dictada 
en atribuciones criminales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo, y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— José A. Paniagua Mateo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dnencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE ENERO DEL 1972. 

Recurrentes: Ing. Jorge Rincón Reynoso y la San Rafael 

C. por A. 

Interviniente: Pedro M. Acevedo. 
Abogados: Dres. Félix R. Castillo Plácido y C. Eugenio Reynoso. 

' Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco E'oidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 24 de enero del año 1972, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ing. 
Jorge Rincón Reynoso, dominicano, mayor de edad, casa-
do, cédula No. 37575, serie 26, domiciliado y residente en 
la calle "Puerto Rico" No. 12 de la ciudad de Santiago, y 
la San Rafael C. por A., compañía de seguros organizada de 
acuerdo con las leyes dominicanas, contra la sentencia de 
fecha 13 de octubre de 1970, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo 

dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en sus conclusiones, al Dr. Félix R. Castillo Plá-

cido, cédula 18850 serie 37, por sí y por el Dr. C. Eugenio 
Reynoso, abogados del interviniente Pedro M. Acevedo, do-
minicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 12290 serie 
37, domiciliado y residente en la sección rural "Tubagua", 
Municipio de Puerto Plata; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Viste el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 20 de octubre de 
1970, a requerimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, 
cédula No. 39035 serie Ira., abogado de los recurrentes, en 
la cual no expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente firmado por sus abo- 
gados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la ley 241 
de 1967, 1 y siguientes de la ley 4117 de 1955, 1, 37 y 65 
de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 10 de sep-
tiembre de 1969, en que resultó lesionado Pedro María Ace-
vedo, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, apoderado del asunto, dictó, el día 31 de 
marzo de 1970, en sus atribuciones correccionales, una sen-
tencia cuyo; dispositivo se copia más adelante; b) que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido y 
por la San Rafael C. por A., contra ese fallo, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Admite como bueno y válido en la 
forma, los recursos de apelación interpuestos por el Dr. 
Pablo Juan Brugal Muñoz a nombre y representación del 
prevenido Lic. Jorge Rincón Reynoso y la Compañía Na-
cional de Seguros San Rafael C. (por A., contra sentencia 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 13 
de octubre de 1970. 

Materia: Correccional. 
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Materia: Correccional. 
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Municipio de Puerto Plata; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 20 de octubre de 
1970, a requerimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, 
cédula No. 39035 serie lra., abogado de los recurrentes, en 
la cual no expone ningún medio determinado de cesación; 

Visto el escrito del interviniente firmado por sus abo- 
gados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la ley 241 
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vo de un accidente automovilístico ocurrido el 10 de sep-
tiembre de 1969, en que resultó lesionado Pedro María Ace-
vedo, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, apoderado del asunto, dictó, el día 31 de 
marzo de 1970, en sus atribuciones correccionales, una sen-
tencia cuyo; dispositivo se copia más adelante; b) que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido y 
por la San Rafael C. por A., contra ese fallo, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Admite como bueno y válido en la 
forma, los recursos de apelación interpuestos por el Dr. 
Pablo Juan Brugal Muñoz a nombre y representación del 
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cional de Seguros San Rafael C. por A., contra sentencia 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 13 

de octubre de 1970. 



   

116 	 BOLETIN JUDICIAL 

    

HOCETIN JUDICIAL 	 117 

         

   

de fecha 31 de marzo de 1970, cuyo dispositivo dice así: 
*Falla: Primero: Que debe pronunciar y Pronuncia el de-
fecto contra el nombrado Jorge Rincón Reynoso, por no 
haber comparecido a la audiencia para la cual fue legal-
mente citado; Segundo: Declara al nombrado Jorge Rin-
cón Reynoso, Culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarias ocasionadas con el manejo de vehículo de me- 

curables después de veinte días y antes de treinta, en 
perjuicio de Pedro María Acevedo, y, en consecuencia lo 
condena a pagar una multa de cincuenta pesos oro, 
RD$50.00, y las costas, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Tercero: Acoge la constitución en parte 
civil hecha por Pedro María Acevedo, por medio del Dr . 

Félix R. Castillo Plácido contra Jorge Rincón Reynoso, por 
ser regular en la forma; y en cuanto al fondo, condena a 
dicho Jorge Rincón Reynoso a pagar a la parte civil una 
indemnización de un mil quinientos pesos RD$1,500.00), a 
título de daños y perjuicios, y además, a pagar los intere-
ses de dicha suma, a partir del día del accidente, como in-
demnización suplementaria; Oponible esta sentencia a la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A. Cuarto: Con-
dena a Jorge Rincón Reynoso al pago de las costas civiles, 
ordenándose su distracción en favor del nr. Félix R. Cas-
tillo Plácido, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte'; Segundo: Modifica el ordinal Segundo de la 
sentencia apelada en el sentido de declarar que el acciden-
te automovilístico en el cual recibió golpes y 'heridas in-
voluntarias el nombrado Pedro María Acevedo, y como 
consecuencia condena a dicho prevenido al pz.go de una 
multa de RDS25.00 (Veinticinco Pesos Oro), acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes y la falta común; Ter-
cero: Confirma el ordinal Tercero de la sentencia recurri-
da. en cuanto a que declaró buena y válida en la forma 
la constitución en parte civil hecha por el Dr. Félix R. 
Castillo Plácido, a nombre y representación de Pedro Ma-
ría Acevedo contra el prevenido Ing. Jorge Rincón Rey-
noso y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael 

  

C. por A., y en cuanto al fondo modifica dicho ordinal en 
el sentido de reducir la indemnización de RD$1,500.00 
(Mil Quinientos Pesos Oro), acordada en favor de la refe-
rida parte civil constituída y puesta a cargo del Ing. Jor-
ge Rincón Reynoso a la suma de RD$500.00 (Quinientos 
Pesos Oro), como justa reparación por los daños morales 
y materiales sufridos por el señor Pedro María Acevedo, 
parte civil constituída, y por corresponder esta suma al 
50e,"( de la indemnización total a que hubiera tenido de-
recho la parte civil constituída, Pedro María Acevedo, de 
no haber cometido falta; Cuarto: Confirma la sentencia 
apelada en cuanto a que declaró la misma oponible a la 
Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en 
su condición de entidad aseguradora de la responsabilidad 
civil del Ing. Jorge Rincón Reynoso; Quinto: Asimismo 
confirma la sentencia apelada en cuanto a que condenó al 
Ing. Jorge Rincón Reynoso al pago de los intereses de la 
suma acordada a título de indemnización suplementaria; 
Sexto: Condena al prevenido Ing. Jorge Rincón Reynoso 21 
pago de las costas penales; Séptimo: Condena al Ing. Jor-
ge Rincón Reynoso y a la Compañía Nacional de Seguros 
San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles de esta 
instancia con distracción de las mismas en provecho de los 
Dres. Félix R. Castillo Plácido y Clyde Eugenio Rosario, por 
afirmar estarlas avanzando en su mayor parte"; 

     

     

     

   

ti 

     

    

rI 

     

      

En cuanto al recurso del prevenido. 

     

Considerando que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio aportados en la instruc-
ción de la causa, dio por establecidos los siguientes hechos: 
"a) que en fecha 10 del mes de septiembre del año 1969, 
en horas de la tarde de ese día, el prevenid'., Ingeniero 
Jorge Rincón Reynoso conducía, por la carretera Luperón, 
en dirección de oeste a este (o sea de Puerto Plata hacia 
Santiago), la camioneta del tipo Station Wagon, marca 
Ford, placa No. 26973, de su propiedad, asegurado con la 
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de fecha 31 de marzo de 1970, cuyo dispositivo dice así: 
'Falla: Primero: Que debe pronunciar y Pronuncia el de-
fecto contra el nombrado Jorge Rincón Reynoso, por no 
haber comparecido a la audiencia para la cual fue legal-
mente citado; Segundo: Declara al nombrado Jorge Rin-
cón Reynoso, Culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarias ocasionadas con el manejo de vehículo de mo-
tor, curables después de veinte días y antes de treinta, en 
perjuicio de Pedro María Acevedo, y, en consecuencia lo 
condena a pagar una multa de cincuenta pesos oro, 
RD$50.00, y las costas, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Tercero: Acoge la constitución en parte 
civil hecha por Pedro María Acevedo, por medio del Dr. 
Félix R. Castillo Plácido contra Jorge Rincón Reynoso, por 
ser regular en la forma; y en cuanto al fondo, condena a 
dicho Jorge Rincón Reynoso a pagrr a la parte civil una 
indemnización de un mil quinientos pesos RD$1,500.00), a 
título de daños y perjuicios, y además, a pagar los intere-
ses de dicha suma, a partir del día del accidente, como in-
demnización suplementaria; Oponible esta sentencia a la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A. Cuarto: Con-
dena a Jorge Rincón Reynoso al ¡pago de las costas civiles, 
ordenándose su distracción en favor del 13r. Félix R. Cas-
tillo Plácido, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte'; Segundo: Modifica el ordinal Segundo de la 
sentencia apelada en el sentido de declarar que el acciden-
te automovilístico en el cual recibió golpes y heridas in-
voluntarias el nombrado Pedro María Acevedo, y como 
consecuencia condena a dicho prevenido al pZ.go de una 
multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro), acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes y la falta común; Ter-
cero: Confirma el ordinal Tercero de la sentencia recurri-
da, en cuanto a que declaró buena y válida en la forma 
la constitución en parte civil hecha por el Dr. Félix R. 
Castillo Plácido, a nombre y representación de Pedro Ma-
ría Acevedo contra el prevenido Ing. Jorge Rincón Rey-
noso y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael 
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C. por A., y en cuanto al fondo modifica dicho ordinal en 
el sentido de reducir la indemnización de RD$1,500.00 
(Mil Quinientos Pesos Oro 1 , acordada en favor de la refe-
rida parte civil constituída y puesta a cargo del Ing. Jor-
ge Rincón Reynoso a la suma de RD$500.00 (Quinientos 
Pesos Oro), como justa rekparación por los daños morales 
y materiales sufridos por el señor Pedro María Acevedo, 
parte civil constituida, y por corresponder esta suma al 
50% de la indemnización total a que hubiera tenido de-
recho la parte civil constituida, Pedro María Acevedo, de 
no haber cometido falta; Cuarto: Confirma la sentencia 
apelada en cuanto a que declaró la misma oponible a la 
Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en 
su condición de entidad aseguradora de la responsabilidad 
civil del Ing. Jorge Rincón Reynoso; Quinto: Asimismo 
confirma la sentencia apelada en cuanto a que condenó al 
Ing. Jorge Rincón Reynoso al pago de los intereses de la 
suma acordada a título de indemnización suplementaria; 
Sexto: Condena al prevenido Ing. Jorge Rincón Reynoso al 
pego de las costas penales; Séptimo: Condena al Ing. Jor-
ge Rincón Reynoso y a la Compañía Nacional de Seguros 
San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles de esta 
instancia con distracción de las mismas en provecho de los 
Dres. Félix R. Cestillo Plácido y Clyde Eugenio Rosario, por 
afirmar estarlas avanzando en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio aportados en la instruc-
ción de la causa, dio por establecidos los siguientes hechos: 
"a) que en fecha 10 del mes de septiembre del año 1969, 
en horas de la tarde de ese día, el ¡prevenida, Ingeniero 
Jorge Rincón Reynoso conducía, por la carretera Luperón, 
en dirección de oeste a este (o sea de Puerto Plata hacia 
Santiago), la camioneta del tipo Station Wagon, marca 
Ford, placa No. 26973, de su propiedad, asegurado con la 
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compañía de seguros San Rafael, C. por A., mediante pó-
liza No. A-3-5441, con vencimiento al día 3 de julio de 
1970 y vigente el día del accidente que se relatará más ade-
lante; b) que al mismo tiempo transitaba a pie, por el pa-
seo de la vía, en dirección contraria, o sea de este a oeste, 
a la izquierda en relación con él mismo, el señor Pedro 
María Acevedo; c) que al llegar a las proximidades del ki-
lómetro 20 de la mencionada carretera, en razón de que 
se aproximaba en sentido contrario otro vehículo, el pre-
venido Rincón Reynoso llevó su vehículo excesivamente 
hacia la derecha y el señor Pedro María Acevedo se des-
cuidó e intentó cruzar la carretera sin tomar en cuenta el 
vehículo de Rincón Reynoso, motivos por los cuales el ve-
hículo de éste estropeó a Acevedo; d) que, con motivo del 
accidente, el nombrado Pedro María Acevedo recibió las 
siguientes lesiones: "Herida contusa en mejillas, región 
frontal izquierda, labio superior, traumatismo en rodilla y 
pierna derecha", lesiones curables "después de 20 y antes 
de 30 días salvo complicaciones", según certificado médi-
co legal Nó. 492, de fecha 30 de septiembre de 1969, que 
obra en el expediente, expedido por el Dr. Jesús Almán-
zar, Médico Sub-Director del Hospital Ricardo Limardo, de 
la ciudad de Puerto Plata"; e) que el hecho ocurrió por la 
imprudencia del prevenido al conducir su vehículo "exce-
sivamente a su derecha, no obstante haber advertido la 
presencia del peatón Acevedo", y además, por la impru-
dencia de éste, ya que, trató "de cruzar la vía y se salió 
del paseo... por donde iba"; 

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen el delito de golpes y heridas por imprudencia que cu-
raron después de 20 días, previsto por el artículo 49 letra 
c) de la ley 241 de 1967, y castigado por ese mismo texto 
legal con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 

pesos; que, por tanto la Corte a-qua al condenar al preveni-
do a $25 de multa acogiendo circunstancias atenuantes y 
después de declararlo culpable del indicado delito, le apli-
có una sanción ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a-qua dio por establecido que el hecho come-
tido por el prevenido Rincón, ocasionó a Pedro María Ace-
vedo, constituido en parte civil, daños y perjuicios que 
fueron apreciados soberanamente en la suma de 500 pesos, 
tomando en cuenta la incidencia de la falta cometida por 
Acevedo; que, por consiguiente, la Corte a-qua al conde-
nar al prevenido a pagar esa suma en provecho de la par-
te civil constituida, a título de indemnización, y al hacer 
oponibles las condenaciones civiles pronunciadas, a la Com-
pañía aseguradora puesta en causa, la referida Corte hizo, 
en la especie, una correcta aplicación del artículo 1583 del 
Código Civil y de los artículos 1 y siguientes de la ley 
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de 
Motor; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al 
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justi-
fique su casación; 

En cuanto al recurso de la San Rafael C. por A. 

Considerando que al tener del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los medios en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente, lo cual se extien-
de a la Compañía aseguradora que en virtud del artículo 
10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio 
de Vehículos de Motor, ha sido puesta en causa; 

Considerando que en la especie la recurrente no ex-
puso al declárar su recurso de casación, los medios que le 
servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memo-
rial alguno contentivo de dichos medios, por lo cual, el re- 
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compañía de seguros San Rafael, C. por A., mediante pó-
liza No. A-3-5441, con vencimiento al día 3 de julio de 
1970 y vigente el día del accidente que se relatará más ade-
lante; b) que al mismo tiempo transitaba a pie, por el pa-
seo de la vía, en dirección contraria, o sea de este a oeste, 
a la izquierda en relación con él mismo, el señor Pedro 
María Acevedo; c) que al llegar a las proximidades del ki-
lómetro 20 de la mencionada carretera, en razón de que 
se aproximaba en sentido contrario otro vehículo, el pre-
venido Rincón Reynoso llevó su vehículo excesivamente 
hacia la derecha y el señor Pedro María Acevedo se des-
cuidó e intentó cruzar la carretera sin tomar en cuenta el 
vehículo de Rincón Reynoso, motivos por los cuales el ve-
hículo de éste estropeó a Acevedo; d) que, con motivo del 
accidente, el nombrado Pedro María Acevedo recibió las 
siguientes lesiones: "Herida contusa en mejillas, región 
frontal izquierda, labio superior, traumatismo en rodilla y 
pierna derecha", lesiones curables "después de 20 y entes 
de 30 días salvo complicaciones", según certificado médi-
co legal Nó. 492, de fecha 30 de septiembre de 1969, que 
obra en el expediente, expedido por el Dr. Jesús Almán-
zar, Médico Sub-Director del Hospital Ricardo Limardo, de 
la ciudad de Puerto Plata"; e) que el hecho ocurrió por la 
imprudencia del prevenido al conducir su vehículo "exce-
sivamente a su derecha, no obstante haber advertido la 
presencia del peatón Acevedo", y además, por la impru-
dencia de éste, ya que, trató "de cruzar la vía y se salió 
del paseo... por donde iba"; 

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen el delito de golpes y heridas por imprudencia que cu-
raron después de 20 días, previsto por el artículo 49 letra 
c) de la ley 241 de 1967, y castigado por ese mismo texto 
legal con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 

pesos; que, por tanto la Corte a-qua al condenar al preveni-
do a $25 de multa acogiendo circunstancias atenuantes y 
después de declararlo culpable del indicado delito, le apli-
có una sanción ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a-qua dio por establecido que el hecho come-
tido por el prevenido Rincón, ocasionó a Pedro María Ace-
vedo, constituido en ;parte civil, daños y perjuicios que 
fueron apreciados soberanamente en la suma de 500 pesos, 
tomando en cuenta la incidencia de la falta cometida por 
Acevedo; que, por consiguiente, la Corte a-qua al conde-
nar al prevenido a pagar esa suma en provecho de la par-
te civil constituida, a título de indemnización, y al hacer 
oponibles las condenaciones civiles pronunciadas, a la Com-
pañía aseguradora puesta en causa, la referida Corte hizo, 
en la especie, una correcta aplicación del artículo 1583 del 
Código Civil y de los artículos 1 y siguientes de la ley 
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de 
Motor; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al 
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justi-
fique su casación; 

En cuanto al recurso de la San Rafael C. por A. 

Considerando que al tener del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los medios en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente, lo cual se extien-
de a la Compañía aseguradora que en virtud del artículo 
10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio 
de Vehículos de Motor, ha sido puesta en causa; 

Considerando que en la especie la recurrente no ex-
puso al declárar su recurso de casación, los medios que le 
servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memo-
rial alguno contentivo de dichos medios, por lo cual, el re- 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 
curso que se examina, resulta nulo al tenor del antes ci-
tado artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-

ción; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

te a Pedro María Acevedo; Segundo: Rechaza el recurso 

de casación interpuesto por Jorge Rincón Reynoso, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por 
la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 13 de octubre 
de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y lo condena al pago de las costas pena-
les; Tercero: Declara nulo el recurso de casación interpues-
to por la San Rafael C. por A., contra la misma sentencia; 

Cuarto: Condena a Jorge Rincón Reynoso y a la San Ra-
fael C. por A., al pago de las costas civiles en provecho de 
los Doctores C. Eugenio Reynoso y Félix R. Castillo Plá-
cido, abogados del interviniente quientes afirman estarlas 
avanzando en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 23 de febrero de 1971. 

Materia: Civiles. 

Recurrente: Caribbean Motors Company C. por A. 

Abogados: Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina Mota. 

Recurrido: Rafael Quirino Despradel. 

Abogado: Dr. Francisco Galileo Alcántara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 de Enero del año 
1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ca-
ribbean Motors Company C. por A., con su domicilio en 
la casa No. 107' de la avenida 30 de Marzo esquina calle 
Padre García, de esta ciudad, contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en fecha 
23 de febrero de 1971, en sus atribuciones civiles, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 
curso que se examina, resulta nulo al tenor del antes ci-
tado artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Pedro María Acevedo; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por Jorge Rincón Reynoso, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por 
la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 13 de octubre 
de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y lo condena al pago de las costas pena-
les; Tercero: Declara nulo el recurso de casación interpues-
to por la San Rafael C. por A., contra la misma sentencia; 
Cuarto: Condena a Jorge Rincón Reynoso y a la San Ra-
fael C. por A., al pago de las costas civiles en provecho de 
los Doctores C. Eugenio Reynoso y Félix R. Castillo Plá-
cido, abogados del interviniente quientes afirman estarlas 
avanzando en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 23 de febrero de 1971. 

Materia: Civiles. 

Recurrente: Caribbean Motors Company C. por A. 
Abogados: Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina Mota. 

Recurrido: Rafael Quirino Despradel. 
Abogado: Dr. Francisco Galileo Alcántara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 de Enero del año 
1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ca-
ribbean Motors Company C. por A., con su domicilio en 
la casa No. 107' de la avenida 30 de Marzo esquina calle 
Padre García, de esta ciudad, contra la sentencia de la 
Corte de Apelación dé Santo Domingo, dictada en fecha 
23 de febrero de 1971, en sus atribuciones civiles, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
OídO al Lic. Federico Nina hijo, cédula No. 670, serie 

23, por sí y en representación del Dr. Luis Silvestre Nina 
Mota, cédula 22398, serie 23, abogado dé la recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Francisco Galileo Alcántara, cédula No. 
5037, serie 14, abogado del recurrido, en la lectura de sus 
conclusiones; recurrido que es Rafael Quirino Despradel, 
dominicano, mayor de edad, médico, casado, domiciliado en 
esta ciudad, con cédula No. 29996, serie 31; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 17 de mayo de 
1971, suscrito por los abogados de la recurrente, en el que 
se prc9onen los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 7 de junio de 
1971, suscrito por el abogado del recurrido; 

Visto el escrito de ampliación de fecha 2 de septiem-
bre de 1971, firmado por los abogados de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 141, 173 y 257 del Código 
de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que que con motivo de una demanda de fecha 9 de marzo 
de 1965, el Dr. Rafael Quirino Despradel emplazó a la Ca-
ribbean Motors Company, C. por A., en daños y perjuicios 
por ante la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, la cual, el 19 de julio de 1966, dictó una sen-
tencia en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: Primero: Ordena, antes de hacer derecho sobre 
el fondo de la demanda civil en reparación de daños y per-
juicios de que se trata, incoada por el Dr. Rafael Quirino 
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Despradel contra la aribbean Motors C., C. por A., que di-
cha parte demandante pruebe, mediante un informativo 
testimonial ordinario, los hechos por ella articulados en sus 
conclusiones formuladas en la audiencia de este juicio, 
transcritas al comienzo de esta sentencia;— Segundo: Re-
serva a la parte demandada, la Caribbean Motors,'C. por A., 
la aprueba contraria que pudiera ser hecha conforme a de-
rechoé— Tercero: Nombra al Magistrado Juez-Presidente 
de este Tribunal, Juez Comisario ante quien la informa-
ción testimonial ordenada deberá hacerse, mediante el in-
terrogatorio de los testigos que las partes se propugnan 
hacer oir•— Cuarto: Reserva las costas de este incidente 
para que sigan la suerte de la principal"; b) que el infor-
mativo ordenado fue celebrado el 15 de septiembre de 1967, 
audiencia en la cual las partes formularon sus conclusio-
nes; y la Cámara a-qua, dictó su sentencia del 16 de enero 
de 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Des-
estima, por los motivos ya anunciados las conclusiones de 
las partes en causa: Dr. Rafael Quirino Despradel, en re-
lación con su demanda civil en reparación de daños y per-
juicios, así como las de la Caribbean Motors Co., C. por A., 
demandada, formuladas en la audiencia en que se verificó 
la información testimonial ordinaria ordenada por senten-
cia de fecha 19 del mes de julio del año 1966, ya mencio-
nada; y Segundo: Reserva su decisión respecto de las cos-
tas de la demanda de que se trata"; c) que la expresada 
Cámara, en fecha 24 de junio de 1969, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, en to-
das sus partes, por las razones expuestas, las excepciones 
de nulidad propuestas por la razón social, demandada Ca-
ribbean Motors Co., C. por A.;— Segundo: Acoge, en su 
mayor parte, las conclusiones formuladas en audiencia por 
la parte demandante, Doctor Rafael Quirino Despradel y, 
en consecuencia, condena a la razón social Caribbean Mo-
tors Co., C. por A., a pagarle a dicho demandante: a).— la 
suma de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) moneda de 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Federico Nina hijo, cédula No. 670, serie 

23, por sí y en representación del Dr. Luis Silvestre Nina 
Mota, cédula 22398, serie 23, abogado dé la recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Francisco Galileo Alcántara, cédula No. 
5037, serie 14, abogado del recurrido, en la lectura de sus 
conclusiones; recurrido que es Rafael Quirino Despradel, 
dominicano, mayor de edad, médico, casado, domiciliado en 
esta ciudad, con cédula No. 29996, serie 31; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 17 de mayo de 
1971, suscrito por los abogados de la recurrente, en el que 
se prevonen los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 7 de junio de 
1971, suscrito por el abogado del recurrido; 

Visto el escrito de ampliación de fecha 2 de septiem-
bre de 1971, firmado por los abogados de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 141, 173 y 257 del Código 
de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que que con motivo de una demanda de fecha 9 de marzo 
de 1965, el Dr. Rafael Quirino Despradel emplazó a la Ca-
ribbean Motors Company, C. por A., en daños y perjuicios 
por ante la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, la cual, el 19 de julio de 1966, dictó una sen-
tencia en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo dice así: 

"FALLA: Primero: Ordena, antes de hacer derecho sobre 
el fondo de la demanda civil en reparación de daños y per-
juicios de que se trata, incoada por el Dr. Rafael Quirino 

Despradel contra la aribbean Motors C., C. por A., que di-
cha parte demandante pruebe, mediante un informativo 
testimonial ordinario, los hechos por ella articulados en sus 
conclusiones formuladas en la audiencia de este juicio, 
transcritas al comienzo de esta sentencia;— Segundo: Re-
serva a la parte demandada, la Caribbean Motors,'C. por A., 
la aprueba contraria que pudiera ser hecha conforme a de-
rechoé— Tercero: Nombra al Magistrado Juez-Presidente 
de este Tribunal, Juez Comisario ante quien la informa-
ción testimonial ordenada deberá hacerse, mediante el in-
terrogatorio de los testigos que las partes se propugnan 
hacer oir•— Cuarto: Reserva las costas de este incidente 
para que sigan la suerte de la principal"; b) que el infor-
mativo ordenado fue celebrado el 15 de septiembre de 1967, 
audiencia en la cual las partes formularon sus conclusio-
nes; y la Cámara a-qua, dictó su sentencia del 16 de enero 
de 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Des-
estima, por los motivos ya anunciados las conclusiones de 
las partes en causa: Dr. Rafael Quirino Despradel, en re-
lación con su demanda civil en reparación de daños y per-
juicios, así como las de la Caribbean Motors Co., C. por A., 
demandada, formuladas en la audiencia en que se verificó 
la información testimonial ordinaria ordenada por senten-
cia de fecha 19 del mes de julio del año 1966, ya mencio-
nada; y Segundo: Reserva su decisión respecto de las cos-
tas de la demanda de que se trata"; c) que la expresada 
Cámara, en fecha 24 de junio de 1969, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, en to-
das sus partes, por las razones expuestas, las excepciones 
de nulidad propuestas por la razón social demandada Ca-
ribbean Motors Co., C. por A.;— Segundo: Acoge, en su 
mayor parte, las conclusiones formuladas en audiencia por 
la parte demandante, Doctor Rafael Quirino Despradel y, 
en consecuencia, condena a la razón social Caribbean Mo-
tors Co., C. por A., a pagarle a dicho demandante: a).— la 
suma de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) moneda de 
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curso legal, como justa reparación de los daños y perjui-
cios sufridos por éste a consecuencia de los hechos come-
tidos por la dicha parte demandada y los cuales han sido 
procedentemente examinados;— b) los intereses legales de 
dicha suma a partir de la fecha de la demanda; y c)— Las 
costas causadas en la presente instancia al abogado Doctor 
Francisco Galileo Alcántara Méndez, quien ha afirmado 
haberlas avanzado e nsu totalidad"; d) que sobre la ape-
lación de la recurrente, la Corte a-qua, dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Admite, por ser regular en la forma, el recur-
so de apelación incoado por la Caribbean Motors, S. por A., 
contra sentencia dictada en sus atribuciones civiles y en fe-
cha 24 de junio de 1969, por la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura prece-
dentemente transcrito;— SEGUNDO: Rechaza, por impro-
cedente y mal fundadas, en cuanto al fondo se refiere, las 
conclusiones y recurso de apelación de la Caribbean Mo-
tors Co., C. por A.;— TERCERO: Confirma en todas sus 
partes la sentencia apelada;— CUARTO: Condena a la a-
ribbean Motors, Co., C. por A., parte sucumbiente, la pa-
go de las costas de esta instancia, con distracción de las 
mismas en provecho del Doctor Francisco Galileo Alcánta-
ra Méndez, por afirmar haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: Primer Medio: Violación del Artículo 257 del Có-
digo de Procedimiento Civil, en cuanto las disposiciones 
del mismo fueron erróneamente aplicados en un procedi-
miento que por la naturaleza de la demanda que era co-
mercial y por la condición de comerciante de la demanda-
da, debieron aplicarse al procedimiento las reglas cons-
cernientes a la materia comercial y no la civil.— Segundo 
Medio: Violación del derecho de defensa en cuanto la Cor-
te de Apelación, al confirmar la sentencia apelada y al ha- 

ber incurrido en la violación del Artículo, 257 del Código 
de Procedimiento Civil, despojó a la demandada de la 
oportunidad de informar los hechos liberatorios de su ale-
gada responsabilidad con graves perjuicios para ella.—
Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil en cuanto la Corte de Apelación no 
dio motivos suficientes para dictar su sentencia al conde-
nar a la recurrente al pago de una indemnización de 
RD$10,000.00 con la sola afirmación de la conformidad del 
demandante por no haber apelado de la sentencia de Pri-
mera Instancia, careciendo la misma, en consecuencia de 
base legal; 

Considerando que la recurrente alega en síntesis en 
sus medios primero y segundo, que se reúnen para su exa-
men; a) que el contra-informativo autorizado en primera 
Instancia, debió celebrarse conforme al procedimiento su-
mario o comercial, puesto que, con respecto a ella, por la 
naturaleza de la demanda ésta era comercial; que el hecho 
de que ella, la recurrente, hubiera concluido al fondo en 
una audiencia anterior a la concesión del informativo y 
contra informativo y de que éste fuera nuevamente soli-
citado con posterioridad al agotamiento de los plazos indi-
cados en el artículo 257 del Código de Procedimiento Ci-
vil, no era obstáculo para que se celebrara dicho contra-
informativo; pero, 

Considerando que el artículo 173 del Código de Proce-
dimiento Civil dice así: "Las nulidades del acta de empla-
zamiento o actos de procedimiento quedan cubiertas, si no 
se proponen antes de toda defensa o excepción, excepto la 
de incompetencia"; que, en nuestro país son los mismos 
Tribunales los que resuelven los asuntos civiles y comer-
ciales; por lo que, cuando un caso de naturaleza comercial, 
es llevado ante un Tribunal como una litis civil, lo que se 
plantea es una cuestión de procedimiento, que debe ser 
propuesta antes de toda "defensa o excepción"; por lo que, 
si es propuesta con yosterioridad a las conclusiones sobre 
el fondo, la excepción dicha, queda cubierta; 
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curso legal, corno justa reparación de los daños y perjui-
cios sufridos por éste a consecuencia de los hechos come-
tidos por la dicha parte demandada y los cuales han sido 
procedentemente examinados;— b) los intereses legales de 
dicha suma a partir de la fecha de la demanda; y c)— Las 
costas causadas en la presente instancia al abogado Doctor 
Francisco Galileo Alcántara Méndez, quien ha afirmado 
haberlas avanzado e nsu totalidad"; d) que sobre la ape-
lación de la recurrente, la Corte a-qua, dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 

PRIMERO: Admite, por ser regular en la forma, el recur-
so de apelación incoado por la Caribbean Motors, S. por A., 
contra sentencia dictada en sus atribuciones civiles y en fe-
cha 24 de junio de 1969, por la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura prece-
dentemente transcrito;— SEGUNDO: Rechaza, por impro-
cedente y mal fundadas, en cuanto al fondo se refiere, las 
conclusiones y recurso de apelación de la Caribbean Mo-
tors Co., C. por A.;— TERCERO: Confirma en todas sus 
partes la sentencia apelada;— CUARTO: Condena a la a-
ribbean Motors, Co., C. por A., parte sucumbiente, la pa-
go de las costas de esta instancia, con distracción de las 
mismas en provecho del Doctor Francisco Galileo Alcánta-
ra Méndez, por afirmar haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: Primer Medio: Violación del Artículo 257 del Có-
digo de Procedimiento Civil, en cuanto las disposiciones 
del mismo fueron erróneamente aplicados en un procedi-
miento que por la naturaleza de la demanda que era co-
mercial y por la condición de comerciante de la demanda-
da, debieron aplicarse al procedimiento las reglas cons-
cernientes a la materia comercial y no la civil.— Segundo 
Medio: Violación del derecho de defensa en cuanto la Cor-
te de Apelación, al confirmar la sentencia apelada y al ha- 

  

ber incurrido en la violación del Artículo, 257 del Código 
de Procedimiento Civil, despojó a la demandada de la 
oportunidad de informar los hechos liberatorios de su ale-
gada responsabilidad con graves perjuicios para ella.—
Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil en cuanto la Corte de Apelación no 
dio motivos  suficientes para dictar su sentencia al conde-
nar a la recurrente al pago de una indemnización de 
RD$10,000.00 con la sola afirmación de la conformidad del 
demandante por no haber apelado de la sentencia de Pri-
mera Instancia, careciendo la misma, en consecuencia de 
base legal; 

Considerando que la recurrente alega en síntesis en 
sus medios primero y segundo, que se reúnen para su exa-
men; a) que el contra-informativo autorizado en primera 
instancia, debió celebrarse conforme al procedimiento su-
mario o comercial, puesto que, con respecto a ella, por la 
naturaleza de la demanda ésta era comercial; que el hecho 
de que ella, la recurrente, hubiera concluido al fondo en 
una audiencia anterior a la concesión del informativo y 
contra informativo y de que éste fuera nuevamente soli-
citado con posterioridad al agotamiento de los plazos indi-
cados en el artículo 257 del Código de Procedimiento Ci-
vil, no era obstáculo para que se celebrara dicho contra-
informativo; pero, 

Considerando que el artículo 173 del Código de Proce-
dimiento Civil dice así: 'Las nulidades del acta de empla-
zamiento o actos de procedimiento quedan cubiertas, si no 
se proponen antes de toda defensa o excepción, excepto la 
de incompetencia"; que, en nuestro país son los mismos 
Tribunales los que resuelven los asuntos civiles y comer-
ciales; por lo que, cuando un caso de naturaleza comercial, 
es llevado ante un Tribunal como una litis civil, lo que se 
plantea es una cuestión de procedimiento, que debe ser 
propuesta antes de toda "defensa o excepción"; por lo que. 
si  es propuesta con yosterioridad a las conclusiones sobre 
el fondo, la excepción dicha, queda cubierta; 
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Considerando que en la especie son hechos comproba-
dos y no controvertidos, a) que en la audiencia del 5 de 
octubre de 1965, la recurrente concluyó así: "que rechacéis 
por improcedente y mal fundada la demanda que ha in-
tentado el Dr. Rafael Quirino Despradel ;  según acto intro-
ductivo de instancia de fecha 9 de marzo de 1965, y que se 
condene "al demandante al pago de las costas, con distrac-
ción en provecho del abogado que suscribe por haberlas 
éste avanzado en su mayor parte. Aceptamos que se acuer-
de a la parte demandante el informativo solicitado, y a la 
demandada que se le reserve el contra-informativo", etc.; 
que así planteada la .discusión, la Cámara apoderada, dic-
tó su sentencia del 21 de octubre de 1965, que ordenó co-
municación de documento; b) que cumplida esa medida de 
instrucción; la mencionada Cámara dictó, en fecha 19 de 
julio de 1966, una sentencia, que concedió el informativo 
solicitado y reservó a la demandada el contra-informativo; 
e) que el 15 de septiembre de 1967, se celebró el informa-
tivo indicado, sin que, posteriormente la compañía deman-
dada, persiguiera la celebración del contra-informativo 
que se le había reservado, en cumplimiento de lo dispues-
to por el artículo 257 del Código de Procedimiento Civil; 
d) que, ya vencidos lds plazos del referido artículo, la Ca-
ribbean Motors, solicitó, por conclusiones en audiencia, 
que "ordene por sentencia un contra-informativo"; que la 
Cámara a-qua, po rsu sentencia de fecha 16 de enero de 
1968, rechazó esa solicitud, sobre el fundamento de que: 
"el contra-informativo que ahora pide la parte demanda-
da le fue reservado según reza la ya mencionada sentencia 
del 19 de julio de 1966, y no lo hizo dentro de los plazos se-
ñalados por la Ley para el caso"; que esa sentencia no fue 
objeto de ningún recurso; e) que es con motivo de la au-
diencia que dio lugar a la sentencia del 24 de junio de 
1969, de la mencionada Cámara, que la Caribbean Motors, 
plantea, por primera vez, la excepción deducida del carác-
ter comercial de la demanda por lo que, según la recurren- 

te, los actos del procedimiento debieron llevarse siguiendo 
las reglas de dicha materia, y concluyendo, en consecuen-
cia, que se declare nulos todos los actos de procedimiento 
que se iniciaron con la demanda y culminaron con la sen-
tencia de primera instancia del 16 de enero de 1968é con-
clusiones que fueron rechazadas; 

Considerando que de todo lo expuesto anteriormente 
ha quedado comprobado que la cuestión propuesta por la 
Caribbean Motors Company, en apelación, había quedado 
cubierta definitivamente en primera instancia; que, por 
último, si la actual recurrente entendía que la correcta 
solución del litigio requería una información testimonial 
de carácter aclarativo o adicional, nada le impedía pedir 
en apelación, como cuestión nueva, la ordenación de esa 
medida, y no lo hizo; que en consecuencia, los medios exa-
minados carecen de fundamento y deben ser desestimadoá; 

Considerando que la recurrente alega en • síntesis, en 
su tercero y último medio, que la sentencia impugnada ha 
violado el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil 
por no haber dado motivos suficientes al estimar el monto 
de la indemnización en la suma de RD$10,000.00; pero, 

Considerando que contrariamente a lo alegado por la 
recurrente, la Corte a-qua, además de adoptar los motivos 
del Juez de Primer Grado, dio los suyos propios, al ponde-
rar los perjuicios causados al demandante al retener en su 
poder el aparato de Rayos X, no obstante los requerimien-
tos hechos por el Dr. Despradel para que se le devolviera, 
hasta el 20 de diciembre de 1966, en que le fue entrega-
do; estimando la productividad del mismo, para confirmar 
la evaluación hecha por el Juez del primer grado reducien-
do así las pretenciones del demandante, de RD$62,275.00, 
a la de RD$10,000.00; por lo que, este último medio care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Caribbean Motors Company, 
C. por A., contra la sentencia de la Corte de Apelación de 
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Considerando que en la especie son hechos comproba-
dos y no controvertidos, a) que en la audiencia del 5 de 
octubre de 1965, la recurrente concluyó así: "que rechacéis 
por improcedente y mal fundada la demanda que ha in-
tentado el Dr. Rafael Quirino Despradel ;  según acto intro-
ductivo de instancia de fecha 9 de marzo de 1965, y que se 
condene "al demandante al pego de las costas, con distrac-
ción en provecho del abogado que suscribe por haberlas 
éste avanzado en su mayor parte. Aceptamos que se acuer-
de a la parte demandante el informativo solicitado, y a la 
demandada que se le reserve el contra-informativo", etc.; 
que así planteada la discusión, la Cámara apoderada, dic-
tó su sentencia del 21 de octubre de 1965, que ordenó co-
municación de documento; b) que cumplida esa medida de 
instrucción; la mencionada Cámara dictó, en fecha 19 de 
julio de 1966, una sentencia, que concedió el informativo 
solicitado y reservó a la demandada el contra-informativo; 
e) que el 15 de septiembre de 1967, se celebró el informa-
tivo indicado, sin que, posteriormente la compañía deman-
dada, persiguiera la celebración del contra-informativo 
que se le había reservado, en cumplimiento de lo dispues-
to por el artículo 257 del Código de Procedimiento Civil; 
cl) que, ya vencidos lós plazos del referido artículo, la Ca-
ribbean Motors, solicitó, por conclusiones en audiencia, 
que "ordene por sentencia un contra-informativo"; que la 
Cámara a-qua, po rsu sentencia de fecha 16 de enero de 
1968, rechazó esa solicitud, sobre el fundamento de que: 
"el contra-informativo que ahora pide la parte demanda-
da le fue reservado según reza la ya mencionada sentencia 
del 19 de julio de 1966, y no lo hizo dentro de los plazos se-
ñalados por la Ley para el caso"; que esa sentencia no fue 
objeto de ningún recurso; el que es con motivo de la au-
diencia que dio lugar a la sentencia del 24 de junio de 
1969, de la mencionada Cámara, que la Caribbean Motors, 
plantea, por primera vez, la excepción deducida del carác-
ter comercial de la demanda por lo que, según la recurren- 

te, los actos del procedimiento debieron llevarse siguiendo 
las reglas de dicha materia, y concluyendo, en consecuen-
cia, que se declare nulos todos los actos de procedimiento 
que se iniciaron con la demanda y culminaron con la sen-
tencia de primera instancia del 16 de enero de 1968é con-
clusiones que fueron rechazadas; 

Considerando que de todo lo expuesto anteriormente 
ha quedado comprobado que la cuestión propuesta por la 
Caribbean Motors Company, en apelación, había quedado 
cubierta definitivamente en primera instancia; que, por 
último, si la actual recurrente entendía que la correcta 
solución del litigio requería una información testimonial 
de carácter aclarativo o adicional, nada le impedía pedir 
en apelación, como cuestión nueva, la ordenación de esa 
medida, y no lo hizo; que en consecuencia, los medios exa-
minados carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que la recurrente alega en síntesis, en 
su tercero y último medio, que la sentencia impugnada ha 
violado el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil 
por no haber dado motivos suficientes al estimar el monto 
de la indemnización en la suma de RD$10,000.00; pero, 

Considerando que contrariamente a lo alegado por la 
recurrente, la Corte a.-qua, además de adoptar los motivos 
del Juez de Primer Grado, dio los suyos propios, al ponde-
rar los perjuicios causados al demandante al retener en su 
poder el aparato de Rayos X, no obstante los requerimien-
tos hechos por el Dr. Despradel para que se le devolviera, 
hasta el 20 de diciembre de 1966, en que le fue entrega-
do; estimando la productividad del mismo, para confirmar 
la evaluación hecha por el Juez del primer grado reducien-
do así las pretenciones del demandante, de RD$62,275.00, 
a la de RD$10,000.00; por lo que, este último medio care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Caribbean Motors Company, 
C. por A., contra la sentencia de la Corte de Apelación de 



128 	 BOLETIN JUDICIAL 

Santo Domingo, dictada en fecha 23 de febrero de 1971, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de 
las costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. 
Francisco Galileo Alcántara Méndez, quien declaró haber-
las avanzado en su totalidad. 

(Firmados).—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 	 129 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana de fecha 16 de junio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Pedro Manuel Mateo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de Enero del 
año 1972, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Ma-
nuel Mateo, dominicano, mayor de edad, soltero, cocinero, 
cédula No. 55681 serie Ira., residente en la calle Sánchez 
No. 13 de San Juan de la Maguana, contra la sentencia de 
fecha 16 de junio de 1971, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levanjada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 28 de julio de 1971, 
a requerimiento del Dr. César A. Garrido Cuello, cédula 
11824 serie 12, abogado del recurrente, y a nombre de és-
te, en la cual no expone ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 408 del Código Penal; 4 de la 
Ley No. 1014; 1341 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada por Confesor Tolentino con-
tra Pedro Manuel Mateo, a la que le dio el Ministerio Pú-
blico el calificativo de abuso de confianza, el Juzgado de 
Primera Instancia de San Juan de la Maguana, dictó en 
fecha 8 de enero de 1971, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: Primero: Declara a Pedro Manuel Mateo o De-
seado Romero Medina (a) Margo no culpable del hecho que 
se le imputa, y, en consecuencia, lo descarga por insufi-
ciencia de pruebas; Segundo: Declara las costas de oficio"; 
b) Que sobre apelación del Procurador General de la Cor-
te de Apelación de San Juan de la Maguana, dicha Corte 
dictó sobre el incidente presentado por el prevenido quien 
se oponía a la audición de testigos, la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Se declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Magistrado Procurador General de 
esta Corte, de fecha 11 de enero de 1971, contra sentencia 
correccional No. 01 de fecha 8 de enero de 1971, del Juz-
gado de Primera Instancia de San Juan, cuyo dispositivo se 
copia en otra parte de esta sentencia, por estar dentro del 
plazo y demás formalidades legales; Segundo: Se recha-
zan las conclusiones del abogado de la defensa por impro-
cedentes y mal fundadas en derecho; Tercero: Se reenvía 
la causa seguida al nombrado Pedro Manuel Mateo o De- 

seado Romero Medina ()a Margó, a fin de que el Ministerio 
público lo cite para responder del delito de estafa el cual 
figura en la querella, y además oir a los testigos que se 
aporten; Cuarto: Se reservan las costas"; 

Considerando que en la especie son hechos constantes, 
según resulta del examen del fallo impugnado que Confe-
sor Tolentino presentó querella contra Pedro Manuel Ma-
teo por haberse éste hecho despachar a nombre de Iván 
Ramírez, 5 botellas de Whisky, valoradas en cincuenta pe-
sos, de la Cooperativa "Ama de Casa", en la cual el quere-
llante trabdja, valiéndose para ello de un menor, y median- 
te la presentación de una orden escrita, firmada aparente-

.1 
mente por Iván Ramírez, firma que resultó negada por és-
te, así como resultó negada también la orden de despacho; 
y es constante también que al dársele curso a esa querella 
en la fiscalía se la calificó como "abuso de confianza"; que 
al ser descargado el prevenido en primera instancia, apeló 
el Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, y al conocer la Corte del caso, el abo-
gado defensor del prevenido se opuso a la audición de testi-
gos, formulando al respecto las siguientes conclusiones: 
"Que se opone a que se admita la prueba testimonial, ya 
que del abuso de confianza de que se acusa a Pedro Ma-
nuel Mateo o Deseado Romero Medina (a) Margó está en-
vuelto en una suma mayor de treinta pesos y no existe la 
prueba escrita como es constante en jurisprudencia de 
nuestro tribunal superior de justicia (Boletín Judicial 548 
Marzo 1956, Pág. 649-62); y la economía del artículo 1341 
del Código Civil; Que en consecuencia el prevenido Pedro 
Manuel Mateo o Deseado Romero Medina (a) Margó sea 
descargado por el delito de abuso de confianza; I haréis 
justicia"; 

Considerando que esas conclusiones a las que se opu-
so el Ministerio Público, fueron rechazadas por la Corte 
a-qua, dando para ello los siguientes motivos: "que si en 
verdad de acuerdo con el artículo 1341 del Código Civil y 

li 
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el 408 del Código Penal, por cuanto tratándose de una re-
clamación por más de RD$30.00 basada en un contrato ci-
vil de los necesarios como base previa para caracterizar el 
Abuso de Confianza no es admisible la prueba testimo-
nial; pero que en el presente no se trata de la prueba de 
un contrato por testigos, sino de las maniobras fraudulen-
tas para obtener los cinco litros de Whisky que figuran en 
la querella por parte del prevenido"; "que los jueces del 
fondo en materia correccional no están ligados por la cali-
ficación dada a los hechos en la citación a requerimiento 
del Ministerio Público, sino que por el contrario, deben in-
vestigar, aún de oficio si tales hechos se hallan compren-
didos dentro de una disposición legal, distinta de la que 
fue aducida en aquellas actuaciones de Ministerio Público 
y variar en consecuencia, esa primera calificación; que en 
virtud del mismo principio los jueces del segundo grado 
tienen, también el poder de variar la calificación dada a 
los hechos de la causa, restituyéndole el carácter que a su 
juicio sea el que verdaderamente corresponde"; 

Considerando que en virtud de ese rechazamiento, y 
por la misma sentencia, la Corte a-qua reenvió el conoci-
miento del caso "para que el prevenido se le cite por el 
delito de estafa que figura en la querella, y que se oigan 
los testigos para determinar si cometió o no el delito que 
se le imputa"; 

Considerando que el criterio jurídico anterior es co-
rrecto, primero, porque lo que no pueden los jueces del 
fondo es variar la prevención, pero sí pueden darle a los 

hechos la calificación que les corresponde; y eso podía ha-
cerse en la especie, tanto en primera instancia como en arpe-
lación, pues por el efecto devolutivo del recurso interpues-
to por el representante del Ministerio Público ante la Cor-
te a-qua, quedaban, como lo apreció dicha Corte salvaguar-
dados "todos los intereses ligados a la persecución, excep-
tuando los de la parte civil", ya que evidentemente se ope-
raba una devolución completa del caso en el aspecto penal; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro Manuel Mateo, contra la sen-
tencia de fecha 16 de junio de 1971, dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

3 de enero de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Ramón de Jesús Vargas y la Compañía de Seguros 

Pepín, S. A., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 28 de enero del año 1972, 
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
de Jesús Vargas, dominicano, mayor de edad, soltero, ne-
gociante, domiciliado y residente en Santiago de los Ca-
balleros, en la calle 6 de septiembre No. 44, cédula No. 
7612, serie 33, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con 
asiento principal en esta ciudad, contra la sentencia de fe-
cha 3 de enero de 1970, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 

la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 25 de marzo de 
1970, a requerimiento del Dr. Berto Veloz, cédula No. 
31469, serie 54, abozado de los recurrentes, y a nombre de 
éstos, en la cual no expone ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley No. 5771 de 
de 1961; 1383 del Código Civil; 1 de la Ley No. 4117, de 
1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente ocurrido en la ciudad de Santiago el 
29 de noviembre de 1967, la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgádo de Primera Instancia de Santiago, regularmen-
te apoderada, dictó en fecha 21 de febrero de 1968, una 
sentencia cuyo dispositivo figura copiado en el del fallo 
impugnado; b) que sobre los recursos interpuestos la Cor-
te de Apelación de Santiago dictó en fecha 3 de febrero de 
1970, la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y 
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
pusto por el Dr. Héctor Valenzuela Rondón, a nombre y 
representación del prevenido Ramón de Jesús Vargas y la 
compañía Seguros Pepín, S. A., contra sentencia dictada 
por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha veintiuno 
(21) de febrero del año mil novecientos sesenta y ocho 
(1968), cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se de-
clara al nombrado Ramón de Js. Vargas, culpable de vio-
lar la Ley No. 5771, al ocasionar golpes involuntarios oca-
sionados con la conducción de vehículos de motor, que pro-
dujeron fractura de la tibia y el peroné en perjuicio de 
Epifanio Almonte, por su falta exclusiva, y en consecuen-
cia de su culpabilidad se condena al pago de una multa de 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

3 de enero de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Ramón de Jesús Vargas y la Compañía de Seguros 

Pepín, S. A., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chnani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 28 de enero del año 1972, 
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
de Jesús Vargas, dominicano, mayor de edad, soltero, ne-
gociante, domiciliado y residente en Santiago de los Ca-
balleros, en la calle 6 de septiembre No. 44, cédula No. 
7612, serie 33, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con 
asiento principal en esta ciudad, contra la sentencia de fe-
cha 3 de enero de 1970, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 

la Secretaría de la Corte a - qua, en fecha 25 de marzo de 
1970, a requerimiento del Dr. Berto Veloz, cédula No. 
31469, serie 54, abozado de los recurrentes, y a nombre de 
éstos, en la cual no expone ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley No. 5771 de 
de 1961; 1383 del Código Civil; 1 de la Ley No. 4117, de 
1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente ocurrido en la ciudad de Santiago el 
29 de noviembre de 1967, la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia de Santiago, regularmen-
te apoderada, dictó en fecha 21 de febrero de 1968, una 
sentencia cuyo dispositivo figura copiado en el del fallo 
impugnado; b) que sobre los recursos interpuestos la Cor-
te de Apelación de Santiago dictó en fecha 3 de febrero de 
1970, la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y 
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
pusto por el Dr. Héctor Valenzuela Rondón, a nombre y 
representación del prevenido Ramón de Jesús Vargas y la 
compañía Seguros Pepín, S. A., contra sentencia dictada 
por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha veintiuno 
(21) de febrero del año mil novecientos sesenta y ocho 
(19681, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se de-
clara al nombrado Ramón de Js. Vargas, culpable de vio-
lar la Ley No. 5771, al ocasionar golpes involuntarios oca-
sionados con la conducción de vehículos de motor, que pro-
dujeron fractura de la tibia y el peroné en perjuicio de 
Epifanio Almonte, por su falta exclusiva, y en consecuen-
cia de su culpabilidad se condena al pago de una multa de 
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RD$50.00 (Cincuenta Pesos) y las costas penales del pro-
cedimiento, acogiendo a su favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Se declara regular y válida la constitución 
en parte civil, realizada por el agraviado Epifanio Almon-
te, en contra del prevenido Ramón de Jesús Vargas y en 
contra de la compañía Seguros Pepín, S. A., por haberla 
realizado en la forma establecida por la Ley; Tercero: Se 
condena al nombrado Ramón de Jesús Vargas, al pago de 
una indemnización a favor de Epifanio Almonte, de RD$2,- 
000.00 como justa reparación por los daños y perjuicios 
morales y materiales sufridos por él a consecuencia de las 
lesiones recibidas; Cuarto: Se condena al prevenido Ra-
món de Jesús Vargas, al pago de los intereses legales de la 
suma acordada como una indemnización principal a título 
de indemnización suplementaria; Quinto: Se pronuncia de-
fecto en contra de la Seguros Pepín, S. A., por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente emplazada; Sexto: Se declara la presente sentencia 
en contra del prevenido Ramón de Jesús Vargas, ejecuta 
ble y oponible con todas sus consecuencias legales a la 
Compañía Seguros Pepín S. A.; Séptimo: Se condena al 
prevenido Ramón de Jesús Vargas y a la Compañía Segu-
ros Pepín S. A., al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio Ro-
sario, quien afirmó estarlas avanzando en su totalidad, 
SEGUNDO: Se Confirman los ordinales Primero, Segun-
do, Tercero, Cuarto, Sexto y Séptimo, de la sentencia ape-
lada; TERCERO: Condena al prevenido Ramón de Jesús 
Vargas al pago de las costas penales; CUARTO: Condena 
al prevenido Ramón de Jesús Vargas y a la Compañía Se-
guros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio Ro-' 
sario, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

En cuanto al a-ecurso del prevenido. 

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio que fueron regularmente 

administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido: a) que en fecha 29 del mes de noviembre del año 
1967, aproximadamente a las cuatro de la tarde, la moto-
cicleta placa No. 18736, marca "Honda" asegurada con la 
compañía "Seguros Pepín, S. A.,,' mediante póliza No. 
A-34250-d-S, con vencimiento en fecha 8 de septiembre de 
1968, era conducida por su propietario el señor Ramón de 
Jesús Vargas, en dirección de Norte a Sur por la Avenida 
Imbert de esta ciudad; b) que al llegar a la esquina for-
mada por la premencionada Avenida y la calle "No. 14", 
mientras dicho vehículo marchaba por la referida Aveni-
da, estropeó al señor Epifanio Almonte Almonte el cual 
cruzaba en esos instantes la mencionada vía de un lado pa-
ra otro"; c) que Almonte, resultó lesionado en la forma si-
guiente: "Fractura expuesta de la tibia y peroné izquierdo 
en su tercio medio; conclusión: curará después de 60 días 
y antes de los 75 días, salvo complicaciones posteriores"; 
d) que "la causa eficiente y determinante del accidente fue 
la falta exclusiva del prevenido, al conducir su vehículo 
sin observar las precauciones razonables que todo conduc-
tor debe mantener para garantizar la seguridad de las per-
sonas, sobre todo cuando observa que está cruzando la vía 
un peatón"; pues no redujo la marcha al observar que una 
persona iba a cruzar la vía; y maniobró torpemente al no 
frenar o detener totalmente la marcha de su vehículo; 

     

     

     

     

     

     

     

     

     

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto en 
el momento en que ocurrió el hecho por el artículo lo. de 
la Ley No. 5771, de 1961, y sancionado por ese mismo tex-
to legal con la pena de seis meses a dos años de prisión, y 
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o impo-
sibilidad para el trabajo durare veinte días o más, como 
ocurrió en la especie; que, en consecuencia al condenar al 
prevenido a RD$50.00 de multa, acogiendo en su favor 
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RD$50.00 (Cincuenta Pesos) y las costas penales del pro-
cedimiento, acogiendo a su favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Se declara regular y válida la constitución 
en parte civil, realizada por el agraviado Epifanio Almon-
te, en contra del prevenido Ramón de Jesús Vargas y en 
contra de la compañía Seguros Pepín, S. A., por haberla 
realizado en la forma establecida por la Ley; Tercero: Se 
condena al nombrado Ramón de Jesús Vargas, al pago de 
una indemnización a favor de Epifanio Almonte, de RD$2,- 
000.00 como justa reparación por los daños y perjuicios 
morales y materiales sufridos por él a consecuencia de las 
lesiones recibidas; Cuarto: Se condena al prevenido Ra-
món de Jesús Vargas, al pago de los intereses legales de la 
suma acordada como una indemnización principal a título 
de indemnización suplementaria; Quinto: Se pronuncia de-
fecto en contra de la Seguros Pepín, S. A., por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente emplazada; Sexto: Se declara la presente sentencia 
en contra del prevenido Ramón de Jesús Vargas, ejecuta 
ble y oponible con todas sus consecuencias legales a la 
Compañía Seguros Pepín S. A.; Séptimo: Se condena al 
prevenido Ramón de Jesús Vargas y a la Compañía Segu-
ros Pepín S. A., al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio Ro-
sario, quien afirmó estarlas avanzando en su totalidad, 
SEGUNDO: Se Confirman los ordinales Primero, Segun-
do, Tercero, Cuarto, Sexto y Séptimo, de la sentencia ape-
lada; TERCERO: Condena al prevenido Ramón de Jesús 
Vargas al pago de las costas penales; CUARTO: Condena 
al prevenido Ramón de Jesús Vargas y a la Compañía Se-
guros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio Ro-' 
sario, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio que fueron regularmente 

administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido: a) que en fecha 29 del mes de noviembre del año 
1967, aproximadamente a las cuatro de la tarde, la moto-
cicleta placa No. 18736, marca "Honda" asegurada con la 
compañía "Seguros Pepín, S. A.,,' mediante póliza No. 
A-34250-d-S, con vencimiento en fecha 8 de septiembre de 
1968, era conducida por su propietario el señor Ramón de 
Jesús Vargas, en dirección de Norte a Sur por la Avenida 
Imbert de esta ciudad; b) que al llegar a la esquina for-
mada por la premencionada Avenida y la calle "No. 14", 
mientras dicho vehículo marchaba por la referida Aveni-
da, estropeó al señor Epifanio Almonte Almonte el cual 
cruzaba en esos instantes la mencionada vía de un lado pa-
ra otro"; c) que Almonte, resultó lesionado en la forma si-
guiente: "Fractura eNpuesta de la tibia y peroné izquierdo 
en su tercio medio; conclusión: curará después de 60 días 
y antes de los 75 días, salvo complicaciones posteriores"; 
d) que "la causa eficiente y determinante del accidente fue 
la falta exclusiva del prevenido, al conducir su vehículo 
sin observar las precauciones razonables que todo conduc-
tor debe mantener para garantizar la seguridad de las per-
sonas, sobre todo cuando observa que está cruzando la vía 
un peatón"; pues no redujo la marcha al observar que una 
persona iba a cruzar la vía; y maniobró torpemente al no 
frenar o detener totalmente la marcha de su vehículo; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto en 
el momento en que ocurrió el hecho por el artículo lo. de 
la Ley No. 5771, de 1961, y sancionado por ese mismo tex-
to legal con la pena de seis meses a dos años de prisión, y 
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o impo-
sibilidad para el trabajo durare veinte días o más, como 
ocurrió en la especie; que, en consecuencia al condenar al 
prevenido a RD$50.00 de multa, acogiendo en su favor 



circunstancias atenuantes, y después de declararlo culpa- 
ble, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido, había 
ocasionado al lesionado Epifanio Almonte, constituido en 
parte civil, daños y perjuicios morales y materiales, cuyo 
monto apreció soberanamente en dos mil pesos; que, en 
consecuencia, al condenarlo al pago de esa suma, y sus in-
tereses, a título de indemnización y en favor de dicha par-
te civil constituida, y al hacer oponible esas condenaciones 
a la compañía aseguradora, puesta en causa, la Corte a-qua 
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código 
Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el devósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se fun-
da será obligatorio, a pena de nulidad, 1-i no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la compañía aseguradora que ha sido puesta en 
causa en virtud de la Ley No. 4117, de 1955; 

Considerando que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un 
memorial, y hasta el día de la audiencia, la compañía re-
currente, ha expuesto los fundamentos de su recurso, el 
cual resulta nulo al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando que no 'procede estatuir sobre las cos-
tas civiles, en razón de que la pante civil constituída no lo 
ha solicitado en esta instancia de casación, a la cual no ha 
comparecido; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Ramón de Jesús Var-
gas, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Santiago en fecha 3 de febrero de 1970, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y le condena al pago de 
las costas penales; Segundo: Declara nulo el recurso de ca-
sación de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la 
misma sentencia. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audienCia pública del día, mes y año en él expresados, fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

138 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 139 



BOLETIN JUDICIAL 	 139 138 	 BOLETIN JUDICIAL 

circunstancias atenuantes, y después de declararlo culpa- 
ble, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido, había 
ocasionado al lesionado Epifanio Almonte, constituído en 
parte civil, daños y perjuicios morales y materiales, cuyo 
monto apreció soberanamente en dos mil pesos; que, en 
consecuencia, al condenarlo al pago de esa suma, y sus in-
tereses, a título de indemnización y en favor de dicha par-
te civil constituida, y al hacer oponible esas condenaciones 
a la compañía aseguradora, puesta en causa, la Corte a-qua 
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código 
Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el de9ósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se fun-
da será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la compañía aseguradora que ha sido puesta en 
causa en virtud de la Ley No. 4117, de 1955; 

Considerando que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un 
memorial, y hasta el día de la audiencia, la compañía re-
currente, ha expuesto los fundamentos de su recurso, el 
cual resulta nulo al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles, en razón de que la pante civil constituída no lo 
ha solicitado en esta instancia de casación, a la cual no ha 
comparecido; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Ramón de Jesús Var-
gas, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Santiago en fecha 3 de febrero de 1970, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y le condena al pago de 
las costas penales; Segundo: Declara nulo el recurso de ca-
sación de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la 
misma sentencia. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audienCia pública del día, mes y año en él expresados, fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 13 de marzo de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ing. Luis Martínez Quiroz. 

Abogado: Dr. Francisco A. Mendoza Castillo. 

Interviniente: Manuel Martínez (a) Moné. 

Abogados: Dres. Manuel Figuereo Feliz y Federico Enrique 

Michel Carrasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Epidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuc..- 
cia y José A. Paniagua asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 de 
enero del año 1972, años 128' de la Independencia y 109' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
niero Luis Martínez Quiroz, dominicano, mayor de edad, 
casado, domiciliado y residente en la calle Dr. Báez No. 
27, de esta ciudad, cédula No. 1350, serie la., contra la sen-
tencia de fecha 13 de marzo de 1971, dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel Figuereo Feliz, cédula No. 3006, 

por sí y por el Dr. Federico Enrique Michel Carrasco, cé-
dula No. 12239, serie 18, respectivamente, abogados del in-
terviniente Manuel Martínez, (a) Moné, dominicano, mayor 
de edad, casado, Maestro de Obras, residente en la casa 
No. 2 de la calle Segunda del Ensanche Agustina, de esta 
ciudad, cédula No. 19478, serie 18, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 24 de marzo de 1970, 
a requerimiento del Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cé-
dula No. 10178, serie 37, abogado del recurrente, en la 
cual no expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de conclusiones de fecha 22 de noviem-
bre de 1971; y el memorial depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia, en fecha 25 de dicho mes y 
año, suscritos ambos !por el Dr. Mendoza Castillo, aboga-
do del prevenido recurrente; 

Visto el escrito del interviniente, de fecha 22 de no-
viembre de 1971, suscrito por sus abogr dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 3, 5 y 6 de la Ley No. 
3143, de 1951; 401 del Código Penal; 1382 del Código Ci-
vil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo del sometimiento hecho contra Luis Martínez Quiroz, 
en virtud de querella presentada por Manuel Martínez, por 
violación de la Ley No. 3143, Ha Tercera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 28 de marzo de 1968, una sentencia cu-
yo dispositivo figura inserto en el del fallo impugnado; bl 
que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 

 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. . Manuel Figuereo Féliz, cédula No. 3006, 

por sí y por el Dr. Federico Enrique Michel Carrasco, cé-
dula No. 12239, serie 18, respectivamente, abogados del in-
terviniente Manuel Martínez, (a) Moné, dominicano, mayor 
de edad, casado, Maestro de Obras, residente en la casa 
No. 2 de la calle Segunda del Ensanche Agustina, de esta 
ciudad, cédula No. 19478, serie 18, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 24 de marzo de 1970, 
a requerimiento del Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cé-
dula No. 10178, serie 37, abogado del recurrente, en la 
cual no expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de conclusiones de fecha 22 de noviem-
bre de 1971; y el memorial depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia, en fecha 25 de dicho mes y 
año, suscritos ambos (por el Dr. Mendoza Castillo, aboga-
do del prevenido recurrente; 

Visto el escrito del interviniente, de fecha 22 de no-
viembre de 1971, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 3, 5 y 6 de la Ley No. 
3143, de 1951; 401 del Código Penal; 1382 del Código Ci-
vil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo del sometimiento hecho contra Luis Martínez Quiroz, 
en virtud de querella presentada por Manuel Martínez, por 
violación de la Ley No. 3143, Ha Tercera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 28 de marzo de 1968, una sentencia cu-
yo dispositivo figura inserto en el del fallo impugnado; b) 
que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación 

             

      

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 13 de marzo de 1971. 

       

Materia: Correccional. 

     

             

       

Recurrente: Ing. Luis Martínez Quiroz. 
Abogado: Dr. Francisco A. Mendoza Castillo. 

 

        

       

Interviniente: Manuel Martínez (a) Moné. 
Abogados: Dres. Manuel Figuereo Féliz y Federico Enrique 

Michel Carrasco. 

 

        

       

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

       

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia y José A. Paniagua asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 de 
enero del año 1972, años 128' de la Independencia y 109' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
niero Luis Martínez Quiroz, dominicano, mayor de edad, 
casado, domiciliado y residente en la calle Dr. Báez No. 
27, de esta ciudad, cédula No. 1350, serie la., contra la sen-
tencia de fecha 13 de marzo de 1971, dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

       

       

       

       

       

       

                



de Santo Domingo, dictó en fecha 13 de marzo de 1970, la 
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO:: Declara regulares y 

válidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr. 
Roberto A. Peña Frómeta, a nombre y representación del 
prevenido Ing. Luis Martínez Quiroz, y por el Dr. Manuel 
Figuereo Feliz, a nombre y en representación de la parte 
civil constituida, señor Manuel Martínez (a) Moné, contra 
sentencia de la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 28 der 
mes de mayo del año 1968, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: 

Primero: Se declara al Ingeniero Luis Martínez Quiroz, de 
generales que constan, culpable de violación al artículo 2 
de la Ley 3143 en perjuicio de Manuel Martínez (a) Moné, 
y en consecuencia, en virtud del artículo 8 de dicha ley, 
se condena al pago de una multa de veinticinco pesos oro 
(RD$25.00) y costas penales; Segundo: Se declara buena y 
válida en la forma y justa en el fondo la constitución en 
parte civil, hecha por Manuel Martínez (a) Moné, contra e] 
Ingeniero Luis Martínez Quiroz, por haberlo hecho de con-
formidad con la ley; Tercero: Se condena además al inge-
niero Luis Martínez Quiroz, al pago de la suma de cuatro-
cientos treinta y seis pesos con noventa y dos centavos 
(RD$436.92), que adeuda al nombrado Manuel Martínez 
(a) Moné, por concepto de trabajos realizados y no paga-
do por dicho Ingeniero Luis Martínez Quiroz; CUARTO: Se 

condena asimismo al Ingeniero Luis Martínez Quiroz al pa-
go de la suma de doscientos pesos oro (RD$200.00) a título 
de indemnización, por daños tanto morales como materia-
les, causados a favor de Manuel Martínez (a) Moné a lpago 
de las costas civiles, con distracción de éstas en provecho de 
los Doctores Federico Enrique Michel Carrasco y Manuel 
Figuereo Feliz, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad'; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia objeto del presente recurso de apelación; TER-

CERO: Condena al prevenido Ingeniero Luis Martínez 

Quiroz, al pago de las costas penales; CUARTO: Compen-
sa entre las partes en causa, las costas civiles"; 

Considerando que el prevenido recurrente ha someti-
do en fecha 25 de noviembre de 1971 (tres días después de 
la audiencia) un memorial de casación en el cual invoca la 
violación del artículo 2 de la Ley No. 3143, de 1951, desna-
turalización de los hechos, falta de motivos y de base le-
gal; 

Considerando que el artículo 42 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación autoriza a los abogados de las par-
tes, en materia penal, a someter dentro de los tres días 
subsiguientes a la audiencia, "aclaraciones o memoriales 
tendientes a justificar sus pretensiones"; que en la espe-
cie el prevenido recurrente no había expuesto hasta el día 
de la audiencia, a la cual no compareció, los fundamentos 
de su recurso, sino que se limitó a enviar ese día un sim-
ple escrito de conclusiones firmado por su abogado, en el 
cual tampoco señala los fundamentos de dicho recurso, y 
el que obviamente desconocía la parte interviniente; que, 
en esas condiciones no podía someter válidamente dentro 
de los tres días subsiguientes a la audiencia —como lo hi-
zo— ningún escrito ni memorial tendiente a justificar o 
aclarar motivos que no había expuesto, pues ello sería le-
sionador del del ech ode defensa de la parte interviniente, 
la cual, al no advertir en la audiencia escrito aiguno del 
recurrente que objetar, pudo, ateniéndose a ello, no pro-
ducir a su vez aclaraciones dentro del mismo plazo de tres 
días, a lo que según la ley tenía derecho; que, en esas con-
diciones el memorial sometido no puede ser tenido en cuen-
ta; pero dado el carácter general de su recurso, por ser en 
materia penal, será examinaaa la sentencia impugnada en 
todos sus aspectos de interés para el prevenido recurrente; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Corte a-qua mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados en 
la instrucción de la causa, dio por establecido: "a) que el 

E 
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de Santo Domingo, dictó en fecha 13 de marzo de 1970, la 
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO:: Declara regulares y 
válidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr. 
Roberto A. Peña Frómeta, a nombre y representación del 
prevenido Ing. Luis Martínez Quiroz, y por el Dr. Manuel 
Figuereo Feliz, a nombre y en representación de la parte 
civil constituída, señor Manuel Martínez (a) Moné, contra 
sentencia de la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 28 del' 
mes de mayo del año 1968, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: 
Primero: Se declara al Ingeniero Luis Martínez Quiroz, de 
generales que constan, culpable de violación al artículo 2 
de la Ley 3143 en perjuicio de Manuel Martínez (a) Moné, 
y en consecuencia, en virtud del artículo 8 de dicha ley, 
se condena al pago de una multa de veinticinco pesos oro 
(RD$25.00) y costas penales; Segundo: Se declara buena y 
válida en la forma y justa en el fondo la constitución en 
parte civil, hecha por Manuel Martínez (a) Moné, contra el 
Ingeniero Luis Martínez Quiroz, por haberlo hecho de con-
formidad con la ley; Tercero: Se condena además al inge-
niero Luis Martínez Quiroz, al pago de la suma de cuatro-
cientos treinta y seis pesos con noventa y dos centavos 
(RD$436.92), que adeuda al nombrado Manuel Martínez 
(a) Moné, por concepto de trabajos realizados y no paga-
do por dicho Ingeniero Luis Martínez Quiroz; CUARTO: Se 
condena asimismo al Ingeniero Luis Martínez Quiroz al pa-
go de la suma de doscientos pesos oro (RDS200.00) a título 
de indemnización, por daños tanto morales como materia-
les, causados a favor de Manuel Martínez (a) Moné a lpago 
de las costas civiles, con distracción de éstas en provecho de 
los Doctores Federico Enrique Michel Carrasco y Manuel 
Figuereo Feliz, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad'; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia objeto del presente recurso de apelación; TER-
CERO: Condena al prevenido Ingeniero Luis Martínez 

Quiroz, al pago de las costas penales; CUARTO: Compen-
sa entre las partes en causa, las costas civiles"; 

Considerando que el prevenido recurrente ha someti-
do en fecha 25 de noviembre de 1971 (tres días después de 
la zudiencia) un memorial de casación en el cual invoca la 
violación del artículo 2 de la Ley No. 3143, de 1951, desna-
turalización de los hechos, falta de motivos y de base le-
gal; 

Considerando que el artículo 42 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación autoriza a los abogados de las par-
tes, en materia penal, a someter dentro de los tres días 
subsiguientes a la audiencia, "aclaraciones o memoriales 
tendientes a justificar sus pretensiones"; que en la espe-
cie el prevenido recurrente no había expuesto hasta el día 
de la audiencia, a la cual no compareció, los fundamentos 
de su recurso, sino que se limitó a enviar ese día un sim-
ple escrito de conclusiones firmado por su abogado, en el 
cual tampoco señala los fundamentos de dicho recurso, y 
el que obviamente desconocía la parte interviniente; que, 
en esas condiciones no podía someter válidamente dentro 
de los tres días subsiguientes a la audiencia —como lo hi-
zo— ningún escrito ni memorial tendiente a justificar o 
aclarar motivos que no había expuesto, pues ello sería le-
sionador del del ech ode defensa de la parte interviniente, 
la cual, al no advertir en la audiencia escrito aiguno del 
recurrente que objetar, pudo, ateniéndose a ello, no pro-
ducir a su vez aclaraciones dentro del mismo plazo de tres 
días, a lo que según la ley tenía derecho; que, en esas con-
diciones el memorial sometido no puede ser tenido en cuen-
ta; pero dado el carácter general de su recurso, por ser en 
materia penal, será examinaaa la sentencia impugnada en 
todos sus aspectos de interés para el prevenido recurrente; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Corte a-qua mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados en 
la instrucción de la causa, dio por establecido: "a) que el 
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Ingeniero Luis Manuel Martínez Quiroz, tuvo a su cargo, 
mediante el correspondiente contrato la reparación del lo-
cal de la escuela Hernando Gorjón de la ciudad de Peder-
nales; b) que en dichos trabajos utilizó los servicios del se-
ñor Manuel Martínez (a) Moné; e) que en pago de los tra-
bajos realizados por Manuel Martínez (a) Moné, el Inge-
niero Martínez Quiroz dio un cheque por RD$600.00, el 
cual fue cobrado por Manuel Martínez (a) Moné, sin nin-
gún inconveniente; d) que para el pago de la diferencia 
del monto del dinero adeudado por el Ingeniero Martínez 
Quiroz a Moné, el primero dio al segundo un cheque por 
la suma de RD$436.92, contra el Banco Popular de esta 
ciudad, para presentarlo al cobro el 28 de febrero de 1968; 
e) que Moné, en lugar de presentar al cobro personalmente 
dicho cheque, encargó de ello a su esposa Estela Michel de 
Martínez, quien se hizo acompañar por su hija Deyanira, 
residente en esta ciudad de Santo Domingo; f) que presen-
tado al cobro el aludido cheque, en el Banco Popular se le 
informó a la señora Michel de Martínez, que la firma esta-
ba mala; g) que en vista de ello, la señora de Martínez y 
su hija Deyanira, se presentaron a la residencia del Ing. 
Martínez Quiroz, donde le informaron de la dificultad que 
tuvieron para cobrar el cheque; h) que el Ingeniero Mar-
tínez se apoderó del cheque, y pretextando no tener más 
cheques en blanco, les dijo a madre e hija que volvieran 
al otro día; que al día siguiente al presentarse las repe-
tidas madre e hija donde el Ing. Martínez Quiroz en pro-
cura del nuevo cheque, les manifestó que dijeran al señor 
Manuel Martínez (a) Moné, que fuera él a procurar el che- 
que; j) que no obstante otras gestiones realizadas por el 
señor Moné, el Ing. Martínez Quiroz, no satisfizo su deu- 
da; k) que en vista de ello, el agraviado dirigió una quere- 
lla al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Na- 
cional en contra del Ing. Martínez Quiroz, por violación a 
la Ley 3143; 1) que el Procurador Fiscal citó a las partes 
ante su despacho, para fines de conciliación, a lo que no 

obtemperó el Ing. Martínez Quiroz, pues no compareció 
y sí lo hizo el señor Manuel Martínez (al Moné, quien se 
limitó a ratificar los términos de su querella; L1) que el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, levan-
tó el acta correspondiente y en fecha 21 de marzo de 1968, 
dio un plazo de 15 días al Ing. Martínez Quiroz, "para que 
se avenga al cumplimiento de las obligaciones impuestas 
por la Ley No. 3143", a lo cual no obtemperó dicho inge-
niero; m) que apoderada del caso la Tercera Cámara Pe-
nal del Distrito Nacional, lo resolvió por su sentencia de 
fecha 28 de mayo de 1968, ahora apelada, y cuyo disposi-
tivo figura transcrito más adelante; n) que el Ing. Martí-
nez Quiroz obtuvo el pago total de la obra a él encomen-
dada y no satisfizo el pago del dinero ádeudado a Manuel 
Martínez (a) Moné"; 

Considerando que como se trata de un caso en mate-
ria penal los jueces del fondo podían edificarse sobre la 
culpabilidad del prevenido por todo medio de prueba, y 
correspondía al prevenido, si se creía liberado en todo o 
en parte, o si estimaba que la obra a él no le había sido 
pagada, probar ante los jueces del fondo, en el primer ca-
so su liberación, y en el segundo caso la veracidad de su 
afirmación, lo que no hizo; 

Considerando que los hechos precedentemente estable-
cidos configuran la infracción prevista en el artículo 2 de 
la Ley No. 3143, de 1951, de contratar trabajadores y no 
pagarles en la fecha convenida o a la terminación del tra-
bajo, después de haber recibido el costo de la obra el que 
contrató a los trabajadores, hecho sancionado en la misma 
ley, en su artículo lo. con la pena establecida en el artícu-
lo 401 del Código Penal, texto este último que establece 
la pena de tres meses a un año de prisión y multa de cin-
cuenta a cien pesos, cuando el valor exceda de veinte pesos, 
pero sin pasar de mil, como ocurrió e nla especie; que, en 
consecuencia, al condenar al prevenido recurrente, des-
pués de declararlo culpable a veinte y cinco pesos de mul- 
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Ingeniero Luis Manuel Martínez Quiroz, tuvo a su cargo, 
mediante el correspondiente contrato la reparación del lo-
cal de la escuela Hernando Gorjón de la ciudad de Peder-
nales; 13) que en dichos trabajos utilizó los servicios del se-
ñor Manuel Martínez (a) Moné; c) que en pago de los tra-

bajos realizados por Manuel Martínez (a) Moné, el Inge-
niero Martínez Quiroz dio un cheque por RD$600.00, el 
cual fue cobrado por Manuel Martínez (a) Moné, sin nin-
gún inconveniente; d) que para el pago de la diferencia 
del monto del dinero adeudado por el Ingeniero Martínez 
Quiroz a Moné, el primero dio al segundo un cheque por 
la suma de RD$436.92, contra el Banco Popular de esta 
ciudad, para presentarlo al cobro el 28 de febrero de 1968; 
e) que Moné, en lugar de presentar al cobro personalmente 
dicho cheque, encargó de ello a su esposa Estela Michel de 
Martínez, quien se hizo acompañar por su hija Deyanira, 
residente en esta ciudad de Santo Domingo; f) que presen-
tado al cobro el aludido cheque, en el Banco Popular se le 
informó a la señora Michel de Martínez, que la firma esta-
ba mala; g) que en vista de ello, la señora de Martínez y 

su hija Deyanira, se presentaron a la residencia del Ing. 
Martínez Quiroz, donde le informaron de la dificultad que 
tuvieron para cobrar el cheque; h) que el Ingeniero Mar-
tínez se apoderó del cheque, y pretextando no tener más 
cheques en blanco, les dijo a madre e hija que volvieran 
al otro día; que al día siguiente al presentarse las repe-
tidas madre e hija donde el Ing. Martínez Quiroz en pro-
cura del nuevo cheque, les manifestó que dijeran al señor 
Manuel Martínez (a) Moné, que fuera él a procurar el che- 
que; j) que no obstante otras gestiones realizadas por el 
señor Moné, el Ing. Martínez Quiroz, no satisfizo su deu- 
da; k) que en vista de ello, el agraviado dirigió una quere- 
lla al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Na- 
cional en contra del Ing. Martínez Quiroz, por violación a 
la Ley 3143; 1) que el Procurador Fiscal citó a las partes 
ante su despacho, para fines de conciliación, a lo que no 

obtemperó el Ing. Martínez Quiroz, pues no compareció 
y sí lo hizo el señor Manuel Martínez (a) Moné, quien se 
limitó a ratificar los términos de su querella; Ll) que el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, levan-
tó el acta correspondiente y en fecha 21 de marzo de 1968, 
dio un plazo de 15 días al Ing. Martínez Quiroz, "para que 
se avenga al cumplimiento de las obligaciones impuestas 
por la Ley No. 3143", a lo cual no obtemperó dicho inge-
niero; m) que apoderada del caso la Tercera Cámara Pe-
nal del Distrito Nacional, lo resolvió por su sentencia de 
fecha 28 de mayo de 1968, ahora apelada, y cuyo disposi-
tivo figura transcrito más adelante; n) que el Ing. Martí-
nez Quiroz obtuvo el pago total de la obra a él encomen-
dada y no satisfizo el pago del dinero ádeudado a Manuel 
Martínez (a) Moné"; 

Considerando que como se trata de un caso en mate-
ria penal los jueces del fondo podían edificarse sobre la 
culpabilidad del prevenido por todo medio de prueba, y 
correspondía al prevenido, si se creía liberado en todo o 
en parte, o si estimaba que la obra a él no le había sido 
pagada, probar ante los jueces del fondo, en el primer ca-
so su liberación, y en el segundo caso la veracidad de su 
afirmación, lo que no hizo; 

Considerando que los hechos precedentemente estable-
cidos configuran la infracción prevista en el artículo 2 de 
la Ley No. 3143, de 1951, de contratar trabajadores y no 
pagarles en la fecha convenida o a la terminación del tra-
bajo, después de haber recibido el costo de la obra el que 
contrató a los trabajadores, hecho sancionado en la misma 
ley, en su artículo lo. con la pena establecida en el artícu-
lo 401 del Código Penal, texto este último que establece 
la pena de tres meses a un año de prisión y multa de cin-
cuenta a cien pesos, cuando el valor exceda de veinte pesos, 
pero sin pasar de mil, como ocurrió e nla especie; que, en 
consecuencia, al condenar al prevenido recurrente, des-
pués de declararlo culpable a veinte y cinco pesos de mul- 
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ta, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y al 
pago de la suma de RD$436.92, a que ascendía el valor de 
los trabajos realizados, lo que está también previsto en el 
texto citado, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada 
a la Ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua estableció 
que el hecho cometido por el prevenido le había ocasiona-
do al querellante, constituído en parte civil, daños y per-
juicios morales y materiales, cuyo monto apreció sobera-
namente en doscientos pesos; que en consecuencia, al con-
denarlo al pago de esa suma a título de indemnización y 
en favor de dicha parte civil constituída, la Corte a-qua hi-
zo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 
Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Manuel Martínez (a) Moné; Segundo: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por el Ingeniero Luis Martí-
nez Quiroz, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 13 de marzo de 1970, 
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior del presente fallo; Tercero: 
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas, dis-
trayendo las civiles en favor de los Dres. Manuel Figue-
reo Feliz y Federico Enrique Michel Carrasco, abogados 
del interviniente, quienes han afirmado haberlas avanzado 
en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Jo-
sé A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.—  (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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do copiado en parte anterior del presente fallo; Tercero: 
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas, dis-
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reo Feliz y Federico Enrique Michel Carrasco, abogados 
del interviniente, quienes han afirmado haberlas avanzado 
en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Jo-
sé A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 

    

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte o-qua en fecha 25 de febrero de 
1971, a requerimiento del Dr. H. N. Batista Arache, cédu-
la No. 23200, serie 26, abogado del prevenido, a nombre de 
éste, en la cual no expone ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal; 
1382 del Código Civil; y. 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere, consta; a) que con motivo de 
una querella presentada por Diógenes de los Santos Suero 
contra José Antonio Mejía Peguero, por haberlo injuria-
do, hecho ocurrido el 23 de diciembre de 1969, la Cuarta 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, regularmente apoderada, dictó en fecha 
23 de abril de 1970, una sentencia cuyo dispositivo figura 
inserto en el del fallo impugnado; bl que sobre los recur-
sos interpuestos, la Corte a- qua dictó la sentencia ahora 
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en la forma, 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido Jo-
sé Antonio Mejía Pérez y la parte civil constituida, señor 
Diógenes de los Santos Suero, contra sentencia dictada en 
atribuciones correccionales por la Cuarta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal ,en fecha 23 del mes de abril del año mil novecientos 
setenta, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
Se declara culpable al nombrado José Antonio Mejía Pé-
rez, de generales que constan del delito de injurias en per-
juicio de Diógenes de los Santos Suero, y en consecuencia, 
se le condena a pagar una multa de cinco pesos moneda 
Nacional RDS5.001 y al pago de los costos penales; Segun-
do: Se declara regular y válida en cuanto a la forma, la 
constitución en parte civil hecha por el señor Diógenes de 

             

     

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 24 de febrero de 1971. 

   

        

             

     

Materia: Correccional. 

      

     

Recurrente: José Antonio Mejía Peguero. 

    

      

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

    

     

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 28 de enero del año 1972, 
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Mejía Peguero, dominicano, mayor de edad, soltero, 
negociante, domiciliado y residente en la calle Respaldo 
María Montez No. 10, de esta ciudad, cédula No. 9795, se-
rie 3, contra la sentencia de fecha 24 de febrero de 1971, 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

   

        

        

        

      

1 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo D9mingo de 

fecha 24 de febrero de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: José Antonio Mejía Peguero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 28 de enero del año 1972, 
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Mejía Peguero, dominicano, mayor de edad, soltero, 
negociante, domiciliado y residente en la calle Respaldo 
María Montez No. 10, de esta ciudad, cédula No. 9795, se-
rie 3, contra la sentencia de fecha 24 de febrero de 1971, 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 25 de febrero de 
1971, a requerimiento del Dr. H. N. Batista Arache, cédu-
la No. 23200, serie 26, abogado del prevenido, a nombre de 
éste, en la cual no expone ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal; 
1382 del Código Civil; y. 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere, consta; a) que con motivo de 
una querella presentada por Diógenes de los Santos Suero 
contra José Antonio Mejía Peguero, por haberlo injuria-
do, hecho ocurrido el 23 de diciembre de 1969, la Cuarta 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, regularmente apoderada, dictó en fecha 
23 de abril de 1970, una sentencia cuyo dispositivo figura 
inserto en el del fallo impugnado; b) que sobre los recur-
sos interpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora 
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en la forma, 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido Jo-
sé Antonio Mejía Pérez y la parte civil constituída, señor 
Diógenes de los Santos Suero, contra sentencia dictada en 
atribuciones correccionales por la Cuarta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal ,en fecha 23 del mes de abril del año mil novecientos 
setenta, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
Se declara culpable al nombrado José Antonio Mejía Pé-
rez, de generales que constan del delito de injurias en per-
juicio de Diógenes de los Santos Suero, y en consecuencia, 
se le condena a pagar una multa de cinco pesos moneda 
Nacional ,(RD$5.00) y al pago de los costos penales; Segun-
do: Se declara regular y válida en cuanto a la forma, la 
constitución en parte civil hecha por el señor Diógenes de 
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los Santos Suero por intermedio de su abogado Dr. Santia-
go Cotes Bobadilla, en contra del nombrado José Antonio 
Mejía Pérez; Tercero: En cuanto al fondo, se le condena a 
pagar una indemnización de Trescientos Pesos Moneda Na-
cional (RD$300.00) en favor de la parte civil constituída, 
por los daños morales y materiales sufridos por éste, a 
consecuencia del hecho antijurídico cometido por el pre-
venido; Cuarto: Se condena al nombrado José Antonio Me-
jía Pérez, al pago de las costas civiles'; SEGUNDO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCE-
RO: Condena al prevenido José Antonio Mejía Pérez, al 
pago de las costas penales y civiles, ordenando la distrac-
ción de las últimas en favor del Dr. Santiago Cotes Boba-
dilla, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados 
en la causa, la Corte a-qua dio por establecido: "a) que 
tanto el prevenido como la parte civil poseen una mesa en 
el Mercado Nuevo destinada al expendio al público de ve-
getales comestibles; b) que a consecuencia de una disputa 
surgida entre ellos en relación con el pago del precio de 
ajíes y berenjenas que el prevenido José Antonio Mejía 
Peguero había vendido a Diógenes de los Santos Suero, el 
primero se presentó al lugar de trabajo del segundo y lla-
mó a éste "ladrón", expresándole, además, "que se había 
metido a evangélico para seguir robando"; c) que esos he-
chos ocurrieron en la tarde del día 23 de diciembre de 
1969, en el mismo Mercado Nuevo y en presencia de varias 
personas que oyeron las expresiones en cuestión"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de injuria pública, previsto por el artículo 372 
del Código Penal, y sancionado por ese mismo texto con 
multa de veinte a cien pesos y prisión de ocho días a tres 
meses; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente a cinco pesos de multa, después de declararlo cul-
pable y acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte 
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 
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Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido, había 
ocasionado al querellante, constituido en parte civil, da-
ños morales, cuyo monto apreció soberanamente en RD$ 
300.00; que, en consecuencia, al condenarlo al pago de esa 
suma, en favor de dicha parte civil constituída, a título de 
indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación 
del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no continene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituída no ha compareci-
do a esta instancia de casación, a solicitarla; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Antonio Mejía Peguero, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en fecha 24 de febrero de 1971, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
prevenido recurrente al pago de las costas penales. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.—F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. —Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Ouriel hijo. 
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tos Santos Suero por intermedio de su abogado Dr. Santia-
go Cotes Bobadilla, en contra del nombrado José Antonio 
Mejía Pérez; Tercero: En cuanto al fondo, se le condena a 
pagar una indemnización de Trescientos Pesos Moneda Na-
cional (RD$300.00) en favor de la parte civil constituida, 
por los daños morales y materiales sufridos por éste, a 
consecuencia del hecho antijurídico cometido por el pre-
venido; Cuarto: Se condena al nombrado José Antonio Me-
jía Pérez, al pago de las costas civiles'; SEGUNDO: Con-
firma en todas sus partes la sent€ncia recurrida; TERCE-
RO: Condena al prevenido José Antonio Mejía Pérez, al 
pago de las costas penales y civiles, ordenando la distrac-
ción de las últimas en favor del Dr. Santiago Cotes Boba-
dilla, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados 
en la causa, la Corte a-qua dio por establecido: "a) que 
tanto el prevenido como la parte civil poseen una mesa en 
el Mercado Nuevo destinada al expendio al público de ve-
getales comestibles; b) que a consecuencia de una disputa 
surgida entre ellos en relación con el pago del precio de 
ajíes y berenjenas que el prevenido José Antonio Mejía 
Peguero había vendido a Diógenes de los Santos Suero, el 
primero se presentó al lugar de trabajo del segundo y lla-
mó a éste "ladrón", expresándole, además, "que se había 
metido a evangélico para seguir robando"; c) que esos he-
chos ocurrieron en la tarde del día 23 de diciembre de 
1969, en el mismo Mercado Nuevo y en presencia de varias 
personas que oyeron las expresiones en cuestión"; 

COnsiderando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de injuria pública, previsto por el artículo 372 
del Código Penal, y sancionado por ese mismo texto con 
multa de veinte a cien pesos y prisión de ocho días a tres 
meses; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente a cinco pesos de multa, después de declararlo cul-
pable y acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte 
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 
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Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido, había 
ocasionado al querellante, constituido en parte civil, da-
ños morales, cuyo monto apreció soberanamente en RD$ 
300.00; que, en consecuencia, al condenarlo al pago de esa 
suma, en favor de dicha parte civil constituida, a título de 
indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación 
del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no continene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituída no ha compareci-
do a esta instancia de casación, a solicitarla; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Antonio Mejía Peguero, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en fecha 24 de febrero de 1971, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
prevenido recurrente al pago de las costas penales. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.—F. E. Rave-
lo de la F•ente.— Manuel A. Amiama. —Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
nue certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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